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OFICIO N° 205-2019f 

Señor 
PEDRO OLAECHEA ÁLVAREZ CALDERÓN 
Presidente del Congreso de la República 

- 

ÇONGESu CC LA  
AREA  

Nos dirigimos a usted, señor Presidente del Congreso de la República, de 

conformidad con lo estipulado en los artículos 56° y  102°.3 de la Constitución Política del 

Perú, a fin de someter a consideraci6ñ' del Cóngreso de la República, el Proyecto de 
Resolución Legislativa que aprueba el 'Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a !a Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe", hecho el 4 de marzo de 2018 en Escazú, 

República de Costa Rica. 

Con tal finalidad, acompañamos el expediente de sustento del aludido Acuerdo, que 

atiende los requisitos dispuestos en los artículos 75 y  76.1.f) del Reglamento del Congreso 
de la República. 

Sin otro particular, hacernos propicia la oportunidad para renovarle los sentimientos 

de nuestra consideración. 

Atentamente, 

MARTÍN ALBEÍO VIZCARRA CORNEJO NÉSTOR POPOLIZIO BARDALES 
Presidente de la República Ministro de Relaciones Exteriores 
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- 

CONGRESO 

REPUBUCA 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lima, 17 de setiembre del 2021 

De conformidad con el acuerdo 019-2021-

2022/CONSEJO-CR, de fecha 17 de agosto de 2021, pase 

el Proyecto de Resolución Legislativa N° 4645/2019-PE, a 

la comisión (es) de; Relaciones Exteriores; asignándole el 
N 239/2021 -PE, para continuar su trámite desde el estado 

procesal en el que se encontraba al término del período 

parlamentario 201 6-2021. 
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Carpeta de perfeccionamiento del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe 

Proyecto de Resolución Legislativa 

Resolución Suprema N°123-2019-RE del 26 de julio de 2019 

Informe (DGT) N° 038-2019 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina 
y el Caribe 

Antecedentes 
• Declaración sobre la aplicación del Principio 10 de la Declaración de 

Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
• Documento de Santiago 

Solicitud de Perfeccionamiento 
• Memorándum DGM00248/2019 del 14 de mayo de 2019 

Opinión de la Defensoría del Pueblo 
• Oficio N° 226-2018-DP/AMASPPI del 25 de junio de 2018 

Opinión del Poder Judicial 
• Oficio N° 6450-2018-SG-CS-PJ del 14 de agosto de 2018 
• Informe N° 004-2018-CNGA-PJ, del 31 de julio de 2018 

Opinión del Ministerio Público - Fiscalía de la Nación 
• Oficio N° 945-2018-FS/CFEMA-FN del 31 de julio de 2018 

Opinión del Ministerio de Economía y Finanzas 
• Oficio N° 3271-2018-EF/13.01 del 5 de octubre de 2018 
• Informe N° 1332-2018-EF/42.01 del 4 de octubre de 2018 

Opinión del Ministerio de Agricultura y Riego 
• Oficio N° 341 -2019-MINAGRI-SG dell de marzo de 2019 
• Informe N° 0018-2018-MlNAGRl-DVDIAR-DGAAA-DGAA-JLPZ del 3 

de octubre de 2018 
• Informe N° 12-2019-MINAGRI-SG/OGPP-OCOPI del 29 de enero de 

2019 
• Informe N° 273-2019-MINAGRI/SG-OGAJ del 28 de febrero de 2019 

Opinión del Ministerio del Ambiente 
• Oficio N° 945-2018-MINAM/SG del 27 de agosto de 2018 
• Informe N° 010-2018-MINAM/VMGA/DGECIA/DIIA/RSIFUENTES deI 2 

de agosto de 2018 

Opinión del Ministerio de Energía y Minas 
0 Oficio N° 1634-2018-MEM/SG del 7 de noviembre de 2018 



• Informe N° 042-2018-1VIEM/DGAAE./DEAE de¡ 3 de octubre de 2018 
• Documento Memo-0741 -201 8/MEM-DGAAM de¡ 5 de octubre de 2018 
• Informe N° 013-2018-MEM/DGAAH/DGAH del 4 de octubre de 2018 
• Informe N° 1060-2018-MEM/OGAJ del 22 de octubre de 2018 
• Oficio N° 0837-2019/MINEM-SG dell de julio de 2019 
• Informe N° 626-2019-MINEM/OGAJ del 21 de junio de 2019 

Opinión del Ministerio de Cultura 
• Oficio N° 900125-2018/OGPP/SG/MC del 15 de agosto de 2018 
• Informe N° 900055-2018/DGPI/VMl/MC del 15 de agosto de 2018 

Opinión del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
• Oficio N° 2604-2018-JUS/SG de¡ 29 de agosto de 2018 
• Informe N° 40-2018-JUS/DGD1-1-DAIPAN de¡ 29 de agosto de 2018 
• Oficio N° 541 -2019-JUS/DGDH de¡ 31 de mayo de 2019 

Opinión del Ministerio de Salud 
• Oficio N° 486-2019-SG/MINSA del 20 de febrero de 2019 
• Informe N° 007-2018-EMC-UF-AMGDIR-OGCTI/MINSA del 21 de 

noviembre de 2018 
• Informe N° 045-2019-OGAJ/MINSA del 18 de febrero de 2019 

Opinión del Ministerio de Transportes y Comunicaciones 
• Oficio N° 709-2019-1VITC/04 del 11 de marzo de 2019 
• Memorándum N° 151 -2019-MTC/02 de¡ 6 de marzo de 2019 
• Memorándum N° 0296-2019-1VITC/16 de¡ 7 de febrero de 2019 
• Informe técnico legal N° 013-2019-MTC/16.01.MQP.LMQ.JLGV, del 28 

de enero de 2019 
• Memorándum N° 344-2019-1VITC/09 del 21 de febrero de 2019 
• Informe N° 0059-2019-1VITC/09.01 de¡ 20 de febrero de 2019 
• Informe N° 500-2019-1VITC/08 del 1 de marzo de 2019 

Opinión del Ministerio de la Producción 
• Oficio N° 2623-2018-PRODUCE/SG del 14 de diciembre de 2018 
• Informe N° 020-2018-PRODUCE/DGAAMPA del 28 de septiembre de 

2018 
• Reporte N° 24-2018-PRODUCE/DVMYPE-I/DGAAMI/RAA del 26 de 

septiembre de 2018 
• Informe N° 166-2018-PRODUCE/0GPPM-OCTAI del 17 de octubre de 

2018 
• Informe N° 1561 -201 8-PRODUCE/OGAJ del 6 de diciembre de 2018 

Opinión de la Presidencia del Consejo de Ministros 
• Oficio N° D000114-2018-PCM-SGP del 16 de agosto de 2018 
• Informe N° D000012-2018-PCM-SSAP-RVZ del 15 de agosto de 2018 

Opinión del Ministerio de Relaciones Exteriores 
• Memorándum DMA00091/2019 del 16 de mayo de 2019 
• Memorándum 0D1-100175/2019, de fecha 2 de mayo de 2019 
• Memorándum DGT0I0I6/2019 del 12 de julio de 2019 
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Troyecto cí 
Resofución Legísfatíva 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Ha dado la Resolución Legislativa siguiente: 

RESOLUCIÓN LEGISLATIVA QUE APRUEBA EL ACUERDO REGIONAL SOBRE EL ACCESO 
A LA INFORMACIÓN, LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y EL ACCESO A LA JUSTICIA EN 
ASUNTOS AMBIENTALES DE AMÉRICA LATINA YEL CARIBE 

Artículo único. Objeto de la Resolución Legislativa 

Apruébase el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Particípación Pública ye! Acceso 
a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, hecho el 4 de marzo de 2018 en 
Escazú, República de Costa Rica, con la siguiente declaración: 

DECLARACIÓN 

La República de/ Perú, en concordancia con el artículo 19, párrafo 2 de/ Acuerdo Regional sobre el 
Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 
en América Latina y el Caribe, declara que, en lo que respecta a las controversias que no se hayan 
resuelto conforme al párrafo 1 de/ artículo 19, acepta considerar obligatorio el sometimiento de la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia en sus relaciones con cualquier Parte que acepte la 
misma obligación. 

/1I 
MARTÍN ALBERJÓ VIZCARRA CORNEJO SALVADOR DEL SOLAR LABARTHE 

Presicjé nfe de la República Presidente de/ Consejo de Ministros 

OLIZIO BARDALES 
Ministro de elaciones Exteriores 

74 



CVulhw~~~ Nº123~2019-RE  123-2019-RE 

Lima, 26 de julio de 2019 

CONSIDERANDO: 

Que, el "Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe" fue hecho el 4 de marzo de 2018 en Escazú, República de Costa Rica; 

Que, es conveniente a los intereses de¡ Perú la aprobación de¡ citado 
instrumento internacional; 

Que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 560  y  1020  
inciso 3 de la Constitución Política de¡ Perú; y, el primer párrafo de¡ artículo 20  de la Ley N° 
26647, que disponen la aprobación legislativa de los Tratados celebrados por el Estado 
peruano; 

SE RESUELVE: 

Artículo 1°.- Remitase al Congreso de la República, la 
documentación relativa al "Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe", hecho el 4 de marzo de 2018 en Escazú, República de Costa Rica. 

Artículo 20.- La presente Resolución Suprema será refrendada por 
el señor Presidente de¡ Consejo de Ministros y el señor Ministro de Relaciones Exteriores. 

Registrese, comuníquese y publíquese. 
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TOVIZCARPC0RNEJO RDALES 
!MiSrs r de Relaciones Exteriores "i tiÉ .ie 

gistrado en la Fecha' 

26 JUL 2O1 ¡ 
123 RSN 

SALVADOR DEL SOLAR LABARTHE 
Presdenle det Consejo de 

Ministros 
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INFORME (DGT) N° 038 - 2019 

1. SOLICITUD DE PERFECCIONAMIENTO: 

Mediante memorándum DGM00248/2019 del 14 de mayo de 2019, 
la Dirección General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores solicitó el inicio del procedimiento de perfeccionamiento interno del "Acuerdo 
Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a 
la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe" (en adelante, el 
Acuerdo de Escazú), hecho el 4 de marzo de 2018 en Escazú, República de Costa Rica. 

II. ANTECEDENTES: 

En el marco de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Desarrollo Sostenible del 2012 (Río+20), 22 países de América Latina y el Caribe, 
incluyendo al Perú, suscribieron la "Declaración sobre la aplicación del Principio 10 
de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo", en virtud de la 
cual dichos países asumieron el compromiso de elaborar e implementar un Plan de 
Acción 2012-2014, con el apoyo de la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL) como secretaría técnica, para avanzar hacia la materialización de un 
convenio regional. 

En base a la citada Declaración, en el 2014 se adoptó el 
"Documento de Santiago", en el cual 24 países de la región deciden iniciar la 
negociación de un instrumento regional sobre acceso a la información, la participación 
y la justicia en asuntos ambientales. 

El Perú participó durante todo el proceso preparatorio y de 
negociación de dicho instrumento, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y el 
Ministerio del Ambiente. 

El texto del Acuerdo de Escazú fue adoptado durante la Novena 
Reunión Regional, realizada del 28 de febrero al 4 de marzo de 2018 en San José, 
República de Costa Rica, con la participación de 24 delegaciones y quedó abierto a la 

cPDE 
do 

firma de todos los países de América Latina y el Caribe incluidos en su Anexo 1 en la 
nora 

Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, del 27 de septiembre de 2018 al 26 de 
F.L. .F. septiembre de 2020. 

Re!ac 
El acto de suscripción del Acuerdo de Escazú enrepresenóndel 

LdUU peruano 1 UC i CdIIL.c*UO p01 id Ci LO! it.0 lviii iiLi d UCI t%I iIMC! iLC, señora dUiUid 

Martha Muñoz Dodero, quien se encontraba debidamente premunida de Plenos 
Poderes, los cuales fueron otorgados mediante la Resolución Suprema N° 183-2018-
RE del 18 de septiembre de 2018, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 
Supremo N° 031-2007-RE, Adecúan normas nacionales sobre el otorgamiento de 
Plenos Poderes al derecho internacional contemporáneo1 . 

1  D.S. N°031-2007-RE, art. 2: 'El otorgamiento de plenos poderes es indispensable para que un representante de/Estado 
Peruano suscriba un tratado, salvo el caso del Presidente de la República y el Ministro de Relaciones Exteriores, quienes 
de conformidad con el Derecho Internacional, no requieren plenos poderes (  . .. )". 



7.- El Acuerdo de Escazú se encuentra registrado en el Archivo Nacional 
de Tratados "Embajador Juan Miguel Bákula Patiño" con el código ML.PE.02.2019. 

III. OBJETO: 

8.- El Acuerdo de Escazú tiene por objeto garantizar la implementación 
plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la 
información ambiental, participación pública en los procesos de toma de decisiones 
ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el 
fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección de¡ 
derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio 
ambiente sano y al desarrollo sostenible (artículo 1). 

IV. DESCRIPCIÓN: 

9.- El Acuerdo de Escazú inicia definiendo algunos términos que serán 
utilizados en sus artículos siguientes (artículo 2), tales como: 

Derechos de acceso (artículo 2, literal a): derecho de acceso a la 
información ambiental, a la participación pública en los procesos 
de toma de decisiones en asuntos ambientales y a la justicia en 
asuntos ambientales; 
Información ambiental (artículo 2, literal c): cualquier información 
escrita, visual, sonora, electrónica o registrada en cualquier otro 
formato, relativa al medio ambiente y sus elementos y a los 
recursos naturales, incluyendo aquella relacionada con los 
riesgos ambientales y posibles impactos adversos asociados que 
afecten o puedan afectar el medio ambiente y la salud, así como 
la relacionada con la protección y la gestión ambientales; 
Personas o grupos en situación de vulnerabilidad (artículo 2, 
literal e): aquellas personas o grupos que encuentran especiales 
dificultades para ejercer con plenitud los derechos de acceso 
reconocidos en el Acuerdo de Escazú, por las circunstancias o 
condiciones que se entiendan en el contexto nacional de cada 
Parte y de conformidad con sus obligaciones internacionales. 

10.-Asimismo, en el Acuerdo de Escazú se enumeran una serie de 
principios que guiarán su implementación, tales como el principio a la igualdad y a la no 
discriminación; el principio de transparencia y de rendición de cuentas; el principio de 
no regresión y de progresividad; el principio de buena fe; el principio preventivo; el alj,
principio precautorio; el principio de equidad intergeneracional; el principio de máxima 
publicidad; el principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos 

¿ naturales; y el principio pro persona (artículo 3). 

11.- El Acuerdo de Escazú prevé la obligación de las Partes de garantizar 
el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano, así como cualquier otro 
derecho humano universalmente reconocido que esté relacionado con dicho 
instrumento internacional (artículo 4, numeral 1), para lo cual velará por el libre ejercicio 
de tales derechos (artículo 4, numeral 2) y adoptará las medidas legislativas, 
reglamentarias, administrativas, entre otras, necesarias para garantizar su 
implementación (artículo 3, numeral 3). 
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12.- A fin de contribuir a la aplicación efectiva del Acuerdo de Escazú, se 
prevé que cada Parte proporcionará al público información para facilitar la adquisición 
de los derechos de acceso (artículo 3, numeral 4), asegurando que se oriente y asista 
al público, de tal forma que se facilite el ejercicio de sus derechos de acceso (artículo 3, 
numeral 5) y garantizará un entorno propicio para el trabajo de las personas, 
asociaciones, organizaciones o grupos que promuevan la protección del medio 
ambiente, proporcionándoles reconocimiento y protección (artículo 3, numeral 6). 

13.-Con relación al acceso a la información ambiental, el Acuerdo de 
Escazú dispone la obligación de las Partes de garantizar el derecho del público de 
acceder a tal información, que se encuentre bajo su poder y custodia (artículo 5, numeral 
1), lo que comprende: (a) solicitar y recibir información de las autoridades competentes 
sin necesidad de mencionar algún interés especial ni justificar las razones que motivan 
tal solicitud; (b) ser informado en forma expedita sobre si la información solicitada obra 
o no en poder de la autoridad competente que recibe la solicitud; y (c) ser informado del 
derecho a impugnar y recurrir la no entrega de información y de los requisitos para 
ejercer ese derecho (artículo 5, numeral 2). 

14.-Asimismo, el Acuerdo de Escazú prevé que, si la información 
solicitada o parte de ella no puede entregarse al solicitante por estar en el régimen de 
excepciones establecido en la legislación nacional, la autoridad competente deberá 
comunicar por escrito la denegación, incluyendo las disposiciones jurídicas y las razones 
que en cada caso justifique tal decisión, e informar al solicitante su derecho de 
impugnarla y recurrirla (artículo 5, numeral 5). 

En esa perspectiva, el Acuerdo de Escazú señala que los motivos de 
denegación deben estar establecidos legalmente con anterioridad, así como claramente 
definidos y reglamentados, tomando en consideración el interés público, por lo que 
serán de interpretación restrictiva, recayendo la carga de la prueba en la autoridad 
competente (artículo 5, numeral 8). 

En caso no se cuente con un régimen de excepciones, el Acuerdo de 
Escazú señala que podrá denegarse la información cuando hacer pública tal información 
(a) pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; (b) afecte 
negativamente la seguridad nacional, pública o la defensa nacional; (c) afecte 
negativamente la protección del medio ambiente, incluyendo cualquier especie 
amenazada o en peligro de extinción; o (d) genere un riesgo claro, probable y específico 
de un daño significativo a la ejecución de la ley, o a la prevención, investigación y 
persecución de delitos (artículo 5, numeral 6). 

DEZ 17.- Con relación a las condiciones aplicables para la entrega de 
información ambiental, el Acuerdo de Escazú dispone que las Partes garantizarán que 
tal información sea entregada en el formato requerido por el solicitante, siempre que 

ReIa 

esté disponible (artículo 5, numeral 11) y deberán ser respondidas en un plazo no mayor 
a 30 días hábiles contados a partir de la fecha de recepción de la solicitud de 
información, o en un plazo menor, en caso la legislación interna así lo previera (artículo 
5, numeral 12). 

18.- En caso, excepcionalmente, se requiera de un plazo mayor, deberá 
informarse ello al solicitante, por escrito, señalando la justificación de tal extensión, 

1 1 antes del vencimiento del plazo para responder la solicitud. Tal extensión no deberá 
exceder de diez días hábiles (artículo 5, numeral 13). 

19.-En caso la autoridad competente no cuente con la información 
solicitada, deberá informar ello al solicitante, incluyendo la autoridad que pudiera tener 
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dicha información, en tanto pueda determinar ello. En ese supuesto, se deberá remitir 
la solicitud a la autoridad que posea la información solicitada e informar ello al solicitante 
(artículo 5, numeral 15). 

20.-Asimismo, se prevé la obligación de las Partes de establecer o 
designar uno o más órganos o instituciones imparciales y con autonomía e 
independencia, con el objeto de promover la transparencia en el acceso a la información 
ambiental, fiscalizar el cumplimiento de las normas, así como vigilar, evaluar y garantizar 
el derecho de acceso a la información, pudiendo incluir o fortalecer, según corresponda 
sus facultades sancionadoras en el ámbito de sus competencias (artículo 5, numeral 
18). 

Con relación a la generación y divulgación de la información 
ambiental, el Acuerdo de Escazú dispone que cada Parte garantizará que las 
autoridades competentes generen, recopilen, ponga a disposición de¡ público y difundan 
la información ambiental relevante para sus funciones de manera sistemática, proactiva, 
oportuna, regular y comprensible, y que actualicen periódicamente esta información y 
alienten la desagregación y descentralización de la información ambiental a nivel 
subnacional y local (artículo 6, numeral 1); y las autoridades competentes procurarán 
que la información ambiental sea reutilizable, procesable y esté disponible en formatos 
accesibles, y que no existan restricciones para su reproducción (artículo 6, numeral 2). 

El Acuerdo de Escazú lista una serie de sistemas de información 
ambiental con los que deben contar las Partes, señalando que los mismos deberán 
encontrarse debidamente organizados, además de ser accesibles para todas las 
personas y disponibles de forma progresiva por medios informáticos y 
georreferenciados, cuando corresponda (artículo 6, numeral 3). 

En caso de amenaza inminente a la salud pública, se estipula que 
cada Parte deberá garantizar que la autoridad competente divulgue toda la información 
relevante que tenga en su poder y que permita al público tomar medidas para prevenir 
o limitar eventuales daños. Además, deberá desarrollar e implementar un sistema de 
alerta temprana utilizando los mecanismos disponibles (artículo 6, numeral 5). 

Asimismo, cada Parte procurará que la autoridad competente 
divulgue la información ambiental en los idiomas usados en el país, y elabore formatos 
alternativos compresibles para los grupos en situación de vulnerabilidad, por medio de 
canales de comunicación adecuados (artículo 6, numeral 6). 

25.-Cada Parte deberá hacer sus mayores esfuerzos por publicar y 
CADE difundir a intervalos regulares que no superen los cinco años un informe nacional sobre 

el estado de¡ medio ambiente, que será redactado de manera que sea de fácil 
• comprensión y accesible al público en diferentes formatos, además de ser difundido a 

través de medios apropiados considerando las realidades culturales (artículo 6, numeral 

26.- El Acuerdo dispone, además, que cada Parte alentará la realización 
de evaluaciones independientes de desempeño ambiental (artículo 6, numeral 8), 
promoverá el acceso a información ambiental contenida en concesiones, contratos, 
convenios o autorizaciones que se hayan otorgado y que involucren el uso de bienes, 
servicios o recursos públicos (artículo 6, numeral 9), asegurará que los consumidores y 
usuarios cuenten con información sobre las cualidades ambientales de bienes y \J\ servicios y sus efectos en la salud (artículo 6, numeral 10), establecerá y actualizará 
periódicamente sus sistemas de archivo y gestión documental en materia ambiental 
(artículo 6, numeral 11), adoptará las medidas necesarias para promover el acceso a la 
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información ambiental que en esté en manos de entidades privadas (artículo 6, numeral 
12) e incentivará la elaboración de informes de sostenibilidad de empresas públicas y 
privadas, que reflejen su desempeño social y ambiental (artículo 6, numeral 13). 

27.- Con relación a la participación pública en los procesos de toma de 
decisiones ambientales, el Acuerdo de Escazú señala el compromiso de las Partes de 
implementar una participación abierta e inclusiva en los procesos de toma de decisiones 
ambientales (artículo 7, numeral 1), garantizando mecanismos de participación del 
público en los procesos de toma de decisiones, revisiones, reexaminaciones o 
actualizaciones relativos a proyectos y actividades, así como en otros procesos de 
autorizaciones ambientales que tengan o puedan tener un impacto significativo sobre el 
medio ambiente, incluyendo aquellos que puedan afectar la salud (artículo 7, numeral 
2), tales como el ordenamiento del territorio y la elaboración de políticas, estrategias, 
planes, programas, normas y reglamentos, que tengan o puedan tener un significativo 
impacto sobre el medio ambiente (artículo 7, numeral 3). 

28.- Además, se prevé que cada Parte adoptará medidas para asegurar 
que la participación del público sea posible desde etapas iniciales del proceso de toma 
de decisiones, considerando debidamente sus observaciones, para lo cual 
proporcionará de manera clara, oportuna y comprensible la información necesaria para 
hacer efectivo el derecho a participar en el proceso de toma de decisiones (artículo 7, 
numeral 4), que incluirá la oportunidad de presentar observaciones por medios 
apropiados y disponibles y a que la autoridad pública tome debidamente en cuenta el 
resultado del proceso de participación antes de la adopción de la decisión (artículo 7, 
numeral 7). 

29.- En esa perspectiva, el Acuerdo de Escazú dispone que cada Parte 
velará por que, una vez adoptada la decisión, el público sea oportunamente informado 
de ella y de los motivos y fundamentos que la sustentan, así como del modo en que 
tuvieron en cuenta sus observaciones (artículo 7, numeral 8). 

30.-Además, se dispone que los procesos de consulta deberán 
adecuarse a las características sociales, económicas, culturales, demográficas y de 
género del público (artículo 7, numeral 10), deberán considerar los medios y formatos 
adecuados, a fin de eliminar las barreras a la participación (artículo 7, numeral 14), y 
deberán hacer pública la información y ponerla a disposición del público de forma 
gratuita (artículo 7, numeral 17). 

31.-Con relación al acceso a la justicia en asuntos ambientales, el 
Acuerdo de Escazú señala que cada Parte garantizará dicho derecho, de acuerdo con 
las garantías del debido proceso (artículo 8, numeral 1). 

rai 
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D 32.- En esa perspectiva, cada Parte asegurará el acceso a instancias 
j judiciales y administrativas para impugnar y recurrir, en cuanto al fondo y al 

/ procedimiento, cualquier decisión, acción u omisión relacionada con (a) el acceso a la 
eReIaco 

información ambiental; (b) la participación ciudadana en procesos de toma de decisiones 
ambientales; y (c) cualquier otra que afecte o pueda afectar de manera adversa al medio 
ambiente o contravenir normas jurídicas relacionadas con el medio ambiente (artículo 
8, numeral 2). 

33.-Además, se prevé los elementos con los cuales deberá contar cada 
Parte para garantizar el acceso a la justicia en asuntos ambientales (artículo 8, numeral 
3), así como las medidas que deberá establecer para facilitar ello (artículo 8, numeral 
4). 
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El Acuerdo de Escazú estipula que cada Parte deberá atender las 
necesidades de las personas o grupos en situación de vulnerabilidad mediante el 
establecimiento de mecanismos de apoyo, incluida la asistencia técnica y jurídica 
gratuita, según corresponda (artículo 8, numeral 5), asegurará que las decisiones 
judiciales y administrativas adoptadas en asuntos ambientales, así como su 
fundamentación, estén consignadas por escrito (artículo 8, numeral 6) y promoverá 
mecanismos alternativos de solución de controversias en asuntos ambientales (artículo 
8, numeral 7). 

Con relación a los defensores de los derechos humanos en asuntos 
ambientales, se señala que cada Parte garantizará un entorno seguro y propicio en el 
que las personas, grupos y organizaciones que promueven y defienden los derechos 
humanos en asuntos ambientales puedan actuar sin amenazas, restricciones e 
inseguridad (artículo 9, numeral 1). 

36.-A tal efecto, cada Parte tomará las medidas adecuadas y efectivas 
para reconocer, proteger y promover todos los derechos de los defensores de los 
derechos humanos en asuntos ambientales, teniendo en cuenta sus obligaciones 
internacionales en el ámbito de los derechos humanos, sus principios constitucionales 
y los elementos básicos de su sistema jurídico (artículo 9, numeral 2), además de tomar 
medidas apropiadas, efectivas y oportunas para prevenir, investigar y sancionar 
ataques, amenazas o intimidaciones que los defensores de los derechos humanos en 
asuntos ambientales puedan sufrir en el ejercicio de los derechos contemplados en el 
Acuerdo de Escazú (artículo 9, numeral 3). 

37.-Con relación al fortalecimiento de capacidades, el Acuerdo de 
Escazú contempla el compromiso de las Partes para crear y fortalecer sus capacidades 
nacionales sobre la base de prioridades y necesidades (artículo 10, numeral 1). 

A tal efecto, señala algunas de las medidas que pueden adoptar las 
Partes, con arreglo a sus capacidades, tales como (a) formar y capacitar a autoridades 
y funcionarios públicos en derechos de acceso en asuntos ambientales; (b) desarrollar 
y fortalecer programas de sensibilización y creación de capacidades en derecho 
ambiental y derechos de acceso; (c) dotar a las instituciones y organismos competentes 
con equipamiento y recursos adecuados; (d) promover la educación, la capacitación y 
la sensibilización en temas ambientales, a través de la inclusión de módulos educativos 
básicos sobre los derechos de acceso para estudiantes en todos los niveles 
educacionales; (e) contar con medidas específicas para personas o grupos en situación 
de vulnerabilidad, como la interpretación o traducción en idiomas distintos al oficial, 
cuando sea necesario; (f) reconocer la importancia de las asociaciones, organización o 
grupos que contribuyan a formar o sensibilizar al público en derechos de acceso; y (g) 
fortalecer las capacidades para recopilar, mantener y evaluar información ambiental 

eraT (artículo 10, numeral 2). 

F 
Con relación a la cooperación, el Acuerdo de Escazú dispone que las 

%Q. Partes cooperarán para el fortalecimiento de sus capacidades nacionales con el fin de 
eRelac\ implementar dicho instrumento internacional de manera efectiva (artículo 11, numeral 

1), prestando especial consideración a los países menos adelantados, los países en 
desarrollo sin litoral y los pequeños Estados insulares en desarrollo en América Latina 
y el Caribe (artículo 11, numeral 2). 

A tal efecto, se lista una serie de actividades y mecanismos que las 
Partes deberán promover (artículo 11, numeral 3), añadiendo que deberán alentar el 

\ 
establecimiento de alianzas con Estados de otras regiones, organizaciones 
intergubernamentales, no gubernamentales, académicas y privadas, así como 



organizaciones de la sociedad civil y otros actores de relevancia en la implementación 
del Acuerdo de Escazú (artículo 11, numeral 4). 

41.-En virtud del Acuerdo de Escazú, las Partes se comprometen a 
contar con un centro de intercambio de información de carácter virtual y de acceso 
universal sobre los derechos de acceso, que será operado por la CEPAL, en su calidad 
de Secretaría, y podrá incluir medidas legislativas, administrativas y de política, códigos 
de conducta y buenas prácticas, entre otros (artículo 12). 

Asimismo, el Acuerdo de Escazú prevé el establecimiento de un 
Fondo de Contribuciones Voluntarias para apoyar el financiamiento de su 
implementación, cuyo funcionamiento será definido por la Conferencia de las Partes 
(artículo 14, numeral 1), la cual podrá invitar a otras fuentes a aportar recursos (artículo 
14, numeral 3), sin perjuicio de las contribuciones voluntarias que realicen las Partes 
(artículo 14, numeral 2). 

La primera reunión de la Conferencia de las Partes será convocada 
por el Secretario Ejecutivo de la CEPAL, a más tardar un año después de la entrada en 
vigor del Acuerdo de Escazú y, luego de ello, se celebrarán reuniones ordinarias en 
intervalos regulares que decida la Conferencia (artículo 15, numeral 2) y  extraordinarias 
cuando ésta lo estime necesario (artículo 15, numeral 3). 

El Acuerdo de Escazú dispone que en la primera reunión de la 
Conferencia de las Partes de deberá deliberar y aprobar por consenso sus reglas de 
procedimiento, así como las disposiciones financieras necesarias para el 
funcionamiento e implementación del dicho instrumento internacional (artículo 15, 
numeral 4). 

Se prevé, además, las facultades que tendrá la Conferencia de las 
Partes, con la finalidad de examinar y fomentar la aplicación y efectividad del Acuerdo 
de Escazú (artículo 15, numeral 5). 

Con relación a la Secretaría del Acuerdo de Escazú, se dispone que 
será ejercida por el Secretario Ejecutivo de la CEPAL (artículo 17, numeral 1) y  se 
enumera sus funciones (artículo 17, numeral 2). 

Asimismo, se establece un Comité de Apoyo a la Aplicación y el 
Cumplimiento como órgano subsidiario de la Conferencia de las Partes, con la finalidad 
de promover la aplicación y apoyar a las Partes en la implementación del Acuerdo de 
Escazú (artículo 18, numeral 1), el cual tendrá un carácter consultivo, transparente, no 
contencioso, no judicial y no punitivo, para examinar el cumplimiento de las 

eraJ0p disposiciones del Acuerdo de Escazú, así como formular recomendaciones, asegurando 
una participación significativa del público y considerando las capacidades y 

F.L.) 
. circunstancias nacionales de las Partes (artículo 18, numeral 2). 
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En caso de controversia en la nterpretacion o aplicación del Acuerdo 
de Escazú entre dos o más Partes, se esforzarán por resolverlo por medio de la 
negociación o cualquier otro medio de solución de controversias que consideren 
aceptable (artículo 19, numeral 1) y cada Parte podrá indicar al Depositario, en lo que 
respecta a las controversias no resueltas conforme al procedimiento antes mencionado, 
que acepta considerar obligatorio (a) el sometimiento de la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia; y/o (b) el arbitraje, de conformidad con los procedimientos 
establecidos por la Conferencia de las Partes, en sus relaciones con cualquier Parte que 
acepte la misma obligación (artículo 19, numeral 2). En caso se acepte ambos 



mecanismos, la controversia no podrá someterse más que a la Corte Internacional de 
Justica, a menos que las Partes acuerden otra cosa (artículo 19, numeral 3). 

49.- Cabe mencionar que el Secretario General de las Naciones Unidas 
será el Depositario del Acuerdo de Escazú (artículo 25). 

50.- Se prevé, además, que cualquiera de las Partes podrá proponer 
enmiendas al Acuerdo de Escazú (artículo 20, numeral 1), las cuales se adoptarán en 
una reunión de la Conferencia de las Partes, luego de un plazo de al menos seis meses 
de la comunicación del texto de la propuesta de enmienda que la Secretaría envíe a las 
Partes, así como a los signatarios y al Depositario, para su información (artículo 20, 
numeral 2). 

51.- Las enmiendas procurarán ser adoptadas por consenso y, en caso 
sea sometida a votación, se requerirá una mayoría de tres cuartos de las Partes 
presentes y votantes en la reunión para que se adopte la enmienda propuesta (artículo 
20, numeral 3). 

52.- Una vez adoptada la enmienda, el Depositario comunicará ello a 
todas las Partes, para su ratificación, aceptación o aprobación (artículo 20, numeral 4). 
Toda enmienda adoptada entrará en vigor para las Partes que hayan consentido en 
obligarse por ella el nonagésimo día contado a partir de la fecha del depósito de los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de al menos la mitad del número 
de Partes en el Acuerdo de Escazú al momento en que se adoptó la enmienda y, luego 
de dicha fecha, entrará en vigor para cualquier otra Parte al nonagésimo día contado a 
partir de la fecha en que haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la enmienda (artículo 20, numeral 5). 

53.- El Acuerdo de Escazú estará abierto a la firma en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York hasta el 26 de septiembre de 2020 (artículo 21, numeral 
1) y  sujeto a la ratificación, aceptación o aprobación de los Estados que lo hayan 
firmado, y a adhesión al día siguiente de la fecha de expiración para la firma (artículo 
21, numeral 2). 

54.- Con relación a la entrada en vigor del Acuerdo de Escazú, dicho 
instrumento internacional señala que será al nonagésimo día contado a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el undécimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión (artículo 22, numeral 1) y, respecto de cada Estado que lo 
ratifique, acepte o apruebe luego de su entrada en vigor, al nonagésimo día contado a 
partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión (artículo 22, numeral 2). 

55.- Un aspecto que resulta necesario resaltar es que el Acuerdo de 
Escazú no permite la formulación de reservas (artículo 23) y que, luego de un plazo de 

F. .0.10 9 tres años contados desde la fecha de su entrada en vigor respecto de una Parte, esa 

¿ Parte podrá denunciarlo, mediante notificación escrita al Depositario (artículo 24, 
eIat# numeral 1) y dicha denuncia surtirá efectos al cabo de un año contado desde la fecha 

de recepción, por parte del Depositario, de la notificación correspondiente, o 
posteriormente, en la fecha que se indique en la notificación (artículo 24, numeral 2). 

V. CALIFICACIÓN: 

56.- Con relación a la naturaleza jurídica del Acuerdo de Escazú, debe 
U \ precisarse que dicho instrumento reúne los elementos señalados por la Convención de 



Viena sobre el Derecho de los Tratados de 19692  para que la misma califique como 
'tratado'3. En la misma perspectiva, el Acuerdo de Escazú cumple con la triple exigencia 
utilizada por la doctrina4  para distinguir a los tratados de otra clase de acuerdos 
internacionales carentes de efectos jurídicos, o en caso los tengan, no se encuentran 
regulados por el Derecho Internacional. 

Es en virtud de dicha calificación que, conforme al derecho peruano, 
corresponde que el Acuerdo de Escazú sea sometido a perfeccionamiento interno. 

VI. OPINIONES TÉCNICAS: 

A efectos de sustentar el perfeccionamiento del Acuerdo de Escazú, 
en el presente informe, se tomó en cuenta la opinión técnica de la Defensoría del Pueblo, 
el Ministerio Público-Fiscalía de la Nación, el Ministerio de Economía y Finanzas, el 
Ministerio de Agricultura y Riego, el Ministerio del Ambiente, el Ministerio de Energía y 
Minas, el Ministerio de Cultura, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el 
Ministerio de Salud, el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, el Ministerio de la 
Producción, la Presidencia del Consejo de Ministros y Dirección de Medio Ambiente y 
Dirección de Derechos Humanos, dependencias competentes de esta Cancillería. 

Defensoría del Pueblo: 

59.-Con oficio N° 226-2018-DP/AMASPPI del 25 de junio de 2018, la 
Defensoría del Pueblo resaltó el amplio consenso de la comunidad internacional 
respecto a que los derechos de acceso constituyen una parte central de la relación entre 
el ambiente y los derechos humanos, ya que son la base de la democracia ambiental y 
la buena gobernanza y, a la vez, elementos centrales para lograr la sostenibilidad 
ambiental del desarrollo. 

Asimismo, resaltó que si bien el Perú ha realizado importantes 
avances para garantizar tales derechos, aún existen desafíos pendientes a fin de lograr 
una implementación plena y efectiva de los derechos de acceso. 

Cabe mencionar que la Defensoría del Pueblo señala que la OCDE 
ha recomendado al Perú que continúe con sus esfuerzos para reforzar la construcción 
del Sistema de Información Ambiental y su utilización en la política pública, asegurar el 
acceso oportuno y transparente de la información ambiental, reforzar la eficacia del 
acceso a la información y la participación amplia en los procesos de licenciamiento, y 
promover la incorporación de la temática ambiental en las distintas iniciativas de 
transparencia. 

Por estas consideraciones, la Defensoría del Pueblo concluye que el 
Acuerdo de Escazú es de suma importancia para el Perú, ya que reforzará el 
compromiso del Estado peruano con la garantía de los derechos de acceso y, al mismo 

2 La Convención de Viena de 1969 fue ratificada internamente mediante Decreto Supremo N° 029-2000-
RE, de fecha 14 de setiembre de 2000, la misma que se encuentra vigente para nuestro país desde el 14 
de octubre de 2000. 

"Artículo 2.1: Para los efectos de la presente Convención: (a) se entiende por "tratado" un acuerdo 
internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un 
instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular'. 
' Para que los instrumentos internacionales sean considerados como "tratados", estos deben: (a) ser 

NLJ \ imputables a sujetos de Derecho internacional; (b) originar derechos y obligaciones de carácter jurídico 
entre las Partes; y, (c) su marco regulador debe ser el Derecho Internacional Público. Cfr. Remiro Brotóns, 
Antonio etal., Derecho Internacional, Madrid, McGraw-Hill, 1997, p. 184. 



tiempo, con la protección de los defensores de derechos humanos en asuntos 
ambientales, pilares para lograr un desarrollo respetuoso del país. 

Poder Judicial: 

63 Con oficio N° 6450-2018-SG-CS-PJ del 14 de agosto de 2018, la 
Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia de la República remitió el informe 
N° 004-2018-CNGA-PJ, del 31 de julio de 2018, elaborado por la Presidencia de la 
Comisión Nacional de Gestión Ambiental del Poder Judicial. 

En dicho informe se reseñan los avances del Poder Judicial en 
materia ambiental, tales como los convenios interinstitucionales, proyectos y realización 
de congresos internacionales de justicia ambiental. 

Asimismo, con relación al compromiso de acceso a la información, 
se señala que el Poder Judicial cuenta con un sistema de consulta de expedientes 
judiciales en instancia Superior y Suprema, así como el Sistema de Jurisprudencia 
Nacional Sistematizada y el Registro de Intérpretes de Lenguas Indígenas u Originarias. 

Dicho Poder del Estado resalta, además, la creación de la primera 
Mesa de Trabajo en Madre de Dios y, como resultado de dicho mecanismo de 
articulación entre entidades públicas y privadas, la suscripción del Pacto de Madre de 
Dios por la Justicia Ambiental. 

67.-Además, reseña brevemente las acciones que viene realizando a 
través de los módulos de justicia itinerante, las visitas judiciales de la OCMA, el noticiero 
judicial en quechua, la elaboración de guías para lenguaje jurídico en los sitios de 
información y otra información útil para el ciudadano y la toma de notas de la información 
contenida en los expedientes judiciales, a través de la digitalización o con uso de 
teléfonos celulares. 

Con relación a la participación pública, refiere la creación de la 
Comisión de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia 
en tu Comunidad, la cual realiza actividades enmarcadas en el Plan Nacional de Acceso 
a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad - Poder Judicial 2016-2021, 
además de la Comisión de Justicia de Género y la Comisión Nacional de Gestión 
Ambiental y las mesas de trabajo como una oportunidad de acercamiento entre la 
sociedad y las instituciones públicas. 

Con relación a la justicia ambiental, hace una breve reseña sobre el 
Observatorio del Poder Judicial Ambiental, las mesas de trabajo en el marco del Pacto 
de Madre de Dios por la Justicia Ambiental y los aspectos priorizados en dicho Pacto, 

\CO 
las entidades públicas y privadas que lo suscribieron, y las acciones de seguimiento y 

erap monitoreo. Además, se refirió brevemente a los módulos de justicia itinerante y la 
creación de juzgados especializados en materia ambiental. 

F. . 

/ 70.- El Poder Judicial resaltó la importancia del Acuerdo de Escazú, toda 
eRelacO" vez de coadyuvará a los esfuerzos intersectoriales para lograr la mejora de los derechos 

de los ciudadanos a la información ambiental, la participación en toma de decisiones y 
el acceso eficiente a la justicia ambiental. 

Ministerio Público - Fiscalía de la Nación: 

71.-Mediante oficio N° 945-2018-FS/CFEMA-FN del 31 de julio de 2018, 
\ el Ministerio Público - Fiscalía de la Nación remitió el informe técnico legal para la 

10 



ratificación del Acuerdo de Escazú, en el cual se pronuncia sobre los tópicos en los 
cuales tiene competencia, a través de la Coordinación Nacional de las Fiscalías 
Especializadas en Materia Ambiental y las Fiscalías Especializadas en Materia 
Ambiental. 

En dicho informe, el Ministerio Público - Fiscalía de la Nación 
concluye que las disposiciones del Acuerdo de Escazú no colisionan con el 
ordenamiento jurídico interno en las materias de su competencia, y su implementación 
no requerirá de la asignación de un presupuesto especial para dicha entidad. 

Asimismo, y toda vez que el Acuerdo de Escazú es el primer 
instrumento internacional que tiene como eje la protección de la persona en el desarrollo 
de acciones relacionadas con la especialidad ambiental ante el Estado, expresa su 
conformidad a la ratificación del mismo. 

Ministerio de Economía y Finanzas: 

Con oficio N° 3271-2018-EF/13.01 del 5 de octubre de 2018, el 
Ministerio de Economía y Finanzas remitió el informe N° 1332-2018-EF/42.01 del 4 de 
octubre de 2018, señalando que de la revisión de la fórmula normativa del Acuerdo de 
Escazú se advierte que dicho instrumento internacional no guarda relación alguna con 
disposiciones de carácter presupuestal, económico o financiero que califiquen como 
competencia de dicho Ministerio. 

Ministerio de Agricultura y Riego: 

75.-Con oficio N° 341-2019-MlNAGRl-SG del 1 de marzo de 2019, el 
Ministerio de Agricultura y Riego remitió copia de los informes N° 0018-2018-MINAGRI-
DVDIAR-DGAAA-DGAA-JLPZ, elaborado por la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Agrarios; N° 12-2019-MlNAGRl-SG/OGPP-OCOPI, elaborado por la 
Oficina de Cooperación Internacional; y N° 273-2019-MINAGRI/SG-OGAJ, elaborado 
por la Oficina General de Asesoría Jurídica. 

En el informe de la Dirección General de Asuntos Ambientales del 3 
de octubre de 2018, se señala que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la 
normativa nacional vigente en materia de procesos de participación ciudadana en el 
sector agrario, relativo al medio ambiente, además de resultar conveniente a los 
intereses nacionales, teniendo en consideración la política sectorial agraria reflejada en 
el marco normativo que procura el proceso de participación ciudadana vinculados a la 
materia ambiental. 

En el informe de la Oficina de Cooperación Internacional del 29 de 
enero de 2019, se concluye que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la 

f F. 
normativa nacional en materia de participación ciudadana en el sector agrario, por lo 
que resulta conveniente a los intereses nacionales. 

/ eIac' 78.- Asimismo, se señala que, de conformidad con lo señalado por la 
Oficina de Presupuesto de la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto, se estima 
factible la provisión de los recursos para la implementación del Acuerdo de Escazú, pero 
estima que, para lograr cabalmente su implementación, es necesario que los gobiernos 
regionales aporten recursos de contrapartida, por lo que es conveniente que el Ministerio 
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del Ambiente gestione ante el Ministerio de Economía y Finanzas el compromiso de una 
demanda presupuestaria adicional que garantice el aporte de los gobiernos regionales5. 

En el informe de la Oficina General de Asesoría Jurídica del 28 de 
febrero de 2019, se presenta detalladamente el pronunciamiento de las dependencias 
competentes en dicho Ministerio en las materias abordadas en el Acuerdo de Escazú, 
con especial énfasis en su compatibilidad con la legislación nacional y la provisión de 
los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de la 
implementación de dicho instrumento internacional. 

Con relación a la conveniencia a los intereses nacionales de la 
ratificación del Acuerdo de Escazú, se resalta que dicho instrumento internacional 
guarda estrecha relación con la política de Estado referida a procurar la implementación 
de proceso de participación ciudadana. En particular, el Acuerdo de Escazú se enmarca 
en la Política Nacional Agraria, así como en el Plan Nacional de Desarrollo Ganadero. 

Por estas consideraciones, dicha Oficina General considera 
favorable la ratificación del Acuerdo de Escazú. 

Ministerio del Ambiente: 

Con oficio N° 945-2018-MINAM/SG del 27 de agosto de 2018, el 
Ministerio del Ambiente remitió copia del informe N° 010-2018-
MINAM/VMGA/DGECIA/DIIA/RSIFUENTES del 2 de agosto de 2018, elaborado por la 
Dirección de Información e Investigación Ambiental de dicho Ministerio. 

En el citado informe se hace una exhaustiva evaluación de los 
instrumentos internacionales y la legislación nacional, en los cuales se recogen los 
derechos de acceso a la información, participación y justicia ambiental, recogidos 
ampliamente en el Acuerdo de Escazú. 

Asimismo, se reseña las acciones que, actualmente, vienen 
desarrollándose a nivel sectorial, vinculadas a las temáticas contenidas en el Acuerdo 
de Escazú, concluyendo en este punto que la implementación de gran parte de dicho 
instrumento internacional ya se viene dando, lo cual responde en parte a que el acceso 
a la información ambiental, la participación en temáticas ambientales yjusticia ambiental 
están vinculados funcionalmente a las acciones que desarrolla el sector y, además, 
porque dichos derechos de acceso cuentan con un amplio desarrollo normativo en la 
legislación nacional. 

Con relación a las contribuciones al Fondo de Contribuciones creado 
en virtud del Acuerdo de Escazú, la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto del 

% Ministerio del Ambiente ha opinado que el financiamiento del pago de las cuotas 
F. .0. voluntarias se deberá consideraren la formulación del presupuesto institucional, a través 

<' de la Programación Multianual del Pliego 005 MINAM; y en función a la asignación de 
0'eReiacOV' recursos que el Ministerio de Economia y Finanzas considere a los sectores 

involucrados en el Acuerdo de Escazú, una vez culminado el proceso de ratificación de 
dicho instrumento internacional. 

mencionar que la contrapartida a la cual se hace referencia está referida al presupuesto ordinario 
de los gobiernos regionales destinados a las actividades previstas en el Acuerdo de Escazú, y de modo 
alguno dicho instrumento internacional requiere algún pago por concepto de contrapartida. 
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En el citado informe se resalta, además, las ventajas y beneficios que 
reportará al Perú la ratificación de¡ Acuerdo de Escazú, entre las cuales se puede 
mencionar: 

- El fortalecimiento de¡ mandato de implementación de los tres derechos de 
acceso, los cuales, si bien se encuentran recogidos en la legislación nacional y 
normativa internacional vinculante para el Perú, encuentran elementos en el 
Acuerdo que fortalecen su implementación y aplicación; 

- La articulación de las regulaciones sobre derecho de acceso a la información 
que se abordan desde los diferentes procesos ambientales; 

- El fortalecimiento de oportunidades para mejorar los mecanismos de 
transparencia y acceso a la información que actualmente están plasmadas en el 
desarrollo de las tecnologías y las comunicaciones (redes sociales, portal web) 
con la finalidad de transparentar la información pública; 

- El reforzamiento de la capacidad de respuesta de las entidades respecto a las 
demandas nacionales e internacionales, donde la gestión de la información 
cumple un rol fundamental para contar con una participación ciudadana cada 
vez más fluida; 

- El fortalecimiento de la participación ciudadana en la toma de decisiones en 
todas las etapas de las políticas públicas asociadas al cambio climático a nivel 
regional y local; 

- La articulación de las regulaciones sobre derecho de acceso a la participación 
ciudadana, garantizando al ciudadano el efectivo goce de dicho derecho; 

- El establecimiento de medidas específicas para personas o grupos en situación 
de vulnerabilidad, como la interpretación o traducción cuando sea necesario para 
el ejercicio de los derechos de acceso; 

- El reconocimiento de los defensores de¡ ambiente, a fin que puedan actuar sin 
restricciones y con el derecho de sus derechos humanos; 

- El establecimiento de medidas para reducir o eliminar barreras al ejercicio de¡ 
derecho de acceso a la justicia, así como medios de divulgación de dicho 
derecho y los procedimientos para hacerlo efectivo. 

Por tales consideraciones, el Ministerio de¡ Ambiente brindó su 
opinión favorable a la ratificación de¡ Acuerdo de Escazú y manifestó que continuará 
participando en todas las acciones que correspondan, con ocasión de dicha ratificación, 
manteniendo su liderazgo en las acciones de implementación de dicho instrumento 
internacional. 

Ministerio de Energía y Minas: 

88.-Con oficio N° 1634-2018-MEMISG de¡ 7 de noviembre de 2018, el 
Ministerio de Energía y Minas remitió las opiniones técnicas emitidas por la Dirección de 
Gestión Ambiental de Hidrocarburos de la Dirección General de Hidrocarburos, de la 

S CPDE Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros, de la Dirección de Evaluación 
General Ambiental de Electricidad de la Dirección General de Asuntos Ambientales de 

Electricidad y de la Oficina General de Asesoría Jurídica de dicho Ministerio. í. 

Rela 0 89.- El informe N° 042-2018-MEM/DGAAE./DEAE de¡ 3 de octubre de 
2018, elaborado por la Dirección General de Asuntos Ambientales de Electricidad 
presenta un cuadro con el análisis de los artículos de¡ Acuerdo de Escazú que son de 
su competencia, así como su relación con la legislación interna, a fin de determinar si 
su implementación requerirá la modificación, derogación o emisión de normas con rango 

— de ley, señalando que en el caso de¡ artículo 6, se deberá adecuar el TUO de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, en el sentido de hacer exigible la 

i 
a 

generación de información ambiental por parte de las autoridades competentes, sin 
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perjuicio del análisis que deberá realizar el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
como autoridad competente en la materia. 

Asimismo, advierte que se deberán proveer los recursos necesarios 
para asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú en el presupuesto 
institucional, en la medida en que se desarrollen las regulaciones requeridas para dicha 
implementación. 

Mediante documento Memo-0741-2018/MEM-DGAAM del 5 de 
octubre de 2018, la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros adjunta un 
cuadro en el cual se resalta, entre otros, que se requerirá la emisión de normas con 
rango de ley a fin de que la normativa peruana recoja todos los principios consagrados 
en el artículo 3 del Acuerdo de Escazú. 

El informe N° 013-2018-MEM/DGAAH/DGAH del 4 de octubre de 
2018, elaborado por la Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
señala que, conforme se vayan adoptando y desarrollando las regulaciones requeridas 
para la implementación del Acuerdo de Escazú, se proveerá de los recursos necesarios 
a los órganos de línea respectivos. 

93.-Asimismo, resalta que el Acuerdo de Escazú se condice con la 
Política Energética Nacional 2010 - 2040, la Política Nacional del Ambiente y los 
estándares internacionales, al establecer reglas aplicables para fortalecer la 
participación ciudadana en materia ambiental. 

94.- Por ello, concluye que el Acuerdo de Escazú es conveniente a los 
intereses nacionales, en tanto promueve los derechos de acceso a la información 
ambiental y participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales, 
sin perjuicio de que es necesario observar aquellas disposiciones que puedan 
contravenir la Constitución Política del Perú y/u otras normas de menor jerarquía, a fin 
de que su implementación sea viable. 

95.-El informe N° 1060-2018-MEM/OGAJ del 22 de octubre de 2018, 
elaborado por la Oficina General de Asesoría Jurídica señala que el Acuerdo de Escazú 
será provechoso para el Estado peruano, toda vez que promueve los derechos de 
acceso a la información ambiental y participación pública en los procesos de toma de 
decisiones. 

96.- No obstante, advierte que la implementación de dicho instrumento 
internacional se requerirá, en algunos casos, un desarrollo normativo a nivel 
reglamentario, sin perjuicio de dos aspectos que requerirán la modificación de normas 
con rango de ley para: (i) recoger todos los principios establecidos en el artículo 3 del 

AD Acuerdo en la normativa peruana; y (u) modificar el artículo 13 del TUO de la Ley de 
4 eaiQ Transparencia y Acceso a la Información Pública, en el sentido de cumplir con el 

compromiso de garantizar que las autoridades competentes generen información 
F. .0. •J ambiental relevante. 

1 °'5ReIac 0 97.- Mediante oficio N° 0837-2019/MINEM-SG del 1 de julio de 2019, el 
Ministerio de Energía y Minas remitió el informe N° 626-2019-MINEM/OGAJ del 21 de 
junio de 2019, a través del cual la Oficina General de Asesoría Jurídica de dicho 
Ministerio realizó una serie de aclaraciones a su pronunciamiento inicial. 

98.- Con relación a la modificación de normas con rango de ley para 
recoger los principios establecidos en el artículo 3 del Acuerdo de Escazú en la 
normativa peruana, se advierte que, si bien tales principios no se encuentran señalados 
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en una normativa en concreto, los mismos se pueden desprender de principios 
enunciados y/o contenidos en el ordenamiento jurídico constitucional, ambiental, así 
como en tratados internacionales y de derechos humanos suscritos por el Perú, los 
cuales forman parte del ordenamiento jurídico. 

99.- Con relación a la modificación del artículo 13 del TUO de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, se indica que toda vez que el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, entidad que ejerce la rectoría en materia de 
transparencia y acceso a la información, ha manifestado que el Acuerdo de Escazú 
guarda sintonía con la legislación nacional en dicha materia, la duda planteada por dicho 
el Ministerio de Energía y Minas no generaría inconvenientes en materia de acceso a la 
información, y se resaltó la interpretación del numeral 12 del artículo 6 del Acuerdo de 
Escazú desde el punto de vista o enfoque promocional o voluntario, mas no de 
naturaleza mandatoria. 

100. Finalmente, con relación a la observancia de aquellas 
disposiciones que puedan contravenir la Constitución Política del Perú y/o normas de 
menor jerarquía, dicho Ministerio manifestó que el espíritu de tal alusión correspondía a 
la evaluación realizada, desde el ámbito de sus competencias, y que sería necesaria la 
revisión adicional por parte de otras Direcciones o entidades, a fin que, en virtud a sus 
funciones, analicen si, en efecto, no habría contravención. 

En esa perspectiva, se aclaró que tal alusión no significaba que el 
Acuerdo de Escazú contraviene, de forma alguna, las disposiciones constitucionales, en 
el ámbito de competencias del Ministerio de Energía y Minas. 

Ministerio de Cultura: 

Con oficio N° 900125-2018/0GPP/SG/1VIC del 15 de agosto de 
2018, el Ministerio de Cultura remitió el informe N° 900055-2018/DGPI/VMI/MC6  de esa 
misma fecha, elaborado por la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas. 

En dicho informe se señala que el Viceministerio de 
Interculturalidad no posee competencias que estén relacionadas directamente a los 
compromisos que asumirá el Perú en virtud del Acuerdo de Escazú; sin embargo, el 
compromiso que se asume es de naturaleza indirecta, toda vez que entre las 
competencias de dicho Viceministerio se encuentra apoyar a las entidades del Estado 
en temas que comprometan los derechos de los pueblos indígenas. 

Por ello, se señala que corresponderá le corresponderá asumir de 
manera indirecta tales compromisos, a través de la asistencia técnica a los sectores que 
sí poseen competencias directas relacionadas a la garantía de los derechos de acceso 

,\GADEL a la información, participación pública y acceso a la justicia en asuntos ambientales. 

En esa perspectiva, tal asistencia técnica está referida a la 
F. 

facilitación de instrumentos relacionados a lenguas indígenas y originarias como el 

eIaóo 
Registro Nacional de Intérpretes y Traductores de Lenguas, así como a la posibilidad de 
.

"  

brindar a los sectores una plataforma donde puedan tener contacto directo con las 
principales organizaciones indígenas, como el Grupo de Trabajo de Políticas Indígenas. 

-Ir 6 Debido a un error material, en el segundo párrafo del punto 5.2 de dicho informe no se completó la última 
oración. Mediante comunicación electrónica, del 28 de mayo de 2019, el Ministerio de Cultura confirmó que 
la oración completa es la siguiente: "( ... ) Igualmente, los compromisos asumidos coadyuvarán a visibilizar 
y reconocer las lenguas indígenas a partir del desarrollo de políticas públicas en materia de lenguas 
indígenas." 
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Se resalta que el Acuerdo de Escazú contribuirá a incorporar 
cambios y mejoras en el funcionamiento de la administración pública, especialmente en 
la prestación de servicios públicos, además de coadyuvar a visibilizar y reconocer las 
lenguas indígenas y a promover un Estado que reconoce la diversidad cultural innata a 
la sociedad peruana, que opera con pertinencia cultural y que contribuye así a la 
inclusión social, la integración nacional y eliminación de la discriminación. 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos: 

Mediante oficio N° 2604-2018-JUS/SG del 29 de agosto de 2018, 
la Secretaría General del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos remitió el informe 
N° 40-2018-JUS/DGD1-1-DAIPAN de esa misma fecha, que consolida las opiniones 
técnicas de la Dirección General de Derechos Humanos, de la Dirección General de 
Defensa Pública y Acceso a la Justicia, y de la Dirección de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Datos Personales. 

En dicho informe señala que el Acuerdo de Escazú guarda 
consistencia con la concepción que el ordenamiento jurídico peruano tiene en materia 
de transparencia y acceso a la información pública, por lo cual la ratificación de dicho 
instrumento internacional permitirá fortalecer la implementación plena y efectiva del 
derecho de acceso a la información ambiental, así como de los otros derechos de 
acceso mencionados en dicho instrumento internacional. 

Con relación a los plazos para la entrega de la información 
ambiental, se resalta que los plazos contemplados en la legislación peruana resultan 
más favorables para la persona que solicita la información ambiental. 

Asimismo, el informe señala que el Estado viene generando y 
divulgando la información ambiental a través del Sistema Nacional de Información 
Ambiental (SINIA), que contiene estadísticas ambientales, un repositorio documental, 
normatividad en materia ambiental e información de mapas temáticos que actualmente 
son de alcance público. Cabe mencionar que, desde su creación en el año 2008, el 
Ministerio del Ambiente es la autoridad responsable de la información ambiental; sin 
embargo, el Estado peruano viene trabajando en la generación de información ambiental 
por diez años antes de la existencia del Ministerio del Ambiente, a través del Consejo 
Nacional del Ambiente. 

111 .- Por ello, en materia de generación y divulgación de la información 
ambiental, dicho Ministerio concluye que el Estado cuenta con acciones concordantes 
con lo estipulado en el Acuerdo de Escazú. 

Con relación a la participación pública en los procesos de toma de 
decisiones ambientales, se trae a colación la problemática de la implementación y 

'
011  efectivo ejercicio del derecho a la participación ciudadana en la toma de decisiones 

F. .0. . ambientales, ya que el Acuerdo de Escazú presenta ámbitos de participación pública no 
¿ contemplados en la Ley N° 26300, Ley de los Derechos de Participación y Control 

eac Ciudadano, específicamente en lo relacionado a los asuntos ambientales de interés 
público y los procesos de toma de decisiones, revisiones, reexaminaciones o 
actualizaciones relativos a los proyectos y actividades, así como en otros procesos de 
autorización ambientales que tengan o puedan tener un impacto significativo sobre el 
medio ambiente, incluyendo los que puedan afectar la salud. 

No obstante, la Ley N° 28611, Ley General del Ambiente, señala 
que es competencia de la Autoridad Ambiental Nacional establecer "los lineamientos 
para el diseño de mecanismos de participación ciudadana ambiental, que inc/u yen 

¡'si 



consultas y audiencias públicas, encuestas de opinión, apertura de buzones de 
sugerencias, publicación de proyectos normativos, grupos técnicos y mesas de 
concertación, entre otros"; y resalta que actualmente se encuentran aprobados los 
Lineamientos para la Participación Ciudadana en las Actividades de Hidrocarburos, el 
Reglamento de Participación Ciudadana para la Evaluación, Aprobación y Seguimiento 
de Instrumentos de Gestión Ambiental del Sector Agrario y las Normas que regulan el 
Proceso de Participación Ciudadana en el Subsector Minero, los cuales serían 
susceptibles a revisión en concordancia con los criterios establecidos en el Acuerdo de 
Escazú, así como en el caso que se emitan lineamientos generales, tendrían que 
considerar lo establecido por dicho instrumento internacional, cuando se encuentre en 
vigor para el Perú. 

Además, se señala que, con relación al inciso 12 del artículo 7 del 
Acuerdo de Escazú que establece que los Estados deberán promover la participación 
del público en foros y negociaciones internacionales en materia ambiental o con 
incidencia ambiental, resulta importante revisar ello, toda vez que considera que son los 
mecanismos internacionales, a través de los organismos internacionales, y no los 
Estados, los llamados a promover dentro de su ámbito la participación ciudadana. 

Sobre este punto, es del caso mencionar que, posteriormente, el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos levantó su observación, resaltando que la 
responsabilidad del Estado se limita a la promoción de la participación del público y la 
sociedad civil en las negociaciones internacionales en materia ambiental, sin que esto 
constituya un compromiso de financiamiento7. 

Con relación al acceso a la justicia en asuntos ambientales, se 
señala que el derecho a la justicia está reconocido constitucionalmente, así como el 
principio de gratuidad de la defensa. Asimismo, la Ley N° 29360, Ley de Servicio de la 
Defensa Pública, prescribe que el Servicio de Defensa Pública tiene la finalidad de 
asegurar el derecho a la defensa proporcionando asistencia y asesoría técnico legal 
gratuita, en las materias expresamente establecidas, a las personas que no cuenten con 
recursos económicos en los demás casos que la ley expresamente así lo establezca. 

Asimismo, sugiere la implementación del servicio de Defensa 
Pública de Víctimas especializado en Derecho Ambiental, en atención al compromiso 
de los Estados de contar con órganos competentes con acceso a conocimientos 
especializados en materia ambiental. 

Con relación a los defensores de los derechos humanos en 
asuntos ambientales, se indica que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la 
Declaración de Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los 
grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades 

V fundamentales universalmente reconocidos, así como el Plan Nacional de Derechos 
F. Humanos 2018-2021. 

\ / eeIaco 119.- Con relación al fortalecimiento de capacidades nacionales, resalta 
la concordancia de lo estipulado en el Acuerdo de Escazú con el Plan Nacional de 
Educación Ambiental del 2017 a 2022, así como el Plan Nacional de Educación en 
Derechos y Deberes Fundamentales al 2021. 

ir 
120.- Con relación a los órganos subsidiarios que establecerá la 

Conferencia de las Partes, resalta la labor del Ministerio de Justicia y Derechos 

' Oficio N° 541-2019-JUS/DGDH del 31 de mayo de 2019, elaborado por la Dirección General de Derechos 
Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 
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Humanos, a través de la Dirección de Asuntos Internacionales, Promoción y Adecuación 
Normativa. 

En concordancia con lo antes mencionado, señala que se debería 
poner a consideración del Consejo Nacional de Derechos Humanos la decisión sobre 
cuál será el sector competente para elaborar las respuestas a las solicitudes de 
información sobre las medidas adoptadas para la implementación del Acuerdo de 
Escazú que efectúe el Comité de Apoyo a la Aplicación y Cumplimiento. 

A manera de conclusión, el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos resalta la concordancia del Acuerdo de Escazú con la Constitución Política 
del Perú y con los tratados en materia de derechos humanos ratificados por el Estado, 
en lo correspondiente al derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo, así como en los derechos al acceso a la información pública, al acceso a 
la justicia y a la participación en asuntos públicos contenidos en la legislación nacional. 

Asimismo, dicho instrumento internacional guarda consistencia 
con la normativa nacional en materia de transparencia y acceso a la información pública, 
excepto lo referido al plazo de entrega de la información pública, por lo que deberá 
revisarse la normativa nacional para su posible adecuación o interpretación en los casos 
de materia ambiental. 

Finalmente, se sugiere un análisis más profundo sobre los niveles 
de efectividad de las acciones en materia ambiental realizadas por el Estado desde el 
enfoque en los derechos humanos, principalmente de las personas pertenecientes a 
grupos de especial protección. 

Ministerio de Salud: 

Con oficio N° 486-2019-SGIMINSA del 20 de febrero de 2019, el 
Ministerio de Salud remitió el informe N° 007-2018-EMC-UF-AMGDIR-OGCTl/MINSA, 
elaborado por la Oficina General de Cooperación Técnica Internacional, y el informe N° 
045-2019-OGAJ/MINSA, elaborado por la Oficina General de Asesoría Jurídica. 

El Informe de la Oficina General de Cooperación Técnica 
Internacional del 21 de noviembre de 2018, señala que se cuenta con la conformidad de 
las áreas técnicas involucradas, vale decir, el Instituto Nacional de Salud y la Dirección 
General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria (DIGESA) y resalta que el Acuerdo 
de Escazú contribuirá al logro de los objetivos nacionales en materia de salud ambiental 
y desarrollo sostenible, ratificados por el Perú en tratados internacionales. 

En el informe de la Oficina General de Asesoría Jurídica, del 18 
de febrero de 2019 se señala que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con lo 
dispuesto en las políticas de Estado y en la normatividad nacional vigente en materia de 

' 

ReIa 
medio ambiente y salud. 

° 

Asimismo, resalta que dicho instrumento internacional se almea 
con la Política de Estado 19: "Desarrollo sostenible y gestión ambiental" del Acuerdo 
Nacional, así como con el Plan Bicentenario - El Perú haca el 2021" y los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS). 

Ministerio de Transportes y Comunicaciones: 

Con oficio N° 709-2019-1VITC/04 del 11 de marzo de 2019, el 
V '1 Ministerio de Trasportes y Comunicaciones hace llegar el memorándum N° 151-2019- 
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MTC/02 del 6 de marzo de 2019, que adjunta las opiniones emitidas por la Dirección 
General en Asuntos Socio Ambientales, la Oficina General de Planeamiento y 
Presupuesto y la Oficina General de Asesoría Jurídica de dicho Ministerio. 

Con memorándum N° 0296-2019-1VITC116 del 7 de febrero de 
2019, la Dirección General de Asuntos Socio Ambientales remitió el informe técnico legal 
N° 013-2019-MTC/16.01.MQP.LMQ.JLGV del 28 de enero de 2019, en el cual se 
concluye que el Acuerdo de Escazú guarda conexión con la normatividad aplicable en 
materia ambiental y que se cuenta con presupuesto asignado para el desarrollo e 
implementación de la normatividad en materia ambiental en el subsector transportes. 

Con memorándum N° 344-2019-1VITC!09 del 21 de febrero de 
2019, la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto alcanzó el informe N° 0059-
2019-1VITC/09.01 del 20 de febrero de 2019, en el cual indica que el Acuerdo de Escazú 
ha desarrollado aspectos normativos que guardan conexión con la normatividad 
aplicable en materia ambiental, así como con los objetivos estratégicos institucionales 
del Ministerio de Transportes y Comunicaciones, establecidos en el Plan Estratégico 
Institucional 2018 - 2021, y  la Política General de Gobierno al 2021. 

Además, se resalta que el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones, a través de la Dirección General en Asuntos Socio Ambientales viene 
desarrollando actividades destinadas al cumplimiento de la normatividad ambiental, 
contando con el presupuesto asignado para tal fin. 

Por tales consideraciones, señala que el Acuerdo de Escazú es 
conveniente a los intereses nacionales, toda vez que desarrolla aspectos contenidos en 
la legislación peruana en materia ambiental. 

Mediante informe N° 500-2019-1VITC/08 del 1 de marzo de 2019, 
la Oficina General de Asesoría Jurídica hizo una breve reseña de las opiniones emitidas 
por las otras dependencias competentes de dicho Ministerio, en las materias abordadas 
en el Acuerdo de Escazú, concluyendo que corresponde que el Viceministro de 
Transportes exprese su conformidad al Acuerdo de Escazú. 

Ministerio de la Producción: 

Con oficio N° 2623-2018-PRODUCE/SG del 14 de diciembre de 
2018, el Ministerio de la Producción remitió los informes elaborados por la Dirección 
General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas del Viceministerio de Pesca y 
Acuicultura, por la Dirección General de Asuntos Ambientales de Industria del 
Viceministerio del MYPE e Industria, por la Oficina de Cooperación Técnica y Asuntos 

( Internacionales de la Oficina General de Planeamiento, Presupuesto y Modernización y 
F.LO. por la Oficina General de Asesoría Jurídica. 

Rela 136.- Mediante informe N° 020-2018-PRODUCE/DGAAMPA del 28 de 
septiembre de 2018, la Dirección General de Asuntos Ambientales, Pesqueros y 
Acuícolas señaló que en lo que respecta al acceso a la información, la participación 
pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales, dicha dependencia rige sus 
funciones en el marco de lo establecido en el Reglamento sobre Transparencia, Acceso 
a la Información Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos 
Ambientales, aprobado mediante Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, el cual se 
encuentra acorde con lo contemplado en el Acuerdo de Escazú. 

137.- Mediante reporte N° 24-20 1 8-PRODUCE/DVMYPE- 
I/DGAAMIIRAA del 26 de septiembre de 2018, la Dirección General de Asuntos 
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Ambientales de Industria refirió que se cuenta con marco normativo ambiental nacional 
y sectorial para garantizar la participación ciudadana en los instrumentos de gestión 
ambiental, añadiendo que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con el marco 
normativo vigente, tanto nacional como sectorial, especialmente en lo referido al acceso 
a la información ambiental y la participación pública en el proceso de toma de decisiones 
en materia ambiental y que para la implementación de dicho instrumento internacional 
no se requerirá recursos presupuestales adicionales. 

Mediante informe N° 166-2018-PRODUCE/0GPPM-OCTA1 del 
17 de octubre de 2018, la Oficina de Cooperación Técnica y Asuntos Internacionales 
señaló que el Ministerio de la Producción, a través de sus dependencias competentes, 
viene implementando las acciones previstas en el Acuerdo de Escazú, por lo que su 
implementación no requerirá recursos presupuestales adicionales y, en atención a los 
pronunciamientos de las indicadas dependencias, se emitió opinión técnica favorable a 
dicho instrumento internacional. 

Mediante informe N° 1561-2018-PRODUCE/OGAJ del 6 de 
diciembre de 2018, la Oficina General de Asesoría Jurídica reseñó lo manifestado por 
las distintas dependencias competentes del Ministerio de la Producción en las materias 
abordadas en el Acuerdo de Escazú concluyendo que los compromisos asumidos en 
virtud del Acuerdo de Escazú se encuentran en concordancia con la legislación interna 
en la materia. 

Presidencia del Consejo de Ministros: 

Con oficio N° D0001 14-201 8-PCM-SGP del 16 de agosto de 2018, 
la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros remitió el 
informe N° D000012-2018-PCM-SSAP-RVZ del 15 de agosto de 2018. 

En dicho informe se señala que el Estado peruano cuenta con un 
marco normativo e institucional que guarda coherencia con las disposiciones del 
Acuerdo de Escazú en términos de contar con instancias orientadas a dictar medidas 
de transparencia y acceso a la información (Autoridad Nacional de Transparencia del 
MINJUSDH), así como instancias resolutivas (Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública), jurisdiccionales (Fiscalías y Juzgado en materia ambiental), 
instancias consultivas (Comisiones sectoriales y multisectoriales) y entidades 
especializadas en materia ambiental (Ministerio del Ambiente y sus organismos públicos 
adscritos). 

Además, la promoción del uso de las tecnologías de la información 
c,PDE, y la comunicación se encuentra recogida en el marco normativo nacional, mediante el 

Modelo de Datos Abiertos Gubernamentales del Perú y la Estrategia Nacional de Datos 
f Abiertos, como parte de la promoción de los principios del Gobierno Abierto. 

Por estas consideraciones, la PCM afirma que el marco normativo 
e institucional en el Perú guarda coherencia con las disposiciones establecidas en el 
Acuerdo de Escazú, no demandando la creación de nuevas entidades o instancias que 
se encarguen del cumplimiento de dichas disposiciones. En esa perspectiva, no se 
encuentran contradicciones o confrontación entre las disposiciones de dicho 
instrumento internacional y la normativa nacional. 

Ministerio de Relaciones Exteriores: 

La Dirección de Medio Ambiente, mediante memorándum 
DMA00091/2019 del 16 de mayo de 2019, resaltó que el Perú es uno de los países con 
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mayor biodiversidad del mundo y, por ello, existe por parte de la ciudadanía un elevado 
interés en participar activamente en iniciativas que promuevan y/o coadyuven al logro 
de un desarrollo sostenible. 

Dicha Dirección señala, además, que el Perú, en su calidad de 
miembro de las Naciones Unidas, se encuentra comprometido con la implementación 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030 y que el Acuerdo 
de Escazú coadyuvaría particularmente con el ODS 16, referido a promover sociedades 
pacíficas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear 
instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles. Además, señala 
que los objetivos del Acuerdo de Escazú coadyuvarán a la lucha frontal contra la 
corrupción, que es uno de los objetivos primordiales del actual gobierno. 

Por ello, dicha Dirección expresa su opinión favorable para la 
ratificación del Acuerdo de Escazú, el cual coadyuvará a fortalecer la democracia, a 
través de la promoción de mecanismos para una mejor construcción de consensos, 
mayor confianza en las decisiones, cohesión social y, subsecuentemente, mejoras en la 
prevención de la conflictividad socio ambiental y lucha contra la corrupción, lo cual 
fortalece el Estado de Derecho. 

La Dirección de Derechos Humanos, mediante memorándum 
DD1-100175/2019, de fecha 2 de mayo de 2019, resaltó que el contenido del Acuerdo de 
Escazú es acorde con los instrumentos y compromisos internacionales asumidos por el 
Perú, así como con los planes y la normativa nacional en materia de promoción y 
protección de los derechos humanos. 

Asimismo, resalta que el Acuerdo de Escazú es el primer 
instrumento regional que incluye disposiciones vinculantes y específicas para la 
protección y promoción de personas, grupos y organizaciones que promueven y 
defienden los derechos humanos en asuntos ambientales, lo cual se enmarca dentro de 
las acciones estratégicas del Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021. 

En atención a todas esas consideraciones, concluye que dicho 
instrumento internacional coadyuvará a la solución de un importante desafío en la 
región, como lo es la promoción y protección de los derechos humanos relacionados 
con la adecuada gestión del ambiente. 

En atención a la indicación efectuada por la Dirección General 
para Asuntos Multilaterales y Globales sobre la pertinencia de que el Perú se someta a 
la Corte Internacional de Justicia como mecanismo de solución de controversias 
conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 19 del Acuerdo de Escazú, la ç fl 8 % 

Dirección General de Tratados mediante memorándum DGT01016/2019 del 12 de julio 
4 . e 2019, alcanzó el tenor que tendría la declaración al Acuerdo de Escazú: 

1, 
eIacko "  La Republica del Perú, en concordancia con el articulo 19, párrafo 2 del Acuerdo 

Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, declara que, en lo que 
respecta a las controversias que no se hayan resuelto conforme al párrafo 1 del artículo 
19, acepta considerar obligatorio el sometimiento de la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia en sus relaciones con cualquier Parte que acepte la misma 
obligación". 
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VII. VÍA DE PERFECCIONAMIENTO: 

151 .- Luego de¡ estudio y análisis correspondiente, la Dirección General 
de Tratados concluye que el "Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, 
la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 
América Latina y el Caribe" se inscribe en el supuesto de derechos humanos, previsto 
en el inciso 1 de¡ artículo 56° de la Constitución Política. 

Al respecto, la vinculación con los derechos humanos parte de la 
premisa que las disposiciones de¡ Acuerdo de Escazú buscan, entre otros, fortalecer la 
participación ciudadana en la toma de decisiones en todas las etapas de las políticas 
públicas asociadas al cambio climático a nivel regional y local, garantizar al ciudadano 
el efectivo goce al derecho de acceso a la participación ciudadana, establecer medidas 
específicas para personas o grupos en situación de vulnerabilidad para el ejercicio de 
los derechos de acceso, reconocer a los defensores de¡ ambiente, con la finalidad que 
puedan actuar sin restricciones y con el pleno goce de sus derechos humanos, y 
establecer medidas para reducir o eliminar barreras al ejercicio de¡ derecho de acceso 
a la justicia, así como medios de divulgación de dicho derecho y los procedimientos para 
hacerlo efectivo. 

Así, es oportuno referirse a lo dispuesto por el Tribunal 
Constitucional en la Sentencia N° 00032-2010-Pl/TC, en la cual dicho colegiado, al 
analizar los tratados sobre derechos humanos, precisó lo siguiente: 

"( ... ) Los tratados en virtud de los cuales un Estado se obliga a la adopción de medidas 
encaminadas directamente a dotar de mayor eficacia a los derechos humanos, son 
tratados sobre derechos humanos, aun cuando éstos no reconozcan 'nuevos derechos'. 
De hecho, muchas veces, son justamente las medidas concretas que el Estado asumen 
internacionalmente, a través de determinados tratados complementarios, las que 
permiten perfilar con mayor nitidez los alcances del contenido protegido de tales 
derechos, y consecuentemente, las que permiten, al amparo de la Cuarta Disposición 
Final de la Constitución, interpretar de modo más preciso los derechos fundamentales 
reconocidos por ella. En otros términos, la existencia o no de un tratado sobre derechos 
humanos, no viene definida por un criterio formal como puede ser el análisis de si se 
trata de un tratado que por primera vez reconoce un derecho de ese carácter, sino por 
un criterio material, consistente en analizar si el tratado se ocupa directamente de un 
derecho humano, sea para reconocerlo por primera vez, sea para asumir obligaciones 
orientadas a su más eficiente protección". 

En atención a lo expuesto por el Tribunal Constitucional se puede 
afirmar que el Acuerdo de Escazú, aun cuando en función de su objeto y contenido no 

f constituye un desarrollo convencional de un nuevo derecho, si representa un 
.. mecanismo para garantizar una eficiente protección de los derechos de acceso a la 

informacion, participación y justicia ambiental. 
eReiac° 

En base a lo expuesto, la Dirección General de Tratados 
considera que este instrumento internacional versa sobre derechos humanos y que no 
contiene disposiciones vinculadas a defensa nacional; soberanía, dominio o integridad 
territorial; ni obligaciones financieras; tampoco crea, modifica o suprime tributos; ni exige 
la modificación o derogación de alguna norma con rango de ley, ni la dación de medias 
legislativas para su adecuada ejecución. 

Por las consideraciones referidas, la Dirección General de 
Tratados concluye que la vía que corresponde para el perfeccionamiento interno de la 
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r, 

"Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe" es la 
prevista en el artículo 560  de la Constitución Política de¡ Perú y en el primer párrafo de¡ 
artículo 2 de la Ley N° 26647 - Establecen normas que regulan los actos relativos al 
perfeccionamiento nacional de los tratados celebrados por el Estado peruano. 

157.- En consecuencia, corresponde que el Acuerdo de Escazú sea, en 
primer término, aprobado por el Congreso de la República mediante Resolución 
Legislativa y luego ratificado internamente por el Presidente de la República por Decreto 
Supremo. 

Lima, 12 de julio de 2019. 

IX 

Rela 

Embajadora 

Directora General de Tratados 
Minstedo de Relaciones Exteriores 

PGLD 
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ACUERDo REGIONAL SOBRE EL ACCESO A LA INFORMACIÓN, 

LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y EL ACCESO A LA JUSTICIA EN 

ASUNTOS AMBIENTALES EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE 

La.v i'ark,s ci ci /uc.cuíc A ci,crjo, 

Rccorc/wu/o la Declaración sobre la Aplicación del Principio lO de la Dcc laración de 
Río, formulada por paises de América Latina y el Caribe en la Conlreneia de las Naciones 
Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en Rio de Janeiro (Brasil) en 2012, en la 
que se reaflrnia el compromiso con los derechos de acceso a la información, a la 
participación y a la justicia en asuntos ambientales, se reconoce la necesidad de alcanzar 
compromisos para la aplicación cabal de dichos derechos y se manifiesta la voluntad de 
iniciar un proceso que explore la viabilidad de contar con un instrumento regional. 

Rca/ii'nian/o el Principio 10 de la Declaractón de Rio sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo de 1992. que establece lo siguiente.' "el mejor modo de tra tar las cuestiones 
ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que 

corresponda. En el plano nacional, toda persona deberñ tener acceso adecuado a la 

iii torniac ión sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades l, 1blici1s. incluida 

la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus 

comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de 
decisiones. Los Estados deberñn facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de 
la población poniendo la información a disposición de todos. Deberñ proporelonarse acceso 
electivo a los procedimientos judiciales y adm iii istrati os, entre estos el resarcimiento de 
daños y los recursos pertinentes". 

Dc.taca,ifo que los derechos de acceso estñn relacionados entre si y son 
interdependientes, por lo que todos y cada uno de ellos se deben promover y aplicar de 

l'ornia integral y equilibrada, 

('o,n'cncidas de (lUC los derechos de acceso contribuyen al fortalecimiento, entre 
otros, de la democracia, el desarrollo sostenible y los derechos humanos. 

Rc'a/ó'inwiilo la importancia de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
recordando otros instrumentos internacionales de derechos humanos que ponen de relieve 
que todos los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y promover los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas. Sin distinción 
alguna. incluidas (le raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 

índole, origen nacional o suc ial, posición económica, nacimiento o cualquier otra condicion. 
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RcLI/frmnalk/o 1LOOh1é/I todos los principios de la 1)ec laración de la Con ferenc a de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Humano de 1 972 y de la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y  el Desarrollo de 1992, 

flecoiv/&inJo la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano, el Proerama 21 , el Plan para la Ulterior Ejecución del Programa 2 1. la Declaración 
de Barbados y el Programa de Acción para el Desarrollo Sostenible de los Pequeños Estados 
Insulares en Desarrollo, la Declaración de Mauricia y la Estrategia de Mauricio para la 
Ejecución Ulterior del Programa de Acción para el Desarrollo Sostenible de los Pequeños 
Estados Insulares en Desarrollo, la Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo 
Sostenible, el Plan de Aplicación (le las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el 
Desarrollo Sostenible y las Modalidades de Acción Acelerada para los Pequeños Estados 
Insulares en Desarrollo (Trayectoria de Sa moa), 

Rccor/.inL/o i.,mbin que, en el documento fi mil de la Con brencia de las Naciones 
Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en Río de Janeiro Brasil) en 2() 12, titulado 
"El futuro que querenio0 se reconoce que la democracia, la buena gobernanza y el estado 
de derecho, en los planos nacional e internacional, así COmO un entorno propicio. son 
esenciales para el desarrollo sostenible, incluido el crecimiento económico sostenido e 
inclusivo, el desarrollo social, la protección del medio ambiente y la erradicación de la 
pobreza y el hambre: se recalca que la particiPacióli amplia del público y el acceso a la 
información y los procedimientos judiciales y administratios son esenciales para promover 
el desarrollo sostenible, y se alienta la adopción de nedidas a nivel regional. nacional. 
subnacional y local para promover el acceso a la información ambiental, la participación 
pública en el proceso de toma de decisiones ambientales y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales, cuando proceda, 

( 'o,ishlei'wiJo la resolución 70/1 de la Asamblea General de las Naciones U nidas, (le 
25 de septiembre de 2015, titulada "Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible", por la que se acordó un amplio conjunto de Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y lucias universales y transformativos, de gran alcance y centrados en las 
personas y en donde se estableció el compromiso de lograr el desarrollo sostenible en sus 
tres dimensiones —econóni ica, social y ambiental— de forma equilibrada e integrada, 

Recoi,ocieiiio la multiculturalidad de América Latina y el Caribe y de un pueblos. 

RL'co/!ociendo también la importancia del trabajo y las contribuciones fundamentales 
del público y de los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales para el 
fortalecimiento de la democracia, los derechos de acceso y el desarrollo sostenible, 
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('onscic'F7t.'s de los avanCes alcanzados en los instrumentos internacionales y 
regionales y en las lecislaciones y prúcticas nacionales relativos a los derechos de acceso a 
la información ambiental. participación pública en los procesos de toma de decisiones 
ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, 

('onvi'ncidas de la necesidad de promover y fortalecer el diúlogo, la cooperación. la  

asistencia técnica, la educación y la sensibilización, así como el lortalecimiento de 

capacidades, en los niveles internacional, regional, nacional. subnacional y local, para el 
ejercicio pleno de los derechos de acceso, 

Di'ci/idis a alcanzar la plena implementación de los derechos de acceso 
contemplados en el presente Acuerdo, así como la creación y el fortalecimiento de las 
capacidades y la cooperación. 

11(111 acouc.Lijo icu .i,',,ieuuIe: 

Artículo 1 
ObJetiN o 

El objetivo del presente Acuerdo es garanti7a1- la implemcntación plena y efectiva en 
América latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental. 
participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la 
justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el lortalecinuento de las capacidades 
y la cooperación. contribuyendo a la protección del derecho de cada persona, de las 
generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo 
sostenible. 

iii'tiCii lo 2 
l)efiniciones 

A los electos del presente Acuerdo: 

por "derechos de acceso" se entiende el derecho de acceso a la información 
ambiental, el derecho a la participación pública en los procesos de toma de 
decisiones en asuntos ambientales y el derecho al acceso a la justicia en asuntos 
ambientales; 

por "autoridad competente" se entiende, para la aplicacion de las disposiciones 
contenidas en los artículos 5 y 6 del presente Acuerdo, toda institución pública 
que ejerce los poderes, la autoridad y las funciones en materia de acceso a la 
información, incluyendo a los órganos, organismos o entidades independientes 



o autonomos de propiedad del Estado o controlados por él, que actúen por 

facultades otoreadas por la Constitución o por otras leyes, y, cuando 

corresponda, a las orcaiuzaciones privadas, en la medida en que reciban fondos 
o beneficios públicos directa o indirectamente o que desempeñen funciones y 

servicios públicos, pero exclusivamente en lo referido a los fondos o beneficios 

públicos recibidos o a las funciones y servicios públicos desempeñarlos: 

c) por "miormacion ambiental" se entiende cualquier información escrita, visual, 
sonora, electrónica o registrada en cualquier otro formato, relativa al medio 
ambiente y sus elementos y a los recursos naturales, incluyendo aquella que 
esté relacionada con los riesgos ambientales y los posibles impactos adversos 
asociados que afecten o puedan afectar el medio ambiente y la salud, asi como 

la relacionada con la protección y la gestión ambientales; 

(l) por "público" se entiende una o varias personas físicas o jurídicas y las 
asociaciones, organizaciones o grupos constituidos por esas peionas, que son 

nacionales o que estún sujetos a la jurisdicción nacional del Estado Parte: 

e) por "personas o grupos cii situación de vulnerabilidad" se entiende aquellas 
personas o grupos que encuentran especiales dificultades para ejercer con 

plenitud los derechos de acceso reconocidos en el presente Acuerdo, por las 
circunstancias o condiciones que se entiendan en el contexto nacional de cada 
Parte y de conformidad con sus obligaciones internacionales. 

Artículo 3 

P ri nc i l ¡ Os 

Cada Parte se guiarú por los siguientes principios en la implementación del presente 
Acuerdo: 

a) principio de igualdad y principio de no discriminación: 

h) principio de transparencia > principio de rendición de cuentas; 

c) principio de no regresión y principio de progresi idad: 

d ) principio de buena fe; 

e) principio preventivo; 
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principio prccautorio: 

principio de equidad intergencracional; 

principio de máxima publicidad: 

principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos naturales: 

i) principio de igualdad soberana de los Estados; y 

k) principio pro persona. 

Artículo 4 

Disposiciones generales 

Cada Parte garantizará el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano, 
así como cualquier otro derecho humano universalmente reconocido que esté relacionado 
con el presente Acuerdo. 

Cada Parte velará por que los derechos reconocidos en el presente Acuerdo sean 
libremente ejercidos. 

Cada Parte adoptará todas las medidas necesarias, de naturaleza legislativa, 
reglamentaria, administrativa u otra, en el marco de sus disposiciones internas, para 
garantizar la implementación del presente Acuerdo. 

Con el propósito de contribuir a la aplicación efectiva del presente Acuerdo, cada 
Parte proporcionará al público infarmación para facilitar la adquisición de conocimiento 
respecto de los derechos de acceso. 

Cada ['arte asegurará que se oriente y asista al público —en especial a las personas o 
grupos en situación de vulnerabilidad— de forma que se facilite el ejercicio de SUS derechos 
de acceso. 

Cada Parte garantizará un entorno propicio para el trabajo de las personas. 
asociaciones, organizaciones o grupos que promuevan la protección del medio ambiente, 
proporcionándoles reconocimiento y protección. 
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7. Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo limitará o derogará otros derechos y 
itarantías más favorables establecidos o que puedan establecerse en la legislación de un 

Estado Parte o en cualquier otro acuerdo internacional del que un Estado sea parte, ni 
impedirá a un Estado Parte otorgar un acceso más amplio a la información ambiental, a la 
participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales y a la justicia en 
asuntos ambientales. 

S. En la implenientación del presente Acuerdo, cada Parte avanzará en la adopción de 
la interpretación más tivorable al pleno goce y respeto de los derechos de acceso. 

9. Para la implementación del presente Acuerdo, cada Parte alentará el uso de las nuevas 
tecnologías de la información, y la comunicación, tales como los datos abiertos, en los 
diversos idiomas usados en el pais. cuando corresponda. Los medios electrónicos serán 
utilizados de una manera que no generen restricciones o discrini inaciones para el público. 

lO. las Partes podrán promover el conocimiento de los contenidos del presente Acuerdo 
en otros hros internacionales cuando se vinculen con la temática de medio ambiente, de 
conformidad con las reglas que prevea cada ftro. 

Artículo 5 
Acceso a la información ambiental 

- 1ecerihi!i/oJ de la i/l/o,vnaeloj! ujjtic,i/a/ 

Cada Parte debera garantizar el derecho del público de acceder a la inlbrniación 
ambiental que está en su poder. bajo SU control o custoclia, de acuerdo con el principio de 
máxima publicidad. 

El ejercicio del derecho (le acceso a la información ambiental comprende: 

solicitar y recibir información de las autoridades competentes sin necesidad de 
mencionar algún interés especial ni justiflcar las razones por las cuales se 
soliciti 

ser informado en forma expedita sobre si la inlbrmación solicitada obra o no 
en poder de la'aut(ri(lad competente que recibe la solicitud; y 

e) ser informado del derecho a impugnar y recurrir la no entrega de información 
y de los requisitos para ejercer ese derecho. 
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3. Cada Parte facilitará el acceso a la información ambiental de las per anas o grupos 
en situación de vulnerabilidad, estableciendo procedimientos de atención desde la 

formulación de solicitudes hasta la entreca de la información, considerando sus condiciones 

y especificidades. con la finalidad de fomentar el acceso y la participación en igualdad de 

cofl(IIC iones. 

4. Cada Parte garantizará que dichas personas o grupos en situación de vulnerabilidad. 

incluidos los pueblos i ndíuenas y grupos étnicos, reciban asistencia para formular sus 

peticiones y obtener respuesta. 

Dcncgació;i ele! acceso a la ¡,,to,',nación ambiental 

5. Cuando la información solicitada o parte de ella no se entregue al solicitante por estar 
en el régimen de excepciones establecido en la legislación nacional, la autoridad coni peteute 
deberá comunicar por escrito la denegación. incluyendo las disposiciones juridieas y las 

razones que en cada casa justifiquen esta decisión, e informar al solicitante de su derecho 
de impuanarla y recurrida. 

6. El acceso a la información podrá denegarse de conformidad con la legislación 
nacional. En los casos en que una Parte no posea un régimen de excepciones establecido en 

la legislación nacional, podrá aplicar las siguientes excepciones: 

cuando hacer pública la información pueda poner en riesgo la vida, seguridad 
o salud de una persona fisica: 

cuando hacer pública la información afecte negativamente la seguridad 
nacional, la seguridad pública o la defensa nacional: 

e) cuando hacer pública la información afecte negativamente la protección del 
medio ambiente, incluyendo cualquier especie amenazada o en peligro de 
extinción: o 

el) cuando hacer pública la inforniaciáii genere un riesgo claro, probable y 

específico ele un (laño signiticative) a la ejecución de la ley. o a la prevención. 
investigación y persecución de delitos. 

7. Fn los regímenes de excepciones se tendrán en cuenta las obligaciones de cada Parte 
en materia de derechos humanos. Cada Parte alentará la adopción de regímenes de 
excepciones que favorezcan el acceso de la información. 
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S. Los motivos de denecación deberán estar establecidos lecalmente con anterioridad y 
estar claramente definidos y reglamentados, tomando en cuenta el interés público, y, por lo 
tanto. serán de interpretación restricti a. La carga de la prueba recaera en la autoridad 
co upe tente. 

9. Cuando aplique la prueba de interés público, la autoridad competente ponderará el 
interés de retener la información y el beneficio público resultante de hacerla pública, sobre 
la base de elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 

lo. Cuando la información contenida en un documento no esté exenta en su totalidad de 

conformidad con el párrafo 6 del presente artículo, la información no exenta deberá 
entregarse al solicitante. 

('oncllciQues aplicables pci/vi la c/1!rcçci de iii/uii,iació,i (11)/b/C/itcil 

II. Las autoridades competentes garantizarán que la inforniación ambiental se entregue 
en el formato requerido por el solicitante siempre que esté disponible . Si la información 
ambiental no estuviera disponible en ese t'orntato. se entregara en el formato disponible. 

1 2. La-, autoridades competentes deberán responder a una solicitud de información 
ambiental con la máxima celeridad posible, cii un plazo no superior a 30 días hábiles 
contados a partir de la fecha de recepción de la misma, o en un plazo menor si así lo previera 
expresamente la normativa interna. 

Cuando, en circunstancias excepcionales y de conformidad con la legislación 
nacional, la autoridad competente necesite más tiempo para responder a la solicitud, deberá 
notificar al solicitante por escrito de la justificación de la extensión antes del vencimiento 
del plazo establecido en el párrafo 12 del presente artículo. Dicha extensión no deberá 
exceder de diez días hábiles. 

Fn caso de que la autoridad competente no responda cii los plazos establecidos en los 
pái'ratos 1 2 y 13 del presente artículo, se aplicará lo dispuesto cii el párrafo 2 del artículo 8. 

Cuando la autoridad competente que recibe la solicitud no posea la información 
requerida, deberá comunicarlo al solicitante con la máxima celeridad posible. incluyendo, 
en caso (le poderlo determinar, la autoridad que pudiera tener dicha información. La 
solicitud deberá se¡- remitida a la autoridad que posea la información solicitada, y el 
solicitante deberá ser inforniado de ello. 
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Cuando la información sol ¡citada no exista o no haya sido aún generada. se  deberá 

informar fundadamente de esta situación al solicitante en los plazos previstos en los párrafos 

12 y 13 del presente articLilo. 

La información ambiental deberá entrcarse sin costo, siempre y cuando no se 

requiera su reproducción o envío. Los COStOS de reproducción y envío se aplicarán de 

acuerdo con los procedim ¡en tos establecidos por la autoridad competente. Estos costos 

deberán ser razonables y darse a conocer por anticipado. y su pago podrá exceptuarse en el 

Caso que se considere que el solicitante se encuentra en situación de vulnerabilidad o en 

circunstancias especiales que justitquen dicha exención. 

íccanis/nns de revision índcj,endienie's 

Cada Parte establecerá o designará uno o más órganos o instituciones imparciales y 

con autonomía e independencia, con el objeto de proniover la transparencia en el acceso a 

la información ambiental. fiscalizar el cumpl in iento de las normas, así como vigilar, 

evaluar y garantizar el derecho de acceso a la inforniación. Cada Parte podrá incluir o 
fortalecer, según corresponda, las potestades sancionatorias de los órganos o instituciones 

mencionados en el marco de sus competencias. 

Artículo 6 
Generación y divulgación de información ambiental 

Cada Parte ga ram izará, en la medida de los recursos disponibles. que las autoridades 

competentes generen, recopilen, pongan a disposición del público y difundan la información 

ambiental relevante para sus funciones de manera sistemática. proactiva. oportuna. regular, 

accesible y comprensible. y que actualicen periódicamente esta información y alienten la 

desagregación y descentralización de la información ambiental a nivel suhnacional y local. 

Cada Parte deberá fortalecer la,coord nación entre las diferentes autoridades del Estado. 

Las autoridades competentes procurarán, en la medida de lo posible, que la 

información ambiental sea reutilizable. procesable y esté disponible en formatos accesibles. 

y que no existan restricciones para su reproducción o uso, de conformidad con la legislación 

nacional. 

Cada Parte contará con uno o más sistemas de información ambiental actualizados. 

que podrán incluir, entre otros: 

a) los textos de tratados y acuerdos internacionales, así como las leyes, 

reglamentos y actos administrativos sobre el medio ambiente; 
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los informes sobre el estado del medio ambiente; 

el listado de las entidades públicas con competenc a en materia ambiental y. 
cuando fuera posible, sus respectivas áreas (le actuación: 

el listado de zonas contaminadas, por tipo (le contaminante y localización: 

inlormacion sobre el uso y la conservación de los recursos naturales y servicios 

ecos isténlicos; 

informes, estudios e información científicos, técnicos o tecnológicos en 
asuntos ambientales elaborados por instituciones académicas y de 

investigación, públicas o privadas, nacionales o extranjeras; 

fuentes relativas a cambio climático que contribuan a fortalecer las 

capacidades nacionales en esta materia: 

información de los procesos de evaluación de impacto ambiental y de otros 
instrumentos de gestión ambiental, cuando corresponda, y  las licencias o 
permisos ambientales otorgados por las autoridades públicas; 

un listado estimado de residuos por tipo y, cuando sea posible, desagregado 
por volumen, localización y año: e 

información respecto de la imposición de sanciones administrativas en asuntos 

ambientales. 

Cada Parte deberá garantizar que los sistemas de información ambiental se encuentren 
debidamente organizados, sean accesibles para todas las personas y estén disponibles de 
forma progresiva por medios inlormaticos y georreferenciados, cuando corresponda. 

4. Cada Parte tomará medidas para establecer un registro de emisiones y transferencia 
de contaminantes al aire, agua, suelo y subsuelo, y de materiales y residuos bajo su 

jurisdicción, el cual se establecerá progresivamente y se actualizará periódicamente. 
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5. Cada Parte garantizará. en caso de amenaza inminente a la salud pública o al medio 
ambiente, que la autoridad competente ci ue corresponda ti i vulgará de forma inmediata y por 
los medios más et'ccti os toda la intormacion relevante que se encuentre en su poder y que 
permita al públ ico tomar medidas para prevenir o limitar eventuales daños. Cada Parte 
deberá desarrollar e implementar un sistema de alerta temprana utilizando los mecanismos 
disponibles. 

ñ. Cn el objeto de fácilitar que las l.ersonas o grupos en situación de vulnerabilidad 
accedan a la información que particularmente les afecte, cada Parte l-m -OCUrará, cuando 
corresponda. que las autoridades competentes divulguen la información ambiental en los 
diversos idiomas usados en el pais. y elaboren formatos alternativos comprensibles para 
dichos grupos, por medio de canales de comunicación adecuados. 

7. Cada Parte hará sus mejores esfuerzos por publicar y di fund ir a intervalos regulares, 
que no superen los cineo años, un informe nacional sobre el estado de] medio ambiente, que 
pocha contener: 

información sobre el estado del medio ambiente y de los recursos naturales. 
incluidos datos cuantitativos, cuando ello sea posible; 

acciones nacionales para el cumplimiento de las obligaciones legales en 
ni ateria ambiental 

avances en la implernentación de los derechos de acceso; y 

ti) convenios de colaboración entre los sectores público, social y privado. 

Dichos informes deberán redactarse de manera que sean de fácil comprensión y estar 
accesibles al público en diferentes lormatos y ser difundidos a través de mcdios apropiados 
considerando las realidades culturales. Cada Parte podrá invitar al público a realizar aportes 
a estos informes. 

8. Cada Parte alentará la realización de evaluaciones independientes de desempeño 
ambiental que tengan en cuenta criterios y guías acordados nacional o internacionalmente e 
indicadores comunes, con miras a evaluar la eficacia, la efectividad y el progreso de sus 
políticas nacionales ambientales en el cumplimiento de sus compromisos nacionales e 
internacionales. 1..as evaluaciones deberán contemplar la participación de los distintos 
actores. 



(ji . Cada Parte promoverá el acceso a la inúrmación ambiental contenida en las 
concesiones, contratos, convenios o autorizaciones que se hayan otorgado y que involucren 
el uso de bienes, servicios o recursos públicos, de acuerdo con la legislación nacional. 

lO. Cada Parte asegurará que los consumidores y usuarios cuenten con información 
oficial, pertinente y clara sobre las cualidades ambientales de bienes y servicios y sus 
efectos en la salud. ttvoreeiendo patrones de consumo y producción sostenibles. 

1 Cada Parte establecerá y actuali7ará periódicamente sus sistemas de archivo y gestión 
documental en materia ambiental de conformidad con su normativa aplicable, procurando 
en todo momento que dicha gestión facilite el acceso a la información. 

1 2. Cada Parte adoptará las medidas necesarias, a través (le marcos legales 
administrativoS, entre otros, para promover el acceso a la información ambiental que esté 
en manos de entidades privadas, en particular la relativa a sus operaciones y los posibles 
riesgos y efectos en la salud humana y el medio ambiente. 

13. Cada Parte incentivará, de acuerdo con sus capacidades, la elaboración (le informes 
de sostenihilidad (le empresas públicas y privadas, en particular de grandes empresas, que 
reflejen su desempeño social y ambiental. 

Artículo 7 
Participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales 

Cada l'artc deberá asegurar el derecho de participación (tel público y, para ello, se 
compromete a implementar una participación abierta e inclusiva en los procesos (le toma de 
decisiones ambientales, sobre la base de los marcos nOrmimti os interno e internacional 

Cada Parte garantizará mecanismos de participación del público en los procesos de 
toma (le decisiones, revisiones, reexaminaciones o actualizaciones relativos a proyectos y 
actividades, así como en otros procesos de autorizaciones ambientales que tengan o puedan 
tener un impacto significativo sobre el medio ambiente, incluyendo cuando puedan afectar 
la salud. 

Cada Parte promoverá la participación del público en procesos de toma de decisiones, 
m'evisiones, reexaminaciones o actualizaciones distintos a los mencionados en el párrafo 2 
del presente artículo, relati osaasuntos ambientales de interés público, tales como el 
ordenamiento del territorio y la elaboración de políticas. estrategias, planes, programas, 
normas y reglamentos, que tengan o puedan tener un significativo impacto sobre el medio 
ambiente. 
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Cada Parte adoptará medidas para asegurar que la participación del público sea 

posible desde etapas iniciales del proceso de toma de decisiones, de manera que las 

observaciones del público sean debidamente consideradas y contribuyan en dichos 

procesos. A tal efecto, cada Parte proporcionará al público, de manera clara, oportuna y 

c(-Nmprensible. la información necesaria para hacer efectivo su derecho a participar en el 

proceso de toma de decisiones. 

LI procedimiento de participación pública contemplará plazos razonables que dejen 

tiempo suficiente para informar al público y para que este participe en forma efectiva. 

El público será informado de forma efectiva, comprensible y  oportuna, a través de 

medios apropiados, que pueden incluir los medios escritos. electronicos u orales. asi como 

los métodos tradicionales, como mini mo sobre: 

a) el tipo o naturaleza de la decisión ambiental de que se trate y, cuando 

corresponda. en lenuaje no técnico: 

h) la autoridad responsable del proceso de toma de decisiones y otras autoridades 

e instituciones involucradas: 

e) el procedimiento previsto para la participación del público, incluida la fecha 

de comienzo y de finalización de este, los mecanismos previstos para dicha 

participación. y, cuando corresponda. los lugares y fechas de consulta o 

audiencia pública; y 

d) las autoridades públicas involucradas a las que se les pueda requerir mayor 

información sobre la decisión ambiental de que se trate. y los procedimientos 

para solicitar la información. 

El derecho del público a participar en los procesos de toma de decisiones ambientales 

incluirá la oportunidad de presentar observaciones por medios apropiados y disponibles. 

conforme a las circunstancias del proceso. Antes de la adopción (le la decisión , la autoridad 

pública que corresponda tomará debidamente en cuenta el resultado del proceso de 

participación. 

Cada Parte velará por que. una vez adoptada la decision, el público sea 

oportunamente inforniado de ella y de los motivos y fundamentos que la sustentan. asi como 

del modo en que se tuvieron en cuenta sus observaciones. La decisión y SUS antecedentes 

serán públicos y accesibles. 
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La dilusión de las decisiones que resultan de las evaluaciones de impacto ambiental 
y de otros procesos de toma de decisiones ambientales que involucran la participación 
pública deberá rcalizarse a través de medios apropiados. que podrán incluir los medios 
escritos, electronicos u orales, así como los métodos tradicionales, de forma efectiva y 

rápida. La información difundida deberá incluir el procedimiento previsto que permita al 
público ejercer las acciones adniinistrativas y judiciales pertinentes. 

Cada Parte establecerá las condiciones propicias para que la participación pública en 
procesos de toma de decisiones ambientales se adecúe a las características sociales, 
económicaS, culturales, geográflcas y de género del público. 

1 . Cuando el público di rectamente alctado hable mayoritariamente idiomas distintos a 
los ohcialcs. la  autoridad pública velará por que se facilite su comprensión y participación. 

Cada Parte promoverá, según corresponda y de acuerdo con la legislación nacional. 
la  participación del público en foros y negociaciones internacionales en materia ambiental 
o con mci (lene ia ambiental, (le acuerdo con las reglas de proceduniento que para dicha 
participación pre ea cada foro. Asimismo, se promoverá, según corresponda, la 
parlicipLición del público en instancias nacionales para tratar asuntos (le t'oros 
internacionales ambientales. 

Cada Parte alentará el establecimiento de espacios apropiados de consulta en asuntos 
ambientales o el uso de los ya existentes, en los que puedan participar distuitos grupos y 
sectores. Cada Parte promoverá la valoración del conocimiento local, el diálogo y la 
interacción de las diterentes visiones y salieres, cuando corresponda. 

1.as autoridades públicas real izarán esfuerzos para identi licar y apoyar a personas o 
grupos en situación de vulnerabilidad para invol ucrarlos de manera activa, oportuna y 
efctiva en los mecanismos de participación. Para estos efectos, se consideraran los medios 

y lormatos adecuados, a fin de el ita mar las barreras a la participa ción. 

En la implernentación del presente Acuerdo, cada Parte garantizará el respeto de su 
legislación nacional y (le sus obligaciones internacionales relativas a los derechos de los 
pueblos indigenas y comunidades locales. 

La autoridad pública realizará esfuerzos por identiflcar al público directamente 
afectado por proyectos y actividades que tengan o puedan tener un impacto signitcativo 
sobre el medio ambiente, y promoverá acciones específicas para facilitar su participación. 

En lo que rcspecta a los procesos (le toma (le decisiones ambientales a los que se 
refiere el párralo 2 del presente articulo, se hará pública al tiienos la siguiente intormación: 
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la descripción del área de influencia y de las características flsicas y técnicas 

de] proyecto o actividad propuesto: 

la descripción de los impactos ambientales del proyecto o actividad y, seg(in 

corresponda, el impacto ambiental acumulativo: 

e) la descripción de las medidas previstas con relación a dichos impactos: 

d) un resumen de los puntos a). b) y e) del presente párrafo en lenguaje no técnico 

y comprensible; 

e) los informes y dictámenes publicos de los organismos involucrados dirigidos 

a la autoridad pública vinculados al proyecto o actividad de ilue se trate: 

f) la descripción de las tecnologías disponibles para ser utilizadas y de los lugares 

alternativos para realizar el proyecto o actividad sujeto a las evaluaciones, 

cuando la información esté disponible; y 

g) las acciones de nionitoreo de la implementación y de los resultados de las 

medidas del estudio de impacto ambiental. 

La información referida se pondrá a disposición del público de forma gratuita. de 

con formidacl con el párrafo 17 del artículo 5 del presente Acuerdo. 

Artículo 8 
Acceso a la justicia en asuntos ambientales 

Cada Parte garantizará el derecho a acceder a la justicia en asuntos ambientales de 

acuerdo con las garantías del debido proceso. 

Cada Parte asegurará, en el marco de su legislación nacional, el acceso a instancias 

judiciales y administrativas para impugnar y recurrir, en cuanto al fondo y el procedimiento: 

a) cualquier decisión. acción u omisión relacionada con el acceso a la 

in f'cjriiiac ión anibiental: 

h) cualquier decisión. acción u omisión relacionada con la participación pública 

en procesos de toma de decisiones ambientales; y 
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e) cualquier otra decisión, acción u omisión que al'cte o pueda afectar de manera 
adversa al medio ambiente o contravenir normas jurídicas relacionadas con el 
medio ambiente. 

3. Para garantizar el derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada Parte, 
considerando sus circunstancias, contarí con: 

a) órganos estatales competentes con acceso a conocimientos especialiLados en 
materia ambiental; 

h) procedimientos efectivos, oportunos, públicos, transparentes. imparciales y sin 
costos prohibitivos: 

e) legitimación activa amplia en defensa del medio ambiente, de conl'arniidad con 
la legislación nacional: 

la posibilidad de disponer medidas cautelares y pro islonales para, entre otros 
unes. prevenir, hacer cesar, mitigar o recomponer daños al medio ambiente; 

medidas para l'aci litar la producción de la prueba de¡ daño ambiental, cuando 
corresponda y sea aplicable. cojan la inversión de la carga de la prueba y la 
carga dinámica de la prueba: 

U) mecanismos de ejecución y de cumplimiento oportunos de las decisiones 
judiciales y administrativas que correspondan; y 

g) mecanismos de reparación, seg(in corresponda, tales como la restitución al 
estado previo al daño, la restauración, la compensación o el pago de una 
sanción económica, la satisfacci6n. las garantías de no repetición, la atención 
a las personas afectadas y los instrumentos financieros para apoyar la 
reparación. 

4. Para facilitar el acceso a la justicia del público en asuntos ambientales, cada Parte 
establecerá: 

medidas para reducir o eliminar barreras al ejercicio de] derecho de acceso a 
la justicia; 

medios de divulgación del derecho de acceso a la justicia y los procedimientos 
para hacerlo efectivo; 
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neeanismos de sistematización y difusión de las decisiones judiciales y 
administrativas que correspondan: y 

el uso de la interpretación o la traducción de idiomas distintos a los oficiales 
cuando sea nccesario para el ejercicio (le ese derecho. 

Para hacer e feci ' o el derecho de acceso a la justicia. cada Parte atenderá las 
necesidades de las personas o grupos en situación (le vulnerabilidad mediante el 
estahlccim iento de mecanismos de apoyo, mciuida la asistencia técnica y jurídica gratuita, 
según corresponda. 

Ó. Cada Parte asegurará que las dcc isiones judiciales y admi nistrati as adoptadas en 
asuntos anbienta les, así como su fundamentación. están consignadas por escrito. 

7. Cada Parte promoverá mecanismos alternativos de solución (le controversias en 
asuntos ambientales. en los casos en que proceda. tales como la mediación. la  conciliación 
y otros que permitan prevenir o solucionar dichas controversias. 

Artículo 9 

Defensores (le los derechos Ii u ni anos en asuntos ambientales 

Cada Parte garantizará un entorno seguro y propicio en el que las personas, grupos y 
organizaciones que promueven y deticnden los derechos humanos en asuntos ambientales 
puedan actuar sin amenazas, restricciones e inseguridad. 

. Cada Parte tomará las medidas adecuadas y efuctivas para reconocer, proteger y 
promover to(los los derechos (le los detensores (le los derechos humanos en asuntos 
ambientales, incluidos su derecho a la vida, integridad personal. libertad (le opinión y 
expresión. derecho de reunión y asociación pacificas y derecho a circular libremente, así 
como su capacidad para ejercer los derechos (le acceso, teniendo en cuenta las obligaciones 
internacionales de dicha Parte en el ámbito de los derechos humanos, sus principios 
constitucionales y los elementos básicos de su sistema juridico. 

3. Cada Parte tomará medidas apropiadas, efuctivas y oportunas para prevenir, 
in estigar y sancionar ataques, amenazas o intimidaciones que los defensores de los 
derechos humanos en asuntos ambientales puedan suírir en el ciercicio  de los (lerechos 
contemplados en el presente Acuerdo. 
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Artículo 10 
Fortalecimiento de capacidades 

Para contribuir a la implementación de las disposiciones del presente Acuerdo, cada 
Parte se compromete a crear y fortalecer SUS capacidades nacionales, sobre la base de sus 
prioridades y necesidades. 

Cada Parte, con arreglo a sus capacidades, podrá tomar, entre otras, las siguientes 
niedidas: 

a) formar y capacitar en derechos de acceso en asuntos ambientales a autoridades 
y funcionarios públicos; 

h) desarrollar y fortalecer programas de sensibilización y creación de capacidades 
en derecho ambiental y derechos de acceso para el público, funcionarios 
judiciales y administrativos, instituciones nacionales de derechos humanos y 
juristas, entre otros; 

e) dotar a las instituciones y organismos competentes con equipamiento y 
recursos adecuados: 

di promover la educación, la capacitación y la sensibilización en temas 
ambientales mediante, entre otros, la inclusión de módulos educativos básicos 
sobre los derechos de acceso para estudiantes en todos los niveles 
educacionales; 

e) contar con medidas específicas para personas o grupos en situación de 
vulnerabilidad, como la interpretación o traducción en idiomas distintos al 
oficial, cuando sea necesario; 

1') reconocer la importancia de las asociaciones, organizaciones o grupos que 
contribuyan a formar o sensibilizar al público en derechos de acceso; y 

g) fortalecer las capacidades para recopilar, mantener y evaluar información 
anibiental. 

- is- 
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Artículo II 
Cooperación 

Las Partes cooperarán para el fortalecimiento de sus capacidades nacionales con el 
fin de implementar el presente Acuerdo de manera efectiva. 

2. Las Partes prestarán especial consideración a los paises menos adelantados, los países 
en desarrollo sin litoral y los pequeños Estados insulares en desarrollo de América Latina y 
el Caribe. 

3. A efectos de la aplicación del párrafo 2 del presente articulo, las Partes promoverán 
actividades y inecan ismos tales como: 

diálogos, talleres, intercambio (le expertos, asistencia técnica, educación y 
observatorios; 

desarrollo. intercanibio e implementación de materiales y programas 
educati', os, formativos y de sensibilización: 

e) intercambio de experiencias sobre códigos voluntarios de conducta, guías. 
buenas prácticas y estándares; y 

(1) comités, consejos y  plataErmas de actores multisectoriales para abordar 
prioridades y actividades de cooperación. 

4. Las Partes alentarán el establecimiento de alianzas con Estados de otras regiones, 
organizaciones intergubernamentales, no gubernamentales, académicas y privadas, asi 
como organizaciones de la sociedad civil y  otros actores de relevancia en la irnplementación 
del presente Acuerdo. 

5. Las Partes reconocen que se debe promover la cooperación regional y el intercambio 
de información con respecto a todas las manifestaciones de las actividades ilicitas contra el 
medio ambiente. 
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Artículo 12 

Centro de intercam bio de in formación 

Las Partes contarán con un centro de interCambio de información de carácter irtual 
y de acceso universal sobre los derechos de acceso. Este centro será operado por la Comisun 
Económica para América Latina y el Caribe, en su calidad de Secretaría, y podrá incluir 
medidas legislativas, administrativas y de política, códigos de conducta y buenas prácticas, 
entre otros. 

Artículo 13 

Implenientación nacional 

Cada Parte, de acuerdo con sus posibilidades y de conformidad con sus prioridades 
nacionales, se compromete a facilitar medios de implementación para las actividades 
nacionales necesarias para cumplir las obligaciones (lerivadas del presente Acuerdo. 

Artículo 14 

Fondo de Contribuciones Voluntarias 

Queda establecido un Fondo de Contribuciones Voluntarias para apoyar el 
financiamiento (le la implementación del presente Acuerdo, cuyo funcionamiento será 
definido por la Conferencia de las Partes. 

Las Partes podrán realizar contribLiciones voluntarias para apoyar la implementación 
del presente Acuerdo. 

La Conferencia de las Partes, conforme al párrafo 5 g) del artículo 15 del presente 
Acuerdo, podrá invitar a otras fuentes a aportar recursos para apoyar la implementación del 
presente Acuerdo. 

Artículo 15 

Conferencia de las Partes 

Queda establecida una Conferencia de las Partes. 

2. El Secretario Ejecutivo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
convocará la primera reunión (le la Conferencia de las Partes a más tardar un año después 
de la entrada en vigor del presente Acuerdo. En lo sucesivo, se celebrarán reuniones 
ordinarias de la Conferencia de las Partes a los intervalos regulares que decida la 
Conferencia. 
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Se celebrarán reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes cuando esta 

lo estime necesario. 

En su primera reunión, la Conferencia de las Partes: 

a) deliberará y aprobará por consenso sus reglas de procedimiento, que incluirán 
las modalidades para la participación signiflcati' a del público: y 

h) deliberará y aprobará por consenso las disposiciones financieras que sean 
necesarias para el funcionamiento e implementación del presente Acuerdo. 

La Conferencia de las Partes examinará y fomentará la aplicación y efectividad del 

presente Acuerdo. A ese efecto: 

a) establecerá por consenso los órganos subsidiarios que considere necesarios 

para la aplicación del presente Acuerdo; 

h) recibirá y examinará los informes y las recomendaciones de los órganos 

sub si diarios 

e) será informada por las Partes de las medidas adoptadas para la implementación 

del presente Acuerdo; 

podrá formular recomendaciones a las Partes relativas a la implementación del 

presente Acuerdo; 

elaborará y aprobará. si  procede, protocolos al presente Acuerdo para su 

posterior firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión; 

examinará y aprobará propuestas (le enmienda al presente Acuerd(.-Y, de 

conformidad con las disposiciones del artículo 20 del presente Acuerdo: 

establecerá directrices y modalidades para la movilización de recursos. 
financieros y no financieros, de diversas fuentes para facilitar la 

implementación del presente Acuerdo: 

examinará y adoptará cualquier otra medida necesaria para alcanzar el objetivo 

del presente Acuerdo: y 

realizará cualquier otra función (lite  el presente Acuerdo le encomiende. 
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Artículo 16 
Derecho a \Ot() 

('ada Parte en el presente Acuerdo dispondrá de un voto. 

Artículo 17 
Secretaría 

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
ejercerá las funciones de secretaría del presente Acuerdo. 

Las funciones de la Secretaria serán las sieuientes: 

a) convocar y oreanizar las reuniones de las Conferencias (le las Partes y (te sus 
órganos subsidiarios, prestando los ser icios necesarios: 

h) prestar asistencia a las Partes, cuando así lo soliciten, para el fortalecimiento 
de capacidades, incluido el intercambio de experiencias e información y la 
organizacion de actividades, de confarmidacl con los artículos lo. 11 y 12 del 
presente Acuerdo; 

concretar, bajo la orientación general de la Conferencia de las Partes, los 
arreglos administrativos y  contractuales necesarios para desempeñar con 
eficacia sus funciones; y 

llevar a cabo las demás funciones de secretaria establecidas en el presente 
Acuerdo y cualquier otra que determine la Conferencia de las Partes. 

Artículo 18 
Comité (le Apoyo a la Aplicación y el Cumplimiento 

1. Queda establecido un Comité de Apoyo a la Aplicación y el Cumplimiento como 
órgano subsidiario de la Conferencia de las Partes para promover la aplicación y apoyar a 
las Partes en la implemcntación del presente Acuerdo. Sus reglas de composición y 
funcionamiento serán establecidas por la Conferencia de las Partes en su primera reunión. 
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2. El Comité tendrá carácter consultivo, transparente. no contencioso, no judicial y no 
punitivo, para examinar el cumplimiento de las disposiciones del presente Acuerdo y 
ftrmular recomendaciones, conforme a las reglas de procedimiento establecidas por la 
Conferencia de las Partes, aseourando una participación signiflcativa del público y 
considerando las capacidades y circunstancias nacionales de las Partes. 

Artículo 19 
Solución de conti'ovci'sias 

1. Si suroe una controversia entre dos o más Partes respecto de la interpretacion o de la 
aplicación del presente Acuerdo, esas Partes se esforzarán por resolverlo por medio de la 
negociación o por cualquier otro medio de solución de controversias que consideren 
acept ab le. 

2. Cuando una Parte firme, ratifique, acepte o apruebe el presente Acuerdo o se adhiera 
a él, o en cualquier otro momento posterior, podrá indicar por escrito al Depositario, en lo 
que respecta a las controversias que no se hayan resuelto conforme al párrafo 1 del presente 
artículo, que acepta considerar obligatorio uno o los dos medios de solución siguientes en 
sus relaciones con cualquier Parte que acepte la misma obligación: 

el sometimiento de la controversia a la Corte Internacional de .lusticia; 

el arbitraje de conformidad con los procedimientos que la Conferencia de las 
Partes establezca. 

3. Si las Partes en la controversia han aceptado los dos medios de solución de 
controversias mencionados en e! párrafo 2 del presente artículo, la controversia no podrá 
someterse más que a la Corte Internacional de Justicia, a menos que las Partes acuerden otra 
cosa. 

Artículo 20 
Eninieiidas 

Cualquier Parte podrá proponer enmiendas al presente Acuerdo. 
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7 . Las enmiendas al presente Acuerdo se adoptarán en una reunión de la Conferencia de 

las Partes. La Secretaría comunicará el texto de toda propuesta de enmienda a las Partes al 

menos seis meses antes de la reunión en que se proponga su adopción. La Secretaría 

comunicará tambien las propuestas de enmienda a los signatarios del presente Acuerdo y al 

Depositario, para su información. 

Las Partes procurarán adoptar las enmiendas por consenso. En caso que una enmienda 
sea sometida a ' otación. se  requerirá una mayoría de tres cLiartos de las Partes presentes y 

votantes en la reunión para ser adoptada. 

El Depositario comunicará la enmienda adoptada a todas las Partes para su 

ratificación, aceptación o aprobación. 

La raliheacion, aceptación o aprobación de una enmienda se notificará por escrito al 
Depositario. La enmienda que se adopte con arreglo al párrafo 3 del presente articulo entrará 
en igor para las Partes que haan consentido en someterse a las obligaciones establecidas 

en ella el nonagésimo dio contado a partir (le la fecha de depósito de los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación de al menos la mitad del número de Partes en el 

presente Acuerdo al momento en que se adoptó la enmienda. Des (le esa fecha, la enmienda 

entrará en vigor para cualquier otra Parte que consienta en someterse a las obligaciones 

establecidas en ella el nonagésimo dio contado a partir de la fecha en que haya depositado 

SU instrumento (le ratificación, aceptación o aprobación (le la enmienda. 

Artículo 21 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

El presente Acuerdo estará abierto a la firma de todos los paises (le América Latina 
y el Caribe incluidos en el Anexo 1, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, del 

27 de septiembre de 2018 al 26 de septiembre (le 2020. 

2. El presente Acuerdo estará sujeto a la ratificación, la aceptación o la aprobación (le 
los Estados que lo hayan firmado. Estará abierto a la adhesión de todos los países de 

América Latina y el Caribe incluidos en el Anexo 1 que no lo hayan firmado, a partir del 

día siguiente a la fecha en que expire el p1a70 para la firma del Acuerdo. Los instrumentos 

de ratificación, aceptación. aprobación o adhesión se depositarán en poder del Depositario. 
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Artículo 22 

Entrada en vigor 

El presente Acuerdo entrará en vigor el nonagésimo día contado a partir de la fecha 

en que haya sido depositado el undécimo instrumento de ratificación, aceptación. 
aprobación o adhesión. 

Respecto de cada Estado que ratitique, acepte o apruebe el presente Acuerdo o que 
se adhiera a él después de haber siclo depositado el undécimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, el presente Acuerdo entrará en vigor el nonagésimo día 
contado a partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de 

ratificación, aceptación. aprobación o adhesión. 

Artículo 23 

Reservas 

No se podrán formular reservas al presente Acuerdo. 

Artículo 24 

Den u neja 

l. En cualquier momento después de la expiración de un plazo de tres años contados a 
partir de la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo respecto de una Parte, esa Parte 

podrá denunciar el presente Acuerdo mediante notificación hecha por escrito al Depositario. 

2. La cleriuncia cobrará efecto al cabo de un año contado desde la fecha en que el 

Depositario haya recibido la notificación correspondiente o. posteriormente, en la fecha que 
se indique en la notificación. 

Artículo 25 

Depositario 

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario del presente 

Acuerdo. 
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Artículo 26 
Textos auténticos 

FI oricina 1 del presente Ac erdo. cuos textos en los idiomas español e inglés son 
icualmente auténtteos se depositarú en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

FN FF DV 1_0 (:UAI. los infrascritos, debidamente autorizados para ello, han 
firmado el presen te Acuerdo. 

1 lFCl JO en [scazú, Costa Rica, en el cuarto dia de marzo de (los mil dtecioeho. 
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Anexo 1 

Antigua y Barbuda 
J\rgentina (la) - 

Bahamas (las) 
Barbados -- 

Belice 
13o1 ivia (Estado Plurinacional de) (el) -. 

Brasil (el) - 

Clule -- 

(:oloiihia - 

Costa Rica - 

Cuba - 

l)ominica - 

Ecuador (el) - 

El Salvador -- 

Granada - 

Guatemala 
Guyana  

haití 
1 londuras 
Jaiaica 
Mex co 
Nicaragua 
Pa u am 
Paraitiav (el) 
Perú (el) 
República Donimicana (la) 
Sajo) Kitts y Nevis 
San Vicente y las Granadinas 
Santa Lucía 
Suriname 
Tri ni dad y Tabago 
Uruguay (el) 
Venezuela (República Bolivariana de) (la) 
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1 hereby certify that the 1tcgoing 
tcxt is a truc copy of the Regional 
Areement oil Access lo lo trniation, 
Pubi le Participation aud J ustice iii 

Fnvironrnental l\latters ¡u 1 atin 
America and the Caribbcan, adopted at 
l scazú on 4 March 2018, thc original of 
whieh is depusited with the Secretary-
(encral of the 1 Inited Nations. 

Je certiíic doc le texte qui préc&le 
est une copie conforme de l'Accord 
régional SIn 1 'accs fi 1 'inloirnation, la 
participation publique et l'accts fi la 
justice fi propos des questions 
environnementales en Amérique latine 
et (laus les Caraihes, adopté fi Eseazfi 
le 4 mars 2018, dont l'original est 
déposé auprés do Secrétaire général des 
Nations lJnics. 

1k)! the Sccretary-Cienei'al, Poiir le Secrétaire général, 
1 !nder-Secretary-(icncral le Secrétaire généi'al adjuint 

ffir A ffai rs aud aux aUaircs juridiqucs el 
1 Jo ¡ ted Nations 1 cga 1 ('o unsel Conseiller juridique des Nations ljnics 

1 

Miguel de Serpa Soares 

IJuited Nations Organisation des Nations lJnies 
New Yorl, April 2018 New York, le 3 avril 201$ 
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MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ 

DIRECCIÓN GENERAL DE TRATADOS 

Se autentica el presente documento, que es 

"COPIA CERTIFICADA DEL INSTRUMENro 
INTERNACIONAL". 

Que se conserva en el Archivo Nacional de Tratados 

"Embajador Juan Miguel Bákula Patiño", registrado con el 
código_ Nl L . PE, 02 2o i y qie 
consta de 2piginas. 

ma, 

\?nrner SecretanO - 

Subdirector d Evaluación y Perfeccionamiento 

D,reccin General de Tratados 
M,nistenode Relaciones Exteriores 



DECLARACIÓN SOBRE APLICACIÓN DEL PRINCIPIO 10 DE LA 
DECLARACIÓN DE 1110 SOBRE MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO 

Los gobiernos de Chile, Costa Rica, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Uruguay manifestamos: 

A veinte de años de la Cumbre de la Tierra subrayamos que el Principio 10 de la Declaración 
de Río, reconoce que el mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la 
participación de todos los ciudadanos interesados. Para ello toda persona deberá tener 
acceso adecuado a la información así como la oportunidad de participar en los procesos de 
adopción de decisiones y tener acceso efectivo a procedimientos judiciales y administrativos. 
A su vez, que de modo de cumplir con dicho principio los Estados debemos facilitar y 
fomentar la educación, sensibilización y la participación de la población poniendo la 
información a disposición de todos y proporcionar acceso efectivo a los procedimientos 
señalados. 

Asimismo, reconocemos y subrayamos que los derechos de acceso a la información, 
participación y justicia en materia ambiental son esenciales para la promoción del desarrollo 
sostenible, la democracia y un medio ambiente sano; y aportan múltiples beneficios tales 
como: contribuir a tomar mejores decisiones y aplicarlas más eficazmente, involucrar al 
público respecto de los problemas ambientales, aportar a la rendición de cuentas y la 
transparencia en la gestión pública y facilitar un cambio en los patrones de producción y 
COfl5UiT1O. 

Consideramos importante destacar que, honrando nuestro compromiso con el Principio 10, 
los países de América Latina y el Caribe hemos invertido importantes recursos financieros y 
humanos para su implementación. Como consecuencia de ello hemos avanzado 
considerablemente en el reconocimiento legal de los derechos de acceso a la información, 
participación y justicia en materia ambiental a través de un diálogo sustantivo con la 
Sociedad civil e instituciones intergubernamentales. 

Pero no obstante estos esfuerzos y progresos, reconocemos que debemos alcanzar 
compromisos para la implementación cabal de los derechos de acceso. Estamos conscientes 
que los desafios ambientales que enfrentamos en nuestras naciones, y a nivel regional y 
mundial, requieren de una acción mucho más concertada, proactiva y eficaz de la comunidad 
de las naciones y de los organismos internacionales. Por ello estamos dispuestos a explorar 
en profundidad distintas vías para fortalecer su implementación con la colaboración activa 
de toda la sociedad y sus grupos principales. 

Así, considerando que la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible 
requiere de una firme voluntad política que nos permita enfrentar los desafios actuales y 
emergentes afirmamos que: 

Es necesario alcanzar compromisos para la implementación cabal de los derechos de acceso 
a la información, participación y justicia ambientales, consagrados en el Principio 10 de la 
Declaración de Río de 1992. Por ello, manifestamos nuestra voluntad de iniciar un proceso 
que explore la viabilidad de contar con un instrumento regional que puede ir desde guías, 
talleres, buenas prácticas hasta un Convenio Regional abierto a todos los países de la 
Región y con la significativa participación de toda la ciudadanía interesada. América Latina 
y el Caribe puede y debe dar un paso significativo en esta materia. 



Para ello, los Gobiernos nos comprometemos a elaborar e implernentar un Plan de Acción 
2012-2014, con el apoyo de CEPAL como secretaría técnica, para avanzar en la consecución 
de un convenio regional u otro instrumento. Como un insumo para dicho plan, nuestros 
gobiernos solicitan a la CEPAL que realice un estudio sobre la situación, mejores prácticas y 
necesidades en materia de acceso a la información, a la participación y a la justicia en temas 
ambientales en América Latina y el Caribe. 
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NACIONES UNIDAS 

10 de noviembre de 2014 

ORIGINAL: ESPAÑOL 

Cuarta Reunión de los Puntos Focales Designados por los Gobiernos 
de los Países Signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del 
Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo en América Latina y el Caribe 

Santiago, 4 a 6 de noviembre de 2014 

DECISIÓN DE SANTIAGO 

14-20708 

(A 



Los países signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe, reunidos en Santiago, del 4 al 6 
de noviembre de 2014, en ocasión de la Cuarta Reunión de los Puntos Focales Designados por los 
Gobiernos de los Países Signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe, 

Recordando que en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, 
celebrada en Río de Janeiro (Brasil), del 20 al 22 de junio de 2012, diez gobiernos de América Latina y el 
Caribe impulsaron la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo', en que reafirmaron el compromiso con los derechos de acceso a la 
información, a la participación y a la justicia en asuntos ambientales, manifestaron su voluntad de avanzar 
hacia un instrumento regional que promoviera su cabal aplicación y solicitaron el apoyo de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) para que actuara como secretaría técnica, 

Considerando que la Declaración cuenta actualmente con 19 países signatarios2  y está abierta a 
todos los países de América Latina y el Caribe, 

Recordando el pálTafo 60 de la Declaración de Santiago, aprobada por los Jefes y Jefas de Estado 
durante la primera Cumbre de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), 
realizada en Santiago, los días 27 y 28 de enero de 2013, 

Recordando también la resolución 686(XXXV) sobre la aplicación del Principio 10 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe, aprobada en 
el trigésimo quinto período de sesiones de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), realizado en Lima en 2014, 

Teniendo en cuenta que desde la aprobación de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 
10 en Río de Janeiro se han llevado a cabo tres reuniones de los puntos focales designados por los 
gobiernos de los países signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe: la primera en 
Santiago, los días 6 y  7 de noviembre de 2012, la segunda en Guadalajara (México), los días 16 y  17 de 
abril de 2013, y  la tercera en Lima, los días 30 y 31 de octubre de 2013, 

Reafirmando los acuerdos pertinentes aprobados en las reuniones previas de los puntos focales, 
que figuran en los respectivos informes3: la hoja de ruta del proceso de creación de un instrumento sobre 
la aplicación del Principio lO en América Latina y el Caribe, el Plan de Acción hasta 2014 para la 
implementación de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el 

A/CONF.2 16.13. 
Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Vicente y las 
Granadinas, Trinidad y Tobago y Uruguay. 
Véanse Informe de la priniera Reunión de los Puntos Focales Designados pom' los Gobiernos de los Países 
Signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la Decla,'ació,, de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe (LC/L.3565), Informe de la segunda Reunión de los 
Puntos Focales Designados por los Gobiernos de los Países Signatarios de la Declaración sobre la Aplicación 
del Principio 10 de la Declaración (le Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el 
Caribe (LC/L.3677) e lnfór,ne de la tercera Reunió,, de los Puntos Focales Designados por los Gobiernos (le los 
Países Signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de ¡ci Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y  el Desarrollo en América Latina y el Caribe (LC/L.3780). 
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Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe, la Visión de Lima para un instrumento 
regional sobre los derechos de acceso en materia ambiental y las líneas de acción prioritarias para 2014 en 
materia de fortalecimiento de capacidades y cooperación, 

Teniendo en cuenta que en el Plan de Acción hasta 2014 se crearon dos grupos de trabajo para 
avanzar en la consecución del instrumento regional, con los objetivos de intensificar la cooperación 
regional y proponer la naturaleza y los contenidos del instrumento regional, 

Deciden 

Aprobar los Contenidos de San José, consistentes en un índice anotado de temas que, junto con 
otros insumos, según lo indicado en los párrafos dispositivos 7 y 8, serán considerados en la negociación 
del instrumento regional sobre los derechos de acceso en asuntos ambientales, sin que ello signifique 
prejuzgar la negociación que tendrá lugar; 

Dar inicio a la negociación del instrumento regional sobre acceso a la información, la 
participación y la justicia en asuntos ambientales; 

Crear un comité de negociación de los países signatarios de la Declaración sobre la Aplicación 
del Principio 10 en América Latina y el Caribe, con la significativa participación del público de acuerdo 
con las disposiciones y modalidades contenidas en el Plan de Acción aprobado en Guadalajara (México) y 
en el cual los países no signatarios podrán participar en calidad de observadores4; 

Constituir una Mesa Directiva, integrada por Chile y Costa Rica como copresidentes, y la 
Argentina, México, el Perú, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tabago, que coordinará las 
negociaciones que lleve a cabo el comité; 

Invitar a los países observadores a mantener abierto un canal de comunicación con la Mesa 
Directiva, con miras a hacerse parte del proceso; 

Invitar también al público a designar, en un plazo no superior a dos meses desde la adopción de esta 
decisión, a dos representantes para sostener un diálogo continuo con la Mesa Directiva, debiendo comunicar 
formalmente a la Mesa Directiva esa designación, así como los cambios que pudieran producirse; 

Encargar a la Mesa Directiva que, en consulta con los países signatarios, presente a más tardar 
el 3 1 de marzo de 2015 una propuesta de plan de trabajo del comité, en que se aborden, entre otros 
aspectos, los procedimientos para la negociación, la organización de los trabajos y el calendario de 
reuniones, y sobre la cual el comité se pronunciará en su sesión inaugural, que tendrá lugar en el primer 
cuatrimestre de 2015; 

Solicitar a la CEPAL que elabore un documento preliminar del instrumento regional, en que se 
integren y relacionen, entre otros, los resultados del proceso hasta la fecha, los Contenidos de San José, el 

Se entiende por países no signatarios aquellos países de América Latina y el Caribe que no se han adherido a 
la Declaración. 



diagnóstico regional elaborado por la CEPAL5  y legislaciones, prácticas e instituciones nacionales, 
considerando además los dcsafios y necesidades de la región; 

Invitar a los países signatarios y no signatarios y al público a que envíen contribuciones para la 
elaboración del documento preliminar a más tardar el 31 de diciembre de 2014; 

Solicitar a la CEPAL que remita a los países signatarios y no signatarios y al público el 
documento preliminar del instrumento regional a más tardar el 31 de marzo de 2015; 

Definir la naturaleza del instrumento regional durante el proceso de negociación; 

Invitar a los países signatarios y no signatarios y al público interesado a continuar realizando 
actividades y consultas a nivel nacional, a fin de contribuir sustantivamente al proceso de negociación del 
instrumento regional; 

Solicitar a la Mesa Directiva que, con el apoyo de la CEPAL en su calidad de secretaría 
técnica, lidere el proceso con miras a concluir las negociaciones del instrumento regional a más tardar en 
diciembre de 2016; 

Solicitar además a la CEPAL que, en coordinación con la Mesa Directiva, los países 
signatarios y el público interesado, con sujeción a la disponibilidad de recursos y paralelamente al trabajo 
del comité, continúe e intensifique la labor en marcha para el fortalecimiento de las capacidades y la 
cooperación por la aplicación efectiva del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo en América Latina y el Caribe; 

Instar, atendiendo a las necesidades de la región y de cada país signatario, a organizaciones 
internacionales y agencias de cooperación a apoyar estos esfuerzos y a seguir trabajando junto con la 
CEPAL fomentando la creación de capacidades regionales y nacionales; 

Solicitar a la Mesa Directiva que, con el apoyo de la secretaría técnica, identifique y presente 
medios de financiamiento para el proceso de negociación y la aplicación del instrumento regional; 

Proseguir los esfuerzos por incorporar a más países, fortalecer sinergias con otros procesos 
interiacionales y evaluar oportunamente formas de institucionalización, incluida la integración de este 
proceso en mecanismos regionales existentes. 

Véase "Acceso a la información, participación y justicia en temas ambientales en América Latina y el Caribe: 
situación actual, perspectivas y ejemplos de buenas prácticas", serie Medio Ambiente y Desarrollo, N° 151 
(LC/L.3549/Rev.2), 2013. 
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MINISTERIO DE RELACIONES 

EXTERIORES MUY URGENTE 

MEMORÁNDUM (DGM) N° DGM00248/2019 

A : DIRECCIÓN GENERAL DE TRATADOS 

De : DIRECCIÓN GENERAL PARA ASUNTOS MULTILATERALES Y GLOBALES 

Asunto : Perfeccionamiento interno del Acuerdo de Escazú 

Cumplido el proceso de solicitar opiniones a los sectores del Ejecutivo, y corresponderá contemplar las opiniones del 

sector privado y sociedad civil, se agradecerá iniciar el procedimiento interno de perfeccionamiento del Acuerdo 

Regional sobre el Acceso a la información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 

América Latina y el Caribe, en adelante el Acuerdo, para lo cual agradeceré considerar la información que se detalla a 

continuación. 

1. Antecedentes 

En el marco de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible" de 2012 (Rio + 20), el Perú junto 

con otros 21 países de la región de América Latina y el Caribe, suscribió la "Declaración sobre la aplicación del Principio 

10 de la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo", mediante la cual los países se comprometieron a 

elaborar e implementar un Plan de Acción 2012-2014, con el apoyo de CEPAL como secretaría técnica, para avanzar en 

la consecución de un convenio regional u otro instrumento 

En base a dicha Declaración, se adoptó en el 2014, el "Documento de Santiago", a través del cual 24 países de la región 

deciden dar inicio a la negociación de un instrumento regional sobre acceso a la información, la participación y la 

justicia en asuntos ambientales. 

Las negociaciones fueron lideradas por Chile y Costa Rica en su calidad de Copresidentes y por otros cinco integrantes 

de la Mesa Directiva (Argentina, México, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tobago y el Perú(, contando con el 

apoyo de la CEPAL. Se realizaron 9 reuniones regionales: Santiago (mayo 2015(, Panamá (octubre 2015), Montevideo 

(abril 2016(, Santo Domingo (agosto 2016), Santiago (noviembre 2016), Brasilia (marzo 2017(, Buenos Aires (julio 

2017), Santiago (noviembre 2017( y San José (febrero-marzo 2018). 

El Perú, participó en todo el proceso preparatorio y de negociación a través de representantes del Ministerio de 

Relaciones Exteriores y del Ministerio del Ambiente. En la III Reunión de Puntos Focales en Lima en octubre de 2013 se 

aprobó el documento 'Visión de Lima" que sirvió como base para la parte preambular del texto del Acuerdo. 

Durante la Novena Reunión Regional (San José, Costa Rica, 28 de febrero- 4 de marzo de 2018(, el 4 de marzo de 2018 

se adoptó, con la asistencia de 24 delegaciones, el "Acuerdo Regional sobre el Acceso a la información, la Participación 

Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe" conocido como "Acuerdo de 

Escazú". La delegación peruana fue presidida por el entonces Viceministro de Desarrollo Estratégico de los Recursos 

Naturales, señor Fernando León Morales. 

De conformidad con el numeral 1 del Artículo 21 del citado Acuerdo, este quedó abierto a la firma de todos los países 

de América Latina y el Caribe incluidos en el Anexo 1, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, del 27 de 

septiembre de 2018 al 26 de septiembre de 2020. 

http ://stdweb.rree.gob.pe/Aplicaciones/ReingenierialMM/rnemoweb.nsf'VerMemo.xsp  15/05/2019 
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Asimismo, el numeral 2 del Artículo 21 del Acuerdo establece que el mismo estará sujeto a la ratificación, la aceptación 

o la aprobación de los Estados que lo hayan firmado y quedará sujeto a la adhesión de todos los países de América 

Latina y el Caribe incluidos en el Anexo 1 que no lo hayan firmado, a partir del día siguiente a la fecha en que expire el 

plazo para la firma del Acuerdo. 

El Perú suscribió el Acuerdo de Escazú el 27 de setiembre de 2018, al margen del 73 periodo de sesiones de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en Nueva York. Dicho acto fue realizado el señora Fabiola Muñoz Dodero, 

entonces Ministra del Ambiente, premunida de Plenos Poderes que fueron otorgados por la Resolución Suprema Nº  

183-2018-RE, de fecha 18 de setiembre de 2018, publicada en el diario oficial "El Peruano" el 19 de setiembre de 2018. 

De los 33 países participantes en la negociación del acuerdo, 16 países lo han firmado: Antigua y Barbuda, Argentina, 

Bolivia, Brasil, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, Guatemala, Guyana, Haití, México, Panamá, Paraguay, Perú, 

Santa Lucia, Uruguay. 

https://treaties.un.org/PagesNiewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsgno=XXVII-18&chapter=27&clang=en  

Solamente Guyana lo ha ratificado el 18 de abril del presente año. 

El Gobierno de Chile, país minero como el Perú, ha afirmado que "no lo firmamos porque estamos convencidos que 

nuestro derecho comprende, en distintos cuerpos legales, varios contenidos del acuerdo" (Roberto Ampuero, La 

Tercera, 9 de mayo de 2019). 

1. Recomendación. 

Considerando que el Perú ha suscrito el Acuerdo, corresponde al Congreso de la República considerar su ratificación, 

para cuyo efecto se adjuntan las opiniones de los sectores (en físico) y de la Dirección de Derechos Humanos del 

Ministerio de Relaciones Exteriores, así como un resumen no exhaustivo de las mismas. 

Lima, 14 de mayo del 2019 

Marco Vinicio Balarezo Lizarzaburu 

Embajador 

Director General para Asuntos Multilaterales y Globales 

0.0: DMA,DGM,GAB,DDH,GAC 

AAPD 

Este documento ha sido impreso por Patricia Giuliana Linares Delgado, quien asume la responsabilidad 

sobre el uso y destino de la información contenida. 15/05/19 11:22 AM 

Anexos 

Resumen opiniones A. Escazú_vf.docx 

DDH001752019 - Escazu.pdf 

Proveidos 

Proveido de Marco Vinicio Balarezo Lizarzaburu (14/05/2019 17:52:23) 

Derivado a Ana Teresa Revilla Vergara 

Pendiente inicial. 

Proveido de Evelyn Miyagui Henna (14/05/2019 18:05:36) 

Derivado a Jimmy Ulloa Rojas, Catherine Jeanette Gamarra Dominguez 

Proveido de Anne Maeda lkehata (14/05/2019 18:11:08) 

Derivado a Alexandra Fridel Tonsmann Foppiani 

http://stdweb.ITee.gob.pe/Ap1icaciones/ReingenieriMM/memoweb.nsf/VerMemo.xsp  15/05/2019 
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'Docenío de la lgualdd de Oportunidades para Miijerios y Hombres 

OFICIO N° 226-2018-DP/AMASPPI 

Señora 
Ana Peña Doig 
Directora de Medio Ambiente 
Ministerio de Relaciones Exteriores 

Jirón Lampa N° 545 
Lima. - 

Lima, 25 de junio de 2018 

Asunto Suscripción y ratificación de¡ Acuerdo Regional 
sobre el acceso a la información, la participación 
pública y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe 

De mi especial consideración; 

Es grato dirigirme a usted para saludarla cordialmente y, a la vez, referirme a la 

importancia de la suscripción y ratificación de¡ Acuerdo Regional sobre el acceso a la 

información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales en 

América Latina y el Caribe (en adelante el Acuerdo de Escazú)1  por el Estado Peruano. 

Sobre el particular, cabe señalar que el Acuerdo de Escazú tiene por objeto garantizar la 

implementación plena y efectiva de los denominados derechos de acceso —acceso a la 

información, participación pública en los procesos de toma de decisiones y acceso a la 

justicia en asuntos ambientales— en aras de contribuir a la protección de¡ derecho a vivir en 

un ambiente sano y al desarrollo sostenible2. 

Cabe destacar que, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo3  fue un punto de inflexión en cuanto al reconocimiento de la importancia de los 

derechos de acceso4. A partir de entonces, existe un amplio consenso en la comunidad 

internacional respecto a que dichos derechos, constituyen una parte central de la relación 

entre el ambiente y los derechos humanos, son la base de la democracia ambiental y la 

buena gobernanza, y a la vez, elementos centrales para lograr la sostenibilidad ambiental 

de¡ desarrollo5. 

En esa linea, nuestro pais ha realizado importantes avances para garantizarlos6  Se han 

emitido normas internas, ratificado importantes tratados internacionales y se han emitido 

sentencias a nivel de¡ Tribunal Constitucional. 

Adoptado el 04 de marzo de 2018 en Escazú, Costa Rica duranle la novena reurón de¡ Comite de Ne0ocraclÓn 

t4obre el Principio 10 de la Deciaración de Rio. 
ArtIculo 1 de¡ Acuerdo de Escazú. 
Celebrada en Rio de Janeiro en junio de 1992 

'Estos derechos fueron recogidos en ci principio 10 de la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 

CEPAL (2018), Acceso a la información la participación y la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el 

Caribe. Hacia el logro de la Agenda 2030 para el Desarrolio Sostenible Naciones Unidas, LC/TS 2017/83. p 13 

Disponible en hitps /lrepositorio cenal oro, tsream/haodie/11362/43301/4/S1701021 es pdt 

"Según el Observatorio del principio 10 en América Latina y el Caribe a cargo de CEPAL, con relación al Perú; Sobre 

el derecho de acceso a la información cuenta con 5 instrumentos de pohtica, un pronunciamiento en sede judicial y ha 

suscrito 17 tratados internacionales: en cuanto al derecho a la participación publica cuenta con 7 instrumentos de 

politica y ha suscrito 10 tratados internacionales; y, finalmente, en cuanto al derecho de acceso a la justicia cuenta con 

7 instrumentos de poliiica 1 pronunciamiento en sede judicial y  3 tratados internacionales Ver 

ti.tip //observatorionli) cepal or' 

Jr Ucayali N° 394-398 —  Lima 
Teléfono' 311-0300 anexo 3051 
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Sin embargo, aún existen desafíos pendientes a fin de lograr una implementación plena y 

efectiva de los derechos de acceso. A mayo de 2018, nuestra institución reportó7  que los 

conflictos socioambientales representan el 64.6% del total de conflictos sociales en nuestro 

país, lo cual pone en evidencia las serias dificultades que atravesamos para alcanzar la 

sostenibilidad ambiental, guiada por la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

Para seguir avanzando en dicho camino, la OCDE recomendó al Perú: seguir reforzando la 

construcción del Sistema de Información Ambiental y su utilización en la política pública, 

asegurar el acceso oportuno y transparente a la información ambiental,8  reforzar la eficacia 

del acceso a la información y la participación amplía en los procesos de licenciamiento, y, 

promover la incorporación de la temática ambiental en las distintas iniciativas de 

transparencia9. 

En tal sentido, en opinión de la Defensoría del Pueblo, resulta de suma importancia para 

nuestro país, la suscripción y ratificación del Acuerdo de Escazú, dado que su carácter 

vinculante, reforzaría el compromiso del Estado peruano con la garantía de los derechos 

de acceso, y al mismo tiempo, con la protección de los defensores de los derechos 

humanos en asuntos ambientales, pilares para lograr un desarrollo respetuoso de nuestro 

país. 

Con la seguridad de su gentil atención, me valgo de la oportunidad para expresarle a usted 

los sentimientos de mi especial consideración. 

Atentamente, 

M'ci* Abto Cabaníllas 
djuntaal tDefens'çr de/ Pueblo en Medio Ambiente, 

Servicios Públioos'y Pueblos Indígenas (e) 

EHB/kbc 

r4IES. (D F= pA,RTES 
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Entre ellos, el 65.6% está vinculado a la actividad minera, seguidos por los conflictos de actividades de hidrocarburos 

con 14 1%. Defensorla del Pueblo (2018). Reporte Mensual de conflictos Sociates N.' 171— Mayo 2018. Disponible 

en: 
hItp//wvw defensoria 
N%C2%80171 -Mayp2018,pdf 

OCDE (2016). Evaluaciones del desempe(o ambiental PERu. Aspectos destacados y recomendaciones. Naciones 

Unidas, p. 36. Disponible en 
1 62/40l71/S1 600313 es,pdf?sepuence= 1 &isAllowcy 

lbldem, p 70 

Jr. Ucayali N°  394-398 - Lima 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL 

"Año del Dialogo y la Reconciliacido Nacional 

Lima, 14 de agosto de 2018 

Oficio N.°  ("/ 5C -2018-SG-CS-PJ 

Señora 
ANA PEÑA DOIG 
Directora de Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores 
ID roecxnfcs 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, por encargo del señor Presidente del 
Poder Judicial, en atención a SU OF RE (DMA) N.  4-2-13/60, se le hace llegar 
adjunto al presente, la opinión emitida por el Presidente de la Comisión 
Nacional de Gestión Ambiental del Poder Judicial, sobre el Acuerdo Regional 
respecto al acceso a la información, la participación pública y el acceso a la 
justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe, denominado 
también Acuerdo de Escazú". Lo que se remite para los fines pertinentes. 

Hago propicia la oportunidad para expresar a usted los sentimientos de mi 
especial consideración. 

Atentamente 

" JUAN ÇLOS COLLA TES CAMACHO 
Secretario General 
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INFORME N° 004 - 2018-CNGA-PJ 

ASUNTO : Evaluación de las ventajas y beneficios que reportará al 

Perú la ratificación del Acuerdo de Escazú, a partir de las 

respectiva Políticas Sectoriales. 

FECHA : 31 de julio de 2018. 

Tengo el agrado de dirigirme a usted a fin de remitirle la evaluación de las ventajas y 
beneficios que reportará al Perú la ratificación del Acuerdo de Escazú, a partir de las 
respectivas Políticas Sectoriales en relación al Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 
América Latina y el Caribe, en adelante "Acuerdo de Escazú". 

BASE LEGAL 

• Ley General del Ambiente Ley N° 28611. 
• Ley Orgánica del Poder Judicial. 
• Plan de Desarrollo Institucional del Poder Judicial 2009-2018. 
• Plan de Gestión Ambiental del Poder Judicial 2017-2021. 
• Resolución Administrativa N° 007-2017-SP-CS-PJ. 
• Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 

Acceso a la Justicia adoptado en Escazú. 

H. AVANCES DEL PODER JUDtCIAL EN MATERIA AMBIENTAL 

El Poder Judicial Peruano adoptó acciones concretas para que la institución logre: (1) 
Gestionar de forma eficiente y sostenible los recursos usados en el circuito de los 
procesos judiciales; y (2) cumplir eficientemente con el mandato constitucional de impartir 
justicia ambiental. En ese contexto se trabajaron diferentes actividades, con el objetivo de 
generar alianzas con instituciones responsables en el ámbito ambiental, así como 
sensibilizar al personal jurisdiccional y administrativo. 

Acciones concretas: 

Convenios Interinstitucionales 

Se han suscrito convenios interinstitucionales para fortalecer las capacidades en materia 
ambiental del Poder Judicial: 

• MINAM - Ministerio del Ambiente 
• OEFA - Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
• SPDA - Sociedad Peruana de Derecho Ambiental 
• DAR- Derecho, Ambiente y Recursos Naturales 
• MINAGRI - Ministerio de Agricultura y Riego 
• OEA - Organización de Estados Americanos 
• ADAPOJ - Asociación de Damas del Poder Judicial 
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Símbolo Ecológico 

La Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, ha implementado un Proyecto 
Techo Verde, SIMBOLO ECOLÓGICO de nuestra institución, con áreas verdes y  04 
paneles solares que abastecen con energía limpia el despacho Presidencial de la Corte 
Suprema. Por la participación destacada se recibió el reconocimiento en 1niciativas 
Institucionales Públicas Ecoeficientes Modelos 2017" del Ministerio del Ambiente 
Peruano. 

Congresos Internacionales De Justicia Ambiental 

La realización del Primer Congreso Internacional de Justicia Ambiental del Poder Judicial 
del Perú en Madre de Dios - Puerto Maldonado, que es una de las zonas más afectada 
por delitos ambientales en el Perú. Se convocó en este evento académico a 51 
especialistas nacionales e internacionales en 16 horas de exposición, con la presencia de 
más de 150 jueces peruanos de todas las zonas del país, jueces de Sudamérica 
(brasileños, chilenos, colombianos, argentinos, etc.) y otros representantes de 
instituciones interesadas en la temática ambiental. Este año se realizará el Segundo 
Congreso Internacional de Justicia Ambiental del Poder Judicial del Perú en Pucallpa - 
Ucayali, zona afectada por la desmesurada tala ilegal. El presente Congreso se realizará 
del 08 al 10 de noviembre del presente año y contará con participación de 110 jueces y 
juezas a nivel nacional, ponentes internacionales e invitados. 

En el marco del Acuerdo de Escazú y conforme a los artículos 1, 4, 5, 7 y  8, el Poder 
Judicial garantizará la implementación plena y efectiva del acceso a la información 
ambiental, participación pública y acceso a la justicia en asuntos ambientales. En ese 
sentido, estamos de acuerdo en que el Estado Peruano ratifique el referido Acuerdo, 
porque los beneficios que reportará a nuestra institución permitirán un efectivo ejercicio y 
tutela de los derechos antes señalados, garantizando así una justicia ambiental 
sostenible. 

III. ACCESO A LA INFORMACIÓN 

) 3.1 Sistemas de información y consulta dirigidos al ciudadano 
El Poder Judicial cuenta con un Sistema de consulta de expedientes ¡udiciales en 
instancias Superior y Suprema, los mismos que a través de parámetros de 
búsqueda permiten a los ciudadanos obtener información sobre procesos. 

La institución también ha implementado un Sistema de Jurisprudencia Nacional 
Sistematizada, el cual ha clasificado aquellos procesos que son tipificados como 
ambientales en dos rubros, penal y constitucional, siendo el siguiente parámetro 
de búsqueda el delito. 

Además, la página web del Poder Judicial posee un Registro de Intérpretes de 
Lenguas Indígenas u Originarias, que se encuentra a disposición de las Cortes 
Superiores de Justicia de la República, a través de la Nómina Oficial del "Registro 
de Intérpretes de Lenguas Indígenas u Originarias", debidamente acreditados por 
el Viceministro de Interculturalidad del Ministerio de Cultura. Esto permitiría que 
aquellos procesos ambientales que requieran de interlocutores en lenguas 
indígenas tengan la posibilidad de contar con una mayor ventaja para llevar dicho 
proceso y comunicarse con las partes implicadas. 
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Así mismo, Oficina Nacional de Justicia de Paz y Justicia Indígena -ONAJUP1, 
informa lo siguiente: 

• Huancavelica: 26 jueces quechua hablantes 
• Cañete: 8 quechua hablantes y  4 almara hablantes 
• Ica: 22 quechua hablantes y  1 airnara hablante 
• Tacna: 7 quechua hablantes y  5 almara hablantes 
• Ventanilla: 10 quechua hablantes 
• Santa: 11 quechua hablantes 
• Puno: 38 quechua hablantes y  29 aimara hablantes 

Línk Consulta Expedientes Judiciales - Supremo: 
http:/fapps. pi .goh. pe/ceS  upremo/ 
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Link Consulta Expedientes Judiciales - Superior: 
html 
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Link Sistema de Jurisprudencial Nacional Sistematizada: 

https.//urisprudencia.pj.qobpe/urisprudenciaweb'faces/paqe/inicio.xhtrnl 
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Búsqueda por Categorias 
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Link Módulo de Búsqueda del "Registro de Intérpretes de Lenguas Indígenas u 

Originarias" 

http://geojusticia.pj.qob. pe/Uio/  

Bienvenido al Módulo de Búsqueda del "Registro de Intérpretes de Lenguas Indigenas u 
Originarias" 

El Poder Judicial pone a dtsposuon de as Cortes Srtperors de dus,ce de la Repiblica una rrianere  taz,i y ro,da de 
encontrar en intriprete cc coser' irdisoscer ir - erice e cravee cre e 'Jdniicre Oírc,al del 'Registro de Interpretes 
de Lenguas Indigenas u Originarias" debiçlaninte eccediaJoe por el Viceministro de Interculturalidad del 
Ministerto de Cultura 

Lenguas JnIgena8 U ungrnana 

Seleccionar 

Oral. Ef1rCc0. ...
.: Al iar' 
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3.2 Condiciones técnicas para la implementación de un sistema de información 

especializado en materia ambiental 

El sitio web de la Comisión Nacional de Gestión Ambiental se encuentra dentro de 
la página web del Poder Judicial. Este sitio se encuentra aún en planeamiento y 
desarrollo dado la capacidad de los recursos humanos y sistemas para efectuar 
dicha propuesta. Sin embargo, en este sitio ya se puede ubicar información 
relevante dirigida al público general y especializado en temas de justicia 
ambiental. 

Cabe mencionar que está considerado dentro del plan de desarrollo del sitio la 
creación del enlace a los sistemas de información antes mencionados. 

Link Comisión Nacional de Gestión Ambiental 

httpsí/www p.gob.pe!wps!wcm/connect/ambiente!s ambiente/as ni ambiente 
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3.3 Mesas de trabajo como una oportunidad de articular esfuerzos conjuntos 

entre instituciones 

En Madre de Dios se ha creado la primera Mesa de Trabajo, el cual es un 
mecanismo de articulación entre las distintas entidades públicas y privadas que se 
han suscrito al Pacto de Madre de Dios por la Justicia Ambiental. Dicha Mesa 
permite el diálogo interinstitucional entre todas las entidades implicadas en la 
protección del ambiente y promueve la acción conjunta para frenar el avance de 
los delitos ambientales. 

Por otro lado la Mesa de Trabajo es una instancia técnico de trabajo para el 
intercambio de información, experiencias y conocimientos en materia de justicia 
ambiental con el fin de establecer herramientas concretas para revalorizar y 
salvaguardar los importantes servicios que brindan los ecosistemas para la 
satisfacción de las necesidades y desarrollo de las personas, especialmente de 
las poblaciones vulnerables y de los pueblos indígenas. 
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Como en Madre de Dios, el Poder Judicial, por medio de la Comisión Nacional de 
Gestión Ambiental, tiene prevista la creación de mesas de trabajo en cada Distrito 
Judicial. 

3.4 Módulos de Justicia Itinerante 

La Comisión Permanente de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de 
Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad2  realiza ferias "Llapanchikpaq", en las 
cuales expone los servicios del Poder Judicial al ciudadano, en estas ferias 
también está presente la temática ambiental a través de la CNGA, con módulos de 
información y dinámicas de sensibilización dirigidas a público en general. 

Así mismo, el 08 de setiembre de 2017 fue aprobado mediante Resolución 
Administrativa N°  264-2017-CE-PJ, el Protocolo de Justicia Itinerante para el 
Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad", el cual tiene 
por objetivo regular la justicia itinerante en el desarrollo de las diferentes etapas 
del proceso judicial hasta la emisión de la sentencia, para permitir el acceso a la 
justicia de la poblacion en condicion de vulnerabidad brindandole un servicio de 
justicia descentralizado e integrado. 

3.5 Visitas Judiciales de la OCMA 

Por Resolución de Jefatura N° 004-2018-J-OCMA/PJ, la Jefatura Suprema de la 
Oficina de Control de la Magistratura (OCMA)3  programó las Visitas Judiciales 
Ordinarias para ser desarrolladas durante el presente año. Dentro de estas visitas 
se llevan módulos de información y recepción de quejas de ciudadanos, 
acompañados por el respectivo seguimiento, 

3.6 Noticiero Judicial en Quechua 

Por Resolución Administrativa N" 47-2017-P-PJ, se dispone al Canal Judicial 
Justicia TV4, la producción del programa televisivo "Noticiero Judicial en Quechua" 
desde el 31 de enero de 2017, con la finalidad de desarrollar y consolidar un 
sistema de comunicación intercultural entre los pueblos originarios y el Estado, 
incluyendo de esta manera tanto a ellos como a sus organizaciones, con la 

.7) 
finalidad de superar la desigualdad cognitiva y la discriminación de esta minoría. 

3.7 Elaboración de guías para lenguaje jurídico en los sitios de información 

Si bien los sitios de información anteriormente mencionados cuentan con una 
amplía data. La información es accesible si se cuenta con los datos para llenar los 
campos requeridos, entre ellos N° de expediente, distrito judicial, año; y además, 
conocimiento de lenguaje y códigos jurídicos. 

El sitio carece de guías para usuarios en cuanto a cómo entender los resultados 
de la búsqueda, y la dificultad se incrementa cuando se identifica que los 
resultados obtenidos sólo pueden ser entendidos por especialistas en la materia, 
llámese los abogados o fiscales que están llevando el proceso. 

2 
httpsjwwwpj,goh.pe/ps/wcrn/connect/apvyic/s  aivcyic/as acceso iusticia inicio 

3 pILoçhgjeLieLrtaI  

An 
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3.8 Mayor desarrollo de información útil para el ciudadano 

El Poder Judicial, por medio de la Comisión Nacional de Gestión Ambiental, está 
orientado al desarrollo de herramientas de acceso a la información, tales como 
guías y publicaciones sobre los diversos temas que le preocupan al ciudadano 
con respecto a la protección del medio ambiente, en especial en materia jurídica. 
Dicha implementación permitiría acercar el contenido a la población, tales como 
tipo de delitos, canales de denuncia, etapas de un proceso, entre otros. 

3.9 Toma de notas de la información contenida en los expedientes judiciales, a 
través de mecanismos de digitalización o con el uso de teléfonos celulares 

Mediante Resolución Administrativa N° 093-2018CE-PJ con fecha 14 de marzo 
de 2018, se autorizó a las Cortes Superiores de Justicia del país, para que 
permitan la toma de notas de la información contenida en los expedientes 
judiciales, a través de mecanismos de digitalización o con el uso de teléfonos 
celulares. 

El avance tecnológico y de las comunicaciones ha dado paso al surgimiento de 
innovadoras y novedosas herramientas que, por su fácil empleo y acceso, son 
instrumentos tecnológicos digitales que permiten la captura y almacenamiento de 
imágenes, de forma directa, rápida y segura, lo que bien podría aplicarse, para el 
recojo de información de los expedientes judiciales. Este medio deviene en útil e 
idóneo para los fines del ejercicio de la defensa (derecho a contar con el tiempo y 
los medios adecuados para preparar la defensa). 

IV. PARTICIPACIÓN PÚBLICA 

4.1 Comisión de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de 
Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad 

La Comisión Permanente del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de 
Personas en Condición de Vulnerabilidad, realiza sus actividades enmarcadas en 
el Plan Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de 

(«e ) Vulnerabilidad - Poder Judicial 2016 - 2021, así como la promoción de los 
derechos fundamentales y los mecanismos de protección de éstos, con el fin de 
promover el Acceso a la Justicia de las personas de los diversos grupos de 
población en condición de vulnerabilidad de todas las regiones del Perú. 

Dichas actividades poseen un componente muy fuerte de participación pública o 
participación informada de la población, aplicado trasversalmente en sus 11 ejes 
de trabajo. A partir de herramientas de recojo de información de la comunidad 
tales como mesas de trabajo, audiencias públicas, congresos y conferencia con la 
participación de la sociedad civil organizada, se recogen las propuestas, ideas, 
comentarios, quejas u otros que permiten la elaboración o modificación de los 
protocolos de atención judicial, propuestas de ley o programas. Estos aportes 
permiten mejorar la calidad de atención en los procesos que resuelve la 
institución, dirigido a los ciudadanos. 

((Y 
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4.2 Comisión de Justicia de Género 

La Comisión de Justicia de Género del Poder Judicial, una instancia que ha sido 
creada para institucionalizar el enfoque de género en todos los niveles de la 
administración de justicia a nivel nacional, actualmente desarrolla programas 
dirigidos principalmente a trabajar sus 04 objetivos estratégicos, dentro de los 
cuales no aplica un componente de Participación ciudadana o participación 
pública informada, dado que los públicos objetivos principales son los Jueces y 
Juezas, así como el personal administrativo y jurisdiccional del mismo Poder 
Judicial a nivel nacional. 

Todos los planes, proyectos, leyes u otros que trabaja la CJG se basan en la 
aplicación del enfoque de género al estudio de los procesos, jurisprudencia, y 
otras herramientas de análisis, los cuales han sido desarrollados sin la 
participación informada de la ciudadanía. 

Las capacitaciones, publicaciones y actividades se dirigen principalmente a los 
jueces y juezas, personal jurisdiccional y administrativo de la misma institución del 

( )' Poder Judicial; y toda acción dirigida hacia la ciudadanía se relaciona con el 
componente de acceso a la justicia y acceso a la información. 

4.3 Comisión Nacional de Gestión Ambiental 

Dentro de las actividades desarrolladas por la Comisión se encuentra la 
formulación del Pacto de Madre de Dios por la Justicia Ambiental, iniciativa 
firmada no solo por entidades estatales sino por la sociedad civil organizada. De 
esta forma, la iniciativa cuenta con el componente de «participación pública', pues 
al tener el involucramiento de la sociedad civil, el Pacto de Madre de Dios permite 
la integración de dichos actores en la ejecución de los acuerdos formulados en el 
mismo. 

4.4 Mesas de trabajo como una oportunidad acercamiento entre la sociedad y 

las instituciones públicas (Pacto de Madre de Dios por la Justicia Ambiental 

- Poder Judicial) 

En Madre de Dios se ha creado la primera Mesa de Trabajo, el cual es un 
mecanismo de articulación entre las distintas entidades públicas, organismos no 
gubernamentales y la sociedad civil que se han suscrito al Pacto de Madre de 
Dios por la Justicia Ambiental, dicha Mesa permite el diálogo interinstitucional y 
con la sociedad civil mejorar yio crear mecanismos para una justicia ambiental 
accesible, eficiente y eficaz para la protección del ambiente y así promover la 
acción conjunta para frenar el avance de los delitos ambientales. 

V. ACCESO A LA JUSTICIA AMBIENTAL 

5.1 Observatorio del Poder Judicial Ambiental 

Por ello, la Comisión Nacional de Gestión Ambiental en cumplimiento de lo 
señalado en artículo 8, numeral 4) y literal c) del Acuerdo de Escazú se encuentra 
en plena implementación del Observatorio de la Justicia Ambiental como una 
forma de control ciudadano sobre el ejercicio de una función estatal, que cumple 
una serie de funciones que se resumen en las siguientes: 

CkC 
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Información y difusión. Se trata de iniciativas que presentan datos sobre la 
actividad judicial sin someterlos a ningún tipo de procesamiento o análisis 
posterior. Aunque en la selección del material que se difunde hay una 
implícita labor crítica, lo cierto es que se trata principalmente de poner a 
disposición del usuario un cúmulo de información para que aquel haga su 
propia evaluación. 
Denuncia. Se trata de iniciativas que, basadas en información recabada de 
manera independiente o brindada por terceros, señalan los que consideran 
vicios o deficiencias en el ejercicio de la actividad judicial. Aquí se agrupan 
aquellos observatorios que, por ejemplo, dan seguimiento al respeto y 
promoción de los derechos humanos y su vinculación con la actividad judicial 
como también aquellos que denuncian hechos de corrupción. 
Análisis critico. Ésta la realizan las iniciativas ciudadanas que, a partir de 
información recopilada por ellas mismas o disponible públicamente, analizan 
sus contenidos utilizando técnicas y herramientas jurídicas, estadísticas u 
otras de investigación. Se trata de observatorios que dan seguimiento critico a 

í las líneas y criterios jurisprudenciales o examinan las políticas y decisiones 
financieras y organizativas del poder judicial. 
Recomendación y propuesta. Esta función la realizan las iniciativas que 
trascienden al ámbito propositivo. Se distinguen por pasar del análisis a la 
recomendación de cursos de acción y a la propuesta de soluciones a las 
deficiencias o vicios que identifican. El trabajo de estos observatorios se nutre 
de las herramientas conceptuales y metodológicas para el análisis, diseño y 
evaluación de políticas públicas. 

5.2 Mesas de trabajo en el marco del Pacto de Madre de Dios por la Justicia 
Ambiental 

En Madre de Dios se ha creado la primera Mesa de Trabajo, el cual es un 
mecanismo de articulación entre las distintas entidades públicas y privadas que se 
han suscrito al Pacto de Madre de Dios por la Justicia Ambiental. Dicha Mesa 
permite el diálogo interinstitucional entre todas las entidades implicadas en la 
protección del ambiente y promueve la acción conjunta para frenar el avance de 
los delitos ambientales. Con la finalidad de garantizar un acceso y ejercicio amplio 
del derecho a la Justicia Ambiental. 

El Pacto de Madre de Dios por la Justicia Ambiental es un programa que refuerza 
el reconocimiento constitucional y legal que el Perú otorga a los derechos 
ambientales, a través de la promoción de la aplicación efectiva de los mecanismos 
concretos y eficaces de acceso a la Justicia Ambiental. 

El Pacto permite ejecutar acciones conjuntas entre los actores públicos y privados 
que se han sumado, a fin de asegurar la efectiva protección de los derechos 
humanos a la vida, a la salud, a la integridad y a gozar de un ambiente sano y 
equilibrado de las personas, contribuyendo a evitar los escenarios de afectación a 
ciudadanos y al patrimonio natural nacional, así como a contar con herramientas 
concretas para asegurar acciones de prevención, resarcimiento y/o afines por 
posibles o reales vulneraciones de derechos. 

Ante la creciente tendencia de número de casos de conflictos jurídicos de 
naturaleza ambiental es fundamental que los órganos administrativos y 
jurisdiccionalos, desarrollen sus capacidades para proveer soluciones expeditas y 
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completas que garanticen la protección de las personas y de¡ ambiente. Una de 
las herramientas propuestas en el Pacto es la creación de Mesas de Trabajo a 
nivel regional, que permitan la articulación de esfuerzos entre las diversas 
instituciones. 

(JJ 

) 

El Pacto de Madre de Dios por la Justicia Ambiental, entregado al Sumo Pontífice, 
el Papa Francisco, colocó en la agenda pública la importante discusión sobre los 
servicios que brindan los ecosistemas para la satisfacción de las necesidades y de 
desarrollo de la ciudadanía, especialmente de la población vulnerable y de los 
pueblos indígenas. 

Diez aspectos priorizados en el Pacto de Madre de Dios 

A continuación, se presentan los temas esenciales sobre la Justicia Ambiental 
priorizados por las diversas entidades de¡ sistema justicia de¡ Perú, de las 
entidades gubernamentales que integran el sistema nacional de gestión ambiental 
y, además, de las entidades de la sociedad civil interesadas en mejorar el 
desempeño de la justicia ambiental en el país: 

Desarrollaremos la Justicia Ambiental para mejorar el acceso y la aplicación 
especializada, eficaz y eficiente de la justicia ambiental frente al creciente 
número de reclamaciones que se vienen registrando en materia 
administrativa, penal, contencioso administrativo, constitucional, civil, 
consuetudinaria y especial. 
Difundiremos el alcance e importancia de los principios y derechos 
ambientales, así como fomentaremos la educación y ética ambiental en la 
ciudadanía y en los operadores de justicia. 
Mejoraremos las condiciones necesarias para proteger a cualquier persona o 
grupo que pueda sufrir violencia, coacción o cualquier forma de agresión en el 
impulso yio ejercicio de los derechos humanos enmarcados en el presente 
Pacto. 
lmplementaremos los mecanismos de publicidad, a través de las plataformas 
web institucionales, sobre las decisiones judiciales y/o administrativas 
adoptadas en materia ambiental, conforme a ley. Así como impulsaremos la 
interoperabilidad de estos mecanismos. 
Contaremos con un observatorio de monitoreo de la justicia ambiental para 
asegurar la efectividad de las resoluciones y mandatos de los órganos 
administrativos y jurisdiccionales. 
Elaboraremos y viabilizaremos los proyectos de inversión e iniciativas que 
permitan mejorar las capacidades tecnológicas y de acción en las 
investigaciones fiscales sobre delitos ambientales y, en general, en la Justicia 
Ambiental. 
Fortaleceremos las capacidades de la Defensa Jurídica de¡ Estado en materia 
ambiental, así como la especialización ambiental en las diversas entidades 
estatales. 
Elaboraremos y ejecutaremos planes de capacitación, investigación, difusión 
de materiales especializados en Derecho y Justicia Ambiental. 
Consolidaremos las medidas de ecoeficiencia en las entidades estatales 
vinculadas con la Justicia Ambiental. 
Facilitaremos el acceso a la justicia ambiental evitando cualquier barrera que 
pudiese impedir o limitar el acceso a la Justicia Ambiental. 
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Entidades públicas y privadas que firmaron: 

Poder Judicial. Presidente de la Comisión Nacional de Gestión Ambiental Sr. 
Duberlí Rodríguez Tineo y Vocales de la Corte Suprema, Elvia Barrios 
Alvarado - Jueza Suprema Titular, Iris Estela Pacheco Huancas - Jueza 
Suprema Provisional. 
Cortes Superiores de Madre de Dios, Tumbes, Ancash, Lima Sur, Cajamarca, 
Santa, Arequipa, Ucayali, Pasco, Lima Este, Sullana, Lambayeque, Huara, 
Moquegua, Cañete, Tacna, Cajamarca, Junín, Ucayali, Loreto, Ancash, Ica, 
Callao, San Martín, Amazonas, Huánuco, Amazonas, Lima norte, 
Huancavelica, Piura, 
Ministerio del Ambiente. Ministra del Ambiente 
Ministerio Público. Coordinadora de Fiscalías Ambientales 
Congreso de la República. Presidente de la Comisión de Pueblos Andinos, 
Amazónicos, Afroperuanos, Ambiente y Ecología 
Defensoría del Pueblo. Adjunta del Medio Ambiente y Pueblos Indígenas. 

J  ) 7. Ministerio Agricultura y Riego. Viceministro de Desarrollo e Infraestructura 
Agraria y Riego. 
Ministerio de Energía y Minas. Dirección de Formalización Minera. 
Ministerio del Interior. Dirección de Protección de Medio Ambiente de la 
Policía Nacional del Perú, PNP. 

10, Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas, SERNANP. Jefatura. 
Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería, OSINERGMIN. 
Presidente del Consejo Directivo 
Comité de Gestión de la Reserva Nacional de Tambopata. 
Organismo de Supervisión de los Recursos Forestales y Fauna Silvestre 
OSINFOR. 
Autoridad Nacional del Agua. Madre de Dios. 
UNDOC. United Nations Office on Drugs and Crime. Oficina de Naciones 
Unidas contra la droga y el delito 
Asociación lnterétnica de Desarrollo de la Selva Peruana (AIDESEP) 
Federación Nativa del Río Madre de Dios y Afluentes FENAMAD 
Consejo Indígena de la zona baja del río Madre de Dios - COINBAMAD 
Consejo Machiguenga del río Urubamba - COMARU 

í ) 20. Sociedad Peruana de Derecho Ambiental 
Derecho Ambiente y Recursos Naturales 
PROÉTlCA - capítulo peruano de Transparencia Internacional 
Centro de Innovación Científica Amazónica. CINCIA. 
Asociación para la Conservación de la Cuenca Amazónica. 
Universidad Nacional de Trujillo 
Libélula 
American Bar Association - rule of law initiative (ABA ROLI) 
Además han suscrito el Pacto varias personas tanto en la fecha de 
lanzamiento del mismo, en el evento sobre justicia ambiental efectuado en 
Puerto Maldonado, como en momentos posteriores. 

Seguimiento y monitoreo del Pacto 

Este proceso se reforzó política y académicamente con el Primer Congreso 
Internacional de Justicia Ambiental del Poder Judicial, que se realizó en Puerto 
Maldonado, que contó con la presencia de magistrados supremos, de los 
presidentes de todas las cortes superiores del país, de representantes de las 
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diversas entidades que forman parte de¡ sistema nacional de justicia, así como 
destacados expositores internacionales y nacionales. 

El Pacto continúa vigente y abierto a otras entidades o personas naturales que 
deseen integrarse al esfuerzo, esto se hace con la finalidad de mantener y expandir 
la cooperación y compromisos entre los que suscriben. Todo ello permite: 

• Complementar y asegurar la adecuada coordinación de las acciones propuestas 
por las instituciones que suscribieron el Pacto, considerando el tipo de actividad, 
lugar y las fechas de las acciones propuestas. 

• Facilitar el intercambio de información y experiencias sobre el mejoramiento de 
la justicia ambiental entre las entidades que han suscrito el Pacto, tanto a nivel 
nacional y en Madre de Dios. 

• Sistematizar y difundir las estadísticas sobre la carga judicial ambiental 
relacionada con los ámbitos penales, contenciosos administrativos, civiles y 
constitucionales de los diversos distritos judiciales. 

• Examinar los informes de ejecución de las acciones comprometidas por las 
instituciones orientadas al mejoramiento de la justicia ambiental tanto a nivel 
nacional y en Madre de Dios. 

• Efectuar sugerencias y recomendaciones para mantener y expandir la 
cooperación y compromisos de las diversas instituciones que han suscrito el 
Pacto 

• Difundir los progresos, circunstancias o dificultades de ejecución de¡ Pacto. 
• Realizar reuniones de trabajo para impulsar los proyectos de inversión 

destinados a la mejora de las capacidades, infraestructura y el equipamiento de 
la justicia ambiental. 

• Consolidar las medidas de ecoeficiencia en las entidades vinculadas con el 
sistema de justicia. 

• Destacar las materias relacionadas con la justicia ambiental dentro del 
Observatorio de Justicia que de¡ Poder Judicial y, además, implementar el 
Observatorio de Justicia Ambiental en Madre de Dios. 

5.3 Módulos de Justicia Itinerante 

La Comisión Permanente de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de 
Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad realiza ferias "Llapanchikpaq", en las 
cuales expone los servicios de¡ Poder Judicial al ciudadano, en estas ferias 
también está presente la temática ambiental a través de la CNGA, con módulos de 
información y dinámicas de sensibilización dirigidas a público en general. 

Así mismo, el 08 de setiembre de 2017 fue aprobado mediante Resolución 
Administrativa N°  264-2017-CE-PJ, el "Protocolo de Justicia Itinerante para el 
Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad", el cual tiene 
por objetivo regular la justicia itinerante en el desarrollo de las diferentes etapas 
de¡ proceso judicial hasta la emisión de la sentencia, para permitir el acceso a la 
justicia de la población en condición de vulnerabilidad, brindándole un servicio de 
justicia descentralizado e integrado. 

-19 
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5.4 Creación de Juzgados Especializados en Materia Ambiental 

Como en Madre de Dios, el Poder Judicial, por medio de la Comisión Nacional de 
Gestión Ambiental, tiene prevista la creación de mesas de trabajo en cada Distrito 
Judicial. 

Sustento de actividad: Con relación al Plan de Gestión Ambiental aprobado con 
Resolución Administrativa N° 07-2017-SP-CS-PJ de fecha 23.02.17, se ha 
evaluado la carga procesal de los 33 distritos judiciales a febrero de 2018, en el 
que se concluye que solo un 40.32% de expedientes en lo contencioso 
administrativo y penal en materia ambiental fueron resueltos, motivo por el cual 
urge contar con OOJJ especializados que coadyuven en la atención de la carga 
existente. 

Población Objetiva: son aquellas personas que comprenden el número de persona 
que se benefician con la actividad, siendo el caso de¡ personal de los Distritos 
Judiciales de Lambayeque, Ucayali, Ayacucho, Lima, La Libertad, Amazonas, 

( 
Piura y Arequipa que comprende 9762 trabajadores en total a enero de 2018. 

Población de beneficiarios: la población de los Distritos Judiciales Lambayeque, 
Ucayali, Ayacucho, Lima, La Libertad, Amazonas, Piura y Arequipa con una 
población total de 18 148 580 personas, que representa el 57.02 % de¡ total del 
país (fuente INEl, 2017). 

El sustento cuantitativo de la carga procesal se expresa en los siguientes cuadros 

( 
í ) 

VA 
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Estadísticas de los Procesos en Materia Ambiental en las distintas áreas. 
Materia Penal Ambiental 

cP 

Corte Superior de 

L Justicia 
- 

Amazonas 

 - 

Ingresos 
- 

Sentenuas 

2016 
- 
f017 2018 2016 2017 2018 

11 24 7 8 15 5 

Ancash 9 1 0 7 0 2 

Apurimac 7 10 12 1 12 8 

Arequipa 84 78 49 66 73 25 

Ayacucho 4 17 14 96 68 16 

Cajamarca 4 1 0 0 0 0 

Callao  7 7 J 4 7 5 3 

Cañete 8 5 0 
- 

7 2_ O 

Cusco 120 76 55 30 32 12 

Huancavelica 12 12 5 6 8 1 

Huánuco 125 —_ 274 62 16 32 13 

Huaura 18 5 6 6 16 4 

Ica 9 5 7 1 0 0 

Junín 33 48 4 40 41 3 

LaLibertad 66 63 10 22 17 2 

Lambayeque 240 404 124 8 133 34 
Lima 28 38 17 13 15 7 

LimaEste 12 3 0 11 12 8 

LimaNorte 8 4 1 23 14 4 

LimaSur 13 2 0 9 6 6 
Loreto 204 148 27 28 33 8 

MadredeDios 176 130 50 16 51 11 

Moquegua 7 4 4 7 0 0 

Pasco 9 9 1 1 6 1 
Piura 337 25 53 109 32 20 

Puno 8 11 4 2_ 8 1 

SalaPenalNacional 0 1 0 0 0 0 

SanMartín 28 30 16 24__—  20 1 

Santa 34 37 13 6 15 6 

SelvaCentral 0 0 18 0 0 1 
Sullana  7 3 0 0 0 0 
Tacna 16 18 5 3 8 2 
Tumbes 18 2 3 1 1 0 
Ucayali 44 3 6 78 0 0 
Ventanilla 0 0 0 1 0 0 
Total 1706 1498 577 653 675 204 

Fuente: Sub Gerencia de Producción y Administración de Plataformas de¡ Poder Judicial 
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Materia Contencioso Administrativo Ambiental 

/ , 

, ) 

Corte Superior de Ingresos ............. S nt OIa 

Justícla 2016 l2cfl.7 2018 2016 2017 018 

Amazonas 331 576 119 219 169 84 

Ancash 116 160 65 34 155 116 

Apurírnac 957 1493 990 672 927 650 

Arequipa 778 888 253 238 512 69 

Ayacucho 736 836 402 779 527 246 

Cajamarca 65 113 43 1 92 45 12 

Callao 312 248 45 69 86 12 

Cañete 32 41 18 8 18 16 

Cusco 372 480 138 185 231 49 

Huancavelica  27 59 9 36 35 12 

Huánuco 121 162 50 159 58 17 

Huaura 482 415 280 360 476 168 

ca 99 255 70 64 54 22 

Junín 545 388 69 300 381 26 

La_Libertad  455 406 99 143 166 63 

Lambayeque 312 446 137 325 231 51 

Lima  0 4 101 0 0 0 

Lima Este 315 426 142 24 49 60 

Lima Norte 48 393 30 65 58 16 

Lima Sur 104 205 j146 26 21 28 

Loreto 41 125 
- 

16 9 22 7 

Madre_de Dios 752 433 137 236 577 139 

Moquegua 67 155 39 38 30 10 

Pasco  22 36 5 12 6 3 

Piura 295 159 143 169 64 20 

Puno  134 190 263 262 266 215 

San Martín  24 110 48 18 10 5 

Santa 348 308 108 252 378 92 

Selva Central 0 0 69 0 0 42 

Sullana 
_________ 

31 39 7 15 30 4 

Tacna 68 190 51 54 44 18 

Tumbes 62 52 12__—  20 17 2 

Ucayali 36 138 90 22 18 14 

Ventanilla 57 35 10 10 
- 

9 8 

Total 8144 [ 9964 4204 4915 5670 2296 

Fuente. Sub Gerencia de Producción y Administración de Plataformas de[ Poder Judicial 

1122 
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Materia Constitucional Ambiental 

Año 2016  Año 2017 1 15 

Corte Suoerlor 

aeJustcrn 

Amazonas 

Acción de 
Cumplimiento 

22 

Acción de 
Amparo 

25 

1 
Acción 

Popular 

0 

Rabeas 
Data 

3 

Acción de 
Cumphmiento 

33 

Acción de 
Amparo 

28 

Acción 
Popular 

0 

Rabeas 
Data 

12 

r 
Rabeas Acción ACiÓ 
Corpus Ampa.  

0 20 0 0 2 3 
Ancash 203 61 0 13 300 

1 29 0 3 0 187 10 0 2 0 
Apurimac 13 34 2 0 19 67 0 11 0 6 30 0 0 0 
Arequipa 6 56 2 5 11 59 1 4 0 1 14 0 1 0 
Ayacucho 726 87 0 8 623 34 7 0 0 466 4 0 0 0 
Cajamarca  21 66 0 5 35 98 1 22 0 23 42 0 6 0 
Callao 103 129 0 8 57 86 0 10 0 2 18 O 3 0 
Cañete 1 5 0 0 21 32 0 4 0 5 11 1 0 2 0 
Cusco 48 307 0 14 27 318 3 9 0 8 96 1 4 0 

Huancavelica 40 53 0 1 21 70 0 4 0 9 4 1 0 0 0 
Hunuco 41 110 1 33 25 190 2 12 0 10 70 0 5 0 
Huaura 121 254 0 31 129 214 0 69 0 60 132 0 36 2 

- 

ca 121 314 1 55 88 374 1 30 0 21 105 4 17 0 

Junín 62 377 2 15 49 381 0 33 0 14 204 1 6 0 

La Libertad 130 476 0 126 266 509 1 95 0 114 98 0 18 0 

Lambayeque 423 563 0 85 307 527 1 59 0 108 142 0 27 0 

Lima O 0 0 0 125 1089 3 87 0 124 1408 6 195 0 

Lima Este 10 118 0 15 6 90 1 10 0 5 32 0 0 0 

Lima Norte 6 16 0 4 7 42 0 15 0 0 7 0 1 0 

Lima Sur 17 69 0 9 20 47 0 12 0 4 10 2 2 0 

Loreto 54 46 
J 

O 11 196 94 0 29 0 41 17 0 8 0 
Madre de Dios  0 3 

- 
10 44 0 1 1 2 15 0 0 0 
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Moquegua 46 95 0 8 58 138 2 6 0 14 30 1 1 0 

Pasco 57 42 0 2 65 45 0 7 0 2 4 0 2 0 

Piura 179 343 0 55 143 194 0 15 0 188 87 0 11 0 

Puno 67 114 0 17 73 146 1 14 0 17 60 0 7 0 

San Martín 7 62 9 4 11 73 1 7 0 1 35 0 0 0 

Santa 162 369 0 27 397 356 16 19 0 189 175 0 7 0 

Selva Central 1 O O O O O O 0 0 0 3 17 0 0 0 

Sullana 2 3 0 1 5 5 0 1 0 18 1 0 15 0 

Tacna 273 41 0 6 616 84 0 11 0 155 50 0 2 0 

Tumbes 4 16 0 2 51 29 2 16 0 2 6 1 
- 

4 [ o 

Ucayali 13 17 0 0 54 54 0 3 0 30 42 0 8 [ O 

Ventanilla 4 12 0 1 1 20 0 3 0 1 11 0 1 0 

Totales 2987 4323 17 567 3849 5566 
- 

43 633 1 1851 2987 2 

Fuente: Sub Gerencia de Producción y Administración de Plataformas de¡ Poder Judicial 
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4JUZGADO PENAL DE- 
AMBIENTALES PERSONAS 

MADRE DE DS 
UNIPERSONAL 

JUZGADO PENAL 
COLEGIADO AMBIENTALES MADRE DE DIOS 

SUPRAPROVINC IAL 

AMBIENTALES MADRE DE DIOS 
APELACIONES 

5-JUZGADO DE LA DELITOS 
INVESTIGACION 1 ADUANEROS, 
PREPARATORIA TRIBUTARIOS, DE PIURA, SULLANA Y 

ESPECIALIZADO EN DELITOS PROPIEDAD TUMBES 

ADUANERO, TRIBUIARIO, DE INTELECTUAL Y 
MERCADO Y AMBIENTALES AMBIENTAL  

DELITOS 

1 ADUANERUS, 
4 JUZGADO PENAL TRIBU tA14100. OB PIURA, SULLpNA Y 

LINIPERSOIJAL PROPIEDAD 1UMDE 
INFELECTUAL. y 

PIURA --.-------1-----. .j AMBIEN1A 
DELITOS 

ADUANEROS, 
JUZGADO PENAL TRIBUTARIOS, DE PIURA SULLANA Y 

COLEGIADO PROPIEDAD TUMBES 
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FLAGRANCIA. OEIbKN 
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ESTADOEBRIEDAD 
INTLECiUALY 
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PREPARATORIA TRIBUTARIOS. DE 

ESPECIALIZADO EN DELITOS PROPIEDAD 
UN O 
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5.5 Comisión de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de 
Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad 

El Programa Nacional de Justicia en tu Comunidad trabajó en el terna de 
promoción de la Cultura jurídica ciudadana, con las personas en condición de 
vulnerabIlIdad por razón de pobreza y extrema pobreza, que representan en el 
país el 27%. 

Resolución Administrativa N°037-2011-CE-PJ de fecha 26 de enero de 2011 
institucionalizó al Programa Nacional de Justicia en tu Comunidad, como un 
programa de proyección social para brindar servicios de apoyo a la comunidad, a 
través de la creación de espacios informativos, capacitación, coordinación y 
concertación, para la difusión de valores democráticos y para el respeto de los 
derechos. 
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A través de la Resolución Administrativa N°217-2015-P-PJ de fecha 25 de mayo 
de 2015, designó a la Coordinación Nacional del Programa Justicia en tu 
Comunidad del Poder Judicial como responsable de la ejecución y monitoreo de la 
eficacia de las 100 Reglas de Brasilia y de la Carta de los Derechos de las 
Personas ante el Poder Judicial. Esta labor es asistida por las Comisiones 
Distritales del mencionado Programa y por la Gerencia General del Poder Judicial. 

Resolución Administrativa N°316-2015-CE-PJ de fecha 14 de octubre de 2015, 
constituye el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables. 
Ello con el fin de realizar las acciones necesarias de elaboración, ejecución y 
monitoreo del Plan Nacional de Acceso a la Justicia de las Personas Vulnerables, 
en aplicación de las 100 Reglas de Brasilia. 

A fin de lograr un mejor desarrollo y cumplimiento de las funciones, estrategias y 
actividades para la ejecución de las 100 Reglas de Brasilia y de la Carta de los 
Derechos de las Personas, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial decidió 
fusionar ambos programas: el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de 
Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad (Resolución Administrativa 
N°028-2016-CE-PJ de fecha 03 de febrero de 2016). 

() VI. OPINIÓN TÉCNICA SOBRE RATIFICACIÓN DEL ACUERDO DE ESCAZÚ 

Con relación al Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia adoptado en Escazú (Costa Rica), cabe resaltar la 
importancia del presente instrumento vinculante para garantizar la democracia 
ambiental en América Latina y el Caribe, promoviendo el derecho al acceso a la 
información, participación pública y acceso a la justicia. 

En ese sentido, el Poder Judicial hasta la fecha viene realizando acciones a través de 
sus distintas Comisiones tales como la Comisión Permanente de Acceso a la Justicia 
de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, Comisión de 
Justicia de Género, Comisión de Trabajo sobre Justicia Indígena y Justicia de Paz, 
Comisión de Atención al Usuario y la Comisión Nacional de Gestión Ambiental, esta 
última con la finalidad de mejorar el acceso a la información judicial ambiental y el 
acceso justicia ambiental. 

Como política institucional en el Poder Judicial se han desarrollado programas, 
protocolos, etc. Que institucionalizan el compromiso de este poder del Estado que se 
ha generado en paralelo a la adopción del Acuerdo de Escazú. 

Así mismo, como se menciona en el documento del presente Acuerdo, este es un 
instrumento jurídico pionero en materia de protección ambiental, pero también es un 
tratado de derechos humanos. Sus principales beneficiarios son la población de 
nuestra región, en particular los grupos y comunidades más vulnerables. Su objetivo 
es garantizar el derecho de todas las personas a tener acceso a la información de 
manera oportuna y adecuada, a participar de manera significativa en las decisiones 
que afectan sus vidas y su entorno y a acceder a la justicia cuando estos derechos 
hayan sido vulnerados. En el tratado se reconocen los derechos de todas las 
personas, se proporcionan medidas para facilitar su ejercicio y, lo que es más 
importante, se establecen mecanismos para llevarlos a efecto5. 

Con respecto a lo mencionado, el Poder Judicial el 23 de febrero de 2017 mediante 
Sala Plena se aprobó el Plan de Gestión Ambiental, así como sus anexos "Estructura 
Orgánica de la Comisión Nacional de Gestión Ambiental" y "Reglamento de 
Organización y Funciones de la Comisión Nacional de Gestión Ambiental". Teniendo 
corno objetivo incorporar transversalmente el tema ambiental y el principio de 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe. Pág. 7 y  8 
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desarrollo sostenible en la Política Institucional del Poder Judicial así (i) Fortalecer la 
gestión en el area administrativa y jurisdiccional en el uso sostenible de los recursos 
en la cadena del servicio de justicia y (u) Lograr mejor cobertura de la tutela 
jurisdiccional efectiva y creación de órganos jurisdiccionales especializados en materia 
ambiental. 

Por ello, la ratificación del Acuerdo de Escazú coadyuva esfuerzos intersectoriales 
para lograr la mejora de los derechos de los ciudadanos a la información ambiental, 
participación en toma de decisiones y el acceso eficiente a la justicia ambiental. 

El presente documento describe de manera general las distintas políticas e 
instrumentos institucionales del Estado Peruano que se reforzarían mediante la 
suscripción del Acuerdo de Escazú. 

Por último, es importante destacar que la ratificación del Acuerdo de Escazú y en 
coherencia con la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política del 
Perú de 19936,  permitirá contar con un acuerdo de rango constitucional, por estar 
vinculado a la protección de los derechos fundamentales como son: acceso a la 
informacion acceso a la justicia y participauon publica que se enmarcan en dicho 

) Acuerdo y que como se aprecia a continuacion estan a su vez presentes en otros 
instrumentos legales e institucionales de vital importancia para el desarrollo sostenible 
del Perú y una Justicia Ambiental predecible. 

Pacto de Madre de Dios 

Compromos Pacto Madre de Dios Acuerdo Escazú 

Desarrollaremos la Justicia Ambiental para 
mejorar el acceso y la aplicación especializada, 
eficaz y eficiente frente al creciente número de 
reclamaciones que se están registrando en 
materia administrativa, penal, contenciosa 
administrativo, constitucional, civil, 
consuetudinaria y especial. 

Mejoraremos las condiciones necesarias para 

) proteger a cualquier persona o grupo que pueda 
sufrir violencia, coacción o cualquier forma de 
agresión en el impulso y/o ejercicio de los Acceso a la Justicia 
derechos humanos enmarcados en el presente 
Pacto. 

Fortaleceremos las capacidades de la Defensa 
Jurídica del Estado en materia ambiental, así 
como la especialización ambiental en las 
diversas entidades estatales. 

Elaboraremos y ejecutaremos planes de 
capacitación, investigación y difusión de 
materiales especializados en Derecho y Justicia 
Ambiental. 

6 
Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad 

con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las 
mismas materias ratificados por el Perú. 

71.11 
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Facilitaremos el acceso a la Justicia Ambiental 

desterrando cualquier barrera que la impida o 

limite 

Implementaremos los mecanismos de publicidad, 

a través de las plataformas web institucionales, 

sobre las decisiones judiciales y/o administrativas 

adoptadas en materia ambiental, conforme a ley, 

así como impulsaremos la interoperabilidad de 

estos mecanismos. Acceso a Información 

Contaremos con un Observatorio de Monitoreo 

de la Justicia Ambiental para asegurar la 

efectividad de las resoluciones y mandatos de los 

órganos administrativos y jurisdiccionales. 

VII. RECOMENDACIONES 
Derivar el presente informe a Gabinete de Asesores de la Presidencia de¡ Poder Judicial 

para conocimiento y fines pertinentes. 

\ 

Dubedi Ap.Ijfar Rodriguez )neo 
Pieelente de la C.mssin Nact.jS.a de 
Ge*n Am ntai e4 der JudIcial 



MINISTERIO PÚBLICO 
FISCALÍA DE LA NACION 

"Decenia de la Igualdad de aportunidades para mujeres y hambres" 
"Año del 016 lago y la Reconciliación Nacional" 

COORDINACIÓN NACIONAL DE LAS 
FISCALÍAS ESPECiALIZADAS EN 

M,-'TERIA AMBIENTAL 

Lima, 31 de julio del 2018 

Oficio N° 9L152018FS/CFEMAFN 

Señora 
ANA PEÑA DOIG 
DIRECTORA DE MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
Presente. - 

Asunto: Informe Técnico - Legal para la Suscripción 
y Ratificación del Acuerdo de Escazú 

Referencia: QE RE (DMA) N°  4— 3—A /1014 

De mi mayor consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted a fin de saludar!a 
cordialmente en mi condición de Fiscal Superior Coordinadora Nacional de las 
Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental, y en atención al Oficio de la referencia 
a través del cual se remitió el texto del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 
en América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú, remitirle adjunto al presente a 
fojas 14 el Informe Técnico - Legal para la Suscripción y Ratificación del Acuerdo de 
Escazú. 

Es propicia la oportunidad para expresarle los 
sentimientos de mi consideración y alta estima personal. 

9,9 

FVZ/atd 

Fiscal Supeor 
Coordinadora Nacional de las FjSCCI 
Especialjza5 en Nateria Ambiental 

(511) 625-5555 . 208-5555 
Anexos: 5980 -5097-5004 

Av. AbancayCdra. 5 s/n Lima - Perú 
www.fiscalia.gob.pe  

coordinacionfemagmaiI.com  



INFORME TÉCNICO - LEGAL PARA LA RATIFICACIÓN DEL ACUERDO REGIONAL 
SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN, LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y EL ACCESO 
A LA JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE - 

ACUERDO DE ESCAZÚ 

1. ANTECEDENTES: 

La protección de los derechos ambientales son de vital importancia, en los últimos años los 
mismos han tenido un mayor desarrollo en nuestras normas, así la Constitución Politica 
del Estado de 1993, reconoce en el articulo 2° inciso 22 que toda persona tiene dejecho 
a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida; mientras que 
en los artículos 660  a 69° se presentan pautas respecto del uso racional de los recursos 
naturales; en el marco de dicho desarrollo se emitió la Ley N° 28611 que aprobó la Ley 
General del Ambiente; creándose tiempo después mediante Decreto Legislativo N° 1013 
del 13 de mayo del 2018, el Ministerio del Ambiente como ente rector de estas políticas. 

La trascendencia de los derechos ambientales, y la protección supranacional de los 
mismos no se agota en normas internas, sino que existen también obligaciones que deben 
ser observadas por los diferentes organismos del Estado; y que tienen su origen en 
Tratados y/o Convenios Internacionales de los cuales el Perú es Parte, entre los mismos 
podemos citar: 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, adoptada el 4 de 
junio de 1992, que establece el marco internacional para encauzar acciones conjuntas 
para la prevención de los cambios climáticos a nivel global. 

Convenio OIT No. 169. Ratificado por el Perú. Se refiere a garantizar los derechos 
culturales y de tierras de los pueblos indígenas y de poblaciones minoritarias. 

Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (14 de junio de 1992), 
aprobada por Resolución 1 durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, proclama 27 principios referentes al medio ambiente y 
al desarrollo. 

Programa 21. Aprobado por Resolución 1 en la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (14 de junio de 1992). Establece un ambicioso 
programa de acción sobre todos los aspectos concernientes a la integración del medio 
ambiente con el desarrollo. 

II. MARCO NORMATIVO: 

• Constitución Política del Perú. 
• La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 
• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
• Convención Americana de Derechos Humanos. 
• Ley N° 26647 - Establece Normas que regulan actos relativos a 

Perfeccionamiento Nacional de los Tratados celebrados por el Estado Peruano. 
• Ley N° 28611 - Ley General del Ambiente 
• Ley N° 27806 - Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

cç\ 



• Ley N° 27927 - Ley que modifica la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 

• Decreto Legislativo N° 052 - Ley Orgánica Del Ministerio Público. 

o Código Penal 
o Código de Procedimientos Penales 

• Código Procesal Penal de 1991 

• Nuevo Código Procesal Penal de¡ 2004 

• Código Procesal Constitucional. 
o Decreto Supremo N° 072-2003-PCM - Aprueban el Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

• Decreto Supremo N° 070-2013-PCM - Decreto Supremo que modifica el 
Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
aprobado por Decreto Supremo N° 072-2003-PCM. 

• Resolución de la Junta de Fiscales Supremos N° 038-2008-MP-FN-JFS - crea 
las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental. 

• Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1177-2014-MP-FN, y su 
modificatoria (Resolución N° 1673-2014-MP-FN) - establece el Reglamentos de 
las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental. 

• Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 2361-2013-MP-FN - Establece 
Lineamientos sobre el Acceso a la Información Pública. 

III. ANÁLISIS DEL ACUERDO DE ESCAZÚ: 

El Acuerdo de Escazu se encuentra estructurado en 26 aiculos y un Anexo donde se 

>7 desarrollan los tópicos siguientes: 

Objetivo. 
Definiciones. 
Principios. 
Disposiciones Generales. 
Acceso a la Información Ambiental. 
Generación y Divulgación de Información Ambiental. 
Participación Pública en los Procesos de Toma de Decisiones Ambientales. 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales. 
Defensores de los Derechos Humanos en Asuntos Ambientales. 
Fortalecimiento de Capacidades. 
Cooperación. 
Centro de Intercambio de Información. 
ImpIementación Nacional. 
Fondo de Contribuciones Voluntarias. 
Conferencia de las Partes. 
Derecho a Voto. 
Secretaría. 
Comité de Apoyo a la Aplicación y el Cumplimiento. 
Solución de Controversias. 
Enmiendas. 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión. 
Entrada en vigor. 
Reservas. 
Denuncia. 



Depositario. 

Textos auténticos. 

El análisis que se desarrolla a continuación versa sobre los tópicos en los cuales el 
Ministerio Público, tiene competencia a través de la Coordinación Nacional de las Fiscalías 
Especializadas en Materia Ambiental y las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental. 

ARTÍCULO 5: DERECHO AL ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL, presenta 
dieciocho incisos, con los siguientes subtítulos "Accesibilidad de la información ambiental", 
"Denegación de/ acceso a la información ambiental", "Condiciones aplicables para la 
entrega de información ambiental" y "Mecanismos de revisión independientes". 

"Accesíbi!idad a la información ambiental", comprende los incisos 1 y  2, en los cuales 
desarrollan la obligación de los Estados de garantizar el acceso a la información ambiental 
por parte de sus miembros, en virtud de¡ pincipio de Máxima Publicidad, además de as 
manifestaciones de¡ derecho al acceso a la información pública, la denegación de¡ mismo y 
el mecanismo de impugnación. 

Al respecto, es importante señalar que el acceso a la información pública constituye un 
derecho fundamental, recogido en instrumentos internacionales así como en artículo 2, 
inciso 5) de la Carta Política de¡ Estado, donde se establece que toda persona tiene 
derecho; "( ... ) A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a 
recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 
pedido. Se exceptúan las informaciones aue afectan la intimídad nersonal y las ciue 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional". 

En consonancia con lo establecido por la Constitucion el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; y Convención Americana de Derechos Humanos, con fecha 02.08.2002, 
se emitió la Ley N° 27806 "Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública", 
que en su Artículo 10, precisó "(...) se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a 
una decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones 
oficiales". 

La definición antes mencionada sobre "información pública", resultó restrictiva y atentatoria 
contra los Derechos FLindamentales, por ello que el Tribunal Constitucional, en el 
Fu:idamento Jurídico 12, de la Sentencia de fecha 06.04.2014, recaída en el Expediente 
N° 2579-2003-HD, estableció "Lo realmente trascendental, a efectos de que pueda 
consíderarse como "información pública', no es su financiación, sino la nosesión y 
uso que le imponen los órqanos públicos en la adopción de decisiones 
administrativas, salvo, claro está, que la información haya sido declarada oor lev 
como sujeta a reserva". 

En virtud a lo expuesto, se debe entender la información pública ambiental, como aquella 
que se encuentra en posesión y uso de órganos públicos, pudiendo tener acceso a la 
misma cualquier ciudadano de forma inmotivada, salvo las restricciones de ley. 

Lo establecido sobre el acceso a la información ambiental, en el inciso 2) acápites a), b) y 
c), guarda relación con lo estipulado en la Ley N° 27086, en su Artículo 07.- Legitimación 
y requerimiento inmotivado1, Artículo 13.- Denegatoria de acceso  2; y Artículo 11.- 

1 
Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier entidad de la Administración Pública. En 

ningún caso se exige expresión de causa para el ejercicio de este derecho 
2 La denegatoria de acceso a la información solicitada debe ser debidamente fundamentada (...) señalándose 
expresamente y por escrito las razones por las que se aplican las excepciones y el plazo por el que se prolongará dicho 
impedimento 



Procedimiento3, concordado con el Reglamento de la Ley antes mencionada, que en el 
inciso e) de su Artículo 5.- Obligaciones de! funcionario responsable de entregar la 
información, estableció: "Recibir los recursos de apelación interpuestos contra la 
denegatoria total o parcial del pedido de acceso a la información y elevarlos al Superior 
Jerárquico, cuando hubiere lugar". 

El Ministerio Público, a fin de atender las solicitudes realizadas al amparo del derecho del 
acceso a la información pública, emitió con fecha 09.08.2013, la Resolución de la 
Fiscalía de la Nación N° 2361-2013-MP-17N, en la que se dispuso entre otros puntos 
"DESIGNAR como funcionarios responsables de brindar la información que 
demanden los administrados, en los diversos Distritos Fiscales a los Presidentes de 
la Junta de Fiscales Superiores (...)", es así que todo pedido de información ambiental, 
deberá ser presentado ante la Presidencia de Junta de Fiscales Superiores de los Distritos 
Fiscales, las cuales posteriormente canalizaran los mismos ante esta Coordinación 
Nacional, a fin de que previa evaluación y de corresponder se dé respuesta al solicitante 
dentro del plazo de ley a través de la Presidencia correspondiente. 

El subtítulo en análisis, en sus incisos 3 y  4, desarrolla "el acceso a la información 
ambiental a personas o grupos en situación de vulnerabilidad, PL/eh/os indígenas y grupos 
étnicos", sobre el particular, la Constitución en su artículo 2, inciso 19, establece que toda 
persona tiene derecho "A su identidad étr;ica y  cultural ( ... )", el Estado reconoce así a 
existencia de diversos pueblos indígenas y grupos étnicos; los cuales se encuentran en 
una especial situación de vulnerabilidad. Al respecto, el Acuerdo de Escazú establece 
pautas a fin de dotar de protección a los pueblos y grupos antes mencionados, a través de 
una especial asistencia en la formulación y atención de SLI5 solicitudes de información 
ambiental. 

El Ministerio Público, consciente de esta situación a través de las Jornadas de 
Acercamiento a la Población y Acciones de Difusión, realizadas por el personal de las 

',. Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental y Fiscalías de Prevención del Delito con 

/7 Competencia en Materia Ambiental busca fortalecer lazos de confianza y dialogo con las 
comunidades más alejadas —pueblos indígenas y grupos étnicos-, haciendo de 
conocimiento de éstos los derechos que les asisten, entre ellos el derecho de acceso a la 

/ información pública de carácter ambiental. 

"Denegación del acceso a la información ambiental", comprende los incisos 5, 6, 8, 9 
y 10, en los cuales se hace mención a la denegación del acceso a la información 
ambiental. 

El inciso 5 hace referencia a la denegación del acceso a la información ambiental, sobre el 
particular, no se realizará mayor análisis, por cuanto lo relacionado con ello en la norma 
interna ha sido ya señalado en párrafos anteriores. 

El inciso 6 señala "(....) En los casos que una Parte no posea un régimen de 
excepciones establecido en la legislación nacional, podrá aplicar las siguientes 
excepciones ( .... ) d) cuando hacer pública la información genere un riesgo claro, 
probable y  específico de un daño significativo a la ejecución de la ley; o a la 
prevención, investigación y persecución de delitos ambientales". Al respecto la Ley 
N° 27297 en los artículos 15, 15-A y 15-13, establece como excepciones al derecho al 
acceso a la información pública, la información secreta —seguridad nacional, militar y de 
inteligencia-, confidencial —seguridad ciudadana, investigaciones policiales- y reservada - 
Secreto bancario, industrial, tributario, tecnológico-. Asimismo, en atención a las facultades 
conferidas por la Constitución Política, así como por la Ley Orgánica del Ministerio Público 
- Decreto Legislativo N° 052, la excepción contenida en el acápite d), involucra a nuestra 
institución y en especial a la labor realizada por el personal de las Fiscalías 
Especializadas en Materia Ambiental y Prevención del Delito con competencia en Materia 

la denegatoria al acceso a /a información se sujeta a lo dispuesto en el segundo párrafo del Articulo 13 de la presente 
ley (,..) de no mediar respuesta en los plazos establecidos ( ... ) el solicitante puede considerar denegado su pedido ( ... ) 
el solicitante puede dar por denegado su pedido para los efectos de dar por agotada la vía administrativa, salvo que la 
solicitud haya sido cursada a un órgano sometido a superior jerarquía, en cuyo caso deberá interponer el recurso de 
apelación para agotarla 



Ambiental, quienes dentro de sus funciones se avocan al conocimiento de investigaciones, 
por lo que en estas circunstancias el atender algún pedido de acceso a la información 
pública, pudiera obstaculizar o frustrar el diseño de investigación diseñado por el fiscal a 
cargo, lo cual impediría que se lleve a cabo el esclarecimiento de los hechos; sin embargo, 
esta restricción atañe sólo a los terceros que no se encuentren comprendidos dentro de la 
investigación, puesto que la única circunstancias en la cual se podría negar a un 
investigado el tener acceso a los actuados dentro de una investigación instaurada en su 
contra es cuando la misma haya sido declarada "secreta" conforme a lo establecido en 
numeral 3) del Artículo 68 del Nuevo Código Procesal Penal. 

En los incisos 8, 9 y  10 se hace referencia entre otros, a que los motivos de denegación 
del acceso a la información ambiental deberán encontrarse previamente definidos y 
reglamentados; lo que corresponde a una manifestación del Principio de Legalidad 
recogido en el inciso 24 del artículo 20  de la Constitución, que establece "nadíe está 
obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no 
prohíbe", por lo tanto, los pedidos de acceso a la información pública sólo podrán ser 
denegados en atención a las excepciones expresamente establecidas en la ley; 
excepciones que de corresponder serán analizadas considerando el interés público, así 
como elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 

Sobre el particular, el Ministerio Público, en lo relacionado al tema ambiental, a través de la 
Coordinación Nacional de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental y Fiscalías de 
Prevención del Delito con competencia en Materia Ambiental, viene atendiendo los 
requerimientos de información canalizados por la Presidencias de las Juntas de Fiscales 
Superiores a nivel nacional, atendiendo a la normativa interna y externa sobre el particular. 

"Condiciones aplicables para la entrega de información ambiental", comprende los 
incisos 11, 12, 13, 14, 15, 16 y  17. El inciso 11, hace referencia "las autoridades 
competentes garantizarán que la información ambiental se entre grie en el formato 
reqijerido por el solicitante siempre que esté disponible. Si la información ambiental no 

' 
estuvie,a disponible en ese formato se entre gara en el formato disponible", esto guarda 

\ relación con lo establecido en el artículo 17° de la Ley N° 27927, y  el Texto Unico (/ Ordenado de Procedimientos Administrativos - TUPA del Ministerio Público; en este último 
dispositivo se detalla que la información puede ser entregada en copias, en algún 
dispositivo de almacenamiento (CD), para lo cual el solicitante deberá de cumplir con 
abonar la tasa que corresponda. 

El inciso 15, señala "( ... ) cuando la autoridad competente que recibe la solicitud no posea 
la información requerida, deberá comunicarlo al solicitante con la máxima celeridad 
posible, incluyendo, en caso de poderlo determinar, la autoridad que pudiera tener dicha 
infonnación", lo referente a la denegatoria de la información ya fue desarrollado en los 
párrafos anteriores. 

El inciso 16, prescribe "Cuando la información solicita no exista o no haya sido aún 
generada, se deberá informar fundamente esta situación al solicitante (...)", esta situación 
de denegación de acceso a la información, es similar a la establecida en el Articulo 13 de 
la Ley N°  27806, "( ... ) La solicitud de información no implica la obligación de las 
entij'ades de la Administración Pública de crear o producir información con la que 
no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En 
este caso, la entidad de la Administración Pública deberá comunicar por escrito que 
la denegatoria de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto 
a la información solicitada ( ... .siendo así la solicitud de acceso a la información no da 
lugar a que las entidades públicas generen información especial a fin de atender dicho 
pedido, salvo que se presente una situación excepcional donde prime el interés público. 

"Mecanismos de revisión independientes", comprende el inciso 18, que hace 
referencia 'Cada parte establecerá o designará uno o más órganos o instituciones 
imparciales y con autonomía e independencia, con el objeto de promover la transparencia 

`El solicitante que requiera la información deberá abonar solamente el importe correspondiente a los costos de 
reproducción de la información requenda. El monto de la lasa debe figurar en el Texto Un/co de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) de cada entidad de ¡a Administración Pública, cualquier costo adicional se entenderá como una 
restricción a/ejercicio del derecho re guiado por esta Ley, aplicándose las sanciones corrospondienfes' 



en el acceso a la información ambiental, fiscalizar el cumplimiento de normas, así como 
vigilar, evaluar y garantizar el derecho de acceso a la información. Cada parte podrá incluir 
o fórtalecer, según corresponda, las potestades sancionatorias de los órganos o 
instituciones mencionados en el marco de sus competencias', al respecto lo señalado no 
se condice con el marco de las competencias del Ministerio Público. 

ARTÍCULO 6: GENERACIÓN Y DIVULGACIÓN DE LA INFORMACIÓN AMBIENTAL, 
comprende los incisos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y  13. 

De la revisión de los incisos señalados, se advierte que lo establecido en éstos, guarda 
relación con el marco de competencias asignados a nuestra Institución por la Carta Política 
del Estado y nuestra propia Ley Orgánica, el inciso 1 y  3 —acápite a y c-. 

El inciso 1, establece "Cada Parte garantizará, en la medida de los recursos disponibles, 
que las autoridades competentes generen, recopilen, pongan a disposición del público y 
difundan la información ambiental relevante para sus funciones de manera sistemática, 
proactiva, oportuna, regular, accesible, comprensible, y que actualicen periódicamente 
esta información y alienten la desagregación y descentralización de la información 
ambiental a nivel suhnacional y local. Cada parte deberá fortalecer la coordinación entre 
diferentes autoridades del Estado", esto se condice con el Principio de Transparencia, el 
cual es fundamental en el Estado Constitucional de Derecho, si bien este no se encuentra 
establecido de forma taxativa en la Constitución, sí se encuentra contenido de forma 
implícita en los artículos 3, 43 y  45, en los que se hace referencia a los Derechos 
Constitucionales, al Estado Democrático de Derecho y Ejercicio del Poder por parte del 
Estado. 

El Ministerio Público, a fin de transparentar su gestión en el ámbito ambiental, a través de 
la Coordinacton Nacional de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental en marco 
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7 de las facultades conferidas por la Ley Organica de la institucion así como el Reglamento 

de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental5, realizará las gestiones necesarias a 
efectos que se potencie y actualice trimestralmente, los contenidos del dominio web 
https:/Iportal.mpfn.gob.pe/fema/nosotros.ph,  por medio del cual se dará a conocer a la 
comunidad el nombre de los integrantes de las Fiscalías Especializadas en Materia 
Ambiental y Fiscalías de Prevención del Delito con competencia en Materia Ambiental a 
nivel nacional, la ubicación de sus Despachos y su ámbito de competencia territorial. 

Asimismo, se dará a conocer a la comunidad las Jornadas de Acercamiento, acciones de 
difusión y eventos académicos, con la finalidad de fortalecer los lazos de confianza con 
estos, logrando así que los miembros de la comunidad interioricen que son nuestros 
mejores aliados en la prevención y persecución de delitos ambientales. 

Así también, se compartirá Jurisprudencia Ambiental Nacional e Internacional de carácter 
vinculante y relevante; así como artículos e investigaciones científicas de carácter 
ambiental, que resulten de interés nacional, con la finalidad de crear un foro académico, 
entre los miembros de la comunidad. 

En el portal antes mencionado, se hará también difusión de los logros obtenidos por los 
diferentes Despachos de la especialidad ambiental, relacionados a la intervención en 
casos emblemáticos o de interés público; así como de las gestiones realizadas a través de 
esta Coordinación Nacional en cuanto a las donaciones de equipos tecnológicos y 
logísticos que permiten la realización de una labor eficiente. 

Aprobado por Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1177-2014-MP-FN de fecha 02.04.2014 y  modificado por 
Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1673-2014-MP-FN de fecha 07,05.2014. 
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En el inciso 3, acápites a y c, se hace referencia "Cada parte contará con uno o más 
sistemas de información ambiental actualizados que podrán incluir, entre otros: (...) los 
textos de tratados y acuerdos internacionales, así como las leyes, reglamentos y actos 
administrativos sobre el medio ambiente (...)", en el dominio web antes mencionado 
https://portal.mfn.gob.ijeIfema/nosotros.jhp,  se difundirá la Ley Orgánica del Ministerio 
Público, Reglamento de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental, Código Penal, 
Código de Procedimientos Penales, Código Procesal Penal de 1991, Nuevo Código 
Procesal Penal de 2004, así como los protocolos institucionales sobre acciones en la 
prevención, intervención y persecución de delitos ambientales. 

De otro lado, atendiendo a la diversidad cultural y étnica de nuestro país, esta 
Coordinación Nacional se compromete a gestionar ante la alta dirección de la institución 
que el dominio web, antes señalado pueda ser desarrollado en otros idiomas (quechua y 
asháninka), a fin que sea accesible a mayor cantidad de miembros de la comunidad. 

ARTÍCULO 7: PARTICIPACIÓN PÚBLICA EN LOS PROCESOS DE TOMA DE 
DECISIONES AMBIENTALES, de la revisión del artículo antes mencionado, se advierte 
que lo establecido en éstos, no guardan relación con las competencias conferidos al 
Ministerio Público por la Carta Política del Estado y nuestra propia Ley Orgánica - Decreto 
Legislativo N° 052; sin embargo, es necesario establecer una postura sobre la 
participación pública o participación ciudadana vinculada a temas de índole ambiental. 

ARTíCULO 08: ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES; integrado por 
07 incisos, en los cuales se establecen funciones que deberán desarrollar cada Parte a 

J' traves de sus organos competentes y en conformidad con su marco jurídico interno a fin 
de garantizar el derecho de las personas de acceder a mecanismos efectivos y eficaces de 
protección al medio ambiente ante las autoridades estatales competentes; de los cuales 
resultan de competencia del Ministerio Público los siguientes: 

Garantizar el derecho de acceder a la justicia en asuntos ambientales de acuerdo 
con las garantías del debido proceso. 
Asegurar en el marco de la legislación nacional, el acceso a instancias judiciales y 
administrativas para impugnar y recurrir, en cuanto al fondo y procedimiento. 
Garantizar el derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales considerando 
ciertas circunstancias. 
Facilitar el acceso a la justicia del público en asuntos ambientales. (...) 

6. Asegurar que las decisiones judiciales y administrativas adoptadas en asuntos 
ambientales, así como su fundamentación, estén consignadas por escrito. ( ... ) 

Previo al desarrollo de los incisos antes citados, resulta importante puntualizar que el 
derecho de acceso a la justicia, en general, es uno de los derechos instrumentales más 
importantes, que junto al debido proceso forman parte del contenido esencial del derecho 
a la tutela jurisdiccional efectiva, que goza de reconocimiento constitucional por el Estado 
Peruano. 

Asimismo, el ordenamiento jurídico peruano reconoce el derecho de acceso a la justicia 
ambiental, en el artículo IV del Título Preiiminar de la Ley General del Ambiente, Ley 
28611; que prescribe: "Toda persona tiene el derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva, 
ante las entidades administrativas y jurisdiccionales, en defensa del ambiente y de sus 
componentes, velando por la debida protección de la salud de las personas en forma individual 
y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales, así como la consetvación del patrimonio cultural vinculado a aquellos. 



Se puede interponer acciones legales aun en los casos en que no se afecte el interés 
ecoúmico del accionante. El interés moral legitima la acción aun cuando no se refiera 
directamente al accionante o a su familia. '(sic) 

En ese sentido, el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales que pretende garantizar el 
Acuerdo de Escazú, constituye el derecho de toda persona a recurrir ante la autoridad 
administrativa o judicial, a fin de obtener la solución eficaz y efectiva a un problema 
originado por afectación al ambiente; lo que repercute en garantizar la vigencia de otros 
derechos que dependen de éste; tales como: el derecho a la vida y la salud, a gozar de un 
ambiente sano y equilibrado, a la igualdad y no discriminación, a acceder a información 
ambiental, a participar en las decisiones públicas ambientales, entre otros. 

Al respecto, es de considerar que el derecho de acceso a la justicia ambiental en el Perú, 
se puede efectivizar a través de cuatro mecanismos: los administrativos (denuncia 
administrativa, PAS); judiciales constitucionales (proceso de amparo, cumplimiento, 
hábeas data, acción popular e inconstitucionalidad), alternativos de solución de conflictos 
(conciliación y arbitraje); y los judiciales ordinarios (proceso civil, contencioso 
administrativo y proceso penal). Es sobre este último proceso, en el que tienen 
competencia compartida el Poder Judicial, la Policía Nacional y el Ministerio Público. 

Ahora bien, el proceso penal peruano tiene como marco jurídico fundamental lo 
establecido en el artículo 1 de nuestra Constitución Política, donde se señala que "La 
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y 
del Estado", de ello se desprende que la potestad de administrar justicia debe estar 
enmarcada dentro de los cauces constitucionales, observando los principios, valores y 
derechos fundamentales que nuestra Carta Magna consagra y reconoce. 

Asimismo, la Constitución Política del Perú establece garantías en el proceso penal, bajo 

A la denominacion de Pnncipios y Derechos de la Funcion Jurisdiccional los cuales estan 
establecidos en el artículo 1390, y son los siguientes: La unidad y exclusividad de la función 

1 jurisdiccional; La independencia en el ejercicic de la función jurisdiccional; La obseivancia del 
debido proceso y/a tute/a jurisdiccional; La publicidad de los procesos; La motivación escrita de 
las resoluciones judiciales en todas las instancias; La pluralidad de la instancia; La 
indemnización por errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias; 
El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley; El principio de 
la inaplicabiidad de la analogía en materia penal; El principio de no ser penado sin proceso 
judicial; El principio de lo más favorable al procesado; El principio de no ser condenado en 
ausencia; La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada; El principio 
de inviolabilidad del derecho de defensa; ( ... ) 

Asimismo, nuestra Carta Fundamental, en su artículo 1591, establece funciones al 
Ministerio Público, entre las cuales se destacan: 1) Promover de oficio, o a petición de parte, 
la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el 
derecho; 2) Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta 
administración de justicia; 3) Representar en los procesos judiciales a la sociedad; 4) Conducir 
desde Su inicio la iii vestigación del delito; 5) Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de 
parte; 6) Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos que la ley con templa; 
entre otros. 
Por su parte, el Nuevo Código Procesal Penal Peruano del 2004, siguiendo la línea que 
establece la Constitución, consagra principios fundamentales que rigen el proceso penal; 
tales como: Principio Acusatorio (Art.356. 1), Principio de Contradicción (Art.1.2 y 356), Principio 
de lgtialdad de Armas (Art.1.3), Principio de Inviolabilidad del Derecho de Defensa (Art.IX), 
Principio de la Presunción de Inocencia (Art. II), Principio de la Publicidad del Juicio (Art.!. 2 y 
357). Principio de Oralidad (Art.l.2 y 356.1),Principio de Inmediación (Art. 356.1), Principio de 
Identidad Personal (Art.356. 1), Principio de Unidad y Concentración Art.356. 1). Asimismo, 
desarrolla desde el artículo 60° al 661, las funciones que corresponden al Ministerio 
Público dentro del proceso penal6. 

Artículo 600  Funciones: (  .. . ) 
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Ahora bien, conforme se desprende de las normas antes glosadas en concordancia con 
los incisos y acápites del artículo 8° del Acuerdo de Escazú, es de verse que las medidas 
para ejecutar las funciones de los Estados Parte relacionadas con el acceso a la justicia 
ambiental afines a las competencias del Ministerio Público, ya se encuentran previstas y/o 
desarrolladas en el ordenamiento urídico interno. Sin perjuicio de ello, a fin de 
complementar lo desarrollado precedentemente, cabe hacer las siguientes precisiones: 

En relación al inciso 02 de¡ artículo 08 que establece: Asegurar en el marco de ¡a 
legislación nacional, el acceso a instan cias judiciales y administrativas para 
impugnar y recurrir, en cuanto al fondo y procedimiento; sobre el particular, cabe 
precisar que el Nuevo Código Procesal Peruano, en su artículo 3340  numeral 5), regula el 
recurso de elevación de actuados, que constituye la herramienta de impugnación utilizada 
a fin de que la resolución fiscal sea revisada por el superior jerárquico; asimismo, el 
artículo 120  de la Ley Orgánica del Ministerio Público, recoge también la figura del 
recurso de queja, cuyo plazo de presentación se debe entender en los términos 
establecidos en la Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 3259 - 2016 - MP - FN de 
fecha 20 de junio del 2016, que aprueba la Directiva N° 004-2016. 

Al respecto, cabe señalar que a la fecha no se cuentan con Fiscalías Superiores 
Especializadas en Materia Ambiental, por lo que los recursos de elevación de actuados 
son resueltos por Fiscales Superiores Penales, por ello se buscará reforzar la capacitación 
de éstos en temas de la especialidad ambiental, a fin de que los recursos impugnatorios 
sean resueltos con un cabal conocimiento de la normativa, doctrina, casuista y gestión 
ambiental nacional. 

Respecto al inciso 03 del artículo 08, que prescribe: Garantizar el derecho de acceso a 
la justicia en asuntos ambientales ( ) para cuyo fin cada Estado Parte debera contar 

7 Acapite a) Con organos estatales competentes con conocimientos especializados 
en materia ambiental; sobre el particular, es preciso resaltar que esto ya ha sido 
previsto por el Estado Peruano, pues el Ministerio Público mediante Resolución de a 
Junta de Fiscales Supremos N° 038-2008-MP-FN-JFS, de fecha 13 de marzo del 2008, 

tEl Ministerio Público es el titular del ejercicio de la acción penal. Actúa de oficio, a instancia de la víctima, por 
acción popular o por noticia policial. 

2. El Fiscal conduce desde su inicio la investigación del delito. Con la/propósito la Policía Nacional está obligada 
a cumplir los mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función. 

Artículo 61 Atribuciones y obligaciones: 
El Fiscal actúa en el proceso penal con independencia de criterio. Adecua sus actos a un criterio objetivo, 
rigiéndose únicamente por la Constitución y la Ley, sin perjuicio de las directivas o instrucciones de carácter 
general que emila la Fiscalía de la Nación. 
Conduce la Investigación Preparatoria. Practicará u ordenará practicar los actos de investigación que 
correspondan, indagando no sólo las circunstancias que permitan comprobar la imputación, sino también las 
que sirvan para eximir o atenuar la responsabilidad del imputado. Solicitará al Juez las medidas que 
considere necesarias, cuando corresponda hacerlo. 
Interviene permanentemente en todo el desarrollo del proceso. Tiene legitimación para interponer los 

recursos y medios de impugnación que la Ley establece. 
está obligado a apartarse del conocimiento de una investigación o proceso cuando esté incurso en las 
causales de inhibición establecidas en el artículo 53. 

Artículo 64 Disposiciones y requerimientos: 
El Ministerio Público formulará sus Disposiciones Requerimientos y Conclusiones en forma motivada y la 
específica, de manera que se basten a sí mismos, sin remifirse a las decisiones del Juez, ni a Disposiciones 
o Requerimientos anteriores. 
Procederá oralmente en la audiencia y en los debates, y por escrito en los demás casos. 

Artículo 65. La investigación de/delito destinada a ejercitarla acción penal 
1. El Ministerio Público, en la investigación del delito destinada a ejercitar la acción penal, deberá obtener los 

elementos de convicción necesarios para la acreditación de los hechos delictivos, así como para identificar a 
lcs awures o partícipes en su comisión. Con la finalidad de garantizar la mayor eficacia en la lucha contra el 
delito, el Ministerio Público y la Policía Nacional deben cooperar y actuar de forma conjunte y coordinada, 
debiendo diseñar protocolos de actuación, sin perjuicio de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 
69y333. ( ... )" 



creó las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental (FEMA), con competencia para 
conocer de los delitos ambientales tipificados en el Titulo XIII del Código Penal; 
posteriormente se aprobó el Reglamento de las Fiscalías Especializadas en Materia 
Ambiental, mediante Resolución N° 1177-2014-MP-FN, modificado por Resolución N° 
1673-2014-MP-FN; donde se establecen las funciones de los despachos fiscales 
especializados y de la Coordinación Nacional de las Fiscalías Especializadas en Materia 
Ambiental (CFEMA), a fin de optimizar la función fiscal en el marco de la especialidad 
ambiental. A la fecha con 44 Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental, resultado del 
aumento progresivo de despachos fiscales desde el año 2015 (38 FEMAs), 2016 (39 
FEMAs), 2017 (42 FEMAs) y  2018 (44 FEMAs). 

Asimismo, a fin de fortalecer la función fiscal en la especialidad ambiental, se gestionará 
la creación de despachos fiscales especializados en los distritos fiscales que aún no 
cuente con los mismos. 

Acápite b): Contar con procedimientos efectivos, oportunos, públicos, 
transparentes, imparciales y sin costos prohibitivos; cabe señalar que 
adicionalmente a las garantías previstas para el proceso penal, la normativa interna 
(Nuevo Código Procesal Penal Peruano de 2004) prevé el uso de salidas alternativas y 
mecanismos de simplificación procesal, tales como: Principio de Oportunidad, 
Terminación Anticipada y Conclusión Anticipada, que constituyen procesos especiales 
que permiten dar mayor eficacia y efectividad al proceso penal. 

En ese sentido, el Ministerio Público promoverá el empleo de dichos mecanismos 
procesales, cuando éstos resulten aplicables y siempre que se garantice la restitución yio 

reivindicación del bien jurídico afectado. 

Acápite d): Posibilidad de disponer medidas cautelares y provisionales para, 
entre otros fines, prevenir, hacer cesar, mitigar o recomponer daños al medio 
ambiente; al respecto, el Nuevo Código Procesal Penal Peruano, prevé la figura de 
medidas cautelares en los artículos 312 y  314-C, donde reconoce la facultad del Juez 
de disponer la suspensión inmediata de la actividad contaminante, extractiva o 
depredatoria, así como las otras medidas cautelares que correspondan. 

En tal sentido, el Ministerio Público, promoverá la unificación de criterios para impulsar 
el requerimiento de medidas cautelares por parte de las FEMAs ante los órp.anos 
jurisdiccionales competentes; a fin de garantizar la restitución yio reivindicación del bien 
jurídico afectado a través de planes de remediación ambiental a cargo del autor del 
ilícito ambiental, que se determinará en la sentencia correspondiente. 

Acápite e): Contar con medidas para facilitar la producción de la prueba del daño 
ambiental; sobre el particular, cabe precisar que el Ministerio Público garantiza el 
apoyo técnico especializado a las FEMAs a través del Equipo Forense en Materia 
Ambiental (EFOMA), conformado por peritos de diversas disciplinas, responsables de 
brindar sustento técnico científico a las investigaciones fiscales; mediante la elaboración 
de informes que recogen los resultados de los análisis realizados a diversas tomas de 
muestras (aire, agua superficial, efluentes, aguas subterráneas, suelos, sedimentos y 
otros); y valorización económica del daño ambiental. 

Asimismo, el Ministerio Público a través de la CFEMA gestionó donaciones para la 
implementación de las Unidades de Monitoreo Georeferencial Satelital de Delitos 
Ambientales (UMGSDA); que constituyen órganos técnicos de apoyo que brindan 
¡nformación a través de imágenes satelitales sobre el cambio de cobertura boscosa, 
ubicación, localización, reportes de alertas tempranas, entre otras diligencias de campo en 
las labores de control frente a la destrucción de los bosques, biodiversidad y demás 
componentes ambientales; es así que a la fecha se cuentan con 04 UMGSDA: Ucayali, 
Loréto, Madre de Dios y Lima. 



En relación al inciso 04 del artículo 08, que establece: Facilitar el acceso a la justicia del 
público en asuntos ambientales, a través de: 

Acápite b): Medios de divulgación del derecho de acceso a la justicia y los 
procedimientos para hacerlo efectivo; El Ministerio Público mediante la Oficina de 
Prensa realiza periódicamente campañas publicitarias con el objetivo, entre otros, de 
fortalecer la lucha contra los delitos ambientales y dar a conocer el procedimiento a 
realizar ante las FEMAs; en esa línea, se promoverá la realización de campañas 
publicitarias sobre los delitos ambientales y autoridades competentes de forma 
descentralizada y con especial énfasis en zonas de mayor incidencia delictiva. 

Acápite d): Uso de la interpretación o la traducción de idiomas distintos a los 
oficiales cuando sea necesario para el ejercicio de ese derecho; cabe señalar que 
la Constitución Política del Perú en los artículos 20  inciso 19, 48° y  200° inciso 1); 
reconoce los derechos a la identidad étnica y cultural; así como a las lenguas 
originarias y al español como idiomas oficiales. En ese sentido, una forma de 
materializar dichos derechos es la designación de un intérprete yio traductor, a las 
personas que dominen un idioma diferente al español, ello constituye además una 
manifestación del ejercicio del derecho de defensa en cualquier etapa del proceso 
judicial. Al respecto, el Ministerio Público garantiza el acceso a la justicia ambiental de 
las personas que dominen idiomas diferentes al castellano mediante la asignación de 
un traductor, cuyo requerimiento se tramitará ante la Gerencia de Servicios Generales 
del Ministerio Público. 

En relación al inciso 06 del artículo 08, que establece: Asegurar que las decisiones 
judiciales y administrativas adoptadas en asuntos ambientales, así como su 
fundamentación, estén consignadas por escrito; al respecto, precisar que todas las 
resoluciones fiscales, esto es, providencias, disposiciones y requerimientos fiscales son 
emitidas en su totalidad por escrito, y notificadas en los casos que corresponda conforme a 
ley. 

ARTÍCULO 09: DEFENSORES DE LOS DERECHOS HUMANOS EN ASUNTOS 
AMBIENTALES; Sobre el particular, cabe indicar que el Ministerio Público, no ha 
desarrollado un Programa especifico de protección a los defensores de derechos 
humanos, sin embargo, es preciso señalar que de acuerdo a las funciones que han sido 
establecidas en la Norma Constitucional y a Ley Orgánica de la Institución, las Fiscalías 
Penales atienden sin distinción alguna a toda persona víctima de un ilícito penal (incluidos 
los defensores de derechos humanos en asuntos ambientales)7; y de ameritarlo el caso se 
les brinda protección a través de la Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos. 

ARTÍCULO 10° FORTALECIMIENTO DE CAPACIDADES; desarrollado en 2 incisos y 07 
acápites, en los cuales se detallan las medidas que deberán adoptar las Partes para el 
fortalecimiento de las capacidades en materia ambiental tanto de los funcionarios públicos 
involucrados como de la ciudadania en general; el Ministerio Público tiene competencia 
sobre los siguientes: 

Acápite b) Desarrollar y fortalecer programas de sensibilización y creación de 
capacidades en derecho ambiental y derechos de acceso para el público, 
funcionarios judiciales y administrativos, instituciones nacionales de derechos 
humanos y juristas, entre otros; sobre el particular, es una preocupación constante del 
Ministerio Público, a través de la Coordinación Nacional de Fiscalías Especializadas en 
Materia Ambiental, impulsar el fortalecimiento de capacidades de los operadores de 
justicia de la especialidad, ello porque la adecuada preparación de los mismos contribuirá 

Quienes conforme se desprende de/inciso 2 del artículo 9 del Acuerdo de Escazú suelen ser víctimas de delitos 
contra la vida, el cuerpo y la salud, así como contra la libertad personal. 
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a la materiahzación del derecho al acceso a la justicia ambiental, en su manifestación de 
resoluciones y/o sentencias con un correcto análisis de los hechos y una aplicación 
adecuada de las normas ambientales (administrativas y/o penales); en ese sentido, a la 
fecha ya se viene impulsando el desarrollo de capacitaciones descentralizadas, exclusivas 
para Fiscales Ambientales así como de capacitaciones conjuntas con otros operadores 
como son los representantes del Poder Judicial, de la Policía Nacional del Perú, de 
entidades administrativas (SERFOR, OSINFOR, SUNAT/ADUANAS, OEFA, Gobiernos 
Regionales, entre otros). 

Como ejemplo de dichas capacitaciones podemos hacer mención de las siguientes: 

III Taller Macroregional "Especialización en Políticas Nacionales y Normatividad del 
Sector Ambiental, Forestal y de Fauna Silvestre"; del 15 al 21 de junio de 2015, en 
cf Distrito Fiscal de Loreto. 

Taller: "Planificación Estratégica para la Prevención de la Deforestación y Control 
de la Tala Ilegal en la Amazonia Peruana"; los días 20 y  21 de agosto de 2015, en 
la ciudad de Lima (Cieneguilla). 

Taller: "Escenario Actual de la Gobernanza Forestal en el Perú y sus Problemas 
aún por Resolver" y "Discusión de la Aplicación del Proceso Inmediato en los 
Delitos Medioambientales (D.L. N° 1194)", el 21 de setiembre de 2015, en la 
ciudad de Lima. 

Taller: "Acciones y Roles para implementar y fortalecer la Unidad de Monitoreo 
Satelital de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental", desarrollado del 27 
al 28 de setiembre del 2016, en la ciudad de Lima. 

1 Taller Macro Regional Norte: "Fortalecimiento de las capacidades para la 
Actuación e Investigación Fiscal en Materia Ambiental", realizado del 25 al 28 de 

«• ,P octubre del 2016, en la ciudad de Chiclayo. 

. Capacitación: "Alerta Temprana de Deforestación utilizando la Plataforma de 
Monitoreo de cambios en la Cobertura de Bosques - Geo Bosques", realizado del 
03 al 04 de noviembre del 2016 en la ciudad de Pucallpa, y del 14 al 15 de 
noviembre del 2016 en la ciudad de Tarapoto. 

1 Taller Macro Regional Centro: "Fortalecimiento de las capacidades para la 
Actuación e Investigación Fiscal en Materia Ambiental", realizado del 08 al 11 de 
noviembre del 2016, en la ciudad de Lima. 

1 Taller Macro Regional Amazónico: "Fortalecimiento de las capacidades para la 
Actuación e Investigación Fiscal en Materia Ambiental", realizado del 29 de 
noviembre al 02 de diciembre del 2016, en la ciudad de Pucallpa. 

9, Taller Especializado en Contaminación Ambiental y Minería Ilegal, desarrollado del 
24 a 28 de abril del 2017, en la ciudad de Arequipa. 

1 Taller Macroregional Amazónico Sur: "Fortalecimiento de las Capacidades para la 
Actuación e Investigación Fiscal en Materia Ambiental", desarrollado del 10 al 14 
de enero del 2017, en la ciudad de Madre de Dios. 

Taller "Rutas del Tráfico Ilegal de Fauna Silvestre", realizado el 18 de agosto de 
2017 en la ciudad de Cusco; y el 17 de octubre de 2017 en la ciudad de Chiclayo. 

Evento Académico: "Fortalecimiento de Capacidades para la Actuación e 
Investigación Fiscal en Materia Ambiental", realizado del 22 al 23 de junio de 2017, 
en la ciudad de Huánuco. 
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Taller Especializado en Investigación Avanzada, Minería Ilegal y Delitos Conexos", 
realizado del 12 al 16 de marzo 2018, en Madre de Dios. 

Taller "Velando por el mar: Políticas y prácticas para eliminar la pesca INDNR de 
las aguas peruanas", efectuado en la ciudad de Lima, los días 16 y  17 de abril de 
2018. 

Taller especializado en investigación de minería ilegal y delitos conexos", Segundo 
Módulo, realizado en la ciudad de Puno, del 14 al 20 de mayo de 2018. 

IV Taller Macro Regional denominado: "Especialización en Políticas Nacionales y 
Normatividad del Sector Ambiental, Forestal y de Fauna Silvestre", realizado en la 
ciudad de Oxapampa, del 28 de mayo al 01 de junio de 2018. 

En atención a lo referido en los párrafos precedentes, el Ministerio Público continuará con 
la política de capacitación descentralizada de los Fiscales Especializados en Materia 
Ambiental. 

Acápite c) Dotar a las instituciones y organismos competentes con equipamientos y 
recursos adecuados, al respecto el Ministerio Público, gracias a gestiones efectuadas por 
la Coordinación Nacional de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental, cuenta a la 
fecha con 04 Unidades de Monitoreo Georeferencial Satelital (UMGS), las que permiten 
contar con imágenes satelitales que dan cuenta de la dinámica de cambio de cobertura 
boscosa; ubicación, localización y reportes de alertas tempranas; el análisis de los datos 
señalados hace posible establecer la magnitud de destrucción de los bosques, de la 
biodiversídad y demás componentes ambientales, ocasionados principalmente por los 
delitos de minería y tala ilegal. 

Las UMGS cuentan a la fecha con Vehículos Aéreos no Tripulados - DRONES, los cuales 
serán de gran ayuda para el desarrollo de diligencias en lugares de difícil acceso para el 
personal fiscal, qUienes haciendo uso de los mismos podrán obtener imágenes en video y 
fotografía de alta resolución que permitirán la ubicación de manera precisa de zonas 
donde se estén desarrollando actos que configuren delitos ambientales como son: 
deforestación por minería ilegal, tala ilegal; contaminación por actividades de diversa 
naturaleza, etc., el poder contar con estás herramientas tecnológicas también ha sido 
posible gracias al apoyo de cooperantes. 

Adicionalmente a lo antes señalado y a fin potenciar la labor que realizan las Fiscalías 
Especializadas en Materia Ambiental se gestionará la implementación de un Laboratorio 
Especializado, para el análisis y determinación de parámetros de calidad ambiental de las 
muestras recolectadas en las pericias ambientales a nivel nacional tanto por el Equipo 
Forense Especializado en Materia Ambiental corno por otros peritos; en el mencionado 
Laboratorio se procesarán las muestras y. Ci personal encargado elaborará un informe 
técnico; que será después incorporado al Informe Pericial que emitirá el perito 
responsable del caso, y que se remitirá a la Fiscalía Especializada en Materia Ambiental 
solicitante y la asignación de recurso humano técnico especializado (peritos) suficiente, 
que permita atender de manera oportuna y descentralizada, los requerimientos efectuados 
por los Fiscales Ambientales para la participación de los peritos en diligencias de 
inspecciones fiscales, toma de muestras ambientales, recolección de evidencias y 
muestras ambientales, elaboración de informes, entre otros. 

Acápite d) Promover la educación, capacitación y sensibilización en temas 
ambientales mediante, entre otros, la inclusión de módulos educativos básicos 
sobre los derechos de acceso para estudiantes en todos los niveles educacionales, 
Si bien el Ministerio Público no tiene una competencia directa sobre el particular, se 
realizarán las gestiones del caso a fin de suscribir un Convenio con el Ministerio de 
Educación, para que Fiscales Especializados en Materia Ambiental, acudan a las 

\Ç 



instituciones educativa, a realizar disertaciones sobre temas ambientales, la importancia 
de la conservación de los ecosistemas y del uso racional de los recursos naturales; las 
mismas serán desarrolladas con una dinámica adecuada para los alumnos de los 
diferentes niveles educativos. 

ARTICULO 14°: FONDO DE CONTRIBUCIONES VOLUNTARIAS; sobre el particular 
consideramos que corresponde al Ministerio de Economía y Finanzas, asumir dicha 
contribución voluntaria, a fin de que ningún presupuesto de otros Ministerios y/u 
Organismos del Estado vea afectado su magro presupuesto. 

W. CONCLUSIONES: 

•En atención a todo lo antes desarrollado, y considerando que el Acuerdo Regional 
sobre Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en 
Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú; es el 
primero que tiene como eje central la protección de la persona en el desarrollo de 
acciones relacionadas con la especialidad ambiental ante el Estado; el Ministerio 
Público, a través de la Coordinación Nacional de Fiscalías Especializadas en Materia 
Ambiental expresa SLI conformidad para la suscripción y posterior ratificación del 
mismo por parte del Estado Peruano. 

La implementación del Acuerdo de Escazú, no colisiona con nuestro ordenamiento 
juridico interno, a nivel del Ministerio Público, por lo que no se requerirá de la dación 
de normas que modifiquen o deroguen las vigentes. 

La implementación del Acuerdo antes mencionado, no requerirá de una asignación 
especial de presupuesto por parte del Ministerio Público. 

Lima, 31 de julio de 2018. 

Flor de María Vega Zapata 
Fiscal Superior 

Coordinadora t4ati00a1 de las FISc011as 
Especializadas en Materia Aq1blental 
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DECENIO DE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA MUJERES Y HOMBRES 
ANO DEL DIÁLOGO Y LA RECONCILIACIÓN NACIONAL 

Lima, 
05 

OFICIO -2018-EF/13.01 

Embajador 
MANUEL GERARDO TALAVERA ESPINAR 
Secretario General 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Jirón Lampa 545, Cercado de Lima 
Presento.- 

er y M A 

- 5 CT. 2018 

iL /s fc1 ( 

Asunto Solicitud de informe técnico legal para la ratificación del Acuerdo 
de Escazú 

Referencia Of. RE (DMA) 2-5-N64 

Me dirijo a usted en atención al documento de la referencia, mediante el cual soticita opinión del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) respecto a la solicitud de informe técnico legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú. 

Al respecto, se adjunta copia del Informe 1332-2018-EF/42.01, que contiene el pronunciamiento de la Oficina General de Asesoría Jurídica (OGAJ) del MEF sobre el presente caso. 

Hago propicia la ocasión para expresarle los sentimientos de mi especial consideración y estima personal. 

Atentamente, 

ROSALÍA ÁL1/ARE-Z ESTRADA 
Secretaria General 
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MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
OFICINA GENERAL DE ASESORÍA JURIDICA 

"DECENIO DE LA IGUALDAD DE OPORTUUUJADES PARA MUJERES Y HOMBREs" "AÑO DEL DIÁLOGO Y LA RECONC1IACIÓN NACIONAL" 

Para : Señorita 
ROSALÍA ÁLVAREZ ESTRADA 
Secretaria General 

Asunto Solicitud de informe técnico legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú 

Referencia Hoja de Ruta 148520.2018 
'Nota 318-2018-EF/62.01 
o Proveido s/n de fecha 24 de setiembre de 2018 
'OF. RE (DMA) 25-A/64 de fecha 21 de setiembre de 2018 

a O 1 OCT. 2018 

L_iUflhIi1fl 

El Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores (MRE) solicita a la Secretaría General del Ministerio de Economia y Finanzas (MEF) opinión respecto del Acuerdo Regional sobre Acceso a la información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú) celebrado el 4 de marzo de 2018 en la ciudad de San José, Costa Rica. 

2 la Secretaria General del MEF remite2  para pronunciamiento del Viceministerio de Economía (VME) el referido Acuerdo de Escazú. 

1.3  la  Secretaria Ejecutiva del VME solícita3  a a Dirección General de Asuntos de / Economia Internacional, Competencia y P'oductívidad (DGAEICYP) opinión técnica respecto del Acuerdo Escazú, en el marco de sus competencias. 

1.4 La DGAEICYP informa4  al VME que el mencionado Acuerdo remitido por el MRE no contiene temas de su competencia 

!1i ,4 ib,•fli (''' fi4 ' )fl! 
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M1MSTER1O DE ECONOMIA Y FINANZAS 
OFICINA GENERAL DE ASESOR(A Juioic 

OECEtIO DE LA IGUALDAD DE OPORTUt4DADES PARA MWL»RES Y ROMO FS 

'AÑ0 DEL DIÁLOGO Y LA RECOICIUACIÓN NACONAL' 

1 5 La Secretaría E)ecuUva de¡ VME rerrute a la Oficina Generd de Asesoria 
Jurídica (OGAJ) el expediente administrativo para la opinión kaI respe i va 

2.1 La OGAJ es el órgano de administración interna de¡ MEE encargado de asesorar 
y emitir opinión sobre los asuntos de carácter juridico de competencia de la Alta 
Dirección de¡ Ministerio, correspondiéndole, entre otras funciones, la absolución 
de las consultas que te sean requeridas sobre asuntos de su competencia 

2.2 En tal sentido, corresponde que esta Oficina General analizar si el MEE es 
competente para emitir opinión sobre Acuerdo de Escazú referida en el asunto. 

ANÁLISIS JURIDICO 

\9l Corresponde al MEE planear, dirigir y controlar los asuntos relativos a la 

J.; tributación, política aduanera, financiación, endeudamiento, presupuesto, 
tesorería y contabilidad,, así como armonizar la actividad económica nacionalB 

W C' 

Por su parle el Acuerdo de Escazú tiene como objetivo garantizar la 
implementación en Aménca Latina y el Caribe, de los derectos de acceso a la 
información ambiental, participación pública en los procesos de toma de 
decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la 
creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo 
a la protección de¡ derecho de cada persona 

Ce la revisión de la fórmula normativa de¡ ACL ardo de Escazú, se advierte que la 
misma tiene principalmente como fin, establecer disposiciones en materia 
ambiental, precisamente en el acceso a la información ambiental y participación 
pública en los procesos de toma de decisiones de carácter ambiental 

3.5 

Como puede verse, el Acuerdo de Escazú no guarda relación alguna con las 
disposiciones de carácter presupuestal económico o financiero que califiquen 
como temas de competencia del MEE 

En tal sentido Acuerdo de Escazú no tiene correspondencia con las campetencas 
y/o sistemas administrativos de¡ MEE, razón por la cual este Ministerio no es 
competente para emitir algún pronunciamiento u opinión respecto de la msrna 

La DGAEICYP opinó también que no tenia competencia para pronunciarse en 
relación ol Acuerdo de Ea 

- 
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MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS OFICINA GENERAL DE ASESORIA JURIDICA 

"OECEO DE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA MUJERES Y HOMBRES" "AÑO DEL D!iLOGO Y LA RFCONC UACIOt NACONAL 

W. CONCLUSIONES 

En atención a lo expuesto, esta Oficina concluye lo siguhntr. 

4.1 El MEF carece de competencia para pronunciarse sobre Acuerdo de Esc.ú 
4.2 Se adjunta un proyecto de oficio dirigido al Ministerio de Relaciones Eterior para su consideración y trámite pertinente, de estimado conveniente. 

Es todo cuanto tengo que informar. 

Atentamente, 

CaFMoo 1'ópw saldaña  
/Asesor Angel DeIqdo Fkrs 4cina 6eneal de Asesoría Jurídica Asesor 

OficIna General de Asesoría Juridic El presente Informe cuenta con la conformidad del sucrítr. 

VICTORHUGO MONTOYA CHÁVEZ 
Díretcr GenrI 

üHcina Gnei da AoL •Jfl 
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MINISTERIO DE AGRICUL.TURAYI 
RIEGO 

SECRETARIA GEN ER\L 

Secreta 

"Decenio de la Igualdad de Op6rn'ds póra'mujres y hombres" 
"Año de la lucho contro la corru pc/do y la impunidad" 

MJSTEFIO DE RELACIONES EXTERIORES 
Lima, - 1 MAR. 2019 

ficií1aeGesÓnDoc 

OFICIO N° 34-2019-MINAGRI-SG 4 MAR Z19 

Señor Embajador RE C 
MARCO V. BALAREZO 
Director General para Asuntos Multi laterales y Globales 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Jr. Lampa 545 - Cercado de Lima 
Presente. - 

Asunto Solicitud de informe técnico-legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú 

Referencia OF. RE  (DMA) N° 2-9-A134 

Es grato dirigirme a usted, en atención al documento de la referencia, mediante el cual nos 
solicito se remito un informe técnico-legal del sector que analice el Acuerdo de Escazú, en merito 
al inicio de los trámites correspondientes de perfeccionamiento interno a nivel nacional para la 
ratificación del citado Acuerdo. 

Al respecto, adjunto para su conocimiento, copia de los Informes N° 273-2019-MINAGRI/SG-
OGAJ, N° 12-201 9-MlNAGRl-SG/OGPP-OCOPl y N 001 8-201 8-MlNAGRl-DVDIAR-DGAPA-
DGAA-JLPZ, emitidos por la Oficina General de Asesoría Jurídica, la Oficina de Cooperación 
Internacional y la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios del Ministerio de 
Agricultura y Riego, respectivamente (con sus respectivos documentos de remisión); que 
contienen la opinión del sector sobre el citado Acuerdo. 

Es propicia la ocasión para expresarle los sentimientos de mi especial consideración y estima 
personal. 

Atentamente, 

y- 

- 

--------------- 

- JA VlER ENRIQUE CALDOS CARVAJQ 
Secretario GQnoraJ 

rv1ES/\ D.E FFrE 

CIGO / 

04 MÁ U19 - 

Copas pars I11I0rmocan 

CUT N' 35898-2018 

Av La Universidad N° 200- La Molina - Lima 

T: (511) 709-8600 
WWW minagri gob.pe  
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\LQ 



ÍVIIÑAGRi..sGj 
12 uOGAJ DGAAA Y  

Dirección de Gestión Ambiental Agraria 
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 Decenio de la Igualdad de Oportunidades pa,a mujeres y hombres >FCIyARI OFN Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional R4L 

INFORME N°0018-2018-MINAGRI-DVDIAR-DGAAA-DGAA-JLPZ E. 

Para : Ing. Katia Toledo Mori 
Directora 
Dirección de Gestión Ambiental Agraria 

De Jimmy Palomino Zevallos 
Abogado 
Área de Evaluación de Instrumentos de Gestión Ambiental 

Asunto : Informe Técnico Legal sobre la evaluación del Acuerdo de Escazú 
a la luz de la normativa nacional vigente, en el ámbito del Sector 
Agrario. 

Referencia OF. RE  (DMA) N° 2-9-N34 

Fecha : Lima, 03 de octubre de 2018 

Al respecto, informo a su Despacho lo siguiente: 

1. ANTECEDENTE 

Mediante el OF. RE  (DMA) N° 2-9-A134 de fecha 20 de setiembre de 2018, 
recepcionado el día 24 del mismo mes y año, el Director General para Asuntos 
Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, informa del Acuerdo 
Regional sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso a la 
justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe denominado "Acuerdo 
de Escazú", adoptado el día 04 de marzo de 2018 en San José, Costa Rica. 

Agrega, que el referido acuerdo regional tiene por objeto garantizar la 
implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de 
acceso a la información ambiental. 

En dicho contexto, solícita a esta entidad se le rernita un Informe Técnico Legal que 
contenga los siguientes elementos: 

a Análisis del ¡nstrumento, principalmente de los aspectos de competencia del 
Sector. En este análisis debe incluírse una evaluación del Acuerdo de Escazú a la 
luz de la normativa nacional vigente, debiendo señalar expresamente si el referido 
instrumento internacional guarda consistencia con la normativa nacional en su 
respectivo ámbito de competencias o si, por el contrario se requiere la modificación 
o derogación de alguna ley o la emisión de normas con rango de ley para su 
implementación. 

((1 
' "b Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir 

los gastos de la irnplementación del Acuerdo de Escazú'; y 
MiN 

"c presentación de la convenIencia a los intereses nacionales de ser parte del 
Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, 
objetivos de desarrollo sostenible, etc." 
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H. ANÁLISIS 

a) Del ámbito de competencias del Ministerio de Agricultura y Riego 

El Ministerio de Agricultura y Riego es un organismo del Poder Ejecutivo, con 
personería jurídica de derecho público y constituye un pliego presupuestal. Tiene 
como finalidad diseñar, establecer, ejecutar y supervisar las políticas nacionales y 
sectoriales en materia agraria. Asimismo, ejerce la rectoría en relación con ella y 
vig ita su obligatorio cumplimiento por los tres niveles de gobierno. 

Por su parte, el artículo 64 del Decreto Supremo N° 008-2014-MlNAGRl que aprobó 
el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Agricultura y Riego y 
sus modificatorias (en adelante, ROF) señala que la DGAAA es el órgano de línea 
encargado de implernentar acciones en el marco del Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental para la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales renovables de competencia, en concordancia con los lineamientos de las 
Políticas Nacionales Agraria y Ambiental; así como promover la gestión eficiente del 
recurso suelo para uso agrario. 

Asimismo, dentro de las funciones conferidas por el ROF la DGAAA es la autoridad 
competente para aprobar los instrumentos de gestión ambiental2, en concordancia 
con el numeral 5.1 del artículo 5 del Reglamento de Gestión Ambiental del Sector 
Agrario aprobado mediante Decreto Supremo N° 019-2012-AG, el cual establece que 
la referida Dirección es la autoridad ambiental competente responsable de la gestión 
ambiental y de dirigir el proceso de evaluación ambiental de proyectos o actividades 
de competencia del Sector Agrario y, aquellos relacionados con el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales renovables en el ámbito de su competencia y en 
el marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental; así como ejecutar, 
directamente o través de terceros, el monitoreo, vigilancia, seguimiento y auditoria 
ambiental de proyectos y actividades bajo la competencia del Sector Agrario'. 

Decreto Legislativo N" 997, que aprueba la Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Agricultura 
"Articulo 2.- Naturaleza Jurídica 
1 El Ministerio de Agricultura es un OrgafliSiriO del Poder Ejecutivo. 

2.2 El Ministerio de Agricultura tiene personería juridica de Derecho Público y constituye un pliego presupuestal. 

Artículo 3.- Ministerio y sector 
1 El Ministerio de Agricultura y Riego diseña, establece, ejecuta y superviso las po/ii/cas nacionales y sectoriales 

en materia agraria; ejerce la rector/a en relación con ello y vigilo su obligatorio cumplimiento por los tres niveles de 
gobierno. 

si 
3.2 El sector Agricultura y Riego comprende a (ocias las entidades de los tres niveles de gobierno vinculados al ámbito 
de competencia señalado en la presente Ley." 

reto Supremo N' 008-2014-MlNAGRl, que aprueba el Reglamento Organización y Funciones del Ministerio 
de Agricultura y Riego 
"Articulo 65.- Funciones de la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios 
La Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios tiene las siguientes funciones: 

(.) 
d. Aprobar,  los instrumentos de gestión ambiental del Sector; así como el levantamiento de suelos, en el marco de la 
normatividad vigente; 

Decreto Supremo N° 019-2012-AG, que aprobó el Reglamento de Gestión Ambiental del Sector Agrario 

í 4\ "Articulo 5.- La Autoridad Ambiental Competente 

..... ' 5.1 El Ministerio de Agricultura, a través de la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios (DGAAA), es la 
Ti ) autoridad ambiental competente responsable de la gestion ambiental y dedirigir el proceso de evaluación ambiental 

D,íeCO' de proyectos o actividades de competencia del Sector Agrario y, aquellos relacionados con el aprovechamiento 
' sostenible de los recursos naturales renovables en el ámbito de su competencia y en el marco del Sistema Nacional 

de Gestión Ambiental; asi como ejecutar, directamente o través de terceros, el monhtoreo, vigilancia, seguimiento y 
auditoria ambiental de proyectos y actividades bajo la competencia del Sector Agrario. 
5.2. En ese sentido, la DGAAA ejerce su competencia de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Organización 
y Funciones del Ministerio de Agricultura y es el responsable de los procesos de toma de decisiones y los 
procedirriientos aclminista(ivos a su cargo, debiencio disponer toda actuación que considere necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones, sin peijuicio del debido procedimiento. 
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EDG"AAA / 
Con relación a sus unidades orgánicas, cabe resaltar que la DGAA es la encargada 
de evaluar y emitir opinión sobre los instrumentos de gestión ambiental en el ámbito tu 

de su competencia, entre otras funciones. 
[o 

De lo antes descrito, cabe señalar que la autoridad competente para aprobar los 
tU Q 

instrumentos de gestión ambiental es la DGAAA, al tratarse de actos vinculados al cr  
proceso de evaluación ambiental de proyectos o actividades de competencia del 
Sector Agrario, cuya evaluación le corresponde a la DGAA. 

b) Acuerdo Regional sobre el acceso a la información, la participación pública y 
el acceso a la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe 
denominado "Acuerdo de Escazú". 

El acuerdo consta de 26 artículos y un anexo. 

El artículo 5 denominado acceso a la información ambiental, y el artículo 6 
denominado generación y divulgación de información ambiental y artículo 7 
participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales, constituyen 
los puntos más relevantes que se relacionan con la competencia del sector en 
Asuntos Ambientales Agrarios. 

El estado peruano regula en los numerales 5 y  17 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú el derecho de acceso a la información pública y el derecho a 
participar en forma individual y asociada en la vida política, económica, social y 
cultural de la nación respectivamente. Es decir, el derecho a la información pública 
tiene rango constitucional en nuestro sistema legal. 

Asimismo, el primer párrafo del numeral 1 del artículo 4 de la Ley N° 29158, Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo, establece que el poder ejecutivo tiene, entre otras la 
competencia exclusiva de diseñar y supervisar políticas nacionales y sectoriales las 
cuales son de cumplimiento obligatorio por todas las entidades del estado en todos 
los niveles de gobierno. 

En este marco legal, el poder ejecutivo expidió la Ley General del Ambiente N° 28611, 
que en su artículo III del Título Preliminar establece que toda persona tiene derecho 
a participar responsablemente en los procesos de toma de decisiones, así como en 
la definición y aplicación de las políticas y medidas relativas al ambiente y sus 
componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. 

El numeral 48.1 del artículo 48 de la precitada Ley N° 28611 señala que las 
y030 autoridades públicas establecen mecanismos formales para facilitar la efectiva 

participación ciudadana en la gestión ambiental y promueven su desarrollo y uso por MINO las personas naturales o jurídicas relacionadas, interesadas o involucradas con un 
4GRt.O proceso particular de toma de decisiones en materia ambiental o en su ejecución, 

seguimiento y control. 

Asimismo, el artículo 13 de la Ley N°27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación 
del Impacto Ambiental, establece que el sistema de evaluación del impacto ambiental 
garantiza instancias formales de difusión y participación de la comunidad en el 

j proceso de tramitación de las solicitudes y de los correspondientes estudios de 
impacto ambiental; así como instancias no formales que el proponente debe impulsar 
para incorporar en el estudio, la percepción y opinión de la población potencialmente 
afectada o beneficiada con la acción propuesta. 

MINAGRI 
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Así también, mediante los artículos 66 al 71 del Decreto Supremo N° 019-2009-

MINAM, Reglamento de la Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 

Ambiental, se regula el ejercicio del acceso a la información y la participación 

ciudadana en la tramitación de solicitudes que tienen repercusión e impacto 

ambiental. 

Entrando al ámbito de competencia del Sector Agrario, en materia de participación 

ciudadana, se tiene que mediante Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM se aprobó 

el Reglamento sobre transparencia, acceso a la información pública ambiental y 

participación y consulta ciudadana en asuntos ambientales, el mismo que tiene por 

finalidad establecer las disposiciones sobre acceso a la información pública con 

contenido ambiental, para facilitar el acceso al ciudadano a la misma. Igualmente, 

regular los mecanismos y procesos de participación y consulta ciudadana en los 

ternas de contenido ambiental. 

De otro lado, la Segunda Disposición Complementaria Final del mencionado 

mediante Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM compete a las entidades públicas 

que cuentan con competencias o desempeñen funciones ambientales en todos sus 

niveles nacional, regional o local, emitir disposiciones específicas a su sector que 

complemente o desarrollen lo dispuesto en el referido reglamento. 

En atención al citado Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N° 002-

2009-MINAM se aprobó el Reglamento de Participación Ciudadana para la 

Evaluación, Aprobación y Seguimiento de Instrumentos de Gestión Ambiental del 

Sector Agrario, Decreto Supremo N° 018-2012-AG. 

En este marco normativo del Decreto Supremo N° 018-2012-AG, en el literalfyg se 

define los conceptos de participación ciudadana y Plan de Participación Ciudadana 

en la tramitación de instrumentos de gestión ambiental en el Sector Agrario. 

Así la Participación Ciudadana se define corno el proceso público, dinámico, flexible 

e inclusivo a través del cual los ciudadanos intervienen responsablemente de buena 

fe con transparencia y veracidad, en forma individual y colectiva, en la definición y 

aplicación de las políticas públicas relativas al ambiente y sus componentes, así 

como en el proceso de toma de decisiones públicas sobre materias ambientales, 

vinculadas a la elaboración, evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades 

del Sector Agrario. 

Del mismo modo, el concepto Plan de Participación Ciudadana se define en el citado 

reglamento como aquel documento mediante el cual el titular del proyecto o de la 

actividad agraria describe las acciones y mecanismos dirigidos a informar a la 

población respecto de las implicancias de la implernentación de las actividades de 

competencia del Sector Agrario. 

Así también, en el artículo 6 del mencionado Decreto Supremo N° 018-2012-AG se 

dispone el proceso de participación ciudadana en el Sector Agrario entendido como 

un proceso dinámico, flexible e inclusivo de intercambios amplio de información, 

consulta, diálogo, consenso, a través del cual los ciudadanos intervienen 

responsables, de buena fe, con transparencia y veracidad en forma individual o 

colectiva en la definición y aplicación de las políticas públicas relativas al ambiente, 

así como en el proceso de toma de decisiones públicas sobre materias ambientales, 

vinculadas a la elaboración, evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades 

del Sector Agrario. 
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El artículo 7 del mencionado Decreto Supremo, señala la Finalidad del Prdceso de• 
Participación Ciudadana, precisando que tiene por fin dar a conocer las 
características del proyecto o actividad, a fin de determinar si los intereses de la 
población que habita en el área de influencia del proyecto o actividad podrían verse 
afectados o beneficiados por los posibles impactos sociales, económicos, 
ambientales y culturales generados a partir de la realización de la actividad. 

Este proceso está orientado a establecer adecuados canales de comunicación entre 
la autoridad ambiental del Sector Agrario, el titular del proyecto o de la actividad, la 
consultora ambiental y la comunidad, a fin de facilitar la incorporación de las 
opiniones de la ciudadanía en el proceso de elaboración, evaluación y seguimiento 
de los instrumentos de gestión ambiental. 

El establecimiento de espacios de participación ciudadana y concertación permite 
evitar, corregir o mitigar posibles impactos ambientales y sociales negativos, así 
como identificar y recoger las iniciativas, sugerencias y aportes para potenciar o 
maximizar los impactos ambientales y sociales positivos. 

Tornando en cuenta el marco normativo a partir de nuestra Constitución Política, los 
dispositivos legales que el Poder Ejecutivo a dictado al respecto, citado en los 
numerales precedentes, tomando en cuenta el conjunto de normas que en materia 
ambiental del Sector Agrario permite mecanismos dirigidos a la participación 
ciudadana, respecto de la evaluación y seguimiento de los proyectos y de la actividad 
del Sector Agrario; podernos concluir que el Acuerdo de Escazú adoptado el 04 de 
marzo de 2018 en San José, Costa Rica guarda consistencia con la normativa 
nacional vigente en materia de procesos de Participación Ciudadana en el Sector 
Agrario, lo que no implica que no pueda expedirse otras normas sobre procesos de 
participación ciudadana en el Sector Agrario respecto de implicancias o impactos 
ambientales que fortalezcan el actual marco normativo para el pleno ejercicio del 
derecho a la participación pública en los procesos de toma de decisiones 
ambientales. 

Esta dirección no es competente para pronunciarse con respecto a la provisión de 
los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de 
implementación del Acuerdo de Escazú; sin embargo atendiendo a que es política de 
estado generar mecanismos de participación ciudadana en los proyectos y 

Sito actividades del Sector Agrario con contenido ambiental, es recomendable que se 
/ V°B° plantee la atención que corresponda al respecto. 

NOI 4. Por lo antes señalado, resultaría conveniente a los intereses nacionales ser parte del 
Acuerdo de Escazú, tanto más que, como se desprende del conjunto de normas en 
materia ambiental en general y, en especial, en el Sector Agrario; es política de 
estado procurar la implementación de procesos de participación ciudadana al 
respecto, con lo cual se fortalecería a nivel de rango constitucional la participación 
ciudadana en actividades del Sector Agrario concernientes al ambiente. 

í / CONCLUSIONES 

kc 
TOLEDO MOR1  JDe conformidad con lo expuesto, se concluye en lo siguiente. 

ii. CIO(3 

3.1. El Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la normativa nacional en materia 
de participación ciudadana en el Sector Agrario, relativo al medio ambiente. 

layina5 cC 



Dirección de Gestión Ambiental Agraria 

71T- 

3.2 Si resulta conveniente a los intereses nacionales ser parte de¡ Acuerdo de 
Escazú, tornando en cuenta la política sectorial agraria reflejada en el marco 
normativo que procura el proceso de participación ciudadana vinculados a la 
materia ambiental, salvo mejor parecer. 

Atentamente, 

r 
My P1om

r 
Zevallos 

gadØ'  
rea d Evaluación de Instrumentos de Gestión Ambiental 

Lima, 03 de octubre de 2018 

Visto, el Informe N° 0018-201 8-MINAGRI-DVDIAR-DGAAA-DGAA-JLPZ que 
antecede y estando de acuerdo con su contenido, REMITASE a la Dirección 
General de Asuntos Ambientales Agrarios del Ministerio de Agricultura y Riego. 
Prosiga su trámite.- 

JPZiffdgh CUT N' 35898-2018 
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SECRETARIA GENERAL L0C 0P1 

Oficina de Cooperación Internacional 

MNAGRI 

OGAJÍn 
miSVERIO DE AGRICULTURA1 Y RIEGO 

INFORME N° 12-2019-MINAGRl-SG/OGPP-OCOPI 1 OFICINACDNFRAL DE 
ASESO'dJL}R1DlCA 

Para : RODOLFO ACUÑA NAMIHAS 
FohoN...................... Director General 

Oficina General de Planeamiento y Presupuesto 

Asunto Opinión Técnica Sectorial sobre implementación del Acuerdo de 
Escazú por MINAGRI 

Referencias a) Memorando N° 64-2019-MlNAGRl-SG/OGAJ 
Memorándum N° 22-2019-MlNAGRl-DVDIARIDGAAA 
Memorándum N° 032-201 9-MlNAGRl-SG-OGPPIOPRES 

Fecha 29 ENE. 2019 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en atención al documento de la referencia a) 
mediante el cual la Directora General de la Oficina General de Asesoría Jurídica reitera 
el pedido de opinión especializada sobre los alcances del Acuerdo de Escazú. 

Al respecto informo a su Despacho lo siguiente: 

1. ANTECEDENTES 

1.1 El Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, Embajador Marco Balarezo, Mediante Oficio RE (DMA) N° 2-
9-A134, de 20 de septiembre 2018, solicita un informe técnico-legal del Sector para 
la ratificación del Acuerdo de Escazú. Informe que debe incluir: a) El análisis del 
Acuerdo, en los aspectos de competencia sectorial; b) Provisión de los recursos 
necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de la 
implementación del Acuerdo; c) Presentación de la conveniencia a los intereses 
nacionales de ser Parte del Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales. 

2 Mediante Oficio N° 1013-2018-MlNAGRl- DVDIAR/DGAAA, de 10 de octubre 2018, 
la Directora General de la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios 
(DGAAA) alcanzó a Secretaría General el Informe N°0018-2018-MlNAGRl-
DVDIAR/DGAAA-JLPZ, el cual sustenta la consistencia entre el Acuerdo de Escazú 
y la normativa nacional en materia de participación ciudadana en materia medio 
ambiental, en el Sector Agrario, así como la conveniencia nacional de ser parte de 
dicho Acuerdo desde los intereses nacionales y la política sectorial agraria. Estos 
documentos han sido derivados por Secretaria General a la Oficina General de 
Asesoría Jurídica (OGAJ) mediante hoja de ruta de 15 de octubre 2018. 

t 

Decenio de la igualdad de oportunidades para muje!es y hombres 
'Año de la lucha contra la co,rupción y la impunidad 

, ) 

oIrw 

3 La OGAJ ha solicitado opinión especializada sobre los alcances del Acuerdo de 
Escazú a la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto (OGPP), mediante el 
Memorando N°635-2018-MlNAGRl-SG/OGAJ de 25 de octubre 2018, solicitud 
reiterada el 26 de diciembre 2018 y  el 28 de enero 2019. 

Av. Alameda del Coíregidor N°  155 - La Mohria - Lima 
Ti (511) 209-8600 
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Oficina de Cooperación Internacional 

Decenio de la Igualdad de opodumdades para mujeres y hombres 

Año de la lucha contra la corrupción y la impunidad 

4 La Oficina de Cooperación Internacional (OCOPI) de la Oficina General de 

Planeamiento y Presupuesto (OGPP), con el memorando N°109-2018-MNAGRI-

SG/OGPP-OCOPI, de 31 de octubre 2018, solicitó a la Dirección de Presupuesto 

(OPRES) opinión respecto de la provisión de los recursos necesarios en el 

presupuesto institucional para asumir los gastos de la implementación del Acuerdo 

de Escazú. En respuesta, el Director de OPRES, con Memorándum N°390-2018-

MINAGRI-SG-OGPP/OPRES, de 09 de noviembre 2018, requirió que se 

especifiquen los recursos para la implementación del Acuerdo de Escazú, con el 

respectivo sustento técnico; solicitud trasladada por el Director General de OGPP a 

la Directora General de la DGAAA, mediante Memorando N° 1948-2018-MINAGRI-

SG/OGPP-OCOPl, de 20 de noviembre 2018. 

1.5 La Directora General de DGAAA, mediante el Memorándum N° 909-2018-MINAGRI-

DVDIAR-DGAAA, de 21 de diciembre 2018, alcanzó el Informe N°001-2018-

MlNAGRl-DVDIAR-DGAAA-DERN-CASV, el cual incluye descripción de los 

recursos materiales requeridos para la implementación de un Sistema de 

Información Geográfica de Consulta Geoespacial sobre levantamiento de suelos y 

clasificación de tierras por su capacidad de uso mayor y los costos estimados para 

dicha implementación, a nivel global. Sin embargo, para que dicha información 

técnica pueda ser provisionada en el presupuesto institucional por OPRES, según 

indicación de su Director, se requiere detalle de plazos y fuentes de financiación 

para la ejecución de los gastos, por lo cual OCOPI, mediante correo electrónico de 

07 de enero 2019 solicitó información complementaria a la DGAAA. 

1.6 Con el Memorándum N° 22-2019-MINAGRI-DVDIAR-DGAAA, de 14 de enero de 

2019, la Directora General de DGAAA ha alcanzado el Informe N° 002-2019-

MINAGRI-DVDIAR-DGAAA-DERN-CMPE /35898-2018, el cual incluye la 

proyección presupuestal requerida y la superficie a cubrir con la generación de 

información de levantamiento de suelos de nivel reconocimiento y de nivel 

sernidetallado, con un horizonte de nueve y  21 años de proyección, 

respectivamente. Documentación que OCOPI trasladó a OPRES el 16 de enero del 

presente, recibiéndose la opinión de esta última Dirección mediante el Memorando 

N° 032-2019-MlNAGRl-SG-OGPP/OPRES de 28 de enero último. 

1.7 El Director General de la OGPP ha señalado la conveniencia que se identifique con 

mayor precisión la provisión de los recursos a ser aportados por los gobiernos 

regionales y locales que garanticen la contrapartida necesaria para la efectiva 

implementación del Acuerdo de Escazú. 

2. ANÁLISIS 

2.1 La Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios, en el Informe N°0018-2018-

MINAGRI- DVDIAR/DGAAA-JLPZ, respecto del análisis del Acuerdo, en los 

aspectos de competencia sectorial ha señalado que el Acuerdo de Escazú guarda 

consistencia con la normativa nacional en materia de participación ciudadana en el 

Sector Agrario, en lo relativo al tema ambiental, por lo cual su implementación resulta 

conveniente a los intereses nacionales ser Parte del Acuerdo, tomando en cuenta la 
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política sectorial agraria reflejada en el marco normativo que procura el proceso de - - 

participación ciudadana vinculados a la materia ambiental. 

2.2 Por su parte, la Oficina de Presupuesto de la Oficina General de Planeamiento y 
Presupuesto, en el entendimiento de que al MINAGRI le correspondería asumir las u2  
inversiones siguientes: ,CL 

r 

Generación de información de levantamiento de suelos a SI. 13500,000.00 j 

cc Z 

nivel de reconocimiento (por un período de nueve años, 
con una inversión anual de un millón quinientos mil soles) 
Trece millones quinientos mil soles 

Generación de información de levantamiento de suelos a SI. 21'600,000.00 
nivel semidetallado (por un período de veintiún años) 
Veintiún millones seiscientos mil soles 

Y a los Gobiernos Regionales les correspondería aportar los recursos siguientes: 

Generación de información de levantamiento de suelos a Sl. 160395,300.00 
nivel de reconocimiento (por un período de nueve años, 
con una inversión anual de un millón quinientos mil soles) 
Ciento sesenta millones trecientos noventa y cinco mil 
trescientos soles 

Generación de información de levantamiento de suelos a SI. 142028,280.00 
nivel semidetallado (por un período de veintiún años) 
Ciento cuarenta idos millones veintiocho mil doscientos 
ochenta soles 

Ha opinado favorablemente respecto de la provisión de los recursos necesarios en 
el presupuesto institucional para asumir los gastos de la implementación del Acuerdo 
de Escazú, siempre y cuando el Ministerio del Ambiente, entidad suscriptora del 
mencionado Acuerdo gestione ante el Ministerio de Economía y Finanzas el 
compromiso de una demanda presupuestaria adicional que garantice que los 
gobiernos regionales contarán con los recursos financieros necesarios para la 
implementación del Acuerdo de Escazú en sus respectivos territorios. 

3. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN 

En atención a lo anteriormente expuesto, y de acuerdo a los antecedentes y el análisis 
efectuado; se concluye que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la normativa 
nacional en materia de participación ciudadana en el Sector Agrario, por lo cual, en 
concordancia con la política sectorial agraria, ser parte del Acuerdo resulta conveniente 
a los intereses nacionales; además, se estima que es factible la provisión de los recursos 

\J' estimados en Un millón quinientos mil soles (SI.1 500 000.00) por año, por un período 
'\fbrp90i de nueve años y de Veintiún millones seiscientos mil soles (SI. 21600,000.00), por un - - 

período de veintiún años, para la implementación del Acuerdo de Escazú. 
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Para que se logre la cabal implementación del Acuerdo de Escazú en el territorio 

nacional, es necesario que los gobiernos regionales aporten los recursos de 

contrapartida, por lo cual es conveniente que el Ministerio del Ambiente, suscriptor del 

Acuerdo, gestione ante el Ministerio de Economía y Finanzas el compromiso de una 

demanda presupuestaria adicional que garantice el aporte de los gobiernos regionales. 

Por lo señalado, se recomienda remitir el presente Informe a la Oficina General de 

Asesoría Jurídica 

Es cuanto informo a usted para los fines pertinentes. 

Atentamente, 

—,hLN' -rrEpAC HECNTOS 
Especialista 
Oficina de Cooperación Internacional 

Visto el informe que antecede, con la conformidad de esta Dirección que lo hace suyo. 

NOEMMARMANILLO BUSTAMANTE 
Directora 
Oficina de Cooperación Internacional 

RANfNMBJrnmm CUT N°35898-2018 
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De 

Asunto 

Referencia 

Fecha  

ALESSANDRA G. HERRERA JARA 
Directora General 
Oficina General de Asesoría Jurídica 

Opinión sobre el Acuerdo de Escazú. 

OF. RE  (DMA) N° 2-9-A134 

(CUT N° 35898-2018) 

2 8 FEB. 2019 

MUY URGENTL 
MINIST6ÍfO DEAGRiCUpj y 

RIEGO 

SECO ETARIA GENERAL 

MINISTERIO DE AGR.CU1f URA Y RIEGO 
Secretaria General 
N G R E S A D O 

INFORME LEGAL N0.23  -2019-MINAGRI-SG/OGAJ 

JAVIER ENRIQUE GALDOS CARVAJAL 
Secretario General 

Por el presente me dirijo a usted, en relación al documento de la referencia, a fin de emitir 
la opinión legal correspondiente: 

ANTECEDENTES 

1.1 Mediante el documento de la referencia, ingresado el 24 de setiembre de 20181,  el 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores solicita a su Despacho, emita un informe técnico-legal del Sector para la 
ratificación del Acuerdo de Escazú, proponiendo que incluya lo siguiente: 

El análisis del Acuerdo, en los aspectos de competencia del Sector, debiendo 
señalar expresamente si el referido instrumento internacional guarda 
consistencia con la normativa nacional en su respectivo ámbito de competencias 
o si, por el contrario, se requiere la modificación o derogación de alguna ley, o la 
emisión de normas con rango de ley para su implementación; 
Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir 
los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú; y, 
Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del 
Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario 
y objetivos de desarrollo sostenible. 

1.2 A través de los Memorandos N°s 6352  y 773-2018-MlNAGRl-SG/OGAJ3  de fechas 
25 de octubre y  26 de diciembre de 2018, y 0641  y 111-2019-MlNAGRl-SG/OGAJ5  
de fechas 28 de enero y  14 de febrero de 2019, respectivamente, esta Oficina 

\JU \ General solicitó a la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto opinión sobre 
los alcances del Acuerdo de Escazú; siendo atendido a través del Memorando 
N° 295-2019-MlNAGRl-SG/OGPP-OCOPI, ingresado el 20 de febrero de 20196. 

)í 1 A fojas 1y2,encopia, 
2 A fojas 29, en copia. 

A fojas 30, en copia. 
4 A fojas 31, en copia. 

A fojas 32, en copia, 
A fojas 33. 
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Oficina General de Asesoría Jurídica 

f L(0 
"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres' 

"Año de la lucha contra la corrupción y la impunidad" IA GENERAL 

BASE LEGAL Follo N"........ 

2.1 Constitución Política del Perú 
2.2 Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo. 
2.3 Ley N° 28611, Ley General del Ambiente. 
2.4 Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental. 
2.5 Decreto Legislativo N° 997, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Organización 

y Funciones del Ministerio de Agricultura y Riego, modificado por la Ley N° 30048. 
2.6 Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento sobre 

transferencia, acceso a la información pública ambiental y participación y consulta 
ciudadana en asuntos ambientales. 

2.7 Decreto Supremo N° 018-2012-AG, que aprueba el Reglamento de Participación 
Ciudadana para la Evaluación, Aprobación y Seguimiento de Instrumentos de 
Gestión Ambiental del Sector Agrario. 

2.8 Decreto Supremo N° 008-2014-MlNAGRl, que aprueba el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Agricultura y Riego, y sus modificatorias. 

2.9 Decreto Supremo N° 019-2019-MINAM, que aprueba el Reglamento de la Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental. 

ANÁLISIS 

Sobre el Acuerdo de Escazú 

3.1 El 27 de setiembre de 2018, Perú suscribió el Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales, 
conocido como Acuerdo de Escazú7. 

3.2 El Acuerdo de Escazú es el primer tratado sobre medio ambiente y derechos 
humanos de la región y el primer instrumento vinculante en el mundo en el que se 
reconoce el rol de las personas defensoras del ambiente". Dicho tratado se cimienta 
en el Principio 10 de la Declaración de Rio de 1992 sobre el medio ambiente y el 
desarrollo, que busca asegurar que toda persona tenga acceso a la información, 
participe en la toma de decisiones y acceda a la justicia en asuntos ambientales, con 
el fin de garantizar el derecho a un medio ambiente sano y sostenible de las 
generaciones presentes y futuras9. 

3.3 Este tratado, denominado Acuerdo Regional permitirá a los países firmantes adoptar 
medidas especiales para garantizar un entorno libre de amenazas y restricciones a 
la seguridad de las personas y organizaciones que promuevan y defiendan derechos 
ambientales. La posibilidad de unirse a este compromiso estará abierto por dos 

. .,jo° "\ años, mientras que los países que ya lo suscribieron deben conseguir que sus 
respectivos parlamentos lo ratifiquen. Una vez que once naciones logren esta 

,» autorización, el Acuerdo de Escazú entrará en vigencia.10  

Suscrito por Perú, Antigua y Barbuda, Santa Lucía, Costa Rica, México, Panamá, Uruguay, Guatemala. Argentina, 
Ecuador, Brasil, República Dominicana, Guyana, Haití, Paraguay y Bolivia. 

Disponible en: https:I/ww.ambienteysociedad.org.co/es/colombia-y-el-acuerdo-de-escazul  (Fecha de consulta 27 de 
febrero de 2019). 

Disponible en: https:l1wwi.cepal.org/esIinfografiasIprincipio-10-la-declaracion-rio-medio-arnbiente-desarrollo (Fecha 
de consulta 27 de febrero de 2019). 
`° Disponible en: https:Iles.rnorigabay.com/20 l8llülacuerdo-de-escazu-derechos-arnbientales/ (Fecha de consulta 27 
de febrero de 2019). 
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3.4 Su objetivo es garantizar el derecho de todas las personas a tener acceso a la 

información de manera oportuna y adecuada, a participar de manera significativa en 

las decisiones que afectan sus vidas y su entorno y a acceder a la justicia cuando 

estos derechos hayan sido vulnerados. En él se abordan aspectos fundamentales de 

la gestión y la protección ambiental desde una perspectiva regional y se regulan los 

derechos de acceso a la información, la participación pública y la justicia en ámbitos 

tan ímportantes como el uso sostenible de los recursos naturales, la conservación de 

la diversidad biológica, la lucha contra la degradación de las tierras y el cambio 

climático y el aumento de la resiliencia ante los desastres11. 

Sobre el ámbito de competencia del Sector 

3.5 El Ministerio de Agricultura y Riego - MINAGRI es un organismo del Poder Ejecutivo, 

con personería jurídica de derecho público y constituye un pliego presupuestal. 

Tiene como finalidad diseñar, establecer, ejecutar y supervisar las políticas 

nacionales y sectoriales en materia agraria. Asimismo, ejerce la rectoría en relación 

con ella y vigila su obligatorio cumplimiento por los tres niveles de gobierno12. 

En esa línea, el Decreto Legislativo N° 997, Decreto Legislativo que aprueba la Ley 

de Organización y Funciones del Ministerio de Agricultura y Riego, modificado por la 

Ley N° 30048, establece en su artículo 4, que se encuentra dentro del ámbito de 

competencia del Sector, entre otros, las tierras de uso agrícola y de pastoreo, tierras 

forestales y tierras eriazas con aptitud agraria; los recursos forestales y su 

aprovechamiento; la flora y fauna; los cultivos y crianzas; y la sanidad, investigación, 

extensión, transferencia de tecnología y otros servicios vinculados a la actividad 

agraria. 

Asimismo, la referida Ley establece en el numeral 6.2 del artículo 6 que el MINAGRI, 

en el marco de sus competencias compartidas, ejerce, entre otras, las funciones de 
establecer los mecanismos que permitan a los productores agrarios acceder a 

información relevante para el desarrollo competitivo de la actividad agraria. 

3.6 Por su parte, el artículo 64 del Reglamento de Organización y Funciones del 

Ministerio de Agricultura y Riego, aprobado por Decreto Supremo N° 008-2014-

MINAGRI y sus modificatorias (en adelante, ROF del MINAGRI), establece que la 

Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios es el órgano de línea encargado 
de implementar acciones en el marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental 

para la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 

renovables de competencia, en concordancia con los lineamientos de las Políticas 

Nacionales Agraria y Ambiental; así como, promover la gestión eficiente del recurso 

suelo para uso agrario. 

Asimismo, dentro de las funciones conferidas por el ROF del MINAGRI, la Dirección 

General de Asuntos Ambientales Agrarios es la autoridad competente para aprobar 

los instrumentos de gestión ambiental, en concordancia con el numeral 5.1 del 

artículo 5 del Reglamento de Gestión Ambiental del Sector Agrario aprobado 

mediante Decreto Supremo N° 019-2012-AG, el cual establece que la referida 

Dirección es la autoridad ambiental competente responsable de la gestión ambiental 

11  Disponible en: :/!andiria.pe/aqenciaJnoticia-acuerdo-escazu-conoce-tratado-fortalece-justioa-y-democracia- 

arnbiental-726761 .aspx (Fecha de consulta 25 de febrero de 2019). 
12 Artículos 2 y  3 del Decreto Legislativo N" 997, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Organización y Funciones 

del Ministerio de Agricultura y Riego, modificado por la Ley N° 30048. 
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y de dirigir el proceso de evaluación ambiental de proyectos o actividades de 
competencia del Sector Agrario y, aquellos relacionados con el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales renovables en el ámbito de su competencia y en 
el marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental; así como ejecutar, 
directamente o a través de terceros, el monitoreo, vigilancia, seguimiento y auditoría 
ambiental de proyectos y actividades bajo la competencia del Sector Agrario. 

3.7 Por otro lado, se indica que conforme al artículo 25 del ROE del MINAGRI, la Oficina 
General de Planeamiento y Presupuesto es el órgano encargado de asesorar a la 
Alta Dirección, órganos, programas y proyectos especiales del Ministerio en la 
formulación, ejecución, seguimiento y evaluación del Plan Operativo y Plan 
Estratégico Institucional y el Plan Estratégico Sectorial Multianual; así como, 
conducir el proceso presupuestario, la inversión pública sectorial, las acciones de 
racionalización y cooperación internacional. 

Asimismo, el artículo 27, establece que dicha Oficina cuenta, entre otras, con la 
Oficina de Cooperación Internacional, que tiene entre sus funciones emitir opinión 
técnica y brindar asesoramiento en materia de cooperación internacional, así como 
coordinar y efectuar el seguimiento de proyectos, programas y actividades 
ejecutados por el Sector financiados con recursos de la cooperación internacional: 
así como del cumplimiento de los convenios, acuerdos y compromisos, adquiridos en 
el marco de la cooperación internacional. 

Sobre el análisis del Acuerdo en los aspectos de competencia del Sector y la 
provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para 
asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú 

3.8 En el marco de la normativa glosada, la Dirección General de Asuntos Ambientales 
Agrarios y la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto (a través de la Oficina 
de Cooperación Internacional), mediante Oficio N° 1013-2018-MlNAGRl-
DVDIAR/DGAAA ingresado el 10 de octubre de 201813  y Memorando N° 295-2019-
MlNAGRl-SG/OGFP-OCOPl de fecha 19 de febrero de 201914,  remitieron a su 
Despacho y a esta Oficina General, los Informes N°s 0018-2018-MlNAGRl-
DVDIAR/DGAAA-JLPZ de fecha 3 de octubre de 201815  y 12-2019-MlNAGRl-
SG/OGPP-OCOPl de fecha 29 de enero de 201916,  respectivamente, a través de los 

V°° \ cuales se realiza un análisis del Acuerdo, en los aspectos de competencia del Sector 
y sustenta la consistencia entre dicho Acuerdo y la normativa nacional en materia de 
participación ciudadana en el Sector Agrario, relativo al medio ambiente, así como se 
concluye que es factible la provisión de los •recursos estimados para la 
implementación del Acuerdo de Escazú, en virtud a las consideraciones expuestas 
en el Cuadro N° 1 del presente informe. 

13 A fojas 24. 
14  A fojas 33 

A fojas 25 al 27. 
16  A fojas 34 al 35. 
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Cuadro N° 1 

Acuerdo de Escazú: Análisis del Acuerdo principalmente en los aspectos de competencia del Sector y provisión de los 

recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de la implementación del Acuerdo 

Análtsis del Acuerdo, principalmente en los aspectos de competencia del Sector, debiendo señalar expresamente si el 

referido instrumento internacional guarda consistencia con la normativa nacional en su respectivo ámbito de competencias o 

si, por el contrario, se requiere la modificación o derogación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su 

Implementación 

La DGAAA remitió el Los artículos 5, 6 y 7 denominados Acceso a la información ambiental", "Generación y divulgación de información ambiental" y 

Informe N" 0018- "Participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales", constituyen los puntos más relevantes que se relacionan 

2018-MINAGRI- con la competencia del sector en Asuntos Ambientales Agrarios. 

DVDIARIDGAAA- El Estado Peruano regula en los numerales 5 y  17 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú el derecho de acceso a la información 
a rayes de 1 

iza cual rea un 
pública y el derecho a participar en forma individual y asociada en la vida politica, económica, social y cultural de la nación, 

analisis del Acuerdo, 
respectivamente; por lo que se advierte que el derecho a la información pública tiene rango constitucional en nuestro sistema legal. 

en los aspectos de El primer párrafo del numeral 1 del artículo 4 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, establece que el poder ejecutivo tiene, 

competencia del entre otras la competencia exclusiva de diseñar y supervisar políticas nacionales y sectoriales las cuales son de cumplimiento obligatorio 

Sector y sustenta la por todas las entidades del estado en todos los niveles de gobierno. En este marco legal, el Poder Ejecutivo expidió la Ley N' 28611, Ley 

consistencia entre General del Ambiente, que en su artículo III del Título Preliminar establece que toda persona tiene derecho a participar 

dicho Acuerdo y la responsablemente en los procesos de toma de decisiones, así como en la deflnick'n y aplicación de las politicas y medidas 

normativa nacional en relativas al ambiente y sus componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. Por su parte, el numeral 48.1 del 

materia de artículo 48 de la precitada Ley N° 28611, señala que las autoridades públicas establecen mecanismos formales para facilitar la 

participación efectiva participación ciudadana en la gestión ambiental y promueven su desarrollo y uso por las personas naturales o jurídicas 

ciudadana en el relacionadas, interesadas o involucradas con un proceso particular de toma de decisiones en materia ambiental o en su 

Sector Agrario, ejecución seguimiento y control. 

relativo al medio Por su parte, el artículo 13 de la Ley N" 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, establece que el sistema 
ambiente. de evaluación del impacto ambiental garantiza instancias formales de difusión y participación de la comunidad en el proceso de 

tramitación de las solicitudes y de los correspondientes estudios de impacto ambiental; así como, instancias no formales que el 

proponente debe impulsar para incorporar en el estudio, la percepción y opinión de la población potencialmente afectada o beneficiada 

con la acción propuesta. Así también, mediante los artículos 66 al 71 del Decreto Supremo N" 019-2019-MINAM, Reglamento de la Ley 

del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, se regula el ejercicio del acceso a la información y la participación 

ciudadana en la tramitación de solicitudes que tienen repercusión e impacto ambiental. 

) 
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Mediante Decreto Supremo N" 002-2009-MINAM se aprobó el Reglamento sobre transferencia, acceso a la información pública 

ambiental y participación y consulta ciudadana en asuntos ambientales, el mismo que tiene por finalidad establecer las disposiciones 

sobre acceso a la información pública con contenido ambiental, para facilitar el acceso al ciudadano a la misma. Igualmente, regular los 

mecanismos y procesos de participación y consulta ciudadana en los temas de contenido ambiental. De otro lado, la Segunda Disposición 

Complementaria Final del mencionado Decreto establece que compete a las entidades públicas que cuentan con competencias o 

desempeñen funciones ambientales en todos sus niveles nacional, regional o local, emitir disposiciones específicas a su sector que 

complemente o desarrollen lo dispuesto en el referido reglamento. 

En atención al citado Reglamento, se aprobó el Reglamento de Participación Ciudadana para la Evaluación, Aprobación y 

Seguimiento de Instrumentos de Gestión Ambiental del Sector Agrario, Decreto Supremo N°  018-2012-AG. En este marco 

normativo del Decreto Supremo N" 018-2012-AG, en los literales O y g) del artículo 4, se define los conceptos de participación ciudadana y 

Plan de Participación ciudadana en la tramitación de instrumentos de gestión ambiental en el Sector Agrario. 

Así la Participación Ciudadana se define como el proceso público, dinámico, flexible e inclusivo a través del cual los ciudadanos 

intervienen responsablemente de buena fe con transparencia y veracidad, en forma individual y colectiva, en la definición y aplicación de 

las políticas públicas relativas al ambiente y sus componentes, así como en el proceso de toma de decisiones públicas sobre materias 

ambientales, vinculadas a la elaboración, evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades del Sector Agrario. Del mismo modo, el 

concepto Plan de Participación Ciudadana se define en el citado reglamento como aquel documento mediante el cual el titular del 

proyecto o de la actividad agraria describe las acciones y mecanismos dirigidos a informar a la población respecto de las implicancias de 

la implementación de las actividades de competencia del Sector Agrario. 

A mayor detalle, en el artículo 6 del mencionado Decreto Supremo N" 018-2012-AG, se dispone el proceso de participación ciudadana 

en el Sector Agrario entendido como un proceso dinámico, flexible e inclusivo, de intercambio amplio de información, consulta, 

diálogo, consenso, a través del cual los ciudadanos intervienen responsablemente, de buena fe, con transparencia y veracidad 

en forma individual o colectiva en la definición y aplicación de las políticas públicas relativas al ambiente, así como en el 

proceso de toma de decisiones públicas sobre materias ambientales, vinculadas a la elaboración, evaluación y seguimiento de 

los proyectos y actividades del Sector Agrario. Por su parte, en el artículo 7 del mencionado Decreto Supremo, se señala la finalidad 

del Proceso de Participación Ciudadana, precisando que tiene por fin dar a conocer las características del proyecto o actividad, a 

fin de determinar si los intereses de la población que habita en el área de influencia del proyecto o actividad podrían verse 

afectados o beneficiados por los posibles impactos sociales, económicos, ambientales y culturales generados a partir de la 

realización de la actividad. 

Considerando el marco normativo anterior, y el conjunto de normas en materia ambiental del Sector Agrario, la DGAAA concluye que el 

Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la normativa nacional vigente en materia de procesos de Participación Ciudadana 

en el Sector Agrario, lo que no implica que no pueda expedirse otras normas sobre procesos de participación ciudadana en el 

Sector Agrario respecto de implicancias o impactos ambientales que fortalezcan el actual marco normativo para el pleno 

ejercicio del derecho de participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales. 
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Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de la implementación del 
Acuerdo 

La Oficina General de 1. La Oficina de Presupuesto de la OGPP, ha opinado favorablemente respecto de la provisión de los recursos necesarios en el presupuesto 

Planeamiento remitió institucional para asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú, siempre y cuando el Ministerio del Ambiente, entidad 

el Informe N° 12- suscriptora del mencionado Acuerdo gestione ante el Ministerio de Economía y Finanzas el compromiso de una demanda presupuestaria 

2019-MlNAGRl- adicional que garantice que los gobiernos regionales contarán con los recursos financieros necesarios para la implementación del Acuerdo 

SGÍOGPP-000PI, a de Escazú en sus respectivos territorios. 

través del cual 2. Se estima que es factible la provisión de los recursos estimados en Un Millón Quinientos Mil Soles (SI 1 500 000.00) por un año, por un 
concluye que es periodo de nueve (9) años, y de Veintiún Millones Seiscientos Mil Soles (SI 21 600 000.00), por un periodo de veintiún (21) años, para la 
factible la provisión implementación del Acuerdo de Escazú. 
de los recursos 
estimados para la 3. Para que se logre la implementación del Acuerdo de Escazú en el territorio nacional, es necesario que los gobiernos regionales aporten 
implementación del los recursos de contrapartida, por lo cual es conveniente que el Ministerio del Ambiente, suscriptor del Acuerdo, gestione ante el Ministerio 

Acuerdo de Escazú.17 de Economía y Finanzas el compromiso de una demanda presupuestaria adicional que garantice el aporte de los gobiernos regionales. 

1 VI  

17  Ello teniendo en cuenta el Memorando N" 032-2019-MINAGRllSG-OGPP/OPRES de fecha 28 de enero de 2019. elaborado por la Oficina de Presupuesto. A fojas 36. 
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3.9 A mayor detalle, cabe precisar que la Ley N° 28611, Ley General del Ambiente 
recoge en su Título Preliminar18, el derecho que tiene toda persona a acceder 
adecuada y oportunamente a la información pública sobre las políticas, normas, 
medidas, obras y actividades que pudieran afectar, directa o indirectamente, el 
ambiente, sin necesidad de invocar justificación o interés que motive tal 
requerimiento. Cabe precisar que, en esta norma ya se evidencia este derecho, junto 
al derecho a la participación ciudadana en la gestión ambiental y al derecho de 
acceso a la justicia ambiental, como los pilares para garantizar el derecho 
irrenunciable de toda persona a vivir en un ambiente saludable, equilibrado y 
adecuado para el pleno desarrollo de la vida. 

En efecto, la Ley General del Ambiente contiene un capítulo referido al acceso a la 
información ambiental y participación ciudadana, en el que se prevé una serie de 
obligaciones para las entidades públicas con competencias ambientales y las 
personas jurídicas que presten servicios públicos en materia de acceso a la 
información ambiental`. 

3.10 Sobre el particular, el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Exp. 
N° 04865-2013-PHD/TC, señala que el acceso a la información pública no solo es de 
interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado y para la 
colectividad en general: 

"5. La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no so/o es de 
interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado y para la colectividad 
en general, Por el/o, los pedidos de información pública no deben entenderse vinculados 
únicamente al interés de cada persona requirente, sino va/orados además como 
manifestación del principio de transparencia en la actividad pública. Este principio de 
transparencia es, de modo enunciativo, garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y 
eficiente por parte del Estado, y sirve como mecanismo idóneo de control en manos de los 
ciudadanos." 

3.11 En ese orden de ideas, esta Oficina General considera que el gobierno peruano 
debe priorizar en su agenda la ratificación e implementación del Acuerdo de Escazú, 
debido a que: 

Los derechos de acceso a la información, participación pública y justicia son 
derechos fundamentales inherentes a las personas, por lo que deben ser 
reconocidos, fortalecidos y garantizados. 
Los derechos de acceso a la información, participación pública y justicia 
contribuirán a la gobernanza ambiental en el Perú y afianzarán la relación 

" entre el Estado, las poblaciones y las entidades privadas en la gestión 
ambiental. 
Los conflictos sociales en el Perú son de carácter ambiental, en ese sentido a 
través de la participación pública se fortalecerá la confianza y legitimidad de 

8̀ Ley N° 28611, Ley General del Ambiente 
TITULO PRELIMINAR 
"Articulo II.- Del derecho de acceso a la información 
Toda persona tiene el derecho a acceder adecuada y oportunamente a la información pública sobre las politicas, 
normas, medidas, obras y actividades que pudieran afectar, directa o indirectamente, el ambiente, sin necesidad de 
invocar justificación o interés que motive tal requerimiento. 
Toda persona está obligada a proporcionar adecuada y oportunamente a las autoridades la información que éstas 
requieran para una efectivo gestión ambiental, conforme a Ley." 
19  ORELLANA BAUTISTA, Luz. El nuevo enfoque de la fiscalización ambiental. El Derecho de Acceso a la información 
pública ambiental. OEFA, 2014, p. 73. 
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los procesos, además de crear relaciones de cooperación por el desarrollo del 
país. 

d) Con el acuerdo de Escazú todas las personas, tendrían acceso a información 
sobre el medio ambiente, podrían participar cuando se tomen decisiones que 
podrían impactar el medio ambiente, y acudir a la justicia y pedir reparaciones 
si se impacta el ambiente. 

o) Resulta conveniente a los intereses nacionales ser parte del Acuerdo de 
Escazú, debido a que es política de estado procurar la implernentación de 
procesos de participación ciudadana al respecto, con lo cual se fortalecería la 
participación ciudadana en actividades del Sector Agrario relativo al medio 
ambiente. 

Sobre la presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser 
Parte del Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan 
bicentenario y objetivos de desarrollo sostenible 

3.12 Cabe señalar que, resulta conveniente a los intereses nacionales ser parte del 
Acuerdo de Escazú, debido a que es política de estado procurar la implementación 
de procesos de participación ciudadana al respecto, con lo cual se fortalecería la 
participación ciudadana en actividades del Sector Agrario relativo al medio ambiente; 
toda vez que, el Acuerdo de Escazú se enmarca en la Política Nacional Agraria, 
aprobada por el Decreto Supremo N° 002-2016-MINAGRI, así como en el Plan 
Nacional de Desarrollo Ganadero, aprobado mediante Resolución Ministerial N° 297-
201 7-MINAGRI, conforme al siguiente detalle: 

Política Nacional Agraria 

Eje de Política 1: Manejo sostenible de agua y suelos, que tiene como 
objetivo mejorar la gestión del agua para el uso agrario. 

• Eje de Política la: 'Gestión del agua", cuyo lineamiento estratégico 1 y  4 
consiste en fomentar la modernización, transparencia y participación en las 
organizaciones de usuarios de agua, así como establecer un sistema de 
información de fuentes superficiales y subterráneas, infraestructura y 
derechos. 

• Eje de Política 1 b: "Gestión de suelos de uso agrícola y de pastoreo", cuyo 
lineamiento estratégico 3, consiste en promover el uso de información 
sobre la calidad de los suelos para orientar las decisiones productivas y de 
inversión de los productores agrarios. 

- Eje de Política 2: "Desarrollo forestal y de fauna silvestre", que tiene como 
objetivo mejorar las condiciones para el desarrollo de actividades de manejo, 
aprovechamiento, transformación y comercio forestal, así corno el 
aprovechamiento de la fauna silvestre y la biodiversidad, con rentabilidad y 
sostenibilidad socio-ambiental y territorial; cuyo lineamiento estratégico 5, 
consiste en Fortalecer y ampliar el sistema integrado de información de 
recursos forestales y fauna silvestre. 

¡ fl - Eje de Política 3: "Seguridad Jurídica sobre la tierra", que tiene como 
objetivo incrementar la seguridad jurídica de las tierras del sector agrario; cuyo 
lineamiento estratégico 3, consiste en contribuir a la expansión y 
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modernización del Catastro Rural a nivel nacional, en concordancia con el 
Sistema Nacional Integrado de Información Catastral y Predial. 

Eje de Política 5: "Financiamiento y seguro agrario", que tiene como 
objetivo fortalecer y expandir los mercados de crédito y aseguramiento agrario 
para pequeños y medianos agricultores a nivel nacional; cuyo lineamiento 
estratégico 5, consiste en implementar un sistema público-privado de 
transferencia de riesgos agrarios sobre la base de un marco normativo 
específico, un sistema confiable de información de riesgos asegurables para el 
desarrollo de un mercado de seguros agrarios. 

Eje de Política 6: "Innovación y Tecnificación agraria", que tiene como 
objetivo incrementar la innovación y tecnificación, con impacto en la 
productividad y rentabilidad agraria; cuyo lineamiento estratégico 1 y  7, 
consiste en fortalecer el Sistema Nacional de Innovación Agraria con la 
participación del sector privado para el desarrollo agrario sostenible en el 
marco del SNIA, así como implementar un sistema de gestión de la 
información y del conocimiento para la innovación agraria. 

Eje de Política 7: "Gestión de Riesgo de desastres en el sector agrario", 
que tiene como objetivo implementar los procesos de la gestión del riesgo de 
desastres en el sector agrario, asegurando la continuidad productiva de los 
agricultores y sus medios de vida, en un contexto del cambio climático; cuyo 
lineamiento estratégico 4, consiste en fortalecer un sistema integrado de 
información sobre gestión del riesgo de desastres y Sistemas de Alerta 
Temprana en el sector agrario. 

Eje de Política 10: "Acceso a mercados", que tiene como objetivo fortalecer 
y ampliar el acceso de los productos de los pequeños y medianos agricultores 
a los mercados locales, regionales y nacionales, así como a los mercados de 
exportación; cuyo lineamiento estratégico 1, consiste en desarrollar un sistema 
de información accesible, oportuno y confiable sobre precios, servicios 
agrarios y mercados para productores rurales a nivel nacional. 

Plan Nacional de Desarrollo Ganadero 

- Objetivo Específico 4 (OE4): Mejorar la Cobertura de Servicios para el Acceso 
• - 

al Mercado. 
. Acción Estratégica 2. Mejorar la disponibilidad y acceso a información de 

calidad y servicios comerciales. 

4. CONCLUSIÓN 

De conformidad con el análisis efectuado, y en concordancia, con los informes 
técnicos de la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios y la Oficina 
General de Planeamiento y Presupuesto, esta Oficina General, en el marco de las 
competencias de este Sector, considera que el Acuerdo de Escazú debe ser 
ratificado por el Perú. 
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RECOMENDACIÓN 

Se recomienda dar respuesta al Director General para Asuntos Multilaterales y 

Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, remitiendo el presente Informe, así 

como los informes técnicos que lo sustentan. 

Atentamente, 

Elisa Gisella Ascasibar Olaya 
Abogada 

Visto el informe que antecede, y con la conformidad de este Despacho: Pase a la 

Secretaria General, para su consideración y trámite. 

.... 
LESSAN0RAG.HERRERAJ7'RA 

Directora Generai 
ION OFICINA GENERAL DE ASESORIA JURIDICA 

Adj: 

- Informe N" 0018-2018-MINAGRI-DVDIAR/DGAAA-JLPZ 
- Informe N' 12-2019-MINAGRI-SGIOGPP-OCOPI 

Fs.( ) 
GHJ/eao cuT: 35898-2018 
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Lima, 
2 7 A60, 2018 

OFICIO N° q  45  -2018-MINAM/SG 

Señora 

ANA PEÑA DOIG 
Directora de Medio Ambiente 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Presente.- 

Asunto : Remite información - "Acuerdo de Escazú" 

Referencia : OF.RE  (DMA) N° 2-21-C/213 
(Registro MINAM N° 11230-2018) 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, con relación al documento de la referencia, mediante el 
cual solicita se remita un informe técnico-legal sobre el "Acuerdo de Escazú", el mismo que tiene 
por objeto garantizar la implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los 
derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de tomas 
de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, entre otros aspectos 
relevantes. 

Al respecto, se remite copia de¡ Informe N° 010-2018- 
MINAM/VMGAJDGECIA/DIIA/RSIFUENTES, elaborado por la 1  Dirección de Información e 
Invstigación Ambiental, para su conocimiento y fines correspondientes. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

Central Telefónica: 611-6000 
:7 -', 
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INFORME N°  010-2018-MINAM/VMGA/DGECIA/DIIAIRSIFUENTES 

PARA : Mónica Muñoz Nájar Gonzales 

Directora de Información e Investigación Ambiental 

DE : Rocío Sifuentes Villalobos 

Especialista en Gestión de la Información y Articulación Legal 

ASUNTO : Solicitud de información en el marco del Acuerdo de Escazú 

REFERENCIA a) OF.RE  (DMA) N° 2-21-C/2013 

h) Memorando Múltiple N026-2018-MlNAM/VMGAJDGEClA 

Oficio Múltiple N° 022- 2018-MINAM/VMGA/DGECIA 

Memorando N° 589-2018-MINAM/VMGA/DGECIA 

FECHA : 02 de agosto de 2018 

Es grato dirigirme a usted en atención al Oficio de la referencia, por el cual el Ministerio de 

Relaciones Exteriores solicita la emisión de un informe técnico legal a fin de viabilizar el proceso 

de suscripción y ratificación del Acuerdo de Escazú. Sobre el particular, luego de la revisión, 

análisis, sistematización y evaluación de la información alcanzada, cumplo con informar a su 

despacho lo siguiente: 

ANTECEDENTES 

1.1 El Acuerdo de Escazú tiene por objeto garantizar la implementacián plena y efectiva en 

América Latina y el Caribe, de los derechos de acceso a la información ambiental, 

participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la 

justicia en asuntos ambientales. 

1.2 Durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 

celebrada en Río de Janeiro en 1992), 178 gobiernos acordaron que el mejor modo de 

tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos 

interesados, en el nivel que corresponda. Veinte años después, durante la Conferencia 

de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río +20) celebrada en junio de 

2012, los Gobiernos de Chile, Costa Rica, Ecuador, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, 

Perú, República Dominicana y Uruguay, acordaron aplicar el Principio 10 de la Declaración 

de Río sobre los derechos de acceso a la información, la participación y la justicia en temas 

ambientales. 

1.3 El 06 de noviembre del 2014, el Perú conjuntamente con Chile, México, Costa Rica y 

Trinidad y Tobago fueron designados como representantes de la Mesa Directiva ante el 

Comité de Negociación sobre la Declaración del Principio 10 de Rio. Esta Mesa directiva 

tuvo como finalidad liderar el proceso de negociación orientado a la consecución de un 

instrumento regional que establezca, a nivel de América Latina y el Caribe, estándares en 

materia de derechos de acceso a la información, participación y justicia en asuntos 

ambientales. 

/\ luA\ 
El 4 de marzo de 2018, en Escazú,  Costa Rica, se aprobo por consenso, sin reservas y con 

caráctervinculante, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 

IWID 
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Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe: 
"Acuerdo de Escazú"; cuyo proceso de negociación fue de 6 años a lo largo de 9 rondas 
de negociación. 

1.5 Fue adoptado por acuerdo unánime de los 24 países que participaron en la negociación, 
será de aplicación obligatoria para los países que lo ratifiquen, y, su adopción es sin la 
posibilidad de que quienes decidan ratificarlo puedan establecer reservas a una parte de 
su texto, (acorde con lo que se viene conviniendo en acuerdos de derechos humanos y de 
naturaleza ambiental) lo que le brinda solidez a su contenido. 

1.6 A nivel nacional, y después del consenso en el contenido del Acuerdo, se han llevado a 
cabo diferentes eventos a fin de difundir su contenido así como la importancia de su 
suscripción y ratificación, con participación de diversos actores involucrados en su 
implementación, habiéndose evidenciado consenso, interés y voluntad de que ello ocurra 
en el más breve término. 

El Ministerio del Ambiente ha participado en los siguientes eventos: 

"Con versatorio : Hacía la ratificación del Acuerdo de Escozó en el Perú", que se desorrolló el 18 de Abril 
de 2018 en el Congreso de la Repúblico, de 6p.m. o 9p.m. con participación del MINAM, la Defensoría del 
Pueblo, SENACE, el Poder Judicial, Sociedad Peruana de Derecho Ambiental; representante de lo 
Academia. 
httjj://www.octuolidodambientol.pe/?p-49665  

"Foro Público: Promoviendo mayores estándares sabre acceso a la información y transparencia en el 
sector extractivo" Hotel Sonesto - El Olivar, desarrollada el 11 de abril de 2018 de 6p.m. o 9. pm, que 
contó con la participación de representantes de organismos internacionales como UNEP, CIDH, DES CA, y 
de la saciedad civil de Mdxico, Colombia, Honduras, Argentino y Perú 
http://www.dar.org.pe/orchivos/docs/pragroma  desca.pdf 

"Webinor: Hacia la ratificación de/Acuerdo Regional del Principio 10" realizado el 12 de abril de 2018 de 
10a.m. o 12.30p.m 
h ttps://www.business-humanrigh ts. orq/en/node/1 71338 

"Webinor: El Acuerdo de Escozó, una herramienta para fortalecer/a democracia ambiental y proteger o 
las defensores ambiento/es" desarrollado el 29 de mayo de 2018 de 10a.m. a 11.30 am. 
https.//comrnunity.namati. orq/t/webinario-el-acuerdo-de-escozu-una-herramienta-paro-farta/ecer-/a-
democracio-ambiental-y-roteger-a-los-y-las-defensores-ombie,,ta/es29-de-moyo/42828 

1.7 El Acuerdo se abre a firmas para todos los países de América Latina y el Caribe, por dos 
años, a partir del 27 de setiembre de 2018, coincidiendo con el Debate General Anual de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. Para que el Acuerdo entre en vigencia debe 
ser ratificado por al menos de los 11 Estados que lo hayan suscrito. 

1.8 En el caso del Perú, por tratarse de un Acuerdo vinculado a Derechos Humanos, de 
acuerdo al artículo 56 de la Constitución, y el artículo 2 de la Ley N° 26647, Ley de 
Perfeccionamiento Nacional de los Tratados1, se requiere contar con la aprobación del 
Congreso, previa a la ratificación del Presidente de la República. En tal sentido, el 

'4\ Ministerio de Relaciones Exteriores deberá solicitar a las entidades involucradas en su 

1-1 
 rri implementacián, el respectivo informe técnico legal con opinión favorable que integrará FUEN 

\jJ el expediente respectivo que sustentará la suscripción y ratificación del Acuerdo. 

10,  

https//docs.peru.ustia com/federales/leyes/26647-iun-26-199&pçf 
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1.9 El Ministerio de Relaciones Exteriores solicitó al Ministerio del Ambiente, a través del 

Oficio OF.RE  (DMA)N° 2-21-C/2013, un informe técnico legal con la siguiente información: 

Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de competencia de/Sector. En este análisis debe 

incluirse una evaluación de/Acuerda de Escazú a lo luz de/o normativo nacional vigente, debiendo señalar 

expresamente si e/referido instrumento internacional guardo consistencia con la normativo nacional en 

su respectiva ámbito de competencias a si, por el contraria, se requiere/a modificación o derogación de 

alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley paro su implementoción; 

Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucianol para asumir los gastas de la 

implementación de/Acuerdo de Escazú. 

Evaluación de/as ventajas y beneficios que reportará al Perú la ratificación de/Acuerdo de Escazú, o partir 

de los perspectivas sectoriales 

1.10 Con el objeto de dar atención a lo solicitado, la DGECIA cursó el Memorado Múltiple N° 

026-2018-MINAM/VMGA/DGECIA, el Oficio Múltiple N°022-2018-MINAM/VMGA/ 

DGECIA y el Memorando N° 589-2018-MINAM/VMGA/DGECIA requiriendo a los 

diferentes órganos de línea y organismos adscritos del sector, pronunciarse, dentro del 

ámbito de sus competencias, respecto a los artículos del Acuerdo de Escazú en un formato 

de opinión (Anexo 1). Del mismo modo, se realizó un mapeo de la normativa jurídica 

vinculada a la implementación del Acuerdo, con el objeto que pudiera sercomplementada 

por los órganos de línea, oficinas y organismos adscritos, con otras disposiciones legales, 

de corresponder, y determinar la existencia, o no, de brechas normativas (Anexo 2). 

1.11 Se recibieron aportes de los organismos adscritos, órganos de línea y Oficinas a través de 

los siguientes documentos: 

l iXUENTES' 
ñi 

\n 

Organismo Adscrito/Órgano de línea u oficina - Documento de respuesta 

Instituto de Investigaciones de la Amazonía Oficio N' 130-2018-1IAP GE de 16.07.2018 

Peruana - IlAP  

Organismo de Evaluación y 1 Fiscalización Oficio N' 114-2018-OEFA/DPEF de 17.07.2018 

Ambiental -OEFA  

Servicio Nacional de Meteorología e Hidrología Oficio N' 065-2018-SENAMHI-GG de 17.07.2018 

del Perú - SENAMHI  

Servicio Nacional de Certificación Ambiental Oficio N' 0051-2018-SENACE J EF de 16.07.2018 

paralasInversionesSostenibles - SENACE  

Instituto Nacional de Investigación en Glaciares Oficio N'052-2018-INAlGEM/GG de 18.07.2018 

yEcosistemasdeMontañas - INAIGEM  

InstitutoGeofísicodelPerú -  _ GP correoelectrónicodefecha30.07.2018 

Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas Oficio N' 034-2018-SERNANP-GG de 23.07.2018 

porelEstado - SERNANP  

Programa de Desarrollo Económico Sostenible Oficio N° MAll-A.8-20-DN-ATI/230 de 19.07.2018 

y GestIón Estratégica de los Recursos Naturales 

en las regiones de Ayacucho, Apurimac, 

Huancavelica,JunínyPasco-PRODERN,  

Dirección General de Calidad Ambiental (DGCA) Memorando N'385-2018-MINAM/VMGA/DGCA de 

30/7/2018 

Dirección General de Políticas e Instrumentos Memorando N' 385-2018-MINAM/VMGA/DGPIGA de 

deGestión Ambiental (DGPIGA) 30.07.2018 

Dirección General de Residuos Sólidos (DGRS) Memorando N° 667-2018-MINAM/VMGA/DGRS de 

16.07.2018 

Dirección General de Ordenamiento Territorial Memorando N' 486-2018-MINAM/VMDERN/DGOTA 

Ambiental(DGOTA)  de 17.07.2018 

Dirección General de Estrategias sobre los Memorando N° 110-2018-MINAM/VMDERN /DGERN 

RecursosNaturales(DGERN) de16.07.2018 

Dirección General de Diversidad Biológica Memorando N'578-2018-MINAM/VM DERN/DGDB 

(DGDB) de01.08.2018 

Dirección General de Cambio Climático y Memorando N° 395-2018-DGCCD de 18.07.2018 

Desertificación(DGCCD)  
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Dirección General de Economía y Memorando N 274-2018-VMDERN/DGEFA de 

Financiamiento Ambiental (DGEFA) 1807.2018 

Procuraduria Pública Memorando N 301-2018-MiNAM/PP de 16.07.2018 

Oficina de Comunicaciones e Imagen Memorando 198-2018-MIAM/SG/OC de 17.07.2018 

Institucional 

Oficina de Gestión Documental y Atención a la Informe N 075-2018-MINAM/SG/OGDAC de 
Ciudadanía (OGOAC) 12.07.2018 

Oficina General de Planeamiento y Presupuesto Memorando N 00775-2018-MINAM/SG/OGPP de 

(OGPP) 16.07.2018 y  Memorando N 856-2018-MINAM/SG/ 

OGPP de 02.08.2018 

Oficina General de Administración (OGA) Memorando N' 1464-2018MlNAM/SG/OGA del 

17.07.20 18 

Oficina General de Asuntos Socio Ambientales Memorando N 189-2018-MINAM/SG/OGASA de 
(OGASA) 16.07.2018 

Oficina General de Recursos Humanos (OGRH) Memorando N 939-2018-MINAM/SG/OGRH de 

19.07.2018 

Dirección General de Educación, Ciudadania e La información de la DGECIA está contenida en el 
lnforr'nación Ambiental (DGECIA) presente informe. 

1.12 Por otro lado, la Dirección General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental - 

DGECIA, ha participado en reuniones intersectoriales, con el Ministerio de Relaciones 

Exteriores, Presidencia del Consejo de Ministros, Ministerio de Justicia, Ministerio de 

Cultura, Poder Judicial, Ministerio Público, Defensoría del Pueblo, encaminadas a contar 

con una posición articulada que sirva de sustento y respaldo al proceso de suscripción y 

ratificación del Acuerdo. Se llevaron a cabo las siguientes reuniones: 

03 de mayo en el Ministerio de Relaciones Exteriores 

30 de mayo en el Ministerio de Relaciones Exteriores 

15 de Junio en el Ministerio del Ambiente 

22 de Junio en el Ministerio de Cultura 

05 de Julio en el Ministerio de Justicia 

13 de Julio en el Ministerio de Relaciones Exteriores 

II ANÁLISIS 

2.1 De la normativa internacional, nacional y sectorial vinculada a la implementación del 

Acuerdo 

Con la finalidad de determinar si el Acuerdo de Escazú, guarda consistencia con la 

normativa nacional en su respectivo ámbito de competencias o si, por el contrario, se 

requiere la modificación o derogación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de 

ley para su implementacián, se efectuó la revisión de normativa internacional, nacional y 

sectorial respecto a los derechos de acceso y aspectos regulados por el Acuerdo de Escazú, 

js • u '
0

1 habiéndosele solicitado a las diferentes direcciones y organismos adscritos complementar 
R SJFlJENTESs -rnl 

con infamación sectorial o dentro del ámbito de sus competencias. A continuación se 

resume la normativa internacional nacional y sectorial vinculada a la implementacián del 

Acuerdo de Escazú. Al pie de página se consignan los vínculos de acceso a los textos de las 

normas que se mencionan, para facilitar su revisión. 

Consideraciones generales 

2.1.1 El Acuerdo de Escazú tiene por objeto garantizar la implementación plena de los 

derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de 

toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como 

la creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la 

4 
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protección del derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir 

en un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. 

2.1.2 El Acuerdo incluye disposiciones que buscan garantizar los derechos de acceso a la 

información, participación y justicia en temas ambientales, también el reconocimiento 

a principios fundamentales del derecho ambiental, como el "Precautorio", el de 

"Prevención", el de "No Regresión", el de "Transparencia y rendición de cuentas"; el de 

"equidad intergeneracional" entre otros. 

2.1.3 En respuesta a los múltiples reportes de Naciones Unidas y en el marco del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, sobre la afectación de la vida y derechos de los 

defensores de Derechos Humanos, contiene también, una garantía expresa para la 

protección de los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales. Esta 

disposición es la primera en ser incluida en un Tratado internacional de carácter 

vinculante. Sin embargo, nos corresponde resaltar que nuestro país, en el Plan Nacional 

de Derechos Humanos del Perú 2018-2021 aprobado por Decreto Supfemo N°  002-

2018-JUS, considera a los Defensores de Derechos Humanos como población vulnerable 

y, establece como uno de sus objetivos estratégicos: "Garantizar el ejercicio seguro y en 

igualdad de condiciones de las labores de las defensoras y defensores de derechos 

humanos". 

Instrumentos Internacionales que recogen los derechos de acceso a la Información, 

Participación y Justicia Ambiental 

2.1.4 los derechos de acceso a la información, participación, y justicia en temáticas 

ambientales están incluidos en los más importantes acuerdos multilaterales 

ambientales, y tratados de derechos humanos, ratificados por el Perú, que de acuerdo 

a lo estableido por el artículo 55 de la Constitución, forman parte de la legislación 

nacional, entre ellos merecen destacarse los siguientes: 

2.1.5 Acuerdos multilaterales ambientales ratificados por el Perú 

• El Acuerdo de París2  

• El Convenio de Minamata3  

• El Convenio de Estocolmo4  

• El Convenio de Rotterdam5  

• la Convención de las Naciones Unidas contra la Desertificación6  

• El Convenio sobre la Diversidad Biológica7  

• La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 8  

• El Protocolo de Kyoto8, 

e El Convenio de Basilea'°  

• El Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono'1  

• El Protocolo de Montreal12  

https://unfcccint/fiIes/meefyysLparis  00V 2015/applicafjpj df/paris ugreementgpyj]jsh pUf 

lhttp:I_ 
spf 

6 http//www.un.org/es/events/desertificationdoy/convention.shtmI  

U EL 
' https://unfccc.int/resource/docyLçfypLçonVSp.pdj  

ul1 lesssjT ° http5:/Jpfçc.in Jf esource/docs/coIwlip/kp5pari.pdf  

o 
https://www.basel.int/Portals/4/Basel%2OCOflvefltion/docs/text/BaselConventionText-spd

ut 
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• Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna 
y Flora Silvestres - CITES13  

• Convención Ramsar de los humedales'4  

Cuadro 1: Principio 10 en Acuerdos Multilaterales Ambientales 

T Acceso 

Acuerdos Multilaterales Ambientales 

a la 

Información Participación 

- Acceso a 

la Justicia 

Fortalec. 

Capacidades 
Acuerdo de Paris  X X 

Convenio de Minamata X X  X 

Convenio de Estocolmo X X X 

Covenio de Rotterdam X X X X 

Convención de las NNIJU contra la 
desertificación 

 

X X X X 

Convenio sobre la Diversidad Biológica X X X X 
Convención Marco de las NNUU sobre el 
Cambio Climático 

 

X X X 

Protoco!odeKioto X X  X 
Convenio de Basilea X X X X 

Convenio de Viena X X X X 
Protocolo de Montreal X X X 

CITES X X X X 
Convención Ramsar X X X 

2.1.6 Tratados de derechos humanos ratificados por el Perú: 

• El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos15  
• El Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales16  
• La Convención sobre la eliminación de todas formas de discriminación racial'7  
• La Convención internacional sobre la eliminación de todasl las formas de 

discriminación contra la mujer'8  
• La Convención sobre los derechos del Niño'9  
• La Convención sobre los derechos de las personas con discapaCidad20, entre 

otros 

Cuadro 2: Principio lOen Tratados Universales de Derechos Humanos 

DE " 
ra ini, 

'e\ 
tIhiVi0t3 \ 

1— - R\SItUEHrÉS rrsj 
. VI 

Acceso a la Acceso a la 

Información Participación Justicia 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos X X X 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y X X X 
Culturales 

 

Convención Intrnacional sobre la elminación de todas las X X X 
formas de discriminación racial 

Convención Internacional sobre la eliminación de todas X X 
las formas de discrimnación contra la mujer CEDAW  

Covención sobre los derechos del niño X X X 
Convención sobre los derechos de las personas con X X X 
discapacidad   

13 

1fl https://www.rui3rsar,orp,/sites/default/fiicJdocuinents/Irbrury/scun certified s.pdl 
ll ~ psIltwLww.minjus.,gob.peZwp  

-' https://wwwohchrorp/SP/Protossicrnirllnterent/F'aes/CERD.ucpx  
ir  htt,pj/w'w.unogfe'ornenwistcIr/dae,jcedgy,hex1./convention.htni 

}rltp://wwivlIn.ol-g//cvsrr1IsIchildronluvjjffderechospdf 
i° httpj/ivmwurroj/eu/';ocdei/cria1ie/documcnts/tcççp'spdf 
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21.7 Finalmente indicar que los derechos de acceso contenidos en el Acuerdo de Escazú se 

encuentran estrechamente vinculados a la Agenda 203021,  en especial a los Objetivos 

02, 12 y  16, en que se reconocen la importancia del acceso público y oportuno a la 

información, el acceso a la justicia para todos, garantizando la adopción de decisiones 

inclusivas, participativasy representativas, el derecho a gozar de un ambiente saludable, 

entre otros. la Agenda 2030, fue aprobada en septiembre de 2015 por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, y propone una visión transformadora hacia la 

sostenibilidad económica, social y ambiental de los 193 Estados Miembros que la 

suscribieron, entre ellos el Perú. 

Instrumentos Nacionales que contienen los derechos de acceso que garantiza El 

Acuerdo de Escazú22  

2.1.8 Nuestro país cuenta con diversos instrumentos que consagran los derechos de acceso a 

la información, a la participación ciudadana y a la justicia. De manera preliminar, 

deberemos indicar que tienen carácter de derechos fundamentales al estar 

considerados en la Constitución Política del Perú23  en los numerales 2, 4, 5, 15, 17, 19, 

20, 22 y  23 del artículo 2. 

2.1.9 la Ley N° 2780624, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y su 

Reglamento aprobado por Decreto Supremo N 072-2003-PCM25  consagran el principio 

de publicidad, así también, el Título III, denominado "Acceso a la información pública 

del Estado", determina, entre otros aspectos, cuáles son las entidades obligadas a 

informar, la información de acceso público, el procedimiento de acceso a la información 

pública y las excepciones al ejercicio del derecho de acceso a la información. 

En efecto, establece en su artículo 5 (publicación en los portales de las dependencias 

públicas), artículo 7 (legitimación y requerimiento inmotivado), artículo 8 (entidades 

obligadas a informar), artículo 10 (información de acceso público), artículo 11 

(procedimiento), artículo 12 (acceso directo), artículo 13 (denegatoria de acceso), 

artículo 14 (responsabilidades), artículo 15 (excepciones al ejercicio del derecho), 

artículo 16 (excepciones al ejercicio del derecho: información reservada), artículo 17 

(excepciones al ejercicio del derecho: información confidencial), artículo 18 (regulación 

de las excepciones), artículo 19 (información parcial), artículo 20 (tasa aplicable), 

artículo 21 (conservación de la información); y, artículo 22 (informe anual al Congreso 

de la República). El Título V referido al Régimen Sancionador aplicable a las acciones 

u omisiones que infrinjan el régimen jurídico de la transparencia y acceso a la 

información pública establece: artículo 35(clases de sanciones), artículo 36(tipificación 

de infracciones) y artículo 37 (Responsabilidad). 

2.1.10 Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-JUS26  contiene en sus artículos 

11 httLLww.selaorg/media/2262361Jgends-2O3O-y-los-obietivode-cic'sarrollo-sostenible, pdf 

12 httpn://repositoriocepal,org/bitslrersrn/hondle/11362/4359511/SIPDO42Y epç 

' http://www  pcm,gob,pe/wp-content/uploads/2013/09/Constitucion-Pol%c3%ADtica-del-Peru-1993 .pdf 

"pLsc.pcm.ñoh.peLyp 
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216 a 226, normas comunes para las actuaciones de la función administrativa del Estado 
y regula todos los procedimientos administrativos desarrollados en las entidades, 
incluyendo los procedimientos especiales, garantizando los derechos e intereses de los 
administrados con sujeción al ordenamiento constitucional yjurídico en general. Entre 
los principios del procedimiento administrativo están consagrados el de legalidad, 
debido procedimiento, buena fe, participación, acceso permanente de información, 
verdad material. 

2.1.11 La Ley N° 2887427,  Ley que regula la Publicidad Estatal, establece entre sus objetivos, 
que los materiales que se difundan en las instituciones públicas, deben estar dedicados, 
entre otros aspectos, a informar sobre las acciones adoptadas en materia de salud, 
preservación del medio ambiente, uso eficiente de recursos naturales y seguridad de la 
población (art. 4 d) , estableciendo asimismo normas de transparencia en el acceso a la 
información (art. 6), así como sanciones por su incumplimiento (art. 8). 

2.1,12 El Decreto Legislativo N° 106828,  que crea el Sistema de Defensa Jurídica del Estado, 
establece que los procuradores públicos de los tres poderes ejercen la defensa jurídica 
del Estado, conforme a la Constitución y normas vigentes. Ello se sustenta en el artículo 
47 de la Constitución que establece que la defensa de los intereses del Estado está a 
cargo de los Procuradores Públicos conforme a ley. El Sistema de Defensa Jurídica del 
estado se encuentra reglamentado por el Decreto Supremo N° 017-2008-JUS. 

2.1.13 El Decreto Legislativo N° 135329,  que crea la Autoridad Nacional de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales 
y la regulación de la gestión de intereses. En sus artículos 3 y  6 establece que el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a través de la Dirección Nacional de 
Transparencia y Acceso a Información Pública, es la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y se constituye el Tribunal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública como órgano resolutivo del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos que representa la última instancia administrativa en 
materia de transparencia y derecho al acceso a la información pública a nivel nacional. 
Asimismo, la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto 
Legislativo N° 1353 establece el Régimen Sancionador aplicable a las acciones u 
omisiones que infrinjan el régimen jurídico de la transparencia y acceso a la información 
pública. Su reglamentación fue aprobada por Decreto Supremo N° 019-2017-JUS. 

2.1.14 El Decreto Supremo N 060-2001-PCM30, crea el "Portal del Estado Peruano" como 
sistema interactivo de información a los ciudadanos a través de Internet; Decreto 
Supremo N° 063-2010-PCM, que aprueba la implementación del Portal de Transparencia 

' Estándar en las Entidades de la Administración Pública, así como la Resolución 
Ministerial N° 035-2017-PCM, que aprueba la Directiva N° 001-2017-PCM/SGP, 9 JFUEPTES rnj 

\P) "Lineamientos para la implementación del Portal de Transparencia Estándar en las 
entidades de la Administración Pública". 

2.1.15 El Decreto Supremo N° 066-2011-PCM31  aprueba el "Plan de Desarrollo de la Sociedad 
de la Información en el Perú - la Agenda Digital Peruana 2.0" que plantea lograr un 

t1iip.//scpcIn.obpe/wp-conle 1tLLLoad'Jfdes/publicicJad astat/me,coley.1/LEY PU0LICIOAD ESTATALpyf 
" https;//www.minius.gob.pe/defensa-jundca-del-estado-norrnaIividad/  
" 7jps://busqtied2s,eer uano.pe/normasIegales/ci'creç  iegi,lativo-g1Ie-crea-Iaduto idd-nacionaI-detrunsp-decrto- 
gisIativo- n- 1353- 1171S1 5/ 

' http:/]oí obpeiomres/OJNORMA O fl[CRCTO%?íSJPRFM(7ON'Ç2BA2O05020O1PÇfpdf 
' lrttp://www &ducuc ceielrrrd.pe/noticia/?portada=8900  
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mejor acceso de la sociedad a la información a través de las tecnologías de información 

y comunicación para reducir las brechas digitales, establece como Estrategia 3, 

desarrollar e implementar mecanismos para asegurar el acceso oportuno a la 

información y una participación ciudadana como medio para aportar a la gobernabilidad 

y transparencia de la gestión del Estado 

2.1.16 El Decreto Supremo N° 133-2013-PCM32  y el Decreto Supremo N° 069-2011-PCM 

establecen el acceso e intercambio de información geo referenciada entre entidades de 

la administración pública, instituyendo lineamientos y mecanismos de aplicación 

nacional para facilitar el acceso e intercambio de información geo referenciada entre 

entidades de la administración pública, promoviendo la implementación de sus 

infraestructuras de datos espaciales como medio fundamental para intercambiar datos 

entre ellas y proveer acceso a su información. Mediante Resolución Ministerial 241-

2014- PCM se establecen los estándares de servicios web de información geo 

referenciada para el intercambio de datos entre entidades de administración pública. 

2.1.17 El Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021 aprobado por Decreto Supremo N° 

002-2018-JUS33  y elaborado teniendo en consideración las obligaciones establecidas en 

el marco constitucional y legal; las obligaciones formalmente contraídas por el Estado 

peruano en el marco del sistema internacional de protección y promoción de los 

derechos humanos; las metas y lineamientos de los programas sociales; las políticas de 

Estado contempladas en el Acuerdo Nacional; así como las propuestas y 

recomendaciones recabadas en un amplio proceso de consulta con la participación de 

representantes de organizaciones y entidades públicas y privadas a nivel nacional; 

contiene entre otros aspectos, regulación sobre los defensores de derechos humanos 

considerándolos como población vulnerable conteniendo disposiciones para su 

protección. 

2.1.18 El Plan Nacional de Gobierno Abierto, aprobado por Resolución Ministerial N°378-2017-

PCM34, contiene los compromisos del Estado peruano en materia de seguridad 
ciudadana, educación, infraestructura, salud, saneamiento y ambiente, asimismo, 

precisa las acciones necesarias, plazos y entidades públicas responsables de su 

implementación en materia de transparencia y acceso a la información pública, 

integridad pública, participación ciudadana, gobierno electrónico y mejoras en los 

servicios públicos. 

Normas sectoriales que regulan lo concerniente a derechos de acceso a la información, a 

la participación y a la justicia ambiental, contenidos en el Acuerdo de Escazú 

Derecho de Acceso a la Información Ambiental 

2.1.19 La Ley N° 26821 , Ley orgánica para el aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales, cuyo objeto es promover y regular el aprovechamiento sostenible de los 

recursos naturales, renovables y no renovables, estableciendo un marco adecuado para 

el fomento a la inversión, procurando un equilibrio dinámico entre el crecimiento 

económico, la conservación de los recursos naturales y del ambiente y el desarrollo 

http:/fNy/j'epJdep.gob.pe/imaRes/descarña s/dsn-133-2O13jn.çj.f 

!a.? Vo.Bo)

,31httips:11buscl 
O2-2O1ñj1612558.4 

R. lF'llEN'  

J'\\ iniste ial i-378-2017 pcm 16O13J

http://www.rninamjIob.J/'çQptent/uploads/2O7/O/l/Ley-N%C2%BO  26521pclf 
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integral de la persona humana, establece en su artículo 5, que los ciudadanos tienen 

derecho a ser informados y a participar en la definición y adopción de políticas 

relacionadas con la conservación y uso sostenible de los recursos naturales. 

2.1.20 La Ley N° 2744636,  Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, 

establece la creación del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental (SElA), 

como un sistema único y coordinado de identificación, prevención, supervisión, control 

y corrección anticipada de los impactos ambientales negativos derivados de las acciones 

humanas expresadas por medio del proyecto de inversión, instituyendo un proceso 

uniforme que comprenda los requerimientos, etapas, y alcances de las evaluaciones del 

impacto ambiental de proyectos de inversión, así como el establecimiento de los 

mecanismos que aseguren la participación ciudadana en el proceso de evaluación de 

impacto ambiental, instaurar, entre otros aspectos, la difusión de los Estudios de 

Impacto Ambiental a través de un resumen ejecutivo de fácil comprensión 

2.1.21 La Ley N° 537  Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, regula lo 

correspondiente a los principios de la gestión ambiental en su artículo 5; lo referente al 

acceso a la información ambiental en sus artículos 29 al 35; lo relacionado a los 

instrumentos de gestión y planificación ambiental en el art. 6. 

2.1.22 La Ley N° 2861138,  Ley General del Ambiente, establece en el artículo II del Título 

Preliminar, el derecho de acceso a la información sobre las políticas, normas, medidas, 

obras y actividades que pudieran afectar, directa o indirectamente, el ambiente, sin 

necesidad de invocar justificación o interés que motive tal requerimiento; los Artículos 

35, 41, 42 y 43 regulan lo concerniente al Sistema Nacional de información Ambiental, 

y el acceso a la información ambiental; el Art. 85 numeral 85.3 establece que la 

Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con las autoridades ambientles 

sectoriales y descentralizadas, elabora y actualiza permanentemente el inventario de 

los recursos naturales y de los servicios ambientales, estableciendo su correspondiente 

valorización. 

2.1.23 La Ley N 30215, Ley de Mecanismos de Retribución de Servicios Ecosistémicos regula 

en sus artículos 9 y  10 lo referente a la creación y publicidad del Registro Único de 

Mecanismos de Retribución por Servicios Ecosistémicos, con la finalidad de validar los 

mecanismos de retribución por servicios ecosistémicos (MERESE), así como su 

respectiva regulación y supervisión; dicha norma cuenta con un Reglamento aprobado 

por Decreto Supremo N° 009-2016-MINAM. 

21.24 La Ley N° 30754 0, Ley Marco sobre Cambio Climático, entre sus principios, contempla 

la rendición de cuentas, la transparencia, la participación, la gobernanza climática, así 

como los enfoques de derechos humanos, intergeneracional, intercultural y de igualdad. 

Así también en sus artículos 18, 19 20 21 y  22 contiene disposiciones expresas sobre 
0DEL 

la educación ambiental, investigación, transparencia y acceso a la información pública, 
90 el derecho a la información y la participación ciudadana, así como la participación 

\')I indígena. A la fecha de preparación del presente informe, se encuentra en proceso el 

11 mecanismo participativo para elaboración del Reglamento de la Ley Marco de Cambio 
INN 

Climático, que aterrizará aún más las disposiciones comentadas. 

'e  líur,:/jwww2congreso.gob pefric/ceridcciib/corí4 uIijilí.jjLjj5Ffl2A2E91 Ac3o52s7ErAoo5D [f39/SFILE/Ley Reglamento del SEIA.pdf 
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2.1.25 El Decreto Legislativo N° 127841  Ley de Gestión Integral de Residuos Sólidos, establece 

en su Artículo 6 que la gestión integral de los residuos sólidos deberá estar orientada a 

fomentar la generación, sistematización y difusión de información para la toma de 

decisiones y el mejoramiento de la gestión y el manejo de los residuos sólidos; así 

también en el artículo 7 se establece como instrumentos para el uso eficiente de los 

materiales y la gestión de los residuos sólidos al Sistema de Información para la Gestión 

de Residuos Sólidos (SIGERSOL) y al Registro de Empresas Operadoras de Residuos 

Sólidos. 

De otro lado, el artículo 15 establece la competencia del MINAM para admitir, evaluar, 

aprobar o rechazar la autorización de importación, de tránsito y de exportación de 

residuos del territorio nacional(inc. j) y para Administrar y mantener actualizado el 

registro autoritativo de las Empresas Operadoras de Residuos Sólidos.(inc. q), asimismo 

el artículo 68 regula lo concerniente a la Información para la Gestión de Residuos para 

el ámbito municipal y no municipal a través del SIGERSOL, que constituye el instrumento 

oficial para reportar información sobre planificación, gestión y manejo de los residuos 

sólidos, por parte de las autoridades públicas en el marco de sus competencias y 

entidades privadas, con fines de reporte, cumplimiento de obligaciones, sistematización 

y difusión pública de información ambiental referida a los residuos sólidos. 

En el artículo 13 de su reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 014.2017-MINAM, 

se establece que las autoridades competentes tienen libre acceso a la información que 

se registra en el SIGERSOL a efectos de realizar acciones de gestión y ejercer sus 

funciones de fiscalización en materia de residuos sólidos. 

2.1.26 El Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB), adoptado en Río de Janeiro el 5 de junio 

de 1992, ratificado por el Perú mediante Resolución Legislativa N° 26181, respecto al 

"Intercambio de Información" señala en su artículo 17 que "Las partes contratantes 

facilitarán el intercambio de información de todas las fuentes públicamente disponibles 

pertinente para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, 

teniendo en cuenta las necesidades especiales de los países en desarrollo. Ese 

intercambio de información incluirá el intercambio de los resultados de los 

investigaciotles técnicas, científicos y socioeconómicas, así como información sobre 

programas de capacitación y de estudio, conocimientos especializados, conocimientos 

autóctonos y tradicionales, por sí solos y en combinación con las tecnologías 

mencionadas en el párrafo 1 del Artículo 16. También incluirá, cuando sea viable, la 

repatriación de la información". 

2.1.27 El Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología, ratificado por el Perú 

mediante Resolución Legislativa N° 28170 de 2004, establece en su artículo 20° párrafo 

DEL 1 al Centro de Intercambio de Información sobre Bioseguridad - CIISB (BCH Perú - 

Biosatety Clearing-House, siglas en inglés), como parte del mecanismo para facilitar el 

RFUE TESm 
intercambio de información sobre organismos vivos modificados (OVM). Este CIISB 

brinda acceso a una amplia gama de información científica, técnica, ambiental, jurídica 

y sobre creación de capacidades respecto a la bioseguridad. 

2.1.28 El Decreto Supremo N° 002-2009-MlNAM42  que aprueba el Reglamento de 

Transparencia y acceso a la información pública ambiental y participación y consulta 

1278.pdi 
Ii  htip//www.minamgob.peIwp-co,lterltZuOIOudS/2O13/OY/dS_002-2009-minum,pdí 
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ciudadana en asuntos ambientales regula a su vez lo siguiente: Art.4 Derecho de acceso 

a la información; Art. 5 Carácter público de la información ambiental; Art. 6 Excepciones; 

Art. 7 Obligaciones en materia de acceso a la información ambiental; Arts. 8 y  9 regula 

lo concerniente a los responsables de entregar la información, y los medios para hacerlo; 

Art. 10 inc. d) Obligación de facilitar el intercambio de información a través del SINIA; 

Art, 14 De la incorporación de la información al SINIA, artículo 18 de la responsabilidad 

de la elaboración y presentación de la información, entre otros. 

2.1.29 El Decreto Supremo N° 003-2009-M1NAM43, que aprueba el Reglamento de Acceso a los 

Recursos Genéticos, contiene disposiciones para el acceso a los recursos genéticos en el 

Perú, entre e11a5 la accesibilidad y publicidad de la información sobre los contratos de 

acceso suscritos 

2.1.30 El Decreto Supremo NC  012-2009-MlNAM44, que aprueba la Política Nacional del 

Ambiente, constituye el instrumento orientado a definir y orientar el accionar de las 

entidades del Gobierno Nacional, Regional y Local, del sector privado y la sociedad civil, 

en materia ambiental establece entre sus objetivos específicos, la consolidación de la 

gobernanza ambiental y el Sistema Nacional de Gestión Ambiental a nivel nacional, 

regional y local, bajo la rectoría del Ministerio del Ambiente articulando e integrando 

las acciones transectoriales en materia ambiental. Así también, alcanzar un alto grado 

de conciencia y cultura ambiental en el país, con la activa participación ciudadana de 

manera informada y consciente en los procesos de toma de decisiones para el desarrollo 

sostenible. 

2.1.31 La Estrategia Nacional de Diversidad Biológica al 2021 y  su Plan de Acción 2014-2018 

(EPANDB), aprobada por Decreto Supremo NC  009-2014-MlNAM45, del 05 de noviembre 

de 2014, principal instrumentode gestión de la biodiversidad en el Perú que coadyuva 

al cumplimiento de los objetivos del CDB, contempla varias acciones orientadas a 
fortalecer los mecanismos de información en materia de diversidad biológica, tales 

como: 

Objetivo Estratégico 5 (OE5) "Mejorar el conocimiento y las tecnologías para el uso 
sostenible de la biodiversidad, así como la revalorización de los conocimientos 

tradicionales vinculados con la biodiversidad de los pueblos indígenas", cuya acción 
116 está orientada a contar con una plataforma nacional de intercambio de 

información sobre diversidad biológica conformada por instituciones científicas y 

académicas, además de especialistas, como espacio que facilitará el desarrollo de 

información e investigaciones para la gestión de la biodiversidad del Perú. 

Objetivo Estratégico 3 (0E3) "Reducir las presiones directas e indirectas para la 

diversidad biológica y sus procesos ecosistémicos", cuya acción 64 está destinada a 

"lmplementar un mecanismo nacional de intercambio de información para la 

sensibilización y difusión del valor de la diversidad biológica a nivel nacional". 

2.1.32 Por Resolución Ministerial NC  092-2016-MINAM se aprobó el Plan Estratégico de 

Tecnologías de la Información 2016 - 2020 (PETI), considerando que el acceso a la 

información es un derecho elemental de los ciudadanos y contribuye a fortalecer la 

OB gobernabilidad y el desarrollo de la sociedad, el cual prevé la implementación de un 
R. FUEHT9DlJ sistema de conservación y aprovechamiento de la diversidad biológica. 

" lnttp://www.rninarn.ob.pe/v'p-conslemnt/uplo,ids/2013/09/ds  003-2009 rninam-y-aneco pdf 

"tmttp://wwwrnin,rs,.gob.pe/j-contenil/ujlouds/20114J11/CPANDi32Oi4.2O18i.pdí 
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2.1.33 El Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles 

(SENACE) ha emitido guías, manuales, lineamientos vinculados a la implementación del 

derecho de acceso a la información, dentro del ámbito de sus competencias, entre ellos: 

• PRO-J-01/01 (10.06.2016). "Procedimiento para la Atención de Solicitudes de 

Acceso a la Información Pública en el Senace". 

• Manual para la evaluación del Estudio de Impacto Ambiental detallado - Minería 

aprobado Resolución Jefatural N° 112-2015-SENACE/J. (4.01.2016). 

• Manual de Fuentes de Estudios Ambientales cuya evaluación está a cargo del Senace 

aprobado Resolución Jefatural 055-2016-SENACE/J. (13.05.2016). 

• Manual para la evaluación del Estudio de Impacto Ambiental detallado - 

Hidrocarburos" aprobado por Resolución Jefatural N 110-2016-SENACE/J. 

(24 .11.2016). 

• Medidas Complementarias para la elaboración de los estudios ambientales a cargo 

del Senace aprobado por Resolución Jefatural N 058-2016-SENACE/J. (18.05.2016). 

• Manual de Evaluación del EIA-d para el Subsector Electricidad aprobado por 

Resolución Jefatural 027-2017/SENACE/J. (18.04.2017). 

e Lineamientos para la incorporación de la Adaptación al Cambio Climático dentro del 
EIA-d a cargo del Senace aprobado por Resolución Jefatural N° 089-2017-SENACE/J. 

(26.10.2017). 

• Guía para la Elaboración de Evaluaciones Preliminares en los Proyectos del 

SubsectorTransportes aprobado por Resolución Jefatural N° 023-2017-SENACE/JEF. 

(26. 12.2017 

2.1.34 El Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas (SERNANP), dentro del ámbito de sus 

competencias, ha emitido directivas regulando el derecho de acceso a la información. 

Entre ellas: 

• La Resolución Presidencial N 197-2013-SERNANP-SG, aprueba la Directiva que 

regulan la gestión de información de Áreas Naturales Protegidas- SERNANP. 

• La Resolución Presidencial N 057-2014 - SERNANP, aprueba los requisitos mínimos 

de solicitud de compatibilidad de propuesta de actividad superpuestas a un Área 
Natural Protegida de Administración Nacional, Regional y/o Zonas de 

Amo rtigu a míe nto. 

Derecho de Acceso a la Participación en asuntos Ambientales 

2.1.35 La Ley N  26834, Ley de Áreas Naturales Protegidas (ANP)66, promueve la participación 

de los ciudadanos en la gestión de las ANP, lo cual implica su injerencia en la toma de 

decisiones sobre las acciones que se adopten al interior de la misma para su manejo. 

Regula lo concerniente a la participación ciudadana en el literal 1) del artículo 8 y  los 

artículos 18 y  31; así también, su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 038-

2001-AG, establece a los Comités de Gestión como los espacios donde se implernentan 

DEL 
mecanismos de participación, tales como procedimientos periódicos de consulta, 

opinión y retroalímentación para que las personas y grupos locales interesados en el 

manejo del Área Natural Protegida correspondiente puedan participar activamente en 

su gestión. Los artículos 21, 87, entre otros, refieren a la promoción y espacios de 

participación en la gestión de las ANP. Los Comités de Gestión se regulan de manera 

complementaria por la Resolución Presidencial N 303-2015-SERNANP. 

40 
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2.1.36 La Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, en su 

Art. 10 inciso d) se refiere al contenido de los Estudios de Impacto Ambiental, plan de 

participación ciudadana; en los Arts. 13 y  14 regula la difusión y participación de la 

comunidad; en el Art. 17, las funciones del organismo coordinador. En el Decreto 

Supremo 019-2009-MINAM que reglamenta la Ley del Sistema Nacional de EIA se regula 

asimismo los principios, y lo concerniente a la participación ciudadana en sus artículos 

68 al 71 que contiene disposiciones sobre participación ciudadana, instancias formales 

y no formales de participación, mecanismos de participación, participación de las 

comunidades campesinas y nativas; en sus artículos 66y 67 establece el carácter público 

de la información pudiéndose requerir que el resumen ejecutivo del EIA sea también 

redactado en la lengua predominante en la zona de ejecución, lo que incidirá en la 

participación. 

2.1.37 La Ley N° 28245, Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental regula en el Art. 

5 lo correspondiente a los principios, entre los cuales está el de participación y 

concertación, así como la promoción y apoyo a las iniciativas voluntarias dirigidas a la 

prevención de la contaminación; en el Art. 6 se regulan los instrumentos; en el Art. 9 se 

establece como función del MINAM fomentar la participación ciudadana; en el Art. 27 

y siguientes los mecanismos de participación ciudadana; en su Art. 36 relacionado a la 

Política Nacional de Educación Ambiental se establece el incentivo a la participación 

ciudadana. 

2.1.38 La Ley N°28611, Ley General del Ambiente regula en el numeral III del Título Preliminar, 

el derecho a la participación en la gestión ambiental; Art. 46 de la participación 

ciudadana, Art. 47 deber de participación responsable; Art. 48 mecanismos de 

participación, Art. 50 deberes del Estado en materia de participación Art. 51 de los 

criterios a seguir en los procedimientos de participación ciudadana. 

2.1.39 La Ley N° 30754, Ley Marco sobre Cambio Climático, entre sus principios, contempla la 

participación, la gobernanza climática, así como los enfoques de derechos humanos, 

intergeneracional, intercultural y de igualdad, en su Art. 22 regula la participación de los 

pueblos indígenas. 

2.1.40 El Decreto Supremo N° 087-2004-PCM Reglamento de Zonificación Ecológica y 

Económica (ZEE) establece que son funciones de las Comisiones Técnicas de la 

Zonificación Ecológica y Económica proponer los mecanismos de consulta y 

participación ciudadana y procesos de difusión y capacitación (Art. 17), así también se 

establece que todSs las etapas los procesos de Zonificación Ecológica y Económica-ZEE, 

deberán involucrar la participación activa y de compromiso de las diversas instituciones 

públicas y privadas, y de la sociedad civil (Art. 18) así también que como parte del 

proceso de monitoreo participaran instituciones y personas en la vigilancia ciudadana, 

considerando la legislación existente para el cumplimiento de la aplicación de la ZEE. 

(art. 24). 

El Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento sobre 

Transparencia, Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación y Consulta 

Ciudadana en Asuntos Ambientales, regula en su Art. 21 la participación ciudadana; 

Art. 22 el derecho a la participación; Art. 23 deberes; Art. 24 previsión presupuestal; 

Art. 27 lineamientos; Art. 28 procesos ambientales con participación ciudadana, Art. 29 

mecanismos de consulta; Art. 30 lineamientos de la consultas; Art. 31 concertación; Art. 

35 mecanismos de participación en la fiscalización; Art. 36 vigilancia ciudadana 
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ambiental; Art. 38 denuncia por infracción a la legislación ambiental; Art. 39"publicación 

de proyectos normativos; 

2.1.42 El Decreto Supremo N° 005-2016-MINAM, que aprueba el Reglamento del Título II de la 

Ley N  30327, Ley de Promoción de las Inversiones para el Crecimiento Económico y el 

Desarrollo Sostenible y otras medidas para optimizar y fortalecer el SElA, en su artículo 

9 dispone que la participación ciudadana en el proceso de la Ventanilla Única para la 

certificación ambiental a cargo del SENACE (IntegrAmbiente) se aplica en todas sus 

etapas, debiéndose cumplir con las disposiciones contenidas en normas reglamentarias, 

normativa sectorial aplicable al SElA, así como en las que establezca el Ministerio del 

Ambiente (MINAM) sobre la materia. 

2.1.43 La Resolución Ministerial N° 189-2015-MINAM que aprueba los lineamientos de manejo 

integrado de las zonas marino costeras, establece que el diseño y aplicación de las 

políticas públicas de las zonas marino costeras se rige por el principio de gobernanza, 

estableciéndose lineamientos estratégicos para la participación efectiva e integrada de 

los actores públicos y privados, en la toma de decisiones, manejo de conflictos y 

construcción de consensos sobre la base de responsabilidades claramente definidas, 
seguridad jurídica y transparencia. 

2.1.44 SENACE, dentro del ámbito de sus competencias, ha emitido guías, manuales, 
lineamientos vinculados a la implementación del derecho de acceso a la participación 
ciudadana, entre ellos: 

• "Guía de Orientación para Titulares respecto a las Pautas de Redacción, Formato 

y Marco Legal del Resumen Ejecutivo" aprobada mediante Resolución Directoral 

N u36-2017-SENACE/DCA (13.02.2017) mediante la cual se orienta la 
elaboración del documento en un lenguaje sencillo y de comprensión práctica 

por parte de la población, considerando la lengua de la zona. Incluso, en casos 

que la población presente índices de analfabetismo o que su lengua originaria 

no sea prioritariamente escrita, se promueve que los titulares de proyectos 
elaboren material audiovisual (video). 

• "Guía de Orientación de Pautas para la elaboración del Resumen Ejecutivo del 

Estudio de Impacto Ambiental detallado en Versión Audiovisual", aprobada 

mediante Resolución Directoral N° 139-2017-SENACE/DCA (31.05.2017), 
mediante la cual se orienta al titular del proyecto de inversión y a la consultora 

encargada de elaborar el estudio ambiental para que presenten una versión 

audiovisual de los Resúmenes Ejecutivos de los EIA-d o sus modificaciones 

ingresados al Senace y que corresponden a proyectos que se realizan en zonas 

donde el idioma local no es el español. 

• "Herramientas de Gestión Social para la Certificación Ambiental del Senace", 

aprobadas mediante Resolución Jefatural N° 033-2016-SENACE/J (28.03.2016): 

Material que tiene por finalidad fortalecer la confianza en los Estudios de 
DEZ 

Impacto Ambiental detallados y mejorar la participación ciudadana. Consiste de 

3 guías flexibles y de aplicación voluntaria que contiene un conjunto de 
UEES) herramientas y protocolos encaminados a orientar: la labor de los evaluadores 

del Senace en campo, las acciones de relacionamiento del titular con las 
'VNP comunidades locales y el comportamiento de los actores de la sociedad civil 

tomando en consideración las variables de género e interculturalidad. 

e "Lineamientos para Promover la Participación de la Mujer en el Proceso de 

Certificación Ambiental" aprobada mediante Resolución Jefatural N° 066-2017- 

SENACE/J (17.08.2018), Dichos lineamientos tienen como objetivo, describir el 
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grado y la forma de participación de las mujeres en el proceso de certificación 

ambiental de proyectos de inversión bajo competencia del Senace, y a partir de 

ello, desarrollar lineamientos para orientar y promover su participación efectiva 

en la elaboración y evaluación del EIA-d. 

Derecho de Acceso a la Justicia Ambiental 

2.1.45 La Ley N" 28611, Ley General del Ambiente en su Art. 1V regula lo concerniente al 

Derecho de acceso a la justicia ambiental, estableciendo que toda persona tiene el 

derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva ante las entidades administrativas y 

jurisdiccionales, en defensa del ambiente y de sus componentes, velando por la debida 

protección de la salud de las personas en forma individual y colectiva, la conservación 

de la diversidad bilógica, el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, así 

como la conservación del patrimonio culturalvinculado a aquellos. Se indica igualmente 

que se puede interponer acciones legales aún en los casos en que no se afecte el interés 

económico del accionante. El interés moral legitima la acción aun cuando no se refiera 

directamente al accionante o a su familia, 

2.1.46 La Ley N 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental 

SINEFA, crea el 5isten'la Nacional de Evaluación y Fiscalización a cargo del Organismo de 

Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA, que desarrolla la fiscalización ambiental y 

es el ente rector de dicho sistema. Asimismo, regula la función de supervisión directa, 

fiscalizadora y sancionadora estableciendo que el Tribunal de Fiscalización Ambiental es 

la última instancia administrativa (art. 10 y  11), también establece la función normativa 

de OEFA. Se regulan las medidas cautelares, correctivas, preventivas, de restauración, 

rehabilitación, reparación, compensación y de recuperación del Patrimonio Natural de 

la Nación, y procedimiento sancionalor (arts. 21, 22, 23, 24). 

2.1.47 El Decreto Supremo N° 019-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento del 

Procedimiento Administrativo Sancionador por Afectación a las Áreas Naturales 

Protegidas, contiene las pautas para el acceso a las instancias administrativas ante la 

infracción de normas ambientales relacionadas a áreas naturales protegidas. Dicha 

norma establece, entre otros aspectos, la posibilidad de dictar medidas cautelares a fin 

de prevenir daños al ambiente por el ejercicio de una actividad. 

2.1.48 Mediante Decreto Supremo N° 007-2017-M1NAM 47  se aprobó el Reglamento del 

Numeral N° 149.1 de la Ley 28611, Ley General del Ambiente, con la finalidad de 

reglamentar las disposiciones relativas al infornie fundamentado, contenidas en el 

numeral 149.1 del artículo 149 de la Ley N°28611, Ley General del Ambiente, precisando 

su naturaleza, ámbito de aplicación, autoridad responsable de su elaboración, 

estructura y plazo. 

2.1.49 El Decreto Supremo N° 013-2017-MINAM, Reglamento de Organización y Funciones del 

Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA regula entre otros aspectos 
DEI 

. 

lo siguiente: Artículo 19 Tribunal de Fiscalización Ambiental; artículo 54 funciones de la 

S'\ 
Dirección de Supervisión Ambiental en Energía y Minas; artículo 56 funciones de la 

Dirección de Supervisión Ambiental en Actividades Productivas, artículo 58 funciones de 

la Dirección de Supervisión Ambiental en Infraestructura y Servicios, artículo 60 
UNA 

funciones de la Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos y el literal g) del 

artículo 46 funciones de la Subdirección de Seguimiento de Entidades de Fiscalización 

41  http://www,miiamgob.pe/wp-content/vploads/2017/O9/DS-007-2017-MINAM.pdf  
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Ambiental referido a la atención de las denuncias ambientales a través del Servicio de 

Información Nacional y Denuncias Ambientales. 

2,1.50 SENACE en el ámbito de sus competencias aprobó la Directiva N° 002-2016-SENACE/J 

(13.12.2016). "Recursos Impugnativos en Procedimientos Administrativos a cargo del 

Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles—Senace", 

mediante Resolución Jefatural N°. 115-2016-SENACE/J, que sustenta la implementación 

del derecho de acceso a la justicia ambiental. 

2.1.51 OEFA en el ámbito de sus competencias aprobó con Resolución de Consejo Directivo N" 

027-2017-OEFA/CD, el Reglamento del Procedimiento Administrativo Sancionador del 

Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA. Reglamento del 

Procedimiento Administrativo Sancionador del Organismo de Evaluación y Fiscalización 

Ambiental. 

2.2 De las acciones que se ya se vienen desarrollando a nivel sectorial vinculadas a temáticas 

contenidas en el Acuerdo de Escazú de acuerdo a los diferentes derechos de acceso 

Con la finalidad de determinar si existen o no brechas en la implementación del Acuerdo 

de Escazú, se solicitó a los Órganos de Línea, Oficinas y Organismos Adscritos del MINAM 

indicar las acciones que vienen desarrollando vinculadas a las temáticas contenidas en el 

Acuerdo y los Derechos de Acceso. Del análisis de la información recibida se desprende 

que la implementación de gran parte del contenido del Acuerdo ya se viene dando, lo cual 

responde en parte a que el acceso a la información ambiental, la participación en 

temáticas ambientales y justicia ambiental están vinculados funcionalmente a las 

acciones que desarrolla el sector y porque dichos derechos de acceso cuentan con un 

amplio desarrollo normativo en nuestra legislación nacional. A continuación, un resumen 

de la información proporcionada, por derecho de acceso. 

2.2.1 Acciones sectoriales desarrolladas vinculadas al derecho de acceso a la información 

ambiental 

2.2.1.1 Respecto al Sistema Nacional de Información Ambiental (SINIA) 

a) El Sistema Nacional de Información Ambiental, cuenta desde el año 2010, con un 

portal web a través del cual se difunde información consolidada y producida por las 

distintas entidades que gestionan información ambiental para ponerla a disposición 

de tomadores de decisiones y de la ciudadanía en general. 

En dicha plataforma se difunde información respecto a 45 indicadores ambientales 

actualizados a la fecha de su última disponibilidad, más de cuatro mil documentos, 

un visor de capas geográficas relacionadas a la gestión ambiental, entre otros. 

Es importante mencionar que el año 2010 se tenían 6,724 visitas mensuales en 

promedio, llegando el año 2018 a tener más de 72,005 visitas en promedio. Se 

puede acceder al SINIA en la siguiente dirección: http://sinia.minarn.goh.pe. 
¡E1\ 

R.s\Es
,

J b) Se viene desarrollando la consolidación y modernización del SINIA, proceso que 

busca formalizar un ordenamiento y orientaciones generales para mejorar la 

17 IrvM,>' gestión de información ambiental a nivel de todas las entidades que pertenecen al 

Sistema Nacional de Gestión Ambiental (SNGA). Como parte de este proceso, se 

está trabajando en una propuesta de Decreto Supremo que apruebe los estándares 
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mínimos para gestionar la información ambiental, tanto de índole estadístico como 

documental y geoespacial. 

También se está trabajando en la mejora de la plataforma tecnológica del SINIA y 

su página web, con énfasis en tener una plataforma basada en servicios que facilite 

los procesos de interoperabilidad entre los diversos sistemas que manejan las 

entidades del Sistema Nacional de Gestión Ambiental. Para este proceso se cuenta 

con apoyo de la Unión Europea y con fondos de un proyecto de inversión pública 

financiado en parte con endeudamiento externo con el Banco Mundial, 

Se ha incorporado en la Programación Multianual de Inversiones (PMl) del Sector 

Ambiente del 2019 al 2021 un Programa de Inversión que incluye proyectos en 

cinco Gobiernos Regionales para el fortalecimiento del sistema de información 

ambiental a nivel regional. 

2.2.1.2 Portal web del MINAM 

Cabe destacar que el portal institucional del MINAM cuenta también con secciones 

donde las Direcciones Generales difunden información de interés para la ciudadanía. 

Se proporciona acceso de información a la ciudadanía a través de la web del MINAM 

sobre los Estándares de Calidad Ambiental y su marco normativo. En lo referente a 

Ecoeficiencia, en el portal web se encuentran las líneas de acción que se vienen 

desarrollando, las cuales están dirigidas a Instituciones Públicas Ecoeficientes, 

Municipios Ecoeficientes, Empresas Ecoeficientes y Escuelas Ecoeficientes; 

asimismo, se encuentran publicados los informes anuales de ecoeficiencia. 

Difusión a través del portal institucional de la situación actual de los espacios de 

diálogo (24 espacios de diálogo y  2 Consulta Previa), nivel de compromisos, actas; 

mapa de intervenciones e Informes de Gestión Socioambiental, a través de 

http://www,minam.gob,pe/oficina-ge neral-de-asuntos-socio-

ambientales/informes-trimestrales-de-gestion/ 

Sistematización de las sentencias recaídas en los casos impulsados por la 

Procuraduría del MINAM y análisis de las tendencias registradas y Publicación del 

contenido de las sentencias condenatorias por delitos ambientales a nivel nacional 

en el portal web del Ministerio del Ambiente, así como un breve análisis de las 

mismas. 

Se proporciona acceso de información a la ciudadanía a través de la web del MINAM 

sobre el listado de empresas operadoras y la normativa que aprueba el Registro 

Autoritativo de las Empresas Operadoras de Residuos Sólidos, así como de las 

autorizaciones de importación, de tránsito y de exportación de residuos del 

territorio nacional. 

2.2.1.3 Respecto a otros portales web para difundir información ambiental 

Complementando la plataforma web del SINIA, algunas iniciativas y los Organismos 

Adscritos difunden la información ambiental a través de portales web. 
/ 

a) Se cuenta con una plataforma virtual que identifica y sistematiza las iniciativas de 
I--RtfUENTE $m .. 

Mecanismos de Retribucion por Servicios Ecosistemicos - MERESE que se 
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promueven a nivel nacional. Asimismo, este portal web alberga información 

referente al marco legal, conceptos, noticias, imágenes y videos asociados a 

servicios ecosistémicos. la plataforma se encuentra accesible en: 

http://serviciosecosistemicos.minam.gob.pe/ 

Este portal cuenta con el Pre-registro de iniciativas de Mecanismos de Retribución 

por Servicios Ecosistémicos-MERESE, que mediante una ficha virtual, permite contar 

con información de las iniciativas ya existentes e identificación de su nivel de 

irnplementación, según el avance en los elementos considerados en la Ley N° 30215 

para el disefio de MERESE. 

Por otro lado, se brinda información de los resultados de los procesos de ZEE a través 

del GEOSERVIDOR, que es una plataforma de información geoespacial especializada 

sobre la situación ambiental del territorio y de los ecosistemas, bajo una política de 

datos abiertos, que forma parte del Sistema Nacional de Información Ambiental, 

En el caso de OEFA, se cuenta con el "Portal interactivo de fiscalización ambiental', 
que es una herramienta tecnológica interactiva en la cual el OEFA pone a disposición 

del usuario información sobre el estado del ambiente y las acciones de fiscalización 

ambiental en el Perú. Se encuentra disponible en el siguiente link: 

http://publico,oefa.gob.pe/Portalfiscarnb/index.isp  

También en OEFA se publican los reportes públicos de las acciones de supervisión y 
de los informes de supervisión del OEFA, los cuales contienen información técnica y 

objetiva resultante de la toma de muestras, análisis y monitoreos, así corno otros 

hechos objetivos relevantes relacionados con la supervisión. Este reporte no 

contiene calificación alguna respecto de p1osibles infracciones administrativas. Estos 

se encuentran disponibles en el siguiente link: 

https://publico.oefagob.pe/repdig/consultaO  ri/consulta Rp,xhtml 

Por otro lado, se ha desarrollado la interface de consulta en línea de datos 

meteorológicos e hidrológicos de con el apoyo del Programa de Desarrollo 

Estratégico de los Recursos Naturales - PRODERN II y la Agencia Belga para el 

Desarrollo 

e) El SERNANP tienen varios canales virtuales para difundir la información relacionada 

a las Áreas Naturales Protegidas - ANP, entre los cuales se pueden mencionar: 

• El SERNANP brinda información geo referenciada, a través del visor de 

información geográfica que proporciona información catastral de las Áreas 

Naturales Protegidas de manera geo referenciada, en el DATUM oficial que es 

WGS84 y que se encuentra en la siguiente dirección web 

http://geo.sernanp.gob.pe/,  para su consulta y/o descarga en formatos GIS, 

además de difundir los resultados de la implementación de la metodología de 

(fvBo\ICO \ efectos por actividades, la cual permite ver de manera indirecta el estado de 
OETESFfl) conservación de las ANP 

•2)/ 
• El SERNANP, en el marco de la política de la modernización de la Gestión Pública, 

ha implementado servicio web service del catastro de las ANP, los cuales pueden 

ser consumidos de cualquier software SlG o cualquier plataforma cartográfica; 
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información que a su vez es reportada al sector (MINAM), a través de la 

plataforma del SINIA. 

• Se promueve en los sectores público y privado la utilización de los estudios de 

los Recursos Naturales (investigaciones) en las ANP, a través de la biblioteca 

virtual del SERNANP, a través de la siguiente dirección web: 

http://sis.serna  np.goh.pe/biblioteca/  

• Se han mejorado los módulos de Archivo y Biblioteca Digital del SERNANP, de 

manera que ahora se cuenta con plataformas de fácil acceso y operatividad. 

Ellos permiten difundir información de las ANP a entidades públicas y privadas 

y al público en general, como también tramitar internamente la información 

técnica institucional entre las diferentes jefaturas de las ANP y la sede central 

del SERNANP. 

• Asimismo, el módulo de compatibilidad permite determinar la superposición 

entre los proyectos y las ANP y sus zonas de amortiguamiento, para 

posteriormente iniciar el procedimiento de compatibilidad en los casos que 

exista superposición. Se encuentra disponible en la siguiente dirección web: 

h tt p ://co rn pa ti bu ida d \'cert j fi ca ci o n es. sern a np. go b pe/con su taser non p/vi ew e rl 

f) Desde el Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana - IIAP, se cuenta con 

los siguientes mecanismos que permiten el acceso a la información ambiental: 

• Revista Científica Folia Amazónica: Servicio de información para el acceso a 

artículos científicos (papers) de autoría del IlAP. Se encuentra en: 

http://folia.iiap.org.pe  

• Visor de publicaciones sobre la Amazonía: Servicio de información geográfica 

que ayuda a conocer los sitios en el territorio donde se han hecho estudios y 

donde aún no los hay, convirtiéndose en una herramienta útil para identificar 

sitios y temas de investigación, se encuentra en: 

http://visores.iiap.org.pe/publicaciones  

• Visor de inventarios de diversidad biológica en Amazonía: Nuevo servicio de 

información geográfica que ayuda a conocer los sitios en el territorio donde se 

han hecho inventarios de diversidad biológica conteniendo inicialmente 

inventarios de flora e inventarios de suelos y que planea extenderse a 

inventarios de fauna. Se encuentra en: http://visoresiiapor.pe/inventarios  

2.2.1.4 Respecto a otros mecanismos de difusión de la información ambiental 

En el Ministerio del Ambiente se vienen desarrollando otros mecanismos de difusión de 

información ambiental entre los cuales destacan los siguientes: 

4 1 P 

R( IFUENTE

TINI 

SJ  ) 

a) Organización de campañas de comunicación y sensibilización en coordinación con 

las demás áreas del sector ambiental a fin de promocionar y difundir información de 

interés para la ciudadanía, destacan las campañas "Perú Limpio", "Aire Limpio" y 

"Menos Plástico Más vida", las cuales buscan informar al ciudadano sobre buenas 

prácticas en el manejo de los residuos sólidos, consumo de combustibles limpios y 

uso responsable del plástico respectivamente. 
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Redes de Alerta Temprana en materia de Conflictividad Socioambiental. A través 

de la Resolución Ministerial N 2  079-2014 MINAM se aprueba los "Lineamientos 

para el Registro y Remisión del Reporte de Alerta Temprana" 

Acceso a información disponible en el Sistema de Información para Gestión de 

Residuos Sólidos - SIGERSOL, tanto para las autoridades como para el público en 

general; atención a la ciudadanía por medio presencial, telefónico y virtual realizado 

por los profesionales responsables de la Dirección General de Gestión de Residuos 

Sólidos, tanto para consultas de los procedimientos en trámite como para consultas 

de carácter técnico, incluyendo administrados, estudiantes y profesionales, con el 

soporte pertinente de las áreas técnicas de ser necesario. 

En el SENACE se cuenta con diversas iniciativas de este tipo, entre las cuales merece 

destacar las siguientes: 

• Acciones de Articulación y Ruta Regional: Especialistas del Senace se desplazan 

a las regiones, provincias y distritos del país con la finalidad de sensibilizar e 

informar mediante talleres y reuniones con el fin de fortalecer el conocimiento 

de los gobiernos subnacionales, aliados estratégicos y sociedad civil organizada 

para contribuir a generar confianza en las certificaciones emitidas por el Senace 

y alertar y prevenir conflictos socioambientales. 

• Difusión de 10 videos "El ABC del Senace" traducida a quechua, aymara, achuar 

y lenguaje de señas. Estos videos ágiles, amigables y de corta duración (entre 

dos y tres minutos), tienen por objetivo facilitar la explicación sobre las 

unciones del Senace y el proceso de certificación ambiental. 

• Elaboración de materiales educativos: con la finalidad de ayudar en la 

comprensión de los mensajes sobre evaluación ambiental, se elaboraron 

diversos materiales que faciliten la comprensión de temas complejos, como, 

por ejemplo, el acompañaniiento de línea base. En esa misma línea se elaboró 

la Infografía Móvil, que sirve de apoyo a los especialistas del Senace para 

explicar de manera más didáctica diferentes procesos de la entidad, A través 

de medios de comunicación masivos como diarios y emisoras locales, también 

se han difundido materiales y herramientas educativas. 

En el SERNANP se tiene en funcionamiento el módulo que corresponde a la consulta 

de ubicación y procedimiento de emisión de opinión técnica de compatibilidad que 

emite el SERNANP, referido a los proyectos de Agua Potable y Saneamiento Básico 

en ámbitos rurales y superpuestos total o parcialmente en áreas naturales 

protegidas y/o su zona de amortiguamiento, posteriormente esto se hará extensivo 

a las diferentes actividades de los sectores. 

2.2.1.5 Respecto a los procedimientos acceso a la información pública y transparencia 

El Ministerio del Ambiente y sus Organismos Adscritos, en el marco de la Ley de 

Transparencia, han implementado de diversas formas el acceso a la información pública: 

a) En el portal web del MINAM seha implementado el Formulario Virtual de Solicitud 

.RÇjENT srn de Acceso a la Información Publica. Disponible en la direccion web: 
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http://www.minam.goh. pe/servicios-al-ciudacla  no/clocume ntacion-

ambiental/solicitud-de-acceso-a-la-inforrnacion-publica-2/ 

Se viene apUcando la Directiva que regula el tratamiento de las Solicitudes de 

Acceso a la información Pública y Transparencia en el MINAM, aprobada mediante 

Resolución de Secretaría General N° 065-2017-MINAM, en esta directiva se regulan 

los procedimientos para la atención adecuada y oportuna de las solicitudes de 

acceso a la información pública. 

Fortalecimiento de canales de comunicación a través de trípticos Informativos 

sobre Acceso a la información Pública en lenguaje inclusivo (Quechua y Aymara) los 

cuales se encuentran disponibles en la web del MINAM, en secciones especiales 

con material en estas dos lenguas, 

• La versión en quechua está disponible en el enlace: 

http://www.minam  gob.pe/atencion-a-la-ciudadania-version-

quechua/irnata-chay-lliw-runapaq-willa  kuyman-yaykuy/ 

• La versión en ayrnara está disponible en el enlace: 

http://www.minarn .gob.pe/atencion-a-la-ciudadania-version-

ashaninka/acceso-a-la-informacion/  

También los Organismos Adscritos han venido implementando procedimientos 

internos para la mejor gestión de las solicitudes de acceso a la información pública, 

al respecto se puede mencionar: 

• En el SENAMHI se ha implementado a inicios del 2018 la Directiva N  01-

2018-SENAMHI/GG; "Procedimientos para la atención de solicitudes de 
acceso a la información pública y actualización del portal de transparencia 

del Servicio Nacional de Meteorología el Hidrología del Perú"; asimismo se 

aprobó la Directiva N°003-2016-SENAM Hl-SG-OPP-UM "Procedimiento para 

otorgar información hidrometeorológicos en el SENMAHI a estudiantes, 
tesistas, maestristas, doctorandos e investigadores" 

• En el SERNANP se encuentra disponible el formato para que los ciudadanos 
puedan solicitar información, bajo el marco de la de Ley Transparencia y 

acceso a la información pública. 

• En el OEFA, a través de la Resolución de Presidencia del Consejo Directivo 

N° 073-2018-OEFA/PCD, se aprobó la Directiva N° 001-2018-0EFA/PCD 

denominada "Procedimiento de atención a las solicitudes de acceso a la 

información pública en el Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental - OEFA". 

Siendo el Perú, parte de la Alianza de Gobierno Abierto, el Ministerio del Ambiente 

participó activamente en la formulación del Plan de Acción de Gobierno Abierto 

2017-2019, incorporando acciones en la temática ambiental. Es de destacar que 

el MINAM es responsable de implementar cinco acciones en este Plan en el 

componente de "Acceso a la Información Ambiental y mejoramiento de los 
/ee Ie\ mecanismos de transparencia de la información ambiental" y se ha comprometido 

..... ...................................................... a su logro incorporandolo en sus instrumentos de planificacion sectoriales. 
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2.2.2 Acciones sectoriales desarrolladas vinculadas al derecho de acceso a la participación 

en temáticas ambientales 

Dentro del alcance de sus funciones, el Ministerio del Ambiente y sus Organismos 

Adscritos vienen desarrollando diversas iniciativas con el objetivo de aumentar la 

participación de la ciudadanía en la torna de decisiones en temática ambiental. A 

continuación, se detallan algunas de dichas iniciativas: 

2.2.2.1 Desde el Ministerio del Ambiente 

El MINAM viene fortaleciendo las Comisiones Ambientales Regionales y Municipales 

(CAR y CAM) pues estos espacios, que son parte del Sistema Nacional de Gestión 

Ambiental, tienen el rol de coordinar y concertar la Política Ambiental de sus 

jurisdicciones, así como promover el diálogo y el acuerdo entre los sectores público 

y privado y la sociedad civil. 

Se viene trabajando en la reglamentación de la Ley Marco sobre Cambio Climático, 

para ello se está llevando adelante un proceso participativo que garantice que los 

aportes de todos los actores involucrados puedan ser tomados en cuenta, 

involucrando así a todos en la respue5ta peruana al cambio climático. Los eventos 

convocados en el marco de este proceso han recibido el nombre de "Dialoguemos" 

y se vienen desarrollando con diversos actores de forma descentralizada. 

la Oficina de Comunicación dispone de diferentes canales de comunicación, entre 

ellos las redes sociales que abren la participación y fluidez de las comunicaciones 

entre la ciudadanía y el MINAM. Responde, absuelve las dudas y consultas que son 

canalizadas y enviadas a las áreas correspondienes de ser el caso para su respuesta 

inmediata. 

Se promueve la participación en actos y/o espacios públicos multisectoriales; así 

como la participación del sector privado través de ferias y campañas de promoción 

y comunicación. 

En el marco de los procesos de Zonificación Ecológica Económica, se brinda 

asistencia técnica a los Gobiernos Regionales y Locales conformándose Comisiones 

Técnicas Regional/Local de Zonificación Ecológica y Económica, integradas por 

representantes de la sociedad civil (universidades, organizaciones de pueblos 

indígenas, empresa privada, ONG, instituciones científicas). Algunos de los procesos 

de ZEE en formulación son los siguientes: departamentos de Arequipa (Ordenanza 

Regional N° 115-2010-Arequipa); Moquegua (ORDENANZA REGIONAL N° 09-2016-

CR /GRM); Apurímac (Ordenanza Regional N" 001-2013-GR.APURIMAC/CR); Lima 

(Ordenanza Regional N° 006-2013-CR-RL). 

Con la normativa vigente las solicitudes de Declaraciones de Emergencia en la 

Gestión y Manejo de Residuos Sólidos pueden ser presentadas tanto por 

autoridades como por la ciudadanía, para su análisis y ejecución pertinente; 

Asimismo, los ciudadanos titulares de empresas pueden presentar su solicitud de 

inscripción en el Registros Autoritativos de las Empresas Operadoras de Residuos 

Sólidos, cumpliendo con los reqUisitos de la normativa quedando autorizados a 

\ ejecutar las operaciones concernientes al manejo y gestión de residuos sólidos; 

También se proporcionan las autorizaciones de importación, de tránsito y de 
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exportación de residuos del territorio nacional que cumplan con los requisitos 

señalados en la normativa. 

g) A través de la iniciativa APRENDE, se vienen realizando cursos y talleres dirigidos a 

las entidades públicas (gobiernos locales, regionales y otros) sobre temáticas 

referidas a la introducción a la ecoeficiencia en las instituciones públicas y la guía de 

ecoeficiencia. Asimismo, a pedido de las instituciones públicas se vienen realizando 

capacitaciones referidas al Plan de Ecoeficiencia 

ti) A través del programa YO PROMOTOR AMBIENTAL, se busca fomentar buenas 

prácticas ambientales en actividades productivas cotidianas de los vecinos; efectuar 

vigilancia ambiental (generar alertas tempranas sobre riesgos y alteraciones de la 

calidad ambiental, emergencia de conflictos, oportunidades ambientales locales, 

evaluación de la calidad de los servicios; generar iniciativas o propuesta de acción 

(iniciativa de cambio a partir de experiencias ambientales beneficiosas). 

1) En la elaboración y discusión de propuestas normativas, y luego, una vez estas 

fueron aprobadas, se efectúa la difusión de instrumentos en diferentes lenguas 

oficiales para facilitar su comprensión e implementación (plan de educación 

ambiental) 

j) Se viene difundiendo instrumentos de gestión ambiental traducidos (Política 

Nacional del Ambiente, en quechua, aymara, ashaninka, yine, ashuar); la política 

de educación ambiental (video en quechua), Trípticos Informativos sobre Acceso a 

la Información Pública en quechua y aymara; de otro lado el Minam posee un 

registro de traductores acreditados en idioma quechua entre sus servidores. 

2.2.2.2 Desde el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental- OEFA 

El OEFA desarrolla la fiscalización ambiental —que incluye las funciones: evaluadora, 

supervisora, fiscalizadora y sancionadora— y es ente rector del Sistema Nacional de 

Fiscalización Ambiental—Sinefa, en el marco del cual cuenta con las funciones normativa 

y supervisora a Entidades de Fiscalización Ambiental —EFA, de ámbito nacional, regional 

y local. En ejercicio de las referidas funciones, ha implementado los siguientes 

mecanismos de participación ciudadana: 

En la función evaluadora del OEFA, mediante los monitoreos participativos: En 

ejercicio de esta función, el OEFA realiza acciones de vigilancia, monitoreo y otras 

similares para asegurar el cumplimiento de las normas ambientales. La toma de 

decisiones incluida en esta función consiste en determinar la ejecución de las 

referidas acciones. Al respecto, en el marco del Reglamento de participación 

ciudadana en las acciones de Monitoreo Ambiental del OEFA, aprobado por 

Resolución de Consejo Directivo N 032-2014-0EFA/CD, se ha previsto que cualquier 

persona puede solicitar al OEFA que esta entidad evalúe la pertinencia de realizar 

m un monitoreo abiental participativo. Cabe resaltar que en todas las etapas de la 

\
TES 

participación se prevé que las acciones se realicen en el idioma o lengua 

INA predominante en el lugar en el que se realiza el monitoreo participativo. 

En la función supervisora a cargo del OEFA, a través de la presentación de denuncias 

ambientales: En ejercicio de esta función, el OEFA verifica que los titulares de 

actividades bajo su ámbito de competencia cumplan sus obligaciones ambientales. 

2-1 
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Para lo cual ejecuta acciones de supervisión. Mediante la presentación de denuncias 

ambientales, toda persona puede participar impulsando la ejecución de acciones de 

supervisión, en cuya circunstancia, se consideran como insumos para ejecutar 

supervisiones especiales, conforme al artículo 6° del Reglamento de Supervisión, 

aprobado por Resolución de Consejo Directivo N° 005-2017-0EFA/CD. Las denuncias 

ambientales se atienden con el Servicio de Información Nacional de Denuncias 

Ambientales (SINADA), cuya actuación se encuentra regulada en las Reglas para la 

atención de denuncias ambientales presentadas ante el OEFA, aprobadas por 

Resolución de Consejo Directivo N° 01520140El:A/CD. 

En la función fiscalizadora y sancionadora, con la incorporación del tercero con 

legítimo interés: Los terceros que cuenten con interés en el resultado del 

procedimiento administrativo sancionador (PAS) pueden intervenir en este, de 

acuerdo al artículo 69° del TUO de la LPAG. En este marco, toda persona que haya 

presentado una denuncia ambiental puede tornar conocimiento del inicio de un PAS 

con el seguimiento de la referida denuncia, atendida a través del SINADA. Al 

constituirse como tercero, pueden aportar pruebas sobre la existencia de infracción 

administrativa o sobre el incumplimiento de una medida cautelar o correctiva. 

En la función normativa del OEFA: En ejercicio de esta función, el OEFA emite 

normas que regulan el ejercicio de la fiscalización ambiental y otras referidas a la 

verificación del cumplimiento de las obligaciones ambientales fiscalizables de los 

administrados a su cargo; así como aquellas necesarias para el ejercicio de la función 

de supervisión de entidades de fiscalización ambiental. 

Antes de la aprobación de la normativa, se pone a disposición del público en general 

el proyecto normativo, para recibir comentarios y sugerencias. Adicionalmente, 

para tener nayor contacto e interrelacián entre la ciudadanía y los funcionarios del 

OEFA involucrados en la producción y aplicación de cada norma, se desarrollan 

talleres para abordar los comentarios recibidos. 

Finalmente, se recogen las observaciones formuladas y se elabora una matriz de 

comentarios, que es considerada para la deliberación sobre la aprobación de la 

norma de fiscalización ambiental. Concluido ello, se informa al público sobre la 

referida deliberación, cuyos resultados se encuentran en la matriz de comentarios 

sobre el proyecto normativo, que se publica en el portal web del OEFA. Este proceso 

de participación en la formulación de proyectos normativos aprobados por el OEFA 

se evidencia en los documentos publicados relacionados con cada norma emitida en 

ejercicio de la función normativa. Esto puede encontrarse en el siguiente link: 

https://wwwoefa.gob.pe/normas-y-proyectos-normativos.  

2.2.2.3 Desde el Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles-

SENA CE 

Desde el SENACE se evalúan los Estudios de Impacto Ambiental de actividades a 

desarrollarse en el país, para lo cual es de crítica importancia la participación 

informada de la ciudadanía. En ese sentido, se manejan una serie de iniciativas, 

entre las cuales están las siguientes: 
DEL 

, 

i a) Acciones de Avanzada Social: antes de niciar cualquier actividad propia en la 

elaboración y el desarrollo del proceso de la evaluación del impacto ambiental para 

la obtención de la certificación ambiental, se debe realizar un acercamiento con la 

ciudadanía de las localidades del é::a de influencia del ElA-d para dar a conocer el 
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rol que asumirá el Senace corno autoridad, así como las tareas que ejecutará en el 

marca del proceso de certificación ambiental iniciado por el titular. 

Alá Senace: Iniciativa que promueve la inclusión y la accesibilidad en el proceso de 

participación ciudadana usando tecnologías móviles (celulares) como herramientas 

innovadoras para brindar información y recibir interrogantes, comentarios y 

percepciones de la población sobre el estudio de impacto ambiental del proyecto. 

Hoja de ruta con los Pueblos Indígenas 2018-2019: Iniciativa que busca lograr una 

participación ciudadana efectiva de los pueblos indígenas, mediante mecanismos 

inclusivos que se incorporen dentro de los procesos de evaluación de los EIA-d, 

canales para el diálogo permanente y herramientas culturalmente adecuadas para 

la oportuna y suficiente información, como medios para la construcción de una 

relación basada en la confianza mutua, el respeto a sus derechos y nuestro interés 

por empoderarlos con el conocimiento y las herramientas culturalmente adecuadas. 

Talleres y Audiencias del Proceso de Participación Ciudadana: Realización de talleres 

participativos y audiencias públicas, en los que el titular expone los alcances del 

proyecto, la consultora ambiental presenta los resultados del EIA-d y participa la 

población informándose y generando opiniones al respecto. 

2.2.2.4 Desde el Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado- SERNANP 

En la implementación de la participación efectiva en la gestión de las áreas naturales 

protegidas del SINANPE, se tienen en consideración los siguientes aspectos: 

Se trabajan espacios de participación ciudadana: 

• Comités de Gestión; es el espacio de participación en el que confluyen los 
diversos actores (público, privado y sociedad civil) vinculados a la gestión del 

ANP, así también son el espacio formal para dar valides a los instrumentos de 

gestión para el manejo de un ANP. Este Comité de Gestión cuenta con una 

Comisión Ejecutiva que se renueva cada 02 años, mediante elecciones de sus 

miembros. Es reconocida por Resolución Directora de la DGANP. 

• Consejo de Coordinación del SINANPE; es la instancia de coordinación, 

concertación e información, cuya finalidad es promover la adecuada 

planificación y manejo de las ANP del SINANPE. Este Consejo está conformado 

por representantes de instituciones públicas, privadas, sociedad civil, así como 

la academia. 

Asimismo, se cuenta con mecanismos para promover mayor participación: 

Contratos de Administración; es el otorgamiento de un Contrato de 

Administración, a través de su suscripción con una asociación civil sin fines de 

lucro por un tiempo determinado, a fin de encargar resultados quinquenales 

DEL establecidos en el Plan Maestro de un ANP. Dicho Contrato de Administración 

cuenta con una propuesta técnica financiera, así como mecanismos de 

DS R.uonEs)i seguimiento (Comisión de Seguimiento y de Supervisión). Para el Caso de 

Reservas Comunales, la suscripción del Contrato de Administración se efectúa 

con las Comunidades Nativas que se encuentran en torno al ANP, debidamente 

organizadas en un ECA (Ejecutor de Contrato de Administración) y son suscritos 

a perpetuidad. 
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• Programa de Voluntariado; tiene por objetivo contar con un espacio de 

participación, inclusión y brindar experiencia de vida a las personas que, desde 

la sociedad civil, desean contribuir con su aporte voluntario en las acciones de 

conservación, consolidación y gestión de las ANP. 

• Patronatos; es una figura que permite contribuir a la sostenibilidad financiera 

del ANP, promoviendo la participación ciudadana de la gestión de las mismas. 

El Patronato es una organización del ámbito privado, conformada por personas 

naturales y/o jurídicas que persiguen un fin no lucrativo, apoyando la 

implementación de acciones y proyectos de desarrollo de un área natural 

protegida. 

c) Instrumentos de monitoreo de la participación: 

Radar de la Participación y Mapa de Actores; son instrumentos para medir y 

conocer la dinámica de participación de los actores estratégicos en una ANP. 

2.2.3 Acciones sectoriales desarrolladas vinculadas al derecho al acceso a la justicia 

ambiental 

En lo que respecta a las acciones vinculadas al derecho de acceso a la justicia ambiental 

que vienen siendo implementadas desde el Sector Ambiente se han identificado las 

siguientes: 

2.2.3.1 Desde el Ministerio del Ambiente 

Se viene coordinando estrechamente con entidades del sistema de justicia y de la 

Policía Nacional del Perú para proveer capacitación en derecho y justicia ambiental 

a su personal. 

Se ha desarrollado un módulo sobre capacitación sobre valoración económica del 

daño ambiental, para jueces y fiscales, en coordinación con el Poder Judicial y el 

Ministerio Público. 

Publicación del contenido de las sentencias condenatorias por delitos ambientales 

a nivel nacional en el portal web del Ministerio del Ambiente, así como un breve 

análisis de las mismas. 

Sistematización de las sentencias recaídas en los casos impulsados por la 

Procuraduría del MINAM y análisis de las tendencias registradas. 

Se ha implementado un monitoreo en los casos gestionados por la Procuraduría del 

MINAM, de las barreras que limitan el acceso a la justicia ambiental, así como los 

mecanismos de reparación del daño ambiental. Estos se difunden a los actores que 

pueden plantear las mejoras correspondientes. 

Se ha incrementado la inversión en capacitación a los funcionarios de la 

Procuraduría del MINAM y se ha incrementado el personal calificado que trabaja en 

la Procuraduría de modo que se han mejorado las capacidades globales del MINAM 

para el adecuado ejercicio de la defensa del Estado. 

DEZ 

El Minam suscribió el Pacto de Madre de Dios por el cual diferentes entidades 
O g 01 t 

R\PFu s)) públicas y privadas se comprometen a mejorar y promover el acceso de la justicia 

ambiental en el Perú. Comprende 10 puntos entre los cuales se encLientra la 
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creación de un Observatorio de Monitoreo de la Justicia Ambiental para hacer 

seguimiento a los órganos judiciales y sus decisiones ambientales, así corno mejorar 

las condiciones de protección a personas que sufran algún tipo de agresión en el 

libre ejercicio de sus derechos. 

2.2.3.2 Desde el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental- OEFA 

En el desarrollo del Proceso Administrativo Sancionador - PAS tramitado por el OEFA, 

se han implementado las siguientes acciones: 

Sobre la legitimación activa amplia: Los terceros que cuenten con interés en el 

resultado de un PAS pueden apersonarse a este, de conformidad con el artículo 69 

del TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo General - LPAG. En este marco, 

toda persona que haya presentado una denuncia ambiental puede tomar 

conocimiento del inicio de un PAS con el seguimiento de la referida denuncia, 

atendida a través del SINADA. Al constituirse como tercero, pueden aportar pruebas 

sobre la existencia de infracción administrativa o sobre el incumplimiento de una 

medida cautelar o correctiva. 

Sobre la posibilidad de disponer medidas provisionales: Se ha regulado la aplicación 

de medidas preventivas que dicta el OEFA, atribución reconocida en el artículo 22-

A de la Ley N° 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 

Ambiental, las cuales se dictan antes del inicio del PAS, con las cuales se exige una 

acción al titular de la actividad para evitar un alto riesgo, un inminente peligro o que 

mitigue el impacto en el ambiente. Dicha acción (de hacer o dejar de hacer) concluye 

cuando cesa el riesgo o peligro en el ambiente. La determinación del procedimiento 

y mecanismos para garantizar la efectividad de su imposición y cumplimiento se ha 

establecido con la aprobación del Reglamento de Supervisión, aprobado por 

Resolución de Consejo Directivo N 005-2017-OEFA/CD. 

Sobre la posibilidad de disponer medidas cautelares, así como de restauración y 

eventual compensación ambiental: Se ha regulado la aplicación de las medidas 

cautelares y correctivas, que se dictan en el marco de los PAS, mediante la 
determinación del procedimiento y mecanismos para asegurar su adecuado dictado 

y ejecución, con la aprobación del Reglamento del Procedimiento Administrativo 

Sancionador, aprobado por Resolución de Consejo Directivo N° 027-2017-OEFA/CD, 

respectivamente. 

2.2.3.3 Desde el Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles-

SENACE 

Todas las decisiones adoptadas por el Senace en el marco de los procesos de 

certificación ambiental a su cargo se encuentran publicadas en su Portal 

Institucional web. 

DE 
Senace cuenta con una Estrategia de Intervención Social con enfoque de 

\ 
prevención de conflictos para los procedimientos a su cargo. W_ e ~J 

El Contar con un Reglamento sobre el procedimiento administrativo sancionador 

/ ¡ que se sigue frente a presuntas infracciones que atentan contra las áreas naturales 

protegidas, genera un canal predictible a partir del cual los administrados 
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encuentran acceso a la justicia ambiental administrativa. En dicho documento se 

encuentran las instancias, etapas, así como la posibilidad de anteponer medidas 

cautelares, de compensación, restauración, así como el pago de una sanción 

económica. 

2.3 Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los 

gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú. 

2.3.1 Como se ha evidenciado en la sección anterior, el Ministerio del Ambiente con sus 

órganos, oficinas y Organismos Adscritos, viene desarrollando una serie de acciones e 

iniciativas que implementan los aspectos contenidos en el Acuerdo de Escazú sobre los 

derechos de acceso a la información, participación y justicia ambiental, los cuales ya se 

encuentran incorporados en sus instrumentos de planificación y presupuestos 

institucionales y forman parte de sus competencias funcionales. 

2.3.2 De otro lado, el artículo 14 del Acuerdo de Escazú establece el Fondo de Contribuciones 

Voluntarias para apoyar el financiamiento de la implementación del Acuerdo, y en el 

artículo 15.5.g), se estipula que se podrán invitar a otras fuentes. 

2.3.3 A este respecto, la Oficina General de Planificación y Presupuesto del MINAM ha 

opinado que el financiamiento para el pago de las cuotas voluntarias, se deberá 

considerar en la formulación del presupuesto institucional, a través de la Programación 

Multianual del Pliego 005 MINAM; y en función a la asignación de recursos que el 

Ministerio de Economía y Finanzas considere a los sectores involucrados en el presente 

Acuerdo, una vez culminado el proceso de suscripción y ratificación del mismo. 

2.3.4 Asimismo cabe menciofar que, conforme se establece en el artículo 15 del Acuerdo»as 

cuotas serán establecidas por la Conferencia de las Partes, que convocará su primera 

sesión a más tardar un afio después de la entrada en vigor del Acuerdo. En dicha 

oportunidad se definirá el funcionamiento del fondo de contribuciones voluntarias y 

establecerá directrices y modalidades para la movilización de recursos, financieros y no 

financieros, de diversas fuentes para facilitar la implementación del Acuerdo. 

2.3.5 En tal sentido, la Dirección General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental 

deberá comunicar a la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto, la ratificación de 

dicho acuerdo, así como el establecimiento de las cuotas voluntarias, para priorizar la 

atención de los recursos, de corresponder, en base a lo que determine el MEF en su 

oportunidad. 

2.4 Evaluación de las ventajas y beneficios que aportará al Perú la ratificación del acuerdo 

a partir de las políticas sectorial 

2.4.1 Ventajas que aporta la ratificación del Acuerdo en materia de Acceso a la Información 

Ambiental 

a) Fortalecerá el mandato de implementación de los tres derechos de acceso, pues no 
-' DEL 

c~noa lCwa,4'\ obstante están recogidos en nuestra legislación a nivel nacional y en normativa 
¿ee 

o internacional suscrita por el país, se brindan elementos que fortalecen su 
R. UEN implementación y aplicación. 
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Propicia la articulación de las regulaciones sobre derecho de acceso a la información 

que se abordan desde los diferentes procesos ambientales (gestión ambiental en el 

ámbito nacional, regional y local, así como la evaluación de¡ impacto ambiental de 

los proyectos de inversión). 

Fortalece las oportunidades de mejorar los mecanismos de transparencia y acceso 

a la información que actualmente están plasmadas en el desarrollo de las 

tecnologías y las comunicaciones, tales como el uso de las redes sociales y el portal 

web; entre otras plataformas aplicados a la tecnología con un único fin de 

trasparentar la información pública. 

Reforzará la capacidad de respuesta de las entidades respecto a las demandas 

nacionales e internacionales, donde la gestión de información cumple un rol 

fundamental para contar con una participación ciudadana cada vez más fluida. 

El Acuerdo de Escazú brinda la definición de grupos o personas en situación de 

vulnerabilidad y establece la obligación de los Estados Parte de implementar 

procedimientos diferenciados e idóneos en materia de acceso a la información 

pública para estos grupos. De esa manera, la ratificación de dicho instrumento 

representa una oportunidad de desarrollar, a nivel de normativa interna, 

procedimientos específicos para los grupos o personas en vulnerabilidad. En suma a 

lo mencionado, la ratificación de¡ Acuerdo representa una oportunidad de 

desarrollar disposiciones que incorporen y fortalezcan el enfoque intercultural y la 

participación indígena en los procedimientos de acceso a la información. 

Facilitará acciones y estrategias para enfrentar desafíos comunes a nivel de la región, 

prcmoverá el diálogo, la cooperación, la asistencia técnic9 y la creación de 

capacidades, fortalecerá la aplicación de los derechos de acceso a nivel nacional; e 

incentivará la construcción de una agenda regional propia en materia de derechos 

de acceso sustentada en la sostenibilidad y la igualdad. 

Facilitará el aprendizaje entre los países respecto a las acciones realizadas para 

enfrentar los déficits de infraestructura y calidad de los sistemas de información, de 

modo que se fortalezca la confiabilidad de los datos. 

Fortalecimiento de la temática de transparencia y acceso a la información pública a 

nivel regional; contribuirá a continuar con las acciones de publicidad de la 

información. 

2.4.2 Ventajas que aporta la ratificación del Acuerdo en materia de Acceso a la Participación 

en temáticas ambientales 

a) Contribuirá a fortalecer la participación ciudadana en la torna de decisiones en todas 

las etapas de las políticas públicas asociadas al cambio climático a nivel regional y 

local, autoridades competentes y los organismos públicos y privados. 

5WUE91
\
S)I b) Contribuye a garantizar la efectiva y oportuna participación en los procesos de toma 

de decIsiones en ternaticas de indole ambiental, lo que constituye un eficiente 
7IN' medio de propiciar la gobernanza ambiental y de prevención de conflictos. 
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Permitirá articular las regulaciones sobre derecho de acceso a la participación 

ciudadana que se abordan desde los diferentes procesos ambientales en todos los 

niveles de Gobierno. De esta manera, se garantiza al ciudadano el efectivo goce de 

este derecho. 

Con la ratificación del Acuerdo, se eleva a nivel supranacional la garantía de poner a 

disposición del ciudadano los canales de participación, lo que sirve para garantizar 

la efectiva y oportuna participación en los procesos de toma de decisiones en 

temáticas de índole ambiental constituyendo un eficiente medio de propiciar la 

gobernanza ambiental y de prevención de conflictos. 

Refuerza la necesidad de generar mecanismos que contribuyan a implementar 

acciones orientadas a generar mayores niveles de participación ciudadana en 

asuntos ambientales y mejores canales de retroalimentación que permitan al 

ciudadano conocer su incidencia en la toma de decisiones ambientales. 

El Acuerdo dispone que se deben contar con medidas específicas para personas o 

grupos en situación de vulnerabilidad, como la interpretación o traducción cuando 

sea necesario para ejercicio de los derechos de acceso, lo que fortalece la 

implementación de las normas nacionales sobre el particular. 

2.5.3 Ventajas que aporta la ratificación del Acuerdo en materia de Acceso a la Justicia 

ambiental 

Atendiendo a que el Acuerdo constituye un estándar internacional respecto de los 

de"echos de acceso, su ratificación supone una oportunidad de innovar medidas 

como herramientas, instrumentos y mecanismos que permitan una mejora y 

fortalecimiento de los derechos de acceso a la información, participación pública y 

justicia en asuntos ambientales. 

La ratificación del Acuerdo representará un reconocimiento de los defensores del 

ambiente, por lo que las Partes garantizarán un entorno seguro y propicio en el que 

las personas, grupos y organizaciones que promueven y defienden los derechos 

humanos en asuntos ambientales, puedan actuar sin restricciones. 

El acuerdo promueve el establecimiento de medidas para reducir o eliminar barreras 

al ejercicio del derecho de acceso a la justicia; así como medios de divulgación del 

derecho de acceso a la justicia y los procedimientos para hacerlo efectivo entre los 

cuales se encuentra la sistematización y difusión de las decisiones judiciales y 

administrativas que correspondan así como el uso de la interpretación o la 

traducción cuando sea necesario para el ejercicio de ese derecho. 

III CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

3.1 El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso 

DEL a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe: "Acuerdo de Escazú"; 
.?5\R lt t fue aprobado en Costa Rica, el 4 de marzo de 2018, por consenso, sin reservas y con 

caráctervinculante, y se abre a firmas para todos los países de América Latina y el Caribe, 

por dos aios, a partir del 27 de setiembre de 2018. 
clut 
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3.2 Para el caso de nuestro país, por tratarse de un Acuerdo vinculado a Derechos Humanos, 

de conformidad a lo dispuesto por el articulo 56 de la Constitución, y el artículo 2 de la 

Ley 26647 - Ley de Perfeccionamiento Nacional de los Tratados, se requiere contar con 

la aprobación del Congreso, previa a la ratificación del Presidente de la República, para 

lo cual, el Ministerio de Relaciones Exteriores ha solicitado al Ministerio del Ambiente, 

a través del Oficio OF.RE  (DMA) N 2-21-C/2013, alcanzarle un informe técnico legal que 

le sirva de sustento para el proceso de suscripción y ratificación. 

3.3 Con tal objeto, la Dirección General de Educación Ciudadanía e Información Ambiental - 

DGECIA cursó el Memorado Múltiple N 026-2018-MINAM/VMGA/DGECIA, el Oficio 

Múltiple N°022-2018-MINAM/VMGA/ DGECIA y el Memorando N° 589-2018-

MINAM/VMGA/DGECIA a los diferentes órganos de línea y organismos adscritos del 

sector, para que se pronuncien, dentro del ámbito de sus competencias, respecto a los 

artículos del Acuerdo de Escazú en un formato de opinión. 

3.4 Se recibieron 25 informes de los diferentes órganos de línea y organismos adscritos, 

conforme se detalla en el numeral 1.11 precedente, en base a cuya información se ha 

elaborado el presente documento. 

3.5 Se realizó la revisión y compilación de normativa internacional, nacional y sectorial 

vinculada a la implementación del acuerdo, lo cual fue complementado con la 

información proporcionada por las Direcciones y órganos adscritos del sector. 

3.6 El Ministerio del Ambiente, a través de la Dirección General de Educación, Ciudadanía e 

Información Ambiental, participó en el proceso de negociación del Acuerdo, así como 

en las reuniones multisectoriales posteriores a su adopción, convocadas por el 

Ministerio de Relaciones Exteriores con participación de representantes de la 

Presidencia del Consejo de Ministros, Ministerio de Justicia, Ministerio de Cultura, Poder 

judicial, Ministerio Público, Defensoría del Pueblo; finalmente, ha participado en 

diferentes foros de difusión del contenido e importancia del Acuerdo. 

3.7 De la revisión de la normativa internacional, nacional y sectorial se aprecia que los 

derechos de acceso a la información, participación y justicia ambiental a que se refiere 

el Acuerdo de Escazú, están contenidos y reconocidos en tratados de derechos 

humanos, y convenciones ambientales multilaterales ratificadas por nuestro país, que 

por tal razón, forman parte de nuestra normativa nacional; de otro lado, que dichos 

derechos de acceso tienen carácter de derechos fundamentales reconocidos por 

nuestra Constitución, y que también están contenidos ampliamente en normativa 

nacional y sectorial, lo que se describe de manera detallada, y vinculado a cada derecho 

de acceso, en el numeral 2.1 del presente informe, y que incluso se continúa 

desarrollando, con la aprobación de normativa y disposiciones sectoriales que contienen 

los tres derechos de acceso vinculados al Acuerdo de Escazú. 

/ -\ ZVOBO 
Asimismo, adicionalmente a lo indicado sobre la base de la información proporcionada 

SIFUENT ;ES por las Direcciones, Oficinas y organismos Adscritos del MINAM, y que se resumen en el 

numeral 2.2 del presente informe, se evidencia que existen múltiples acciones que se 

vienen desarrollando dentro del ámbito funcional de las instituciones sector que están 

vinculadas e implementan los derechos de acceso a que se contrae el Acuerdo de Escazú. 

3.8 De lo indicado en el punto precedente, se aprecia que el Acuerdo de Escazú guarda 

amplia consistencia con la normativa nacional, y que, de hecho, los derechos de acceso 
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a que se contrae, vienen implementándose en el desarrollo de las acciones vinculadas a 

las funciones de las instituciones del sector, no requiriéndose modificación o 

derogación de alguna ley o la emisión de normas con rango de ley para su 

implementación. 

3.9 Con relación a la provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional 

para asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú, conforme se 

menciona en el numeral 2.3.1, y  se describe en el numeral 2.2., el Ministerio del 

Ambiente con sus órganos, oficinas y Organismos Adscritos, viene desarrollando una 

serie de acciones e iniciativas que implementan los derechos de acceso a la información, 

participación y justicia ambiental, dentro del ámbito de sus competencias funcionales y 

que se encuentran incorporadas en sus instrumentos de planificación y presupuestos 

institucionales. 

De otro lado, con relación al Fondo de Contribuciones Voluntarias, la Oficina General de 
Planificación y Presupuesto ha opinado que el financiamiento para el pago de las cuotas 

voluntarias, dependerá de la asignación de recursos que el Ministerio de Economía y 

Finanzas considere a los sectores involucrados en el presente Acuerdo, una vez 

culminado el proceso de suscripción y ratificación del mismo, y, de ser el caso, se deberá 

considerar en la formulación del presupuesto institucional, a través de la Programación 

Multianual del Pliego 005 MINAM. Al respecto cabe señalar que, conforme al artículo 

15 del Acuerdo, las cuotas serán establecidas por la Conferencia de las Partes, que 

convocará su primera sesión a más tardar un año después de la entrada en vgor del 

Acuerdo, oportunidad en que se definirá el funcionamiento del fondo de contribuciones 

voluntarias y establecerá directrices y modalidades para la movilización de recursos, 

financieros y no financieros, de diversas fuentes para facilitar la implementación del 

Acuerdo. 

3.10 Con relación a las ventajas que aporta la ratificación del Acuerdo a partir de las políticas 

sectoriales, dicho tema ha sido abordado en extenso, por derecho de acceso, en el 

numeral 2.4 del presente Informe, destacando lo siguiente: 

Fortalecerá el mandato de implementación de los tres derechos de acceso, pues no 

obstante nuestra legislación a nivel nacional y en normativa internacional suscrita 

por el país, están recogidos, se brindan elementos que fortalecen su 

implementación y aplicación 

Propicia la articulación de las regulaciones sobre derecho de acceso a la información 

que se abordan desde los diferentes procesos ambientales (gestión ambiental en el 

ámbito nacional, regional y local, así como la evaluación del impacto ambiental de 

los proyectos de inversión). 

Contribuirá a fortalecer acciones para la implementación de Políticas Nacionales 

Ambientales en los tres niveles de gobierno. 

El Acuerdo de Escazú brinda la definición de grupos o personas en situación de 

vulnerabilidad y establece la obligación de los Estados Parte de implementar 

procedimientos diferenciados e idóneos en materia de acceso a la información 

OBO 
pública para estos grupos. De esa manera, la ratificación de dicho instrumento 

ruNTESj representa una oportunidad de desarrollar, a nivel de normativa interna, 
procedim ientos  específicos para los grupos o personas en vulnerabilidad, 

representando la oportunidad de desarrollar disposiciones que incorporen y 
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fortalezcan el enfoque intercultural y la participación indígena en los 

procedimientos de acceso a la información, participación ciudadana y acceso a la 

justicia ambiental 

Facilitará acciones y estrategias para enfrentar desafíos comunes a nivel de la 

región, promoverá el diálogo, la cooperación, la asistencia técnica y la creación de 

capacidades, fortalecerá la aplicación de los derechos de acceso a nivel nacional; e 

incentivará la construcción de una agenda regional propia en materia de derechos 

de acceso sustentada en la sostenibilidad y la igualdad 

Permitirá articular las regulaciones sobre derecho de acceso a la participación 

ciudadana que se abordan desde los diferentes procesos ambientales (gestión 

ambiental en el ámbito nacional, regional y local, así como la evaluación del impacto 

ambiental de los proyectos de inversión). De esta manera, se garantiza al ciudadano 

el efectivo goce de este derecho. 

Con la ratificación del Acuerdo, se eleva a nivel supranacional la garantía de poner a 

disposición del ciudadano los canales de participación en la fiscalización ambiental, 

haciéndolos partícipes del éxito de los resultados de una fiscalización ambiental 

efectiva y eficiente, con lo cual se promueve la prevención de los conflictos 

socio a ni b ienta les. 

La ratificación del Acuerdo representará un reconocimiento de los defensores del 

ambiente, por lo que las Partes garantizarán un entorno seguro y propicio en el que 

las personas, grupos y organizaciones que promueven y defienden los derechos 
humanos en asuntos ambientales, puedan actuar sin restricciones. 

Atendiendo a que el Acuerdo constituye un estándar internacional respecto de los 
derechos de acceso, su ratificación supone una oportunidad de innovar medidas 
como herramientas, instrumentos y mecanismos que' permitan una mejora y 

fortalecimiento del derecho de acceso a la información, participación pública y 

justicia en asuntos ambientales. 

El acuerdo promueve el establecimiento de medidas para reducir o eliminar barreras 

al ejercicio del derecho de acceso a la justicia; así como medios de divulgación del 

derecho de acceso a la justicia y los procedimientos para hacerlo efectivo entre los 

cuales se encuentra la sistematización y difusión de las decisiones judiciales y 

administrativas que correspondan así como el uso de la interpretación o la 

traducción cuando sea necesario para el ejercicio de ese derecho. 

Una característica esencial de todo Estado Democrático y Constitucional es la 

publicidad de sus actos y la transparencia de la administración estatal en la gestión 

de los asuntos públicos, lo que implica que los funcionarios rindan cuentas sobre 

las decisiones que adoptan y que las personas puedan solicitar y acceder a la 

información completa y veraz que debe obrar en las entidades públicas, así también 

que puedan participar activamente en las decisiones que los afecten y que cuenten 

con los mecanismos que garanticen la implementación de sus derechos de acceso. 

El desarrollo de estos tres derechos de acceso, contribuyen a prevenir la corrupción, 

a fortalecer el vínculo entre el Estado y la población, y a promover la vigilancia 

ciudadana. 
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Por todas las consideraciones expuestas, considerarnos que et Ministerio del Ambiente debe 

emitir una opinión favorable para la suscripción y ratificación del Acuerdo de Escazú, y debe 

continuar participando en todas las acciones que correspondan, con ocasión de su suscripción y 

ratificación, manteniendo su rol de liderazgo en las acciones de implernentación del Acuerdo. 

Atentamente, 
:7)1D —EL 

o3O 

ROCIO MILAGROS SIFUENTES VILLALOBOS 

Especialista en Gestión de la Información y Articulación Legal 

Proveído n.° .:O -2018/MINAM/VMGA/DGECIA/DIIA 

Visto lo informado y estando de acuerdo con lo expresado, remítase el presente Informe al 

Director General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental, para su conocimiento y 

fi oes. 

San Isidro, 3 ASO. 2019 

. rnñrn*cU \ 

- í 

recto ra Información e Investigación Ambiental 
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AYUDA MEMORIA ACUERDO DE ESCAZÚ 

ANTECEDENTES 

Durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
celebrada en Río de Janeiro en 1992), 178 gobiernos acordaron que el mejor modo de 
tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos 
interesados, en el nivel que corresponda. Veinte años después, durante la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río +20) celebrada en junio de 
2012, los Gobiernos de Chile, Costa Rica, Ecuador, Jamaica, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay, acordaron aplicar el Principio 10 
de la Declaración de Río sobre los derechos de acceso a la información, la participación 
y la justicia en temas ambientales. 

En Octubre de 2014, con ocasión de la tercera reunión de puntos focales que se llevó 
a cabo en nuestra ciudad, se adoptó la "Visión de Lima para un instrumento regional 
sobre los derechos de acceso en materia ambientat', estableciéndose gran parte de 
las bases para el Acuerdo Regional: 

• Los derechos de acceso están relacionados entre sí y son interdependientes, 
por lo que cada uno de ellos se debe promover y aplicar de forma integral y 
equilibrada; 

• Que la participación es fundamental para dar legitimidad a la creación de un 
instrumento regional 

• La necesidad de promover la sensibilización y educación ambiental 
• Los principios orientadores de¡ proceso convenidos: igualdad, inclusión, 

transparencia, proactividad, colaboración, progresividad, entre otros. 

El 4 de marzo de 2018, en Escazú. Costa Rica, se aprobó por consenso, sin 
reservas y con carácter vinculante, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe: "Acuerdo de Escazú"; el proceso de 
negociación fue de 6 años a lo largo de 9 rondas de negociación. 

Fue adoptado por acuerdo unánime de los 24 países que participaron en la 
negociación, será de aplicación obligatoria para los países que lo ratifiquen, y, su 
adopción es sin la posibilidad de que quienes decidan ratificarlo puedan establecer 
reservas a una parte de su texto, (acorde con lo que se viene conviniendo en 
acuerdos de derechos humanos y de naturaleza ambiental) lo que le brinda solidez 
a su contenido. 
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El Acuerdo se abre a firmas para todos los países de América Latina y el Caribe, 

por dos años, a partir del 27 de setiembre de 2018, coincidiendo con el Debate 

General Anual de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Posteriormente, 

deberá ser ratificado por 11 Estados para entrar en vigor. 

Se han llevado a cabo diferentes eventos a fin de difundir el contenido del Acuerdo 

así como la importancia de su suscripción y ratificación, con participación de 

diversos actores involucrados en su implerneritacián, habiéndose evidenciado 

consenso, interés y voluntad de que ello ocurra en el más breve término. 

La Dirección General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental, viene 

participando en reuniones intersectoriales, con el Ministerio de Relaciones 

Exteriores, Ministerio de Justicia, Ministerio de Cultura, Poder Judicial, Ministerio 

Público, Defensoría del Pueblo, encaminadas a contar con una posición articulada 

que sirva de sustento y respaldo al proceso de suscripción y ratificación del Acuerdo. 

El Acuerdo de Escazú tiene por objeto garantizar la implernentación plena de los 

derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los 

procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos 

ambientales, así como la creación y el fortalecimiento de las capacidades y la 

cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada persona, de 

las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al 

desarrollo sostenible. 

El Acuerdo incluye disposiciones que buscan garantizar los derechos de acceso a 

la información, participación y justicia en tenias ambientales, también el 

reconocimiento a principios fundamentales del derecho ambiental, como el 

"Precautorio", el de "Prevención", el de 'No Regresión", el de "Transparencia y 

rendición de cuentas»; el de "equidad intergeneracional" entre otros. 

10. En respuesta a los múltiples reportes de Naciones Unidas yen el marco del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, sobre la afectación de la vida y derechos 

de los defensores de Derechos Humanos, contiene también, una garantía expresa 

para la protección de los defensores de los derechos humanos en asuntos 

ambientales. Esta disposición es la primera en ser incluida en un Tratado 

internacional de carácter vinculante. Sin embargo, nos corresponde resaltar que 

nuestro país, en el Plan Nacional de Derechos Humanos del Perú 2018-2021 

aprobado por Decreto Supremo N° 002-2018-JUS, considera a los Defensores de 

Derechos Humanos como población vulnerable y, establece como uno de sus 

objetivos estratégicos: "Garantizar el ejercicio seguro y en igualdad de condiciones 

de las labores de las defensoras y defensores de derechos humanos". 
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Este acuerdo será un instrumento que propiciará la evolución de la legislación de 
los países de América Latina y el Caribe que hoy no cuentan con herramientas 
eficaces para la defensa de¡ ambiente, y que muchas veces se ven afectados por 
grandes obras de infraestructura, proyectos de explotación y extracción de recursos 
naturales, o por las consecuencias de los procesos de contaminación. 

Para el caso del Perú, que está entre los países que cuenta con un buen desarrollo 
legislativo en la materia, permitirá que las autoridades puedan enfocarse en mejorar 
la aplicación de sus normas y el cumplimiento de las previsiones que permiten 
garantizar los tres derechos de acceso en materia ambiental a que se avoca el 
Acuerdo. 

El acuerdo de Escazú, es el único acuerdo vinculante que surge a partir de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible (Rio+20), es 
el primer acuerdo regional ambiental de América Latina y el Caribe y el primero en 
el mundo en contener disposiciones sobre defensores de derechos humanos en 
asuntos ambientales. 

II INSTRUMENTOS INTERNACIONALES QUE RECOGEN LOS DERECHOS DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN, PARTICIPACIÓN Y JUSTICIA AMBIENTAL 

1. 26 años después d la Cumbre de Río, los derechos de acceso a la infornpción, 
participación, y  justicia en temáticas ambientales, es decir, la democracia ambiental, 
fueron incorporándose a nivel constitucional en las legislaciones nacionales, 
otorgándoles el carácter de derechos fundamentales, así también, por su 
importancia, están consagrados en los más importantes acuerdos multilaterales 
ambientales, tales como: 

e El Acuerdo de Paris1  
• El Convenio de Minamata2  
• El Convenio de Estocolmo3  
• El Convenio de Rotterdam4  
• La Convención de las Naciones Unidas contra la Desertificación5  
e El Convenio sobre la Diversidad Biológica6  

1  httos://unfccc.int/flles/meetings/oarís nov 2015/a lnlication/odf/Daris agreement slanish .df 

2http://wwwmercu  ryconvention.org/Portals/11/documents/conventionText/Mi  namata%2OConvention%20 

on%20Mercury s.pdf 

enmendado 
' http://www.pic.int/ElConvenio/

­
Generalidades/""TextodeiCoiiveriio/

­
tabid/
­
1980/

`
Ianguage/
­
es- 

CO/Default.aspx  
littp://,www.iin.org  

6  https://www,cbd.int/doc/leaI/cbd-es.pdf 
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• La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
• El Protocolo de Kyoto8, por mencionar algunos 

['Principio 10 en  

Acuerdos Multilaterafes 1 
AmblenLates  

.................................................................... 
- 

Acuerdo de rars x x 

Convenio de Mnarnata x  x x 

Convenio de Estocolmo x e x 

Convenio de Rotte,da,n x u x x 

Convención de las Naciones Unidas contra la x e e e 
Des mIjE cac idn 

Convenio sobre la Diversidad Biológica x e x x 

ConvenciónMarco de las Naciones Unidas sobre el x x x 
Cambio Climótico 

Protocolo de Kioto e x x 

Convenio de Basilea x e o e 
Convenio de Viera x x x 

Protocolo de Montreal x x x 

CITES x x e x 

Convención de Ranrear x o x 
1 

Del mismo modo, en los tratados de derechos humanos como: 
• El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos9  
• El Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y CuIturaIes" 
• La Convención sobre la eliminación de todas formas de discriminación 

racial11  
• La Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer12  
• La Convención sobre los derechos de¡ Niño13  

' https://unfCcc.int/resourCe/docs/convkp/convsp.pdf  
https://untccc.i  rlt/resource/dccs/Convkp/kpsp3n.pd f 
httos://wwwrninjus.gob.Øe/wp-conterlt/uloads/2O14/O3/PACTO-lNTERNAClONAL-DE-DERECHOS- 

CJVILES-Y-POLITICOS,pdf 
'°https://www. pi.ob.pe/wps/wcrn/connectJ7ef811OO4954  23e78593í5cc4f0b1cf5/pactolnternatiOnal+de+ 

DereChos+ESC.pdf?MOD=AJPERES 
ti https://www.ohchr.org/SP/Professional  Interest/Pages/CERD.aspx 
11  http://www.un,org'ornenwatch/daw/cedaw/text/scanvention.htrn 
7.3 http://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf  

4 



3 

'mrw 
Dirección General de 

Educacion Ciudadania e 

i" fr 
lnformacion Ambiental 

"Decenio de la igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres" 
"Año de¡ Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

• La convención sobre los derechos de las personas con discapacidad14 , entre 
otros 

EM Principio 10 en Tratados Universales de Derechos Humanos 

• ,Li-,., l . Li' r.i'r.' 5 
• t" - Si iii' i.'.' 

1 

.1.  4' - • U 1. Jsl.L.4L.'r 

r. V, bh,n.fr,,4 LS Ifl'L4VL 4i,,S,*n So,'jk.ntút, a,, flÇ1'Xa 

• '',.-. 14).v,,.,,:j,,. , 
• LI- .A , ,.f.,,flL 

• '.'i LA' e'' nol'h'-L. 

(c...,.. tIfl*frt1l3O Uek.k•,slq4. I', U' ,h.lLfr4,,'.st,,L,'a 
a a 

• A4V' x 
• ilL.. -•LL p'L' i:ii..t.. •.L;.''. 

• :1:!,-,.. ' pr, 5 r.; UI,  .rr,i,.,,'p 

• (u', t''V'•''.? (1' '' 1 

(u'rsos." ll 

• * 
• C,t,e,t fl pr. % (U )• 'L Sfr 

4k asta 4;. as,. 4,,.d 4., 4*4S5* lLS, fl. 54. ts.4 clac( 4 ) 5 

2. Los derechos de acceso contenidos en el Acuerdo de Escazú se encuentran 
estrechamente vinculados a la Agenda 203015, en especial a los Objetivos 02, 12 y 
16, en que se reconocen la importancia del acceso público y oportuno a la 
información, el acceso a la justicia para todos, garantizando la adopción de 
decisiones inclusivas, participativas y representativas, el derecho a gozar de un 
ambiente saludable, entre otros. 

http://www.un.org/esa/socdev/ena  ble/documents/tccconvs.pdf 
° http://www.se!a.org/media/2262361/agenda-2O3O.y-IosobjetivosdedesarrouosostenibIepdf 
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III INSTRUMENTOS NACIONALES QUE CONTIENEN LOS DERECHOS DE 
ACCESO QUE GARANTIZA EL ACUERDO DE ESCAZÚ16  

Nuestro país cuenta con diversos instrumentos importantes que aterrizan en 
acciones los derechos de acceso a la información, a la participación ciudadana y a 
la justicia ambiental contenidos en el Acuerdo de Escazú. Por ejemplo, podemos 
citar el Art. 2.5 de la Constitución Política del Perú17; la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública (Ley 2780618);  la Ley General del Ambiente (Ley 
N° 28611 19);  Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental (Ley N° 
2824520), Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública 
Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales (DS 002-
2009-M1NAM21); Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (Decreto Legislativo 1353 de 20 16)22  

Así también, la Ley N°3075423, Ley Marco sobre Cambio Climático; el Plan Nacional 
de Gobierno Abierto, aprobado por R.M. 378-2017-PCM24; el Flan Nacional de 
Derechos Humanos 2018202125  aprobado por D.S. 002-2018-JUS de 01 .02.2018 
en el cual, además de otros derechos de acceso, se considera a los defensores de 
derechos humanos como población vulnerable y contiene disposiciones para su 
protección: el Flan de Acción para implementar las recomendaciones OCDE 
contenidas en la Evaluacióii de Desempeño Ambiental al Perú aprobado por D.S. 
005-2017-M1NAM26  del 21.06.2017; el 'Pacto de Madre de Dios por la Justicia 
Ambiental en el Perú", entre otros. 

El 18 de abril de 2018, se publicó la Ley N° 30754, Ley Marco sobre Cambio 
Climático, convirtiendo al Perú, en el primer país en América Latina en contar con 
una Ley que permitirá reducir la vulnerabilidad del país frente al cambio climático y 

11  http://www4.congreso.gob.pe/ntlev/lmagenes/Constitu/Cons1993. pdf 
18  http://sistemasO6.mjnedu.gob.pe/isoti/docs/Iey-27806,pdf  
19  http://sinia.minam.gob.pe/norrnas/ley-general-ambiente  
20  http://sinia.rninam .gob.pe/norrnas/ley-rn2rco-sistem  a-nacional-gestion-am bientl 
21  http://www.m1n2  m.gob.pe/disposiciones/decreto-supremo-n-002-2009-mi  nam/ 
22 

trnsp-decreto-Ieislativo-n- 1353-147 155 1-5/ 
23https://busguedas.elperuano.pe/norrn2sleales/ley-ma  rco-sobre-CarnbiO-Climatico-IeV-li-30754-1638161- 

2017- resolu ci on-m misten al-n-3 78-201 7-pcm-1601372- 1/ 
25  http://spij,rninjus.gob,pe/content/banner secund2rio/img/rnuestra!PLAN-4NUAL.Pdf 
26 http://www.minam.ob.pe/wp-content/uploads/2017/O6/Plan-de-ACCí%C3%D3fl  -DS005-2017-Ml NAM-

1.odf 
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aprovechar las oportunidades de crecimiento con una menor emisión de carbono. 
Esta ley, entre sus principios, contempla la rendición de cuentas, la transparencia, 
la participación, la gobernanza climática, así como los enfoques de derechos 
humanos, intergeneracional, intercultural y de igualdad. Así también, en sus 
artículos 15, 19, 20, 21 y  22 contiene disposiciones expresas sobre la educación 
ambiental, investigación, transparencia y acceso a la información pública, el derecho 
a la información y la participación ciudadana, así como la participación indígena. 
Como se puede apreciar, todos estos derechos de acceso consagrados en el 
Acuerdo de Escazú, están contenidos en esta novísima e importante norma 
nacional. 

IV COMENTARIOS FINALES 

Consideramos que el Acuerdo de Escazú constituye un instrumento regional sin 
precedentes, que facilitará acciones y estrategias para enfrentar desafíos comunes, 
promoverá el diálogo, la cooperación, la asistencia técnica y la creación de 
capacidades, fortalecerá la aplicación de los derechos de acceso a nivel nacional; e 
incentivará la construcción de una agenda regional propia en materia de derechos 
de acceso sustentada en la sostenibilidad y la igualdad. 

2. El rol pionero de nuestro país en la región en temáticas ambientales y procesos 
como este, debe continuar. Nuestro reto más próximo y urgente, es lograr la 
suscripción e inmediata ratificación de este Acuerdo. Es una tarea común, que nos 
involucra y compromete a todos. 

Nos corresponde seguir siendo consecuentes y replicar de manera responsable el 
trabajo concertado que precedió a la aprobación del Acuerdo de Escazú, para lograr 
su suscripción, ratificación, entrada en vigencia y efectiva aplicación. 

4. Desde la Dirección General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental 
expresamos nuestro compromiso para brindar nuestro mayor esfuerzo a fin de 
coadyuvar al proceso conducente a la pronta suscripción y ratificación del Acuerdo, 
para lo cual se vienen realizando las coordinaciones correspondientes con la 
Dirección de Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores, así como se 
viene participando en los eventos que sobre el particular se han promovido para la 
difusión del contenido del Acuerdo, y para crear la convicción de la pertinencia de 
su pronta suscripción y ratificación. 



FORMATO DE OPINIÓN 1MPLEMENTACIÓN DE íUERDO DE ESCAZÚ (remitir en formato Word1 JEMPLO) 03 

OFICINA! DIRECCIÓN QUE EMITE LA OPINIÓN: 

PERSONA QUE ELABORÓ EL INFORME Y/O PERSONA DE CONTACTO: 

Correo: Teléfonos: 

1.1, Derecho de Norma de] Acuerdo de Escazú: 

1.2, Acceso a la 

1.3, Información 

etc. (indicar a cuál  

o cuáles 

derechos de 

acceso se 

refiere)  

Normativa vinculada al ámbito de 

sus competencias que sustentan la 

implementación (no sólo citar la - 

norma, tratado, etc, sino también el 

artículo aplicable) 

Evaluación de las ventajas y 

beneficios que aportará al Perú la 

ratificación del acuerdo a partir de 

las políticas sectoriales 

Acciones que vienen realizando 

que evidencian la manera cómo 

Página 1 de 4 



¿FORMATO DE OPINIÓN IMPLEMENTACIÓN DE ACUERDO DE ESCAZÚ (remitir enformato Word) (EJEMPLO) 

vienen siendo implementados los 
derechos de acceso (citar la acción 

y si hay un link de acceso 
acompañar) 

Retos más importantes que se 
deberán afrontar en torno a su 
implementación en el futuro 
(mencionar a modo de comentario)  

Comentario adicional o 
información que considere de 
interés compartir (si hay temas 
vinculados o otras entidades del 
sector u otros sectores que conozco 
por su experiencia, compartir) 

2.1 Derecho de 

L 22., acceso a la 
2.3, Participación 
etc Ciudadana 

Normativa vinculada al ámbito de 
sus competencias que sustentan 
la implementación  

Evaluación de las ventajas y 
beneficios que aportará al Perú la 

Página 2 de 4 



FORMATO DE OPINIÓN IMPLEMENTACIÓN DE MWERDO DE ESCAZÚ (remitir en formato Word EMPLO) 

ratificación del acuerdo a partir de 

las políticas sectoriales 

Acciones que vienen realizando 

que evidencian la manera cómo 

vienen siendo implementados los 

derechos de acceso 

Retos más importantes que se 

deberán afrontar en torno a su 

implementación en el futuro 

Comentario adicional o 

información que considere de 

interés_compartir 
 

3.1 Derecho de Normas del Acuerdo: 

acceso a la 

Justicia 

ambiental 

Normativa vinculada al ámbito de 

sus competencias que sustentan 

la implementación 

 

Evaluación de las ventajas y 

beneficios que aportará al Perú la 
 

Página 3 de 4 



FORMATO DE OPINIÓN IMPLEMENTACIÓN DE ACUERDO DE ESCAZÚ (remitir en formato Word) (EJEMPLO) 

ratificación del acuerdo a partir de 
las políticas sectoriales 

Acciones que vienen realizando 
que evidencian la manera cómo 
vienen siendo implementados los 
derechos de acceso 

Retos más importantes que se 
deberán afrontar en torno a su 
implementación en el futuro 

Comentario adicional o 
información que considere de 
interés compartir 

 

Página 4 de 4 



cw1, . , 

1 
l 1 

"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 
Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional' 

Lima, 7 NÚV. 2018 

OFICIO N° -2018-MEM/SG 

Señor Embajador: 
MARCO V. BALAREZO 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Jirón Lampa 545 
Lima 01.- 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTER)RES 
Oticiria de Gestión Documental y Archvu 

MESADE PARTES 

(1 7 L' tiítii 

R E C E 

Asunto : Informe técnico - legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú: 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América latina y el Caribe. 

Referencia : OF. RE  (DMA) N" 2-13-A188 (Expediente N° 2855652) 

De mi consideración: 

Es grato dirigirme a usted, para saludarlo muy cordialmente, en atención al documento 
de la referencia, mediante el cual, solicita informe técnico-legal para la ratificación del 
Acuerdo de Escazú: Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América latina y el Caribe. 

Al respecto, adjunto al presente, los documentos que sustentan la opinión técnico-legal 
del Ministerio de Energía y Minas, respecto a la ratificación del Acuerdo de Escazú, los 
mismos que proceden a detallarse: 

Opiniones técnicas emitidas mediante: a) Informe N° 013- 
20181MEM/DGAAH/DGAH de la Dirección de Gestión Ambiental de Hidrocarburos 
de la Dirección General de Hidrocarburos; b) Memorando N° 0741-2018/MEM-
DGAAM de la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros; y, c) Informe N° 
042-2018-MEM/DGAAE/DEAE de la Dirección de Evaluación Ambiental de 
Electricidad de la Dirección General de Asuntos Ambientales de Electricidad. 

- Opinión legal emitida mediante Informe N° 1060-2018-MEM/OGAJ de la Oficina 
General de Asesoría Jurídica. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para expresarle los sentimientos de mi 
especial consideración. 

.iE 5 ^ OE P/kRT HRE 

CODIGO 

Tfá"te a cargo d...z:~ .......... /f/= 

e7IG 1 NUV 2fl1; 
1 COP185 porm lntormO Q4 0ti 

Obse"'ac,cnes 

Atentamente, 

Kitty Trinidadürero 
Secretaria General 

Ministerio de Enerçjía y Minas 

Av. Los A.rfes Sur 260 
www,rninern,00h.pe San Borja. Umo41, Perú 

T: (511) 411 1100 

Emuil webmosterminern,gob,pc 

dIQ 



Para : Juan Orlando Cossio Williams 

Director General de Asuntos Ambientales de Electricidad 

De Liver A. Quiroz Sigueñas 

Director (e) de Evaluación Ambiental de Electricidad 

Asunto Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso 

a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú) 

Referencia : Of.RE (DMA) N 2-13-A/88 (Registro N 2855652) 

Fecha San Borja, 3 OCT. 201 

Me dirijo a usted en atención al documento de la referencia a fin de informarle lo siguiente: 

ANTECEDENTE 

Mediante Of.RE (DMA) N°  2-13-A/88 (Registro N 2855652) de fecha 24 de setiembre de 2018, el Director 
General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores solicita al Ministerio 
de Energía y Minas, un informe técnico legal el cual contenga los siguientes elementos: 

Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del Sector. En este análisis 
debe incluirse una evaluación del Acuerdo de Escazú a la luz de la normativa nacional vigente, debiendo 
señalar expresamente si el referido instrumentos internacional guarda consistencia con la normativa 
nacional en su respectivo ámbito de competencia o si, por el contrario, se requiere la modificación o 
derogación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su implementación. 
Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de la 
implementación del Acuerdo de Escazú; y 

Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del Acuerdo, a partir de las 
políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, objetivo de desarrollo sostenible. 

II. ANÁLISIS 

11.1. Sob re los aspectos de Competencia del Sector Electricidad en el Acuerdo de Escazú 

ASPECTOS DE COMPETENCIA DEL SUB 1  RELACIÓN CON LA NORMATIVA 
SECTOR ELECTRICIDAD NACIONAL 

REQUIERE MODIFICACION, 
DEROGACIÓN O EMISIÓN DE 
NORMA CON RANGO DE LEY PARA 
SU IMPLEMENTACIÓN 

Artículo 4 
Disposiciones generales 

1...) 
Cada Parte adoptará todas las 

medidas necesarias, de naturaleza 
legislativa, reglamentaria, 
administrativa u otra, en el marco de 
sus disposiciones internas, para 
garantizar la implementación del 
presente Acuerdo. 

Con el propósito de contribuir a la 
aplicación efectiva del presente 

El Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas, aprobado por aprobado por 
Decreto Supremo N° 031-2007-EM, y 
modificado por el Decreto Supremo N9 
026-2010-EM, el Decreto Supremo N9 
030-2012-EM, el Decreto Supremo N 
025-2013-EM, el Decreto Supremo N 
016-2017-EM y el Decreto Supremo N' 
021-2018-EM, establece que la Dirección 
General de Asuntos Ambientales de 
Electricidad es el órgano de línea 

No se requiere de la modificación, 
derogación o emisión de norma con 
rango de Ley para su 
implementación. Es suficiente con el 
desarrollo de normas reglamentarias. 

Av. Las Artes Sur 260 
1 de 12 www niinern.gob pe San Borja, Lima 41, Perú 
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Acuerdo, cada Parte proporcionará al 

público información para facilitar la 

adquisición de conocimiento respecto 

de los derechos de acceso. 

S. Cada Parte asegurará que se 

oriente y asista al público —en 

especial a las personas o grupos en 

situación de vulnerabilidad— de 

forma que se facilite el ejercicio de sus 

derechos de acceso. 

6. Cada Parte garantizará un entorno 

propicio para el trabajo de las 

personas, asociaciones, 

organizaciones o grupos que 

promuevan la protección del medio 

ambiente, proporcionándoles 

reconocimiento y protección.  

encargado de implementar acciones en el 

marco del Sistema Nacional de Gestión 

Ambiental para promover el desarrollo 

sostenible de las actividades del 

Subsector Electricidad, en concordancia 

con las Políticas Nacionales Sectoriales y 

la Politica Nacional del Ambiente. 

(Artículo 90). A su vez, se establece que, 

en particular, esta Dirección General 

tiene como una de sus funciones la 

relativa a formular, proponer y aprobar, 

cuando corresponda, programas, 

proyectos, estrategias, normas, guias y 

lineamientos relacionados con la 

protección del ambiente y evaluación de 

instrumentos de gestión ambiental en el 

Subsector Electricidad. (Artículo 91). 

No se cuenta con norma expresa que 

disponga que se proporcionará al público 

información para facilitar la adquisición 

de conocimiento respecto de los 

derechos de acceso, que regule la 

orientación y asistencia al público para 

facilitar el ejercicio de tales derechos y 

tampoco disposiciones que busquen 

garantizar el entorno propicio para 

reconocer y proteger a quienes 

promueven la protección del ambiente. 

Se requeriría de un desarrollo normativo 

a nivel reglamentario. 

Artículo 5 

Acceso a la información ambiental 

Accesibilidad de la información 

ambiental 

1. Cada Parte deberá garantizar el 

derecho del público de acceder a la 

información ambiental que está en su 

poder, bajo su control o custodia, de 

acuerdo con el principio de máxima 

publicidad. 

2. El ejercicio del derecho de acceso a 

la información ambiental comprende: 

solicitar y recibir información de las 

autoridades competentes sin 

necesidad de mencionar algún interés 

especial ni justificar las razones por las 

cuales se solicita; 

ser informado en forma expedfta 

sobre si la información solicitada obra 

o no en poder de la autoridad 

competente que recibe la solicitud; y 

ser informado del derecho a 

impugnar y recurrir la no entrega de 

información y de los requisitos para 

ejercer ese derecho. 

3. Cada Parte facilitará el acceso a la 

información ambiental de las 

personas o grupos en situación de  

En la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública (TUO aprobado 

mediante D.5.043-2003-PCM), recoge el 

Principio de publicidad, que señala que 

los funcionarios responsables de brindar 

la información correspondiente al área de 

su competencia deberán prever una 

adecuada infraestructura, así como la 

organización, sistematización y 

publicación de la información 

comprendida en esta Ley; siendo 

obligación del Estado entregar la 

información que demanden las personas 

en aplicación del principio de publicidad, 

salvo las excepciones previstas en la 

misma Ley. A su vez, el Estado adopta 

medidas básicas que garanticen y 

promuevan la transparencia en la 

actuación de las entidades de la 

Administración Pública. (Artículo 3). 

No se cuenta con norma que 

expresamente establezca facilidades de 

acceso a información ambiental a grupos 

vulnerables en particular. Se requerirla 

de un desarrollo normativo a ruvel 

reglamentario. 

No se cuenta con norma  

No se requiere de la modificación, 

derogación o emisión de norma con 

rango de Ley para su 

implementación. Es suficiente con el 

desarrollo de normas reglamentarias. 

Av. Las Artes Sur 260 
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vulnerabilidad, estableciendo 

procedimientos de atención desde la 

formulación de solicitudes hasta la 

entrega de la información, 

considerando sus condiciones y 

especificidades, con la finalidad de 

fomentar el acceso y la participación 

en igualdad de condiciones. 

Cada Parte garantizará que dichas 

personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad, incluidos los pueblos 

indígenas y Grupos étnicos, reciban 

asistencia para formular sus 

peticiones y obtener respuesta. 

Denegación de¡ acceso a la 

información ambiental 

Cuando la información solicitada o 

parte de ella no se entregue al 

solicitante por estar en el régimen de 

excepciones establecido en la 

legislación nacional, la autoridad 

competente deberá comunicar por 

escrito la denegación, incluyendo las 

disposiciones jurídicas y las razones 

que en cada caso justifiquen esta 

decisión, e informar al solicitante de 

su derecho de impugnarla y recurrirla. 

(...) 
7. En los regímenes de excepciones se 

tendrán en cuenta las obligaciones de 

cada Parte en materia de derechos 

humanos. 

Cada Parte alentará la adopción de 

regímenes de excepciones que 

favorezcan el acceso de la 

información. 

S. los motivos de denegación deberán 

estar establecidos legalmente con 

anterioridad y estar claramente 

definidos y reglamentados, tomando 

en cuenta el interés público, y, por lo 

tanto, serán de interpretación 

restrictiva. La carga de la prueba 

recaerá en la autoridad competente. 

9. Cuando aplique la prueba de interés 

público, la autoridad competente 

ponderará el interés de retener la 

información y el beneficio público 

resultante de hacerla pública, sobre la 

base de elementos de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad. 

Condiciones aplicables para la entrega 

de información ambiental 

11. Las autoridades competentes 

garantizarán que la información 

ambiental se entregue en el formato 

requerido por el solicitante siempre 

que esté disponible. Si la información 

ambiental no estuviera disponible en 

ese formato,seentregaráen el 

pr 
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expresamente regule que los grupos 

vulnerables reciban asistencia para 

formular peticiones y obtener respuesta. 

Se requeriría de un desarrollo normativo 

a nivel reglamentario. 

[n la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública (TUO aprobado 

mediante D.5.0432003-PCM), se señala 

que la denegatoria al acceso a la 

información solicitada debe ser 

debidamente fundamentada por las 

excepciones de los artículos 15 a 17 de 

esta Ley; y el plazo por el que se 

prolongará dicho impedimento. 

La solicitud de información no implica la 

obligación de las entidades de la 

Administración Pública de crear o 

producir información con la que no 

cuente o no tenga obligación de contar al 

momento de efectuarse el pedido. En 

este caso, la entidad de la Administración 

Pública deberá comunicar por escrito que 

la denegatoria de la solicitud se debe a la 

inexistencia de datos en su poder 

respecto de la información solicitada. 

Esta Ley no faculta que los solicitantes 

exijan a las entidades que efectúen 

evaluaciones o análisis de la información 

que posean. No califica en esta limitación 

el procesamiento de datos preexistentes 

de acuerdo con lo que establezcan las 

normas reglamentarias, salvo que ello 

implique recolectar o generar nuevos 

datos. 

No se podrá negar información cuando se 

solicite que esta sea entregada en una 

determinada forma o medio, siempre que 

el solicitante asuma el costo que suponga 

el pedido. 

Cuando una entidad de la Administración 

Pública no localiza información que está 

obligada a poseer o custudiar, deberá 

acreditar que ha agotado las acciones 

necesarias para obtenerla, a fin brindar 

una respuesta al solicitante. 

Si el requerimiento de información no 

hubiere sido satisfecho, la respuesta 

hubiere sido ambigua o no se hubieren 

cumplido las exigencias precedentes, se 

considerará que existió negativa en 

brindarla. (Artículo 13). 

En cuanto al formato, la Ley de 

Transparencia y Acceso a la información 

Pública (TUO aprobado mediante 

D.S.043-2003-PCM), se señala que las 

Av. Las Artes Sur 260 
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Ir 

formato disponible. 

Las autoridades competentes 

deberán responder a una solicitud de 

información ambiental con la máxima 

celeridad posible, en un plazo no 

superior a 30 días hábiles contactos a 

partir de la fecha de recepción de la 

misma, o en un plazo menor si asi lo 

previera expresamente la normativa 

interna. 

Cuando, en circunstancias 

excepcionales y de conformidad con la 

legislación nacional, la autoridad 

competente necesite más tiempo para 

responder a la solicitud, deberá 

notificar al solicitante por escrito de la 

justificación de la extensión antes del 

vencimiento del plazo establecido en 

el párrafo 12 del presente artículo. 

Dicha extensión no deberá exceder de 

diez días hábiles. 

En caso de que la autoridad 

competente no responde en los plazos 

establecidos en los párrafos 12 y  13 

del presente artículo, se aplicará lo 

dispuesto en el párrafo 2 del artículo 

8. 

Cuando la autoridad competente 

que recibe la solicitud no posea la 

información requerida, deberá 

comunicarlo al solicitante con la 

máxima celeridad posible, incluyendo, 

en caso de poderlo determinar, la 

autoridad que pudiera tener dicha 

información. la solicitud deberá ser 

remitida a la autoridad que posea la 

información solicitada, y el solicitante 

deberá ser informado de ello. 

Cuando la información solicitada 

no exista o no haya sido aún 

generada, se deberá informar 

fundadamente de esta situación al 

solicitante en los plazos previstos en 

los párrafos 12 y  13 del presente 

artículo. 

La información ambiental deberá 

entregarse sin costo, siempre y 

cuando no se requiera su 

reproducción o envío. Los costos de 

reproducción y envío se aplicarán de 

acuerdo con los procedimientos 

establecidos por la autoridad 

competente. 

Estos costos deberán ser razonables y 

darse a conocer por anticipado, y su 

pago podrá exceptuarse en el caso 

que se considere que el solicitante se 

encuentra en situación de 

vulnerabilidad o en circunstancias 

especiales que justifiquen dicha 

exención. 

entidades de la Administración Pública 

tienen la obligación de proveer la 

información requerida en cualquier otro 

formato, siempre que haya sido creada u 

obtenida por ella o que se encuentre en 

su posesión o bajo su control. (Articulo 

10). 

En cuanto al plazo para la atención de 

solicitudes de acceso a información, el 

TUO de la Ley de Transparencia señala 

que éste es un plazo no mayor de 10 días 

hábiles; sin perjuicio de que 

excepcionalmente cuando sea 

materialmente imposible cumplir con el 

plazo, por única vez, la entidad 

comunicará la fecha en la que 

proporcionará la información solicitada 

en un plazo máximo de 2 días hábiles de 

recibido el pedido de información. 

(Articulo 11 incisos b y g). 

En cuanto a los costos, la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información 

Pública (TUO aprobado mediante 

D.5.043-2003-PCM), señala que el 

solicitante que requiera la información 

deberá abonar solamente el Importe 

correspondiente a los costos de 

reproducción de la información 

requerida. El monto de la tasa debe 

figurar en el Texto Único de 

Procedimientos Administrativos (TUPA) 

de cada entidad de la Administración 

Pública. Cualquier costo adicional se 

entenderá como una restricción al 

ejercicio del derecho regulado por esta 

Ley, aplicándose las sanciones 

correspondientes. (Articulo 20). 

la Autoridad Nacional de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública se 

constituye en la institución imparcial, con 

autonomía e independencia creada con el 

objeto de proponer políticas en materia 

de transparencia y acceso a la 

información pública, fomentar la cultura 

de transparencia y acceso a la 

información pública así como supervisar 

el cumplimiento de las normas en 

materia de transparencia y acceso a la 

información pública (D.Leg. 135, Artículo 

4). 

El Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública es un órgano 

resolutivo del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos constituye la última 

instancia administrativa en materia de 

transparencia y derecho a de acceso a la 

información pública a nivel nacional, 
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18. Cada Parte establecerá o 

designará uno o más órganos o 

instituciones imparciales y con 

autonomía e independencia, con el 

objeto de promover la transparencia 

en el acceso a la información 

ambiental, fiscalizar el cumplimiento 

de las normas, así como vigilar, 

evaluar y garantizar el derecho de 

acceso a la información. Cada Parte 

podrá incluir o fortalecer, según 

corresponda, las potestades 

sancionatorias de los órganos o 

instituciones mencionados en el 

marco de sus competencias. 

siendo competente para resolver las 

controversias que se susciten en dichas 

materias. Depende administrativamente 

del Ministro y tiene autonomía en el 

ejercicio de sus funciones. (D.Leg. 135, 

Artículo 6) 

Artículo 6 

Generación y divulgación de 

información ambiental 

Cada Parte garantizará, en la 

medida de los recursos disponibles, 

que las autoridades competentes 

generen, recopilen, pongan a 

disposición del público y difundan la 

información ambiental relevante para 

sus funciones de manera sistemática, 

proactiva, oportuna, regular, accesible 

y comprensible, y que actualicen 

periódicamente esta información y 

alienten la desagregación y 

descentralización de la información 

ambiental a nivel subnacional y local. 

Cada Parte deberá fortalecer la 

coordinación entre las diferentes 

autoridades del Estado. 

las autoridades competentes 

procurarán, en la medida de lo 

posible, que la información ambiental 

sea reutilizable, procesable y esté 

disponible en formatos accesibles, y 

que no existan restricciones para su 

reproducción o uso, de conformidad 

con la legislación nacional. 

5. Cada Parte garantizará, en caso de 

amenaza inminente a la salud pública 

o al medio ambiente, que la autoridad 

competente que corresponda 

divulgará de forma inmediata y por los 

medios más efectivos toda la 

información relevante que se 

encuentre en su poder y que permita 

al público tomar medidas para 

prevenir o limitar eventuales daños. 

Cada Parte deberá desarrollar e 

implementar un sistema de alerta 

temprana utilizando los mecanismos  

En la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública (TUO aprobado 

mediante D.5.043-2003PCM), recoge el 

Principio de publicidad, que señala que 

los funcionarios responsables de brindar 

la información correspondiente al área de 

su competencia deberán prever una 

adecuada infraestructura, así como la 

organización, sistematización y 

publicación de la información 

comprendida en esta Ley; siendo 

obligación del Estado entregar la 

información que demanden las personas 

en aplicación del principio de publicidad, 

salvo las excepciones previstas en la 

misma Ley. A su vez, el Estado adopta 

medidas básicas que garanticen y 

promuevan la transparencia en la 

actuación de las entidades de la 

Administración Pública. (Artículo 3). 

No se cuenta con norma que 

expresamente regule las acciones a 

adoptar para divulgar información 

relevante que permita al público tomar 

medidas para prevenir o limitar 

eventuales daños, a través de un sistema 

de alerta temprana, aplicable a los casos 

de amenaza inminente a la salud pública 

o al medio ambiente. Se requeriría de un 

desarrollo normativo a nivel 

reglamentario. 

No se cuenta con norma que 

expresamente regule el acceso a la 

información ambiental contenida en las 

concesiones, contratos, convenios o 

autorizaciones otorgados. Se requeriría 

de un desarrollo normativo a nivel 

reglamentario. 

Cabe señalar que en la legislación 

nacional se encuentra establecido 

que no es exigible la generación de 

información por parte de las 

autoridades competentes (Artículo 

13 del TUO de la Ley de 

Transparencia). Sin embargo, en el 

Acuerdo de Escazú se está señalando 

que las Partes garantizarán que las 

autoridades competentes generen 

información ambiental relevante 

para sus funciones de manera 

sistemática, proactiva, oportuna, 

regular, accesible y comprensible y 

que actualicen periódicamente esta 

información. Esta podría ser un 

aspecto que pudiera significar la 

necesidad de modificar una norma 

con rango de ley, como es la Ley de 

Transparencia. En todo caso, este 

análisis corresponderá ser realizado 

por el Ministerio de Justicia, como 

autoridad competente en la materia. 

En la Ley Marco del Sistema Nacional 

de Gestión Ambiental, Ley N28245, 

que regula el Sistema Nacional de 

Información Ambiental se ha 

establecido que su ámbito de 

aplicación comprende a instituciones 

públicas tanto de nivel nacional, 

regional y local (Artículo 29). 

Incluso, en la definición de 

información ambiental, se ha 

señalado que se considera 

información ambiental, cualquier 

información escrita, visual o en forma 

de base de datos, de que dispongan 

las autoridades en materia de agua, 

aire, suelo, flora, fauna y recursos 

naturales en general, así como sobre 
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elir 

disponibles. 

6. Con el objeto de facilitar que las 

personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad accedan a la 

información que particularmente les 

afecte, cada Parte procurará, cuando 

corresponda, que las autoridades 

competentes divulguen la información 

ambiental en los diversos idiomas 

usados en el país, y elaboren formatos 

alternativos comprensibles para 

dichos grupos, por medio de canales 

de comunicación adecuados. 

(...) 
9. Cada Parte promoverá el acceso a la 

información ambiental contenida en 

las concesiones, contratos, convenios 

o autorizaciones que se hayan 

otorgado y que involucren el uso de 

bienes, servicios o recursos públicos, 

de acuerdo con la legislación nacional. 

Cada Parte establecerá y 

actualizará periódicamente sus 

sistemas de archivo y gestión 

documental en materia ambiental de 

conformidad con su normativa 

aplicable, procurando en todo 

momento que dicha gestión facilite el 

acceso a la información. 

Cada Parte adoptará las medidas 

necesarias, a través de marcos legales 

y administrativos, entre otros, para 

promover el acceso a la información 

ambiental que esté en manos de 

entidades privadas, en particular la 

relativa a sus operaciones y los 

posibles riesgos y efectos en la salud 

humana y el medio ambiente. 

Cada Parte incentivará, de 

acuerdo con SUS capacidades, la 

elaboración de informes de 

sostenibilidad de empresas públicas y 

privadas, en particular de grandes 

empresas, que reflejen su desempeño 

social y ambiental. 

No se cuenta con norma que 

expresamente regule el indicado 

desarrollo de sistemas de archivo y 

gestión documental en materia 

ambiental. Se requeriría de un desarrollo 

normativo a nivel reglamentario. 

No se cuenta con norma que promueva el 

acceso a información ambiental en 

manos de entidades privadas en lo 

relacionado a sus operaciones y posibles 

riesgos y efectos en la salud humana y el 

ambiente. 

No se cuenta, a nivel sectorial, con norma 

que expresamente regule la elaboración 

de informes de sostenibilidad de 

empresas públicas y privadas, en 

particular de grandes empresas, que 

reflejen su desempeño social y ambiental. 

Se requeriría de un desarrollo normativo 

a nivel reglamentario. 

las actividades o medidas que les 

aíectan o puedan afectarlos (Artículo 

31); siendo que así mismo, dicha 

norma establece las obligaciones de 

las entidades de la administración 

pública (Artículo 32) en materia de 

información ambiental. 

En el Reglamento de la Ley Marco del 

Sistema Nacional de Gestión 

(D,5.008-2005-PCM) se señala que las 

instituciones generadoras de 

información, de nivel nacional, 

regional y local, están obligadas a 

brindar información ambiental 

(Artículo 68). 

Por tanto, si se interpretara que el 

Acuerdo de Escazú estaría ampliando 

el ámbito del propio concepto de 

información ambiental para 

extenderlo también a aquélla 'en 

manos de entidades privadas, 

correspondería que se modifique la 

normativa con rango de Ley sobre la 

materia. Sin embargo, también 

podríamos entender que el acceso a 

dicha información es de naturaleza 

voluntaria o promocional con lo cual 

no se requeriría modificar la 

normativa vigente en normas con 

rango de Ley. 

Más allá del ámbito de la normativa 

ambiental en materia de acceso a 

información, cabe indicar que el 

desarrollo normativo en esta materia 

deviene del derecho fundamental 

recogido en la Constitución Política 

que establece en el inciso 5 del 

Artículo 2, el derecho de toda 

persona "A solicitar sin expresión de 

causa la información que requiera y o 

recibirla de cualquier entidad público, 

en el plazo legal, con el costo que 

suponga el pedido. Se exceptúan las 

informaciones que afectan la 

intimidad personal y las que 

expresamente se excluyan por ley a 

por rozones de seguridad nacional". 

Con lo cual, queda establecido que la 

normativa sobre acceso a 

información debería quedar 

enmarcada en el ámbito de la 

información en manos del Estado, 

que es información pública más no 

así comprender información 

ambiental en manos de entidades 

privadas. Por esta razón, entendemos 

que la forma de interpretar el acceso 

a esta clase de información deberla 

ser la regulación en esta materia 

desde un enfoque prornocional o 
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voluntario, más no así de naturaleza 

mandatoria, con lo cual no se 

considera necesario que se deba 

realizar una modificación de norma 

alguna para incluir el desarrollo de 

este tema. 

Ar 

Artículo 7 

Participación pública en los procesos 

de toma de decisiones ambientales 

Cada Parte deberá asegurar el 

derecho de participación del público 

y, para ello, se compromete a 

implementar una participación abierta 

e inclusiva en los procesos de toma de 

decisiones ambientales, sobre la base 

de los marcos normativos interno e 

lite rnacio na 1. 

Cada Parte garantizará mecanismos 

de participación del público en los 

procesos de toma de decisiones, 

revisiones, reexaminaciones o 

actualizaciones relativos a proyectos y 

actividades, así como en otros 

procesos de autorizaciones 

ambientales que tengan o puedan 

tener un impacto significativo sobre el 

medio ambiente, incluyendo cuando 

puedan afectar la salud. 

Cada Parte promoverá la 

participación del público en procesos 

de toma de decisiones, revisiones, 

reexaminaciones o actualizaciones 

distintos a los mencinnados en el 

párrafo 2 del presente artículo, 

relativos a asuntos ambientales de 

interés público, tales como el 

ordenamiento del territorio y la 

elaboración de políticas, estrategias, 

planes, programas, normas y 

reglamentos, que tengan o puedan 

tener un significativo impacto sobre el 

medio ambiente. 

Cada Parte adoptará medidas para 

asegurar que la participación del 

público sea posible desde etapas 

iniciales del proceso de toma de 

decisiones, de manera que las 

observaciones del público sean 

debidamente consideradas y 

contribuyan en dichos procesos. A tal 

efecto, cada Parte proporcionará al 

público, de manera clara, oportuna y 

comprensible, la información 

necesaria para hacer efectivo su 

derecho a participar en el proceso de 

toma de decisiones. 

S. El procedimiento de participación 

pública contemplará plazos 

razonables que dejen tiempo 

suficiente para informar al público y  

En la Ley General del Ambiente, Ley 

28611, se recoge en el Título Preliminar el 

derecho a la participación en la gestión 

ambiental donde se establece que toda 

persona tiene el derecho a participar 

responsableniente en los procesos de 

toma de decisiones, así como en la 

definición y aplicación de las políticas y 

medidas relativas al ambiente y sus 

componentes, que se adopten en cada 

uno de los niveles de gobierno. El Estado 

concerta con la sociedad civil las 

decisiones y acciones de la gestión 

ambiental (Artículo III). 

Lns Lineamientos para la Participación 

Ciudadana en las Actividades Eléctricas, 

aprobado por Resolución Ministerial N" 

223-2010-MEM-DM, regula el proceso de 

Participación Ciudadana y sus diversos 

mecanismos. 

la Dirección General de Asuntos 

Ambientales Energéticos aprobó los 

Lineamientos para la formulación de 

proyectos normativos a cargo de dicha 

Dirección mediante Resolución Directoral 

N"439-2017-MEM/DGAAE del 16 de 

Octubre del 2017. En esta normativa, se 

señala el espacio de participación 

ciudadana a través de la prepublicacián 

del proyecto normativo y la realización de 

reuniones de comentaristas donde se 

explican sus alcances y se presentan los 

comentarios, observaciones y sugerencias 

recibidas. 

la normativa sectorial en materia de 

participación ciudadana (R.M. 223-2010-

MEM-DM) establece que la participación 

ciudadana se materialice de manera 

oportuna. 

la participación se da durante la 

elaboración y evaluación por parte de la 

autoridad competente de estudios 

ambientales, como parte del 

procedimiento administrativo respectivo, 

así corno posterior a dicha aprobación. 

En cuanto a la oportunidad para la 

participación ciudadana en la evaluación 

ambiental cabe indicar que los titulares  

No se requiere de la modificación, 

derogación o emisión de norma con 

rango de Ley para su 
implementación. 
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de Actividades de Electricidad antes de 

iniciar la elaboración del Estudio 

Ambiental deben presentar el respectivo 

Plan de Participación Ciudadana que 

describe las acciones y mecanismos 

dirigidos a informar a la población 

involucrada acerca del Proyecto (Artículo 

25 de la R.M. 223-2010-MEM-DM). Al 

respecto, cabe resaltar que se cuenta con 

diversos mecanismos entre los cuales se 

encuentra, como mecanIsmo obligatorio, 

la Audiencia Pública. la convocatoria para 

la realización de estas audiencias debe 

realizarse con una mínima anticipación de 

30 días calendario previos a la fecha 

programada debiendo realizarse 

publicaciones en diarios para difundir su 

realización, así como colocación de avisos 

en lugares públicos, medios radiales, o en 

caso no se cuente con medios radiales, a 

través de radio frecuencia, perifoneo, 

megáfono u otro medio que permita una 

difusión clara y oportuna de la 

convocatoria. (Artículo 35 de la R.M. 223-

2010-MEM-DM). 

Adicionalmente a ello, se encuentra 

establecido el plazo de 15 días luego de la 

realización de la Audiencia Pública para 

que cualquier persona pueda presentar 

documentos con observaciones y 

opiniones relativas al estudio ambiental 

presentado. (Artículo 40 de la R.M. 223-

2010-MEM-DM) 

Así mismo, se encuentra establecido que 

los documentos que presente el público 

deben ser objeto de evaluación y forman 

parte del expediente respectivo. 

En los Lineamientos para la Participación 

Ciudadana en las Actividades de Eléctricas 

(PM. 223-2010-MEM-DM, así mismo, se 

regula el resumen ejecutivo de los 

estudios ambientales, señalándose que 

deberá ser redactado en idioma 

castellano, así como en el idioma o 

lengua predominante en la zona donde se 

ejecutará el Proyecto Eléctrico. Asimismo, 

cuando el idioma o lengua predominante 

en la zona de ejecución no permita o 

haga difícil una traducción escrita del 

estudio, la Autoridad Competente podrá 

solicitar la presentación de una versión 

magnetofónica, en audio digital o 

cualquier otro medio apropiado (Artículo 

13). 

A su vez, en dichos Lineamiento se 

encuentra regulado lo relacionado al 

idioma indicándose que los Talleres 
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para que este participe en fornia 

efectiva 

6. El público será informado de forma 

efectiva, comprensible y oportuna, a 

través de medios apropiados, que 

pueden incluir los medios escritos, 

electrónicos u orales, así como los 

métodos tradicionales, como mínimo 

sobre: 

el tipo o naturaleza de la decisión 

ambiental de que se trate y, cuando 

corresponda, en lenguaje no técnico; 

la autoridad responsable del 

proceso de torna de decisiones y otras 

autoridades e instituciones 

involucradas; 

el procedimiento previsto para la 

participación del público, incluida la 

fecha de comienzo y de finalización de 

este, los mecanismos previstos para 

dicha participación, y, cuando 

corresponda, los lugares y fechas de 

consulta o audiencia pública; y 

las autoridades públicas 

involucradas a las que se les pueda 

requerir mayor información sobre la 

decisión ambiental de que se trate, y 

los procedimientos para solicitar la 

información. 

7. El derecho del público a participar 

en los procesos de toma de decisiones 

ambientales incluirá la oportunidad de 

presentar observaciones por medios 

apropiados y disponibles, conforme a 

las circunstancias del proceso. Antes 

de la adopción de la decisión, la 

autoridad pública que corresponda 

tomará debidamente en cuenta el 

resultado del proceso de 

participación. 

8. Cada Parte velará por que, una vez 

adoptada la decisión, el público sea 

oportunamente informado de ella y 

de los motivos y fundamentos que la 

sustentan, así como del modo en que 

se tuvieron en cuenta sus 

observaciones. la decisión y sus 

antecedentes serán públicos y 

accesibles. 

9. La difusión de las decisiones que 

resultan de las evaluaciones de 

impacto ambiental y de otros 

procesos de torna de decisiones 

ambientales que involucran la 

participación pública deberá realizarse 

a través de medios apropiados, que 

podrán incluir los medios escritos, 

electrónicos u orales, así corno los 

métodos tradicionales, de forma 

efectiva y rápida. la información 

difundida deberá incluir el 
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procedimiento previsto que pernhlta al 

público ejercer las acciones 

administrativas y judiciales 

pertinentes. 

Cada Parte establecerá las 

condiciones propicias para que la 

participación pública en procesos de 

toma de decisiones ambientales se 

adecúe a las características sociales, 

económicas, culturales, geográficas y 

de género del público. 

Cuando el público directamente 

afectado hable mayoritariamente 

idiomas distintos a los oficiales, la 

autoridad pública velará por que se 

facilite su comprensión y 

participación. 

14. Las autoridades públicas realizarán 

esfuerzos para identificar y apoyar a 

personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad para involucrarlos de 

manera activa, oportuna y efectiva en 

los mecanismos de participación. Para 

estos efectos, se considerarán los 

medios y formatos adecuados, a fin de 

eliminar las barreras a la participación. 

16. la autoridad pública realizará 

esfuerzos por identificar al público 

directamente afectado por proyectos 

y actividades que tengan o puedan 

tener un impacto significativo sobre el 

medio ambiente, y promoverá 

acciones específicas para facilitar su 

participación. 

(...) 

Artículo 8 

Acceso a la justicia en asuntos 

ambientales 

Cada Parte garantizará el derecho a 

acceder a la justicia en asuntos 

ambientales de acuerdo con las 

garantías del debido proceso. 

Cada Parte asegurará, en el marco 

de su legislación nacional, el acceso a 

instancias judiciales y administrativas 

para impugnar y recurrir, en cuanto al 

fondo y el procedimiento: 

a) cualquier decisión, acción u omisión 

relacionada con el acceso a la 

información ambiental; 

14 cualquier decisión, acción u omisión  

Informativos se realizarán en el idioma 

castellano y/o en el idioma propio de la 

población local en aquellos casos en 

donde prime el uso de un idioma o lengua 

particular y de ser necesario con ayuda de 

un traductor o interprete. Es obligación 

del Titular del Proyecto proveer de uno o 

más intérpretes de acuerdo al idioma que 

predomine en la localidad (Articulo 31.2). 

Igualmente, se encuentra señalado que la 

Audiencia Pública se realizará en el 

idioma español y/o en el idioma propio 

de la población local, donde prime el uso 

de un idioma o lengua particLilar y de ser 

necesario con ayuda de un traductor o 

intérprete. Es obligación del Titular del 

Proyecto proveer de uno o más 

intérpretes de acuerdo al(los) idioma(s) 

que predomine(ri) en la localidad 

(Artículo 36.2). 

No se cuenta con norma que 

expresamente regule la difusión de las 

decisiones que resultan de las 

evaluaciones de impacto ambiental y de 

otros procesos de toma de decisiones 

ambientales que involucran la 

participación pública. Se requeriría de un 

desarrollo normativo a nivel 

reglamentario. 

No se cuenta con norma que 

expresamente regule que las autoridades 

públicas realizarán esfuerzos para 

identificar y apoyar a personas o grupos 

en situación de vulnerabilidad para 

involucrarlos de manera activa, oportuna 

y efectiva en los mecanismos de 

participación; así como para identificar al 

público directamente afectado. Esto 

último se realiza a través de la labor de 

identificación que realiza el titular de la 

actividad. Se requeriría de un desarrollo 

normativo a nivel reglamentario. 

El Ministerio de Energía y Minas cuenta 

con una Directiva para la Atención de 

Solicitudes de Acceso a la Información 

Pública aprobada mediante Resolución 

Secretarial N"054-2018-MEM/SEG del 16 

de agosto de 2018 que establece las 

disposiciones que permitan a los órganos 

y unidades orgánicas del MINEM atender 

las solicitudes de acceso a información 

pública que posee el Ministerio. 

En esta normativa interna se establecen 

las reglas aplicables para impugnar la 

denegatoria de solicitudes de acceso a 

información pública (Artículos 5.22 y 

5.23), 

No se requiere de la modificación, 

derogación o emisión de norma con 

rango de Ley para su 
implementación. 
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relacionada con la participación 

pública en procesos de luma de 

decisiones ambientales; y 

c) cualquier otra decisión, acción u 

omisión que afecte o pueda afectar de 

manera adversa al medio ambiente o 

contravenir normas jurídicas 

relacionadas con el medio ambiente. 

Artículo 9 

Defensores de los derechos humanos 

en asuntos ambientales 

Cada Parte garantizará un entorno 

seguro y propicio en el que las 

personas, grupos y organizaciones que 

promueven y defienden los derechos 

humanos en asuntos ambientales 

puedan actuar sin amenazas, 

restricciones e inseguridad, 

Cada Parte tomará las medidas 

adecuadas y efectivas para reconocer, 

proteger y promover todos los 

derechos de los defensores de los 

derechos humanos en asuntos 

ambientales, incluidos su derecho a la 

vida, integridad personal, libertad de 

opinión y expresión, derecho de 

reunión y asociación pacíficas y 

derecho a circular libremente, así 

como su capacidad para ejercer los 

derechos de acceso, teniendo en 

cuenta las obligaciones 

internacionales de dicha Parte en el 

ámbito de los derechos humanos, sus 

principios constitucionales y los 

elementos básicos de su sistema 

jurídico. 

Cada Parte tomará medidas 

apropiadas, efectivas y oportunas 

para prevenir, investigar y sancionar 

ataques, amenazas o intimidaciones 

que los defensores de los derechos 

humanos en asuntos ambientales 

puedan sufrir en el ejercicio de los 

derechos contemplados en el 

presente AcLierdo. 

Esta materia se encuentra recogida en el 

Plan Nacional de Derechos Humanos 

2018-2021 aprobado mediante DD5002-

2018-JUS, como parte del Lineamiento 

Estratégico N"3: Diseño y ejecución de 

políticas a favor de los grupos de especial 

protección. Se ha establecido como 

acción estratégica, el fomentar 

mecanismos para garantizar el ejercicio 

seguro de la labor pacífica y no violenta, 

retribuida o gratuita, de defensores y 

defensoras de derechos humanos en todo 

el territorio nacional. Se han señalado 

como responsables de esta acción 

estratégica al MINJUSDH, MININTER y 

MINEM. Se espera que para el 2019 se 

cuente con un registro de situaciones de 

riesgo de estos defensores, y que para el 

2021, se cuente con un mecanismo 

implementado. Así mismo, el MINJUSDH 

ha emitido la Resolución Vicerninisterial 

N'00011-2018-MINJUSDH-VMD11AJ que 

dispone la conformación de un grupo 

multisectorial sobre el tema y el mandato 

para la elaboración de un Protocolo para 

garantizar la protección de los derechos 

de estos defensores. 

No se requiere de la modificación, 

derogación o emisión de norma con 

rango de Ley para su 

implementación. 
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11.2. Sobre la provisión de los recusas necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de la 

implementación del Acuerdo de Escazú 

Al respecto, es necesario precisar que se deberá proveer los recursos necesarios en la medida en la que se 

desarrollen las regulaciones requeridas para la implementación del acuerdo. 

11,3. Sobre la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del Acuerdo a partir de las políticas sectoriales 

11.3.1 Al respecto, cabe precisar que mediante Decreto Supremo N" 064-2010-EM, se aprueba la Política 

Energética Nacional del Perú 2010-2040, cuyo objetivo de índole ambiental es "Desarrollar un sector 

energético con mínimo impacto ambiental y bojas emisiones de corbono en un morco de Desorrollo 

Sostenible." 

11.3.2 Asimismo, en el referido Decreto Supremo, se señala entre sus Lineamientos de Política, los siguientes. 

- Alcanzar una normativa ambiental con requerimientos compatibles con la Política Nacional del Ambiente 

y los estándares internacionales. 

- Promover relaciones armoniosas entre el Estado, las comunidades y empresas del sector energía. 

11.3.3. En tal sentido, de la evaluación realizada, se tiene que el Acuerdo de Regional sobre el Acceso a la 

Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 

Caribe (Acuerdo de Escazú) es conveniente a los intereses nacionales. 

M. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN 

De acuerdo a los fundamentos expuestos en el presente informe se recomienda lo siguiente: 

C - Remitir el presente a la Director General de Asuntos Ambientales de Electricidad para su conocimiento y fines 

pertinentes. 

Remitir el presente Informe a la Oficina General de Asesoría Jurídica para su trámite correspondiente. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

tzik 'j1° 
Abog. Cintlya VilIés Castañeda 

CAL N"52892 

Aprobado por: 

«g. Liv A. ÇWiroz Sig 
ctor  (e) de 

Evaluación Ambiental de Electricidad (e) 
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Visto el Informe N" Q'4Z. -2013-MEM/DGAAE./DEAE precedente, se otorga la conformidad del mismo, debiéndose 

remitir a la Oficina General de Asesoría Jurídica, para el trámite correspondiente. 

ng. Juan Orlando 
/ 

ssio Williams 

Director General de Asunt6s Ambientales de Electricidad 
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Expediente N: 2855652 

ODAS-OF/aNA GENERAL DE ASESOR/A 
SU Rl DICA 

ASUNTO: Acuerdo de Escazú 

REFERENCIA: Expediente N: 2855652 

FECHA: 05/10/2018 13:19 

Me dirijo a usted, en relación al documento en referencia, a fin de adjuntar el documento que contiene el anMisis legal, relacionado al 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la información, la Participación Pública y el Acceso a la iustscia en Asuntos Ambientales en Amórica Latina 

y el Caribe - Acuerdo de Escazú, elaborado por esta dirección general. 

Atentamente, 

TERESA MACAVO MARIN 

Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros 

Observaciones 

Creado por: SBELTRAN Aprobado por: TERESA YSABEL MACAYO MARIN 

Fecha Creación: 05/10/2018 Fecha Aprobación: 05/10/2018 13:19 

Pensemos en el Medio Ambiente, ontes de imprimir este MCMORANOO y arjotar nuestros recursos. 

Memo-0741-2018/1VI EM-DGAAM 

A. ( Ç.-L DEPCV MANUEL  5/Rl 5PflR 7PATRP 

í7rER0 DE ENERGÍA Y MINAS  
. A•oi J ,i.jo 

— 5 OCT. 2018 
1 43 ' 
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ACUERDO REGIONAL SOBRE EL ACCESO A LA INFORMACIÓN, LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y EL ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS 

AMBIENTALES EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (ACUERDO DE ESCAZÚ) 

ASPECTOS GENERALES RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL ¿GUARDA CONSISTENCIA CON LA NORMATIVA 

NACIONAL? O ¿SE REQUIERE LA MODIFICACIÓN O 

DEROGACIÓN DE ALGUNA LEY, O LA EMISIÓN DE 

NORMAS CON RANGO DE LEY PARA SU 

IMPLEMENTACIÓN? 

1' 

Artículo 1 

Objetivo 

El objetivo del presente Acuerdo es garantizar la 

implementación plena y efectiva en América Latina y el 

Caribe de los derechos de acceso a la información 

ambiental, participación pública en los procesos de 

toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia 

en asuntos ambientales, así como la creación y el 

fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, 

contribuyendo a la protección del derecho de cada 

persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir 

en un medio ambiente sano val desarrollo sostenible. 

La Ley General del Ambiente, Ley N' 28611, en su Titulo Sí guarda consistencia con la normativa nacional. 

Preliminar establece lo siguiente: 

Art. 1.- Del derecho y deber fundamental 

Toda persona tiene el derecho irrenunciable a vivir 

en un ambiente saludable, equilibrado y adecuado 

para el pleno desarrollo de la vida, y el deber de 

contribuir a una efectiva gestión ambiental y de 

proteger el ambiente, así como sus componentes, 

asegurando particularmente la salud de las personas 

en forma individual y colectiva, la conservación de la 

diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible 

de los recursos naturales y el desarrollo sostenible 

del país. 

Art. II.- Del derecho de acceso a la información' 

Toda persona tiene el derecho a acceder adecuada y 

oportunamente a la información pública sobre las 

políticas, normas, medidas, obras y actividades que 

pudieran afectar, directa o indirectamente, el 

ambiente, sin necesidad de invocar justificación o 

interés que motive tal requerimiento. Toda persona 

está obligada a proporcionar adecuada y 

oportunamente a las autoridades la información que 

éstas requieran para una efectiva gestión ambiental, 

conforme a Ley. 

1 
Derecho reconocido también en el art. 4 del Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, aprobado por 

Decreto Supremo N' 0022009-MlNAM. 

S 
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Art. UI.- Del derecho a la participación en la gestión 

ambiental 

Toda persona tiene el derecho a participar 

responsablemente en los procesos de toma de 

decisiones, así como en la definición y aplicación de 

las politicas y medidas relativas al ambiente y sus 

componentes, que se adopten en cada uno de los 

niveles de gobierno. El Estado concerta con la 

sociedad civil las decisiones y acciones de la gestión 

ambiental. 

• Artículo IV.- Del derecho de acceso a la justicia 

ambiental 

Toda persona tiene el derecho a una acción rápida, 

sencilla y efectiva, ante las entidades administrativas 

y jurisdiccionales, en defensa del ambiente y de sus 

componentes, velando por la debida protección de 

la salud de las personas en forma individual y 

colectiva, la conservación de la diversidad biológica, 

el aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales, así como la conservación del patrimonio 

cultural vinculado a aquellos. Se puede interponer 

acciones legales aun en los casos en que no se 

afecte el interés económico del accionante. El 

interés moral legitinia la acción aun cuando no se 

refiera directamente al accionante o a su familia. 

Conforme se observa, los derechos que tiene por 

objetivo garantizar el Acuerdo de Escazú se encuentran 

reconocidos en los arts. 1, II, lii y IV del Título Preliminar 

de la Ley General del Ambiente. 

TMM/MCJ 



Sí guarda c: nsistencia con la normativa nacional. 

El derecho de acceso a la información ambiental, el 

derecho a la participación pública en los procesos de 

toma de decisiones en asuntos ambientales y el 

derecho al acceso a la justicia en asuntos 

ambientales, los que conjuntamente son 

denominados "derechos de acceso", se encuentran 

definidos en los artículos II, III y IV del Título 

Preliminar de la Ley General del Ambiente. 

Por Decreto Legislativo N 1353, se creó la 

Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, estableciéndose que el 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

)MINJUS) a través de la Dirección Nacional de 

Transparencia y Acceso a Información Pública 

constituye dicha autoridad. Asimismo, se estableció 

que el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del MINJUS constituye la última 

instancia administrativa en materia de transparencia 

y derecho al acceso a la información pública a nivel 

nacional. 

Además, según se encuentra establecido en el art. 

10 del Texto Único Ordenado de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

aprobado por D.S. N" 0432003-PCM, todas las 

entidades de la Administración Pública tienen la 

obligación de proveer la información de acceso 

público de su competencia. 

Complementariamente, en el art. 1 del Título 

Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General se precisa 

que se entiende como entidades de la 

Administración Pública: 

1. El Poder Ejecutivo,incluyendo Ministerios y 

Artículo 2 

Definiciones 

A los efectos del presente Acuerdo: 

por "derechos de acceso" se entiende el derecho de 

acceso a la información ambiental, el derecho a la 

participación pública en los procesos de torna de 

decisiones en asuntos ambientales y el derecho al 

acceso a la justicia en asuntos ambientales; 

por "autoridad competente" se entiende, para la 

aplicación de las disposiciones contenidas en los 

artículos 5 y  6 del presente Acuerdo, toda institución 

pública que ejerce los poderes, la autoridad y las 

funciones en materia de acceso a la información, 

incluyendo a los órganos, organismos o entidades 

independientes o autónomos de propiedad del 

Estado o controlados por él, que actúen por 

facultades otorgadas por la Constitución o por otras 

leyes, y, cuando corresponda, a las organizaciones 

privadas, en la medida en que reciban fondos o 

beneficios públicos directa o indirectamente o que 

desempeñen funciones y servicios públicos, pero 

exclusivamente en lo referido a los fondos o 

beneficios públicos recibidos o a las funciones y 

servicios públicos desempeñados; 
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Organismos Públicos; 

El Poder Legislativo; 

El Poder Judicial; 

Los Gobiernos Regionales; 

S. Los Gobiernos Locales; 

Los Organismos a los que la Constitución 

Política del Perú y las leyes confieren 

autonomía. 

Las demás entidades, organismos, proyectos 

especiales, y programas estatales, cuyas 

actividades se realizan en virtud de potestades 

administrativas y, por tanto se consideran 

sujetas a las normas comunes de derecho 

público, salvo mandato expreso de ley que las 

refiera a otro régimen; y, 

Las personas jurídicas bajo el régimen privado 

que prestan servicios públicos o ejercen 

función administrativa, en virtud de concesión, 

delegación o autorización del Estado, 

conforme a la normativa de la materia. 

Los procedimientos que tramitan las personas 

jurídicas mencionadas en el párrafo anterior se 

rigen por lo dispuesto en la presente Ley, en lo que 

fuera aplicable de acuerdo a su naturaleza privada. 

c) La definición de información ambiental se encuentra 

recogida en el art. 31 de la Ley Marco del Sistema 

Nacional de Gestión Ambiental, Ley N" 28245, según 

la cual se considera información ambiental, 

cualquier información escrita, visual o en forma de 

base de datos, de que dispongan las autoridades en 

materia de agua, aire, suelo, flora, fauna y recursos 

naturales en general, así como sobre las actividades 

o medidas que les afectan o puedan afecta nos. 

cj por "información ambiental" se entiende cualquier 

información escrita, visual, sonora, electrónica o 

registrada en cualquier otro formato, relativa al 

medio ambiente y sus elementos y a los recursos 

naturales, incluyendo aquella que esté relacionada 

con los riesgos ambientales y los posibles impactos 

adversos asociados que afecten o puedan afectar el 

medio ambiente y la salud, asi como la relacionada 

con la protección y la gestión ambientales; 

d) por "público' se entiende una o varias personas 

físicas o jurídicas y las asociaciones, organizaciones 

o grupos constituidos por esas personas, que son 

nacionales o que están sujetos a la jurisdicción 

nacional del Estado Parte; 
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e) por "personas o grupos en situación de d) 

vulnerabilidad" se entiende aquellas personas o 

grupos que encuentran especiales dificultades para 

ejercer con plenitud los derechos de acceso 

reconocidos en el presente Acuerdo, por las 

circunstancias o condiciones que se entiendan en el 

contexto nacional de cada Parte y de conformidad 

con sus obligaciones internacionales. 

La definición de poblaciones vulnerables se 

encuentra recogida en el art. 3 de la Ley de 

Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer 

y Poblaciones Vulnerables, aprobado por Decreto 

Legislativo N" 1098, según la cual son poblaciones 

vulnerables los grupos de personas que sufren 

discriminación o situaciones de desprotección: 

niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, 

personas con discapacidad, desplazados y migrantes 

internos, con el objeto de garantizar sus derechos, 

con visión intersectorial. 

Como puede advertirse, no se requiere que la normativa 

nacional desarrolle las definiciones establecidas en el 

art. 2 del Acuerdo de Esczú. 

Artículo 3 

Principios 

Cada Parte se guiará por los siguientes principios en la 

implementación del presente Acuerdo:  

principio de igualdad y principio de no 

discriminación; 

principio de transparencia y principio de 

rendición de cuentas; 

principio de no regresión y principio de 

progresividad; 

principio de buena fe; 

principio preventivo; 

principio precautorio; 

principio de equidad intergeneracional; 

principio de máxima publicidad; 

principio de soberanía permanente de los 

Estados sobre sus recursos naturales; 

principio de igualdad soberana de los Estados; 

y 
principio pro persono. 

En cuanto a los principios que guiarán a las Partes del 

presente Acuerdo cabe señalar que los siguientes 

principios se encuentran recogidos expresamente en 

nuestra normativa nacional: principio de igualdad y 

principio de no discriminación (numeral 2 del art. 2 de la 

Constitución Política del Perú), principio de rendición de 

cuentas (art. 31 de la Constitución Política del Perú), 

principio preventivo (art. VI del Titulo Preliminar de la 

Ley General del Ambiente), principio precautorio.(art. Vil 

del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente), 

principio de equidad (art. X del Titulo Preliminar de la 

Ley General del Ambiente) y principio de publicidad (art. 

3 del TUO de la Ley de Transparencia y Acceso e la 

Información Pública). 

Se requiere la emisión de normas con rango de ley a fin 

que en nuestra normativa nacional se encuentren 

recogidos todos los principios consagrados en el Art. 3 

del Acuerdo de Escazú. 
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ASPECTOS DE COMPETENCIA DEL SUB SECTOR 

MINERÍA 

Artículo 4 

Disposiciones generales 

Cada Parte adoptará todas las medidas necesarias, de 

naturaleza legislativa, reglamentaria, administrativa u 

otra, en el marco de sus disposiciones internas, para 

garantizar la implementación del presente Acuerdo. 

Con el propósito de contribuir a la aplicación efectiva 

del presente Acuerdo, cada Parte proporcionará al 

público información para facilitar la adquisición de 

conocimiento respecto de los derechos de acceso. 

S. Cada Parte asegurará que se oriente y asista al público 

—en especial a las personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad- de forma que se facilite el ejercicio de 

sus derechos de acceso. 

RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL 

El Reglamento de Organización y  Funciones (ROF) del 

Ministerio de Energía y Minas (MEM), aprobado por OS. 

N 031-2007-EM, en su articulo 106, establece como una 

de las funciones de la Dirección General de Asuntos 

Ambientales Mineros (DGAAM) la relativa a 

implementar acciones en el marco del Sistema Nacional 

de Gestión Ambiental para promover el desarrollo 

sostenible de las actividades del Subsector Minería, en 

concordancia con las Políticas Nacionales Sectoriales y la 

Política Nacional del Ambiente. 

A su vez, el ROF del MEM, en el literal a. de su art. 107, 

establece que, en particular, la DGAAM tiene como una 

de sus funciones la relativa a formular, proponer y 

aprobar, cuando corresponda, programas, proyectos, 

estrategias, normas, guias y lineamientos relacionados 

con la protección del ambiente en el Subsector Minería. 

¿GUARDA CONSISTENCIA CON LA NORMATIVA 

NACIONAL? O ¿SE REQUIERE LA MODIFICACIÓN, 

DEROGACIÓN O EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY 

PARA SU IMPLEMENTACION? 

No se requiere de la modificación, derogación o emisión de 

norma con rango de Ley para su implernentación. Es 

suficiente con el desarrollo de normas reglamentarias. 

6. Cada Parte garantizará un entorno propicio para el 

trabajo de las personas, asociaciones, organizaciones o 

grupos que promuevan la protección del medio 

ambiente, proporcionándoles reconocimiento y 

protección. 

No se cuenta con norma expresa que disponga que se 

proporcionará al público información para facilitar la 

adquisición de conocimiento respecto de los derechos 

de acceso, que regule la orientación y asistencia al 

público para facilitar el ejercicio de tales derechos y 

tampoco disposiciones que busquen garantizar el 

entorno propicio para reconocer y proteger a quienes 

promueven la protección del ambiente. Se requeriría de 

un desarrollo normativo a nivel reglamentario. 
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Artículo 5 

Acceso a la información ambiental 

Accesibilidad de la información ambiental 

1. Ceda Parte deberá garantizar el derecho del público 

de acceder a la información ambiental que está en su 

poder, bajo su control o custodia, de acuerdo con el 

principio de máxima publicidad. 

2. El ejercicio del derecho de acceso a la información 

ambiental comprende: 

solicitar y recibir información de las autoridades 

competentes sin necesidad de mencionar algún interés 

especial ni justificar las razones por las cuales se solícita; 

ser informado en forma expedita sobre si la 

información solicitada obra o no en poder de la 

autoridad competente que recibe la solicitud; y 

ser informado del derecho a impugnar y recurrir la no 

entrega de información y de los requisitos para ejercer 

ese derecho. 

3. Ceda Parte facilitará el acceso a la información 

ambiental de las personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad, e sta b lecie n do procedimientos de 

atención desde la formulación de solicitudes hasta la 

entrega de la información, considerando sus condiciones 

y especificidades, con la finalidad de fomentar el acceso 

y la participación en igualdad de condiciones. 

4. Cada Parte garantizará que dichas personas o grupos 

en situación de vulnerabilidad, incluidos los pueblos 

indígenas y Grupas étnicos, reciban asistencia para 

formular sus peticiones y obtener respuesta. 

No se requiere de la modificación, derogación o emisión de 

norma con rango de Ley para su implementación. Es 

suficiente con el desarrollo de normas reglamentarias. 

El Texto Único Ordenado (TUO) de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la información Pública, 

aprobado por D.S. N 0432003-PCM, en su articulo 3, 

recoge el principio de publicidad, según el cual los 

funcionarios responsables de brindar la información 

correspondiente al área de su competencia deberán 

prever una adecuada infraestructura, así como la 

organización, sistematización y publicación de la 

información comprendida en esta Ley; siendo obligación 

del Estado entregar la información que demanden las 

personas en aplicación del principio de publicidad, salva 

las excepciones previstas en la misma Ley. A su vez, el 

Estado adopta medidas básicas que garanticen y 

promuevan la transparencia en la actuación de las 

entidades de la Administración Pública. 

No se cuenta con norma que expresamente establezca 

facilidades de acceso a información ambiental a grupos 

vulnerables en particular. Se requeriría de un desarrollo 

normativo a nivel reglamentario. 

No se cuenta con norma que expresamente regule que 

los grupos vulnerables reciban asistencia para formular 

peticiones y obtener respuesta. Se requeriría de un 

desarrollo normativo a nivel reglamentario. 

Denegación del acceso a la información ambiental 

S. Cuando la información solicitada o parte de ella no se 

entregue al solicitante por estar en el régimen de 

excepciones establecido en la legislación nacional, la 

autoridad competente deberá comunicar por escrito la 

denegación, incluyendo las disposiciones jurídicas y las 

razones que en cada caso justifiquen esta decisión, e  

En el art. 13 del Texto Único Ordenado de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 

seéala lo siguiente: 

',(. .) 
La denegatoria al acceso a la información solicitada debe 

ser debidamente fundamentada por las excepciones de 
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informar al solicitante de su derecho de impugnarla y 

recurrirla. 

En los regímenes de excepciones se tendrán en cuenta 

l as obligaciones de cada Parte en materia de derechos 

humanos. 

Cada Parte alentará la adopción de regímenes de 

excepciones que favorezcan el acceso de la información. 

los motivos de denegación deberán estar 

e5tablecidos legalmente con anterioridad y estar 

claramente definidos y reglamentados, tomando en 

cuenta el interés público, y, por lo tanto, serán de 

interpretación restrictiva. La carga de la prueba recaerá 

en la autoridad competente. 

Cuando aplique la prueba de interés público, la 

autoridad competente ponderará el interés de retener la 

información y el beneficio público resultante de hacerla 

pública, sobre la base de elementos de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad. 

Condiciones aplicables para la entrego de información 

ambiental 

los artículos 15 a 17 de dicha Ley; y el plazo por el que se 

prolongará dicho impedimento. 

La solicitud de información no implica la obligación de 

las entidades de la Administración Pública de crear o 

producir información con la que no cuente o no tenga 

obligación de contar al momento de efectuarse el 

pedido. En este caso, la entidad de la Administración 

Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria 

de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su 

poder respecto de la información solicitada. 

Esta Ley no faculta que los solicitantes exijan a las 

entidades que efectúen evaluaciones o análisis de la 

información que posean. No califica en esta limitación el 

procesamiento de datos preexístentes de acuerdo con lo 

que establezcan las normas reglamentarias, salvo que 

ello implique recolectar o generar nuevos datos. 

No se podrá negar información cuando se solicite que 

esta sea entregada en una determinada forma o medio, 

siempre que el solicitante asuma el costo que suponga el 

pedido. 

Las autoridades competentes garantizarán que la 

información ambiental se entregue en el formato 

requerido por el solicitante siempre que esté disponible. 

Si la información ambiental no estuviera disponible en 

ese formato, se entregará en el formato disponible. 

Las autoridades competentes deberán responder a 

una solicitud de información ambiental con la máxima 

celeridad posible, en un plazo no superior a 30 días 

hábiles contados a partir de la fecha de recepción de la 

misma, o en un plazo menor si así lo previera 

expresamente la normativa interna. 

Cuando, en circunstancias excepcionales y de 

conformidad con la legislación nacional, la autoridad 

competente necesite más tiempo para responder a la 

solicitud, deberá notificar al solicitante por escrito de la 

justificación de la extensión antes del vencimiento del  

Cuando una entidad de la Administración Pública no 

localiza información que está obligada a poseer o 

custodiar, deberá acreditar que ha agotado las acciones 

necesarias para obtenerla a fin brindar una respuesta al 

solicitante. 

Si el requerimiento de información no hubiere sido 

satisfecho, la respuesta hubiere sido ambigua o no se 

hubieren cumplido las exigencias precedentes, se 

considerará que existió negativa en brindaría." 

En cuanto al formato, el TUO de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, en su art. 10, señala 

que las entidades de la Administración Pública tienen la 

obligación de proveer la información requerida en 

cualouier otro formato, siemore que haya sido creada u 
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plazo establecido en el párrafo 12 de¡ presente artículo. 

Dicha extensión no deberá exceder de diez días hábiles. 

En caso de que la autoridad competente no 

responda en los plazos establecidos en los párrafos 12 y 

13 de[ presente artículo, se aplicará lo dispuesto en el 

párrafo 2 de[ artículo S. 

Cuando la autoridad competente que recibe la 

solicitud no posea la información requerida, deberá 

comumcarlo al solicitante con la máxima celeridad 

posible, incluyendo, en caso de poderlo determinar, a 

autoridad que pudiera tener dicha información. La 

solicitud deberá ser remitida a la autoridad que posea la 

información solicitada, y el solicitante deberá ser 

informado de ello. 

Cuando la información solicitada no exista o no haya 

sido aún generada, se deberá informar fundadamente 

de esta situación al solicitante en los plazos previstos en 

los párrafos 12 y  13 del presente artículo. 

La información ambiental deberá entregarse sin 

costo, siempre y cuando no se requiera su reproducción 

o envio. Los costos de reproducción y envío se aplicarán 

de acuerdo con los procedimientos establecidos por la 

autoridad competente. 

Estos costos deberán ser razonables y darse a conocer 

por anticipado, y su pago podrá exceptuarse en el caso 

que se considere que el solicitante se encuentra en 

situación de vulnerabilidad o en circunstancias 

especiales que justifiquen dicha exención.  

obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o 

bajo su control. 

En cuanto al plazo para la atención de solicitudes de 

acceso a información, el TUO de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la información Pública, en los literales b) y g) 

de su art. 11, señala que éste es un plazo no mayor de 

diez (10) días hábiles; sin perjuicio de que 

excepcionalmente cuando sea materialmente imposible 

cumplir con el plazo, por única vez, la entidad 

comunicará la fecha en la que proporcionará la 

información solicitada en un plazo máximo de 2 días 

hábiles de recibido el pedido de información. 

En cuanto a los costos, el TUO de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la información Pública, en su artículo 20, 

señala que el solicitante que requiera la información 

deberá abonar solamente el importe correspondiente a 

los costos de reproducción de la información requerida. 

El monto de la tasa debe figurar en el Texto Único de 

Procedimientos Administrativos (TUPA) de cada entidad 

de la Administración Pública, agregando que cualquier 

costo adicional se entenderá como una restricción al 

ejercicio de¡ derecho regulado por esta Ley, aplicándose 

las sanciones correspondientes. 

Mecanismos de revisión independientes 

18. Cada Parte establecerá o designará uno o más 

órganos o instituciones imparciales y con autonomia e 

independencia, con el objeto de promover la 

transparencia en el acceso a la información ambiental, 

fiscalizar el cumplimiento de las normas, así como 

vigilar, evaluar y garantizar el derecho de acceso a la 

información. Cada Parte podrá incluir o fortalecer, según 

corresponda, las potestades sancionatorias de los 

órganos o instituciones mencionados en el marco de sus  

Por Decreto Legislativo N 1353, se creó la Autoridad 

Nacional de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, estableciéndose en su art. 3 que el Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos (MINJUS) a través de la 

Dirección Nacional de Transparencia y Acceso a 

información Pública constituye dicha autoridad. 

Según se encuentra señalado en el art. 4 del referido 

Decreto Legislativo, la Autoridad Nacional de 

Transparencia y Acceso a la información Pública tiene las 

siguientes funciones en materia de transparencia y 

r 
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competencias. acceso a la información pública: 

Proponer politices en materia de transparencia y 

acceso a la información pública. 

Emitir directivas y lineamientos que sean necesarios 

para el cumplimiento de las normas en el ámbito de 

su competencia. 

Supervisar el cumplimiento de las normas en 

materia de transparencia y acceso a la información 

pública 

Absolver las consultas que las entidades o las 

personas jurídicas o naturales le formulen respecto 

de la aplicación de normas de transparencia y 

acceso a información pública. 

S. Fomentar la cultura de transparencia y acceso a la 

información pública. 

Solicitar, dentro de¡ ámbito de su competencia, la 

información que considere necesaria a las entidades, 

las cuales están en la obligación de proveerla, salvo 

las excepciones previstas en la Ley de Transparencia 

y Acceso a la información Pública. 

Elaborar y presentar al Congreso de la República el 

informe anual sobre los pedidos de acceso a la 

información pública. 

Supervisar el cumplimiento de la actualización del 

Portal de Transparencia. 

Otras que se establezcan en las normas 

reglamentarias. 

Asimismo, el artículo 6 de¡ Decreto Legislativo N 1353 

establece que el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del MINJUS constituye la última 

instancia administrativa en materia de transparencia y 

derecho al acceso a la información pública a nivel 

nacional, y como tal es competente para resolver las 

controversias que se susciten en dichas materias. 
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Artículo 6 

Generación y divulgación de información ambiental 

Cada Parte garantizará, en la medida de los recursos 

disponibles, que las autoridades competentes generen, 

recopilen, pongan a disposición del público y difundan la 

información ambiental relevante para sus funciones de 

manera sistemática, proactiva, oportuna, regular, 

accesible y comprensible, y que actualicen 

periódicamente esta información y alienten la 

desagregación y descentralización de la información 

ambiental a nivel subnacional y local. Cada Parte deberá 

fortalecer la coordinación entre las diferentes 

autoridades del Estado. 

Las autoridades competentes procurarán, en la 

rTledida de lo posible, que la información ambiental sea 

reutilizable, procesable y esté disponible en formatos 

accesibles, y que no existan restricciones para su 

reproducción o uso, de conformidad con la legislación 

racional. 

Cada Parte garantizará, en caso de amenaza 

inminente a la salud pública o al medio ambiente, que la 

autoridad competente que corresponda divulgará de 

forma inmediata y por los medios más efectivos toda la 

información relevante que se encuentre en su poder y 

que permita al público tomar medidas para prevenir o 

limitar eventuales daños. Cada Parte deberá desarrollar 

e implementar un sistema de alerte temprana utilizando 

los mecanismos disponibles. 

Con el objeto de facilitar que las personas o grupos en 

situación de vulnerabilidad accedan a la información que 

particularmente les afecte, cada Parte procurará, 

cuando corresponda, que las autoridades competentes 

divulguen la información ambiental en los diversos 

idiomas usados en el país, y elaboren formatos 

alternativos comprensibles para dichos grLipos, por 

medio de canales de comunicación adecuados. 

El TUO de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública recoge en su artículo 3 el principio 

de publicidad, según el cual los funcionarios 

responsables de brindar la información correspondiente 

al área de su competencia deberán prever una adecuada 

infraestructura, así como la orga nización, 

sistematización y publicación de la información 

comprendida en esta Ley; siendo obligación del Estado 

entregar la información que demanden las personas en 

aplicación del principio de publicidad, salvo las 

excepciones previstas en la misma Ley. Agrega además 

que el Estado adopta medidas básicas que garanticen y 

promuevan la transparencia en la actuación de las 

entidades de la Administración Pública. 

No se cuenta con norma que expresamente regule las 

acciones a adoptar para divulgar información relevante 

que permita al público tomar medidas para prevenir o 

limitar eventuales daños, a través de un sistema de 

alerta temprana, aplicable a los casos de amenaza 

inminente a la salud pública o al medio ambiente. Se 

requeriría de un desarrollo normativo a nivel 

reglamentario. 

En el articulo 10 del Reglamento de Participación 

Ciudadana en el Subsector Minero, aprobado por 

Decreto Supremo N 0232008-EM, se encuentra 

establecido que, en atención a las características 

particulares de la población involucrada, la autoridad 

competente podrá disponer que los mecanismos de 

participación ciudadana se desarrollen en la lengua 

mayoritariamente usada y comprendida por la población 

del área de influencia del proyecto minero. 

Cabe señalar que en el art. 13 del TUO de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la información Pública se 

encuentra establecido que no es exigible la generación de 

información por parte de las autoridades competentes. Sin 

embargo, en el Acuerdo de Escazú se está señalando que 

las Partes garantizarán que las autoridades competentes 

generen información ambiental relevante para sus 

funciones de manera sistemática, proactiva, oportuna, 

regular, accesible y comprensible, y que actualicen 

periódicamente esta información. Este podria ser un 

aspecto que pudiera significar la necesidad de modificar 

una norma con rango de ley, como es la Ley de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En todo 

caso, este análisis corresponderá ser realizado por el 

Ministerio de Justicia, como autoridad competente en la 

materia. 

/1 
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9. Cada Parte promoverá el acceso a la información 

ambiental contenida en las concesiones, contratos, 

convenios o autorizaciones que se hayan otorgado y que 

involucren el uso de bienes, servicios o recursos 

públicos, de acuerdo con la legislación nacional. 

Cada Parte establecerá y actualizará periódicamente 

sus sistemas de archivo y gestión documental en materia 

ambiental de conformidad con su normativa aplicable, 

procurando en todo momento que dicha gestión facilite 

el acceso a la información. 

Cada Parte adoptará las medidas necesarias, a través 

de marcos legales y administrativos, entre otros, para 

promover el acceso a la información ambiental que esté 

en manos de entidades privadas, en particular la relativa 

a sus operaciones y los posibles riesgos y efectos en la 

salud humana y el medio ambiente.  

No se cuenta con norma que expresamente regule el 

acceso a la información ambiental contenida en las 

concesiones, contratos, convenios o autorizaciones 

otorgados. Se requeriría de un desarrollo normativo a 

nivel reglamentario. 

Mediante Resolución Ministerial N' 270-2011-MEM-DM 

se aprobó el Sistema de Evaluación Ambiental en Línea - 

SEAL, a cargo de la Dirección General de Asuntos 

Ambientales Mineros de¡ Ministerio de Energia y Minas, 

a efecto de uniformizar los procedimientos de 

evaluación y certificación ambiental a través de la 

presentación vía internet de los Instrumentos de Gestión 

Ambiental aplicables a la mediana y gran minería. El 

SEAL, el cual se actualiza constantemente y es de acceso 

público, cumple también la función de un sistema de 

archivo y gestión documental en materia ambiental que 

facilita el acceso a la información ambiental en minería. 

No se cuenta con norma que promueva el acceso a 

información ambiental en manos de entidades privadas 

en lo relacionado a sus operaciones y posibles riesgos y 

efectos en la salud humana y el ambiente. 

En el art. 29 de la Ley Marco de¡ Sistema Nacional de 

Gestión Ambiental, Ley N23245, que regula el Sistema 

Nacional de información Ambiental se ha establecido que 

su ámbito de aplicación comprende a instituciones públicas 

tanto de nivel nacional, regional y local. 

Incluso, en la definición de información ambiental, 

contenida en el art. 31 de la referida ley, se ha señalado 

que se considera información ambiental, cualquier 

información escrita, visual o en forma de base de datos, de 

que dispongan las autoridades en materia de agua, aire, 

suelo, flora, fauna y recursos naturales en general, así 

como sobre las actividades o medidas que les afectan o 

puedan afectarlos; siendo que así mismo, el art. 32 

establece las obligaciones de las entidades de la 

administración pública en materia de información 

ambiental. 
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En el Reglamento de la Ley Marco del Sistema Nacional de 

Gestión Ambiental, aprobado por D.S. N° 008-2005PCM, 

se señala que las instituciones generadoras de 

información, de nivel nacional, regional y local, están 

obligadas a brindar información ambiental (art. 68). 

Por tanto, si se interpretare que el Acuerdo de Escazú 

estaría ampliando el ámbito del propio concepto de 

información ambiental para extenderlo también a aquélla 

en manos de entidades privadas, correspondería que se 

modifique la normativa con rango de Ley sobre la materia. 

Sin embargo, también podríamos entender que el acceso a 

dicha información es de naturaleza voluntaria o 

promocional con lo cual no se requeriría modificar normas 

con rango de Ley. 

Más allá del ámbito de la normativa ambiental en materia 

de acceso a información, cabe indicar que el desarrollo 

normativo en esta materia deviene del derecho 

fundamental recogido en la Constitución Politice que 

establece en el inciso 5 del Artículo 2, el derecho de toda 

persona "A solicitar sin expresión de causa la información 

que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en 

el plaza legal, con el costo que suponga el pedida. Se 

exceptúan las informaciones que afectan la intimidad 

personal y las que expresamente se excluyan por ley o por 

razones de seguridad nacional'. Con lo cual, queda 

establecido que la normativa sobre acceso a información 

deberia quedar enmarcada en el ámbito de la información 

en manos del Estado, que es información pública mas no 

así comprender información ambiental en manos de 

entidades privadas. Por esta razón, entendemos que la 

forma de interpretar el acceso a esta clase de información 

debería ser la regulación en esta materia desde un enfoque 

promocional o voluntario, mas no así de naturaleza 

mandatoria, con lo cual no se considera necesario que se 

debe realizar una modificación de norma alguna para 

incluir el desarrollo de este tema. 
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13. Cada Parte incentivará, de acuerdo con sus 

capacidades, la elaboración de informes de 

sostenibilidad de empresas públicas y privadas, en 

particular de grandes empresas, que reflejen su 

desempeño social y ambiental. 

El Reglamento de Protección y Gestión Ambiental para 

las Actividades de Explotación, Beneficio, Labor General, 

Transporte y Almacenamiento Minero, aprobado por 

Decreto Supremo N 040-2014-EM, establece en su 

artículo 148, que los titulares de la actividad minera, 

deberán presentar anualmente hasta el último día hábil 

del mes de septiembre, un reporte de sostenibilidad 

ambiental, que contenga información del desempeño 

social y ambiental de su actividad en el ejercicio 

anterior, conforme a las pautas probadas por la 

autoridad ambiental competente. Este reporte debe ser 

presentado ante el Ministerio de Energía y Minas y el 

OEFA, en formato físico y digital. Dicho reporte de 

sostenibilidad estará a disposición del público en general 

y será publicado en la página web del Ministerio de 

Energía y Minas y del OEEA. 

Artículo 7 No se requiere de la modificación, derogación o emisión de 

Participación pública en los procesos de toma de norma con rango de Ley para su implementación. Es 

decisiones ambientales suficiente con el desarrollo de normas reglamentarias. 

Cada Parte deberá asegurar el derecho de 

participación del público y, para ello, se compromete a 

implementar una participación abierta e inclusiva en los 

procesos de toma de decisiones ambientales, sobre la 

base de los marcos normativos interno e internacional. 

Cada Parte garantizará mecanismos de participación 

del público en los procesos de toma de decisiones, 

revisiones, reexaminaciones o actualizaciones relativos a 

proyectos y actividades, así como en otros procesos de 

autorizaciones ambientales que tengan o puedan tener 

un impacto significativo sobre el medio ambiente, 

incluyendo cuando puedan afectar la salud. 

Cada Parte promoverá la participación del público en 

procesos de toma de decisiones, revisiones, 

reexaminaciones o actualizaciones distintos a los 

mencionados en el párrafo 2 del presente articulo,  

En la Ley General del Ambiente, Ley 28611, se recoge en 

el Título Preliminar el derecho a la participación en la 

gestión ambiental donde se establece que toda persona 

tiene el derecho a participar responsablemente en los 

procesos de toma de decisiones, así como en la 

definición y aplicación de las políticas y medidas 

relativas al ambiente y sus componentes, que se 

adopten en cada uno de los niveles de gobierno. El 

Estado concerta con la sociedad civil las decisiones y 

acciones de la gestión ambiental (Artículo III). 

El Reglamento de Participación Ciudadana en el 

Subsector Minero, aprobado por Decreto Supremo N 

028-2008-EM, norma la participación responsable de 

toda persona natural o juridica, en forma individual o 

colectiva, en los procesos de definición, aplicación de 

medidas, acciones o toma de decisiones de la autoridad 

competente, relativas al aprovechamiento sostenible de 
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relativos a asuntos ambientales de interés público, tales 

como el ordenamiento del territorio y la elaboración de 

políticas, estrategias, planes, programas, normas y 

reglamentos, que tengan o puedan tener un significativo 

impacto sobre el medio ambiente. 

los recursos minerales en el territorio nacional. Cabe 

precisar que, conforme se encuentra señalado en el art. 

1 del citado Reglamento, éste no regula los 

procedimientos de participación ciudadana que resulten 

necesarios para la asignación de usos del territorio, el 

cual se rige por el marco normativo correspondiente al 

ordenamiento territorial a través de la zonificación 

ecológica económica. 

4. Cada Parte adoptará medidas para asegurar que la 

participación del público sea posible desde etapas 

iniciales del proceso de toma de decisiones, de manera 

que las observaciones del público sean debidamente 

consideradas y contribuyan en dichos procesos. A tal 

efecto, cada Parte proporcionará al público, de manera 

clara, oportuna y comprensible, la información necesaria 

para hacer efectivo su derecho a participar en el proceso 

de toma de decisiones. 

S. El procedimiento de participación pública 

contemplará plazos razonables que dejen tiempo 

suficiente para informar al público y para que este 

participe en forma efectiva. 

6. El público será informado de forma efectiva, 

comprensible y oportuna, a través de medios 

apropiados, que pueden incluir los medios escritos, 

electrónicos u orales, así como los métodos 

tradicionales, como mínimo sobre: 

el tipo o naturaleza de la decisión ambiental de que se 

trate y,  cuando corresponda, en lenguaje no técnico; 

la autoridad responsable del proceso de toma de 

decisiones y otras autoridades e instituciones 

involucradas; 

el procedimiento previsto para la participación del 

público, incluida la fecha de comienzo y de finalización 

de este, los mecanismos previstos para dicha 

participación, y, cuando corresponda, los lugares y 

fechas de consulta o audiencia pública; y 

las autoridades públicas involucradas a las que se les 

pueda requerir mayor información sobre la decisión 

ambiental de que se trate, y los procedimientos para  

También se cuenta con las normas que regulan el 

Proceso de Participación Ciudadana en el Subsector 

Minero, aprobadas por Resolución Ministerial N 304-

2008-M EM-DM. 

Principales disposiciones del D.S. N" 028-2008-EM 

La participación ciudadana es un proceso público, 

dinámico y flexible que, a través de la aplicación de 

variados mecanismos, tiene por finalidad poner a 

disposición de la población involucrada información 

oportuna y adecuada respecto de las actividades 

mineras proyectadas o en ejecución; promover el 

diálogo y la construcción de consensos; y conocer y 

canalizar las opiniones, posiciones, puntas de vista, 

observaciones o aportes respecto de las actividades 

mineras para la toma de decisiones de la autoridad 

competente en los procedimientos administrativos a 

su cargo. Corresponde al Estado garantizar el 

derecho a la participación ciudadana en el sub 

sector minero a través de la correcta aplicación del 

presente Reglamento (art. 3). 

La autoridad competente, los titulares mineros y las 

poblaciones involucradas en un proceso de 

participación ciudadana referido a la actividad 

minera, deberán observar en todas sus actuaciones 

los siguientes derechos y principios: derecho a la 

participación, derecho al acceso a la información, 

principio de respeto a la diversidad cultural, 

principio de no discriminación, principio de vigilancia 

ciudadana y principio del diálogo continuo (art. 5). 
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solicitar la información. 

7. El derecho del público a participar en los procesos de Los mecanismos de participación ciudadana que 

toma de decisiones ambientales incluirá la oportunidad podrán emplearse son: facilitar el acceso de la 

de presentar observaciones por medios apropiados y población a los resúmenes ejecutivos y al contenido 

disponibles, conforme a las circunstancias de¡ proceso. de los Estudios Ambientales; publicidad de avisos de 

Antes de la adopción de la decisión, la autoridad pública participación ciudadana en medios escritos y/o 

que corresponda tomará debidamente en cuenta el radiales; realización de encuestas, entrevistas o 

resultado de¡ proceso de participación. grupos focales; distribución de materiales 

informativos; visitas guiadas al área o a las 

instalaciones de[ proyecto; difusión de información a 

través de equipo de facilitadores; talleres 

participativos; audiencias públicas; presentación de 

aportes, comentarios u observaciones ante la 

autoridad competente; establecimiento de oficina 

de información permanente; monitoreo y vigilancia 

ambiental participativo; uso de medios 

tradicionales; mesas de diálogo y otros que la 

autoridad nacional competente determine mediante 

resolución ministerial a efectos de garantizar una 

adecuada participación ciudadana (art. 6). 

- De acuerdo a las características particulares de la 

población involucrada, la autoridad competente 

podrá disponer o el titular minero propondrá la 

participación de intérpretes durante el desarrollo de 

los mecanismos de participación ciudadana, a fin de 

facilitar el entendimiento y diálogo en el proceso de 

participación. Asimismo, en atención a las 

características particulares de la población 

involucrada, la autoridad competente podrá 

disponer que los mecanismos de participación 

ciudadana se desarrollen en la lengua 

mayoritariamente usada y comprendida por la 

población de¡ área de influencia del proyecto minero 

(art. 10) 

Principales disposiciones de la R.M. N 304-2008-MEM- 

DM 

- Esta Resolución Ministerial desarrolla los 



Cada Parte velará por que, una vez adoptada la 

decisión, el público sea oportunamente informado de 

ella y de los motivos y fundamentos que la sustentan, así 

como del modo en que se tuvieron en cuenta sus 

observaciones. La decisión y sus antecedentes serán 

públicos y accesibles. 

La difusión de las decisiones que resultan de las 

evaluaciones de impacto ambiental y de otros procesos 

de toma de decisiones ambientales que involucran la 

participación pública deberá realizarse a través de 

medios apropiados, que podrán incluir los medios 

escritos, electrónicos u orales, así como los métodos 

tradicionales, de forma efectiva y rápida. La información 

difundida deberá incluir el procedimiento previsto que 

permita al público ejercer las acciones administrativas y 

judiciales pertinentes. 

Cada Parte establecerá las condiciones propicias 

para que la participación pública en procesos de toma 

de decisiones ambientales se adecúe a las características 

sociales, económicas, culturales, geográficas y de género 

de[ público. 

Cuando el público directamente afectado hable 

mayoritariamente idiomas distintos a los oficiales, la 

autoridad pública velará por que se facilite su 

comprensión y participación. 

14. Las autoridades públicas realizarán esfuerzos para 

identificar y apoyar a personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad para involucrarlos de manera activa, 

oportuna y efectiva en los mecanismos de participación. 

Para estos efectos, se considerarán los medios y 

formatos adecuados, a fin de eliminar las barreras a la 

participación. ( ... ) 

mecanismos de participación ciudadana a que se 

refiere el Reglamento de Participación Ciudadana en 

el Subsector Minero, así como las actividades, plazos 

y criterios específicos, para el desarrollo de los 

procesos de participación en cada una de las etapas 

de la actividad minera (art. 1). 

No se cuenta con norma que expresamente regule la 

difusión de las decisiones que resultan de las 

evaluaciones de impacto ambiental y de otros procesos 

de toma de decisiones ambientales que involucran la 

participación pública. Se requeriría de un desarrollo 

normativo a nivel reglamentario. 

No se cuenta con norma que expresamente regule que 

las autoridades públicas realizarán esfuerzos para 

identificar y apoyar a personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad para involucrarlos de manera activa, 

oportuna y efectiva en los mecanismos de participación;. 

Se requeriría de un desarrollo normativo a nivel 

reglamentario. 
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Si guarda consistencia con la normativa nacional. Artículo 8 

Acceso a la justicia en asuntos ambientales 

Cada Parte garantizará el derecho a acceder a la 

justicia en asuntos ambientales de acuerdo con las 

garantías del debido proceso. 

Cada Parte asegurará, en el marco de su legislación 

nacional, el acceso a instancias judiciales y 

administrativas para impugnar y recurrir, en cuanto al 

fondo y el procedimiento: 

cualquier decisión, acción u omisión relacionada con 

el acceso a la información ambiental; 

cualquier decisión, acción u omisión relacionada con 

la participación pública en procesos de toma de 

decisiones ambientales; y 

cualquier otra decisión, acción u omisión que afecte o 

pueda afectar de manera adversa al medio ambiente o 

contravenir normas juridicas relacionadas con el medio 

ambiente. 

El numeral 3 del art. 139 de la Constitución Política del 

Perú regula como principio y derecho de la función 

jurisdiccional, la observancia del debido proceso y la 

tutela jurisdiccional. Al respecto, debe tenerse presente 

que el Tribunal Constitucional sostiene que el derecho 

de acceso a la justicia es un componente esencial del 

derecho a la tutele jurisdiccional reconocido en el 

numeral 3 del art. 139 de la Constitución. Dicho derecho 

no ha sido expresamente enunciado en Constitución, 

pero ello no significa que carezca del mismo rango, pues 

se trata de un contenido implícito de un derecho 

expreso. 

Por su parte, la Ley General del Ambiente consagre la 

legitimación activa para obrar extraordinaria amplia, 

estableciendo que toda persona tiene el derecho a una 

acción rápida, sencilla y efectiva ante las entidades 

administrativas y jurisdiccionales, en defensa del 

ambiente y sus componentes, velando por la debida 

protección de la salud de las personas en forma 

individual y colectiva, la conservación de la diversidad 

biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales, así como la conservación del patrimonio 

cultural vinculado a aquellos. 

El Código Procesal Constitucional, en el numeral 23 de 

su art. 37, establece que el amparo procede en defensa 

del derecho de gozar de un ambiente equilibrado y 

adecuado al desarrollo de la vida. 

El Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, aprobado por D.S. N 006-2017-

JUS-EM, en su art. 215, dispone que frente a un acto 

administrativo que se supone viola, desconoce o lesiona 

un derecho o interés_legitimo, procede su contradicción 
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Artículo 9 

Defensores de los derechos humanos en asuntos 

ambientales 

1.. Cada Parte garantizará un entorno seguro y propicio 

en el que las personas, grupos y organizaciones que 

promueven y defienden los derechos humanos en 

asuntos ambientales puedan actuar sin amenazas, 

restricciones e inseguridad. 

Cada Parte tomará las medidas adecuadas y efectivas 

para reconocer, proteger y promover todos los derechos 

de los defensores de los derechos humanos en asuntos 

ambientales, incluidos su derecho a la vida, integridad 

personal, libertad de opinión y expresión, derecho de 

reunión y asociación pacíficas y derecho a circular 

libremente, así como su capacidad para ejercer los 

derechos de acceso, teniendo en cuenta las obligaciones 

internacionales de dicha Parte en el ámbito de los 

derechos humanos, sus principios constitucionales y los 

elementos básicos de su sistema jurídico. 

Cada Parte tomará medidas apropiadas, efectivas y 

oportunas para prevenir, investigar y sancionar ataques,  

en la vía administrativa mediante los recursos 

administrativos correspondientes. 

Complementariamente, señala, en su art. 226, que los 

actos administrativos que agotan la via administrativa 

podrán ser impugnados ante el Poder Judicial mediante 

el proceso contencioso-administrativo. 

Por su parte, el Ministerio de Energía y Minas cuenta 

con una Directiva para la Atención de Solicitudes de 

Acceso a la Información Pública aprobada mediante 

Resolución Secretarial N 054-2018-MEM/SEG del 16 de 

agosto de 2018 que establece las disposiciones que 

permitan a los órganos y unidades orgánicas de¡ 

Ministerio atender las solicitudes de acceso a 

información pública que posee el Ministerio. En esta 

normativa interna se establecen las reglas aplicables 

para impugnar la denegatoria de solicitudes de acceso a 

información pública (arts 5.22 y 5.23). 

Esta materia se encuentra recogida en el Plan Nacional 

de Derechos Humanos 2018-2021 aprobado mediante 

D.S.002-2018-JUS, como parte del Lineamiento 

Estratégico N3: Diseño y ejecución de políticas a favor 

de los grupos de especial protección. Se ha establecido 

como acción estratégica, el fomentar mecanismos para 

garantizar el ejercicio seguro de la labor pacífica y no 

violenta, retribuida o gratuita, de defensores y 

defensoras de derechos humanos en todo el territorio 

nacional. Se han señalado como responsables de esta 

acción estratégica al MINJUS, MININTER y MINEM. Se 

espera que para el 2019 se cuente con un registro de 

situaciones de riesgo de estos defensores, y que para el 

2021, se cuente con un mecanismo implementado. Así 

mismo, el MINJUS ha emitido la Resolución 

Viceministerial N'00011-2018-MINJUSDH-VMDHAJ que 

dispone la conformación de un grupo multisectorial 

sobre el tema y el mandato para la elaboración de un 

Protocolo para garantizar la protección de los derechos 

Si guarda consistencia con la normativa nacional. 
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[menazas o intimidaciones que los defensores de los de estos defensores. 

derechos humanos en asuntos ambientales puedan 
- 

sufrir en el ejercicio de los derechos contemplados en el 

presente Acuerdo. 
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De : José Antonio Vera Torrejón 
Director (e) de Gestión Ambiental de Hidrocarburos 

Asunto : Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú) 

Referencia Oficio RE (DMA) N° 2-13-A/88 (Registro N° 2855652) 

Fecha : San Borja, 
- 4 OrT.  21 

Me dirijo a usted en atención a los documentos de la referencia a fin de informarle lo siguiente 

ANTEC EDENTES 

El 4 de marzo del 2018 se adoptó el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 
Caribe, "Acuerdo de Escazú", en adelante, el Acuerdo. 

El 27 de setiembre del 2018, la Ministra del Ambiente, en representación del Estado Peruano, 
suscribió el Acuerdo. 

Mediante Oficio RE (DMA) N° 2-13-A/88 con Registro N° 2855652, el Director General para 
Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores solicitó un informe 
técnico-legal donde se detalle: a) Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de 
competencia del Sector, b) Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional 
para sumir los gastos de la implementación del Acuerdo; y c) Presentación de la conveniencia a 
los intereses nacionales de ser Parte del Acuerdo. 

II. ANÁLISIS 

• Sobre los aspectos de Competencia del Sector Hidrocarburos en el Acuerdo de Escazú 

El literal a)1  del artículo 87-D del Reglamento de Organización y Funciones (ROF) del Ministerio 
de Energía y Minas (MINEM), aprobado por Decreto Supremo N° 031-2007-EM y sus 
modificatorias, señala que la Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
(DGAAH) es la encargada de formular, proponer y aprobar, cuando corresponda; programas, 
proyectos, estrategias, normas, guías y lineamientos relacionados con la protección del 
ambiente y la evaluación de instrumentos de gestión ambiental en el Subsector Hidrocarburos, 
en concordancia con las Políticas Nacionales Sectoriales y la Política Nacional del Ambiente. 

Asimismo, la DGAAH tiene la función de conducir yio coordinar con otras autoridades, los 
mecanismos de participación ciudadana, en el marco de los procedimientos de evaluación de 
los estudios ambientales, en cumplimiento de la normativa vigente. Adicionalmente, evalúa el 

Decreto Supremo N" 031-2007-MINEM - Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Energia y 
Minas, modificado por el Decreto Supremo N 021-2018-EM. 
"Articulo 87-13.- Funciones de la Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
La Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos tiene las siguientes funciones: 
a. Formular y proponer, cuando corresponda, las normas, guias y lineamientos relacionados con la protección del medio 
ambiente y evaluación de instrumentos de gestión ambiental en el Subsector Hidrocarburos; 
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cumplimiento del Plan de Participación Ciudadana y otros mecanismos vinculados a la 
participación ciudadana, en el marco del proceso de evaluación de los estudios ambientales2. 

En esta línea, se han identificado diversas disposiciones en el Acuerdo que podrían tener 
incidencia en el Subsector Hidrocarburos, por lo que, en algunos casos, se requerirá del 
desarrollo normativo respectivo. Este análisis ha sido desarrollado en el cuadro que se adjunta3  
al presente Informe. 

. Sobre la provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para 
asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú 

Sobre los recursos necesarios en el presupuesto del Ministerio de Energía y Minas para 
implementar adecuadamente el Acuerdo, se debe señalar que conforme se vayan adoptando y 
desarrollando las regulaciones requeridas para su implementación, se proveerán de los 
recursos necesarios a los órganos de línea respectivos. 

. Sobre la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del Acuerdo a partir de las 
políticas sectoriales 

Sobre la conveniencia de ser Parte del Acuerdo de Escazú, debemos señalar que sí es 
conveniente a los intereses nacionales, en la medida que promueve los derechos de acceso a 
la información ambiental y participación pública en los procesos de toma de decisiones 
ambientales. 

En esta línea, nuestro sector cuenta con una Política Energética Nacional 2010-2040, la cual 
fue aprobada mediante Decreto Supremo N° 064-2010-EM que establece lineamientos a fin de 
lograr un sistema energético que satisfaga la demanda nacional de energía de manera 
confiable, regular, continua y eficiente, que promueva el desarrollo sostenible. 

Al respecto, uno de los objetivos de la política es el referido a desarrollar un sector energético 
con mínimo impacto ambiental y bajas emisiones de carbono en un marco de Desarrollo 
Sostenible. Para ello, establece como lineamientos de política el referido a alcanzar una 
normativa ambiental con requerimientos compatibles con la Política Nacional del Ambiente y los 
estándares internacionales, así como promover relaciones armoniosas entre el Estado, las 
comunidades y empresas del sector energía. El Acuerdo permite la implementación de esta 
Política sectorial al establecer reglas aplicables para fortalecer la participación ciudadana en 
materia ambiental. 

Sin perjuicio de lo indicado, consideramos necesario señalar lo siguiente: 

Respecto del ítem 18 del Artículo 5° del Acuerdo, el cual señala que cada Parte 
establecerá o designará uno o más órganos o instituciones imparciales y con autonomía 
e independencia, con el objeto de promover la transparencia en el acceso a la 
información ambiental, así como fiscalizar el cumplimiento de esta normativa, a nivel 
nacional, con la creación de la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública el país ha cumplido con el antes indicado compromiso. 

Decreto Supremo N° 031-2007.MINEM - Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas, modificado por el Decreto Supremo N° 021-2018-EM. 
"Artículo 87-D.- Funciones de la Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
La Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos tiene las siguientes funciones 

e. Evaluar el cumplimiento del Plan de Participación ciudadana y otros mecanismos vinculados a la participación 
ciudadana, en el marco del proceso de evaluación de los estudios ambientales, de acuerdo a la normativa vigente; 
t. conducir y/o coordinar con otras autoridades, los mecanismos de participación ciudadana, en el marco de los 
procedimientos de evaluación de los estudios ambientales, en cumplimiento de la normativa vigente; 
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Respecto del Artículo 6°, el cual refiere a que las Partes garantizarán que las autoridades 
competentes generarán información ambiental, así corno que se promoverá el acceso a 
información ambiental en manos de entidades privadas, relativas a sus operaciones y 
posibles riesgos en la salud y el ambiente; debe tomarse en consideración que la 
Constitución Política establece en el inciso 5 del Artículo 2, el derecho de toda persona 
'A solicitar sin expresión de causa la información que reqLliera y a recibirla de cualquier 
entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las 
informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por 
ley o por razones de seguridad nacional'. 

Por tanto, queda establecido que la información que el Estado debe proveer es 
información existente, con lo cual no es viable establecer a las entidades públicas la 
obligación de generar información. A su vez, la normativa sobre acceso a información 
debería quedar enmarcada en el ámbito de la información en manos del Estado, que es 
información pública más no así comprender información ambiental en manos de 
entidades privadas. 

Ello también está expresamente señalado en el Texto Unico Ordenado de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 043-2003-PCM (en adelante, TUO Ley de Transparencia). 

Por otro lado, respecto, del Artículo 7°, sobre el compromiso de implementar una participación 
del público en los procesos de toma de decisiones sobre la base de los marcos normativos 
interno e internacional y el respeto de los derechos de los pueblos indígenas y comunidades 
locales, a la fecha se viene trabajando en un nuevo Reglamento de Participación Ciudadana 
para la Realización de Actividades de Hidrocarburos que desarrollará los mecanismos 
necesarios a fin de lograr una adecuada participación de la ciudadanía en las diferentes etapas 
de los proyectos de hidrocarburos. Asimismo, este proyecto de Reglamento incluye un enfoque 
intercultural, a fin de garantizar que la participación de los pueblos indígenas sea adecuada e 
idónea. 

Cabe señalar que este proyecto es el resultado de años de experiencia en la implementación 
de participación ciudadana en el país, por lo que se espera que el estándar de participación 
ciudadana en las actividades de hidrocarburos se incremente y se logre así un verdadero 
diálogo entre el Estado, la ciudadanía y las empresas. 

III. CONCLUSIONES 

La adopción del Acuerdo es conveniente para los intereses nacionales en la medida que 
promueve los derechos de acceso a la información ambiental y participación pública en los 
procesos de toma de decisiones ambientales. 

Sin embargo, si es necesario observar aquellas disposiciones que pueden contravenir la 
Constitución Política del Perú yio otras normas de menor jerarquía, a fin de que su 
implementación sea viable. 
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IV. RECOMENDACIONES 

- Remitir el presente Informe a la Directora General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
para SLI conocimiento y fines pertinentes. 

- Remitir el presente Informe a la Oficina General de Asesoría Jurídica. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

',n,j 
José Anto

r~ir, 

era Torrejón 
Director (e) d,wcción de Gestión 

Ambier6tal de Hidrocarburos 

Visto el Informe N°  03  -2018-MEM/DGAA1-1/DGA1-1 precedente, se otorga la conformidad del 
mismo, debiéndose remitir a la Oficina General de Asesoría Jurídica, para el trámite 
correspondiente. 

/ Martha Inés Aldana Durán 

Directora General de 
Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
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Anexo 1 

ASPECTOS DE COMPETENCIA DEL SUB SECTOR RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL 
REQUIERE MODIFICACION, DEROGACIÓÑO 

EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEV PARA SU 
HIDROCARBUROS IMPLEMENTACIÓN? 

ArticuIo4 El ROF del MINEM (aprobado mediante D.S.021-2018-EM) establece 
Disposiciones generales  como una de las funciones de la Dirección General de Asuntos 

Cada Parte adoptará todas las medidas necesarias, de 
Ambientales de Hidrocarburos la relativa a implementar acciones en el 

naturaleza legislativa, reglamentaria, administrativa u otra, en 
marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental para promover el 

el marco de sus disposiciones internas, para garantizar la 
desarrollo sostenible de las Actividades del Subsector Hidrocarburos, en 

implementación del presente Acuerdo. 
concordancia con las Políticas Nacionales Sectoriales y la Política 

Con el propósito de contribuir a la aplicación efectiva del 
Nacional del Ambiente (Articulo 87-C). 

presente Acuerdo, cada Parte proporcionará al público 
A su vez, se establece que, en particular, esta Dirección General tiene No se requiere de la modificación, derogación o emisión 

información para facilitar la adquisición de conocimiento 
como una de sus funciones la relativa a formular, proponer y aprobar de norma con rango de Ley para su implementación. Es 

respecto de los derechos de acceso. 
cuando corresponda normas, guías y lineamientos relacionados a la suficiente con el desarrollo de normas reglamentarias 

Cada Parte asegurará que se oriente y asista al público —en 
protección del ambiente en el Subsector Hidrocarburos. (Articulo 87-D).  

especial a las personas o grupos en situación de 
No se cuenta con norma expresa que disponga que se proporcionará al 

vulnerabilidad— de forma que se facilite el ejercicio de sus 
público información para facilitar la adquisición de conocimiento 

derechos de acceso. 
respecto de los derechos de acceso, que regule la orientación y 

Cada Parte garantizará un entorno propicio para el trabajo 
asistencia al público para facilitar el ejercicio de tales derechos y 

de las personas, asociaciones, organizaciones o grupos que 
tampoco disposiciones que busquen garantizar el entorno propicio para 

promuevan la protección del medio ambiente, 
reconocer y proteger a quienes promueven la protección del ambiente. 

proporcionándoles reconocimiento y protección.  Se requerirla de un desarrollo normativo a nivel reglamentario. 

Articulo 5 En la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (TUO No se requiere de la modificación, derogación o emisión 

Acceso a la información ambiental aprobado mediante D.S.043-2003-PCM), recoge el Principio de de norma con rango de Ley para su implementación. Es 

Accesibilidad de la información ambiental publicidad, que señala que los funcionarios responsables de brindar la suficiente con el desarrollo de normas reglamentarias. 

1. Cada Parte deberá garantizar el derecho del público de información correspondiente al área de su competencia deberán prever 

acceder a la información ambiental que está en su poder, bajo una adecuada infraestructura, así como la organización, sistematización Más allá del ámbito de la normativa ambiental en materia 

su control o custodia, de acuerdo con el principio de máxima y publicación de la información comprendida en esta Ley; siendo de acceso a información, cabe indicar que el desarrollo 

publicidad, obligación del Estado entregar la información que demanden las normativo en esta materia deviene del derecho 

2. El ejercicio del derecho de acceso a la información personas en aplicación del principio de publicidad, salvo las excepciones fundamental recogido en la Constitución Politica que 

ambiental comprende: previstas en la misma Ley. A su vez, el Estado adopta medidas básicas establece en el inciso 5 del Artículo 2, el derecho de toda 

solicitar y recibir información de las autoridades que garanticen y promuevan la transparencia en la actuación de las persona "A solicitar sin expresión de causa la 

competentes sin necesidad de mencionar algún interés entidades de la Administracion Pública. (Articulo 3). información que requiera y a recibirla de cualquier 

especial ni justificar las razones por las cuales se solícita; entidad pública, en el plazo legal, con el costo que 

ser informado en forma expedita sobre sí la información No se cuenta con norma que expresamente establezca facilidades de suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que 

solicitada obra o no en poder de la autoridad competente que acceso a información ambiental a grupos vulnerables en particular. Se afectan la intimidad personal y las que expresamente se 

recibe la solicitud; y requerirla de un desarrollo normativo a nivel reglamentario, excluyan por ley o por razones de seguridad naciona!'. 

ser informado del derecho a impugnar y recurrir la no Con lo cual, queda establecido que la normativa sobre 

entrega de información y de los requisitos para ejercer ese No se cuenta con norma que expresamente regule que los grupos acceso a información deberla quedar enmarcada en el 

derecho, vulnerables reciban asistencia para formular peticiones y obtener ámbito de la información en manos del Estado, que es 

3. Cada Parte facilitará el acceso a la información ambiental de respuesta. Se requeriria de un desarrollo normativo a nivel información pública más no así comprender información 

las personas o grupos en situación de vulnerabilidad, reglamentario, ambiental en manos de entidades privadas. Por esta 

estableciendo procedimientos de atención desde la razón, entendemos que la forma de interpretar el acceso 

formulación de solicitudes hasta la entrega de la información, En la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (TUO a esta clase de información debería ser la regulación en 

considerando sus condiciones y especificidades, con la aprobado mediante D.S.043-2003-PCM), se señala que la deneg,Q esta materia desde un enfoque promocional o voluntario, 
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ASPECTOS DE COMPETENCIA DEL SUB SECTOR 
HIDROCARBUROS 

acceso y la participación en igualdad 
de condiciones 

Cada Parte garantizará que dichas personas o grupos en 
situación de vulnerabilidad, incluidos los pueblos indígenas y 
Grupos étnicos, reciban asistencia para formular sus peticiones 
y obtener respuesta. 
Denegación de¡ acceso a la información ambiental 

Cuando la información solicitada o parte de ella no se 
entregue al solicitante por estar en el régimen de excepciones 
establecido en la legislación nacional, la autoridad competente 
deberá comunicar por escrito la denegación, incluyendo las 
disposiciones jurídicas y las razones que en cada caso 
justifiquen esta decisión, e informar al solicitante de su derecho 
de impugnarla y recurrirla. 

En los regímenes de excepciones se tendrán en cuenta las 
obligaciones de cada Parte en materia de derechos humanos. 
Cada Parte alentará la adopción de regimenes de excepciones 
que favorezcan el acceso de la información. 

Los motivos de denegación deberán estar establecidos 
legalmente con anterioridad y estar claramente definidos y 
reglamentados, tomando en cuenta el interés público, y, por lo 
tanto, serán de interpretación restrictiva. La carga de la prueba 
recaerá en la autoridad competente. 

Cuando aplique la prueba de interés público, la autoridad 
competente ponderará el interés de retener la información y el 
beneficio público resultante de hacerla pública, sobre la base 
de elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 

Condiciones aplicables para la entrega de información 
ambiental 

Las autoridades competentes garantizarán que la 
información ambiental se entregue en el formato requerido por 
el solicitante siempre que esté disponible. Si la información 
ambiental no estuviera disponible en ese formato, se entregará 
en el formato disponible. 

Las autoridades competentes deberán responder a una 
solicitud de información ambiental con la máxima celeridad 
posible, en un plazo no superior a 30 días hábiles contados a 
partir de la fecha de recepción de la misma, o en un plazo 
menor si así lo previera expresamente la normativa interna. 

Cuando, en circunstancias excepcionales y de conformidad 
con la legislación nacional, la autoridad competente necesite 
más tiempo para responder a la solicitud, deberá notificar al 
solicitante oor escrito de la iustificación de la extensión antes  

Dirección General 

de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 

RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL 

al acceso a la información solicitada debe ser debidamente 
fundamentada por las excepciones de los articulos 15 a 17 de esta Ley; 
y el plazo por el que se prolongará dicho impedimento. 
La solicitud de información no implica la obligación de las entidades de 
la Administración Pública de crear o producir información con la que no 
cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el 
pedido. En este caso, la entidad de la Administración Pública deberá 
comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. 
Esta Ley no faculta que los solicitantes exijan a las entidades que 
efectúen evaluaciones o análisis de la información que posean. No 
califica en esta limitación el procesamiento de datos preexistentes de 
acuerdo con lo que establezcan las normas reglamentarias, salvo que 
ello implique recolectar o generar nuevos datos. 
No se podrá negar información cuando se solicite que esta sea 
entregada en una determinada forma o medio, siempre que el solicitante 
asuma el costo que suponga el pedido. 
Cuando una entidad de la Administración Pública no localiza información 
que está obligada a poseer o custodiar, deberá acreditar que ha agotado 
las acciones necesarias para obtenerla a fin brindar una respuesta al 
solicitante. 
Si el requerimiento de información no hubiere sido satisfecho, la 
respuesta hubiere sido ambigua o no se hubieren cumplido las 
exigencias precedentes, se considerará que existió negativa en 
brindarla. 
(Articulo 13). 

En cuanto al formato, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (TUO aprobado mediante D.S.043-2003PCM), se señala que 
las entidades de la Administración Pública tienen la obligación de 
proveer la información requerida en cualquier otro formato, siempre que 
haya sido creada u obtenida por ella o que se encuentre en su posesión 
o bajo su control. (Artículo 10). 

En cuanto al plazo para la atención de solicitudes de acceso a 
información, el TUO de la Ley de Transparencia señala que éste es un 
plazo no mayor de 10 días hábiles; sin perjuicio de que 
excepcionalmente cuando sea materialmente imposible cumplir con el 
plazo, por única vez, la entidad comunicará la fecha en la que 
proporcionará la información solicitada en un plazo máximo de 2 días 
hábiles de recibido el pedido de información. (Articulo 11 incisos b y g). 

En cuanto a los costos, la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (TUO aprobado mediante D.S.043-2003-PCM), 
señala que el solicitante que reouiera la información deberá abonar 

RÉJiEÉ MODIFICACION,'Ó ÓÑ o 
EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU 

IMPLEMENTACIÓN? 
más no asi de naturaleza mandatoria con lo cual no se 
considera necesario que se deba realizar una 
modificación de norma alguna para incluir el desarrollo 
de este tema. 

Av, Las Artes Sur 260 
6 de 12 www.minem.gob.pe  San Borja, Lima 41, Perú 

Telf (511)411-1100 
Emai webmasterminem.goh pe 



Dirección General 

" de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 

A CT S D OMPET NCI DE B EC SPE O E O E A L SU S TOR 
REQUIERE MODIFICACION, DEROGACION O 

H DR ARBU OS 
RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU 

IMPLEMENTACIÓN'> 

del vencimiento del plazo establecido en el párrafo 12 del solamente el importe correspondiente a los costos de reproducción de la 

presente articulo. Dicha extensión no deberá exceder de diez información requerida. El monto de la tasa debe figurar en el Texto 

dias hábiles. Unico de Procedimientos Administrativos (TUPA) de cada entidad de la 

En caso de que la autoridad competente no responda en Administración Pública. Cualquier costo adicional se entenderá como 

los plazos establecidos en los párrafos 12 y  13 del presente una restricción al ejercicio del derecho regulado por esta Ley, 

articulo, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 8. aplicándose las sanciones correspondientes. (Articulo 20). 

Cuando la autoridad competente que recibe la solicitud no 
posea la información requerida, deberá comunicarlo al La Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información 

solicitante con la máxima celeridad posible, incluyendo, en Pública se constituye en la institución imparcial, con autonomía e 

caso de poderlo determinar, la autoridad que pudiera tener independencia creada con el objeto de proponer políticas en materia de 

dicha información. La solicitud deberá ser remitida a la transparencia y acceso a la información pública, fomentar la cultura de 

autoridad que posea la información solicitada, y el solicitante transparencia y acceso a la información pública así como supervisar el 

deberá ser informado de ello, cumplimiento de las normas en materia de transparencia y acceso a la 

Cuando la información solicitada no exista o no haya sido información pública (D.Leg. 135, Articulo 4) 

aún generada, se deberá informar fundadamente de esta El Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información Pública es un 

situación al solicitante en los plazos previstos en los párrafos órgano resolutivo del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

12 y  13 del presente articulo, constituye la última instancia administrativa en materia de transparencia 

La información ambiental deberá entregarse sin costo, y derecho a de acceso a la información pública a nivel nacional, siendo 

siempre y cuando no se requiera su reproducción o envío. Los competente para resolver las controversias que se susciten en dichas 

costos de reproducción y envio se aplicarán de acuerdo con materias. Depende administrativamente del Ministro y tiene autonomía 

los procedimientos establecidos por la autoridad competente. en el ejercicio de sus funciones. (D.Leg. 135, Articulo 6) 

Estos costos deberán ser razonables y darse a conocer por 
anticipado, y su pago podrá exceptuarse en el caso que se 
considere que el solicitante se encuentra en situación de 
vulnerabilidad o en circunstancias especiales que justifiquen 
dicha exención. 
Mecanismos de revisión independientes 

Cada Parte establecerá o designará uno o más órganos o 
instituciones imparciales y con autonomía e independencia, 
con el objeto de promover la transparencia en el acceso a la 
información ambiental, fiscalizar el cumplimiento de las 
normas, así como vigilar, evaluar y garantizar el derecho de 
acceso a la información. Cada Parte podrá incluir o fortalecer, 
según corresponda, las potestades sancionatorias de los 
órganos o instituciones mencionados en el marco de sus 
competencias. 

Artículo 6 En la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (TUO Cabe señalar que en la legislación nacional se encuentra 

Generación y divulgación de información ambiental aprobado mediante D.S 043-2003-PCM), recoge el Principio de establecido que no es exigible la generación de 

1. Cada Parte garantizará, en la medida de los recursos publicidad, que señala que los funcionarios responsables de brindar la información por parte de las autoridades competentes 

disponibles, que las autoridades competentes generen, información correspondiente al área de su competencia deberán prever (Articulo 13 del TUO de la Ley de Transparencia). Sin 

recopilen, pongan a disposición del público y difundan la una adecuada infraestructura, así como la organización, sistematización embargo, en el Acuerdo de Escazú se está señalando 

información ambiental relevante para sus funciones de manera y publicación de la información comprendida en esta Ley; siendo que las Partes garantizarán que las autoridades 

sistemática, proactiva, oportuna, regular, accesible y obligación del Estado entregar la información que demanden las competentes generen información ambiental relevante 
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comprensible, y que actualicen periódicamente esta 
información y alientan la desagregación y descentralización de 
la información ambiental a nivel subnacional y local. Cada 
Parte deberá fortalecer la coordinación entre las diferentes 
autoridades del Estado. 
2. Las autoridades competentes procurarán, en la medida de lo 
posible, que la información ambiental sea reutilizable, 
procesable y esté disponible en formatos accesibles, y que no 
existan restricciones para su reproducción o uso, de 
conformidad con la legislación nacional. 
( .1 
5 Cada Parte garantizará, en caso de amenaza inminente a la 
salud pública o al medio ambiente, que la autoridad 
competente que corresponda divulgará de forma inmediata y 
por los medios más efectivos toda la información relevante que 
se encuentre en su poder y que permita al público tomar 
medidas para prevenir o limitar eventuales daños. Cada Parte 
deberá desarrollar e implementar un sistema de alerta 
temprana utilizando los mecanismos disponibles. 
6. Con el objeto de facilitar que las personas o grupos en 
situación de vulnerabilidad accedan a la información que 
particularmente les afecte, cada Parte procurará, cuando 
corresponda, que las autoridades competentes divulguen la 
información ambiental en los diversos idiomas usados en el 
país, y elaboren formatos alternativos comprensibles para 
dichos grupos, por medio de canales de comunicación 
adecuados. 
(...) 
9. Cada Parte promoverá el acceso a la información ambiental 
contenida en las concesiones, contratos, convenios o 
autorizaciones que se hayan otorgado y que involucren el uso 
de bienes, servicios o recursos públicos, de acuerdo con la 
legislación nacional. 
(..) 

Cada Parte establecerá y actualizará periódicamente sus 
sistemas de archivo y gestión documental en materia 
ambiental de conformidad con su normativa aplicable, 
procurando en todo momento que dicha gestión facilite el 
acceso a la información. 

Cada Parte adoptará las medidas necesarias, a través de 
marcos legales y administrativos, entre otros, para promover el 
acceso a la información ambiental que esté en manos de 
entidades privadas, en particular la relativa a sus operaciones 
y los posibles riesgos y efectos en la salud humana y el medio 
ambiente. 

RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL 

personas en aplicación del principio de publicidad, salvo las excepciones 
previstas en la misma Ley. A su vez, el Estado adopta medidas básicas 
que garanticen y promuevan la transparencia en la actuación de las 
entidades de la Administración Pública. (Articulo 3). 

No se cuenta con norma que expresamente regule las acciones a 
adoptar para divulgar información relevante que permita al público tomar 
medidas para prevenir o limitar eventuales daños, a través de un 
sistema de alerta temprana, aplicable a los casos de amenaza inminente 
a la salud pública o al medio ambiente. Se requerirla de un desarrollo 
normativo a nivel reglamentario. 

Como se detalla más adelante en la normativa ambiental sectorial de 
actividades de hidrocarburos se encuentra regulado la facilidad de 
acceso a información a través de la utilización del idioma predominante 
en la zona donde se desarrollan los proyectos sujetos a evaluación 
ambiental. 

No se cuenta con norma que expresamente regule el acceso a la 
información ambiental contenida en las concesiones, contratos, 
convenios o autorizaciones otorgados. Se requenria de un desarrollo 
normativo a nivel reglamentario. 

No se cuenta con norma que expresamente regule el indicado desarrollo 
de sistemas de archivo y gestión documental en materia ambiental Se 
requerirla de un desarrollo normativo a nivel reglamentario. 

No se cuenta con norma que promueva el acceso a información 
ambiental en manos de entidades privadas en lo relacionado a sus 
operaciones y posibles riesgos y efectos en la salud humana y el 
ambiente. (Ver comentario en columna siguiente) 

No se cuenta, a nivel sectorial, con norma que expresamente regule la 
elaboración de informes de sostenibilidad de empresas públicas y 
privadas, en particular de grandes empresas, que reflelen su 
desempeño social y ambiental. Se requerirla de un desarrollo normativo 
a nivel reglamentario. 
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REQUIERE MODIFICACION, DEROGACIÓN O 
EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU 

IMPLEMENTACIÓN? 
para sus funciones de manera s stemática, proactiva, 
oportuna, regular, accesible y comprensible, y que 
actualicen periódicamente esta información. Esta podría 
ser un aspecto que pudiera significar la necesidad de 
modificar una norma con rango de ley, como es la Ley 
de Transparencia. En todo caso, este análisis 
corresponderá ser realizado por el Ministerio de Justicia, 
como autoridad competente en la materia. 

En la Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental, Ley N28245, que regula el Sistema Nacional 
de Información Ambiental se ha establecido que su 
ámbito de aplicación comprende a instituciones públicas 
tanto de nivel nacional, regional y local (Articulo 29) 
Incluso, en la definición de información ambiental, se ha 
señalado que se considera información ambiental, 
cualquier información escrita, visual o en forma de base 
de datos, de que dispongan las autoridades en materia 
de agua, aire, suelo, flora, fauna y recursos naturales en 
general, asi como sobre las actividades o medidas que 
les afectan o puedan afectarlos (Articulo 31), siendo que 
asi mismo, dicha norma establece las obligaciones de 
las entidades de la administración pública (Artículo 32) 
en materia de información ambiental. 
En el Reglamento de la Ley Marco del Sistema Nacional 
de Gestión (O S.008-2005-PCM) se señala que las 
instituciones generadoras de información, de nivel 
nacional, regional y local, están obligadas a brindar 
información ambiental (Artículo 68). 
Por tanto, si se interpretara que el Acuerdo de Escazú 
estaría ampliando el ámbito del propio concepto de 
información ambiental para extenderlo también a aquélla 
en manos de entidades privadas, corresponderla que se 
modifique la normativa con rango de Ley sobre la 
materia. Sin embargo, también podríamos entender que 
el acceso a dicha información es de naturaleza 
voluntaria o promocional con lo cual no se requeriria 
modificar la normativa vigente en normas con rango de 
Ley. 
Más allá del ámbito de la normativa ambiental en materia 
de acceso a información, cabe indicar que el desarrollo 
normativo en esta materia deviene del derecho 
fundamental recogido en la Constitucion Política que 
establece en el inciso 5 del Articulo 2, el derecho de toda 
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RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU 1 

IMPLEMENTACIÓN? 

13, Cada Parte incentivará, de acuerdo con sus capacidades, información que requiera y a recibirla de cualquier 

la elaboración de informes de sostenibilidad de empresas entidad pública, en el plazo legal, con el costo que 

públicas y privadas, en particular de grandes empresas, que suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que 

reflejen su desempeño social y ambiental, afectan la intimidad personal y las que expresamente se 
excluyan por ley o por razones de seguridad nacionaí'. 
Con la cual, queda establecido que la normativa sobre 
acceso a información deberla quedar enmarcada en el 
ámbito de la información en manos del Estado, que es 
información pública más no así comprender información 
ambiental en manos de entidades privadas. Por esta 
razón, entendemos que la forma de interpretar el acceso 
a esta clase de información deberla ser la regulación en 
esta materia desde un enfoque promocional o voluntario, 
más no así de naturaleza mandatoria, con lo cual no se 
considera necesario que se deba realizar una 
modificación de norma alguna para incluir el desarrollo 
de este tema. 

Artículo 7 En la Ley General del Ambiente, Ley 28611, se recoge en el Título 

Participación pública en los procesos de toma de Preliminar el derecho a la participación en la gestión ambiental donde se 

decisiones ambientales establece que toda persona tiene el derecho a participar 

Cada Parte deberá asegurar el derecho de participación del responsablemente en los procesos de toma de decisiones, así como en 

público y, para ello, se compromete a implementar una la definición y aplicación de las politicas y medidas relativas al ambiente 

participación abierta e inclusiva en los procesos de toma de y sus componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de 

decisiones ambientales, sobre la base de los marcos gobierno. El Estado concerta con la sociedad civil las decisiones y 

normativos interno e internacional, acciones de la gestión ambiental (Articulo III). 

Cada Parte garantizará mecanismos de participación del El Reglamento de Participación Ciudadana para la realización de 

público en los procesos de toma de decisiones, revisiones, Actividades de Hidrocarburos (D.S.012-2008-EM) regula el proceso de 

reexaminaciones o actualizaciones relativos a proyectos y Participación Ciudadana y sus diversos mecanismos. A su vez, se 

actividades, así como en otros procesos de autorizaciones cuenta con los Lineamientos para la Participación Ciudadana en las 

ambientales que tengan o puedan tener un impacto Actividades de Hidrocarburos (R M 571-2008-MEM1DM). 

significativo sobre el medio ambiente, incluyendo cuando La Dirección General de Asuntos Ambientales Energéticos aprobó los No se requiere de la modificación, derogación o emisión 

puedan afectar la salud Lineamientos para la formulación de proyectos normativos a cargo de de norma con rango de Ley para su implementación. 

Cada Parte promoverá la participación del público en dicha Dirección mediante Resolución Directoral N439-2017- 

procesos de toma de decisiones, revisiones, reexaminaciones MEM/DGkAE del 16 de Octubre del 2017. En esta normativa, se señala 

o actualizaciones distintos a los mencionados en el párrafo 2 el espacio de participación ciudadana a través de la prepublicación del 

del presente articulo, relativos a asuntos ambientales de proyecto normativo y la realización de reuniones de comentaristas 

interés público, tales como el ordenamiento del territorio y la donde se explican sus alcances y se presentan los comentarios, 

elaboración de políticas, estrategias, planes, programas, observaciones y sugerencias recibidas. 

normas y reglamentos, que tengan o puedan tener un La normativa sectorial en materia de participación ciudadana (D.S.012- 

significativo impacto sobre el medio ambiente. 2008-EM y R M.571-2008-EM/DM) establece que la participación 

Cada Parte adoptará medidas para asegurar que la ciudadana se materialice de manera oportuna. 

participación del público sea posible desde etapas iniciales del En el caso de los contratos de exploración y explotacón, la participación 

proceso de toma de decisiones, de manera que las ciudadana se desarrolla desde el proceso de negociación o concurso y 

observaciones del público sean debidamente consideradas y suscripción de contratos. Asi mismo, la participación se da durante la 

contribuyan en dichos procesos. A tal efecto, cada Parte elaboración y evaluaci por  p. rte de la autoridad compente de  
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ASPECTOS DE COMPETENCIA DEL SUB SECTOR 
RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU HIDROCARBUROS 

IMPLEMENTACIÓN? 
proporcionará al público, de manera clara, oportuna y 
comprensible, la información necesaria para hacer efectivo su 
derecho a participar en el proceso de toma de decisiones. 
S. El procedimiento de participación pública contemplará 
plazos razonables que dejen tiempo suficiente para informar al 
público y para que este participe en forma efectiva. 
6. El público será informado de forma efectiva, comprensible y 
oportuna, a través de medios apropiados, que pueden incluir 
los medios escritos, electrónicos u orales, así como los 
métodos tradicionales, como minimo sobre: 

el tipo o naturaleza de la decisión ambiental de que se trate 
y, cuando corresponda, en lenguaje no técnico; 

la autoridad responsable del proceso de toma de decisiones 
y otras autoridades e instituciones involucradas 

el procedimiento previsto para la participación del público, 
incluida la fecha de comienzo y de finalización de este, los 
mecanismos previstos para dicha participación, y, cuando 
corresponda, los lugares y fechas de consulta o audiencia 
pública; y 

las autoridades públicas involucradas a las que se les pueda 
requerir mayor información sobre la decisión ambiental de que 
se trate, y los procedimientos para solicitar la información 
7. El derecho del público a participar en los procesos de toma 
de decisiones ambientales incluirá la oportunidad de presentar 
observaciones por medios apropiados y disponibles, conforme 
a las circunstancias del proceso. Antes de la adopción de la 
decisión, la autoridad pública que corresponda tomará 
debidamente en cuenta el resultado del proceso de 
participación. 
8. Cada Parte velará por que, una vez adoptada la decisión, el 
público sea oportunamente informado de ella y de los motivos 
y fundamentos que la sustentan, así como del modo en que se 
tuvieron en cuenta sus observaciones. La decisión y sus 
antecedentes serán públicos y accesibles. 
9. La difusión de las decisiones que resultan de las 
evaluaciones de impacto ambiental y de otros procesos de 
toma de decisiones ambientales que involucran la participación 
pública deberá realizarse a través de medios apropiados, que 
podrán incluir los medios escritos electrónicos u orales, así 
como los métodos tradicionales, de forma efectiva y rápida. La 
información difundida deberá incluir el procedimiento previsto 
que permita al público ejercer las acciones administrativas y 
judiciales pertinentes. 
10. Cada Parte establecerá las condiciones propicias para que 
la participación pública en procesos de toma de decisiones 

estudios ambientales, como parte del procedimiento administrativo 
respectivo, así como posterior a dicha aprobación. 
En relación a los plazos, se establece que la información que se brinda 
a los participantes en los Eventos Presenciales debe estar a disposición 
de los interesados por un plazo no menor de 30 dias calendario (Artículo 
27 de la R.M.571-2008-EM/DM). A su vez, se establece que una vez 
aprobado el contrato, se informará en el portal internet al respecto en un 
plazo no menos de 10 días antes del envio del proyecto de contrato al 
Ministerio de Energía y Minas (Articulo 28 de la R.M.571-2008-EM/DM) 
Así mismo, se establece un plazo para informar en un Evento Presencial 
en relación a la suscripción del contrato respectivo (Artículo 29 de la 
R.M.57 1-2008-EM/DM) 
En cuanto a la oportunidad para la participación ciudadana en la 
evaluación ambiental, cabe indicar que los titulares de Actividades de 
Hidrocarburos, antes de iniciar la elaboración del Estudio Ambiental 
deben presentar el respectivo Plan de Participación Ciudadana que 
describe las acciones y mecanismos dirigidos a informar a la población 
involucrada acerca del Proyecto (Artículo 37 de la R.M.571-2008-
EM/DM), Al respecto, cabe resaltar que se cuenta con diversos 
mecanismos entre los cuales se encuentra, como mecanismo 
obligatorio, la Audiencia Pública. La convocatoria para la realización de 
estas audiencias debe realizarse con una mínima anticipación de 20 
días calendario previos a la fecha programada debiendo realizarse 
publicaciones en diarios para difundir su realización, así como 
colocación de avisos en lugares públicos, medios radiales, o en caso no 
se cuente con medios radiales, a través de radio frecuencia, perifoneo, 
megáfono u otro medio que permita una difusión clara y oportuna de la 
convocatoria. (Artículo 50 de la R.M.571-2008-EM/DM). 
Adicionalmente a ello, se encuentra establecido el plazo de 15 días 
luego de la realización de la Audiencia Pública para que cualquier 
persona pueda presentar documentos con observaciones y opiniones 
relativas al estudio ambiental presentado. (Artículo 55 de la R.M.571-
2008-EM/DM) 
Asi mismo, se encuentra establecido que los documentos que presente 
el público deben ser objeto de evaluación y forman parte del expediente 
respectivo. 

En los Lineamientos para la Participación Ciudadana en las Actividades 
de Hidrocarburos (R.M.571-2008-MEM/DM), así mismo, se regula el 
resumen ejecutivo de los estudios ambientales, señalándose que deberá 
ser redactado en un lenguaje claro y sencillo; y, de ser necesario en el 
idioma o dialecto de mayor relevancia del Area de Influencia del 
Proyecto (Artículo 42). 

A su vez, en dichos Lineamiento se encuentra regulado lo relacionado al 
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RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL 
REQUIERE MODIFICACION, DEROGACIÓN O 

EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU 
IMPLEMENTACION? 

ambientales se adeciea las caracteristicas so:ales. idioma indicandose que los Tal eres Informativos se realizarán en el 
económicas, culturales, geograficas y de género de¡ público, idioma español yio en el idioma propio de la poblacón local en aquellos 
11. Cuando el público directamente afectado hable casos en donde prime el uso de un idioma o lengua particular y de ser 
mayoritariamente idiomas distintos a los oficiales, la autoridad necesario con ayuda de un traductor o intérprete. Es obligación de¡ 
pública velara por que se facilite su comprensión y Titular de¡ Proyecto proveer de uno o más intérpretes de acuerdo al 
participación, idioma que predomine en la localidad (Articulo 46.2), 

(...) 
14. Las autoridades públicas realizarán esfuerzos para Igualmente, se encuentra señalado que la Audiencia Pública se realizará 
identificar y apoyar a personas o grupos en situación de en el idioma español y/o en el idioma propio de la población local, donde 
vulnerabilidad para involucrarlos de manera activa, oportuna y prime el uso de un idioma o lengua particular y de ser necesario con 
efectiva en los mecanismos de participación. Para estos ayuda de un traductor o intérprete. Es obligación de¡ Titular de¡ Proyecto 
efectos, se considerarán los medios y formatos adecuados, a proveer de uno o más intérpretes de acuerdo al(los) idioma(s) que 
fin de eliminar las barreras a la participación. predomine(n) en la localidad (Articulo 51.2). 

16. La autoridad pública realizará esfuerzos por identificar al No se cuenta con norma que expresamente regule la difusión de las 
público directamente afectado por proyectos y actividades que decisiones que resultan de las evaluaciones de impacto ambiental y de 
tengan o puedan tener un impacto significativo sobre el medio otros procesos de toma de decisiones ambientales que involucran la 
ambiente, y promoverá acciones especificas para facilitar su participación pública. Se requeriría de un desarrollo normativo a nivel 
participación, reglamentario. 

(..) 
No se cuenta con norma que expresamente regule que las autoridades 
públicas realizarán esfuerzos para identificar y apoyar a personas o 
grupos en situación de vulnerabilidad para involucrarlos de manera 
activa, oportuna y efectiva en los mecanismos de participación; así 
como para identificar al público directamente afectado. Esto último se 
realiza a través de la labor de identificación que realiza el titular de la 
actividad; sin embargo, si se encuentra regulado la tarea de una entidad 
estatal de identificar a las poblaciones bajo el ámbito de un determinado 
proyecto en la etapa de negociación o concurso de contratos de 
hidrocarburos. Se requerirla de un desarrollo normativo a nivel 
regí amentario.  

Articulo 8 
Acceso a la justicia en asuntos ambientales 

Cada Parte garantizará el derecho a acceder a la justicia en El Ministerio de Energía y Minas cuenta con una Directiva para la 
asuntos ambientales de acuerdo con las garantias de¡ debido Atención de Solicitudes de Acceso a la Información Pública aprobada 
proceso. 

Cada Parte asegurara, en el marco de su legislación 
mediante Resolución Secretarial N054-2018MEM/SEG de¡ 16 de 
agosto de 2018 que establece las disposiciones que permitan a los 

nacional, el acceso a instancias judiciales y administrativas órganos y unidades orgánicas de¡ MINEM atender las solicitudes de 
No se requiere de la modificación, derogación o emisión 
de norma con rango de Ley para su implementación. para impugnar y recurrir, en cuanto al fondo y el procedimiento acceso a información pública que posee el Ministerio. 

cualquier decisión, acción u omisión relacionada con el En esta normativa interna se establecen las reglas aplicables para 
acceso a la información ambiental; impugnar la denegatoria de solicitudes de acceso a informacion pública 

cualquier decisión, acción u omisión relacionada con la (Artículos 5 22 y  523), 
 participación pública en procesos de toma de decisiones 

ambientales; y 
cualquier otra decisión, acción u omisión que afecte o pueda 

_) 
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HIDROCARBUROS RELACIÓN CON LA NORMATIVA NACIONAL EMISIÓN DE NORMA CON RANGO DE LEY PARA SU 

IMPLEMENTACIÓN? 
afectar de manera adversa al medio ambiente o contravenir 
normas jurídicas relacionadas con el medio ambiente. 

Articulo 9 
Defensores de los derechos humanos en asuntos 
ambientales 

Cada Parte garantizará un entorno seguro y propicio en el Esta materia se encuentra recogida en el Plan Nacional de Derechos 
que las personas, grupos y organizaciones que promueven y Humanos 20182021 aprobado mediante DD.S.002-2018-JUS, como 
defienden los derechos humanos en asuntos ambientales parte de¡ Lineamiento Estratégico N3 Diseño y ejecución de políticas a 
puedan actuar sin amenazas, restricciones e inseguridad, favor de los grupos de especial protección. Se ha establecido como 

Cada Parte tomará las medidas adecuadas y efectivas para acción estratégica, el fomentar mecanismos para garantizar el ejercicio 
reconocer, proteger y promover todos los derechos de los seguro de la labor pacífica y no violenta, retribuida o gratuita, de 
defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales, defensores y defensores de derechos humanos en todo el territorio 
incluidos su derecho a la vida, integridad personal, libertad de nacional. Se han señalado como responsables de esta acción No se requiere de la modificación, derogación o emisión 
opinión y expresión, derecho de reunión y asociación pacíficas estratégica al MINJUSDI-1, MININTER y MINEM. Se espera que para el de norma con rango de Ley para su implementacion 
y derecho a circular libremente, asi como su capacidad para 2019 se cuente con un registro de situaciones de riesgo de estos 
ejercer los derechos de acceso, teniendo en cuenta las defensores, y que para el 2021, se cuente con un mecanismo 
obligaciones internacionales de dicha Parte en el ámbito de los implementado. Asi mismo, el MINJUSDH ha emitido la Resolución 
derechos humanos, sus principios constitucionales y los Viceministerial N00011-2018-MlNJUSDHVMDHAJ que dispone la 
elementos básicos de su sistema jurídico conformación de un grupo multisectorial sobre el tema y el mandato 

Cada Parte tomará medidas apropiadas, efectivas y para la elaboración de un Protocolo para garantizar la protección de los 
oportunas para prevenir, investigar y sancionar ataques, derechos de estos defensores. 
amenazas o intimidaciones que los defensores de los derechos 
humanos en asuntos ambientales puedan sufrir en el ejercicio 
de los derechos contemplados en el presente Acuerdo.  
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INFORME N0 1tDa02O18MEM/OGAJ 
2C 

AKitty Elisa Trinidad Guerrero
Secretaria General ""'""- 

De : Sr. Percy Manuel Velarde Zapater 
Director General de la Oficina General de Asesoria Juridica 

Asunto Solicitud de Informe Técnico - Legal para la ratificación del Acuerdo 
de Escazu 

Referencia Registro N° 2855652 

Fecha Z 2 OCT. 208 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en relación al asunto de la referencia, sobre el cual 
esta Oficina General emite el presente Informe. 

ANTECEDENTES 

1. Mediante Oficio OF.RE  (DMA) N°13-A/88, del 24.9.2018, el Director General para 
Asuntos Multilaterales y Globales, el señor embajador Marco Vinicio Balarezo 
Lizarzaburu, solicitó a este Ministerio un Informe Técnico Legal con ocasión de la 
firma del Acuerdo de Escazú. ENC4,4  

JI , 2. Mediante Memorando N° 0253-2018/MEM-DGAAH, del 4.10.2018, la Dirección 
L4bc General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos remite el Informe N° 013-2018- 

MEM/DGAAH/DGAH, en virtud del cual pone en conocimiento sus comentarios, en lo 
que podría afectar sus competencias, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y Acceso a la Justica en Asuntos Ambientales 
en América Latina y El Caribe (Acuerdo de Escazú). 

Con Memorando N° 0741-2018/MEM-DGAAM, del 5.10.2018, la Dirección General 
de Asuntos Ambientales Mineros remite sus comentarios. 

Mediante Memorando N° 0073-2018/MEM-DGAAE, del 9.10.2018, la Dirección 
General de Asuntos Ambientales de Electricidad remites sus comentarios sobre la 
implementación del Acuerdo de Escazú. 

II. ANALISIS 

El 4 de marzo de 2018 se adoptó el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe, "Acuerdo de Escazu", en adelante, el 
Acuerdo. 

Mediante Oficio OF.RE  (DMA) N° 13-A/88, del 24.9.2018, el Director General para 
Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, el señor 
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embajador Marco Vinicio Balarezo Lizarzaburu, solicitó a este Ministerio un Informe 

Técnico Legal que contenga los siguientes elementos: 

Análisis del Instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del 

sector, incluyendo un análisis del Acuerdo a la luz de la normativa vigente, 

señalando expresamente si el Instrumento internacional guarda consistencia 

con la normativa nacional en su respectivo ámbito de competencias, o si por el 
contrario, se requiere la modificación o derogación de alguna ley o la emisión 

de normas con rango de ley para su implementación. 
Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para 

asumir gastos de la implementación del Acuerdo. 
Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser parte del 

Acuerdo, a partir de las Políticas Sectoriales, Acuerdo Nacional, Plan 

Bicentenario, Objetivos de Desarrollo Sostenible, etc. 

En virtud a lo señalado, en el presente documento procederemos a analizar los 

artículos del Acuerdo. 

El artículo 1 establece que el objetivo del Acuerdo es garantizar la implementación 

plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la 

información ambiental, participación pública en los procesos de toma de decisiones 

ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales. 

En cuanto a este punto, la Ley N°28611, Ley General del Ambiente, establece en su 

Título Preliminar, lo siguiente: 

Art. 1.- Del derecho y deber fundamental 
Toda persona tiene el derecho irrenunciable a vivir en un ambiente saludable, 
equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo de la vida, y el deber de contribuir 

a una efectiva gestión ambiental y de proteger el ambiente, así como sus 
componentes, asegurando particularmente la salud de las personas en forma 

individual y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y el desarrollo sostenible 
del país. 

Art. II.- Del derecho de acceso a la Información 
Toda persona tiene derecho a acceder adecuada y oportunamente a la 

/ \ información pública sobre las políticas, normas, medidas, obras y actividades que 

pudieran afectar, directa o indirectamente, el ambiente, sin necesidad de invocar 

justificación o interés que motive el requerimiento. Toda persona está obligada a 
proporcionar adecuada y oportunamente a las autoridades la información que 

k, estas requieran para una efectiva gestión ambiental conforme a Ley. 

Art. III.- Del derecho a la participación ciudadana en la gestión ambiental 

Toda persona tiene el derecho a participar responsablemente en los procesos de 

toma de decisiones, así como en la definición y aplicación de las políticas y 

medidas relativas al ambiente y sus componentes, que se adopten en cada uno 
de los niveles de gobierno. El Estado concerta con la sociedad civil las decisiones 

y acciones de la gestión ambiental. 
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Art. IV.- Del derecho de acceso a la justicia ambiental 
Toda persona tiene el derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva, ante las 
entidades administrativas y jurisdicciona?es, en defensa del ambiente y de sus 
componentes, velando por la debida protección de la salud de las personas en 
forma individual y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, así como la conservación 
del patrimonio cultural vinculado a aquellos. Se puede interponer acciones legales 
aun en los casos en que no se afecte el interés económico del accionante. El 
interés moral legitima la acción aun cuando no se refiera directamente al 
accionante o a su familia. 

Conforme se desprende de las líneas precedentes, los derechos que tienen por 
objeto garantizar el Acuerdo de Escazú, ya se encuentran reconocidos en los 
artículos 1, II, III y IV del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente. En ese 
sentido, lo regulado en el articulo 1 del Acuerdo guardaría relación con la normativa 
nacional, no siendo necesario modificación alguna. 

Por otro lado, el artículo 2 del Acuerdo define los siguientes conceptos: a) Derechos 
de Acceso, b) Autoridad Competente, c) Información Ambiental, d) Público, e) 
Persona o grupos en situación de vulnerabilidad. El primero se entiende como el 
derecho de acceso a la información ambiental, a la participación pública en los 
procesos de toma de decisiones en asuntos ambientales y al derecho de acceso a la 
justicia en asuntos ambientes. El segundo, es toda institución pública o privada que 

. ejerce autoridad y funciones en materia de acceso a la información, incluyendo a los 
órganos, organismos o entidades independientes o autónomos de propiedad del 

, Estado o controlados por él, que actúen por facultades otorgadas por la Constitución 
', , 5,1 o por otras leyes, y, cuando corresponda organizaciones privadas, en la medida que 

reciban fondos o beneficios públicos directa o indirectamente o que desempeñen 
funciones y servicios públicos. El tercero, es cualquier información escrita, visual, 
sonora, electrónica o registrada en cualquier otro formato. El cuarto, son las 
personas físicas o jurídicas nacionales o sujetos a la jurisdicción nacional del estado. 
Finalmente, el último concepto define a aquellas personas o grupos que encuentran 
especiales dificultades para ejercer con plenitud los derechos de acceso reconocidos 
en el Acuerdo. 

Sobre el particular, y con respecto a cada una de las definiciones propuestas en el 
Acuerdo, cumplimos con señalar lo siguiente: 

El derecho de acceso a la información ambiental, el derecho a la participación 
.' pública en los procesos de toma de decisiones en asuntos ambientales y el 

'. derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales, denominados 
"derechos de acceso" se encuentran definidos en los artículos II, III y IV del 
Título Prelíminar de la Ley General del Ambiente. 

El Decreto Legislativo N° 1353, creó la Autoridad Nacional de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, estableciendo que el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos (MINJUS), a través de la Dirección Nacional de 
Transparencia y Acceso a Información Pública constituye dicha autoridad. 

1 1100 
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Asimismo, establece que el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública de esta entidad constituye la última instancia 

administrativa en materia de transparencia y acceso a la información pública 

a nivel nacional. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 10 del Texto Unico Ordenado de 

la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por 

Decreto Supremo N° 043-2003-PCM, todas las entidades de la administración 

pública tiene la obligación de proveer la información de acceso público de su 

competencia. 

En ese sentido, de acuerdo a normativa ya se ha regulado quien sería la 

autoridad máxima en materia de acceso a la información pública. 

En cuanto a la definición "información ambiental", esta se encuentra recogida 

en el artículo 31 de la Ley N° 28245, Ley Marco del Sistema Nacional de 

Gestión Ambiental. Al respecto, el artículo en rigor indica que es cualquier 

información escrita, visual o en forma de base de datos, de la que dispongan 

las autoridades en materia de agua, aire, suelo, flora, fauna y recursos 

naturales en general, así como sobre las actividades o medidas que les 

afectan o pueden afectarlos. 

Finalmente, la definición de poblaciones vulnerables se encuentra recogida 

en el artículo 3 de la Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la 

Mujer y Poblaciones Vulnerables, aprobado por Decreto Legislativo N° 1098, 

el mismo que define poblaciones vulnerables como los grupos de personas 

que sufren discriminación o situación de desprotección: niños, niñas, 

adolescentes, adultos mayores, personas con discapacidad, desplazados y 

migrantes internos, con el objeto de garantizar sus derechos con visión 

intersectorial. 

Como se desprende, no se requiere que la normativa nacional desarrolle las 

definiciones establecidas en el artículo 2 del Acuerdo. 

Por su parte, el artículo 3 del Acuerdo establece los principios que regirán la 

implementación del Acuerdo. Al respecto, estos son: a) Principio de Igualdad y de no 

discriminación, b) Principio de Transparencia y Rendición de cuentas, c) Principio de 

no Regresión y Progresividad, d) Principio de Buena Fe, e) Principio Preventivo, f) 

1 t"' Principio Precautorio, g) Principio de Equidad lntergeneracional, h) Principio de 

Máxima Publicidad, i) Principio de Soberanía Permanente de los Estados sobre los 

Recursos Naturales, j) Principio de Igualdad Soberana de los Estados, k) Principio 

Pro Persona. 

Con respecto a este punto del Acuerdo, el ordenamiento jurídico peruano recoge los 

siguientes principios: Principio de Igualdad y No Discriminación (Numeral 2 del 

artículo 2 de la Constitución Política del Perú), Principio de Rendición de Cuentas 

(Artículo 31 de la Constitución Política del Perú), Principio Preventivo (Artículo VI del 

Título Preliminar de la Ley General del Ambiente), Principio Precautorio (Artículo VI 

del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente), Principio de Equidad (Artículo 

4 

_fl Borja, Luna 11, Ptu 

j;11) i 1.1(10 

.111, 



"Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres" 
"Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

X del Titulo Preliminar de la Ley General del Ambiente) y Principio de Publicidad 
(Artículo 3 del Texto Unico Ordenado de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública). 

En virtud a ello, se recomienda la emisión de normas con rango de ley, con la 
finalidad de que nuestra normativa recoja todos los principios establecidos en el 
artículo 3 del Acuerdo. 

En cuanto al artículo 4 del Acuerdo, este propone lo siguiente: 

- Adoptar las medidas necesarias, de naturaleza legislativa, reglamentaria, 
administrativa y otra, en el marco de sus disposiciones internas, para 
garantizar la implementación del Acuerdo. 

- Proporcionar al público, información que facilite la adquisición de 
conocimiento respecto de los derechos de acceso. 

- Orientar al público, en especial a los grupos en situación de vulnerabilidad. 
- Garantizar un entorno propicio para el trabajo de personas, asociaciones, 

organizaciones o grupos que promuevan la protección del medio ambiente, 
proporcionándoles reconocimiento y protección. 

Acorde con el Memorando N° 0743-2018/MEM-DGAAM y los Informes N° 042-2018- 
¡ MEMIDGAAE/DEAE y N° 013-2018-1VIEM/DGAAH/DGAH; no se cuenta con norma 

expresa que disponga proporcionar al público, información para facilitar la 
adquisición de conocimiento, respecto de los derechos de acceso que regulen la 
orientación y asistencia al público para facilitar el ejercicio de tales derechos y 
tampoco disposiciones que busquen garantizar el entorno propicio para reconocer y 
proteger a quienes promueven la protección del ambiente. En ese sentido, se 
requiere un desarrollo normativo a nivel reglamentario. 

Por su parte, el artículo 5 del Acuerdo regula el Acceso a la Información Ambiental, 
señalando que: 

- Las partes deben garantizar el derecho de acceder a la información 
ambiental, de acuerdo con el principio de máxima publicidad. 

- Las partes deben solicitar y recibir información, sin necesidad de mencionar 
algún interés. 

- 
Las partes deben informar en forma expedita, si la información solicitada obra 

'. 
en poder de la autoridad competente. 

- Las partes deben facilitar el acceso a la información ambiental a las personas 
o grupos en situaciones de vulnerabilidad. 

- Las partes deben garantizar la asistencia para formular peticiones y obtener 
respuesta de las personas o grupos en situaciones de vulnerabilidad. 

- Las partes deben informar la denegación de la solicitud de información. 

Al respecto, el artículo 3 del Decreto Supremo N° 043-2003-PCM señala que los 
funcionarios responsables de brindar información correspondiente al área de su 
competencia, deberán prever una adecuada infraestructura, así como la 
organización, sistematización y publicación de la información comprendida en dicha 
ley. En atención a ello, es obligación del Estado entregar la información que 
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demanden las personas en aplicación del principio de publicidad, salvo las 
excepciones previstas en dicho cuerpo normativo. 

No obstante, es menester indicar que no se cuenta con norma expresa que 
establezca las facilidades de acceso a la información ambiental a grupos 
vulnerables, de modo particular. Asimismo, no se cuenta con norma que establezca 
que este grupo reciba asistencia para formular peticiones y obtener respuesta. Por 
tanto, se requiere su desarrollo normativo a nivel reglamentario. 

Con respecto, el artículo 6 del Acuerdo, este nos indica, entre otras cosas, lo 
siguiente: 

- Las partes deben garantizar, en la medida de lo posible, que las autoridades 
competentes generen, recopilen, pongan a disposición del público y difundan 
la información relevante. 

- Las autoridades competentes deben procurar, en la medida de lo posible, que 
la información ambiental sea reutilizable, procesable y disponible en formatos 
accesibles. 

- Las partes garantizaran que ante un caso de amenaza inminente a la salud 
pública o al medio ambiente, la autoridad competente que corresponda, 

's divulgará de forma inmediata y por los medios más efectivos toda la 
información relevante que se encuentre en su poder. 

- Procurar la divulgación de información ambiental, en los diversos idiomas 
usados en el país. 

- Promover el acceso a la información ambiental contenida en las concesiones, 
contratos, convenios o autorizaciones que se hayan otorgado y que 
involucren el uso de bienes, servicios o recursos públicos, de acuerdo con la 
legislación nacional. 

- Actualizar de manera periódica los sistemas de archivo y gestión documental 
en materia ambiental, de conformidad con la normatividad aplicable. 

Sobre el particular, acorde con el Memorando N° 0743-2018/MEM-DGAAM y los 
Informes N° 042-20 18-M EM/DGAAE/DEAE y N° 013-2018-M EMIDGAAH/DGAH, los 
funcionarios públicos responsables de brindar la información correspondiente al área 
de su competencia deben prever una adecuada infraestructura, así como la 
organización, sistematización y publicación de la información comprendida en esta 
norma. 

Sin perjuicio de lo descrito, no se cuenta con una norma que regule de manera 
expresa, las acciones a adoptar para divulgar información relevante que permita al 
público tomar medidas para prevenir o limitar eventuales daños, a través de un 
sistema de alerta temprana, aplicable en los casos de amenaza inminente a la salud 
pública o al medio ambiente; siendo necesario sobre este punto, su desarrollo 

\ normativo a nivel reglamentario. 

De acuerdo con el cuadro adjunto en el Memorando N° 0743-2018/MEM-DGAAM, el 
articulo 10 del Reglamento de Participación Ciudadana en el Subsector Minero, 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 028-2008-EM, establece que dadas las 
características particulares de la población involucrada, la autoridad competente 
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puede disponer que los mecanismos de participación ciudadana se desarrollen en la 
lengua que mayoritariamente se usa por la población del área de influencia del 
proyecto minero. 

Un caso similar al del subsector minero, se presenta en las actividades de 
hidrocarburos. Al respecto, el artículo 42 de la Resolución Ministerial N" 571-2008-
MEM/DM señala la facilidad en el acceso a la información, a través de la utilización 
del idioma predominante en la zona en donde se desarrolla los proyectos que se 
encuentran sujetos a evaluación ambiental. 

Por otro lado, no se cuenta con una norma que regule el acceso a la información 
ambiental contenida en las concesiones, contratos, convenios o autorizaciones 
otorgados. Asimismo, no se ha regulado el desarrollo de sistemas de archivo y 
gestión documental en materia ambiental. Del mismo modo, no se cuenta con una 
norma que promueva el acceso a la información ambiental, en manos de las 
entidades privadas en lo relacionado a sus operaciones y posibles riesgos y efectos 
en la salud humana y el ambiente. 

 Es preciso destacar que, el artículo 13 del TUO de la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información establece que no es exigible la generación de información por parte 
de las autoridades competentes, sin embargo, el Acuerdo dispone que las partes 
deben garantizar que las autoridades competentes generen información ambiental 
relevante. Al respecto, este significa la necesidad de modificar una norma con rango 
de ley, como es la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 Por otro lado, en el punto 12 del artículo 6 del Acuerdo se indica que las partes 
deben adoptar las medidas necesarias para promover el acceso a la información 
ambiental que esté en manos de entidades privadas, en particular la relativa a sus 
operaciones y los posibles riesgos y efectos en la salud humana y el medio. En 
cuanto a ello, es necesario precisar que el artículo 29 de la Ley N° 28245, Ley Marco 
del Sistema Nacional de Gestión Ambiental ha establecido que esta norma es 
aplicable a instituciones públicas y privadas tanto de nivel nacional, regional y local. 
Asimismo, en el Reglamento de la Ley N° 28245, aprobado por Decreto Supremo N° 
008-2005-PCM, menciona que las instituciones generadoras de información, de nivel 
nacional, regional y local están obligadas a brindar información ambiental. En ese 
contexto, si interpretamos que el Acuerdo amplia el concepto de "Información 
Ambiental" para extenderlo a aquellas que obran en poder de los privados, 
correspondería modificar la norma sobre la materia. 

4 4) . 

o 26. La facultad de solicitar información ambiental deviene del derecho fundamental 
recogido en el inciso 5 del artículo de la Constitución Política del Perú, que establece 
que toda persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa, la información 
que requiera y recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal y con el costo 
que suponga el pedido. Queda establecido que la provisión de información se 
encuentra en manos del Estado, la cual es pública, por lo que la forma de interpretar 
el acceso a esta información, debería darse desde un enfoque colaborativo, mas no 
de una naturaleza mandatoria. 

27. Por su parte, el artículo 7 del Acuerdo regula la participación pública en los procesos 

7 
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de toma de decisiones, estableciéndose: 

La promoción de participación abierta e inclusiva en los procesos de tomas de 
decisiones ambientales. 

- Garantía de mecanismos de participación del público en los procesos de 
tomas de decisiones, revisiones, reexaminaciones o actualizaciones relativos 
a proyectos y actividades, así como en otros procesos de autorizaciones 

ambientales. 
- Garantías en la participación pública desde etapas iniciales del proceso de 

toma de decisiones, en plazos razonables, 
- Oportunidad para presentar observaciones por medios apropiados y 

disponibles, conforme a las circunstancias del proceso. 

28. Con respecto a este punto, el Artículo III del Título Preliminar de la Ley N° 28611, 
Ley General del Ambiente recoge el derecho a la participación en la gestión 
ambiental, estableciéndose que toda persona tiene derecho a participar de manera 
responsable en los procesos de toma de decisiones, así como en la definición y 
aplicación de políticas y medidas relativas al medio ambiente y sus componentes, 

>4 

que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. 

17 29. Bajo dicho marco, la normativa sectorial de cada actividad, competencia del 
Ministerio de Energía y Minas, ha establecido regulación sobre la participación 
pública o ciudadana. 

Al respecto, en el caso del subsector electricidad se aprobó en el año 2010, la 
Resolución Ministerial N° 223-2010-MEM/DM, A su vez, mediante Decreto Supremo 
N° 012-2008-EM, se regulo el proceso de participación ciudadana en las actividades 
de hidrocarburos, las cuales se vieron complementadas con Lineamientos para la 
participación ciudadana aprobados en la Resolución Ministerial N° 571-2008-
MEM/DM. 

Asimismo, con Decreto Supremo N° 028-2008-EM se aprobó el Reglamento de 
Participación Ciudadana en el Subsector Minero, el cual reguló la participación 
responsable de toda persona, natural o juridica, en forma individual o colectiva, en 

los procesos de definición, aplicación de medidas, acciones o toma de decisiones de 
la autoridad competente, relativas al aprovechamiento sostenible de los recursos 
minerales en el Perú. La norma precitada, a su vez, se vio complementada con la 
emisión de la Resolución Ministerial N° 304-2008-1VIEM/DM, que aprobó normas que 
regulan el Proceso de Participación Ciudadana en el Subsector Minero. 

Dentro del análisis hecho al artículo 7 del Acuerdo, se ha visto pertinente mencionar 
que dicha norma no regula que las autoridades públicas realicen esfuerzos para 

k identificar y apoyar a personas o grupos en situaciones de vulnerabilidad para 
' involucrarlos de manera activa, oportuna y efectiva en los mecanismos de 

participación, así corno identificar al público directamente afectado. 

Esto último se lleva a cabo a través de la labor de identificación que realiza el titular 
de la actividad. Lo que está regulado es la tarea de la entidad estatal de identificar a 
las poblaciones bajo el ámbito de un determinado proyecto. 

[] 
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Por otro lado, el artículo 8 del Acuerdo define como debe ser el acceso a la justicia 
en asuntos ambientales, señalando: 

Que las partes aseguraran, en el marco de su legislación nacional, acceso a 
instancias judiciales y administrativas para impugnar y recurrir, en cuanto al 
fondo y el procedimiento; cualquier decisión, acción u omisión relacionada 
con el acceso a la información ambiental, participación pública en la toma de 
decisiones ambiental y cualquier otra que afecte o pueda afectar el medio 
ambiente o contravenir las normas. 

El numeral 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú regula como 
principio y derecho de la función jurisdiccional, la observancia del debido proceso y 
la tutela jurisdiccional. Por su parte, la Ley General del Ambiente consagra la 
legitimación activa para obrar extraordinaria amplia, estableciendo que toda persona 

ENER tiene derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva ante las entidades 
administrativas y jurisdiccionales, en defensa del ambiente y de sus componentes, 
velando por la protección a la salud de las personas, ya sea en forma individual o 
colectiva. Asimismo, el Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado mediante Decreto Supremo N° 006-2017-JUS, 
señala que frente a un acto administrativo que se supone la violación, 
desconocimiento o lesión de un derecho o interés legítimo, procede su contradicción 
en la vía administrativa mediante los recursos administrativos correspondientes. De 
manera complementaria, esta norma también señala en su artículo 226, que los 
actos administrativos que agotan la vía administrativa pueden ser impugnados ante 
el Poder Judicial mediante el proceso contencioso administrativo. En el presente 
caso, no corresponde realizar cambios normativos, toda vez que con la regulación 
actual guarda consistencia con lo previsto en el artículo 8 del Acuerdo. 

Finalmente, el artículo 9 del Acuerdo define y establece las funciones de los 
defensores de los Derechos Humanos en asuntos ambientales, diciendo, entre otras 
cosas, lo siguiente: 

- Preparar un entorno seguro y propicio para que las personas, grupos y 
organizaciones que promueven y defienden los derechos humanos en 

,., 
asuntos ambientales. 

- Tomar medidas apropiadas, efectivas y oportunas para prevenir, investigar y 
sancionar ataques, amenazas o intimidaciones. 

Con respecto a este punto, la materia en análisis se encuentra recogida en el Plan 
Nacional de Derechos Humanos 2018-2021, aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 002-2018-JUS, que como parte del Lineamiento Estratégico N° 3: Diseño y 
ejecución de políticas a favor de los grupos de especial protección, ha establecido 
como acción estratégica, el fomentar mecanismos para garantizar el ejercicio seguro 
de la labor pacífica y no violenta, retribuida o gratuita, de defensores (as) de 
derechos humanos en todo el territorio nacional. Respecto a este punto, el Acuerdo 
guarda relación con la normativa nacional, no siendo necesaria modificación alguna 
sobre ese tópico. 

Luego de haber analizado cada uno de los artículos del acuerdo, el siguiente paso 

Lu 
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es dar respuesta a los dos preguntas adicionales planteadas por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, las cuales están relacionadas con la provisión de recursos y 
la conveniencia del acuerdo con los intereses nacionales. 

En cuanto al primer punto, los Informes N° 042-2018-MEM/DGAAE/DEAE y N° 013-
2018-MEM/DGAAH/DGAH, señalan que se van a proveer recursos, en la medida 
que se vayan desarrollando las regulaciones requeridas para la implementación de 
este Acuerdo. 

2 4JJe 
Asimismo, con respecto a la conveniencia de ser parte del Acuerdo, se concluye que 
esta es provechosa para el Estado Peruano, en la medida que promueve los 
derechos de acceso a la información ambiental y participación pública en los 
procesos de toma de decisiones. No obstante, si es conveniente analizar aquellas 
disposiciones que pueden contravenir la regulación actual, para llevar a cabo una 
implementación idónea de un Acuerdo que ha llevado años de experiencia en 
participación ciudadana, acceso a la justicia ambiental e información ambiental. 

W. CONCLUSIÓN 

Esta Oficina General concluye que si bien el Acuerdo de Escazú puede ser importante 
para el Estado Peruano, ya que promovería que el estándar de participación pública se 
incremente, lográndose de esa manera un mejor dialogo entre el Estado, la ciudadanía y 
las empresas del sector Energía y Minas, debe tenerse en cuenta para efectos de su 
posterior ratificación, que la implementación del mismo requerirá, en algunos casos, de 
desarrollo a nivel reglamentario. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente, 

- Director General  
Oficina General de PseS(>ria Juridica 
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Lima, 01 de julio de 2019 

OFICIO N° 0837-2019/MINEM-SG 

Señor Embajador 
MARCO VINICIO BALAREZO LIZARZABURU 
Director General para Asuntos Multilaterafes y Globales 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

Presente 

Asunto : Solicitud de información aclaratoria sobre Acuerdo de Escazú 

Referencia : Expediente N° 2941544 - OF. RE  (DGM) N° 2-13-A/35 

De mi especial consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en atención al documento de la referencia, mediante 
el cual nos solicita la aclaración, de tres puntos contenidos en los Informes que sustentan la 
opinión legal sobre la ratificación de¡ Acuerdo de Escazú. 

Al respecto, y con la finalidad de dar atención a su pedido, adjunto el Informe N° 626 - 

2019-MINEM/OGAJ, elaborado por la Oficina General de Asesoría Jurídica, para su 
conocimiento y fines. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para expresarle los sentimientos de mi especial 
consideración. 

Muy cordialmente, 

Documento firmado digitalmerite 

KITFY ELISA TRINIDAD GUERRERO 
SECRETARIA GENERAL 

MINISTERIO DE ENERGÍA Y MINAS 

Esta es una copia auténtica imprimible de un documento electrónico archivado de¡ Ministerio de Energía y 
Minas, aplicando lo dispuesto por el Art 25 de D.S 070-2013-PCM y la Tercera Disposición Complementaria 
Final de¡ D S 026-2016-PCM. Su autenticidad e integridad pueden ser contrastadas a través de la siguiente 
dirección web: Urlhttp://pad.minem.gob.pe/MGDBuscaTuDocumento  e ingresando la siguiente clave 
Z6OFH9RT 
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INFORME N° 626-2019-MINEM/OGAJ 

A Sra. Kitty Elisa Trinidad Guerrero 
Secretaria General 

Asunto Solicitud de Información aclaratoria sobre el Acuerdo 

Referencia : Oficio N° R.E. (DGM) N° 2-13-A/35 
Registro N° 2941544 

Fecha : 21 de junio de 2019 

4 JUN. 2D1a 
U .E t. 

;: ¶tmGA Y MAS 
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Tengo el agrado de dirigirme a usted en relación al asunto de la referencia, sobre el cual 
esta Oficina General emite el presente Informe. 

1. ANTECEDENTES 

Mediante Informe N° 1060-2018-MEM/OGAJ, del 22 de octubre de 2018, la Oficina 
General de Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y Minas emite opinión sobre 
la ratificación del Acuerdo de Escazú. 

Mediante Oficio N° R.E. (DGM) N° 2-13-A/35, del 7 de junio de 2019, la Dirección 
NE8 General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones 

'. Exteriores solicita al Ministerio de Energía y Minas, la aclaración de tres puntos del 
Informe N°  1060-2018-MEM/OGAJ, para poder continuar con el trámite de 
perfeccionamiento interno de este Instrumento Regional. 

Con Memorando N° 0296-2019/MEM-OGAJ, del 12 de junio de 2019, la Oficina 
General de Asesoría Jurídica solicita a las Direcciones Generales de Asuntos 
Ambientales Mineros, Hidrocarburos y Electricidad; que emitan sus comentarios con 
respecto a la solicitud de aclaración. 

Mediante Informe N°  0370-2019/MEM-DGAAM, del 13 de junio de 2019, la Dirección 
General de Asuntos Ambientales Mineros emite opinión respecto del caso en 
particular. 

4M) Con Memorando N° 0206-2019/MINEM-DGAAE, del 13 de junio de 2019, la 
Dirección General de Asuntos Ambientales de Electricidad, se pronuncia sobre el 
pedido de aclaración. 

6. Mediante Informe N° 122-2019/MEM/DGAAH/DGAH, del 14 de junio de 2019, la 
Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos remite sus comentarios 
al pedido de aclaración remitido por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

II. ANÁLISIS 

1, Mediante Oficio N° R.E. (DGM) N° 2-13-A/35, del 7 de junio de 2019, la Dirección 
General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores solicita al Ministerio de Energía y Minas, la aclaración de ciertos puntos de 
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los Informes N° 1060-2018-MEM/OGAJ y 013.2018-MEM/DGAA1-1/DGAH, los cuales 
procedemos a detallar: 

"En e/Informe N° 1060-2018-MEM/OGAJ, de¡ 22 de octubre de 2018, la Oficina 
General de Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y Minas señala que 'lse  

recomienda la emisión de normas con rango de ley, con la finalidad de que 
nuestra normativa recoja todos los principios establecidos en el Artículo 3 de] 
Acuerdo" (punto 12); asimismo, señala que "el Acuerdo dispone que las partes 
deben garantizar que las autoridades competentes generen información 
ambiental relevante", añadiendo sobre este extremo que "significa la necesidad 
de modificar una norma con rango de ley, como es la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública (24)". 

"En el lnforme No 013-2018-MEM/DGAAH/DGAH de/ 4 de octubre de 2018, la 
Dirección General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos señala que 'no es 
viable establecer a las entidades públicas la obligación de generar información", 
añadiendo que "la normativa sobre acceso a la información debería quedar 
enmarcada en el ámbito de la información en manos del Estado, que es 
información pública más no así comprender información ambiental en manos de 
entidades privadas". 

"En las conclusiones del informe bajo análisis, se consigna que "es necesario 
observar aquellas disposiciones que puedan contravenir la Constitución Política 
del Perú y/o otras normas de menor jerarquía, a fin de que su implementación 
sea viable". 

[Subrayado agregado] 

2. Con respecto al primer punto, la Cancillería requiere que esta Oficina General 
confirme que la implementación del Acuerdo de Escazú, requerirá únicamente la 
emisión de normas con rango infralegal (reglamentario) o, por el contrario requiere 
modificar normas con rango de ley. 

ola  
' ,de s 3. Sobre el particular, es preciso destacar que si bien los principios establecidos en el 

artículo 3 del Acuerdo de Escazú no se encuentran señalados en una normativa en 
concreto, los mismos se puede desprender de principios enunciados y/o contenidos 
en nuestro ordenamiento jurídico constitucional, ambiental, así como también en 
tratados internacionales y de derechos humanos que han sido suscritos por el Perú, 
y, que por ende forman parte de nuestro ordenamiento jurídico1. 

4. En cuanto al principio de igualdad y no discriminación, el mismo se desprende de lo 
establecido en el numeral 2 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú. A su 
vez, el principio de transparencia y rendición de cuentas, tiene su correlato en lo 
establecido en el artículo 31 de la Carta Magna. 

Con respecto al principio de no regresión y progresividad, los mismos se encuentran 
consignados en dos tratados internaciones suscritos por nuestra nación. A decir, el 
Tratado de Cooperación Amazónica (OTCA), el Mercado Común del Sur 
(MERCOSUR); así como normas nacionales como la Ley N° 28611, Ley General del 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 51 de la Constitución Política del Perú, los tratados internacionales 
celebrados por el Estado y en vigor, forman parte del derecho nacional. 
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Ambiente, la cual señala de manera puntual en el numeral 33.4 del artículo 33, que 
en el proceso de revisión de los parámetros de contaminación ambiental, con la 
finalidad de determinar nuevos niveles de calidad, se aplicará el principio de 
gradualidad,, permitiendo ajustes progresivos a dichos niveles en el desarrollo de 
actividades en curso. 

Por su parte, el principio de buena fe a nivel internacional tendría su asidero en lo 
establecido en el artículo 26 del Convenio de Viena, el mismo que indica que todo 
tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. 

Por otro lado, el principio preventivo se encuentra regulado en el artículo VI del Título 
Preliminar de la LGA, el cual señala que la gestión ambiental tiene como objetivos 
prioritarios prevenir, vigilar y evitar la degradación ambiental. Asimismo, menciona 
que cuando no sea posible eliminar las causas que la generan, se deberán adoptar 
las medidas de mitigación, recuperación, restauración o eventual, de corresponder. 

8, A su vez, el principio precautorio ha sido definido en nuestro ordenamiento juridico, 
en el artículo VII de la LGA, que establece que cuando haya peligro de daño grave o 
irreversible, la falta de certeza absoluta no debe utilizarse como razón para postergar 
la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente. 

Del mismo modo, el principio de equidad intergeneracional ha sido define en el 
artículo V de la LGA, como principio de sostenibilidad, el cual hace hincapié en que 
la gestión del ambiente y de sus componentes, así como el ejercicio y la protección 
de los derechos que establece la presente Ley, se sustentan en la integración 
equilibrada de los aspectos sociales, ambientales y económicos del desarrollo 
nacional, así como en la satisfacción de las necesidad de las actuales y futuras 
generaciones. 

En cuanto al principio de máxima publicidad, este se puede desprender de las 
siguientes normas: 

- Artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, aprobado mediante Decreto Supremo N° 043-
2003-PCM. 

, 
- Inciso f) del artículo 5 de la Ley NÓ  28245, Ley del Sistema Nacional de Gestión 

Ambiental. 
- Artículo 5 del Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, que aprueba el 

Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública Ambiental y 
Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales. 

Con respecto al principio de soberanía permanente de los Estados sobre los 
recursos naturales, es menester indicar que el artículo 66 de la Constitución Política 
del Perú establece que los recursos naturales, renovables y no renovables, son 
patrimonio de la Nación. En tal sentido, el Estado es soberano en su 
aprovechamiento, recurriendo para ello a leyes orgánicas que fijan las condiciones 
de su utilización y de su otorgamiento a particulares, a través de mecanismos como 
las concesiones 
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Finalmente, el principio pro persona, tendría su correlato en la Cuarta Disposición 
Final Transitoria de la Constitución Política del Perú, la cual indica que las normas 
relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se deben 
interpretar de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados 
por el Perú. 

En virtud al desarrollo plasmado en los párrafos anteriores, aclaramos que no sería 
necesario la emisión de normas con rango de ley que plasmen de manera literal los 
principios que se encuentran acogidos en el Acuerdo de Escazú, ya que el 
ordenamiento jurídico peruano, ya sea nivel constitucional o ambiental, lo viene 
regulando. Asimismo, existen tratados internacionales que ha suscrito el Perú donde 
también se hace ménción, en cuanto al contenido, a los principios que propugna 
este Acuerdo. 

4. Es preciso destacar que el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de su 
Dirección de Medio Ambiente, con ocasión de las reuniones y coordinaciones 
efectuadas para ver los avances en el proceso de ratificación del Acuerdo, compartió 
a la Dirección General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental del 
Ministerio del Ambiente; los informes que los sectores del Poder Ejecutivo fueron 
presentando 

Con fecha, 04 de junio de 2019, se sostuvo en la sede del Ministerio de Energía y 
Minas una reunión con representantes de este sector, de la Dirección General de 
Tratados Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores y la Dirección 
General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental del Ministerio del 
Ambiente. Al respecto, la misma se dio con la finalidad de levantar las observaciones 
planteadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Sobre el particular, y de acuerdo a lo convenido en dicha reunión, la señora Rocio 
Milagros Sifuentes Villalobos, especialista de la Dirección General de Educación, 
Ciudadanía e Información Ambiental del Ministerio del Ambiente remitió; el listado de 

u participantes, el Informe N° 40-2018-JUS/DGDH-DAIPAN, elaborado por Dirección 
de  Asuntos Internacionales, Promoción y Adecuación Normativa del Ministerio de 

- Justicia, un cuadro resumen con las observaciones a ser levantadas por el MINEM 
así como alcances sobre el caso en particular. 

En ese entendido, y con respecto al pedido de aclaración del punto 24 del Informe 
N° 10602018-MEM/OGAJ, cumplimos con señalar que de la revisión del Informe N° 
40-2018-JUS/DGDH-DAIPAN, del 28 de agosto de 2018, emitido por la Dirección de 
Asuntos Internacionales, Promoción y Adecuación Normativa del Ministerio de 
Justicia, se puede evidenciar que el párrafo 2 de la página 3 del citado documento 
se establecía que el Acuerdo de Escazú guardaba consistencia con la concepción 
que el ordenamiento jurídico peruano tiene en materia de transparencia y acceso a 
la información pública 

Del mismo modo, el párrafo 4 de la página 3 dol Informo 40 2018 JUS/DGDH-
DAIPAN, se señala que la adhesión de Perú al Acuerdo de Escazú permitirá 
fortalecer la implementación plena y efectiva del derecho de acceso a la información 
ambiental. 
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En tal sentido, y al contar con un pronunciamiento del Ministerio de Justicia como 
ente rector encargado de emitir opinión en materia de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos Personales, lo consignado en el punto 24 
del Informe N° 4 del Informe N° 1060-2018-MEMIOGAJ, de ser el caso, solo podría 
darse vía desarrollo a nivel reglamentario. 

En cuanto al punto relacionado con la generación de información por parte de las 
entidades, el Informe N° 013-2018-MEMIDGMHIDGAH, del 04 de octubre de 2019, 
indicó lo siguiente: 

"Cabe señalar que en la legislación nacional se encuentra establecido que no es 
exigible la generación de información por parte de las autoridades competentes 
(Artículo 13 del TUO de la Ley de Transparencia). Sin embargo, en e! Acuerdo de 
Escazú se está señalando que las partes garantizarán que las autoridades 
competentes generen información ambiental relevante para sus funciones de 
manera sistemática, proactiva, oportuna, regular, accesible y comprensible, y que 
actualicen periódicamente esta información. Esta podría ser un aspecto que 
pudiera significar la necesidad de modificar una norma con rango de ley, como es 

1 44 t la Ley de Transparencia. En todo caso, este análisis corresponderá ser 
realizado por el Ministerio de Justicia, como autoridad competente en la 
materia". 

"Con lo cual, queda establecido que la normativa sobre acceso a la información 
debería quedar enmarcada en el ámbito de información en manos del Estado, que 
es información pública más no comprender información ambiental en manos de 
entidades privadas. Por esta razón, entendemos que la forma de interpretar el 
acceso a esta clase de información debería ser la regulación en esta materia 
desde un enfo que promocional o voluntario, más no así de naturaleza 
mandatoria, con lo cual no se considera necesario que se deba realizar una 
modificación de norma alguna para incluir el desarrollo de este tema". 

Con respecto al primer punto, es necesario tener en cuenta lo establecido en los 

( artículos 30 y  32 de la Ley N° 29245, Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental, el cual indica: 

"Ley N° 29245, Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental 
(...) 

Artículo 30.- Del acceso a la información 
, . 

Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información sobre el estado y la 
ola 
de 

gestión del ambiente y de los recursos naturales, conforme a lo establecido en la 
Constitución, la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, las disposiciones legales vigentes sobre la materia y la presente Ley, sin 
necesidad de invocar interés especial alguno que motive tal requerimiento". 

Artículo 32.- De las obligaciones 
Las entidades de la administración pública tienen las siguientes obligaciones: 
a,) Prever una adecuada organización y sistematización de la información que se 

genere en las áreas a su cargo, de conformidad con el procedimiento que 
establezca el Reglamento de la presente Ley; y, 
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b) Facilitar el acceso directo y personal a la información ambiental que se les 
requiera y que se encuentre en el campo de su competencia y/o tramitación, 
sin perjuicio de adoptar las medidas necesarias para cautelar el normal 
desarrollo de sus actividades". 

A su vez, el artículo 13 del Decreto Supremo N° 043-2003-PCM, que aprueba el 
Texto Unico Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, señala lo siguiente: 

"Artículo 13.- Denegatoria de acceso 
La entidad de la Administración Pública a la cual se solicite información no podrá 
negarla misma basando su decisión en la identidad del solicitante. 

La denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser debidamente 
fundamentada por las excepciones de los artículos 15 a 17 de esta Ley; y el plazo 
por el que se prolongará dicho impedimento. 

ur 
La solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la 
Administración Pública de crear o producir información con la que no cuente o no 
tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, la 
entidad de la Administración Pública deberá comunicar por escrito que / 
denegatoria de la solicitud se debe a la inexístencia de datos en su poder 
respecto de la información solicitada. 

Esta Ley no faculta que los solicitantes exijan a las entidades que efectúen 
evaluaciones o análisis de la información que posean. No califica en esta 
limitación el procesamiento de datos preexistentes de acuerdo con lo que 
establezcan las normas reglamentarias, salvo que ello implique recolectar o 
generar nuevos datos. 

No se podrá negar información cuando se solicite que esta sea entregada en una 
determinada forma o medio, siempre que el solicitante asuma el costo que 
suponga el pedido. 

Cuando una entidad de la Administración Pública no localiza información que está 
obligada a poseer o custodiar, deberá acreditar que ha agotado las acciones 

f ' necesarias para obtenerla a fin brindar una respuesta al solicitante. 

Si el requerimiento de información no hubiere sido satisfecho, la respuesta 
hubiere sido ambigua o no se hubieren cumplido las exigencias precedentes, se 
considerará que existió negativa en brindarla". 

Del mismo modo, el artículo 2 y  4 del Decreto Supremo N° 0022009-MlNAM, que 
aprueba el Reglamento sobre transparencia, acceso a la información pública 
ambiental y participación ciudadana en asuntos ambientales, establece: 

"Artículo 2.-  Ámbito de aplicación 
Las disposiciones establecidas en el presente Reglamento son de aplicación 
obligatoria para el MIN,M y sus organismos adscritos; asimismo, será de 
aplicación oara las demás entidades y órczanos aue forman oarte del Sistema 
Nacional de Gestión Ambiental o desemoeñari funciones ambientales en todos 
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sus niveles nacional, regional y loca!, siempre que no tengan normas vigentes 
sobre las materias reguladas en este Reglamento". 

"Artículo 4.- Del derecho de acceso a la información 
Toda persona tiene el derecho de acceder a la información que poseen el MINAM 
o las entidades seña!adas en el artículo 2, con relación al ambiente, sus 
componentes y sus implicaciones en la salud; así como sobre las políticas, 
normas, obras y actividades realizadas y/o conocidas por dichas entidades, que 
pudieran afectado en forma directa o indirecta, sin necesidad de invocar 
justíticación de ninguna clase. Este derecho de acceso se extiende respecto de la 
información que posean las personas jurídicas sujetas al régimen privado que 
presten servicios públicos. Todas las entidades públicas y las privadas que 
prestan servicios públicos deben facilitar el acceso a la información ambiental a 
quien lo solicite, sin distinción de ninguna índole, con sujecián exclusivamente a 
lo dispuesto en la legislación vigente". 

En atención a las normas invocadas, la Dirección General de Asuntos Ambientales 
de Hidrocarburos, planteo en el Informe N° 013-2018-MEM/DGAAH/DGAH, del 4 de 
octubre de 2018, que lo mencionado en el numeral 1 del artículo 6 del Acuerdo de 
Escazú significaría modificar una norma con rango de ley, como es la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información. 

Sobre el particular, el Ministerio de Justicia, a través del Informe N0  40-2018-
JUS/DGDH-DAIPAN, señala que el mencionado Acuerdo guarda consistencia con la 
concepción que tiene el ordenamiento jurídico peruano tiene en materia de 
transparencia y acceso a la información pública. En tal sentido, esta entidad que 
tiene rectoría en el tema, se pronuncia señalando que la duda planteada por nuestro 
sector no acarrearía inconvenientes. 

Con respecto al segundo punto, relacionado con la duda surgida en torno al numeral 
12 del artículo 6 del Acuerdo de Escazú, cumplimos con informar que acorde con el 
Informe del Ministerio de Justicia, dicho articulado no generaría inconvenientes en 
materia de acceso a la información pública. No obstante, el mismo debe ser 
interpretado desde un punto de vista o enfoque promocional o voluntario, mas no de 
naturaleza mandatoria. 

Finalmente, en cuanto al último punto relacionado con la conclusión indicada en el 
Informe N° 013-2018-MEM/DGAAH/DGAH, que señala de manera literal: 'es 
necesario observar aquellas disposiciones que puedan contravenir la Constitución 
Política del Perú y/o normas de menor jerarquía , a fin de que su implementación sea 
viable". Sobre el particular, cuando la Dirección General de Asuntos Ambientales de 
Hidrocarburos hizo esta acotación se refería a que el análisis que ha hecho ha sido 
en el marco de sus competencias, pero se hace la salvedad de que es necesario 
una revisión adicional, por parte de otras Direcciones o entidades, a fin de que en 
virtud a sus funciones, analicen si en efecto no habría contravención. No indicamos 
que el Acuerdo de Escazú esta contraveniendo la Constitución Política. 

CONCLUSION 

Conforme a lo señalado en el análisis del presente informe, cumplimos con realizar la 
aclaración de los Informes N° 1060 2018 MEM/OGAJ y 013-2018-MEM/DGAAH/DGAH, 
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solicitado mediante Oficio R.E. (DGM) N° 2-13-A/35 de a Dirección General para Asuntos 
Multilaterales y Globales de¡ Ministerio de Relaciones Exteriores; indicando a su vez que 
este Acuerdo es conveniente para los interés nacionales en la medida que promueve los 
derechos de acceso a la información ambiental y participación pública en la toma de 
decisiones, siendo necesaria continuar con el trámite de perfeccionamiento interno de este 
instrumento regional, a través de la Dirección General para Asuntos Multilaterales y 
Globales de¡ Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Elaborado por 

(>() 
Abg. Manuel Andrés Jesús De Lama 
Oficina General de Asesoría Jurídica 

Aprobado por 

- a4'elvfl 
\ ¡rectora General 

OIicinj General de sesaria Jurídica 
MnteriO de Energa y Minas 

( 

L 
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Lima, 15 de Agosto del 2018 

OFICIO N° 900125-2018/OGPP/SG/MC 

Ministra Consejera 
ANA PENA DOIG 
Directora de Medio Ambiente 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Presente.- 

ASUNTO : Solicitud de informe técnico-legal sobre suscripción y ratificación 
del Acuerdo de Escazú 

REFERENCIA : OF. RE  (DMA) N° 2-22-C/10 

De mi mayor consideración: 

Es grato dirigirme a usted para expresarle mi cordial saludo y, a la vez, remitirle el 
informe técnico-legal sobre suscripción y ratificación del Acuerdo de Escazú preparado 
por la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas (DGPl) de nuestro 
sector. Cabe señalar que representantes de la DGPl participaron en la rueda de 
reuniones sectoriales establecidas para debatir los contenidos de este Acuerdo. 

Sin otro particular, hago propicia la oportunidad de expresarle mi más alta 
consideración y estima personal. 

Atentamente, 

ra 
,i,ci na General de 

C.c. DGPI 

Av. Javier Prado Este 24E5, Sari íorja 

Central Telefónica: (511) 618 9393 
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Lima, 15 de Agosto del 2018 

INFORME N° 900055-2018/DGPINMI/MC 

A : JORGE ALBERTO ZAPATA GALLO 
Oficina General de Planeamiento y Presupuesto 

DE ANGELAACEVEDO HUERTAS 
Directora General de la Dirección General de Derechos de los 
Pueblos Indígenas 

ASUNTO : Solicitud de informe técnico legal sobre suscripción y ratificación 
del Acuerdo de Escazú 

REF. : a) Oficio RE (DMA) N° 2-22-d10 (Expediente N° 0993796-2018) 
Informe N° 900064-201 8/OCIN/OGPP/SG/MC 
Memorando N° 900269-201810GPP1SG!MC 

Al respecto, el presente informe se estructurará en función a las "Pautas a tener en 
consideración para la elaboración de informes técnico-legales para fines de 
perfeccionamiento interno del Acuerdo de Escazú" remitidas por la Dirección de Medio 
del Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

ANTECEDENTES 

1.1 Con fecha 24 de mayo de 2018, mediante documento a) de la referencia la 
Dirección de Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores hace llegar 
al Ministerio de Cultura la solicitud de informe técnico legal y reunión sobre 
suscripción y ratificación del Acuerdo de Escazú. 

1.2 Con fecha 26 de julio de 2018, mediante documento b) de la referencia la Oficina 
de Cooperación Internacional recomienda a la Oficina General de Planeamiento 
y Presupuesto remitir el referido documento a la Dirección General de Derechos 
de los Pueblos Indígenas. 

1.3 Con fecha 26 de julio de 2018, mediante documento c) de la referencia la Oficina 
General de Planeamiento y Presupuesto remite a la Dirección General de 
Derechos de los Pueblos Indígenas a fin de que pueda coadyuvar en la 
elaboración del correspondiente Informe técnico legal del Acuerdo de Escazú. 

II. BASE LEGAL 

- Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
- Ley de Creación del Ministerio de Cultura - Ley N° 29565 
- Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Cultura - DS N° 005-

20 13-MC 
- Ley del Derecho a la consulta previa a los Pueblos Indígenas u originarios - Ley 

N° 29785 
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- Reglamento de la Ley del Derecho a la consulta previa a los Pueblos Indígenas 
u originarios - DS N°  001-2012-MC 

- Ley que regula el uso, preservación, desarrollo, recuperación, fomento y difusión 
de las lenguas originarias del Perú - Ley N° 29735 

- Reglamento de la Ley que regula el uso, preservación, desarrollo, recuperación, 
fomento y difusión de las lenguas originarias del Perú - Decreto Supremo N°  
004-2016-MC 

- Ley para la Protección de Pueblos Indígenas u Originarios en Situación de 
Aislamiento y en Situación de Contacto Inicial - Ley N°  28736 

- Reglamento de la Ley para la Protección de Pueblos Indígenas u Originarios en 
Situación de Aislamiento y en Situación de Contacto Inicial, - Decreto Supremo 
N°  008-2007-MIMDES y Decreto Supremo N°  008-2016-1VIC 

III. PRESENTACIÓN DEL ACUERDO 

Antecedentes 

3.1 Con fecha 15 de junio de 2018, tuvo lugar en las instalaciones del Ministerio del 
Ambiente. la  primera reunión de trabajo "Estado de lmplementación sobre los 
Temas Relacionados al Acceso a la Información Ambiental". En ese sentido, la 
Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas presentó un resumen 
de las herramientas que puede brindar a las distintas entidades que posean 
información ambiental a fin de garantizar plenamente el Derecho de Acceso a la 
Información de todos los ciudadanos. 

Entre las herramientas que se presentaron dos: (i) El Registro Nacional de 
Intérpretes y Traductores en Lenguas Indígenas y la introducción del Grupo de 
Trabajo de Naturaleza Permanente, creado por Resolución Viceministerial N° 
001 -2012-VMl/MC (en adelante, "RNITLI"); y, (Ii) El Grupo de Trabajo encargado 
de Coordinar, Proponer y Dar Seguimiento a las PoUticas Públicas que 
Involucran a los Pueblos Indígenas yio Requieren un Enfoque de 
Interculturalidad, de Manera Participativa, entre Representantes del 
Viceministerio de Interculturalidad y los Pueblos Indígenas, conformado 
mediante Resolución Ministerial N° 403-2014-1VIC (en adelante, "GTPI"). 

3.2 Con fecha 22 de junio de 2018, tuvo lugar en las instalaciones de! Ministerio de 
Cultura, la segunda reunión de trabajo "Estado de lmplementación sobre los 
Temas Relacionados a Participación Pública en la Toma de Decisiones 
Ambientales". En ese sentido, la Dirección General de Derechos de los Pueblos 
Indígenas presentó un resumen de las herramientas que puede brindar a las 
distintas entidades que requieran apoyo técnico durante los procesos 
participativos que generen a efectos de tomar decisiones ambientales. 

De la misma forma, las herramientas que presentó la Dirección General de 
Derechos de los Pueblos Indígenas, a fin de prestar apoyo técnico fue la 
facilitación del RNITLI y la introducción al GTPI. 

3.3 Con fecha 4 de julio de 2018, tuvo lugar en las instalaciones del Ministerio de 
Justicia, la tercera reunión de trabajo "Estado de lmplementación sobre los 
Temas Relacionados al Acceso de Justicia en Asuntos Ambientales. 

3.4 Con fecha 13 de julio de 2018, tuvo lugar en las instalaciones de la Cancillería la 
última reunión sobre el Acuerdo de Escazú. 
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Principales Compromisos 

3.5 El Acuerdo Regional de Escazú, tiene como pilares los derechos de; (i) Acceso a 
la Información, (u) Participación Pública; y, (iii) Acceso a la Justicia, en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe. 

3.6 Las disposiciones del Acuerdo, no comprometen de manera directa al 
Viceministerio de Interculturalidad, puesto que esta entidad no posee 
competencias en materia ambiental. No obstante, el compromiso que asume el 
Viceministerio es de naturaleza indirecta, toda vez que entre sus competencias 
se encuentra apoyar a las entidades del Estado en temas que comprometan los 
derechos de los pueblos indígenas. 

3.7 En ese sentido, el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de 
Cultura, aprobado mediante Decreto Supremo N° 005-2013-1VIC, establece en su 
artículo décimo que el Viceministerio de Interculturalidad es la autoridad 
inmediata al Ministro de Cultura en materia de interculturalidad e inclusión de 
pueblos indígenas u originarios y población afroperuana. Es además, de acuerdo 
a lo señalado en la disposición complementaria y final de la Ley N° 29785, el 
órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. 

IV. ANALISIS 

4.1 Como bien se ha indicado previamente, el Viceministerio de Interculturalidad, no 
posee competencias que estén relacionadas de manera directa a los 
compromisos que asumiría el Perú mediante la suscripción del Acuerdo de 
Escazú. 

4.2 Sin perjuicio de lo anterior, siendo el Viceministerio de Interculturalidad la 
autoridad en materia de interculturalidad e inclusión de los pueblos indígenas, 
así como, el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder 
Ejecutivo; nos corresponde asumir de manera indirecta los compromisos que 
adquiera el Estado peruano, a través de la asistencia técnica a los sectores que 
sí poseen competencias directas relacionadas a la garantía de los derechos de 
acceso a la información, participación pública y acceso a la justicia en asuntos 
ambientales. 

4.3 La asistencia técnica a la que se hace mención, se encuentra referida a la 
facilitación de instrumentos relacionados a lenguas indígenas y originarias como 
el Registro Nacional de Interpretes y Traductores de Lenguas; y, a la posibilidad 
de brindar a los sectores una plataforma donde puedan tener contacto directo 
con las principales organizaciones indígenas, como el Grupo de Trabajo de 
Políticas Indígenas. 

4.4 En suma, el Acuerdo no requiere la emisión, modificación o derogación de 
normas con rango de ley que se encuentren relacionadas a las competencias del 
sector para su ejecución. 
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VENTAJAS Y BENEFICIOS 

5.1 El Viceministerio de Interculturalidad trabaja con la: Política Nacional de Lenguas 
Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 005-2017-1vIC; Política Nacional para la Transversalización del 
Enfoque Intercultural, se vincula con tres políticas sectoriales A partir de las 
respectivas políticas sectoriales, presentar la conveniencia a los intereses 
nacionales de ser Parte del Acuerdo (ventajas-beneficios) 

5.2 El objetivo principal la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e 
Interculturalidad, tiene como objetivo principal Garantizar los derechos 
lingüísticos de los hablantes de lengua indígena u originaria en el ámbito 
nacional. 

Pues bien, los compromisos asumidos por el Estado peruano a partir de la 
suscripción del Acuerdo, contribuirán a incorporar cambios y mejoras en el 
funcionamiento de la administración pública, especialmente en al prestación de 
servicios públicos. Igualmente, los compromisos asumidos coadyuvarán a 
visibilizar y reconocer las lenguas indígenas a partir 

5.3 Por su parte, el objetivo principal de Política Nacional para la Transversalización 
del Enfoque Intercultural tiene que ver con la orientación, articulación y 
establecimiento de mecanismos de acción del Estado para garantizar el ejercicio 
de los derechos de la población culturalmente diversa del país. 

Así, los compromisos asumidos por el Estado peruano a partir de la suscripción 
del Acuerdo, contribuirán a promover un Estado que reconoce la diversidad 
cultural innata a la sociedad peruana, opera con pertinencia cultural y contribuye 
así a la inclusión social, la integración nacional y eliminación de la 
discriminación. 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

A partir de lo indicado en el presente informe el Viceministerio de lnterculturalidad no 
posee competencias directas que se relacionen con los compromisos del Acuerdo de 
Escazú. No obstante, prestará la asistencia técnica requerida. 

Recomendamos remitir el presente documento Dirección de Medio Ambiente del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Es cuanto se informa para los fines correspondientes. 

Atentamente. 

Ministerio de Cutura 
Dirección Generai de DereGIos de los Pueblos Iidgens 

ANGELP. ACEVEDO HUERTAS 
Directora General 

AAH/crg 
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MESA DE PARTES 

Miraflores, 29 AGO, 2018 

OFICIO N0)L  -2018-JUS/SG 

Señora 
Ana Peña Doig 
Directora de Medio Ambiente 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
PresenteS- 

Hç)ra ................... 

Asunto: Se remite Opinión Técnico —Legal sobre el Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe- Acuerdo de Escazú. 

Ref.: Oficio N° 888-JUS/DGDH 
Oficio N°81 1-2018-JUS/DGTAIPD 
Oficio N° 547-2018-JUS/OGAJ 
Oficio N° 337-2018-JUS/OGAJ 
Memorando N 6045-2018-JUS/DGDPPAJ 
Informe N°2077-JUS/DGDPAJ-DALDV 
Oficio N° 338-2018-JUS/OGAJ 
Oficio N° 339-2018-JUS/OGAJ 
Oficio N° 646-JUS/DGDH 
Informe N°022-2018-JUS/DGDH-DAIPAN 
OF.RE  (DMA) N° 2-19-A/12 

Tengo el agrado de dirigirme a usted a fin de hacerle llegar el Informe N° 040-2018-
JUS/DGDH-DAIPAN que presenta el informe sectorial de¡ Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos respecto de¡ Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe-
Acuerdo de Escazú. 

Sin otro particular, es propicia la oportunidad para expresarle los sentimientos de mi mayor 
consideración. 

Atentamente, 

(- 

CARLOS ALBETOCAVAGNARO PIZARRO 
Secretario General 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
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W . _Dirección General de Derechos Humanos 

INFORME N° 40-201 8-JUS/DGDH-DAIPAN 
2 'Ü 2U1b 

Pedro Paulino Grández Castro Hora .' 
BID4D 

Director General de Derechos Humanos Firma:................. 

De: 

Asunto: 

Gabriela Neira hidalgo 
Directora de Asuntos Internacionales, Promoción y Adecuación Normativa 

Opinión Técnico—Legal sobre el Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú. 

Referencia: Oficio N°811-2018-JUS/DGTA1PD 
Oficio N° 547-20 1 8-JUS/OGAJ 
Oficio N° 337-2018-JUS/OGAJ 
Memorando N° 6045-201 8-JUS/DGDPPAJ 
Informe N°2077-JUS/DGDPAJ-DALDV 
Oficio N° 338-201 8-JUS/OGAJ 
Oficio N° 339-2018-JUS/OGAJ 
Oficio N° 646-JUS!DGDH 
Informe N°022-20 1 8-JUS/DGD11-DAIPAN 
OF.RE(DMA)N° 2-19-A/12 

Fecha : Miraflores, 29 de agosto de 2018 

Tengo el agrado de dirigirme a usted para saludarlo cordialmente y, al mismo tiempo, informar en torno 
-. 

al asunto y documentos de la referencia. En ese sentido, se emite el presente informe que contiene las 
u OS opiniones técnicas de la Dirección General de Derechos Humanos (DGDH). la Dirección General de 

po ° acoo Defensa Pública y Acceso a la Justicia (DGDPAJ) y la Dirección de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Datos Personales (DGTAIPD). En consecuencia, el presente informe contiene la 
opinión del sector justicia y derechos humanos respecto del Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe- Acuerdo de Escazú. 

1d 

ANTECEDENTES 

:no ue, el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de su Dirección de Medio Ambiente, remite el 
Á ficio OF.R A o E (DMA) N5  2-19-'12 el 23 de mayo del presente a la Secretaría General del Ministerio 

de Justicia y Derechos Humanos informando que el Acuerdo de Escazú se abrirá para firma de los 
Estados el próximo 27 de septiembre en las Naciones Unidas. Estando el Acuerdo en trámite de 
suscripción y posterior perfeccionamiento, se solicita que el sector remita su informe técnico-legal con 
un plazo de presentación hasta el 01 de agosto. Posteriormente, mediante correos electrónicos dicho 
plazo fue prorrogado al 15 de agosto. 

Que, mediante Oficio N° 339-2018-JUSOGAJ la Oficina General de Asesoría Jurídica (OGAJ) solicita 
a la DGDH que, en el marco de la competencia de adecuación normativa, se emita un informe técnico 
precisando si el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la normativa nacional, y de ser el caso, la 
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necesidad de modificar o derogar leyes o emitir normas para su implementación; así como otros aspectos 
que se considera relevantes. La DGDI-i da respuesta con Oficio N° 646-JUS/DGDII del 28 de junío, 
mediante el cual se remite el Informe N°022-201 8-TUS/DG Dil-DAIPAN. 

Que, del mismo modo. la  OGAJ remitió el Oficio N° 337-201 8-JTJS'OGAJ la DGDPAJ y el Oficio N° 
338-2018-flJS/OGAJ a la DGTAIPD. La DGDPAJ respondió con Memorando N° 6045-2018-
JUSIDGDPPAJ del 16 de julio, mediante el cual remite el Informe N°2077-JUSJ)GD13AJ-DALDV. 

Que, mediante Oficio N° 547-201 8-JUS OGAJ se solicita a la DGDH que se emita el informe técnico 
legal del sector a ser presentado al MRIi. 

Qué, la DUTAIPD, responde mediante Oficio N° 811-201 8-Jl.JS- l)GTAIPD del día 29 de agosto. 

Se emite el presente informe en el marco de las funciones de la Dirección de Asuntos Internacionales, 
Promoción y Adecuación Normativa (DAIPAN) y de las funciones de la DGDH contenidas en el artículo 
87 a) y 84 f) del Reglamento de Organización y Funciones del M1NJUSDl4 respectivamente. 

11. ANÁLISIS 

1. Acceso a la información ambiental 

El artículo 5 del ,\eucrdo de Escazú se refiere al acceso a la información ambiental, estableciendo que 
Estados Parte deberán garantizar el derecho de las personas de acceder a la información ambiental 

_ — \quc está en su poder. bao su control o custodia. de acuerdo con el principio de publicidad, 

5 oaG'" 

respecto. el dei ec la sulormacion está reconocido por la Constitución Política del Perú en su Art. 
'IRA 0 ' 2 inciso 4. El m,smo establece que «T:eia persona tiene derecho a las libertades de iní'ormciczon. 

opiuion, expi'esióu e di/u.,'ín del peiianiiento { ... ]». Asimismo, en el inciso 5 del mismo artículo se 
onoce como derecho oc :oda persona el de «solicitar sin expresión de causa la ¡nfbrinación que 

quiera i a recihi' o de caaiauier entidad póblica, en elpla:o legal, con el costo que suponga e/pedido. 
Oi:cIan •ner las ioT? rr aciones que oYó etan la intimidad personal y las que expresamente se e.-rcluvan de 

De )r lev o por razone.s cgt 'idod nacional». 

Por su parte. el Trihnnai Constitucional (TC) ha desarrollado el contenido mínimo del derecho a la 
información público inbcania que o.El derecho al acceso a la inftn'mación pdhlica tiene rna doble 
dimen.ri n. Por ni. LI) s Dow :0' un Jcrco-Iio individual, en el senl,io que garcinti:a que nadie sea 
arbitrariamente inoe:iid; de :CC ocr a la inco'inación que guarden mantengan o elaboren las diversas 
instancias 1 ov,(,anism - cite pe rrene:cwn al` Estado, sin inris lhniwciones que oque/las que se han 
pi'evistcl c'oii,síittcioia.'mrnte legítimas. Dinensión colectiva: ga'-anri:a el dei'echo de todeo las 
personas de recibir la información necesaria 3  oportuna, a fin de ow pueda 7rinarse una opinión 
príh.'ica, libre e informada. presupuesto de una sociedad aulónticau a 've democrárica./ ...]De.sde esici 
perspectiva. en 52, dimensión individual, el ticreci-to de acceso a la i,iarmación e prescrita conio un 
pre. ujeursir o medio para el ejercicio de otras libe rtade,s ¡ idomcna.'ce, con-io puede ser la libertad de 
investigación, de opinión o de extn'esión, oor mencionar ciduna»"  Paccndo énfasis en la cornprensón 
del contenido constitucionalmente protegido del derecho de acce.sÍ ,  a k. información péHica. el 'FC 
precisa que este eno sé/o comprende la mero posibilidad cíe acceP' . o infórmación .soPcitada e la 

Expedieriie N° 1797-2002-1ID TC. de enero do 2003. Fundamento 10 

lø 
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obligación de dispensario por parle de los organismos públicos, sino que la misma debe ser completa, 
precisa, correcta, actualizada, oportuna y vera:, »' 

Asimismo, el desarrollo del precepto constitucional se da a través de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información l'úhlica. cuyo Texto Unico Ordenado se aprobó mediante 
Decreto Supremo N° 043-2003-PCM, en adelante. TUO de la LTAIP, y su reglamento, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, en adelante Reglamento de la LTAJP. normativa que promueve 
la transparencia de los actos del Estado y regula el derecho fundamental de acceso a la información 
pública. 

En ese marco, es pertinente señalar que el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la concepción 
que el ordenamiento jurídico peruano tiene en materia de transparencia y acceso a la información 
pública. Como cjemplo, se puede mencionar que en su artículo 30  el Acuerdo de Escazú contempla 
como uno de los principios para su implementación al de máxima publicidad, mientras que el artículo 3 
del TUO de la LTAIP contempla al principio de publicidad, sobre el cual se someten todas las 
actividades y disposiciones de las entidades comprendidas en esta ley, el que además se complemenia 
con la regla de "máxima publicidad". Sobre esta materia, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado 
haciendo mención al «principio de máxima divulgación", que tal como ha sido desarrollado p01' la 
Corle Interamericana de Derechos Humanos, "establece la presunción de que toda información es 
accesible, sujeta a un sistema restringido de excepciones ", ("Caso Claude Reyes y otros i's. Chile ', 
aun cuando dicha información no calífique como pública, iísta deberá ser brindada a quien la solicite, 
siempre que justifique las ra:ones por las cuáles supea'ido deha ser atendido. y es que, tal como ha sido 
desarrollado en la SI'( N° 25 9-2003-HD/TC, "la publicidad en la actuación de los poderes públicos 
constituye la regla general, y el secreto, cuando cuente con cobertura constitucional, la excepción "» 

mccni En ese sentido, la adhcsion de Pero al Acuerdo de Escazú permiura fortalecer la implementacion plena 
y efectiva del derecho de acceso a la información ambiental. así como de los otros derechos de acceso 
contemplados en el mencionado Acuerdo. No obstante, se considera necesario hacer una precisión a lo 
establecido en el artículo 5. El mismo está referido al "Acceso a la Información Ambiental" en lo 

o. IRA H. relacionado al plazo para la atención de las solicitudes de acceso a la información ambiental y su 
prórroga. El numeral 12 del referido artículo prevé que "las autoridades competentes deberán responder 
a una solicitud de información ambiental con la máxima celeridad posible, en un plazo no superior a 30 

'as hábiles contados a partir de la fecha de recepción de la misma, o en un plazo menor si así lo previera 

¡ presarnente la normativa interna". 
Difecció en,I 

d e cho5 
no 1 or otro lado, en el numeral 13 se establece que "en circunstancias excepcionales y de conformidad con

P. CRÁND? a legislación nacional, la autoridad competente necesite más tiempo iara responder a la solicitud, 
deberá notificar al solicitante por escrito de la fustificación de la extensión antes del vencimiento del 
plazo establecido. Dicha extensión no deberá exceder de diez (10) días hábiles". 

Sohre el primer supuesto, se debe tener en cuenta que el artículo 11 literal b) del TUO de la LTAIP 
establece que la entidad de la Administración Páblica a la cual se haya presentado la solicitud de 
información debe otorgarla en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles. En ese sentido, nuestra 
legislación establece un plazo menor para la atención de solicitudes de acceso a la información pública, 
en con',rasie con lo propuesto en el Acuerdo de Escazú. 

2 ExpedIente N' 04042201 1 PIiD 'FC, de noviembre de 2011 Fundamento 10 
Expediente 0577-2008-1'HD TC, fundamento 15. Caso Margarita Del Campo Vegas. Lima. Disponible cm 
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Respecto al segundo supuesto referido al uso de la prórroga, el artículo 11 literal g) del TUO de la UFÁIP 
establece que podrá ser utilizada, por única vez y, solo cuando sea materialmente imposible cumplir con 
el plazo de ley. El plazo de la prórroga será determinado por la entidad y debe basarse en causas 
justificadas relacionadas a la comprobada y manifiesta falta de capacidad logística, operativa y de 
recursos humanos, así como por el significativo volumen de la solicitud. Para ello, la entidad deberá 
informar al solicitante sobre e] uso de la prórroga en un plazo máximo de dos (2) días hábiles de recibido 
el pedido de información, la misma que estar fundamentada. 

Por tanto, la normativa nacional no señala de manera expresa el plazo de la prórroga como lo hace el 
Acuerdo de Escazú, para ello encarga a las entidades públicas establecer una fecha cierta para la entrega 
de información, siempre y cuando se encuentre de acuerdo a los criterios y requisitos previamente 
expuestos. Por lo expuesto. se  considera que el Acuerdo de Escazó guarda consistencia con la normativa 
nacional en materia de transparencia y acceso a la información pública, salvo en lo referido a] plazo de 
entrega de la información pública: introduciendo, como se ha explicado, un supuesto diferenciado 
cuando la solicitud verse sobre materia ambiental, específicamente en lo dispuesto en el artículo 5 
numerales 12 y 13. En tal sentido, los plazos contemplados en la ley peruana resultan más favorables 
para la persona que solícita la información ambiental. 

or otro lado, el artículo 5 del Acuerdo de Lscazú indica tres aspectos comprendidos en este derecho al 
cceso de la intormavion amnhic'ual 11 pume o tcfiuc a la no neccsmdad de justificar el pedido de 

i4formación, lo cual es concordante con el propio inciso 5 del artículo 2 (le la Constitución y el artículo 
t 7\el Ley N° 27806 que regula la legitimación y requerimiento inmotivado, precisando que «en ningún 

se exige expresióh de causa par / e/erctc de este derecho». El segundo aspecto señala que se 
iebe informar si la mfortnaeión solicitada ohra no en poder de la autoridad competente que recibe la 
solicitud v esto se encuentra conforme al artículo 11 de la Lev N° 27806 que regula tanto los plazos de 
entrega de la información bajo poder de la admnin:stración pública como precisa que «en el supuesto de 

& IQ entidad de lo Addaniótrución iUbIi a fiL) posea 11 información  solicitado y de conocer su 

it—EM 

iicación ' destino, esta l':1'1,25ron:i..t 2205,165CT puesta en conocimiento del solicitante». El tercer 
jeció

,.
G9n ú pecio se relaciona a la sihildd de ser interinado del derecho a impuenar y de recurrir de la

U , - 

n gatoria de entrega de información y ios requisitos de ese derecho, cuestión que tambiún es regulada 
3R 

' or el artículo 11 citado. mediante el cual se contempla la apelación y la opción del proceso 
constitucional de llábeas Dama. 

Para denegación de acceso a la información pública ambiental el Acuerdo contempla la posibilidad de 
la regulación interra de e\ceciones. Si bieu la 1 V N° 2$06 contenipla tres catenorias de excepciones 
a: ejercicio del derecho ce acceso a ia infornaei - pública: la primera re1nida a la información secreta. 
la  segunda referida a información reservada y la tercera a información confidencial; s siendo que estas 
categorías incluyen los contemplados en el artículo 5 numeral 6 inciso a), h) y d) del Acuerdo, no incluye 
la exceoción de e cuando hacer pública la ¡n or-inaci n de aficte negativamente la pror ¿cc ion del medio 
an:h, eu:e, ilmclu3c'ndo cuaJcTuiU'1' e.sr'eeie 21)/menazada o en peligro de extinción. » Se puede considerar que 
esta excepción está dentro del marco de la acciones de prevención que pudiera adoptar un Estado para 
evitar el daño al derecho a un medio ambiente sano. 

En materia de prevención el TC ha indicado que «en su dimensi.ínprestacional, impone al Estado taceas 
71 onlígacione.s destinadas a conseri'ar el ambiente equilibrado, lar cuales .se traducen, O su ve:. cm: 
ha: de posibilidades. El Tribunal considera que, por la propia naiurale:a del derecho, de/It/y ,'ú las 
tareas de prestación que el Estado está llamado u desarro/lam: especial relem'ancia ticile la taU .2 . 2 

prevcneiómmv. desde luego, la realización de acciones dc,stinadas a ese fin. Y es tuie si el E.sta./o 
garanti:ar a los seres humanos que su existencia se desa,'i'olle en un medio anibiente sa:o, es'.:',' 
pueden exigir del Estado que adopte todas las' nic'ihdas necesarias ile prevención que lo  
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En ese sentido, este Tribunal estima que la protección del medio ambiente sano y adecuado no solo es 
una cuestión de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera especialmente relevante, de 
prevención de que ellos sucedan. » 

El marco normativo peruano incluye el reconocimiento específico del derecho de acceso a la 
información ambiental contenido en el artículo II del Título Preliminar de la LeyN° 28611, Ley General 
del Ambiente de manen concordando con la propuesta del Acuerdo de Escazú: «toda persona tiene el 
derecho a acceder adeuada y oportunamente a la información pública sobre las políticas, normas, 
medidas, obras y actividades que pudieran afec1ai directa o indirectamente, el ambiente, sin necesidad 
de invocar justificación o interés que motive ial requerimiento. Toda persona está obligada a 
proporcionar adecuada y oportunamente a las autoridades la información que ésta,ç requieran para una 
efrctiva gestión ambiental, confórme a Ley. » 

Adicionalmente, sobre el aspecto de acceso a la información ambiental contenido en el Acuerdo de 
Escazú, este es concordante con lo señalado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales en su Observación General N° 15, donde se señala específicamente -respecto del derecho al 
agua- que «deberá proporcionarse a los particulares y grupos un acceso pleno e igual a la información 
sobre el agua, los servicios de agua y el medio ambiente que esté en posesión de las autoridades públicas 
o de terceros»5  Asimismo, el Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo menciona que «en el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la 
información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la 
información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como 

L' 4 la oportunidad de participar en los procesos de adopción de dccisione,r. » Por su parte, el Relator 
Especial sobre la cuestion de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un 

7 

 
medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible de las Naciones Unidas en su Informe 

• Mi presentado ane el Consejo de Derechos Humanos el 24 de enero del presente año señaló que «el acceso 
e. RA 1 público a laiiformación ambiental permite que los individuos comprendan en qué medida el daño 

• ambiental puede menoscabar sus derechos, incluidos sus derechos ala vidayla salud, yservir de apoyo 
ejercicio de otros derechos»6. 

0,ecct 

n~~hoís r bre este punto caber precisar que el Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021, en su 
ineainiento Estratégico N° 2 respecto del «diseño y fortalecimiento de lapol ítica pública depromnoción 

.ANflF7 
protección de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales», ha 

incluido un Objetivo Estratégico N°2 sobre «garanti;ar el acceso a la información pública», el mismo 
que cuenta con dos Acciones Estratégicas. Respecto del análisis que aquí se viene realizando, es 
importante citar la Acción Estratégica 1: 

Expediente N 3510-2003-AA 1 C. sentencia de 13 de abril de 2005. bundainerito 2. e) 

C'omite de Derechos Económicos, Sociales y ('ulturales. Observación General N" 15, Párr. 45 (E'C.l 22002 1 
Informe del Informe del Relator Especial sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humancs relacionadas con el 

disfiute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, Párr. 17 (AHRC'37/59). 



Dirección General de Dirección de Asunlos Internacionales 
Derechos Humanos Prornouón y Adecuación Norrnahva 

"Decenio de la Igualdad de Oportunidades para mujeres y hombres" 

"Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

A.E. 1 Promover la 
transparencia, 
participación y 
vigilancia 
ciudadana, así MINJUS 
como la rendición DH 
de cuentas en la 
gestión y políticas 
públicas (PESEM- 
PCM 2015-2020). 

Informe anual sobre 
las solicitudes de 
información MINJUSDJI 
atendidas y no 
atendidas 

Línea base: 
De las 2034 entidades 
obligadas a remitir 
información sobre las 
solicitudes de información 
atendidas no atendidas, 
1220 cumplieron con 
remitir dicha información, 
lo cual representa el 601,1 '0 
de cumplimiento. 
Mcta (2021): S01% de 
entidades remiten 

1 información sobre las 
solicitudes de información 

j_atendidas y no atendidas. 

2. T,cneración y (livulgación de información am biental 

lo relativo al artículo 6 del Acuerda de Escazú sobre la 'Generación y divulgación de infórmación 
ambiental» es importante señalar que la Ley N 25611, Ley,  General del Ambiente, contempla el 
<o erecho a la participaciin en i. gc'.sticí?7 am ieital . Así. en el artículo II de su Título Preliminar 

- blece que «toda persono ;enc el rnecJo .opwticipar ,c.aonsablemcnte en los pi-occso.s de ¡urna de 
'isiones. así como en la dcjinición c:phcacion de ¡as polaicas y mcc/idas relativos al ambiente i' sus 

DIf:ce ioi ¡ponentes. que se adote,i en cada uno de ¡as v/eç de gobierno. El Estado conceria con la sociedad er 

Hu 
e 
¡ las Jccs.ones y acciones de ¡u geSl!c uinbiemai». Dicho derecho que es desarrollado 

G onjuntamer.e con el derecho a la información ambiental en el Capítulo 4 del Título 1 sobre Política 
Naconai del Ambiente y Gestión Ambiental. 

En el marco de esta normativa el Esudo constituyó el Sistema Nacional de Jnforrnactón Ambiental - 

SJNL"c ci cual com:ene estadísticas ambientales, un repositorio documental, nonnatividad en materia 
ambiental e información de mapas telnáticos cue actualmente son de alcance público. Caber recordar 
que el SINL\ nene como antecedente el funcionamiento del Consejo Nacional del Ambiente (CONAM) 
desde 1998. es decir que el Estado peruano viene trabajando en la generación de información ambiental 
por diez años antes de la existencia del Ministerio de Ambiente (MINAM), y, con su creación en el año 
UOS mediante Decreto Legislativo N' 1013. se consolida la autoridad responsable de la información 

an'hental . sondo que una de la funciones específicas del MEAM es «dirigir el Çi5j010  ,\'acional de 
insaiontal. des arrollancio y consolidando la información generada y pro accionada or 

roo!..' el sc'c: 'vlblic'o y el privado». Ello muestra que, tanto en la legislación como en la práctica, el 
Estado peruana viene haciendo esfuerzos por mejorar la generación y divulgación de la información 
ambiental. 

' http. sinia.nunam.goh.pe' 
Decrein LemsIatvo N" 1013, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Creación. Organización y Funciones del Ministerio 

del Am,ientc. Articulo 7, lnctso f). 

[:1 
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El inciso 4 del artículo en mención del Acuerdo de Escazú indica que los Estados tomarán medidas para 
establecer un registro de emisiones y transferencia de contaminantes del aire, agua y subsuelo, y de 
materiales y residuos bajo su jurisdicción. Al respecto existen obligaciones internacionales que asume 
el Estado peruano cuando ratifica el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos 
Persistentes9, y es en el año 2007 que el Perú -en cumplimiento de dicho Convenio- elabora su primer 
Plan Nacional de lniplcmcntación del Convenio Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos 
Persistentes. En el marco de dicho Plan Nacional se comienza a trabajar en el Registro de Emisiones y 
Transferencia de Contaminantes (RETC) que actualmente también está a cargo del Sector Ambient&°. 
Este Registro es «un catálogo con las emisiones y transferencias de Contaminantes químicos, con énfasis 
en aquellos considerados como peligrosos, incluyendo informacion de los riegos que estos pueden tener 
para la salud del ainbientey de la población, la cantidad de emisiones y transferencias por el aire, agua 
y suelo, como resultado de las acciones de transformación de los recursos natural es.»' 

ç—+Por lo expuesto. el Estado cuenta con acciones relativas a la generación y divulgación de información 

EJA
ambiental concordante con lo estipulado en el Acuerdo de Escazú. 

OCeCCon O,  

1. Participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales 

~,íZ  H La Constitución Política del Perú, en su artículo 2 inciso 17, reconoce el derecho de toda persona a 
ar1icipa; en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la 

'ación. Los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de elección, de remoción o revocación de 
Dsreccio oene4toridades, de iniciativa legislativa y de referéndum. » Este derecho constitucional se desarrolla detie chos 

n)rrnauvamen1c a través de la Ley N.° 26300, Ley de los Derechos de Participación y Control 
Ciudadano. Dicha disposición regulaba, en su artículo 2, «los derechos de participación de los 

- ciudadanos» que inicialmente eran: i) la iniciativa de reforma constitucional; Ii) la iniciativa en la 
formación de las leyes; y iii) la iniciativa en la formación de ordenanzas regionales y ordenanzas 
municipales. No obstante, en el año 2009 se incorpora un inciso más en dicho artículo, mediante la Ley 
N.° 29313, específicamente el inciso e) «otros mecanismos de participación establecidos en la 
legislación vigente». Adicionalmente se menciona, en su artículo 3, los «derechos de control ciudadano» 
a: i) la revocatoria de autoridades, u) la remoción de autoridades, iii) la demanda de rendición de cueñtas, 
iv) otros mecanismos de control establecidos para el ámbito de los gobiernos municipales y regionales. 
Esto en concordancia con el artículo 31 de la Constitución que establece que «los ciudadanos tienen 
derecho a participar en los asuntos públicos mediante re/a'réndum: iniciativa legislativa: remoción o 
revocación de autoridades y demanda de rendición de cuentas». 

No obstante lo hasta aquí expuesto en referencia al marco normativo analizado sobre participación 
ciudadana, el Acuerdo de Escazú pone trae a reflexión la problemática de la implemcntación y efectivo 
ejercicio del derecho a la participación ciudadana en la toma de decisiones ambientales. En su articulo 
7, de manera específica menciona a «los asuntos ambientales de interés público» que serían objeto de 
aplicación de mecanismos de participación, tales como: ordenamiento del territorio y elaboración de 
políticas, estrategias, planes, programas. normas. reglamentos, que tengan o puedan tener un 
significativo impacto en el medio ambiente. Asimismo, indica otro ámbito de participación pública no 
contemplado en la Ley N° 26300, que es lo que denomina «procesos de toma de decisiones, revisiones, 
reexa,ninaciones o actualizacione,s relativos a los proyc'c tos y actividades, así como en otros procesos 
de autori:ación ambientales que tenga o puedan tener un impacto significativo sobre el medio ambiente, 
inclu'endo los que puedan afectar la salud». 

Decreto Supremo N° 067— 2005 RE 
http: 'rcic.minirn.gob.pe/ 
http: rcic.mínam. gob.peacercade 
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Por su parte, la Ley N° 28611, establece en su artículo 47 el «Deber de participación responsable» y en 
el artículo 48 se hace referencia a « (...) los mecainsinos de participación ciudadana». Asimismo, es de 
competencia de la Autoridad Ambiental Nacional establecer «los lineamientos para el diseíio de 
mecanismos de participación ciudadana ambiental, que incluyen consultas y audiencias póblicas, 
encuestas de opinión, apertura de buzones de sugerencias, publicación de provectos normativos, grupos 
tdcnicos y mesas de concertación, entre otros». Actualmente se encuentran aprobados los Lineamientos 
para la Participación Ciudadana en las Actividades de Hidrocarburos12 , el Reglamento de Participación 
Ciudadana para la Evaluación, Aprobación y Seguimiento de Instrumentos de Gestión Ambiental del 
Sector Agrario13  y las Normas que regulan el Proceso de Participación Ciudadana en el Subsector 
Minero14  los cuales serían sucesibles a revisión en concordancia con los criterios establecidos en el 
Acuerdo de Escaziá, así como en el caso que se emitan lineamientos generales, tendrían que considerar 
lo establecido por el Acuerdo de Escazú en caso el Estado peruano lo adopte. 

De manera específica, la misma Le N° 28611 regula en su artículo 50 «los deberes del Estado en 
materia de participación ciudadana», que son los siguientes: 

«Promover el acceso oportuno a la infór,nwión relacionada con las materias obleto  de 
!RA H. participación ciudadana. 

- Capacitar,  facilitar asesoramiento y promover la activa participación de las entidades dedicada.r 
a la defensa vprotección del ambiente y la población orgoni:ada, en la gestión ambiental. 

I:4 1 Establecer mecanismo de participación ciudadanapara cacto proceso de invoiticramienio cte las 

IIfieton 1 
 personas natura/es y jurídicas en la gestión ambiental. 

ch - 

Hu 
Eliminar las exiscncias y requisitos de forma que oh.stac2,'!ccn. /jin o i''pidas lo 
participación de las personas naturales o jurídicas en la gestión alsies:1.c,. 

- 1 'elar por que cualquier persona natural o jurídica, sin discrimi'iao:dn ctC i?yma índolc nuecia 
acceder a los mecanismos de participación ciudadana. 

- Rendir cuenta acerca de los mecanismos, proceso y solicitudes ile participación ciudadana, en las 
materias a su cargo. » 

Adicionalmente, el Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021 incluyó el Enfoque Terr:toriaL v •  

en lo que respecta a su implementación, también es un enfoque que se promueve. En concreto. e i'NDII 
2018-2021 contempla «el lorlo/ecimienlo de las re/aciones entre los actores de un territorio (gc'riicrno 
rcgionalgohierno local en ci mareo de las políticas póblicas deben promover La c" ación 'e dcoai-rolc 
de mecanismos que posibiliten el intercambio de opiniones 1' experiencias entre las organi:aeai:es 
productivas 'e CO?? los diíe'cncs nive/e.r de gobierno Estos espacios de irteroambio consiit:it'c'n UIi 
mecanismo cine lavorc'ce le; o.)ropiacun cn/cctn'cc de lc s .saberesparricuLaic.s de la pohiac:'ón 'e can elc, 
e establecimiento oc come': sO.I para /0 cúnstruccio"; de ia \el:ta/as ¡erritrinales con una or;c,t;ackn 
sustentable. El enTcuue ¡c'rril,nrial busca afianzar el eje articulador de estrategias de a'e•çarroiio rural, 
en especial, al címhiio QC'i ;crritonic donde ict , /ormulación de políticas que pueden privilegiar una 
virión de rector rc.çpccto a la realidad, pasen a privilegiar la ,nultidimensional tendencia (económica, 
socia!, po. ilica, a/'2cie,O,1! altura!)» 

L :rnnortanie re\'. s.r el inciso 1 2 del artículo 7 del Acuerdo de Escazú que establece que los Estados 
promuevan la parttcipacicn del público en foros v nenociaciones internacionales en materia ambiental 
o con inc:oencia amhien:z:. porque esto pudría generar al Estado la obligación de adoptar medidas que 
no sean susceptihies de ser cump1 idas puesto que se relacionan con competencias de organismos 
imernacienales. E1s cIeer. s o los mecanismos internacionales los llamados a promover dentro de su 
ámhiiu la pIrtic:pacicn ciudadana. 

a ft.M h" 1 -2r1')S-N 1 
D.S. \" (j 

R.>1. ts 3(4-1)Uti-'vi F\1-DIVI 
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2. Acceso a la justicia en asuntos ambientales 

En lo que respecra al artículo 8 del citado Acuerdo, se tiene que el mismo versa sobre la obligación que 
tiene el Estado de garantizar el acceso a la justicia en asuntos ambientales de acuerdo a las garantías de 
un debido proceso, el acceso a instancias judiciales y administrativas para impugnar y recurrir, en cuanto 
al fondo y el procedimiento relacionado al acceso a la información ambiental, la participación pública 
en procesos de toma de decisiones ambientales, cualquier otra decisión que afecte de manera adversa al 
medio ambiente. 

L El derecho de acceso a la justicia está  reconocido constitucionalmente. Asimismo, los principios de la 
RA H administración de justicia se encuentran reconocidos en los 22 incisos del artículo 139 de la 

Constitución. Por su parte el Tribunal Constitucional peruano ha desarrollado jurisprudencia sobre el 
interés difuso para la iniciación de acciones judiciales en materia ambiental estableciendo que «en 
cuanto al interés difuso. cualquier persona natural está autorizad1i para iniciar las acciones judiciales 

e se hayan previsto en el ordenamiento con el objeto de dispensarle tute/a, por lo que, para tales 
c sos, no se requiere que exista una afectación directa al individuo que promueve la acción judicial. 

Direcco GeneJ lemás, también se ha previsto que gozan de legitimidad procesal para su defensa las personas 
oii ídicas que tienen como objeto social la preservación del inedia amhiente»''. 

En el Código Penal también está contemplado el Título Xlii de Delitos Ambientales con los artículos 
304 al 314-D, y ci Ministerio Público cuenta con Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental. 
Asimismo, también pueden iniciarse acciones en materia ambiental en el marco del Código Procesal 
Constitucional y en los ámbitos civil y contencioso administrativo. 

Ahora bien, nuestra legislación nacional cnarbola el principio de gratuidad de la defensa en el numeral 
16 del artículo 139 de nuestra Constitución Política del Estado, la misma que es desarrollada en el 
artículo 2 de la Ley,  29360 —Ley de Servicio de la Defensa Pública, que prescribe que el Servicio de 
Defensa Pública tiene la finalidad de asegurar el derecho de defensa proporcionando asistencia y 
asesoría técnico icCal gratuita, en las materias expresamente establecidas, a las personas que no cuenten 
con recursos economicos y en los demás casos en que la ley expresamente así lo establezca, siendo que 
las materias descritas en el artículo 8 y  9 del citado instrumento guardan relación con la vulneración de 
los derechos humanos tanto administrativo como judicial, así como la afectación de bienes jurídicamente 
protegidos por nuestro Código Penal, garantizándose su gratuidad por haberse establecido de manera 
expresa co Ci numeral 5 del artículo 8 del mencionado Acuerdo. al  señalar que para hacer efectivo el 
derecho de acceso a la justicia, el estado atenderá las necesidades de las personas o grupos en situación 
de vulnerabilidad mediante el establecimiento de mecanismos de apoyo, incluida la asistencia técnica y 
jurídica gratuita. según corresponde; es decir. de aproharse el Acuerdo. esta adquiriría rango de Ley. la 
misma que establecería de manera expresa la gratuidad del servicio por ser los defensores de derechos 
humanos en materia ambiental una población altamente vulnerable, por ende, sujeta a protección por 
parte del estado, lo cual guarda armonía y coherencia con los fines del servicio de Defensa Pública y 
nuestra normativa interna. 

En ese sentido, la Defensa Pública cuenta entre otros servicios, con el servicio de Defensa de Víctimas, 
descrito en el literal h) del artículo 80 del Decreto Supremo 013-2017-JUS. la  misma que tiene por 
finalidad el ccrcicio de la defensa de las víctimas que han sufrido la vulneración de SUS derechos en 

Tribunal ('nnsutueional. Expediente N° 964-2002, de 17 de marzo de 2003. Fun. 
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cualquiera de sus formas, siendo la vulneración de sus derechos constitucionales, amparables por dicho 
servicio, tanto en la esfera administrativa, penal y constitucional. 

De lo antes expuesto se colige que corresponde a los Defensores Públicos de Defensa de Victimas 
atender los casos antes descritos tanto a nivel administrativo, penal y constitucional, cuando 
correspondan. 

Por otro lado, atendiendo que el numeral 3 del articulo 8 del referido instrumento menciona que el estado 
contará con órganos estatales competentes con acceso a conocimientos especializados en materia 
ambiental, lo que denota la necesidad de la especialización de los Defensores Públicos de Defensa de 
Victimas en materia ambientaL por lo que. se  Sugiere la inplementación del servicio de Defensa Pública 
de Víctimas especializado en Derecho Ambiental. 

Finalmente, caber indicar que el Plan Nacional de Educación en Derechos y Deberes Fundamentales al 
2021 que en su Objetivo Estratégico N° 2 «Las persona.s femadas en valores ciudadanos, conocen sus 
derechos y deberes, y e/ercen su ciudadanía plenamente de manera individual y colectiva. 
comprometiéndose con el Jórtalecimienro de la institucionalidad dom ocrótica. » que contiene una 
Acción Estratégica N° 21 «Elaborar y difundir la Guja de Acceso a la .Jusiicia Ambiental» bajo la 

- 

responsabilidad el Ministerio de Ambiente. 

psc 

3. Defensores de los derechos humanos en asuntos afljl)iefltaleS 
» 

on'° el Perú se advierte dicultadcs para la defení. de derechos humanos, en especial para la defensa del 

-1RA H medio ambiente. El artículo 9 del Acuerdo hace referencia a una serie de vulneraciones a los que son 
sometidos los y las defensoras de derechos humanos, por lo que, al ser víctimas de delitos y habiéndose 
vulnerado sus derechos constitucionales, corresponde al servicio de víctimas asumir el patrocinio de los 

ismos. tanto en su esfera penal como administrativa. 

eI bre esta materia tanto a nivel de la Organización de las Naciones Unidas como de la Organización de 
ØOe 1: tados Americanos de los cuales el Perú es Estado miembro, se cuentan mecanismos y procedimientos 

DE.Je seguimiento de las situaciones de las y los defensores de derechos humanos, incluidos los que trabajan 
en materia de asuntos ambientales. Es así que existe un Relator Especial sobre la situación de los 
defensores de derechos humanos de Naciones Unidas con primer mandato Oil el año 2000 el cual ha sido 
establecido por última vez en el 2017. Asimismo, existe una Declaración sobre el derecho y el deber de 
los inci iduos. los grupos las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las 
lihertadec fundamentales universalmente reconocidos. En el ámbito regional, la Comisión 
lrteramerca:1a de Derechos Humanos cuenta con una Relatorfa sobre la situación de las defensoras y 

los defensores de derechos humanos desde marzo de 2011, cabe precisar que el alcance de esta Relatoría 
tamh:en es para los los v las operadores de justicia A la fecha la Relatoría no ha emitido ningún 
inforne esmcífieo para Perú pero si registra informes anuales con recomendaciones sobre la materia en 
u en cro - 

El Coiui:c Derechos Humanos en SLiS Observaciones Finales de sobre el Quinto Informe Periódico 
del Perú 1a manifestado que «preocupan al Comité las denuncia.ç de actos de violencia con, c'en:ro 
de/nyoics oc ¡ss derechos humanos vperiodistas. Tcunhién lc 00000upa que la di/óniasif;: mo 13,  

tipificada como delito en la legislación nacional, con ¡ci consiguiente amenaza par..: - 

libertad de eopresión i' el acceso a la infbrmación plural. » Es pertinente recordar que el próximo 
informe Periódico del Perú se presenta en el presente aLo. 

11  29,04.20 i 3 CCPR C 'PEPJC'O5) Púrr. 22 
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El Plan Nacional de Derechos Humanos 2018 -2021 contempla dentro del Lineamiento N° 3 sobre el 
Diseño y ejecución de políticas en favor de los grupos de especial protección donde se contempla como 
uno de estos grupos a los defensores y defensoras de derechos humanos con un objetivo estratégico que 
es el de «garantizar el ejercicio seguro y en igualdad de condiciones de las labores de las dfénsora y 
los defensores de derechos humanos» siendo la acción estratégica «fomentar mecanismos para 
garantizar el ejercicio seguro de la labor pacífica y no violenta, retribuida o gratuita, de las defensoras 
y los defensores de derechos humanos en todo el territorio nacional». Los responsables de esta acción 
estratégica suri el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el Ministerio del Interior y el Ministerio 
de Energía y Minas. Adicionalmente, se tiene concebido en el Lineamiento N° 1 sobre Promoción de 
una Cultura de Derechos Humanos y la Paz en su Objetivo Estratégico N° «Servidores/as y 
funcionarios/as civiles incorporan el enfoque de derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario en la ge,r/ión pública, promoviendo el ejercicio pleno de la ciudadanía y la cultura de paz. » 
entre sus indicadores se encuentran el «porcentaje de servidores/as civiles concientizados/as en las 
probieinciticas y derechos de los defensores y defensoras del derechos humanos» y el «porcentaje de 
operadores del sistema de justicia concientizados en las problemáticas y derechos de los defensores y 
defensora.s de derechos humanos.» 

Es así que el Acuerdo de Escazú concuerda con la Declaración de Naciones Unidas sobre la materia y 
con lo previsto en ci Plan Nacional de Derechos humanos 201 8-2021. 

cu 4. Fortalecimiento de capacidades 

G. RA H Lo desarrollado en el artículo 10 del Acuerdo de Eseazó se establece que los Estados Parte podrán tomar 
siete medidas a ín de fortalecer sus capacidades nacionales. Dentro de esas medidas se encuentra el PERO 

promnover la educación, la capacitación y la sensibilización en temas ambientales mediante, entre 
UOP 

G.nerl4 o5 la inclusión de ¡nódulos educativos básicos sobre los derechos de acceso para los estudiantes en echo
_____tdos los niveles educacionales.» Sobre este punto cabe resaltar que el Perú cuenta con una Plan 

Nacional de Educación Ambiental del 2017 al 202217  el cual establece los siguientes ejes estratégicos y 
objetivos estratégicos: 

jj_e Estratégico Objetivos Estratégicos 
EEI. Competencias de la 11 0E1 Comunidades Educativa con capacidad para 

comunidad educativa para i transversalizar el enfoquc ambiental e implernentar 
estilos de vida saludables y proyectos educativos ambientales y ambientales 
sostenibles i comunitarios. 

0E12 Estudiantes se apropian de prácticas ambientales que 
contribuyen a generar un entorno local y global saludable y 
sostenible. 

FE. C'mpromiso ciudadano 0E3. Ciudadanos y ciucladanas cumplen deberes y ejercen 
para el dcirrollo sostenible 1 derechos ambientales. 
EE3, Compromisos 0E4. Instituciones y organizaciones públicas, privadas y la 
insutucLia1es para el sociedad civil adoptan prácticas ambientales responsables. 
desarro/. sociedades 
sosteni'j5s 

Asimisme el Perú cuenta con el Plan Nacional de Educación en Derechos y Deberes Fundamentales al 
2021 qu L:,su Objetivo Estratégico N° 2 «Las personas ormadas en valores ciudadanos, conocen sus 

DkCk[: 5 PREMO N°016-2016-M IN[DU 
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derechos i' deberes, ejercen su ciudadanía plenamente de manera individual y colectiva, 
comprometiéndose con el fortalecimiento de la institucionalidad democrótica. » que contiene una 
Acción Estratégica 22 «implementar programas de formación para operadores de justicia ambiental 
sobre derechos ambientales» a cargo del Ministerio de Ambiente, el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos y la Autoridad Nacional del Servicio Civil. 

S. Conferencia de las Partes 

Mediante el numeral 5 inciso a) del Acuerdo de Escazú faculta a la Conferencia de las Partes a establecer 
órganos subsidiarios que considera necesarios. Sobre este aspecto es importante que se lome en 
consideración que el Estado peruano presenta una serie de informes ante órganos de tratados en materia 
de derechos humanos de las Naciones Unidas y a sus procedimientos especiales, así como a 
requerimiento de información de órganos y subrogamos del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. En el caso de Naciones Unidas son 9 órganos de tratados y  43 procedimientos especiales, y 

en la Comisión Interamericana de Derechos humanos son 10 Relatorias Especiales, cuyo proceso de 
respuesta se vincula directameme con las funciones de la Dirección de Asuntos Internaciones, 
Promoción y Adecuación Normativa que desde el MINJUSDI-1 se encarga de «elaborar y asesora,; 
según corresponda, los il?thrmes r.ejueridcs por el Gobierno \at'1oncJl v por los órganos de los sistemas 
de protección internacional de derechos humanos ronstituidos en virtud de tratados i' Otros acuerdos 
internacionales que obligan al Estado peruatio» (el resaltado en nuestro) según lo establecido en ci 

_. Reglamento de Organización y 1 unciones del MINIUSDH. (ANEXO: Listado de participación del 
MINJUSDIl) 

5 rece asdnrrs 

Posn5A tu acicn 6. Comité (le Apoyo a la Aplicación y el ('um plimiento 

Si bien el Comité de Apoyo a la Aplicación y el Cumpltmicnto del Acuerdo solo tendrá carácter 
consultivo y no conlencioso, y sus reglamentación será ohieto de proceso de elaboración a cargo de la 
Conferencias de las Partes. debe considerarse que es posible que en el ejercicio de las funciones del 

omité se solicite información al Estado Parte de los avances en la implemeniación de medidas 
______ 

ontenidas en el Acuerdo de Escazú. Ello es así, en la medida que. en el articulado que regula la 
"onferencia de la Partes. se otorea la facultad a este óreano de ser informado sobre las medidas 

ccon t 

e D Rnos adoptadas para la imnplementación del Acuerdo. 
Hum 

P.  GRAPJE? 

En tal sentido, en caso se aprohara el Acuerdo, este debería ser puesto a consideración del Consejo 
Nacional de DereL bus llumanos para que se tome la decisicn sobre cuál será el sector competente para 
elahesra: respuctas a las soiicitudes de información. Esto se indica a fin de prever las acciones a ser 
tomadas por la Dirección de Asuntos Internaciones. Promoción \' Adecuación Normativa para dar 
cumpljmiento a nuestra función. 

CON CLU Si O' ES: 

1 1 Acuerdo de Escazá posee concordancias tanto con la Constitución Política del Perú como con 
lot;raados en materia de derechos humanos ratificados por el Estado en lo correspondiente al 
dcrecFio a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo, así como los derechos 

ac ese a la información pública, al acceso a la lusticia y a la participación en asuntos públicos 
contenicios en nuestra legislación nacional. 

2. La aprobación del Acuerdo de Escazú guarda consistencia con la normativa nacional en materia de 
transparencia y acceso a la información pública, excepto lo referido al plazo de entrega de la 
información pública, introduciendo un supuesto diferenciado cuando la solicitud verse sobe materia 
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ambiental, específicamente lo dispuesto en el artículo 5 numerales 12 y 13, por lo que la adhesión 
al Acuerdo por parte del Perú supondrá la revisión de la normativa nacional para su posible 
adecuación o interpretación en los casos de solicitud de información pública en materia ambiental. 

3. Las funciones y servicios brindados por la Dirección General de Defensa Pública se condicen con 
lo estipulado en el Acuerdo respecto del acceso a la justicia ambiental. 

Si bien el Perú cuenta con un amplio desarrollo normativo en las materias contenidas en el Acuerdo 
y cuenta con avances significativos en la institucionalidad estatal para garantizar los derechos 
contenidos en el Acuerdo, se considera relevante un análisis más profundo sobre los niveles de 
efectividad de las acciones en material ambiental realizadas por el Estado desde el enfoque de los 
derechos humanos, principalmente de las personas pertenecientes grupos de especial protección 
como niños, niñas y adolescentes, mujeres, población indígena, personas en situación de pobreza y 
extrema pobreza. 

Es lodo cuanto tenemos que informar a usted. 

Atentamente, 

/ 
GABRIEtA'NE1RA HIDALGO 

Ovectora Ásunlos Internacionales, 
Promoción y Adecuación Normatsva 

Ministerio de Justicia y  Derechos Hr,manrs 

Visto el Informe que antecede, la suscrita lo hace suyo. 

PROPGRÁ3ZCAS 'R 
Dlr'ctor General de Derechos Humanos 
Mtrsterio de justicia y Derscnos hurnar' 
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Miraflores, 31 MMO 2019 

OFICIO N° 1 -2019-JUSIDGD1-1 

Ministra SDR 
ANA PEÑA DOIG 
Directora de Medio Ambiente 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Presente. - 

Doç,u 'nt 'it 

31 HV(I) 209 

:iTHi 1L;C 
c.Ç( 

Asunto: Retira la observación del inciso 12 del artículo 7 del Acuerdo de Escazú. 

Referencia: Informe N° 040-2018-JUS/DGDH-DAIPAN 
Oficio N° 2604-2018-JUS/SG 

Es grato dirigirme a usted para saludarla cordialmente y, a su vez, informarle que la 
Dirección General de Derechos Humanos retira la observación relativa al inciso 12 del 
artículo 7 del Acuerdo de Escazú, en virtud de que la responsabilidad del Estado se limita a 
la promoción de la participación del público y la sociedad civil en las negociaciones 
internacionales en materia ambiental, sin que esto constituya compromiso de 
financiamiento. Esto de acuerdo con la aclaración de la Dirección de Medio Ambiente a su 
cargo, la misma que fue comunicada verbalmente a la Dirección de Asuntos Internacionales, 
Promoción y Adecuación Normativa el día 30 de mayo del presente. 

Sin otro particular, me valgo de la oportunidad para expresar a usted los sentimientos de mi 
especial consideración. 

Atentamente, 

/ 
1 

/ 
P •  D D..CSTRi5 
Di ctor General de Derechos Humanos 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

( 

¿)Ç1 

31 ÁY2Q1 
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29 FEB. 2919 Lima, 

OFICIO N° -2019-SGIMINSA 

Embajador 
MARCO V. BALAREZO 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales 
Ministerio de Relaciones Exteriores 

Presente. - 

Asunto: Solicitud de informe técnico-legal para la ratificación del Acuerdo 
de Escazú. 

Referencia: OF.RE  (DMA) N° 2-7-A/18 
(Expediente N° 18-098582-002) 

De mi consideración: 

Tengo a bien dirigirme a usted para saludarlo y en atención al documento de la 
__. referencia alcanzar a su representada, el Informe N° 045-2019-OGAJ/MINSA, emitido 

/ por la Oficina General de Asesoría Jurídica, y el Informe N° 007-2018-EMC-UF- 
(f AMGDIR-OGCTI/MINSA, de la Oficina General de Cooperación Técnica Internacional, 

documentos que contienen el pronunciamiento respecto a la solicitud para la 
ratificación del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe 
- Acuerdo de Escazú, los mismos que hacemos de su conocimiento para los fines 
consiguientes. 

Hago propicia la oportunidad para expresarle los sentimientos de mi especial 
consideración. 

Atentamente. 

Secrta,ia 45e 
MInlstrIo de 

Se adjunta: 
- Informe N° 045-2019-OGAJ/MINSA 
- Informe N°  007-2018-EMC-UF-AMGDIR-OGCTI/MlNSA 

RETF/SGYR 

(R) 

-------------- 

OC1Á 
,a'R 
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INFORME N° 007-2018-EMC-UF-AMGDIR-OGCTI/MINSA 

A : Dra. SONIA HILSER VICUÑA 

Ejecutiva Adjunta 1 

Unidad Funcional de Asuntos Multilaterales, Globales 

de Desarrollo e Integración Regional 

Oficina General de Cooperación Técnica Internacional 

ASUNTO Acuerdo Regional sobre el acceso a la información, participación pública y 

acceso a la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe - 

Acuerdo de Escazú. 

REFERENCIA : 1) Informe N 2756-2018/DCOVI/DIGESA 

Expediente N 18- 098582- 002 

2) Oficio N° 1364-2018-JEF-OPE/INS 

Expediente N° 18- 098582- 006 

FECHA : 
21 NOV. 2018 

Es grato dirigirme a usted con relación al documento de la referencia para manifestarle lo siguiente: 

1. ANTECEDENTES: 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, Participación Pública y Acceso a la Justicia 

en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú, se origina como 

resultado de la Conferencia de las Naciones Unidas, sobre el Desarrollo Sostenible Rio de Janeiro 

(Brasil) 2012, la decisión de Santiago adoptada en 2014 por 24 países y el Acuerdo Regional que 

fue adoptado el 4 de marzo de 2018 en la ciudad costarricense de Escazú. Es el primer tratado 

internacional que reconoce y garantiza la protección de las y los defensores del medio ambiente 

y la tierra. 

Los 14 países de América Latina y el Caribe que firmaron y participan de la Negociación del 

acuerdo son: Antigua y Barbuda, Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, 

México, Panamá, Paraguay, Perú, Republica Dominicana, Santa Lucía y Uruguay. 

Los 10 países Negociadores son: Chile, Colombia, El Salvador, Granada, Guyana, Haití, Honduras, 

Jamaica, San Cristóbal y Nieves, San Vicente y las Granadinas, conforme se señala en la página 

web del Organismo.' 

1  Los países negociadores son los países que participaron y dieron sus aportes durante el proceso de 

creación del "Acuerdo de Escazú", pero rio firmaron el acuerdo. 
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INFORME N° 007-2018-EMC-UF-AMGDIR-OGCTJ/MINSA 

Los países firmantes y negociadores, se comprometen a garantizar el derecho del público de 
acceder a la información ambiental que esté en su poder o custodia, facilitando en particular el 
acceso de personas o grupos en situación de vulnerabilidad. Asimismo, deberán recopilar y 
poner a disposición del público la información ambiental relevante para sus funciones de forma 
sistemática, proactiva y accesible. 

1.1. Participación del Perú en el acuerdo de Escazú durante el año 2018 

El 20 de septiembre de 2018 el Ministerio de Relaciones Exteriores solicito el informe técnico - 
legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú, a través del documento OF. RE  (DMA) N2-7-
A/18. 

Mediante Memorándum N° 964-2018-OGCTI/MINSA, de fecha 28 de septiembre de 2018, la 
OGCTI solicitó a la Dirección General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria (DIGESA), 
opinión sobre el mencionado Acuerdo. 

Con Oficio N 1459-2018-OGCTI/MINSA de fecha 28 de septiembre de 2018, la OGCTI solicito al 
Instituto Nacional de Salud (INS), opinión sobre el Acuerdo. 

la DIGESA, mediante el Informe N 2756-2018-DCOVI/DIGESA, concluye que el acuerdo es 
viable, y acota que es un instrumento que contribuirá con reforzar el derecho ciudadano a la 
información en materia ambiental y por ende fortalece el autocuidado de la salud, frente a la 
exposición a riesgos ambientales presentes en un determinado ámbito territorial 

El INS a través del Oficio N 1364-2018-JEF-OPE/lNS y con el correo electrónico de fecha 
22/10/2018, expresa que el citado Acuerdo es viable para el INS, sin embargo señala que el 
responsable directo del Acuerdo es el Ministerio del Ambiente (MINAM), a través de la Comisión 
Nacional de Diversidad Biológica (CONADIB), de la que el INS forma parte, contribuyendo en los 
diferentes aspectos técnicos. Asimismo, destaca que este instrumento legal no incurre en gastos 
para la institución. 

II. Análisis 

El acuerdo establece la protección de los derechos de las personas a vivir en un medio ambiente 
sano y al desarrollo sostenible en línea con el Objetivo N° 16 del Desarrollo Sostenible2  relativo a 
la justicia y las instituciones sólidas para la paz, lo cual se hace explícito en el texto y  se señala en 
el arta 7 que ratifica el derecho de la ciudadanía para participar en la toma de decisiones 
ambientales, y el arta 8 que establece que los Estados que forman parte del Acuerdo 
establecerán en su legislación nacional los mecanismos que aseguraran el acceso a la justicia en 
temas ambientales. 

2 Objetivo N" 16 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible: Promover Sociedades pacificas e inclusivas para 
el desarrollo sostenible facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, 
responsables e inclusivas a todos los niveles. 

Av. Salaverry 801 
Jesús María. Lima 11, Perú 

www.minsa.gob.pe 1(511) 315-6600 
Anexo: 2408/2409 
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INFORME N° 007-2018-EMC-UF-AMGDIR-OGCTIIMINSA 

El Acuerdo garantiza la iniplementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los 

derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de 

decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambiéntales, así como la creación y el 

fortalecimiento de las capacidades y la cooperación , contribuyendo a la protección del derecho 

de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al 

desarrollo sostenible. 

9,- 

Dado que esta iniciativa se encuentra en el marco de Acuerdos y Tratados sobre la Protección 

del Medioambiente y Desarrollo Sostenible, a los que el Perú está subscrito (Objetivos del 

Desarrollo Sostenible, Acuerdo de Rio 2012) y  se cuenta con la conformidad de las áreas técnicas 

involucradas (INS y DIGESA) quienes señalan que no se irrogará en gastos al estado, esta Oficina 

General emite una opinión favorable a esta propuesta. 

III. Conclusiones 

• La Dirección General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria (DIGESA) y el Instituto 

Nacional de Salud (INS) dan opinión favorable. 

• El Instituto Nacional de Salud señala que esta iniciativa no irrogará gastos al país, el aporte 

está circunscrito a aspectos técnicos de las áreas competentes. 

• La Oficina General de Cooperación Técnica Internacional opina favorablemente respecto a la 

ratificación del acuerdo regional, toda vez que contribuirá al logro de los objetivos nacionales 

en materia de salud ambiental y desarrollo sostenible, que e) país ha ratificado en los 

convenios y tratados internacionales que ha suscrito. 

W. Recomendaciones 

• Elevar el presente Informe a la Oficina General de Asesoría Jurídica para continuar con la 

gestión correspondiente. 

2 

Q.F. E . za Cornejo 

Especialista en ooperación Internacional 

Proveído N ¿ ( - -2018-UF- AMGDIR -OGCTI/MINSA 

Visto el Informe N2  007-2018-EMC-UF-AMGDIR -OGCTI/MINSA que antecede, la suscrita lo hace suyo 

en todos sus extremos y, conforme a lo recomendado, se remite a la Dirección General, para los fines 
pertinentes. 

D _ 

Sonia HiIer-Vicua 
Ejecutiva Mjunta 1 

Oficina Gancrl de Co.peractófl 
TcfliC lnterflCtOflI 

hn::t3rlO de Salud 

www.rninsa.gob.pe  

Av. Salaverry 801 
Jesús Maria. Lima 11, Perú 
T(511) 315-6600 
Anexo: 2408/2409 
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L20 Ano de la Lucha contra la Corrupcion y la Impunidad 

INFORME N° 045-2019-OGAJ/MINSA 

A : Abog. JORGE A. FUENTES CASTRO GOTELLI 
Ejecutivo Adjunto 
Oficina General de Asesoría Jurídica 

Asunto : Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe 

Referencia 

Fecha 

Memorándum N° 1181-2018-0GCTI/MINSA 
Informe N° 007-2018-EMC-U F-AMGDIR-OGCTI/M 1 NSA 
Oficio N° 01364-2018-JEF-OPE/lNS 
Nota Informativa N° 139-2018-UNAGESP CNSP/INS— - - ----- - 

Informe N° 002756-2018IDCOVlIDtGESA1  
OF. RE  (DMA) N° 2-7-A118 
Memorándum N° 964-2018-OGCTI/MINSA 

(Expediente N° 18-098582-002) . 

(Expediente N° 18-098582-003) ' a? 

B FEB. 219 L 

o Tengo el agrado de dirigirme a usted con relación a los documentos de la referencia, a fin de 
emitir el informe correspondiente. 

1. ANTECEDENTES: 

• OF. RE  (DMA) N° 2-7-A/I8 de fecha 24 de setiembre de 2018, mediante el cual el 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores solicita al Secretario General del Ministerio de Salud la remisión de un 

1." informe técnico legal respecto al Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, 
la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe, "Acuerdo de Escazú" 

• Memorándum N° 964-2018-013CTI/MINSA de fecha 28 de setiembre de 2018, a 
través del cual la Oficina General de Cooperación Técnica Internacional solicita a la 
Dirección General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria pronunciarse sobre la *_to ot 
conveniencia respecto de los intereses nacionales y la normativa nacional vigente, al 
ser parte de dicho Acuerdo, teniendo en cuenta las políticas sectoriales, el Acuerdo 
Nacional, el Plan Bicentenario y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

.1, FVEWá CASTRO 
• Informe N° 002756-20I8IDCOVIIDIGESA de fecha 03 de octubre de 2018, mediante 

el cual la Dirección General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria en al marco 
de sus competencias emite opinión técnica, respecto al Acuerdo Regional sobre el 
Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe, señalando la viabilidad respecto a la 
ratificación de dicho Acuerdo por parte del Estado Peruano. 

• Oficio N° 01364-2018-JEF-OPEIINS de fecha 05 de octubre de 2018, a través del 
cual el Instituto Nacional de Salud sustentado en la Nota Informativa N° 139-2018-
UNAGESP-CNSP/INS de la Unidad de Análisis y Generación de Evidencias en Salud 
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Pública (UNAGESP), emite opinión en relación al Acuerdo Regional sobre el Acceso 
a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe, concluyendo que el INS contribuye 
directamente con el Acuerdo de Escazú" en el marco del trabajo que viene 
realizando como participante de la Comisión Nacional de Diversidad Biológica - 

CONADlB-MINAM, en temas técnicos relacionados a salud y de acuerdo a la 
coyuntura de las sesiones de trabajo de dicha Comisión. 

• Memorándum N° 1181 -2018-OGCTI/MINSA recepcionado por esta Oficina General el 
22 de noviembre del 2018, mediante el cual la Oficina General de Cooperación 
Técnica Internacional, sustentado en el Informe N° 007-2018-EMC-UF-AMGDIR-
OGCTI/MINSA, concluye señalando que opina favorablemente respecto a la 
ratificación del acuerdo regional, toda vez que contribuirá al logro de los objetivos 

S nacionales en materia de salud ambiental y desarrollo sostenible, que el país ha 
ratificado en los convenios y tratados internacionales que ha suscrito. 

H. BASE LEGAL: 

• Constitución Política del Perú. 
• Ley N° 26842, Ley General de Salud, y sus modificatorias. 
• Ley N° 26839, Ley sobre la conservación y aprovechamiento sostenible de la 

diversidad biológica. 
• Ley N° 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública, y sus modificatorias. 
• Ley 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, y sus modificatorias. 
• Ley 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, y sus modificatorias. 
• Ley 28245, Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, y sus 

modificatorias. 
' ¿' • Ley N° 28611, Ley General de Ambiente, y sus modificatorias. 

• Ley N° 28736, Ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación 
de aislamiento y en situación de contacto inicial, y sus modificatorias. 

J.FUENTCASTRO • Ley N° 28804, Ley que regula la Declaratoria de Emergencia Ambiental, y sus 
modificatorias. 

• Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, y sus modificatorias. 
• Ley N° 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, y 

sus modificatorias. 
• Ley N° 30895, Ley que Fortalece la Función Rectora del Ministerio de Salud. 
• Decreto Legislativo N° 1161, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de 

Salud, y sus modificatorias. 
• Decreto Supremo N° 043-2003-PCM, que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley 

N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y sus 
modificatorias. 

• Decreto Supremo N° 008-2017-SA, que aprueba el Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Salud, y sus modificatorias. 

III. ANÁLISIS: 

3.1 El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, más 
conocido como Acuerdo de Escazú, es un tratado internacional firmado por 14 países 
de América Latina y el Caribe respecto a protocolos para la protección del medio 
ambiente. 
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3.2 El acuerdo se origina como resultado de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Desarrollo Sostenible (Río+20), realizada en 2012, y  la Decisión de Santiago 
adoptada en 2014 por 24 países. Desde ese momento se realizó un proceso de 
negociación entre los 24 países interesados, a través de una comisión copresidida por 
las delegaciones de Chile y Costa Rica. Tras cuatro años de negociaciones, el Acuerdo 
Regional fue adoptado el 4 de marzo de 2018 en la ciudad costarricense de Escazú. 

o 3.3 Este acuerdo fue el primero realizado por la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (Cepal), una agencia de la Organización de las Naciones Unidas. El acuerdo 
fue firmado finalmente por 14 países el 27 de septiembre de 2018 en el marco de la 
reunión anual de la Asamblea General de las Naciones Unidas, y está a la espera del 
proceso de ratificación respectivo por cada Estado firmante. 

3.4 Según lo dispuesto en el Artículo 1 del Acuerdo, su objetivo es Garantizar la 
implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de 
acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de 
decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la 
creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la 

- 
protección del derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a 
vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. 

3.5 Asimismo, el Acuerdo establece la protección del derecho de las personas a vivir en un 
medio ambiente sano y al desarrollo sostenible, y los Estados se comprometen a 
avanzar progresivamente en la implementación de derechos de acceso, y a rendir 
cuentas a las partes del tratado de sus avances, de igual forma se comprometen a 
garantizar el derecho del público de acceder a la información ambiental que esté en su 
poder o custodia, facilitando en particular el acceso de personas o grupos en situación 
de vulnerabilidad, a recopilar y poner a disposición del público la información ambiental 
relevante para sus funciones, de forma sistemática, proactiva y accesible, actualizando 
dicha información de forma periódica y desagregada a nivel subnacional y local. Por 

J.FuEsTscASTRO otro lado, el Acuerdo establece el derecho de la ciudadanía para participar en la toma 
de decisiones ambientales, especialmente cuando existan acciones que puedan tener 
un impacto significativo sobre el medio ambiente o la salud, por lo cual los Estados que 
forman parte del acuerdo establecerán, en su legislación nacional, los mecanismos que 
aseguren el acceso a la justicia en temas ambientales. Estos incluyen, entre otros, la 
creación de organismos estatales competentes y la definición de procedimientos 
efectivos, públicos, transparentes e imparciales. Finalmente, hay que referir que el 
Acuerdo es el primer tratado internacional que reconoce y garantiza la protección de las 
y los defensores del medio ambiente y la tierra, define sobre personas o grupos en 
situación de vulnerabilidad relacionados a estos derechos y precisa que, en caso de 
controversias, los Estados podrán recurrir a la Corte Internacional de Justicia o al 
arbitraje que ambas partes determinen de forma conjunta. 

3.6 En este contexto, el Ministerio de Relaciones Exteriores, en atención a lo dispuesto en 
el numeral 2 del artículo 7 del "Acuerdo de Escazú", que señala "Cada Parte garantizará 
mecanismos de participación del público en los procesos de toma de decisiones, 
revisiones, reexaminaciones o actualizaciones relativos a proyectos y actividades, así 
como en otros procesos de autorizaciones ambientales que tengan o puedan tener un 
impacto significativo sobre el medio ambiente, incluyendo cuando puedan afectar la 
salud", solicita el informe técnico-legal, que contenga los siguientes Elementos: 

a) Análisis de/instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del Sector. 
En este análisis debe incluirse una evaluación del Acuerdo de Escazú a la luz de la 
norrnatividad nacional vigente, debiendo señalar expresamente si el referido 
instrumento internacional guarda consistencia con la normatividad nacional en su 
respectivo ámbito de compete ncia o si, por el contrario, se requiere la modificación o 
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doro gación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su 
imp Jementación. 

Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los 
gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú; y 

Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del 
Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, 
objetivos de desarrollo sostenible etc. 

3.7 Ante la solicitud efectuada al Ministro de Salud, las instancias técnicas competentes 
han emitido la opinión técnica correspondiente respecto al tema. 

3.8 El Instituto Nacional de Salud, Organismo Público Ejecutor del Ministerio de Salud 
dedicado a la investigación de los problemas prioritarios de salud y de desarrollo 
tecnológico, que entre otras funciones tiene como mandato el proponer políticas y 
normas, promover, desarrollar y difundir la investigación científica-tecnológica y brindar 
servicios de salud en los campos de salud pública, control de enfermedades 
transmisibles y no transmisibles, alimentación y nutrición, producción de biológicos, 
control de calidad de alimentos, productos farmacéuticos y afines, salud ocupacional, 
protección del medio ambiente y salud intercultural, para contribuir a mejorar la calidad 
de vida de la población, respecto a la opinión requerida con relación al Acuerdo de 
Escazú", concluye señalando que: 

"El Instituto Nacional de Salud-/NS contribuye directamente con el "Acuerdo de 
Escazú" en el marco del trabajo que vienen desarrollando como participante de la 
(Comisión Nacional de Diversidad Biológica) - CONADlB-MINAM, en temas 
técnicos relacionados a salud y de acuerdo a la coyuntura de las sesiones de 
trabajo de ésta Comisión. A la fecha, INS vienen contribuyendo en aspectos 
técnicos de: a) Biodiver.sidad y Salud, b) Deforestación y Salud, c) Polinizadores y 
Salud, d) Especies Exóticas e invasoras y Salud, e) Plantas Medicinales y Salud." 

3.9 La Dirección General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria, en calidad de órgano 
responsable en el aspecto técnico, normativo, vigilancia y supervigilancia de los 
factores de riesgos físicos, químicos y biológicos externos a la persona y fiscalización 

J, FUEMS CASTRO en materia de salud ambiental, en ejercicio de sus funciones y competencia, luego de 
un previo análisis con relación a la solicitud efectuada y concluye en lo siguiente: 

"( ... ) opina viable respecto a la ratificación por parte del Estado Peruano del 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y 
el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe 
o "Acuerdo de Escazú" por ser un instrumento que contribuirá con reforzar el 
derecho ciudadano a la información en materia ambiental y por ende al 
autocuidado de su salud, frente a la exposición a riesgos ambientales presente 
en un determinado ámbito territorial". 

3.10 La Oficina General de Asesoría Jurídica, considerando la opinión técnica vertida por los 
órganos técnicos del Ministerio de Salud, puntualiza los aspectos relacionados con el 
ámbito de su competencia y el marco legal correspondiente, señala lo siguiente: 

• La Constitución Política del Perú, en relación al Rol Económico del Estado, en 
su artículo 59, establece, que el Estado estimula la creación de riqueza y garantiza 
la libertad de trabajo y la libertad de empresa, comercio e industria, enfatizando 
que el ejercicio de estas libertades no debe ser lesivo a la moral, ni a la salud, ni a 
la seguridad pública. 
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• La Ley N° 26842, Ley General de Salud, en los numerales 1, II, VI y X de su título 
preliminar establece que la salud es condición indispensable del desarrollo 
humano y medio fundamental para alcanzar el bienestar individual y colectivo, 
siendo la protección de la salud de interés público. Por tanto, responsabilidad del 
Estado regularla, vigilarla y promoverla. Es de interés público la provisión de 
servicios de salud, cualquiera sea la persona o institución que los provea. Es 
responsabilidad del Estado promover las condiciones que garanticen una 
adecuada cobertura de prestaciones de salud a la población, en términos 
socialmente aceptables de seguridad, oportunidad y calidad, y que toda persona 
dentro del territorio nacional está sujeta al cumplimiento de la norma de salud. 

De igual manera, los artículos 103, 104 y  106, de la norma en referencia, en el 
Capitulo VIII De la del protección ambiente para la salud, establece que la 

4 .. proteccion del ambiente es responsabilidad del Estado y de las personas naturales 
y jurídicas, los que tienen la obligación de mantenerlo dentro de los estándares 
que, para preservar la salud de las personas, establece la Autoridad de Salud 

í competente; que toda persona natural o jurídica, está impedida de efectuar 
descargas de desechos o sustancias contaminantes en el agua, el aire o el suelo, 
sin haber adoptado las precauciones de depuración en la forma que señalan las 
normas sanitarias y de protección del ambiente; y, cuando la contaminación del 
ambiente signifique riesgo o daño a la salud de las personas, la autoridad de salud 
de nivel nacional, en coordinación con la autoridad de salud de nivel regional, dicta 
las medidas de prevención y control indispensable para que cesen los actos o 
hechos que ocasionan dichos riesgos y daños. 

El Decreto Legislativo N° 1161, Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de Salud, dispone que el Ministerio de Salud es competente en: Salud de las 
personas; Salud ambiental e inocuidad alimentaria; entre otros. 

De la misma manera, los literales a) y b) del artículo 5 del Decreto Legislativo No 

J.FUENTEs C 
1161, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Salud, modificado por la 
Ley N° 30895, Ley que fortalece la Función Rectora del Ministerio de Salud, 
señala que son funciones rectoras del Ministerio de Salud: formular, planear, 
dirigir, coordinar, ejecutar, supervisar y evaluar la política nacional y sectorial de 
promoción de la salud, prevención de enfermedades, recuperación, rehabilitación 
en salud y buenas prácticas en salud, bajo su competencia, aplicable a todos los 
niveles de gobierno; y, dictar normas y lineamientos técnicos para la adecuada 
ejecución y supervisión de las políticas nacionales y sectoriales, la gestión de los 
recursos del sector; así como para el otorgamiento y reconocimiento de derechos, 
fiscalización, sanción y ejecución coactiva en las materias de su competencia. 
Igualmente, el literal a) del artículo 7 de la precitada Ley refiere que, en el marco 
de sus competencias el Ministerio de Salud cumple con la función específica de 
regular la organización y prestaciones de servicios de salud. 

La Ley N° 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, en el artículo 5, 
literales d), e), f), g), del artículo 9, y literal k) del artículo 49 señala que la misión 
de los gobiernos regionales es organizar y conducir la gestión pública regional de 
acuerdo a sus competencias exclusivas, compartidas y delegadas, en el marco de 
las políticas nacionales y sectoriales, para contribuir al desarrollo integral y 
sostenible de la región, teniendo corno función el regular y otorgar las 
autorizaciones, licencias y derechos sobre los servicios de su responsabilidad; 
promover el desarrollo socioeconómico regional y ejecutar los planes y programas 
correspondientes; dictar las normas inherentes a la gestión regional, y promover y 
regular actividades y/o servicios en materia de agricultura, pesqueria, industria, 
agroindustria, comercio, turismo, energía, mineria, vialidad, comunicaciones, 
educación, salud y medio ambiente, conforme a Ley, entre otros, considerando 
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además como una función específica en materia de salud el promover y preservar 
la salud ambiental de la región. 

La Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, que en su Título Xl sobre 
LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO MUNICIPAL EN ZONAS RURALES, en el 
artículo 141, sobre Competencias Adicionales, señala que las municipalidades 
ubicadas en zonas rurales, además de las competencias básicas, tienen a su 
cargo aquellas relacionadas con la promoción de la gestión sostenible de los 
recursos naturales: suelo, agua, flora, fauna, biodiversidad, con la finalidad de 
integrar la lucha contra la degradación ambiental con la lucha contra la pobreza y 
la generación de empleo; en el marco de los planes de desarrollo concertado. 

La Ley N° 28611, Ley General del Ambiente, en los articulos 1, V, VI, IX y Xl del 
título preliminar, dispone como un derecho y deber fundamental, que toda persona 
tiene el derecho irrenunciable a vivir en un ambiente saludable, equilibrado y 
adecuado para el pleno desarrollo de la vida, y el deber de contribuir a una 
efectiva gestión ambiental y de proteger el ambiente, así como sus componentes, 
asegurando particularmente la salud de las personas en forma individual y 
colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales y el desarrollo sostenible del país. 

De igual manera, establece diversos principios, entre ellos, el principio de 
sostenibilidad, sustentada en la integración equilibrada de los aspectos sociales, 
ambientales y económicos del desarrollo nacional, así como en la satisfacción de 
las necesidades de las actuales y futuras generaciones; el principio de prevención, 
cuyo objetivo es prevenir, vigilar y evitar la degradación ambiental; el principio de 
responsabilidad ambiental, precisando que quien cause la degradación del 
ambiente, sea una persona natural o jurídica, pública o privada, está obligado a 
adoptar medidas para su restauración, rehabilitación o reparación o compensar en 
términos ambientales los daños generados, sin perjuicio de otras 
responsabilidades administrativas, civiles o penales a que hubiera lugar; y, el 
principio de gobernanza ambiental, orientada a la armonización de las políticas, 
instituciones, normas, procedimientos, herramientas e información de manera tal 
que sea posible la participación efectiva e integrada de los actores públicos y 
privados, en la toma de decisiones, manejo de conflictos y construcción de 
consensos, sobre la base de responsabilidades claramente definidas, seguridad 
jurídica y transparencia. 

Asimismo, el numeral 66.1 del artículo 66 de la norma en referencia, respecto a la 
salud ambiental, dispone que la prevención de riesgos y daños a la salud de las 
personas es prioritaria en la gestión ambiental, siendo responsabilidad del Estado, 
a través de la Autoridad de Salud y de las personas naturales y jurídicas dentro 
del territorio nacional, contribuir a una efectiva gestión del ambiente y de los 
factores que generan riesgos a la salud de las personas. 

La Ley N° 28245, Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, 
señala en su artículo 1 que el objeto de la Ley es asegurar el más eficaz 
cumplimiento de los objetivos ambientales de las entidades públicas; fortalecer los 
mecanismos de transectorialidad en la gestión ambiental, el rol que le corresponde 
al Consejo Nacional del Ambiente - CONAM, y a las entidades sectoriales, 
regionales y locales en el ejercicio de sus atribuciones ambientales a fin de 
garantizar que cumplan con sus funciones y de asegurar que se evite en el 
ejercicio de ellas superposiciones, omisiones, duplicidad, vacíos o conflictos. 

Asimismo, en su artículo 5 señala que la gestión ambiental en el país, se rige por 
los siguientes principios: Obligatoriedad en el cumplimiento de la Política 
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Nacional Ambiental; Articulación en el ejercicio de las funciones públicas, de 
acuerdo con el carácter transectorial de la gestión ambiental; Coherencia, 
orientada a eliminar y evitar superposiciones, omisiones, duplicidades y vacíos en 
el ejercicio de las competencias ambientales; Descentralización y 
desconcentración de capacidades y funciones ambientales; Simplificación 
administrativa; Participación y concertación, a fin de promover la integración 
de las organizaciones representativas de¡ sector privado y la sociedad civil en la 
toma de decisiones ambientales; Promoción y apoyo a las iniciativas voluntarias 
dirigidas a la prevención de la contaminación; Promoción de mecanismos 
alternativos para la resolución de conflictos ambientales; Priorización de 
mecanismos e instrumentos de prevención y producción limpia; Principio 
Precautorio, de modo que cuando haya indicios razonables de peligro de daño 
grave o irreversible al ambiente o, a través de este, a la salud, la ausencia de 
certeza científica no debe utilizarse como razón para no adoptar o postergar la 
ejecución de medidas eficaces y eficientes destinadas a evitar o reducir dicho 
peligro. Estas medidas y sus costos son razonables considerando los posibles 
escenarios que plantee el análisis científico disponible. Las medidas deben 
adecuarse a los cambios en el conocimiento científico que se vayan produciendo 
con posterioridad a su adopción. La autoridad que invoca el principio precautorio 

Í( es responsable de las consecuencias de su aplicación; La inversión nacional y 
la extranjera se sujeta a las mismas condiciones y exigencias establecidas en la 
legislación ambiental nacional y en la internacional, aplicable al Perú; 
Complementariedad entre los instrumentos de incentivo y sanción, 
privilegiando la protección efectiva, la eficiencia, la eficacia, la prevención, el 
mejoramiento continuo de¡ desempeño ambiental y la recuperación y manejo de¡ 
pasivo ambiental o zonas ambientalmente degradadas; Valorización e 
internalización de los costos ambientales, bajo el principio contaminador - 

pagador; Permanencia, continuidad y transparencia de las acciones de 
fiscalización; y, Articulación de¡ crecimiento económico, el bienestar social y la 
protección ambiental, para el logro de¡ Desarrollo Sostenible. 

3.11 Por otra parte, con relación a los elementos a considerase en el informe técnico legal 
requerido por el Ministerio de Relaciones Exteriores, corresponde señalar: 

Respecto al análisis de¡ instrumento, principalmente de los aspectos de q  

competencia de¡ Sector. En este análisis debe incluirse una evaluación de¡ 
Acuerdo de Escazú a la luz de la normatividad nacional vigente, debiendo 
señalar expresamente si el referido instrumento internacional guarda 

J,FUE?TESCIRO consistencia con la normatividad nacional en su respectivo ámbito de 
competencia o si, por el contrario, se requiere la modificación o derogación 
de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su 
implementación. 

La salud y el medio ambiente guardan una estrecha relación, y en el marco de¡ 
"Acuerdo de Escazú", lo que se busca es garantizar el derecho de toda persona a 
vivir en un medio ambiente sano. En tal sentido, lo dispuesto en las políticas de 
Estado y en la normatividad nacional vigente en materia de medio ambiente y 
salud, el Acuerdo guarda consistencia, sin embargo, de ser necesaria la 
modificación o derogación de las Leyes para su implementación, ello no debe ser 
ajeno a dicho proceso, debiendo proseguirse con el tramite regular y ser 
aprobados por el Congreso de la República. 

Respecto a la provisión de los recursos necesarios en el presupuesto 
institucional para asumir los gastos de la implementación de¡ Acuerdo de 
Escazú. 
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Dado que el abordaje de los problemas medio ambientales y el de las 
determinantes de la salud, muchas veces se requiere la participación de diversos 
sectores, es decir que frente a determinados problemas el abordaje debe hacerse 
con una intervención multisectorial, para intervenir de manera integral en un 
conjunto de acciones, sin embargo, dichas acciones deben encontrase 
respaldadas por presupuestos que los organismos responsables deben planificar 
e incorporar en sus presupuestos institucionales, para implementar dichas 
acciones, y efectuar el seguimiento y evaluación correspondiente. 

Respecto a la presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de 
o ser Parte de¡ Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, 

plan bicentenario, objetivos de desarrollo sostenible etc. 
O 

El Acuerdo Nacional establece la Política de Estado 19: "Desarrollo sostenible y 
gestión ambiental", comprometiéndose a integrar la política nacional ambiental 
con las políticas económícas, sociales, culturales y de ordenamiento territorial, 
para contribuir a superar la pobreza y lograr el desarrollo sostenible de¡ Perú. De 
esta manera busca institucionalizar la gestión ambiental, pública y privada, para 
proteger la diversidad biológica, facilitar el aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales, asegurar la protección ambiental y promover centros poblados 

/ y ciudades sostenibles; lo cual ayudará a mejorar la calidad de vida, 
especialmente de la población más vulnerable de¡ país. 

Por su parte, el Plan Bicentenario - El Perú hacia el 201'21,establece diversos 
ejes estratégicos, que tienen relación con lo estable6idb en el "Acuerdo de 
Escazú", de esta manera tenemos: 

El Eje Estratégico 1, DERECHOS FUNDAMENTALES Y DIGNIDAD DE LAS 
PERSONAS, cuyo objetivo nacional es la plena vigencia de los derechos 
fundamentales y la dignidad de las personas. Este objetivo involucra la plena 
democratización de la sociedad y la vigencia irrestricta de¡ derecho a la vida, a 
la dignidad de las personas, a la identidad e integridad, a la no discriminación, 

J,FUE SCP,ST1 al respeto de la diversidad cultural y al libre desarrollo y bienestar de todos los 
peruanos, conforme a lo dispuesto en la Constitución y en los tratados 
internacionales de derechos humanos suscritos por el Estado peruano. 

El Eje Estratégico 2, OPORTUNIDADES Y ACCESO A LOS SERVICIOS, al 
respecto señala que el Perú se compromete a lograr para el 2021 el acceso 
equitativo a servicios fundamentales de calidad (educación, salud, agua y 
saneamiento, electricidad, telecomunicaciones, vivienda y seguridad 
ciudadana). Para alcanzarlo, se requieren estrategias políticas que convoquen 
por igual al Estado y la iniciativa privada. Entre• los desafíos más urgentes 
destaca lograr una educación de calidad y vencer el flagelo de la desnutrición, 
aspecto que va ligado a la salud, cuyos indicadores varían dependiendo de la 
ubicación geográfica, la situación económica, los niveles de urbanización o la 
pertenencia a grupos étnico-culturales, así como al área geográfica y medio 
ambiente en el cual se desarrolla. 

El Eje Estratégico 6, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTE, cuyo objetivo 
nacional es la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales y la biodiversidad con un enfoque integrado y ecosistémico y un 
ambiente que permita una buena calidad de vida para las personas y la 
existencia de ecosistemas saludables, viables y funcionales en el largo plazo 
El objetivo es lograr el aprovechamiento racional y sostenible de los recursos 
naturales y la biodiversidad, a fin de garantizar su conservación para las 
generaciones futuras, así como el derecho de las personas a gozar de un 
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ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de sus vidas. El logro de 
este objetivo requiere de la acción decidida del Estado y el fortalecimiento del 
Sistema Nacional de Gestión Ambiental para la regulación del 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y la calidad ambiental, 
la creación de incentivos económicos que estimulen una buena gestión 
ambiental, y el establecimiento de mecanismos eficaces de supervisión y 
fiscalización ambiental de las empresas. A ello deben agregarse medidas 
adecuadas para la adaptación del país al cambio climático y el impulso de 
mecanismos de información y participación ciudadana, así como la educación 
ambiental en todos los niveles educativos. 

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), los referidos objetivos se gestaron 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, 
celebrada en Río de Janeiro en 2012. El propósito era crear un conjunto de 
objetivos mundiales relacionados con los desafíos ambientales, políticos y 
económicos con que se enfrenta nuestro mundo. Los ODS sustituyen a los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (0DM), con los que se emprendió en 2000 una 
iniciativa mundial para abordar la indignidad de la pobreza. 

Los ODS constituyen un compromiso para enfrentar los problemas que aquejan al 
mundo, de los 17 Objetivos formulados, 8 están relacionados con la salud y el 
medio ambiente, Objetivo 3: Salud y bienestar, Objetivo 6: Agua limpia y 
saneamiento, Objetivo 7: Energía asequible y no contaminante, Objetivo 12: 
Producción y consumo responsable, Objetivo 13: Acción por el clima, Objetivo 14: 
Vida submarina, Objetivo 15: Vida en la tierra, y Objetivo 17: Alianza para lograr 
los objetivos. 

Dichos Objetivos están interrelacionados, lo que significa que el éxito de uno 
afecta el de otros, por ello es importante responder a la amenaza del cambio 

J,FUENTESC 
climático gestionando los recursos naturales, lograr mejorar la salud, ayuda a 
erradicar la pobreza, fomentar la paz y sociedades inclusivas, reducir las 
desigualdades y contribuir a que prosperen las economías. En suma, es una 
oportunidad sin igual en beneficio de la vida de las generaciones futuras, que 
invita a todos a crear un planeta más sostenible, seguro y próspero para la 
humanidad. 

Como se podrá apreciar de lo señalado, las políticas sectoriales en salud, el Acuerdo 
Nacional, el Plan bicentenario, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, se encuentran 
articulados con el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe. 

3.12 En atención a la solicitud efectuada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
sustentado en los informes técnicos emitidos por el Instituto Nacional de Salud (lNS), La 
Dirección General de Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria (DIGESA) y la Oficina 
General de Cooperación Técnica Internacional (OGCTI), en su calidad de órganos 
técnicos competentes del Ministerio de Salud en relación a la materia, esta Oficina 
General emitir el presente Informe Legal. 

W. CONCLUSIÓN: 

Por los fundamentos antes señalados, y en atención a las opiniones técnicas vertidas 
por los órganos técnicos del Ministerio de Salud, en concordancia con las políticas 
nacionales, así como el marco jurídico vigente, es opinión de Esta Oficina General que 
el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Públíca y el 
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Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe - Acuerdo 
de Escazú, debe ser ratificado por el Estado Peruano. 

S) 

Es cuanto tengo que informar a usted. 

Atentamente, 

Abogado 

Visto el Informe N° O que antecede, el suscrito lo hace suyo en todos 
sus extremos, por lo que, se remite al Despacho de la Oficina General de Asesoría Jurídica, 
para su consideración y fines pertinentes. 

Lima, 18 FEB. 2019 / 

k FUENTES CSTRO GOTEUI 
Eje9UtivO Aijuo 1 

Ofieina'Gner1 de Asesoría Jurídica 

Visto el Informe N° 
11 

O(-2O19-OGAJ/MlNSA que antecede, el suscrito lo hace suyo en todos 
sus extremos, por lo que, se remite a la Secretaría General del Ministerio de Salud, para la 
atención correspondiente. 

Lima, 18 FEB. 2019 

SILVIANA G. YANCOURT RUIZ 
Directora General 

Oficina General de Asesoría Jurídica 
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Lima, 11 MAR. 2019 

Señor Embajador 
MANUEL GERARDO TALAVERA ESPINAR 

Secretario General 

Ministerio de Relaciones Exteriores 

Rteiente. - 

Asunto : Solicitud de informe técnico-legal para la ratificación del Acuerdo de 

Escazú. 

Referencias a) OF. RE  (DMA) N 2-1 5-A163 
b) Memorándum N° 151-2019-MTC/02 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en atención al documento a) de la referencia, 

mediante el cual el Director General para Asuntos Multilaterales y Globales, solicita un 

informe técnico legal con elementos que permitan la ratificación del Acuerdo de Escazú. 

Al respecto, se remite copia del documento de la referencia b), emitido por el Viceministerio 

de Transportes, para su conocimiento y fines pertinentes. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para expresarle las muestras de mi consideración 

y estima. 

Atentamente, 

/ 

FERNANDOLARCON DIAZ 
Secretario\General (e) 

'Mjnisteio de Tranrte y Comunicaciones 

Se adjunta: Memorándum N 151-2019.MTc/02 y documentos anexos. 

Jr. Zorotos 1203 - Lima - Peru 

[Ei PERÚ PRIMERJ T. (511)615 7800 

www.mtc.gob.pe  
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A : FERNANDO ALARCON DÍAZ 
Secretario General ( e) 

Oficina de CoOrdiflaCb0n 

AdministratiVa 

SECRETARIA GENERAL 

06 MAR 709 

RECIBIDO EN LA FECHA 

HORA ...... ... ... ....  t..L..O... 
FECHA .... .. 

ASUNTO : Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe - "Acuerdo de Escazú" 

REF. : a) Informe N" 500-2019-MTC/08 

b) Oficio RE (DMA) N 2-1 5-N63 

FECHA : 136 tAR. 2131 

Mediante el presente este Vicerriinisterio manifiesta su conformidad con las opiniones emitidas 
por la ex Dirección General en Asuntos Socio Ambientales con Memorandum N'" 0296-2019-
MTC/16 e informe Técnico Legal N" 013-2019-MTC/16.01 y por la Oficina General de 
Planeamiento y Presupuesto con Memorando N 344-2019-MTC/09 e Informe N" 0059-2019-
MTC/09.01 con respecto a la suscripción de¡ acuerdo de¡ asunto. En tal sentido remito visado 
el oficio mediante el cual este Ministerio atiende lo solicitado con documento de la referencia 
b) por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Atentamente, 

0-R*V- 
Viceriánistru de Transportes 

('Q 

Jirón Zorritos 1203— Lima - Perú 
T. (511) 615-7800 
www.mtc.gob.pe  [ÉL PERÚ PRIMERJ 
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"Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres" 
"Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

A : CARLOS CÉSAR ARTURO ESTREMADOYRO MORY 
Viceministro de Transportes 

MTC 1o'íí 
Despacho Vice Ministerial 

de Transportes 

07 FEB. 2019 

MESA DE PARTE 
EXP: L9 —2-ej 

ASUNTO Informe Técnico Legal para la ratificación del acuerdo de Escazú en relación 
al acuerdo Regional sobre el acceso a la información, participación 
ciudadana y el acceso a la justicia en asuntos ambientales en América 
Latina y el Caribe 

REFERENCIA a) OF. RE  (DMA) N° 2-1 5-N63 con H/R N° E-2621 29-2018 
b) Informe Técnico Legal N" 013-2019-MTC/16.O1.MQP.LMQ.JLGV 

FECHA Lima 0 7 FEB; oi 

Es grato dirigirme a usted, en atención al documento de la referencia (1), mediante el cual el 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
remite al Ministerio de Transporte y Comunicaciones el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe, en adelante "Acuerdo de Escazú", que fue adoptado el 4 de marzo de 2018 
en San Jose, Costa Rica el cual será suscrito por la Ministra del Ambiente para luego iniciar los 
trámites correspondientes al perfeccionamiento interno a nivel nacional para la ratificación del 
citado Acuerdo; asimismo, solicita un informe técnico —legal que contenga los elementos 
señalados en el citado documento. 

Al respecto, se adjunta el informe de la referencia (2), mediante el cual se da atención a lo 
solicitado, el cual cuenta con la conformidad del suscrito. Asimismo se adjunta un proyecto de 
oficio. 

Sin otro particular y agradeciendo la atención prestada quedo de usted 

Atentamente, 

ppocfjlgv 

[ L PERÚ PRIMERJ 
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PARA : AMARILDO FERNANDEZ ESTELA 
Director de Gestión Ambiental 
Dirección General de Asuntos Socio Ambientales 

.li' 

D.9S.A. 
Dirección 4 Ge,t%o' 

Ambflt 

3 Ü
J

ZJ 19  

RECl'O E(' A FECHA 

.......... 

ASUNTO : Informe Técnico Legal para la ratificación del acuerdo de Escazú en 
relación al acuerdo Regional sobre el acceso a la información, 
participación ciudadana y el acceso a la justicia en asuntos ambientales 
en América Latina y el Caribe. 

REFERENCIA : OF. RE  (DMA) N° 2-15-N63 con H/R N° E-262129-2018 

FECHA : Lima, 28 de enero de 2019 

Nos dirigimos a usted en atención a los documentos de la referencia, a efectos de informar lo 
siguiente: 

1. »-ÁÑTECEbENTE. 
.., 

Mediante OF. RE  (DMA) N° 2-15-N63, de fecha 24/09/2018, e! Director General para 
Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, remite al 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 
América Latina y el Caribe, en adelante "Acuerdo de Escazú", que fue adoptado el 4 de 
marzo de 2018 en San José, Costa Rica el cual será suscrito por la Ministra del Ambiente 
para luego iniciar los trámites correspondientes al perfeccionamiento interno a nivel 
nacional para la ratificación del citado Acuerdo; asimismo, solícita un informe técnico - 
legal que contenga los elementos señalados en el presente documento. 

2.1 Según lo solicitado, el análisis del Acuerdo de Escazú debe contener los siguientes 
elementos: 

Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del sector, 
este análisis debe incluirse una evaluación del Acuerdo de Escazú a la luz de la 
normativa nacional vigente, debiendo señalar expresamente si el referido instrumento 
internacional guarda consistencia con la normativa nacional en su respectivo ámbito 
de competencias o si por el contarlo requiere la modificación o derogación de alguna 
ley, o la emisión de normas con rango de ley para implementación. 
Provisión de recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos 
de la implementación de Acuerdo de Escazú. 

Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del Acuerdo, a 
partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, objetivos de 
desarrollo sostenible. 

r P£Rú PRIiJ 
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2.2 El Articulo 1 del Acuerdo de Escazú, señala que el Objetivo es garantizar la 
implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso 
a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de decisiones 
ambientales y un acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el 
fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del 
derecho de cada persona, de las generaciones, contribuyendo a la protección del derecho 
de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente 
sano y al desarrollo sostenible. 

2.3 Según, el Artículo 5 del Acuerdo de Escazú, se advierte que se han desarrollado aspectos 
referidos a: Accesibilidad de la información ambiental, Denegación del acceso a la 
información ambiental, condiciones aplicables para la entrega de información ambiental 
y Mecanismos de revisión independientes, por lo que, efectuada la revisión de los 
mismos, se debe indicar que lo descrito en el citado artículo es concordante con lo 
establecido en la normatividad ambiental nacional, siguiente: 

• Mediante Decreto Supremo N' 002-2009-MINAM, se aprobó el "Reglamento sobre 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación y consulta 
Ciudadana en Asuntos Ambientales", cuyos artículos son: 

Art/culo N°4: "Toda persona tiene derecho a acceder a la información que posee el 
"1 MINAM o las entidades set/aladas en el art/culo 20, con re/ación al ambiente, sus 

compon entes y sus implicancias en la sa/ud; así como sobre las políticas, normas, 
obras y actividades realizadas y/o conodclas por dichas entídades que pudieran 
afectar/o en forma directa o indirecta, sin necesidad de invocar justificadón de 
ninguna clase. Es-te derecho de acceso se extiende respecto a la información que 
posean las personas jurídicas sujetas al régimen privado que presten servicios 
públicos. Todas las entidades públicas y privadas que prestan servidos públicos 

f 1 deben fad/itar e/acceso a la información ambiental a quien ¡o solidte, sin distindón 
de ninguna índole, son sujeción exclusivamente a lo dipuesto en la /egiIadón 
v/gente." 
Articulo N° 5: "La información ambiental que las entidades (..) accedan, posean, 
produzcan o tengan disponible como resultado del ejerdcío de sus fundones, tiene 
carácter público y está sujeta a los mecanismos de acceso a la información pública. 
Dicha información debe propordonarse cuando ésta sea solidtada por cualquier 
persona natural o jurídica, en el ejerddo del derecho a acceso a información 
pública..." 

Mediante Decreto Supremo N' 019-2009-MINAM, se aprobó el Reglamento de la 
Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental y sus modificatorias. 
Art/culo 66°. - Toda documentadón induida en el expediente administrativo de 
evaluación de impacto ambiental es de carácter público, a excepción de la 
información expresamente dedarada como secreta, reservada o con fidencial, de 
conformidad con lo dispuesto en el Texto Único Ordenado de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Informadón - Ley N° 27806, aprobado por Decreto 
Supremo N' 043 2003-PCM. 

PEDú PRMol 
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2.4 De la revisión de lo señalado en el Artículo 7 del Acuerdo de Escazú, se advierte que lo 
expresado está referido al derecho de participación y promodón del público en los 
procesos de toma de deciiones ambientales, tales como e/ordenamiento de/territorio y 
la e/aboradón de políticas, estrategias, planes, programas, normas y reglamentos, que 
tengan o puedan tener un impacto significativo sobre el medio ambiente, etc; por lo 
tanto, dichos contenidos guardan consistencia con la normatividad aplicada por el Sector 
Transportes: 

la Ley N 28611, Ley General del Ambiente, regula el acceso a la información 
ambiental y participación ciudadana desde el articulo 41 al 51. 
Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública y Participación y 
Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, aprobado por Decreto Supremo N° 
002-009-MINAM y demás normas complementarias. 
Reglamento del SElA DS N" 0 1 9-2009-MINAM, en su Artículo 68°.- La participación 
ciudadana es un proceso dinámico, flexible e Inclusivo, que se sustenta en la aplicación 
de múltiples modalidades y mecanismos orientados al intercambio amplio de 
información, la consulta, el diálogo, la construcción de consensos, la mejora de 
proyectos y las decisiones en general, para contribuir al diseño y desarrollo 
responsable y sostenible de los proyectos de Inversión, así como de las políticas, planes 
y programas de las entidades del sector público. 

2.5 Además, se debe precisar que el proceso de participación ciudadana es aplicable a todas 
las etapas del proceso de evaluación de impacto ambiental, comprendiendo a la DIA, el 
EIAsd, el EIA-d y la EAE, de acuerdo a la legislación sectorial, regional o local que 
corresponda. 

2.6 Estos mecanismos contribuyen a mejorar las decisiones materia del proceso de evaluación 
de impacto ambiental, debiendo ser conducidos responsablemente y de buena fe, a 
efectos de propiciar decisiones basadas en el legítimo interés del titular o proponente, el 
interés público, la calidad de vida de los pobladores y el desarrollo sostenible. Estos 
mecanismos no implican derecho de veto alguno sobre los proyectos materia del proceso 
de participación ciudadana, ni impiden la formulación de informes de observaciones o 
de la Resolución que pone término al procedimiento administrativo correspondiente. 

2.7 Sin perjuicio de los mecanismos específicos que pudiera proponerse, el titular del 
proyecto de inversión o la Autoridad Competente, en los procesos de participación 
ciudadana formal y no formal, podrán utilizar mecanismos como: publicación de avisos; 
distribución de Resúmenes Ejecutivos y acceso público al texto completo del estudio 
ambiental; buzones de observaciones y sugerencias; oficinas de información y 
participación ciudadana; visitas guladas; consulta con promotores; mecanismos para 
canalizar observaciones y sugerencias ante la autoridad; talleres o reuniones 
informativas; audiencias püblicas con participación de intérpretes en lenguas locales, 
según corresponda; entre otros. 
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2.8 La Autoridad Competente establece los mecanismos formales para lograr la efectiva 
participación ciudadana, a fin de facilitar la difusión de la información y la incorporación 
de observaciones y opiniones, las cuales están orientadas a mejorar el proceso de toma 
de decisiones respecto de los estudios ambientales y la participación ciudadana durante 
la etapa de ejecución de los proyectos. 

Normatividad del Sector Transporte: 

• Mediante Resolución Directoral N" 006-2004-MTC/16, se aprobó el Reglamento de 
Consulta y Participación Ciudadana en el Proceso de Evaluación Ambiental y Social en el 
Subsector Transportes - MTC, el cual regula aspectos relacionados a participación 
ciudadana, procedimientos de consulta dirigida a la toma decisiones a través del diálogo 
participativo con las personas y organizaciones sociales conformadas para tal fin. 

Art. 2 numeral 2.4 Partic,;oadón. -Es la intervención activa de la duda dan/a, 
especialmente de las personas que potencia/mente podrían ser impactadas por el 
desarrollo de un proyecto, en los procedimientos de probadón de estudios 
ambientales. la participación ciudadana no es un fin en sí mismo, en la medida en 
que su promodón está orientada a tomar en cuenta la opinión de la población, e 
identificar y prevenir conflictos entre las partes. 

Art. 3.- Procedimientos de consulta A través de los procedimientos de consulta, las 
Unidades Ejecutoras a cargo del proyecto y la DGASA, deberá informary dialogar con 
personas natura/es y las organizaciones sociales identificadas, sobre todos los aspectos 
relevantes de/proyecto a ser ejecutado. 

Art. 4.- Para garantizar la eficacia de los procesos participativos. Los procesos de 
participación ciudadana previstos en el presente reglamento deberán ser 
debidamente planificados y organizados. Para ello, se necesitará formular un Plan de 
Participación Ciudadana a ser aprobado por la Dirección General de Asuntos Socio 
Ambientales del MTC. Dicho plan será fruto de un trabajo de campo previo y de la 
coordinación estrecha con las autoridades locales del área de Influencia del proyecto 
y con representantes de la sociedad civil: gremios, sector privado, colegios 
profesionales y representantes de población organizada. En las zonas con población 
indígena, se deberán realizar las respectivas coordinaciones con los representantes 
electos de las organizaciones que los representan. 

2.9 Conforme a lo señalado y desarrollado en el artículo 8 del Acuerdo de Escazú, debemos 
indicar que el marco de las funciones establecidas en el D.S. N° 021-2007-MTC, la 
Dirección General de Asuntos Socio Ambientales del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones - DGASA- MTC, es competente para dar atención a denuncias 
ambientales por la presunta afectación a la salud de las personas, el ambiente y la 
propiedad derivada del desarrollo de proyectos de infraestructura y servicios de 
transporte a nivel nacional. 
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2.10 Respecto a ello, mediante Resolución Directoral N° 342-2017-MTC/16, se aprobaron los 
"Lineamientos para la atención de Denuncias Ambientales presentadas ante la Dirección 
General de Asuntos Socio Ambientales", documento por el cual la Dirección General de 
Asuntos Socio Ambientales, tiene la facultad para desarrollar acciones y coordinar temas 
de prevención y gestión de conflictos sociales, la cual consiste en brindar atención 
oportuna a los reclamos yio denuncias, cuyas acciones están destinadas a prevenir y 
atender oportunamente los posibles conflictos que podrían surgir entorno a los proyectos 
que desarrolla y ejecuta el Sector. 

2.11 Asimismo, el citado documento, ha sido elaborado para estandarizar procedimientos de 
atención de denuncias ambientales relacionadas con la ejecución de proyectos de 
Infraestructura de transportes y servicios de transporte, el cual es utilizado como 
herramienta técnica por los especialistas de la Dirección General de Asuntos Socio 
Ambientales. 

2.12 Además, cabe señalar que dichos lineamientos contienen procedimientos y formatos 
accesibles para que los ciudadanos realicen denuncias sobre asuntos ambientales, y 
realicen el seguimiento de los mismos. El documento es público y por lo mismo accesible 
a quien lo requiera. 

El citado lineamiento regula los siguientes aspectos: 
- Tipos de denuncias ambientales 
- Plazo para atención de las denuncias 
- Registro de denuncias por contaminación ambiental de los proyectos de Infraestructura 

y Servicios de Transporte (RENADECA - MTC) 
- Remisión Anual de¡ Listado de denuncias ambientales al Ministerio de¡ Ambiente 
- Facilidades para la presentación de denuncias ambientales 
- Procedimiento de recepción, análisis, Informes técnicos a elaborar por los especialistas 

que evalúen la denuncia y formato de denuncia. 

2.13 Sin embargo, resulta pertinente precisar que las acciones realizadas por el Sector 
contribuyen al fortalecimiento de sus funciones y obligaciones, las mismas que están 
destinadas a garantizar el acceso y cumplimiento de los mencionados derechos. 

2.14 En ese sentido, cabe indicar que el Articulo 8 de] Acuerdo de Escazú, guarda consistencia 
y regula aspectos contemplados en la normativa ambiental nacional aplicable al Sector 
Transportes y Comunicaciones. 

2.15 En relación a la provisión de recursos necesarios en el presupuesto institucional para 
asumir los gastos de la implementación de¡ Acuerdo de Escazú, debemos indicar que este 
Ministerio a través de la DGASA viene desarrollando actividades en el marco de sus 
competencias las cuales se encuentran vinculadas a las disposiciones contenidas en el 
Acuerdo de Escazu, para cuyo efecto se cuenta con presupuesto asignado para el 
desarrollo e implementación de la normatividad en materia ambiental en el subsector 
transportes. 

2.16 Respecto a la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte de¡ Acuerdo, a partir 
de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, objetivos de desarrollo 
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sostenible, consideramos que resulta de suma importancia para los intereses nacionales 
la ratificación del citado Acuerdo, ya que desarrolla aspectos contenidos en nuestra 
legisladón en materia ambiental. 

CONCLUSIONES' "" - 

3.1 Conforme a lo expuesto en el presente informe técnico legal se concluye que el 
Acuerdo de Escazu, ha desarrollado aspectos normativos que guardan conexión con la 
riormatividad aplicable en materia ambiental. 

3.2 El Ministerio de Transportes y Comunicaciones a través de la DGASA viene 
desarrollando e implementando actividades destinadas al cumplimiento de la 
normatividad ambiental, para lo cual cuenta con presupuesto asignado para tal fin. 

3.3 Es conveniente para los intereses nacionales ser Parte de¡ Acuerdo, ya que desarrolla 
aspectos contenidos en nuestra legislación en materia ambiental. 

RECOMENDACIÓN 

Remitir el presente informe al Viceministro de Transportes, para los fines que estime 
pertinente. 

Es todo cuanto podemos informarle, para su conocimiento y demás fines. 

Atentamente, 

pe  V
- 

uis. Malaspina Quevedo 
CIPN° 1896 

....... 
109 

 ...... . .... 

Vega 
CAL N 56706 OP N° 175273 

\.\ 

Visto el Informe, elévese al superior Jerárquico 

Director e Gestión Ambiental 
GASA. MTC 

[EL PERU PRIMEj 
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MEMORANDUM N° 1/ -2019-MTC/09 

MIC 
0(ocina c CorO,,1ccJ r, 

A dm ,n s a o 

SECRETARIA GENERAL 

21 FEB 209 

RECIBiDO EN LA fECft', 
HORA 

FECHA 

MI 

A : JUANA RÓMULA LOPEZ ESCOBAR 

Secretaria General 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones 

Asunto : Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 

Participación Pública y el acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe - "Acuerdo de 

Escazú". 

Ref. : Hoja de Ruta N° E-262129-2018 

Fecha : Lima, 
21 FEB. 2019 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en relación al documento de la referencia, a través 

del cual se solicita evaluar y emitir un informe sobre el "Acuerdo Regional sobre el Acceso 

a la Información, la Participación Pública y el acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 

en América Latina y el Caribe", en base al informe presentando por la Dirección General 

de Asuntos Socio Ambientales (DGASA). 

Al respecto, se remite el Informe N° 0059-2019-MTC/09.01, elaborado por la Oficina de 

Planeamiento, que esta Oficina General hace suyo, mediante el cual se emite opinión 

sobre el Acuerdo indicado en el asunto. 

 

Atentamente, 

Mepsteri.j de Trneies y CotpunIca 
OFICINA 9ENERAL DE 
ASESORIA JURIDICA 

ca 

(íL 

ích 

Adjunto lo 

PL VV. 

GAeraI de Planeasnento y Preupueio 

22 FEB 7g 

Firma- 

Jr. Zorritos 1203 - Lima - Perú 
T. (511) 615 7800 
www.mtc.gob.pe  nL PERÚ PRIMER2J 
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~TÁ  

A PAÚL W. CAIGUARAY PÉREZ 
Director General de Planeamiento y Presupuesto 

Asunto : Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el acceso a- la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe - "Acuerdo de 
Escazú". 

Referencia a) OF. RE(DMA) N° 2-1 5-N63 

Memorándum N° 0296-2019-1VITC/16 

Hoja de Ruta N° E-262129-2018 

Fecha Lima, 20 de febrero del 2019 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Mediante OF. RE  (DMA) N° 2-15-A'63, de fecha 20 de setiembre del 2018, el 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores remite al MTC el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe, aprobado el 4 de marzo del 2018 en 
la localidad de Escazú, Costa Rica y solicita un informe técnico-legal sobre los 
principales elementos comprendidos en el Indicado Acuerdo. 

1.2. Con Memorándum N° 0296-20 1 9-MTC/1 6, de fecha 07 de febrero del 2019, el 
Director General de Asuntos Socio Ambientales remite al Viceministro de 
Transportes el informe Técnico Legal N° 013-2019-MTC/1 6.01.MQP.LMO.JLGV, 
con el pronunciamiento de dicha dependencia sobre el Acuerdo de Escazú. 

1.3. Mediante Hoja de Ruta N° E-262129-2018 la Secretaria General del MTC 
requiere un informe técnico de la OGPP sobre el Acuerdo de Escazú, en base al 

EDI L

informe presentando por la Dirección General de Asuntos Socio Ambientales 
(DGASA). 

ANÁLISIS Y COMENTARIOS 

2.1 El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 
acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, en 
adelante el "Acuerdo de Escazú", fue aprobado el 4 de marzo del 2018 en Escazú 
- Costa Rica, por 24 países de la región. 

( 9 

t El objetivo del Acuerdo de Escazú es garantizar el derecho de todas las personas a 
tener acceso a la información ambiental de manera oportuna y adecuada, a 
participar de manera significativa en las decisiones ambientales que afectan sus 

Jr. Zorritos 1203- Lima - Perú 
T. (511) 615 7800 
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vidas y su entorno y a acceder a la justicia en asuntos ambientales cuando estos 
derechos hayan sido vulnerados. Sus principales beneficiarios son la población de 
América Latina y El Caribe, en particular los grupos y comunidades más 
vulnerables. 

Este tratado tiene su origen en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Desarrollo Sostenible (Río+20) realizado en Río de Janeiro, Brasil, en junio 2012 y 
fundamentado en la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
de 1992. 

2.2 El Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante documento de la referencia a), de 
fecha 20.Set.2018, señala que el Acuerdo de Escazú será suscrito por la Ministra 
del Ambiente el 27 de setiembre del 2018 en la sede de las Naciones Unidas, en 
Nueva York y posterior a ello corresponderá iniciar los trámites correspondientes al 
perfeccionamiento a nivel nacional para la ratificación de¡ citado Acuerdo; por lo 
que solicita se remita un Informe técnico-legal que contenga los siguientes 
elementos: 

Análisis de[ instrumento, principalmente de los aspectos de competencia de¡ 
Sector, evaluación de¡ Acuerdo de Escazú a la luz de la normativa nacional 
vigente, si guarda consistencia con la normativa nacional en su respectivo 
ámbito de competencia o si, por el contrario, se requiere la modificación o 
derogación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su 
implementación. 
Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir 
los gastos de la implementación de¡ Acuerdo de Escazú. 

Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte de¡ 
Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan 
bicentenario, objetivos de desarrollo sostenible, etc. 

2.3 Sobre el particular, la Dirección General de Asuntos Socio Ambientales (DGASA), 
según el Reglamento de Organización y Funciones aprobado con Decreto Supremo 
N° 022-2018-MTC, ejerce la Autoridad Ambiental Sectorial, encargado de velar 
por el cumplimiento de las normas socio ambientales, siendo competente para el 
tratamiento de los temas ambientales en el Ministerio de Transportes y 

• GU1k Comunicaciones. Entre otros, tiene las siguientes funciones: 
- Proponer los lineamientos de política nacional, planes, normas y otras 

disposiciones en materia ambiental en transportes. 
- Emitir opinión técnica especializada sobre asuntos ambientales en el sector 

transportes 
- Ejecutar acciones de participación ciudadana en el marco del proceso de 

certificación ambiental. 
- Conducir el proceso de consulta previa de las medidas administrativas del 

4 sector transportes. 

2.4 En ese sentido, la DGASA, luego de analizar y evaluar el Acuerdo de Escazú yen 
atención al requerimiento de la Dirección General para Asuntos Multilaterales y 
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Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores sobre cada uno de los puntos 
solicitados, presentó al Viceministro de Transportes el Informe Técnico Legal N° 
013-2019-MTC/1 6.01 .MQP.LMO.JLGV, llegando a las siguientes conclusiones: 

El Acuerdo de Escazú ha desarrollado aspectos normativos que guardan 
conexión con la normatividad aplicable en materia ambiental. 

El MTC, a través de la DGASA viene desarrollando e Implementando 

actividades destinadas al cumplimiento de la normatividad ambiental, para lo 
cual cuenta con el presupuesto asignado para tal fin. 

Es conveniente para los interéses nacionales ser Parte del Acuerdo, ya que 
desarrolla aspectos contenidos en nuestra legislación en materia ambiental. 

Las normas que hace referencia la DGASA son las siguientes: 
• Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento sobre 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación y 
Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales. 

• Decreto Supremo N° 019-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento de la Ley 
del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental. 

• Ley N°28611, Ley General de Ambiente, que incluye regulación sobre acceso 
a la información ambiental y participación ciudadana. 

• Resolución Directoral N° 006-2004-1VITC/16 que aprueba el Reglamento de 
Consulta y Participación Ciudadana en el Proceso de Evaluación Ambiental y 
Social en el Sector Transportes. 

• Resolución Directoral N° 342-2017-MTC/16, que aprueba los "Lineamientos 
para la atención de Denuncias Ambientales presentadas ante la Dirección 
General de Asuntos Socio Ambientales. 

2.5 Considerando que la DGASA tiene la competencia sectorial para opinar sobre los 
temas ambientales y que el Acuerdo de Escazú está asociado directamente a las 
funciones de dicha dependencia, esta Oficina General no tiene objeción a las 
conclusiones de la DGASA sobre dicho Acuerdo. 

2.6 El 27 de setiembre del 2018, en el marco de la 73° Asamblea de las Naciones 
Unidas realizada en la ciudad de Nueva York, la Ministra del Ambiente, en 
representación del Estado peruano1, suscribió el "Acuerdo Regional sobre el 
Acceso a la Información, la Participación Pública y el acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe", acto mediante el cual el Perú se 
adhiere oficIalmente a dicho Acuerdo. 

,- 2.7 El artículo 21 del Acuerdo de Escazú establece los siguientes aspectos: 

v • A partir de la fecha de suscripción del tratado está abierto a la firma de 
adhesión de los 33 países de América Latina y el Caribe, por el plazo de dos 
años (27.Set.201 8 al 26.Set.2020). 

'Mediante Resolución Suprema N° 183-2018-RE (19.Set.2018) se delegó facultades a la Minlstra del Ambiente para que 
suscriba el Acuerdo de Escazú 
Jr. Zorritos 1203. Lima - Perú 
T.(511)6157800 1—  
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El Acuerdo de Escazú estará sujeto a la ratificación, la aceptación o la 

aprobación de los Estados que lo hayan firmado. 

Conforme a las declaraciones de la Ministra del Ambiente, este tipo de acuerdo 

tiene que ser ratificado por el Congreso de la República. Una vez ratificado el 
Acuerdo, tendrá carácter vinculante, de aplicación obligatoria para los países que 

lo ratifiquen. 
El artículo 22 del Acuerdo establece que el acuerdo deberá ser ratificado por al 

menos 11 Estados para entrar en vigor. 

2.8 El mandato establecido en el Acuerdo de Escazú guarda consistencia con los 

objetivos estratégicos institucionales del Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones establecido en su Plan Estratégico Institucional 2018 - 2021 

(Resolución Ministerial N° 1060-2018-1VITC/01): "Incrementar el nivel de 

cumplimiento de la normativa socio ambiental de los proyectos de infraestructura 
y servicios de transporte y comunicaciones al ciudadano", orientado a lograr la 

sostenibilidad ambiental en los sistemas de transportes, priviligiando mecanismos 

de participación ciudadana. 

Asimismo, está alineado a la Política General de Gobierno al 2021 (Decreto 

Supremo N° 056-2018.PCM) que establece en el Eje "Fortalecimient9 institucional 

para la gobernabilidad": Fortalecer las capacidades del Estado para atender 

efectivamente las necesidades ciudadanas, considerando sus condiciones de 

vulnerabilidad y diversidad cultural. 

2.9 Considerando que el Perú ya suscribió el Acuerdo de Escazú y a lo solicitado por el 

Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante documento de la referencia a), en el 

sentido que "Posterior a e/lo, corresponderá iniciar/os trámites correspondientes al 

perfeccionamiento interno a nivel nacional para la ratificación del citado 

Acuerdo", seria conveniente que la Autoridad Ambiental en el MTC, por si misma 

o en coordinación con el Ministerio del Ambiente, desarrolle acciones para 

avanzar, si fuera el caso, en el perfeccionamiento interno de la normatividad 

L4A ambiental sectorial, para abonar en la ratificación del Acuerdo. 

II. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

3.1 El 27 de setiembre del 2018, en el marco del 730  periodo de sesiones de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas (Nueva York), la Ministra del Ambiente 

suscribió, en representación del Estado peruano, el Acuerdo Regional sobre el 

Acceso a la Información, la Participación Pública y el acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe - "Acuerdo de Escazú". 

3.2 Conforme al informe de la DGASA, el Acuerdo de Escazú contempla elementos 

t que guardan consistencia con la normativa ambiental en el Perú, que dicha 

.2 dependencia vienen desarrollando e implementando en el MTC, para los cuales 

cuenta con el presupuesto correspondiente. 
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3.3 El Acuerdo de Escazú se enmarca en la Política General de Gobierno al 2021 y  en 
los objetivos estratégicos institucionales del MTC establecidos en el Plan 
Estratégico Institucional 2018 - 2021. 

3,4 Estando aprobado el Acuerdo por el Estado peruano, sería conveniente que la 
Autoridad Ambiental del MTC avance en el perfeccionamiento interno de la 
normatividad ambiental sectorial, orientado a lograr la ratificación de dicho 
Acuerdo. 

Ate ntamen, 

Vice te Gutiérrez Mendoza 
Especialista en Planeamiento 

El presente informe_çuenta con la conformidad del suscrito 

Z 

Le.

.... ...... 

DIRECTOR DE PLANEAMIENTO O ) 
OficIna General de PIaneamento y Presu  

3Opç' 
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INFORMEN° SoC -2019-MTCI08 

A : CARLOS CESAR ARTURO ESTREMA 
Viceministro de Transportes 

MT C 
Despacho Viço Mir,istra/ 

rI Tr"n rs 

1,10  
O ' MAR. 2019 

MESA DE PARTES 
MORY 

Asunto : Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 
América Latina y el Caribe - "Acuerdo de Escazú'. 

Ref. : a) Proveído SIN de fecha 22.02.2019 de SG 
Memorándum N° 344-201 9-MTC/09 
Memorándum N° 0296-2019-1VITC/16 
Oficio RE (DMA) N° 2-15-N63 
(H.R. N° E-262129-2018) 

Fecha 
01 MAR, 2019 

Por el presente me dirijo a usted, con relación al asunto, a fin de manifestarle lo siguiente: 

1. ANTECEDENTES: 

1.1 Mediante el Oficio RE (DMA) N° 2-15-N63 ingresado por mesa de partes del 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones el 24 de setiembre de 2018, el 
Director General para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, comunica que con fecha 04 de marzo de 2018 el Perú ha 
adoptado en San José de Costa Rica, el Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe, en adelante el Acuerdo de Escazú, el 
cual tiene por objeto garantizar la implementación plena y efectiva en América 
Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental, 
participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales y 
acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el 
fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección 
del derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en 
un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. 

1.2 En ese sentido, teniendo en cuenta que el Ministerio de Relaciones Exteriores es 
el árgano encargado del trámite de perfeccionamiento de los tratados, solicita 
opinión técnica legal del Sector, a fin de determinar la vía de perfeccionamiento 
que deberá seguir el Acuerdo de Escazú, debiendo considerarse los siguientes 
aspectos: 

E. 
Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del 
Sector. En este análisis debe incluirse una eva!uacián del Acuerdo de Escazú 
a la luz de la normativa nacional vigente, debiendo señalar expresamente si el 
referido instrumento internacional guarda consistencia con la normativa 
nacional en su respectivo ámbito de competencias o si, por el contrario, se 
requiere la modificación o derogacián de alguna ley, o la emisión de normas 
con rango de ley para su implementación. 

- Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para 
asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú. 
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Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del 
Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan 
bicentenario, objetivos de desarrollo sostenible, etc. 

1.3 Con e! Memorándum N° 0296-2019-1VITC/16 del 07 de febrero de 2019, el Director 
General de la Dirección General de Asuntos Socio Ambientales, se pronuncia 
sobre los aspectos solicitados por la Cancillería. 

1.4 Por Memorándum N° 344-2019-MTCI09 de fecha 21 de febrero de 2019, el 
Director General de la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto, en 
atención al Informe N° 0059-2019-MTC/09.01 de la Oficina de Planeamiento 
expresa la opinión favorable respecto al Acuerdo. 

1.5 Mediante Proveído S/N de fecha 22 de febrero de 2019, la Secretaría General 
solicita a esta Oficina General la evaluación correspondiente. 

BASE LEGAL: 

- Constitución Política del Perú. 
- Ley N° 29357, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Relaciones 

Exteriores. 
- Ley N° 29370, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones. 
- Decreto Supremo N° 135-2010-RE, Aprueban el Reglamento de Organización y 
• Funciones del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
- Decreto Supremo N° 021-2018-MTC, Decreto Supremo que aprueba la Sección 

Primera del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones. 

- Resolución Ministerial N° 015-2019-MTC/01, Aprueba la Sección Segunda del 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Transporte y 
Comunicaciones, de conformidad con el Decreto Supremo N° 021-2018-MTC. 

- Resolución Ministerial N° 0231-RE-2013, Aprueban Directiva que establece los 
"Lineamientos Generales sobre la suscripción, perfeccionamiento interno y 
registro de los Tratados". 

ANÁLISIS: 

De la opinión técnico legal 

3.1 Mediante Memorándum N° 0296-2019-MTC/16, el Director General de la 
Dirección General de Asuntos Socio Ambientales, haciendo suyo el Informe 
Técnico Legal N° 013-2019-MTC/16.01.MOP.LMO.JLGV, expresa su opinión 
técnico y legal respecto al Acuerdo de Escazú, señalando; entre otros puntos, lo 
siguiente: 

"II. ANÁLISIS 

SOBRE EL ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL 

2.3 Según, el Artículo 5 del Acuerdo de Escazú, se advierte que se han 
desarrollado aspectos referidos a: Accesibilidad de la información ambiental, 
Denegación del acceso a la información ambiental, condiciones aplicables para la 
entrega de información ambiental y Mecanismos de revisión independientes, por lo 
que, efectuada la revisión de los mismos, se debe indicar que lo descrito en 
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el citado artículo es concordante con lo establecido en la normatividad 
ambiental nacional, (...). 
(...) 

SOBRE LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA EN LOS PROCESOS DE TOMA DE 
DECISIONES A MBIENTA LES 

2.4 De la revisión de lo señalado en el Artículo 7 del Acuerdo de Escazú, se 
advierte que lo expresado está referido al derecho de participación y promoción 
del público en los procesos de toma de decisiones ambientales, tales como el 
ordenamiento del territorio y la elaboración de políticas, estrategias, planes, 
programas, normas y reglamentos, que tengan o puedan tener un impacto 
significativo sobre el medio ambiente, etc; por lo 
tanto, dichos contenidos guardan consistencia con la normatividad aplicada 
por el Sector Transportes: 
(...) 

2.5 Además, se debe precisar que el proceso de participación ciudadana es 
aplicable a todas las etapas del proceso de evaluación de impacto ambiental, 
comprendiendo a la DIA, el ElAsd, el EIA-d y la EAE, de acuerdo a la legislación 
sectorial, regional o local que corresponda. 

2.6 Estos mecanismos contribuyen a mejorar las decisiones materia del proceso 
de evaluación de impacto ambiental, debiendo ser conducidos responsablemente 
y de buena fe, a efectos de propiciar decisiones basadas en el legítimo interés del 
titular o proponen te, e/interés público, la calidad de vida de los pobladores y el 
desarrollo sostenible. Estos mecanismos no implican derecho de veto alguno 
sobre los proyectos materia del proceso de participación ciudadana, ni 
impiden la formulación de informes de observaciones o de la Resolución que 
pone término al procedimiento administrativo correspondiente. 

2.7 Sin perjuicio de los mecanismos específicos que pudiera proponerse, el titular 
del proyecto de inversión o la Autoridad Competente, en los procesos de 
participación ciudadana formal y no formal, podrán utilizar mecanismos como: 
publicación de avisos; distribución de Resúmenes Ejecutivos y acceso público al 
texto completo del estudio ambiental; buzones de observaciones y sugerencias; 
oficinas de información y participación ciudadana; visitas guiadas; consulta con 
promotores; mecanismos para canalizar observaciones y sugerencias ante la 
autoridad; talleres o reuniones informativas; audiencias públicas con participación 
de intérpretes en lenguas locales, según corresponda; entre otros. 

2.8 La Autoridad Competente establece los mecanismos formales para lograr 
la efectiva participación ciudadana, a fin de facilitar la difusión de la 
información y la incorporación de observaciones y opiniones, las cuales 
están orientadas a mejorar el proceso de toma de decisiones respecto de los 
estudios ambientales y la participación ciudadana durante la etapa de 
ejecución de los proyectos. 

SOBRE EL ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES 

2.9 Conforme a lo señalado y desarrollado en el articulo 8 del Acuerdo de Escazú, 
debemos indicar que el marco de las funciones establecidas en el D.S. N° 021-
2007-MTC, la Dirección General de Asuntos Socio Ambientales del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones - DGASA- MTC, es competente para dar atención 
a denuncias ambientales por la presunta afectación a la salud de las personas, el 
ambiente y la propiedad derivada del desarrollo de proyectos de infraestructura y 
servicios de transporte a nivel nacional. 
(...) 

Jirón Zorritos 1203— LIma - Perú 
T. (511) 615-7800 
wwwmtc.gob.pe  

[ÉL PERÚ PRIMERJ 



29 
PERú 

Decenio de ia Igualdad de Oportunidades para mujeres y hombres 
'Aiio de la Lucha contra la Corrupción y la impunidad" 

2.14 En ese sentido, cabe indicar que el Articulo 8 de¡ Acuerdo de Escazú, 
guarda consistencia y regula aspectos contemplados en la normativa 
ambiental nacional aplicable al Sector Transportes y Comunicaciones. 

2.15 En relación a la provisión de recursos necesarios en el presupuesto 
institucional para asumir los gastos de la implementación de)` Acuerdo de Escazú, 
debemos indicar que este Ministerio a través de la DGASA viene desarrollando 
actividades en el marco de sus competencias las cuales se encuentran 
vinculadas a las disposiciones contenidas en el Acuerdo de Escazú, para 
cuyo efecto se cuenta con presupuesto asignado para el desarrollo e 
imp/em entación de la normatividad en materia ambiental en el subsector 
transportes. 

2.16 Respecto a la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte de/ 
Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, 
objetivos de desarrollo sostenible, consideramos que resulta de suma 
importancia para los intereses nacionales la ratificación de/ citado Acuerdo, 
ya que desarrolla aspectos contenidos en nuestra legislación en materia 
ambiental. 

III. CONCLUSIONES 

3.1 Conforme a lo expuesto en el presente informe técnico legal se concluye que 
el Acuerdo de Escazú, ha desarrollado aspectos normativos que guardan conexión 
con la normatividad aplicable en materia ambiental. 

3.2 El Ministerio de Transportes y Comunicaciones a través de la DGASA viene 
desarrollando e implementando actividades destinadas al cumplimiento de la 
normatividad ambiental, para lo cual cuenta con presupuesto asignado para tal fin. 

3.3 Es conveniente para los intereses nacionales ser Parte de¡ Acuerdo, ya que 
desarrolla aspectos contenidos en nuestra legislación en materia ambiental. 
(...)." 

3.2 El Director General de la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto, 
mediante el Memorándum N° 344-2019-MTC/09, en atención al Informe N° 0059-
2019-MTC/09.01 de la Oficina de Planeamiento, señala, entre otros aspectos, lo 
siguiente: 

"II. ANÁLISIS Y COMENTARIOS 
(...) 

2.5 Considerando que la DGASA tiene la competencia sectorial para opinar sobre 
los temas ambientales y que el Acuerdo de Escazú está asociado directamente a 
las funciones de dicha dependencia, esta Oficina General no tiene objeción a las 
conclusiones de la DGASA sobre dicho Acuerdo. 

2.8 El mandato establecido en el Acuerdo de Escazú guarda consistencia 
con los objetivos estratégicos institucionales del Ministerio de Transportes y 

O. 
,. Comunicaciones establecido en su Plan Estratégico institucional 2018 - 2021 

(Resolución Ministerial N° 1060-2018-MTC/01): "Incrementar el nivel de 
cumplimiento de la normativa socio ambiental de los proyectos de infraestructura y 
seivicios de transporte y comunicaciones al ciudadano", orientado a lograr la 
sostenibilidad ambiental en los sistemas de transportes, privilegiando mecanismos 
de participación ciudadana. 

Asimismo, está alineado a la Política General de Gobierno al 2021 (Decreto 
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Supremo N° 056-2018.PCM) que establece en el Eje "FortaIecimient9 institucional 
para la gobernabilidad' Fortalecer las capacidades del Estado para atender 
efectivamente las necesidades ciudadanas, considerando sus condiciones de 
vulnerabilidad y diversidad cultural. 

2.9 Considerando que el Perú ya suscribió el Acuerdo de Escazú y a lo solicitado 
por e! Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante documento de la referencia 
a), en el sentido que "Posterior a ello, corresponderá iniciar los trámites 
correspondientes al perfeccionamiento interno a nivel nacional para la 
ratificación del citado Acuerdo", sería conveniente que la Autoridad Ambiental en 
el MTC, por si misma o en coordinación con el Ministerio de! Ambiente, desarrolle 
acciones para avanzar, si fuera el caso, en el perfeccionamiento interno de la 
normatividad ambiental sectorial, para abonar en la ratificación del Acuerdo. 

lii. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
(...) 

3.4 Estando aprobado el Acuerdo por el Estado peruano, sería conveniente que la 
Autoridad Ambiental del MTC avance en el perfeócionamiento interno de la 
normatividad ambiental sectorial, orientado a lograr la ratificación de dicho 
Acuerdo". 

De la normatividad aplicable a los acuerdos internacionales 

3.3 La Ley N° 29357, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, establece que el citado ministerio tiene como función rectora, negociar 
y suscribir tratados y demás instrumentos internacionales, así como participar en 
las negociaciones de aquellos de naturaleza especializada en coordinación con 
los sectores competentes. 

Asimismo, el Ministerio de Relaciones Exteriores tiene; entre otras funciones 
específicas, las de "a) Dictar las normas y lineamientos técnicos para la adecuada 
suscripción, perfeccionamiento interno y registro de los tratados y demás 
instrumentos internacionales, así como supervisar su cumplimiento; y b) Mantener 
el registro y archivo únicos de los tratados y demás instrumentos internacionales 
suscritos por el Perú". 

3.4 En ese contexto, mediante la Resolución Ministerial N° 0231-RE-2013, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores aprueba la Directiva N° 002-DGT-RE-2013, 
que establece los "Lineamientos Generales sobre la suscripción, 
perfeccionamiento interno y registro de los Tratados", disponiendo en el numeral 
6.2, referido a la solicitud de opiniones técnica de los sectores vinculados con la 
materia de trabajo, lo siguiente: 

"6.2.. Solicitudes de opiniones previas: 

, 
6.2.1 El Ministerio de Relaciones Exteriores solicitará la opinión técnica de los 
sectores e instituciones vinculados con la materia del tratado que se esté 

t. hegociando, las mismas que deberán absolverse en el plazo más breve posible 
con el fin de favorecer la negociación del tratado proceder a su suscripción, y 
posteriormente facilitar su perfeccionamiento interno. 
(...) 

6.2.2 Si dichas opiniones técnicas no hubieran sido solicitadas previamente, y el 
tratado hubiese sido suscrito, la Dirección General de Tratados procederá a 
solicitar las opiniones técnicas que se requieran a los sectores e instituciones de la 
Administración Pública concernidos para el perfeccionamiento interno del tratado, 
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(...).,, 

3.5 En atención a la normatividad antes señalada, y a los Informes citados en los 
numerales 3.1 y  3.2 del presente Informe, la Dirección General de Asuntos Socio 
Ambientales, y la Oficina General de Planeamiento y Presupuesto, han expresado 
la opinión técnico legal respecto a los asuntos planteados por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores relacionados con el Acuerdo de Escazú, en el marco de lo 
establecido en la Directiva N° 002-DGT-RE-2013, que establece los "Lineamientos 
Generales sobre la suscripción, perfeccionamiento interno y registro de los 
Tratados"; en ese sentido, corresponde que previo a la remisión de los Informes al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, el Viceministro de Transportes exprese su 
conformidad respecto a lo opinado, de ser el caso. 

W. CONCLUSION: 

Por lo anteriormente expuesto, esta Oficina General, desde el punto de vista legal 
opina que: 

La Dirección General de Asuntos Socio Ambientales, y la Oficina General de 
Planeamiento y Presupuesto han expresado las opiniones técnico -  legales 
respecto al contenido del Acuerdo de Escazú, por lo que corresponde que el 
Viceministro de Transportes exprese su conformidad respecto a lo opinado, de ser 
el caso; luego de lo cual se deberá remitir los Informes correspondientes, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, a fin que se continúe el proceso de 
ratificación del citado tratado. 

Atentarnente, 

Lui'A. Liendo Liendo 
¡Asesor Legal 

El iSresente Informe cuenta con la conformidad del suscrito 

>RNAN.
UE  TOR AL 

Oal de a Juridica 

rw,~, 
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Secretaría General 
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MESA DE PARTES 
San Isidro, 11, BIC. 2{iI8 

( 11 D1C 
OFICIO N° 2.3 -201 8-PRODUCE/SG R ECi B 1 D 
Senor 
MARCO V. BALAREZO 
Embajador 
Director General de la Dirección General para Asuntos Multilaterales y Globales 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Presente. - 

Asunto : Opinión sobre el Acuerdo Regional sobre el acceso a la información, la 
participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales en 
América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú 

Referencia OF. RE  (DMA) N° 2-12-A/219 

Tengo el agrado dirigirme a usted, con relación al documento de la referencia, mediante el 
cual su despacho solicita la opinión del sector Producción sobre el Acuerdo Regional sobre 
el acceso a la información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú. 

Al respecto, para su conocimiento y fines se remiten fotocopias del Informe N° 1561-2018- 
PRODUCE/OGAJ de la Oficina General de Asesoría Jurídica, el Informe N° 020-2018-
PRODUCE/DGAAMPA de la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y 
Acuícolas del Viceministerio de Pesca y Acuicultura, el Reporte N° 24-2018-
PRODUCE/DVMYPE-I/DGAAMI/RAA de la Dirección General de Asuntos Ambientales de 
Industria del Viceministerio de MYPE e Industria y el Informe N° 166-2018-
PRODUCE/OGPPM-OCTAl de la Oficina de Cooperación Técnica y Asuntos 
Internacionales de la Oficina General de Planeamiento, Presupuesto y Modernízación, con 
los cuales se da respuesta a su pedido. 

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para expresarle las muestras de mi especial 
consideración y estima. 

Atentamente, 

CLAUDIA CENTUR1Ot 
Secrettr1a General 

MINISTERIO DE LA PRODU 
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INFORME N° 2018-PRODUCE/DGAAMPA 

A: Abogada 
Rosa Zavala Correa 
Directora General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas 

ASUNTO: Solicitud de Informe Técnico-Legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú 

REFERENCIA: a. Cargo N° 4126-2018-PRODUCE/DVPA. 
b. Of, RE (DMA) N° 2-12-A/219 (Registro N° 91448-2018) 

FECHA: San Isidro, 28 de septiembre de 2018 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en relación al documento de la referencia a. mediante el cual, el Despacho 
Viceministerial de Pesca y Acuicultura solícita a la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y 
Acuícolas elabore un informe técnico-legal para la ratificación del Acuerdo de Escazú 

Al respecto, informamos a usted lo siguiente, en el marco de nuestras competencias: 

1. MARCO LEGAL 

1.1 Decreto Ley N° 25977, Ley General de Pesca. 
1.2 Decreto Supremo N°012-2001-RE, Reglamento de la Ley General de Pesca y sus modificatorias. 
1.3 Decreto Supremo N° 002-2017-PRODUCE, Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 

de la Producción. 
1.4 Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información 

Ambiental y Participación y consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, 

II. ANTECEDENTES 

2.1 El 4 de marzo de 2018, América Latina y el Caribe adoptaron, en Escazú (Costa Rica), el Acuerdo 
Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en 
Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe1. 

2.2 Este Acuerdo Regional, originado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo 
Sostenible (Río+20) y fundamentado en el Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo de 1992, es el fruto de una fase preparatoria de dos años y de nueve 
intensas reuniones de su Comité de Negociación. Durante las negociaciones, lideradas por Chile y 
Costa Rica en su calidad de Copresidentes y por otros cinco integrantes de la Mesa Directiva 
(Argentina, México, Perú, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tabago), se reunieron delegados 
gubernamentales, representantes del público y del sector académico, expertos y otras partes 
interesadas, que participaron activamente, de manera colaborativa y en pie de igualdad. 

2.3 Este Acuerdo Regional es un instrumento jurídico pionero en materia de protección ambiental, pero 
también es un tratado de derechos humanos. Sus principales beneficiarios son la población de nuestra 
región, en particular los grupos y comunidades más vulnerables. Su objetivo es garantizar el derecho de 
todas las personas a tener acceso a la información de manera oportuna y adecuada, a participar de 
manera significativa en las decisiones que afectan sus vidas y su entorno y a acceder a la justicia 
cuando estos derechos hayan sido vulnerados. En el tratado se reconocen los derechos de todas las 

1 https:/frepositorio.cepal.org/bitstream/handle/1  1362/43595/1/S1800429_es.pdf 
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personas, se proporcionan medidas para facilitar su ejercicio y, lo que es más importante, se establecen 
mecanismos para llevarlos a efecto. 

2.4 El objetivo del acuerdo es "garantizar la iniplementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe 
de los derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de 
decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, asi como la creación y el 
fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada 
persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo 
sostenible". 

2.5 Con fecha 07 de septiembre de 2018, se realizó el Foro Público: Promoviendo la firma y ratificación 
del Acuerdo de Escazú, en el cual participo la Dirección General de Asuntos Ambientales del 
Viceministerio de Pesca y Acuicultura. Dicho foro tuvo como objetivo promover una discusión sobre la 
importancia de la firma y ratificación del Acuerdo de Escazú por parte del Perú, con el fin de 
implementar politicas o estrategias especificas para fortalecer los derechos de acceso a la 
información, participación y justicia ambiental que protejan a los defensores de medio ambiente, a las 
poblaciones vulnerables y para lograr un medio ambiente sano. 

2.6 El foro contó con la participación del Congreso de la Republica, Amnistía Internacional, la Comisión 
Nacional de Gestión Ambiental del Poder Judicial, la Dirección General de Educación, Ciudadanía e 
Información Ambiental del Ministerio del Ambiente (MINAM), representantes de ONGs, entre otros. 

2.7 Mediante Of. RE (DMA) N° 2-12-A1219 de fecha 24 de septiembre de 2018, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores solicita a la Secretaría General del Ministerio de la Producción emita un informe técnico-legal 
sobre el mencionado acuerdo. 

2.8 El Despacho Viceministerial en Pesca y Acuicultura solicita a la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Pesqueros y Acuícolas atienda lo solicitado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

III. ANALISIS 

\) 3.1 Se somete a opinión técnica favorable de la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y 
Acuícolas el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso 
a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, 'Acuerdo de Escazú". 

R. ZPVP'J" 
3.2 La Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas es el órgano de línea, con 

autoridad técnica a nivel nacional, responsable de promover el uso sostenible de los recursos «
~ hidrobiológicos, la protección del ambiente, la adaptación y mitigación de los efectos del cambio 

climático en las actividades pesqueras y acuícolas2. 

3.3 La Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas, en adelante DGAAMPA, tiene 
entre sus funciones3: i) Promover la gestión ambiental, el fortalecimiento de la educación y cultura 
ambiental para el desarrollo sostenible y la participación ciudadana en las actividades pesqueras y 
acuícolas, Ii) Remitir al órgano rector del Sistema Nacional de Información Ambiental la información 
referida a las actividades pesqueras y acuícolas, conforme al marco normativo, iii) Emitir opinión 
sobre los protocolos y convenios vinculados a la gestión ambiental, cambio climático y biodiversidad 
en las actividades pesqueras y acuícolas, en el marco de sus competencias, iv) Proponer 
mecanismos para la generación de información ambiental de las actividades pesqueras y acuícolas. 

2 Articulo 90 del Decreto Supremo N" 002-201 7-PRODUCE, ROF del Ministerio de la Producción. 
Artículo 91 del Decreto Supremo N 002-2017-PRODUCE, Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de la Producción 
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3.4 Los artículos 1 y  II del Título Preliminar de la Ley N° 28611 Ley General del Ambiente, señalan que 
toda persona tiene el derecho a acceder adecuada y oportunamente a la información pública sobre 
las políticas, normas, medidas, obras y actividades que pudieran afectar, directa o indirectamente, el 
ambiente, sin necesidad de invocar justificación o interés que motive tal requerimiento; así como a 
participar responsablemente en los procesos de toma de decisiones, la definición y aplicación de las 
políticas y medidas relativas al ambiente y sus componentes. 

3.5 El Capítulo 4 del Título 1 de la Ley General del Ambiente señala que, toda persona tiene el derecho 
de acceder adecuada y oportunamente a la información pública sobre el ambiente, sus componentes 
y sus implicancias en la salud, toda entidad pública, así como las personas jurídicas sujetas al 
régimen privado que presten servicios públicos, facilitan el acceso a dicha información, a quien lo 
solicite, sin distinción de ninguna índole, con sujeción exclusivamente a lo dispuesto en la legislación 
vigente. 

3.6 El artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1013, Ley de Creación, Organización y Funciones del 
Ministerio del Ambiente, en adelante MINAM, establece que el MINAM dirige el Sistema Nacional de 
Información Ambiental, así como promover la participación ciudadana en los procesos de toma de 
decisiones para el desarrollo sostenible y fomentar una cultura ambiental nacional. 

3.7 En ese sentido, mediante Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM se establece el "Reglamento sobre 
Transparencia, Acceso a la Información Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos 
Ambientales", que tiene por finalidad establecer las disposiciones sobre acceso a la información 
pública con contenido ambiental, para facilitar el acceso ciudadano a la misma. Asimismo, tiene por 
finalidad regular los mecanismos y procesos de participación y consulta ciudadana en los temas de 
contenido ambiental. 

3.8 Por otro lado, el Texto Único Ordenado de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, aprobado por Decreto Supremo N° 043-2003-PCM señala que, todas las actividades y 
disposiciones de las entidades públicas están sometidas al Principio de Publicidad, por lo que toda 
información que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente previstas 
en la Ley, debiéndose adoptar medidas que garanticen y promuevan la transparencia en su 
actuación, teniendo la obligación de entregar la información que demanden las personas; 

21 

3.9 Teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 5, 6 y  7 del Acuerdo de Escazú "Acuerdo Regional 
sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en Améhca Latina y el Caribe", esta Dirección General, en el marco de sus 
competencias hace mención a lo siguiente: 

La Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas, en lo que respecta a 
Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales, rige sus funciones en el marco de lo establecido en el "Reglamento sobre 
Transparencia, Acceso a la Información Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en 
Asuntos Ambientales", aprobado mediante Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM. 

- En ese sentido, de la revisión del "Convenio de Escazú", en el marco de las competencias 
asignadas a esta Dirección General, se observa que establece medidas que guardan 
relación con lo establecido en el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM. 
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Dirección General de Asuntos Ambientales 
Pesqueros y Acuícolas 

Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres 
Año del DIogo y la Recunuilieción Nacional 

IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

4.1 Se somete a opinión técnica-legal de la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y 
Acuícolas, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe". 

4.2 El Ministeo Del Ambiente es la autoridad nacional ambiental y el órgano rector del Sector Ambiente 
y del Sistema Nacional de Gestión Ambiental del que es parte el Sistema Nacional de Información 
Ambiental (SlNlA), que tiene como marco normativo el Reglamento sobre Transparencia, Acceso a 
la Información Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales", aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, 

4.3 En ese sentido, la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas implementa las 
acciones relacionadas al acceso a la información ambiental, generación de información ambiental y 
participación ciudadana, de acuerdo a lo establecido en el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, la 
misma que se complementa y se encuentra acorde con lo contemplado en el Acuerdo de Escazú. 
Asimismo, dadas las funciones de esta Dirección General, en el marco de los artículos 5, 6 y 7 del 
Acuerdo de Escazú, se considera que no irrogaría algún presupuesto adicional. 

4.4 Esta Dirección General, considera conveniente la firma del "Acuerdo de Escazú", teniendo en 
consideración el marco normativo que establece para fortalecimiento de la normativa sectorial. 

Es todo cuanto informamos a usted para su conocimiento y fines. 

Atentamente, 

Ing. Natalia Coronado Cuadros Abog. Sharon Dale ...- 

Profesional Profesional 

/ 1 lt 

F ROS L F. ZAVALA CORREA 
Directora General 

Dirección General de Asuntos Ambientales 
Pesqueros y Acuicola 

MINISTERIO DE LA PRODUCCIÓN 
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, Dirección General de Asuntos Ambientales de industria 

"Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

Reporte N2 24-2018-PRODUCE/DVMYPE-t/DGAAMI/RAA 

A ROSA LUISA EBENTREICH AGUILAR 
Directora General 

ASUNTO Solicitud de Informe Técnico Legal para Ratificación del Acuerdo de Escazú 

REF. a) Cargo N 3891-2018-PRODUCE/DVMYPE-1 
b) Registro N' 00091448-2018 del 24.09.18. 

FECHA San Isidro, 26 de setiembre del 2018 

Tengo a bien dirigirme a usted en relación al asunto arriba indicado a fin de informar lo siguiente: 

ANTECEDENTES 

• El 4 de marzo del 2018 fue adoptado en Escazú (Costa Rica), el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina 
y el Caribe, en adelante "Acuerdo de Escazú", con la participación del Perú. 

• Mediante Resolución Suprema N° 183-2018-RE del 19,09.18, se deiega en la persona de la señora 
Fabiola Martha Muñoz Dodero, Ministra de Estado en el Despacho del Ambiente, las facultades 
suficientes para que suscriba el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe. 

• Mediante OF.RE  (DMA) N 2-12-A/219, Ingresado con Registro N° 00091448-2018 del 24,09.18, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores dirigido a la Secretaria General de este Ministerio, comunica que 
el Acuerdo de Escazú se abrirá a la firma el próximo 27 de setiembre en la sede de las Naciones Unidas, 
en Nueva York, y será suscrito por la Ministra del Ambiente. Posterior a ello, corresponderá iniciar los 
trámites correspondientes al perfeccionamiento interno a nivel nacional para la ratificación del citado 
Acuerdo, por lo que solicita al MINAM remita un Informe técnico-legal en el cual contenga el análisis 
del instrumento, previsión de recursos y presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de 
ser parte del Acuerdo. 
Mediante Cargo N°  3891-2018-PRODUCE/DVMYPE-1, el DVMYPE-1, solicita la emisión de un Informe 
según lo requerido por el MRE, señalando se coordine con la DGPAR para su atención. 
Se realizó coordinaciones con la Profesional Clnthya Luz Murillo López de la DGPAR, para la elaboración 
del presente Reporte. 

BASE LEGAL 

Constitución Política del Perú 
• Decreto Legislativo N' 1047, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Producción. 
• Decreto Supremo N' 002-2017-PRODUCE, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de 

organización y Funciones del Ministerio de la ProduccIón. 
- Ley General del Ambiente, Ley N° 28611 
• Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, Ley N 27446. 
a Reglamento de la Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental y sus modificatorias 

aprobado por Decreto Supremo N 019-2009-MINAM. 
• Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública Ambientaly Participación y Consulta 

Ciudadana en Asuntos Ambientales, se entenderá que está referido a la norma aprobada mediante 
Decreto Supremo N 9  002-2009-MINAM. 

• Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio Interno aprobado 
mediante Decreto Supremo Ng 017-2015-PRODUCE. 
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"Año del Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

?/Y 

ANÁLISIS 

El Ministerio de Relaciones Exteriores a través del documento de la referencia a), sobre el Acuerdo de 
Escazú, requiere los siguientes elementos: 

Análisis del Instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del Sector Debiendo 
incluirse una evaluación de Acuerdo a la luz de la normativa nacional vigente., debiendo señalar 

expresamente si el referido instrumento internacional guarda consistencia con la normativa 

nacional en su respectivo ambiento de competencias o si, por el contrario, se requiere la 

modificación o derogación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su 

implementación. 

Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los gastos de 

implementación del Acuerdo de Escazú. 

Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte del Acuerdo, a partir de las 

políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan bicentenario, objetivos de desarrollo sostenible, etc. 

A continuación se realiza un análisis de los ítems a) y c). El Item b) es un tema presupueslal, no siendo 
competencia de esta Dirección General. 

Esta DGAAMI de conformidad al Reglamento de Organización y Funciones del PRODUCE (ROF 

PRODUCE) aprobado por Decreto Supremo Ng 002-2017-PRODUCE y el Reglamento de Gestión 

Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio Interno, aprobada por D.S. 017-2015-

PRODUCE, es la autoridad competente en materia ambiental de las actividades de las industrias 

manufactureras y de Comercio Interno, por lo que conduce el proceso certificación ambiental de las 

actividades bajo su competencia otorgando derechos administrativos en materia ambiental; 

Asimismo, promueve la adopción de procesos productivos limpios, buenas prácticas ambientales, 

eficiencia en el uso de los recursos y materiales, eficiencia energética, medidas bajo en carbono y la 

eliminación de sustancias que agotan la capa de ozono, en la industria manufacturera y las actividades 

de comercio Interno bajo su competencia. 

El "Acuerdo de Escazú", tiene por objetivo garantizar la implementación plena y efectiva en América 

Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los 
procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, asl como la 

creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del 

derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano 

y al desarrollo sostenible. 

Estructura del Acuerdo de Escazú: 

1 ' 
1 ' ' 

r 
1 ' 

1 1 

1 l  

- .......a - ,• .' . ,_ ....., ..,•,. >..1.-,................... 

Prt e operativa 
- Dispi,tor,es ncri,ie (.r LI) 

n, 4 

,_..a.. 

mpIementción, 1eguIrntenro y  evaluación 

Recursos 

Reglas de procedimiento 

Mareo in5titud0na1 

Disposiciones finales 

Fuent http://sinia.niinam.gob.pe/sites/defauit/filesfarchivos/pubiic/docs/ESCAZu.pdf  
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Los pilares de referido Acuerdo son: 
1. Acceso a la Información Ambiental, su generación y dIvulgación (Art. 5 y  6) 
1. Participación pública en procesos de toma de decisiones ambientales (Art, 7) 

iii. Acceso a la Justicia en asuntos Ambientales (Art. 8) 
W. Defensores de Derecho Humanos en asuntos ambientales (Art. 9) 

Sobre el requerimientos a) y c) del Ministerio de Relaciones Exteriores, es preciso señalar lo 
siguiente: 

El Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio Interno aprobado 
por Decreto Supremo No 017-2015-PRODUCE, señala lo siguiente: 

y' Articulo 5.- Señala los lineamientos para la Gestión Ambiental: Entre ellos "Establecer e 
lrnplementar mecanismos de participación ciudadana y de acceso a la información pública en 
materia ambiental" 

" Artículo 70.- Participación ciudadana ambiental. 
- 70.1 Toda persona tiene derecho de participar responsablemente, de buena fe, con 

transparencia y veracidad, en la gestión ambiental de las actividades de la industria 
manufacturera y de comercio Interno, conforme a las normas, procedimientos y mecanismos 
establecidos por las normas de la materia; y, supletoriamente, por el Reglamento sobre 
Participación Ciudadana Ambiental y, demás normas complementarias y modificatorias, 

- 70.2 Conforme lo establecido en el numeral anterior, los mecanismos de participación 
ciudadana ambiental, son apilcables en el proceso de elaboración y evaluación de los 
instrumentos de gestión ambiental señalados en el presente Reglamento. 

y' Artículo 71.- Acceso a la información pública ambiental. 
- 71.1 Toda persona tiene derecho a acceder a la Información pública ambiental que posea la 

autoridad competente sobre la gestión ambiental de las actividades de la industria 
manufacturera y de comercio Interno, que pudieran afectarlo en forma directa e Indirecta, sIn 
necesidad de invocar justificación de ninguna clase. 

- 71.2 El acceso a la información ambiental contenida en los instrumentos de gestión ambiental 
ylos documentos relacionados a su proceso de evaluación y aprobación, se rige por lo dispuesto 
en el TUO de la Ley de Transparencia y el Reglamento sobre Participación Ciudadana Ambiental. 

Asimismo, el referido Reglamento regula los instrumentos de gestión ambiental (estudios 
ambientales) preventivos, correctivos y complementarios aplicables a los proyectos de inversión y 
actividades en curso de la Industria Manufacturera y Comercio Interno, 

En tal sentido, los proyectos de inversión y actividades en cursos que estén obligados a la presentación 
de un instrumento de gestión ambiental, en cumplimiento del marco normativo nacional1  y  sectorial2, 
incluyen mecanismos de participación ciudadana tales como: Talleres participativos, Encuestas de 
Opinión, Buzones de sugerencias, entre otros, durante la etapa de formulación y evaluación de los 
instrumentos de gestión ambiental. Asimismo, el desarrollo de Audiencias Públicas en los casos 
corresponda dirigida por esta DGAAMI. Para la etapa operativa del proyecto o actividad como parte 
del Plan de Manejo Ambiental, se debe contar con un Plan de Participación Ciudadana. 

El marco normativo ambiental para la Participación Ciudadana en los instrumentos de gestión 
ambiental, deben considear lo establecido en el Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la 
Información Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, 
aprobado por el Decreto Supremo N 002-2009-MINAM; y el Reglamento de Gestión Ambiental para 

1 Reglamento sobre Transparencia, Acceso o la información Púbtca Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, se entenderá que e5tá referido a la norma aprobada mediante Decreto Supremo Ng 002-2009-MINAM. 
Reglamento de Gestión Ambiental para la industria Manufacturera y Comercio Interno aprobado mediante Decreto Supremo NS 017-2015-PRODuCE. 
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la Industria Manufacturera y  Comercio Interno aprobado por el Decreto Supremo N° 017-2015- 

PRODUCE, 

El listado de los estudios ambientales aprobados por esta Dirección General, son publicados en el 

portal institucional en el siguiente Link. 

http]Jjroduce.gob.pe/descargaLproduce/daai/estudios.xls  

Asimismo, las Resoluciones Directorales que sustentan la aprobación de los instrumentos de gestión 

ambiental, están disponibles en el portal institucional en el siguiente llnk. 

htt ps://Www.produce.gob.peil  

Respecto al acceso a la Información Pública, los ciudadanos acceden mediante el Formularlo Virtual 

"Solicitud de Acceso a la Información Pública" o de manera presencial a través de mesa de partes, 

teniendo la posibilidad de elegir la forma de entrega de la información, por correo electrónico, en CD o 

Impreso, dicha información se atiende en un plazo de diez dlas hábiles de recibida la solicitud. Los 

formularios de solicitud están disponibles en el portal Institucional en el siguiente Link, 

flfl./Jwww,produce,gob.pe/lndeX.php/fOrmuiaUios-de-atencion-ai-ciudadano/5olicitud-de-accesO-a-

la-in  forrnacion-pubiica 

De lo expuesto, se advierte que los objetivos referidos al acceso a la Información ambiental, la 

participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales y  el acceso a la justicia en 

/ asuntos ambientales guardan consistencia con el mareo normativo vigente nacional y sectorial, 

especialmente, los dos primeros objetivos se encuentran contemplados en el Reglamento de Gestión 

Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio Interno aprobado por el Ministerio de la 

producción. 

De igual manera, cabe precisar que el Acuerdo de Escazú también concuerda con lo dispuesto en la 

Política Nacional de Ambiente, aprobada mediante Decreto Supremo N 012-2009-MINAM, cuyo 

cuarto objetivo especifico es alcanzar un alto grado de conciencia y cultura ambiental en el país, con la 

activa participación ciudadana de manera Informada y consciente en los procesos de toma de 

decisiones para el desarrollo sostenible. Además, se relaciona con el Eje de Política 3: Gobernanza 

Ambiental de la Política Nacional de Ambiente, la cual tiene entre sus objetivos construir nuevos 

modos de producción y vida basados en los principios de la sostenibilidad, la ética, la inclusión social y 

la justicia ambiental; así como, fomentar la participación activa y piuricultural de la población en la 

gestión ambiental. 

Por otro lado, conviene indicar que el Acuerdo de Escazú concuerda con el Plan Estratégico de 

Desarrollo Nacional denominado: PLAN BICENTENARIO El Perú hacia el 2021, aprobado mediante 

Decreto Supremo N' 054-2011-PCM. Específicamente, con el Eje Estratégico 6: Recursos Naturales y 

Ambiente, cuyos lineamientos de políticas sobre calidad ambiental están orientados a fortalecer la 

supervisión y  fiscalización de¡ cumplimiento de la normativa sobre calidad ambiental y 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, con activa participación ciudadana; así como, 

fomentar la educación, la conciencia, la cultura ambiental y el acceso a la información ambiental, entre 

otroS. Asimismo, conviene indicar que este eje estratégico tiene como Objetivo Especifico 5: SIstema 

Nacional de Gestión Ambiental implementado en los tres niveles de gobierno, con activa participación 

ciudadana, el cual comprende, entre otras acciones, Impulsar los mecanismos de participación y 

consulta ciudadana en las decisiones de gestión ambiental. 

Asimismo, considerando que el referido Acuerdo concuerda con la política nacional y sectorial 

ambiental, para su implementación no se requerirá recursos presupuestaies adicionales por esta 

DGAAM 1. 

Finalmente, en lo referido a acceso a la justicia en asuntos ambientales señalado en el Acuerdo de 

Escazú, es preciso señalar que las competencias ambientales en supervisión, fiscalización y sanción de 

las actividades de la industria manufacturera y comercio Interno han sido trasferidos por el Produce al 

Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA, organismo adscrito al Ministerio de¡ 

Ambiente. 
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4. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN 

La DGAAMI en el marco de sus competencIas ambientales aprueba los instrumentos de Bestión 
ambiental de proyectos de inversión y actividades en curso de la Industria Manufacturera y Comercio 
Interno. AsImIsmo, establece e implementa mecanismos de participación ciudadana y de acceso a la 
Información pública en materia ambiental, en el marco de la normativa ambiental nacional y sectorial. 

• Se cuenta con marco normativo ambiental nacional y  sectorial para garantizar la Participación 
Ciudadana en los Instrumentos de gestión ambiental, establecidos especlflcamente en el Reglamento 
sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana 
en Asuntos Ambientales, aprobado por el Decreto Supremo N' 002-2009-MINAM y el Reglamento de 
Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio Interno aprobado por el Decreto 
Supremo N 017-2015-PRODUCE. 

• En tal sentido el Acuerdo de Escazú, guarda consistencia con el marco normativo ambiental vigente 
nacional y sectorial, especialmente, en lo referido al acceso a la información ambiental y la 
participación pública en el proceso de torna de decisiones en materia ambiental. Asimismo, para su 
irnplementación no se requerIrá recursos presupuestales adicionales. 

Se recomienda, remitir el presente reporte a la DGPAR para su consoildaclón, de acuerdo a lo indicado 
por el DVMYPE-1, para las acciones que correspondan, 

Ateiitarnente, 

Ing.R? RDAL AYAQUE 
Asesor Ambiental 
Dirección General de Asuntos Ambientales 
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INFORME N 166-2018-PRODUCE/OGPPM-OCT.Al 

A JOSÉ ARMANDO CALDERÓN VALENZUELA 
Director General 
Oficina General de Planeamiento, Presupuesto y Modernización 

Asunto : Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo 
de Escazú). 

Referencia a) OF.RE  (DMA) N° 2-12-A/219. 
Cargo N' 6034-2018-PRODUCE-SG. 
Cargo N°  3962-2018-PRODUCE/DVMYPE-I. 
Cargo N° 4237-2018-PRODUCE/DVPA. 
Cargo N 6202-2018-PRODUCE-SG. 

Fecha San Isidro, 17 de octubre de 2018 

MINISTE-1110  
OFICINA GENERAL DE PLANEAMIENIo 

PRESUPUESTO Y MOt*NIZAC,OÑ) 

18 OCT. 2018'" 
RECEPCIÓN DOCUMENTARIA 

En lo que concierne a las funciones de la Oficina de Cooperación Técnica y Asuntos Internacionales (OCTAI), 
se expresa la siguiente opinión: 

1. ANTECEDENTES 
1.1. Con el documento de la referencia a), el Ministerio de Relaciones Exteriores informa a la Secretaría 

General sobre la adopción y suscripción del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe 
(Acuerdo de Escazú), para lo cual solicita un informe técnico-legal del Sector Producción para el 
perfeccionamiento interno a nivel nacional para su ratificación. 

1.2. Con el documento de la referencia b), la Secretaría General de PRODUCE remite la solicitud a los 
Despachos Viceministeriales de MYPE e Industria y de Pesca y Acuicultura, para la opinión técnica 
correspondiente. 

1.3. Con el documento de la referencia c), el Despacho Viceministerial de MYPE e Industria (DVMYPE-l) 
remite a la Oficina General de Planeamiento, Presupuesto y Modernización (OGPPM) el expediente 
con la opinión técnica favorable al Acuerdo de Escazú. 

1.4. Con el documento de la referencia d), el Despacho Viceministerial de Pesca y Acuicultura (DVPA) 
remite a la Secretaría General la opinión técnica favorable al Acuerdo de Escazú. 

1.5. Con el documento de la referencia e), la Secretaría General remite a la OGPPM la opinión técnica del 
DVPA para el trámite correspondiente. 

II. BASE LEGAL 
2.1. Constitución Política del Perú 
2.2, Ley N 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental. 
2.3. Ley N° 27692, Ley de creación de la Agencia Peruana de Cooperación Internacional - APCI. 
2.4. Ley N° 28611, Ley General del Ambiente. 
2.5. Decreto Legislativo N 719, Ley de Cooperación Técnica Internacional. 
2.6. Decreto Legislativo N 1047, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de la Producción. 
2.7. Resolución Suprema N° 450-84-RE, que aprueba el Manual de Procedimientos de la Cooperación 

Técnica Internacional. 
2.8. Decreto Supremo N 015-92-PCM, que aprueba el Reglamento de la Ley de Cooperación Técnica 

%\ Internacional. 

jj 2.9. Decreto Supremo N 002-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento sobre Transparencia, Acceso a 
la Información Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales. 

2.10. Decreto Supremo N 019-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento de la Ley del Sistema Nacional 
de Evaluación de Impacto Ambiental y sus modificatorias. 

2.11. Decreto Supremo N 050-2012-RE, que aprueba la Política Nacional de Cooperación Técnica 
Internacional. 

lb 
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2.12. Decreto Supremo N 017-2015-PRODUCE, que aprueba el Reglamento de Gestión Ambiental para la 

Industria Manufacturera y Comercio Interno. 

2.13. Decreto Supremo N 002-2017-PRODUCE, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones 

del Ministerio de la Producción, Artículo N 039 - Oficina de Cooperación Técnica y Asuntos 

Internacionales. 

2.14. Resolución Secretarial N 070-2013-PRODUCE/SG, que aprueba la Directiva N' 002-013/PRODUCE-

SG "Normas para la Elaboración, Tramitación, Suscripción y Evaluación de Convenios del Ministerio 

de la Producción". 

2.15. Resolución Ministerial N 354-2017-PRODUCE de fecha 25 de julio de 2017, que aprueba el Plan 

Estratégico Sectorial Multianual del Sector Producción - PESEM (2017-2021), 

III. ANÁLISIS 

3.1. Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia 

en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú). 

El Acuerdo de Escazú es un instrumento regional originado en la Conferencia de la Naciones Unidas 

sobre el Desarrollo Sostenible (Río +20), fundamentado en el Principio 10 de la Declaración sobre el 

Medio Ambiente y Desarrollo de 1992. Es producto de una fase preparatoria de dos años y de nueve 

reuniones de su Comité de Negociación, lideradas por Chile y Costa Rica, en su calidad de 

Copresidentes, y por otros 5 integrantes de la Mesa Directiva (Argentina, México, Perú, San Vicente 

y las Granadinas y Trinidad y Tobago). 

La negociación del texto del Acuerdo de Escazú involucró la participación activa de representantes 

gubernamentales, del sector privado, de la academia, expertos y otras partes interesadas, de manera 

colaborativa y en pie de igualdad, con el objetivo de formular un instrumento jurídico pionero en 

materia de protección ambiental, con enfoque de derechos humanos, en beneficio a la poblaciones 

de la región de América Latina y el Caribe, en especial de los grupos y comunidades más vulnerables. 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia 

en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe fue adoptado el 4 de marzo de 2018 en la 

ciudad de Escazú, Costa Rica, con el objetivo de garantizar el derecho de todas la personas a tener 

acceso a la información de manera oportuna y adecuada, a participar de manera significativa en las 

decisiones que afectan sus vida y su entorno, y a acceder a la justicia cuando estos derecho hayan 

sido vulnerados. 

Los pilares del Acuerdo de Escazú son los siguientes: 

• Acceso a la información ambiental, su generación y divulgación. 

• Participación pública en procesos de toma de decisiones ambientales. 

• Acceso a la justicia en asuntos ambientales. 

• Defensores de Derechos Humanos en asuntos ambientales. 

Mediante Resolución Suprema N° 183-2018-RE, de fecha 19 de setiembre de 2018, se delega a la 

señora Fabiola Martha Muñoz Dodero, Ministra de Estado en el Despacho de Medio Ambiente, las 

facultades para la suscripción del Acuerdo Regional sobre e/Acceso alo Información, la Participación 

Pública y el Acceso a la Ju5tici0 en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe ("Acuerdo de 

¡1 Escazú"), representación del Estado peruano. 

•'. )V » 
*' 4/ 3.2. Normativa Nacional 

WQWSPEt . 

(1 El Acuerdo de Escaz ú  concuerda con el Plan Bicentenarto El Peru hacia el 2021 ,aprobado mediante 

Decreto Supremo N° 054-2011-PCM, específicamente en lo siguiente: 

Eje Estratégico 6: Recursos Naturales y Ambiente, cuyos lineamientos de política sobre calidad 

ambiental están orientados a fortalecer la fiscalización y supervisión de la normativa sobre 

WQT/jclr 
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calidad ambiental y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, con activa 

participación ciudadana, así como fomentar la educación, la conciencia, la cultural ambiental y 

el acceso a la información ambiental, entre otros. 

Objetivo Específico 5: Sistema Nacional de Gestión Ambiental, de aplicación entre los tres 

niveles de gobierno, con activa participación ciudadana, el cual comprende, entre otras 

acciones, impulsar los mecanismos de participación y consulta ciudadana en las decisiones de 

gestión ambiental. 

La Ley N 28611, Ley General del Ambiente, en los Artículo 1 y  II del Título Preliminar establecer que 

toda persona tiene el derecho a acceder adecuada y oportunamente a la información pública sobre 

las políticas, normas, medidas obras y actividades que pudieran afectar, directa o indirectamente, el 

ambiente, sin necesidad de invocar justificación o interés que motive tal requerimiento; así como a 

participar responsablemente de los procesos de toma de decisiones, la definición y aplicación de las 

políticas y medidas relativas al ambiente y sus componentes. 

Asimismo, el Capítulo 4 del Título 1 de la Ley General del Ambiente señala que toda persona tiene el 

derecho de acceder adecuada y oportunamente a la información pública sobre el ambiente, sus 

componentes y sus implicancias en la salud. Toda entidad pública, así como las personas jurídicas 

sujetas al régimen privado que presten servicios públicos, deben facilitar el acceso a dicha 

información a quien lo solicite, sin distinción de ninguna índole. 

El Artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1013, Ley de Creación, Organización y Funciones del 

Ministerio del Ambiente, establece que el Ministerio del Ambiente es el organismo del Poder 

Ejecutivo que dirige el Sistema Nacional de Información Ambiental encargado de promover la 

participación ciudadana en los procesos de toma de decisiones para el desarrollo sostenible y 

fomentar una cultura ambiental a nivel nacional. 

EL Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento sobre Transparencia, Acceso 

a la Información Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, tiene por 

finalidad establecer las disposiciones sobre acceso a la información pública con contenido ambiental 

para facilitar el acceso ciudadano a la misma. Asimismo, regula los mecanismos y procesos de 

participación y consulta ciudadana en los temas ambientales. 

El Decreto Supremo N 043-2003-PCM, que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley N2 27806, 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señala que todas las actividades y 

disposiciones de las entidades públicas están sometidas al Principio de Publicidad, por lo que toda la 

información que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente previstas 

en la Ley, debiéndose adoptar medidas que garanticen y promuevan la transparencia en su 

actuación, teniendo la obligación de entregar la información que demanden las personas. 

3.3. Ministerio de la Producción 

El Ministerio de la Producción es un organismo del Poder Ejecutivo que tiene personería jurídica de 

derecho público y, en el marco de sus competencias, implementa acciones en materia de pesquería, 

acuicultura, industria, micro, pequeña, mediana y gran empresa, comercio interno, promoción, 

') (' desarrollo de cooperativas y parques industriales. 

tj 
Ejerce competencia de manera exclusiva en ordenamiento pesquero y acuícola y coordina con las 

demás entidades competentes de todos los niveles de gobierno, a fin de realizar acciones de manera 

armónica y sistémica con los ecosistemas productivos industriales. 

Tiene entre sus funciones específicas de competencias compartidas, dictar normas y políticas 

nacionales sobre la pesquería artesanal, así como promoción de la industria y comercio interno, en 

armonía con la protección del medio ambiente y la conservación de la bíodiversidad, de conformidad 
con lo establecido por el ente rector en materia ambiental. 

1 WOT/jcir 
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3.4. Opinión de la Dirección General de Asuntos Ambientales de Industria 

De conformidad con el Reglamento de Organización y Funciones (ROF)', el Viceministerio de MYPE 

e Industria es la autoridad inmediata de¡ Ministerio de la Producción en materia de normalización 

industrial, calidad, ordenamiento de productos fiscalizados, promoción y fomento de la actividad 

industrial, cooperativas, MYPE y comercio interno. 

La Dirección General de Asuntos Ambientales de Industria (DGAAMI) es el órgano de línea de¡ 

Viceministerio de MYPE e Industria competente en materia ambiental de las actividades de las 

industrias manufactureras y de comercio interno. Según lo establecido en el Artículo 115 de¡ ROF, 

tiene entre sus funciones: 

1) Proponer programas y estrategias sobre gestión ambiental, conducir el proceso de evaluación 

de impacto ambiental, emitir actos administrativos para la adecuación ambiental sobre la 

evaluación de los instrumentos de gestión ambiental de la actividades industriales 

manufactureras y de comercio interno, de conformidad con las políticas y planes nacionales y 

sectoriales, y sistemas funcionales, en el marco de la normativa vigente; 

u) Conducir y hacer seguimiento a la implementación de programas de desarrollo y 

fortalecimiento de capacidades y asistencia técnica en gestión ambiental; 

Proponer, dirigir y supervisar la implementación de protocolos, convenios, acuerdos u otras 

modalidades de compromisos ambientales, nacionales e internacionales; 

Conducir la elaboración de información sobre gestión ambiental, gases de efecto invernadero, 

gases de contaminación atmosférica y otros, así como enviar la información a las entidades 

competentes, en el marco de la normativa vigente. 

El Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE, que aprueba el Reglamento de Gestión Ambiental para 

la Industria Manufacturera y Comercio Interno, en su Artículo 5 "Lineamientos para la gestión 

ambiental", busca establecer e implementar mecanismos de participación ciudadana y de acceso a 

la información pública en materia ambiental, asícomo regular los instrumentos de gestión ambiental 

preventivos, correctivos y complementarios aplicables a los proyectos de inversión y actividades en 

cursos de la industria manufacturera y comercio interno. 

El Artículo 70 "Participación ciudadana ambiental" del Reglamento, señala que toda persona 

tiene derecho de participar en la gestión ambiental de la actividades de la industria 

manufacturera y de comercio interno y sus mecanismos de participación son aplicables en el 

proceso de elaboración y evaluación de los instrumentos de gestión ambiental señaladas, 

conforme a las normas, procedimientos y mecanismos establecidos por las normas de la 

materia. 

Asimismo, el Artículo 71 "Acceso a la Información Pública Ambiental", indica que toda persona 

tiene derecho a acceder a la información pública ambiental que posea la autoridad competente 

sobre la gestión ambiental de las actividades de la industria manufacturera y de comercio 

interno, que pudieran afectarlo, en forma directa o indirecta, sin necesidad de invocar 

justificación de ninguna clase. 

En ese sentido, la DGAAMI conduce el proceso de certificación ambiental de las actividades bajo su 

competencia, otorgando derechos administrativos en materia ambiental. Asimismo, promueve la 

adopción de procesos productivos limpios, buenas prácticas ambientales, eficiencia en el uso de los 

+ 
" 

recursos y materiales eficiencia energetica medidas bajo en carbono y la eliminacion de sustancias 

que agotan la capa de ozono. 

Asimismo, la DGAAMI hace seguimiento a la elaboración de los instrumentos de gestión ambiental 
irSPP4 en el marco de los proyectos de inversión y actividades en curso, en cumplimiento a la normativa 

'Aprobado mediante Decreto Supremo N' 002-2017-PRODUCE. 
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nacional y sectorial, los cuales incluyen mecanismos de participación ciudadana tales como talleres 

participativos, encuestas de opinión, buzones de sugerencia, entre otros, durante la etapa de 

formulación y evaluación de los instrumentos de gestión ambiental, así como el desarrollo de 

audiencias públicas. 

Para la parte operativa del proyecto de inversión o actividades debe incluirse un Plan de 

Participación Ciudadana como parte del Plan de Manejo Ambiental entre otros instrumentos de 

gestión ambiental, de conformidad con el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, que aprueba el 

Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la información Ambiental y Participación y Consulta 

Ciudadana en Asuntos Ambientales. 

Por lo expuesto, teniendo en cuenta que la DGAAMI viene implementando las acciones previstas en 

el Acuerdo de Escazú relacionadas al acceso, generación y divulgación de la información ambiental 

y la participación pública en procesos de tomas de decisiones ambientales, en el marco de la 

normativa nacional y sectorial vigente, la implementación del Acuerdo Escazú no requerirá recursos 

presupuestales adicionales. 

3.5. Opinión de la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas 

De conformidad con el Reglamento de Organización y Funciones (ROF), el Viceministerio de Pesca y 

Acuicultura es la autoridad inmediata del Ministerio de la Producción en materia de ordenamiento 

pesquero y acuícola, pesquería industrial, pesquería artesanal, Acuicultura de Mediana y Gran 

Empresa (AMYGE), Acuicultura de Micro y Pequeña Empresa (AMYPE) y Acuicultura de Recursos 

Limitados (AREL), a nivel nacional y sectorial, velando por el abrochamiento sostenible de los 

recursos hidrobiológicos y su impacto favorable en el medio económico, ambiental y social. 

la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas (DGAAMPA) es el órgano de 

línea del Viceministerio de Pesca y Acuicultura con autoridad técnica a nivel nacional responsable de 

promover el uso sostenible de los recursos hidrobiológicos, la protección del ambiente, la adaptación 

y mitigación de los efectos del cambio climático de las actividades pesqueras y acuícolas. En el 

articulo 91 del ROF, se establece entre sus funciones: 

i) Promover la gestión ambiental, el fortalecimiento de la educación y cultura ambiental para el 

desarrollo sostenible y la participación ciudadana en las actividades pesqueras y acuícolas; 

u) Remitir al órgano rector del Sistema Nacional de Información Ambiental la información referida 

a la actividades pesqueras y acuícolas, conforme al marco normativo; 

iii) Emitir opinión sobre lo los protocolos y convenios vinculados a la gestión ambiental, cambio 

climático y biodiversidad en las actividades pesqueras y acuícolas, en el marco de sus 

competencias; 

lv) Proponer mecanismo para la generación de información ambiental de las actividades 

pesqueras y acuícolas. 

Teniendo en cuenta lo establecido en los artículo 5, 6 y  7 del Acuerdo de Escazú, la DGAAMPA, en el 

marco de sus funciones, implementa acciones relacionadas al acceso y generación de información 

ambiental y participación ciudadana, de conformidad con el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, 

que aprueba el Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la información Ambiental y Participación 

y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales. 

Por lo expuesto, teniendo en cuenta que la DGAAMPA viene implementando las acciones previstas 

en el Acuerdo de Escazú relacionadas al acceso, generación y divulgación de la información 

ambiental y la participación pública en procesos de tomas de decisiones ambientales, en el marco 

de la normativa nacional y sectorial vigente, la implementación del Acuerdo Escazú no requerirá 

recursos presupuestales adicionales. 

/ WQT/jcir 
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3.6. En materia de Cooperación Técnica Internacional 

En atención a lo anteriormente expuesto, el Acuerdo de Escazú es de relevancia, toda vez que 
responde a los principios de la Política Nacional de Cooperación Internacional 2012, definidos en la 
Declaración de Paris sobre la Eficacia de la Ayuda, en particular a lo que se refiere a liderazgo en la 
"elaboración de políticas pública explícitas, concretas y coherentes" y la transparencia en la 
rendición de cuentas, difusión y el acceso de la información a la ciudadanía en general sobre las 
im.ervenciones de cooperación técnica internacional, Asimismo, se almea al Área Prioritaria 2 
"Estado y Gobernabilidad", vinculada al tema prioritario (8) Participación equitativa y eficiente de 
los ciudadanos, al Área Prioritarias 3 "Economía Competitiva, Empleo y Desarrollo Regional", 
vinculada a los temas prioritarios (10) Estructura productiva y turística diversificada, competitiva y 
sostenible y  (14) actividades económicas diversificadas concordantes con las ventajas comparativas 
y competitivas de cada espacio geográfico regional, y al Área Prioritaria 4 "Recursos naturales y 
medio ambiente", vinculada a los temas prioritarios (15) Conservación y aprovechamiento sostenible 
de los RRNN; (16) Manejo integrado, eficiente y sostenible de¡ recurso hídrico y de las cuencas 
hidrográficas; y (17) Calidad ambiental y adaptación al cambio climático, incorporando la perspectiva 
de la Gobernanza Climática. 

Desde el punto de vista de la Cooperación Internacional, de conformidad a lo previsto en el artículo 
2" de¡ Decreto Legislativo N° 719, "Ley de Cooperación Técnica Internacional"; la Cooperación 
Técnica Internacional es el medio por el cual el Perú recibe, transfiere y/o intercambia recursos 
humanos, bienes, servicios, capitales y tecnología de fuentes cooperantes externas, cuyo objetivo es 
complementar y contribuir a los esfuerzos nacionales en materia de desarrollo, destinados entre 
otros aspectos a adciuirir conocimientos científicos y tecnológicos para su adaptación y aplicación en 
el Perú; así como, facilitar a los extranjeros la adquisición de conocimientos científicos y tecnológicos 
nacionales. 

De conformidad con el Artículo 39, literales a), b), c), d), e) y f), la OCTAl es la responsable de 
coordinar y gestionar los requerimientos mediante distintas modalidades de cooperación 
internacional con los órganos y unidades orgánicas de¡ Ministerio y sus organismos públicos 
adscritos, y canalizarlos ante el Ministerio de Relaciones Exteriores - Agencia Peruana de 
Cooperación Internacional (APCI) y otras instituciones internacionales. 

W. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

4.1 El Acuerdo Regional sobre e/Acceso a/a Información, lo Participación Pública ye/Acceso a/a Justicia 
en Asuntos Ambientales en América Latino y el Caribe ("Acuerdo de Escazú") fue adoptado el 4 de 
marzo de 2018 en la ciudad de Escazú, Costa Rica, con el objetivo de garantizar el derecho de todas 
la personas a tener acceso a la información de manera oportuna y adecuada, a participar de manera 
significativa en las decisiones que afectan sus vida y su entorno, ya acceder a la justicia cuando estos 
derecho hayan sido vulnerados. 

4.2 Por lo expuesto en los documentos de referencia c) y d), El Ministerio de la Producción, a través de 
sus Direcciones Generales de Asuntos Ambiental de Industria (DGAAMI) y de Asuntos Ambientales 
Pesqueros y Acuícolas (DGAAMPA), viene implernentando las acciones previstas en el Acuerdo de 
Escazú relacionadas al acceso, generación y divulgación de la información ambiental y la 
participación pública en procesos de tomas de decisiones ambientales, según lo establecido en el 
Decreto Supremo N" 002-2009-MINAM, que aprueba el Reglamento sobre Transparencia, Acceso a 
la Información Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, y el 

.. j Decreto Supremo N" 017-2015-PRODUCE, que aprueba el Reglamento de Gestión Ambiental para la 
Industria Manufacturera y Comercio Interno, entre otras normativas nacionales y sectoriales 

Y 1 vigentes. En ese sentido, la iniplementación de¡ Acuerdo Escazú no requerirá recursos ti presupuestales adicionales. 
4.3 En atención a lo expuesto en el presente informe, el cual ha considerado las opiniones técnicas de 

los subsectores de MYPE e Industria y de Pesca y Acuicultura, esta oficina emite opinión técnica 
favorable al Acuerdo de Escazú. 

/ WOT/icir 
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4.4 Se recomienda remitir el presente informe a la Oficina General de Asesoría Jurídica, para su 
consideración y emisión de la opinión legal correspondiente requerida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores para dar inicio al procedimiento de perfeccionamiento interno y su posterior 
ratificación. 

Es todo cuanto tengo que informar a usted, para los fines que el caso amerita. 

Atentamente, 

(4UL1OHERLESS CORTÁZAR LA ROSA 
Especialista de la 0fií'iç/açie'Cooperación Técnica y Asuntas Internacionales 

Oficina Gena)>1Ø  Planeamiento, Presupuesto y Modernización 

Visto el informe que antecede, sta'Oflcina lo hace suyo; en consecuencia, derívese a la Oficina General de 
Planeamiento, Presupuesto y Modernización para tos fines que estime pertinentes. 

WQT/jcir 
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CLAUDIA ROSALÍA CENTURIÓN LINO 
Secretaria General 

Ml!lTERlCj Í)E LA Pru 

o? mc. 2018 
/OGAJ 

r. 
F...... 

A 

Asunto 

Referencia 

Fecha 

Remite opinión sobre el Acuerdo Regional sobre el acceso a la 
información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe - "Acuerdo de Escazú". 

Oficio OF. RE  (DMA) N° 2-12-A1219 
Memorando N° 1027-2018-PRODUCE/DGAAMPA 
Memorando N° 1357-2018-PRODUCE/DVMYPE-l/DGPAR 

O 6 DIC, 2018 

Por el presente me dirijo a usted, en relación al asunto del rubro, a fin de manifestar lo 
siguiente: 

1. ANTECEDENTES: 

1.1 Mediante documento OF. RE  (DMA) N° 2-12-A/219 la Dirección General para Asuntos 
Multilaterales y Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, solicita al Ministerio 
de la Producción que remita un informe técnico-legal con el cual se realice un análisis 
del "Acuerdo de Escazú" tomando en cuenta la normatividad nacional vigente. 

1.2 Por Memorando N° 1027-2018-PRODUCE/DGAAMPA, la Dirección General de 
Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas remite el Informe N° 020-2018-
PRODUCE/DGAAMPA con el cual, emite opinión respecto al "Acuerdo de Escazú". 

1.3 Con Memorando N° 1357-2018-PRODUCE/DVMYPE-lfDGPAR la Dirección General 
de Políticas y Análisis Regulatorio remite el Reporte N° 24-2018-PRODUCE/DVMYPE-
l/DGAAMI/RAA de la Dirección General de Asuntos Ambientales de Industria el cual 
emite opinión respecto al mencionado acuerdo. 

H. ANÁLISIS: 

2.1 El Acuerdo Regional sobre el acceso a la información, la participación pública y el 
acceso a la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe, en adelante 
"Acuerdo de Escazú" tiene como objetivo garantizar la implementación plena y efectiva 
en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental, 
participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la 
justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el fortalecimiento de las 
capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada 
persona, a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. 

Iril' 

Con el OF. RE  (DMA) N° 2-12-A/219 la Dirección General para Asuntos Multilaterales y 
Globales del Ministerio de Relaciones Exteriores, solicita al Ministerio de la Producción 
que remita un informe técnico-legal el cual considere los siguientes aspectos: 

"a) Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de competencia 
del Sector. En este análisis debe incluirse una evaluación del Acuerdo de 

u ti, ton (u,(uc - '1 1. (i i (It 
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Escazú a la luz de la normativa nacional vigente, debiendo señalar 
expresamente si el referido instrumento internacional guarda consistencia 
con la normativa nacional en se respectivo ámbito de competencias o si, 
por el contrario, se requiere la modificación o derogación de alguna ley, o la 
emisión de normas con rango de ley para su implementación. 

Provisión de los recursos necesarios en el presupuesto institucional para 
asumir los gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú. 

Presentación de la conveniencia a los intereses nacionales de ser Parte 
del Acuerdo, a partir de las políticas sectoriales, acuerdo nacional, plan 
bicentenario, objetivos de desarrollo sostenible, etc" 

2.3 Por lo que, con el Memorando N° 1027-2018-PRODUCE/DGAAMPA, la Dirección 
General de Asuntos Ambientales Pesqueros y Acuícolas remite el Informe N° 020-
2018-DGAAMPA, el cual señala lo siguiente: 

3.4. Los artículos / y!! del título Preliminar de la Ley N° 28611, Ley General 
del ambiente, señalan que toda persona tiene el derecho a acceder 
adecuada y oportunamente a la información pública sobre las políticas, 
normas, medidas, obras y actividades que pudieran afectar, directa o 
indirectamente, el ambiente, sin necesidad de invocar justificación o interés 
que motive tal requerimiento; así como a participar responsablemente en los 
procesos de toma de decisiones, la definición y aplicación de las políticas y 
medidas relativas al ambiente y sus componentes. 

3.5. El Capítulo 4 del título 1 de la Ley General del Ambiente señala que, 
toda persona tiene el derecho de acceder adecuada y oportunamente a la 
información pública sobre el ambiente, SUS componentes y sus implicancias 
en la salud, toda entidad pública, así como las personas jurídicas sujetas al 
régimen privado que presten seivicios públicos, facilitan el acceso a dicha 
información, a quien lo solicite, sin distinción de ninguna índole, con sujeción 
exclusivamente a lo dispuesto en la legislación vigente. 

3.6. El artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1013, Ley de Creación, 
Organización y Funciones del Ministerio del Ambiente, en adelante MÍNAM, 
establece que el MINAM dirige el Sistema Nacional de Información 
Ambiental, así como promover la participación ciudadana en los procesos de 
toma de decisiones para el desarrollo sostenible y fomentar una cultura 
ambiental nacional. 

3.7 En ese sentido, mediante Decreto Supremo N° 002-2009-10INAM se 
establece el Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información 
Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, 
que tiene por finalidad regular los mecanismos y procesos de participación y 
consulta ciudadana en los temas de contenido ambiental. 

IV CONCLUS/ONES Y RECOMENDACIONES 

(«.) 
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4.3 En tal sentido, la Dirección General de Asuntos Ambientales Pesqueros y 
Acuícolas implementa las acciones relacionadas al acceso a la información 
ambiental, generación de información ambiental y participación ciudadana, 
de acuerdo a lo establecido en el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM, la 
misma que se complementa y se encuentra acorde con lo contemplado en el 
Acuerdo de Escazú. Asimismo, dadas las funciones de esta Dirección 
General, en el marco de los artículos 5,6 y  7 del Acuerdo de Escazú, se 
considera que no irrogaría algún presupuesto adicional. 

2.4 Asimismo, con Memorando N° 1357-2018-PRODUCE/DVYPE-IIDGPAR se remite el 
Reporte N° 24-2018-PRODUCE/DVMYPE-1/DGAAMI/RAA de la Dirección General de 
Asuntos Ambientales, la cual señala lo siguiente: 

"4. Conclusión y Recomendación 

La DGAAMI en el marco de sus competencias ambientales aprueba los 
instrumentos de gestión ambiental de proyectos de inversión y 
actividades en curso de la Industria Manufacturera y Comercio Interno. 
Asimismo, establece e implementa mecanismos de participación 
ciudadana y de acceso a la información publica en materia ambiental, en 
el marco de la normativa ambiental nacional y sectorial. 

Se cuenta con marco normativo ambiental nacional y sectorial para 
garantizar la participación ciudadana en los instrumentos de gestión 
ambiental, establecidos específicamente en el Reglamento sobre 
Transparencia, acceso a la Información Pública Ambiental y 
Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM y el Reglamento de 
Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio Interno 
aprobado por el Decreto Supremo N° 0 1 7-2015-PRODUCE. 

En tal sentido el Acuerdo de Escazú, guarda consistencia con el marco 
normativo ambiental vigente nacional y sectorial, especial, en lo referido 
al acceso a Ja información ambiental y la participación pública en el 
proceso de toma de decisiones en materia ambiental. Asimismo, para su 
itnplementación no se requerirá recursos presupuestales adicionales." 

2.5 Con el Memorando N° 1372-2018-PRODUCE/0GPPM la Oficina General de 
Planeamiento y Presupuesto remite el Informe N° 166-2018-PRODUCE/OGPPM-
OCTAI de la Oficina de Cooperación Técnica y Asuntos Internacionales, la cual señala 
lo siguiente: 

"3.1 Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y e! Caribe (Acuerdo de Escazú) 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe fue adoptado el 4 de marzo de 2018 en la ciudad de 
Escazú, Costa Rica, con el objetivo de garantizar el derecho de todas las 
personas a tener acceso a la información de manera oportuna y 
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adecuada, a participar de manera significativa en las decisiones que 
afectan SUS vidas y su entorno, y a acceder a la justicia cuando estos 
derechos hayan sido vulnerados. 

(...) 

3.6 En materia de Cooperación Técnica Internacional 

En atención a lo anteriormente expuesto, el Acuerdo de Escazú es de 
relevancia, toda vez que responde a los principios de la Política Nacional 
de Cooperación Internacional 2012, definidos en la Declaración de Paris 
sobre la Eficacia de la Ayuda, en particular a lo que se refiere a liderazgo 
en la "elaboración de políticas pública explícitas, concretas y coherentes" 
y la transparencia en la rendición de cuentas, difusión y el acceso de la 
información a la ciudadanía en general sobre las intervenciones de 
cooperación técnica internacional. Asimismo, se almea al Area Prioritaria 
2 "Estado y Gobernabilidad'Ç vinculada al tema prioritario (8) Participación 
equitativa y eficiente de los ciudadanos, al Area Prioritarias 3 "Economía 
Competitiva, Empleo y Desarrollo Regional", vinculada a los temas 
prioritarios (10) Estructura productiva y turística diversificada, competitiva 
y sostenible y  (14) actividades económicas diversificadas concordantes 
con las ventajas comparativas y competitivas de cada espacio geográfico 
regional, y al Area Prioritaria 4 "Recursos naturales y medio ambiente'Ç 
vinculada a los temas prioritarios (15) Conservación y aprovechamiento 
sostenible de los RRNN; (16) Manejo integrado, eficiente y sostenible del 
recurso hídrico y de las cuencas hidrográficas,' y (17) Calidad ambiental y 
adaptación al cambio climático, incorporando la perspectiva de la 
Gobernanza Climática." 

DE LA OPINIÓN LEGAL 

2.9 El Acuerdo de Escazú señala que los firmantes deberán garantizar el derecho de toda 
persona a vivir en un medio ambiente sano, así como cualquier otro derecho humano 
universalmente reconocido que esté relacionado con el acuerdo, establece las 
condiciones aplicables para la entrega de información ambiental, pautas para la 
generación y divulgación de ésta; asimismo, establece que se debe garantizar el 
derecho de acceder a la justicia en asuntos ambientales de acuerdo con las garantías 
del debido proceso y que existirá un régimen de intercambio de información para el 
fortalecimiento de capacidades. 

2.10 El acceso a la información pública se encuentra regulado en el inciso 5 del artículo 2 de 
la Constitución Política del Perú, el cual establece que toda persona tiene derecho a 
solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier 
entidad pública, en el plazo legal y con el costo que suponga el pedido; se exceptúan 
las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se 
excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. Asimismo, el articulo 3 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, aprobado por Decreto Supremo N° 043-2003-PCM, establece entre otros 
aspectos, que todas las actividades y disposiciones de las entidades públicas están 
sometidas al principio de publicidad; en consecuencia, toda información que posea el 
Estado se presume pública. 
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2.11 La Ley N° 28611 Ley General del Ambiente, establece en sus artículos 1 y  II del Título 
Preliminar el derecho irrenunciable de las personas de vivir en un ambiente saludable, 
equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo de la vida y contribuir a una efectiva 
gestión ambiental, a la conservación de la diversidad biológica y al aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, y que tiene derecho a acceder adecuada y 
oportunamente a la información pública sobre las políticas, normas mediadas, obras y 
actividades que pudieran afectar directa o indirectamente el ambiente. 

2.12 Asimismo, el citado dispositivo normativo en su artículo IV señala que toda persona 
tiene el derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva ante las entidades 
administrativas y jurísdiccionales, en defensa del ambiente y de sus componentes, 
velando por la debida protección de la salud de las personas en forma individual y 
colectiva, la conservación de la diversidad biológica y el aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales. 

2.13 El Decreto Legislativo N° 1013, que aprueba la Ley de Creación, Organización y 
Funciones del Ministerio del Ambiente, establece que su objeto es el de la 
conservación del ambiente, de modo tal que se asegure el usos sostenible, 
responsable, racional y ético de los recursos naturales y del medio que los sustenta, 
que permita contribuir al desarrollo integral social, económico y cultural de la persona 
humana, en armonía con su entorno. Asimismo, señala que el Ministerio del Ambiente 
dirige el Sistema Nacional de Información Ambiental - SINIA, la cual es una red de 
integración tecnológica, institucional y humana que facilita la sistematización, acceso y 
distribución de la información ambiental, además del uso e intercambio de ésta siendo 
soporte de los procesos de toma de decisiones y como herramienta de apoyo para la 
implementación del Sistema Nacional de Gestión Ambiental - SNGA. 

2.14 Con el Decreto Supremo N° 002-2009-MINAM se aprueba el Reglamento sobre 
Transparencia, Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación y Consulta 
Ciudadana en Asuntos Ambientales, el cual tiene por finalidad establecer las 
disposiciones sobre el acceso a la información publica con contenido ambiental, para 
facilitar el acceso ciudadano a ésta, regulando de igual manera los mecanismos y 
procesos de participación y consulta ciudadana en los temas de contenido ambiental; 
regulando también la actuación del MINAM como punto focal en los convenios 
comerciales internacionales con contenidos ambientales, y la consulta intersectorial en 
caso de reclamaciones de contenido ambiental presentadas por autoridades o 
personas extranjeras. 

2.15 Respecto al Ministerio de la Producción, se aprobó el Reglamento de Gestión 
Ambiental para la Industria Manufacturera, con el Decreto Supremo N° 017-2015-
PRODUCE, de acuerdo a lo establecido en el numeral 58.1 del artículo 58 de la Ley N° 
28611, con el objeto de promover y regular la gestión ambiental, la conservación y 
aprovechamientos sostenible de los recursos en el desarrollo de las actividades de la 
industria manufacturera y de comercio interno, en el marco del Plan Nacional de 
Diversificación Productiva y la Política Nacional del Ambiente. 

2.16 En el citado Reglamento el Ministerio de la Producción establece, en función a sus 
competencias, los lineamientos para la Gestión Ambiental, entre los cuales se 

ib encuentra el "c) Establecer e implementar mecanismos de participación ciudadana y de i acceso a la información pública en materia ambiental."; asimismo, en su Título y se 
regula la participación ciudadana y el acceso a la información pública ambiental y la 
incorporación de la información correspondiente al Sistema Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental - SElA y al Sistema Nacional de Información Ambiental (SlNlA). 
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2.17 Bajo ese marco legal y atendiendo a lo señalado tanto por la Dirección General de 
Asuntos Ambientales de Industria como por la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Pesqueros y Acuícolas, de los Despachos Viceministeriales de MYPE e 
Industria y Pesca y Acuicultura, respectivamente, en el desarrollo de¡ presente informe, 
se determina que los compromisos asumidos por el Acuerdo de Escazú se encuentran 
en concordancia con la normativa de la materia. 

¡II. CONCLUSIÓN: 

Por lo anteriormente expuesto, desde el punto de vista legal, se concluye que el 
Acuerdo Regional sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso 
a la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe - "Acuerdo de 
Escazú", guarda concordancia con la legislación de la materia; debiendo remitirse el 
presente informe y sus antecedentes a la Dirección General para Asuntos 
Multilaterales y globales de¡ Ministerio de Relaciones Exteriores, para los fines que 
estime pertinentes. 

Atentamente, 

Juan José Gomez Rivero 
Abogado 

El que suscribe hace suyo el contenido del presente informe, y lo eleva a su Despacho 
para los fines pertinentes. 

C iww ZECI~ ROBLES 
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FiRtm VI TAL y, Secretaría de Gesti 
Pública P CM 
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Año del DiMgo y la Recoidhacón Nacional 

Miraflores, 16 de Agosto del 2018 

OFICIO N° D000114-2018-PCM-SGP 

Miraflores, 

OFICIO No. 1111 -2018-PCM/SGP 

Señora 

ANA PEÑA DOIG 

Directora de Medio Ambiente 

Ministerio de Relaciones Exteriores 

Jr. Lampa N2  545, Cercado de Lima 
Drncnnta - 

M ISTÍRIO nr, RELACIONES EXTtRIOES 
Ofc:ra ue GU át!ofl Dicuil~tal y Nchlvo 

MESA DE PARTES 

ECU3WDO 
Nota: 

Referencia: OF. RE  (DMA) N2  1-0-13/73 

De mi consideración: 

Es grato dirigirme a usted, en atención al documento de la referencia mediante el cual su 

despacho remite una copia de las disposiciones contenidas en el instrumento denominado 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a Ii Información, la Participación Pública y el Acceso a la 

Justicia en Asuntos Ambientales en Arnrica Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú; a fin de que 

esta Secretaría remita un informe en el que analice, en el marco de sus competencias, la 

consistencia del citado instrumento co,t la normativa nacional. 

Sobre el particular, adjunto al preseite el Informe N 2  D000012-2018-SSAP-RVZ, que esta 

Secretaria hace suyo, el cual contiene la información y alcances solicitados en el documento de 

la referencia. 

Atentamente, 

MAYEN UGARTE VÁSQUEZ-SOLIS 

Secretaria de Gestión Pública 

Presidencia del Consejo de Ministros 

MUVS/RVZ 

j s-A1-(I 

Q 
CODIGO ... ...................  

Tramrte a CA90 ..:. ..................... 

( 4i( 

Coças para rrtrxn,crO(T 

Lela OS oTra Od a riba ir rrriiblrr de oir dourrianlo electrónico archivadu en la Presidencia del Coriserjo de 

Ministros, aplicardo lo dispuesto por el Art. 25 de D.S 070-2013 CM y la Tercera Disposicion Complementaria Final 1 Ei PERú PPltERo 1 del OS. ()2b-2016 PCM. Su autenticidad e stsrrrdad pueden ser ioritrastadas a 1rav15s de a siguiente dirección web: 

http://sgdciudadano.perngob.pe/registerfverifica  e irsgrt sairdo la siguente clave: EXKUHZ 
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Dcenio de lo Igualdad de Oportunidades para Mujeresj' Hombres" 
Año del Dijulo o y lo Reconciliación Nacional 

Lima, 15 de Agosto del 2018 

INFORME N° D000012-2018-PCM-SSAP-RVZ 

A : MAYEN LUCRECiA UGARTE VASQUEZ-SOLIS 
SECRETARIA DE GESTIÓN PUBLICA 
SECRETARÍA DE GESTIÓN PÚBLICA 

De : RODRIGO VALDIVIA ZAMORA 
PROFESIONAL 
SUBSECRETARÍA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Asunto Informe sobre la incorporación del Perú al Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe Acuerdo de Escazú 

Referencia : OF. RE, (DMA) NT 1-0-8/73 

Fecha Elaboración: Lima, 15 de Agosto de 2018 

Me dirijo a usted, en atención al documento de la referencia, a fin de informar lo siguiente: 

1.1 Constitución Política del Perú 
1.2 Ley Ni! 27658 - Ley Marco de la Modernización de la Gestión del Estado 
1.3 Ley N2  29158 - Ley Orgánica del Poder Ejecutivo - LOPE 
1.4 Ley NT 29809 - Ley de Organización y Funciones del MINJUS 
1.5 Ley NT 29565 - Ley de creación del Ministerio de Cultura 
1.6 Decreto Legislativo NF  52 - Ley Orgánica del Ministerio Público 
1.7 Decreto Legislativo N0  767 - Ley Orgánica del Poder Judicial 
1.8 Decreto Legislativo N6  1013 - Ley de Organización y Funciones del Ministerio del Ambiente 
1.9 Decreto Legislativo 1353 - Crea la Autoridad Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales 
1.10 Decreto Supremo NT 002-2017-MINAM, aprueba el Reglamento de Organización y 

Funciones del Ministerio del Ambiente 
1.11 Decreto Supremo N° 030-2002-PCM, aprueba el Reglamento de la Ley Marco de 

Modernización de la Gestión del Estado y sus modificatorias 
1.12 Decreto Supremo N6  016-2017-PCM, aprueba el Modelo y Estrategia Nacional de Datos 

Abiertos Gubernamentales del Perú 2017-2021 
1.13 Decreto Supremo N6  022-2017-PCM, que aprueba el Reglamento de Organización y 

Funciones de la PCM 

II. ANTECEI)ENTES 

Mediante oficio RE (DMA) NT 1-0-B/3, la Dirección de Medio Ambiente del Ministerio de 
Relaciones Exteriores solicita a esta Secretaría emita un informe en el que se evalúe los alcances 

FI.MA DIGITAL Id Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 

1,11  PCI\4 usticia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe - Acuerdo de Escazú. 
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COMPETENCIA DE LA SECRETARÍA DE GESTIÓN PÚBLIcA 

Conforme a lo establecido el Reglamento de Organización y  Funciones de la PCM, la Secretaría de 
Gestión Pública (SGP) es el órgano de línea con autnridad técnico normativa a nivel nacional que 
tiene a su cargo las materias de organización, estructura y funcionamiento de la Administración 
Pública, simplificación administrativa, gestión por procesos, calidad y atención al ciudadano, 
gobierno abierto y gestión del conocimiento, en concordancia con las normas sobre la materia; 
así como de emitir opinión técnica sobre normas, provectos de ley y autógrafas en materia de 
organización, estructura y funcionamiento del Estado. 

ANALISIS 

4,1 La Dirección de Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores solicita que se 
emita un informe técnico-legal el cual contenga los siguientes elementos: 

4.1.1 Análisis del instrumento, principalmente de los aspectos de competencia del Sector. 
En este análisis se debe incluir una evaluación del Acuerdo de Escazú a la luz de la 
normativa nacional vigente, debiendo señalar expresamente si el referido 
instrumento internacional guarda consistencia con la normativa nacional en su 
respecto ámbito de competencias o si, por el contrario, se requiere la modificación o 
derogación de alguna ley, o la emisión de normas con rango de ley para su 
i m pl eme nta ci ó n. 

4.1.2 Provisión de recursos necesarios en el presupuesto institucional para asumir los 
gastos de la implementación del Acuerdo de Escazú. 

4.1.3 Evaluación de las ventajas y beneficios que reportará al Perú la ratificación del 
Acuerdo de Escazú, a partir de las respectivas Políticas Sectoriales. 

4.2 En atención a ello, cabe precisar que en el marco de las competencias y funciones de la 
Secretaria de Gestión Pública, el presente informe se enfocará en aquellas implicancias que 
el Acuerdo de Escazú (en adelante, el Acuerdo) tenga en las materias de organización, 
estructura y funcionamiento de la administración pública, así como Gobierno Abierto. 

4.3 El artículo 1 del Acuerdo señala que éste tiene como objetivo garantizar la irnplementación 
plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso o la información 
ambiental, participación pública en los procesos de torna de decisiones amhientales' acceso a 
lo justicia en asuntos ambientales, así como la creación y eljortalecimiento de las capacidades 
y la cooperación, con tribuyendo a la protección del derecho de cada persona, de las 
,qeneraciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano i' al desarrollo sosten ib/e. 

4.4 En esa línea, el inciso 9 del artículo 4 del Acuerdo precisa que para la implernentoción del 
Acuerdo, cada Parte alen taro el uso de las nuevas tecnologías de la injormación u la 
comunicación, tales como los datos abiertos, en los diversos idiomas usados en el país, cuando 
corresponda. Los medios electrónicos seron utilizados de uno manero que no generen 
restricciones o discriminaciones para e/público. 

Sobre el particular, es importante mencionar que medaute Decreto Supremo N 2  016-2017-
0CM, se aprobó el Modelo y  Estrategia Nacional de Datos Abiertos Gubernamentales del 
Perú 2017-2021, el cual tiene como objeto mejorar la prestación de los servicios públicos 
que el Estado brinda a la ciudadanía, como parte del proceso de modernización de la gestión 
pública, promoviendo la colaboración y la participación ciudadana en el marco de un 
gobierno abierto. Esto, a su vez, con la finalidad de promover la apertura de datos de la 
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información de las entidades públicas, la innovación en la generación de valor público con la 
rcutilización de los datos abiertos para la creación de nuevos productos y  servicios con el 
uso de las tecnologías de la información y comunicación, para el desarrollo social y 
económico, en el marco de un gobierno abierto. 

En ese sentido, el Estado peruano ya cuenta con un marco normativo que promueve la 
implementación de tecnologías de la información y la comunicación, vinculada a los Datos 
Abiertos, promovida por la Presidencia del Consejo de Ministros, como parte de la 
promoción de los principios del Gobierno Abierto. 

En materia de orEanización y estructura de la administración pública 

4.5 El inciso 18 del artículo 5 señala que cada Parte establecerá o designará uno o más órganos o 
instituciones imparciales o con autonomía e independencia, con el objeto de promover la 
transparencia en el acceso a la información ambiental, fiscalizar el cumplimiento de las 
normas, así como vigilar, evaluar y garantizar el derecho de acceso a la información. Cada 
Parte podrá incluir o fortalecer, según corresponda, las potestades sancianatorias de los 
órganos o instituciones mencionados en el marco de sus competencias. 

Al respecto, corresponde precisar que mediante Decreto Legislativo NQ 1353 se dispuso que 
el Ministerio de Justicia y Derechos humanos se constituye como la Auturjdad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información. De este modo, se otorgó a dicho Ministerio las 
competencias y funciones en materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales; a través de la Dirección General de Transparencia, Acceso a 
la Información Pública y Protección de Datos Personales (en adelante, la Autoridad); y las 
funciones resolutivas en instancia administrativa al Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (en adelante, el Tribunal). 

De manera complementaria, se advierte CIUe  el nivel de especificidad de los temas 
abordados en las disposiciones del Acuerdo alcanzan al Ministerio del Ambiente, quien tiene 
competencias para promover la participación ciudadana en los procesos de toma de 
decisiones para el desarrollo sostenible y fomentar una cultura ambiental nacional; 
promover la educación, cultura y ciudadanía ambiental, así como dirigir el Sistema Nacional 
de Información Ambiental, entre otros. 

4.6 El inciso 13 del artículo 7 establece que cada Parte alentará el establecimiento de espacios 
apropiados de consulta en asuntos ambientales o el uso de los va existentes co los que puedan 
participar distintos grupos y sectores. Cada Parte promoverá la valoración del conocimiento 
local, el diáloqo y la interacción de las diferentes visiones y saberes, cuando corresponda. 

En relación a las instancias y espacios de coordinación y consulta en asuntos ambientales, se 
advierte que actualmente existen las siguientes Comisiones Multisectoriales dedicadas a 
tales fines: 

Comisión Nacional de la Diversidad Biológica 
Comisión Nacional sobre Cambio Clinihtico 

e) Comisión Nacional de lucha contra la Desertificación y Sequía (CONALDES); 
Comisión Multisectorial de Asesoramiento 
Comisión Multisectorial Permanente denominada "Comité Nacional de llumedales" 
Comisión Multisectorial Permanente para la Gestión Ambiental del Medio Marino-
Coste ro 
Comisión Multisectorial para la Prevención y Recuperación Ambiental de la Cuenca del 
Lago Titicaca y sus afluentes 

En ese sentido, las instancias multisectoriales que ya se encuentran creadas pueden servir 
como espacios de coordinación, articulación y consulta, de corresponder. No obstante, de 
encontrarse justificada la necesidad de crear otra instancia multisectorial, se debe tener en 
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cuenta que para ello se requiere cantar con la opinión previa de la Secretaria de Gestión 
Pública (SGP) de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), conforme a lo establecido 
en la Segunda Disposición Complementaria Final de la ley 27658 - Ley Marco de 
Modernización de la Gestión del Estado y el artículo 3 de su Reglamento; así como lo 
dispuesto en el literal c) del artículo 44 del Decreto Supremo N 022-2017-PCM, que 
aprueba el Reglamento de Organización y  Funciones de la PCM. 

4.7 El inciso 1 del artículo 8 del Acuerdo, establece que Cada Parte garantizará el derecha de 
acceder a la justicia en asuntos ambientales de acuerdo con las garantias del debido proceso. 
Por su lado, el inciso 2 del citado artículo señala que Cada Parte asegurará, en el morco de su 
legisiución nacional, el acceso a instan cias judiciales y administrativas para impugnar y 
recurrir, en cuanto al fondo y el procedimiento respecto a decisiones, acciones u omisiones 
relacionadas al acceso a la información ambiental; la participación pública en procesos de 
toma de decisiones ambientales; 'otras que afecten de manera adverso al medio ambiente o 
con tra vengo normas jurídicas relacionadas con el medio ambien te. 

Tal como se mencionó en el segundo párrafo del numeral 4.5 del presente informe, 
mediante Decreto Legislativo N2  1353 se creó el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información, el cual constituye la última instancia administrativa en materia de 
transparencia y derecho al acceso a la información pública a nivel nacional. En ese sentido, 
el Estado peruano ya cuenta con una instancia administrativa para los fines establecidos en 
el artículo $ del Acuerdo. 

Por otro lado, de acuerdo a lo informado por el Ministerio Público - Fiscalía de la Nación, 
actualmente en el Perú existen 44 Fiscalías Especializadas en Materia Amhiental (FEMA), 
cuyas funciones se encuentran precisadas en las Resoluciones N9  1177-2014-MP-FN y 1673-
2014-MP-FN. Asimismo, en el ámbito del Poder Judicial, a partir del mes de abril del 2018 el 
Perú cuenta con el primer juzgado Especializado en Materia Ambiental, el cual funciona en 
el distrito judicial de Madre de Dios, con sede en la ciudad de Puerto Maldonado. 

En relación a este último punto, es Importante mencionar que la creación de dichos órganos 
jurisdiccionales se realiza en el marco de las autonomías del Ministerio Público y el Poder 
Judicial, según corresponda. 

4.8 El inciso 3 del artículo 8 del Acuerdo, establece en sus distintos literales que para garantizar 
el acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada Parte contará con: órqanos estatales 
competentes con acceso a conocimientos especializados en materia ambiental; la posibilidad 
de disponer medidas cautelares y provisionales para prcvenir, hacer cesar, mitiqcir o 
recomponer daños al medioambi ente; entre otros. 

Al respecto, se debe precisar que para dichos fines el Estado peruano cuenta con todo un 
aparato institucional enmarcado en el Sector Ambiente, dirigido por el Ministerio del 
Ambiente, el cual cuenta con organismos públicos ejecutores y técnicos especializados, tales 
como el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) y el Servicio Natural de 
Áreas Naturales Protegidas (SERNANP); entre otros. En ese sentido, el Estado peruano 
cumple con dichas disposiciones al contar con entidades especializadas en materia 
ambiental. 

4.9 El artículo 10 del Acuerdo señala que cada Parte se compromete a crear y fortalecer sus 
capacidades nacionales en asuntos ambientales en instituciones nacionales, funcionarios, 
autoridades, etc. Asimismo, se compromete a promover la educación y sensibilización, 
mediante la inclusión de módulos educativos básicos en los niveles educacionales: así como 
contar con medidas orientadas a grupos poblacionales en situación de vulnerabilidad (como 
la interpretación o traducción de idiomas distintos al oficial). 

En relación al fortalecimiento de capacidades en asuntos ambientales, se advierte que el 
Ministerio del Ambiente ya viene desarrollando dichas funciones a través de la Dirección 
General de Educación, Ciudadanía e Información Ambiental. 
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Por otro lado, respecto a la implementación de medidas tales como el servicio de 
interpretación, se observa que el Ministerio de Cultura cuenta con una Dirección de Lenguas 
Indígenas y un Registro de Intérpretes de Lenguas Indígenas u Originarias y un Registro de 
Facilitadores, ambos creados mediante Resolución Ministerial N 001-2012-VMI-MC. En ese 
sentido, el Estado peruano cumple con las disposiciones dadas en el artículo 10 del Acuerdo. 

implicancias en materia de uso de recursos públicos 

4.10 El artículo 14 del Acuerdo dispone la creación de un Fondo de Contribuciones Voluntarias 
así como la posibilidad de realizar contribuciones voluntarias para apoyar el financiamiento 
de su implementación, cuyo funcionamiento será definido por la Conferencia de las Partes. 

En esa misma línea, el literal b), del inciso 4, artículo 15 señala que la Conferencia de las 
Partes deliberará y aprobará por consenso las disposiciones financieras que sean necesarias 
para el funcionamiento e irnplernentación del Acuerdo. 

En ese sentido, corresponde recabar la opinión especializada del Ministerio de Economía y 
Finanzas, toda vez que mediante 1s disposiciones que se establezcan en el marco de la 
Conferencia de las Partes, se podrían generar responsabilidades financieras para el país, lo 
cual debe contar con la anuencia del citado Ministerio por ser materia de su competencia. 

V. CONCLUSIONES 

5.1 El instrumento internacional denominado Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, 
la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y 
el Caribe - Acuerdo de Escazú, tiene como objetivo la implementación efectiva de los 
derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los proceso de toma 
de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la creación 
y el fortalecimiento de capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del 
derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio 
ambiente sano y al desarrollo sostenible. 

5.2 El Estado peruano cuenta con un marco normativo e institucional que guarda coherencia 
con las disposiciones establecidas en el Acuerdo de Escazú, en términos de contar con 
instancias orientadas a dictar medidas de transparencia y acceso a la información 
(Autoridad Nacional de Transparencia del Ministerio de Justicia y derechos Humanos), así 
como instancias resolutivas (Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información Pública), 
jurisdiccionales (Fiscalías y )uzgado en materia ambiental), instancias consultivas 
(Comisiones sectoriales y multisectoriales), y entidades especializadas en materia ambiental 
(Ministerio del Ambiente y sus organismos públicos adscritos). 

5.3 La promoción del uso de tecnologías de la información y la comunicación, tales como los 
Datos Abiertos, se encuentra recogida en el marco normativo nacional, mediante el Modelo 
de Datos Abiertos Gubernamentales cid Perú y la Estrategia Nacional de Datos Abiertos 
Gubernamentales del Perú 2017-2021; aprobados mediante Decreto Supremo N 5  016-2017-
PCM, como parte de la promoción de los principios del Gobierno Abierto. 

5.4 De lo expuesto, se concluye que el marco normativo e institucional en el Perú guarda 
coherencia con las disposiciones establecidas en el Acuerdo de Escazú, no demandando la 
creación de nuevas entidades o uLstancias que se encarguen del cumplimiento de dichas 
disposiciones. En ese sentido, no se encuentran contradicciones o confrontación entre las 
disposiciones del Acuerdo y la normativa nacional. 

5.5 En la línea de lo señalado, la implenentación de las disposiciones del Acuerdo de Escazú no 
irroga mayores gastos a los asigrados al presupuesto instilucional de la Presidencia del 
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Consejo de Ministros, toda vez que el marco normativo Si organizacional que se encuentra 
bajo competencia de dicho ministerio ya cuenta con las disposiciones, instancias, 
mecanismos e instrumentos orientados a su cumplimiento. 

5.6 Sin perjuicio de lo concluido, corresponde señalar que de requerirse la emisión de cualquier 
disposición normativa que afecte la organización, estructura y funcionamiento de la 
Administración Pública, así corno las materias de simplificación administrativa, gestión por 
procesos, calidad y atención al ciudadano, gobierno abierto y gestión del conocimiento; se 
deberá recabar la opinión previa de la Presidencia del Consejo de Ministros. 

VI. RECOMENDACIONES 

6.1 Se recomienda recabar la opinión especializada del Ministerio de Economía y Finanzas, toda 
vez que las disposiciones dadas en los artículos lA y 15 del Acuerdo podrían tener 
implicancia en el uso de recursos públicos. 

6.2 Se recomienda remitir una copia del presente informe a la Dirección de Medio Ambiente del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, para los fines pertinentes. 

Es todo cuanto tenemos que informar. 

Atentamente, 
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MINISTERIO DE RELACIONES 

EXTERIORES URGENTE 

MEMORÁNDUM (DMA) N° DMA0009112019 

A : DIRECCIÓN GENERAL DE TRATADOS 

De : DIRECCIÓN DE MEDIO AMBIENTE 

Asunto : Opinión de DMA para perfeccionamiento interno del Acuerdo de Escazú 

Referencia : DGT007662019 

Con relación a su solicitud, adjunto la opinión de esta Dirección para el inicio del perfeccionamiento del 

Acuerdo de Escazú (en adelante el Acuerdo): 

El Acuerdo, al desarrollar el principio 10, busca garantizar los derechos de acceso a nivel regional y 

promueve el fortalecimiento de la democracia ambiental, que se sustenta en la participación ciudadana y la 

transparencia en la toma de decisiones, contribuyendo al buen gobierno y a alcanzar los objetivos del 

desarrollo sostenible. 

Este instrumento regional tiene como objetivo, "garantizar la implementación plena y efectiva en América 

Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los 

procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales; así como la 

creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del derecho 

de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo 
sostenible". 

Cabe indicar que la Constitución Política del Perú reconoce los derechos de acceso a la información y a 

gozar de un ambiente sano. En su artículo 2.5 establece que toda persona tiene derecho a "A solicitar sin 

expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, 

con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las 

que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional"; igualmente el artículo 2.22 

reconoce el derecho de toda persona a "la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, 

así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida". 

Asimismo, el contenido del Acuerdo, es complementario con otros instrumentos de Derecho Internacional de 
derechos humanos de los cuales el Perú es parte, tales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención 
Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos, entre otros, que sustentan nuestra normativa y son la base de 
nuestras políticas, en materia de acceso a la información, participación pública y acceso a la justicia. 

Cabe indicar que el Perú cuenta con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (Ley 27806) 
y con la Ley General del Ambiente (Ley 28611), que en el artículo II del título preliminar reconoce el derecho 
al acceso a la información, en el artículo III el derecho a la participación en la gestión ambiental y en el 
artículo IV, el derecho de acceso a la justicia ambiental. En ese sentido, nuestro país ha realizado 
importantes avances en la regulación de los derechos de acceso abordados en el Acuerdo, por lo cual el 
contenido de este se encuentra en consonancia con la normativa nacional en la materia. 

De igual manera, ha desarrollado instrumentos tecnológicos como el Sistema Nacional de Información 

Ambiental (SINIA), que es la red de Integración Tecnológica, Institucional y Humana que facilita la 

sistematización, acceso y distribución de la información ambiental, así como su uso e intercambio entre los 

distintos organismos públicos y privados. 
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El Acuerdo establece una serie de medidas para mejorar la institucionalidad en materia de información 

ambiental, optimizar los mecanismos y procedimientos para la toma de decisiones, y consolidar la 

administración de justicia en material ambiental; al respecto, de conformidad con en el artículo 10 del citado 

acuerdo, los paises se comprometen a crear y fortalecer sus capacidades nacionales, sobre la base de sus 

prioridades y necesidades. 

El Perú es uno de los 17 paises con mayor biodiversidad del mundo, y debido a esta particular riqueza, 

existe por parte de la ciudadania un elevado interés en participar activamente en iniciativas que promuevan 

y/o coadyuven al logro de un desarrollo sostenible. 

Asimismo, como miembro de las Naciones Unidas, el Perú se encuentra comprometido con la 

implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, respecto de lo cual el Acuerdo 

coadyuvaría particularmente con el ODS 16, referido a promover sociedades pacificas para el desarrollo 

sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas 

a todos los niveles. Cabe señalar que los objetivos de este acuerdo coadyuvan también a la lucha frontal 

contra la corrupción, el cual es uno de los objetivos primordiales del actual gobierno. 

En consideración a todo lo expuesto, la Dirección de Medio Ambiente expresa su opinión favorable para la 

ratificación del Acuerdo porque coadyuvará a fortalecer la democracia, promoviendo mecanismos para una 

mejor construcción de consensos, mayor confianza en las decisiones, cohesión social; y por tanto mejoras 

en la prevención de la conflictividad socio ambiental y la lucha contra la corrupción, lo que sin duda fortalece 
el Estado de Derecho. 

Lima, 16 de mayo del 2019 

Ana Angélica Peña Doig 

Ministra 

Directora de Medio Ambiente 

Este documento ha sido impreso por Patricia Giuliana Linares Delgado, quien asume la responsabilidad 

sobre el uso y destino de la información contenida. 10/06/19 04:18 PM 

Anexos 

Proveidos 

Proveido de Ana Angélica Peña Doig (16/05/2019 14:45:47) 

Derivado a Ana Teresa Revilla Vergara 

Pendiente inicial. 

Proveido de Fiorella Nalvarte (16/05/2019 14:48:12) 

Derivado a Iván Adolfo Aybar Valdivia, Patricia Giuliana Linares Delgado 

Estimados funcionarios por indicación de la Dra. Revilla, pase para vuestro conocimiento y fines. 
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MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES URGENTE 

MEMORÁNDUM (DDH) N° DDHO0I75/2019 

A : DIRECCIÓN DE MEDIO AMBIENTE 

De : DIRECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Asunto 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y El Caribe 

Referencia : DMA00073/2019 

En atención a su mensaje de la referencia, esta Dirección no encuentra inconveniente alguno para 
la futura ratificación de¡ "Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y El Caribe', conocido 
como el Acuerdo de Escazú, toda vez que su contenido es acorde con los instrumentos y los 
compromisos internacionales asumidos por el Perú, así como con los planes y la normativ 
nacional en materia de promoción y protección de los derechos humanos. 

De acuerdo con su redacción, el Acuerdo de Escazú tiene como objetivos garantizar el goce pleno y efectivo 
en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental, la participación pública 
en la adopción de decisiones sobre el medio ambiente y el acceso a la justicia en asuntos ambientales. 

El texto de¡ Acuerdo de Escazú es acorde con las disposiciones sobre derecho de acceso a la información 
contempladas en instrumentos internacionales de los que el Perú es parte como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Politicos de 1966, la Convención Americana de Derechos Humanos, la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y la Carta Democrática Interamericana y nuestro Plan Nacional de 
Derechos Humanos 2018-2021 que contempla a la "garantía al acceso a la información pública" como un 
objetivo estratégico. 

El texto, sin embargo, reconoce límites al acceso a información, vinculados a aspectos que tienen que ver 
con la seguridad nacional o afectación o riesgo a la vida, la seguridad, o la salud de una persona física, 
entre otros; lo que se almea con los citados instrumentos y normativa interna. 

En materia de participación pública en procesos de toma de decisiones ambientales, el propio texto de 
Escazú obliga a los Estado partes a comprometerse en la implementación de una participación abierta e 
inclusiva en los procesos de toma de decisiones ambientales, "sobre la base de los marcos normativos 
interno e internacional". 

Adicionalmente, el Acuerdo presta especial atención a las personas y grupos en situación de vulnerabilidad, 
lo que va en consonancia con lo previsto en el Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021, que prioriza 
la promoción y protección de los derechos de los grupos de especial protección, entre los que se incluye a 
los defensores de derechos humanos. 

Sin duda, un aspecto central de¡ Acuerdo de Escazú radica en el hecho que por primera vez un instrumento 
regional incluye disposiciones vinculantes y específicas para la protección y promoción de personas, grupos 
y organizaciones que promueven y defienden los derechos humanos en asuntos ambientales. En ese 
sentido, el texto señala que cada parte garantizará un entorno propicio para que los defensores de derechos 
humanos en asuntos ambientales puedan actuar sin amenazas, restricciones e inseguridad. 

Al respecto, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos promulgó, el 25 de abril de¡ presente año, el 
"Protocolo para garantizar la protección de personas defensoras de derechos humanos" que se enmarca 
dentro de las acciones estratégicas del Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021 disponiendo el 
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fomento de mecanismos para garantizar el e'ercicio seguro de la de la labor pacífica, retribuida y gratuita de 

los defensores de derechos humanos en el territorio nacional. 

Por tanto, el Acuerdo de Escazú tiene el importante mérito de incluir en su redacción importantes aspectos 

en materia de promoción y protección de estos derechos, muchos de los cuales ya están contemplados en 

otros instrumentos internacionales y son parte del marco jurídico interno; fomenta la creación de 

capacidades en los Estados partes, y brinda por primera vez disposiciones de carácter vinculante a aspectos 

de prioritario interés como la protección de los defensores de derechos humanos en materia ambiental. 

Todo ello coadyuvará, sin duda, a la solución de un importante desafio en la región, cual es la promoción y 

protección de los derechos humanos relacionados con la adecuada gestión del ambiente. 

Lima, 2 de maggio del 2019 

Hubert Wieland Conroy 
(. Embajador 

Director de Derechos Humanos 

CC: GAB,DDH,DGM 

RFPV 

Este documento ha sido impreso por Omar Speedy Ortega Ortega, quien asume la responsabilidad sobre el 

uso y destino de la información contenida. 07/05/19 05:13 PM 

Anexos 

Proveidos 

Proveido de Hubert Wieland Conroy (02/05/2019 16:57:08) 

Derivado a Ana Angélica Peña Doig 

Pendiente inicial. 

Proveido de Anne Maeda lkehata (02/05/2019 17:02:00) 

Derivado a Alexandra Fridel Tonsmann Foppiani 

Proveido de Alexandra Fridel Tonsmann Foppiani (02/05/2019 17:13:38) 

Derivado a Omar Speedy Ortega Ortega 
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MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES URGENTE 

MEMORÁNDUM (DGT) N° DGT0I0I6/2019 

A : DIRECCIÓN GENERAL PARA ASUNTOS MULTILATERALES Y GLOBALES 

De : DIRECCIÓN GENERAL DE TRATADOS 

Asunto : Declaración sobre mecanismo de solución de controversias del Acuerdo de Escazú 

Referencia DGM003812019 

Considerando lo indicado en el punto (y) del suyo de la referencia, mediante el cual esa Dirección 

General indica la pertinencia de someterse a la Corte Internacional de Justicia como mecanismo de solución 

de controversias conforme lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 19 del Acuerdo de Escazú y, en atención 

a las competencias conferidas a esta Dirección General en virtud del artículo 129, literal i del ROF del MRE, 

se tiene a bien señalar que el texto de la declaración que el Perú efectuaría al momento del depósito del 

instrumento de ratificación del mencionado instrumento internacional tendría el siguiente tenor: 

"La República del Perú, en concordancia con el artículo 19, párrafo 2 del Acuerdo Regional sobre e/Acceso 
a la Información, la Participación Pública y e/Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina 

y el Caribe, declara que, en lo que respecta a las controversias que no se hayan resuelto conforme al 

párrafo 1 del artículo 19, acepta considerar obligatorio el sometimiento de la controversia a la Corte 

Internacional de Justicia en sus relaciones con cualquier Parte que acepte la misma obligación". 

Lima, 12 de julio del 2019 

Franca Lorella Deza Ferreccio 

Embajadora 

Directora General de Tratados 

C.C: EPT,DGT,DMA,SAR 

PGLD 

Este documento ha sido impreso por Patricia Giulíana Linares Delgado, quien asume la responsabilidad 

sobre el uso y destino de la información contenida. 12/07/19 11:41 AM 

Anexos 

Proveidos 
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Proveido de Franca Lorella Deza Ferreccio (12/07/2019 11:37:43) 

Derivado a Marco Vinicio Balarezo Lizarzaburu 

Pendiente inicial. 
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